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PRESENTACIÓN 

En el V Congreso de la Asociación Mexicana de Estudios Rura
les, A.C. (AMER), celebrado en mayo de 2005 en la ciudad de Oaxaca, 
participaron 507 ponentes, quienes con sus estudios disciplinarios, 
interdisciplinarios, empíricos y/o críticos, procuraron ofrecer un 
balance del campo mexicano y debatieron perspectivas y alternati
vas para contribuir al análisis y resolución de los problemas de an
taño, revitalizados y nuevos, que afectan a las sociedades rurales 
e indígenas por la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte (TLCAN), el primero de enero de 1994. Esta fe
cha marcó el inicio de una nueva etapa de la crisis que ha ido trans
formando el campo mexicano y la sociedad en su conjunto, y no 
sólo por la puesta en marcha del proyecto neoliberal, sino también 
por las diversas manifestaciones sociales de protesta y contrapues
ta a tal proyecto, como lo fue el Movimiento Zapatista y el Campo 
No Aguanta Más. 

En este marco de transformaciones, en 1994 fue creada la AMER, 

precisamente como parte de esas manifestaciones sociales, tenien
do como propósito: fomentar, difundir y profundizar la investigación 
y el conocimiento sobre el campo mexicano, que se realice dentro y 
fuera del país, para contribuir al Desarrollo Rural Nacional, con equi
dad. Para el logro de sus objetivos, la AMER organiza bianualmente 
congresos (entre otros eventos) y publica los mejores trabajos pre
sentados en ellos, tomando como forma obras colectivas que ha
cen alusión al tema general de cada congreso. 

De tal manera, del primer congreso, celebrado en Taxco (1994), 
resultó la colección publicada en 1996: La sociedad rural mexicana 
frente al nuevo milenio, que se compuso por cuatro volúmenes. El 
segundo congreso, celebrado en 1998 en la ciudad de Querétaro: Po
líticas de ajustes estructurales en el campo mexicano: efectos y res-

[11] 
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puestas , publicó las ponencias presentadas en un CD. La obra Los 
actores sociales frente al desarrollo social, conformada por cinco to
mos y publicada en 2005, correspondió al tercer congreso, realizado 
en la ciudad de Zacatecas en 2001. Para el cuarto congreso, lleva
do acabo en Morelia, Michoacán, en 2003, surgió la obra titulada El 
cambio en la sociedad rural mexicana. ¿Se valoran los recursos estra
tégicos?, con cuatro tomos, publicados en 2007. 

En esta ocasión, el quinto congreso, titulado Balance y perspec
tivas del campo mexicano, a una década del TLCAN y del movimiento 
zapatista, presenta una obra conformada por cinco tomos. El tomo 1, 
coordinado por Francisco Guízar Vázquez e Ivonne Vizcarra Bor
di, reúne 18 trabajos que dan cuenta de los Efectos y defectos de las 
políticas como consecuencia de los procesos globales. Ante las inter
venciones, acciones y demandas resaltan múltiples respuestas indi
viduales, colectivas, sociales y políticas, algunas de las cuales van 
construyendo conocimientos y capacidades transformativas. El to
mo 11 fue coordinado por Angélica Espinoza Ortega, Femando Cer
vantes Escoto y Enrique Espinosa Ayala. Los 12 trabajos que lo 
conforman entretejen una cierta correspondencia entre la Globali
zación y respuestas locales de la agroindustria. En el tomo se abordan 
los procesos sociales y económicos de varios cultivos industriales 
agrícolas, así como del sector lácteo y biotecnológico. En estos proce
sos, los actores tienen un lugar importante en el análisis de lasco
rrespondencias. El tomo 111 le consagra un espacio al estudio de 
las Migraciones y movilidad laboral. Coordinado por Bruno Lutz 
Bachere y Martha Judith Sánchez Gómez, el tomo conjunta 13 tra
bajos que tocan varias dimensiones de la migración internacio
nal, de las redes y solidaridades que se consolidan, y de las formas 
de contratación que los mercados locales emergentes agropecua
rios configuran con nuevas relaciones de trabajo. Los claroscuros de 
estas problemáticas son examinados, subrayándose en algunos 
de ellos los desafíos y avatares de la pobreza que estos fenóme
nos han profundizado. Por su parte, el tomo IV reúne 11 trabajos 
que en suma dibujan los Caminos por andar en la gestión sustenta
ble de los recursos naturales . Coordinado por Beatriz De la Tejera 
Hemández, Luisa Paré y Dante Ariel Ayala Ortiz, en el tomo des
tacan los estudios de caso, algunos con mayor éxito que otros, en 
la gestión ambiental y la conservación de los recursos, así como 
en el desarrollo y la aplicación de tecnologías dirigidas a la sus
tentabilidad. Otros trabajos elaboran propuestas para analizar las 
complejas dimensiones históricas de la relación entre sociedad, 
ambiente y desarrollo. Las coordinadoras del tomo V, Paola Sesia 
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y Verónica Vázquez García, concentraron 11 trabajos que retoman 
las Viejas y nuevas problemáticas en tomo al género, la etnia y la 
edad. Las situaciones que viven las mujeres, niños( as), ancianos( as) 
rurales e indígenas en los contextos de las transformaciones del 
campo mexicano son motivo de las reflexiones centrales de los tra
bajos presentados en este tomo. Las desigualdades sociales, las jor
nadas domésticas, el trabajo precario, la pobreza, la desnutrición 
y la violación a los derechos ciudadanos son algunas de las condi
ciones que sobresalen en estos trabajos. No obstante, un número 
importante de las y los autores apuntan hacia perspectivas teóri
cas y metodológicas que pueden ser consideradas en la construc
ción de alternativas de bienestar para dichas poblaciones. 

Las publicaciones de la AMER llevan implícito un enorme esfuer
zo individual, colectivo e institucional y, si bien contribuyen al co
nocimiento del campo mexicano, su compromiso es responder, en 
gran parte, a la demanda de actitud reflexiva que está adoptando 
la sociedad mexicana para emprender la construcción de un proyec
to de país intercultural y sustentable, basado en la ética de la equi
dad y la justicia. 

lvonne Vizcarra Bordi 
Coordinadora general de la obra 



INTRODUCCIÓN 

DEFECTOS Y EFECTOS DE LAS POLÍTICAS 

Ivonne Vizcarra Bordi 
Francisco Guízar Vázquez 

Como su título lo indica, este volumen ofrece una variada com
pilación de textos que exponen, desde diferentes perspectivas de 
análisis y diversas dimensiones (globales, nacionales y locales), las 
problemáticas y las consecuencias que se presentan en el entrama
do institucional, al tratar de responder a demandas políticas, econó
micas y/o sociales, tanto de las poblaciones del México rural como 
de las agriculturas contemporáneas. 

Lo interesante de estos textos radica en que se logran observar 
experiencias para legitimar; o no, a las instituciones políticas a través 
de sus prácticas de intervención para, por o desde los pueblos. Es
tos ejemplos promueven una nueva forma de entender las políticas 
públicas en sus diferentes dimensiones, arenas o niveles políticos 'en 
los que, bajo el contexto de la globalización y el neoliberalismci, apa
recen actores con distintas capacidades y preferencias (Myntz, 2000; 
Prats, 2003). Las redes, los actores estratégicos o los protagonismos 
individualizados que se construyen al implementar las políticas, no 
son las únicas constantes que resaltan en estos 21 trabajos, pues 
también se subrayan las interacciones causadas por la (in)capacidad 
de los gobiernos para transformar las necesidades .y demandas en 
políticas públicas. 

Si bien en apariencia se trata de textos que se excluyen entre sí, 
el vértice de complementariedad se basa en reconocer analítica
mente tanto a los actores estratégicos como las interacciones de las 
reglas del juego institucional, que intentan alinear en una misma di
rección (casi siempre vertical y sistemática) las necesidades econó
micas, las demandas sociales, las capacidades humanas y el interés 
político. En este sentido, las respuestas causales entre institucio
nes, políticas y actores o grupos tienen distintas lecturas en los estu
dios rurales en México, tal y como se presentan en este volumen, 

[15) 



16 IVONNE VIZCARRA BORDI, FRANCISCO GUÍZAR VÁZQUEZ 

cuyos textos, agrupados en tres grandes apartados, permiten obser
var las reglas o marcos institucionales en los que se toman decisio
nes gubernamentales dentro de los procesos globales y neo liberales 
(defectos), así como los resultados (efectos) producidos por las in
teracciones de los actores. involucrados, que de alguna manera afec
tan también a tercerqs, positiva o negativamente, en la medida en 
que se satisfacen necesidades y/o se cumplen las demandas socia
les. Lo anterior no puede entenderse sólo en un sentido de causa y 
efecto, o como un proceso social de retroalimentación, sin que se 
consideren los mecanismos de defensa construidos localmente para 
evitar ser absorbidos por un sistema mayor y global. 

La gobemabilidad1 es un enfoque que nos acerca al microaná
lisis de la capacidad de formular e instrumentar políticas para amor
tiguar las nuevas y viejas crisis que vive el campo .mexicano .. Al 
observar las interven,ciones institucionales para resolver las dife
rent;es problemáticas emanadas de dichas crisis, también ~e pre&
ta atención al desenvol\,imierito, en múltiples dimensiones, de los 
actores tomados o no en c.uenta en la formulación e instrumenta
ción. De cierta manera, este ellfoque nos ayudara a entender los 
nexos entre fas instituciones, las acciones, las reacciones, los acto
res y los nuevos actores que surjari de estos nexos. 

Desde este punto de vi~ta, esta obra colectiva intenta ir más allá 
de la evaluación de las políticas y de medir la eficiencia instit~ciq
nal para reforzar las estrucü.iras existentes; el propósito es aportar 
evidencias teóricas y empíricas para reorientar la crítica construc
tiva hada el estudio de dónde, cuándo y cómo se pueden forrriar 
mejores iI'istituciones (democráticas) para resolver problemáticas, 
evitar crisis y fom,entar políticas equitativas (no excluyeP.tes). 

Ciertamente, los trabajos agrupados en los siguientes apartados 
no intentan ser una muestra representativa del entramado institu
cional' ni de las .respuestas sociales del México rural; sin embargo, 
sí se pueden considerar como el reflejo de realidades· complejas en 
la gobei:nábilidad para transformar las demandas en políticas freri
te a la apertura comercial, sin que las intervenciones sean motivo 
de riesgo para la pérdida de los medios materiales y simbólicos de 
la subsistencia rural. 

1 Existen varias perspectivas teóricas sobre la gobemabilidad·y la gover
nance, ténr¡inos que en ocasiones son considerados,como sinónimos y en 
otras se distingu~n por !o~ métodos analíticos de cómo abordar a las insti
tuciones creadas para intervenir en ciertos sectores. En cualquiera de las ver
tientés, la teoría de este eh.foque sigue en plena construcción, tanto en las 
ciencias polítieas como en las sociales, e influye en la antropología: (del de
sarrollo) (véase el trabajo de Prats, 2003). 



DEFECTOS Y EFECTOS DE LAS POLÍTICAS 17 

DEFECTOS 

Procesos globales y respuestas locales 

En esta parte se discuten los efectos que el complejo proceso de la 
globalización neoliberal ha ocasionado en distintos ámbitos rurales 
del país. Básicamente, los estudios se enfocan en los efectos de la 
marginación y exclusión socioeconómica que la nueva institucio
nalidad agraria y agropecuaria ha promovido, en coordinación con 
los impulsos empresariales y de apertura comercial que la han ins
pirado. La apertura comercial, inaugurada en 1994 por el Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), ha demandado de 
los gobiernos mexicanos de los últimos tres lustros poner en mar
cha una serie de reformas institucionales y estructurales que facili
ten el libre flujo de mercancías. 

Sin embargo, los programas formulados por el gobierno han fra
casado en el objetivo de lograr una integración equitativa en tér
minos socioeconómicos y tampoco han propiciado una explotación 
sustentable de los recursos agropecuarios. En ese sentido, los tra
bajos de este apartado estudian lo concerniente a la inocuidad ali
mentaria y sus efectos reales sobre las prácticas agropecuarias y el 
acceso y tenencia de la tierra, así como los efectos ambientales de
vastadores por la transformación desordenada del territorio. Los 
riesgos relacionados con desastres, vulnerabilidad social, epidemias 
y escasez del agua son puntos de reflexión de los artículos aquí pre
sentados. 

Sin duda, entre los grandes proyectos que pretenden el desarrollo 
por medio de la integración territorial en la región de Centroaméri
ca con México es el conocido Plan Puebla Panamá (PPP); sus conse
cuencias actuales y previsibles a futuro son abordadas en el trabajo 
de César Adrián Ramírez, titulado "El istmo oaxaqueño, del Me
gaproyecto Transístmico al Plan Puebla Panamá". Éste estudia la 
región del Istmo de Tehuantepec, específicamente en los distritos de 
Juchitán y Tehuantepec, muestra la transfor~ación territorial que 
ocurre en la zona y señala los vectores principales de dicha trans
formación. El autor afirma que el carácter estratégico del Istmo 
de Tehuantepec se deriva más de su densidad pluriétnica y organi
zativa que de su ventajosa posición geográfica; propone realizar un 
pacto regional como estrategia de diseño de un proyecto integra
dor regional que beneficie a la población y garantice la sustentabi
lidad. 

Otro de los defectos de la apertura comercial a gran escala con 
Estados Unidos se vislumbra en la producción de hortalizas en Si-
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naloa, tal y como lo demuestra el trabajo de Carlos Javier Maya y 
Alma Leticia Cabada, "Apertura y proteccionismo: ambivalencias 
de la política agrícola de Estados Unidos y su impacto en la horticul
tura mexicana: el caso de Sinaloa", que muestra los efectos sobre 
este tipo de producción. Los autores evidencian cómo el mecanis
mo conformado por el binomio apertura/proteccionismo, impuesto 
al formalizar tratados comerciales en el contexto de la globaliza
ción capitalista, ha generado una relación desequilibrada entre los 
productores estadounidenses y los mexicanos. Mientras que los pro
ductores del norte gozan de mayores subsidios y control de precios 
por parte de su gobierno, éste mismo impone al gobierno mexicano 
no establecer mecanismos similares para los productores de nues
tro país, lo cual provoca una relación desventajosa que puede mer
mar el sano desarrollo de dicho sector agroexportador. 

Las consecuencias de la apertura inciden en diferentes órdenes 
normativos, entre los que destacan la inocuidad y la sanidad ali
mentaria. El estudio de Belem Avendaño y Rita Schwentesius mues
tra cuáles son las "Implicaciones del brote de hepatitis A en la 
organización productiva del Valle de Mexicali", y se enfoca en las 
prácticas agrícolas dentro del contexto de la apertura comercial con 
Estados Unidos. Centrándose en el caso de un brote de hepatitis A 
detectado en consumidores estadounidenses con cebollín de origen 
mexicano, las autoras analizan las consecuencias que las políticas 
de inocuidad alimentaria han ocasionado sobre los grandes, media
nos y pequeños productores. Se presentan los riesgos de exclusión 
socioeconómica que los lineamientos normativos sanitarios pue
den ocasionar en el mediano plazo, ya que los productores con meno
res recursos difícilmente aplicarán las medidas estipuladas para la 
exportación de sus productos. Se muestra que las políticas guber
namentales de apoyo a los productores no han facilitado de forma 
equitativa los apoyos técnicos y financieros para que los agricul
tores puedan adoptar en conjunto las técnicas y el equipo necesario 
para cumplir con las normas fitosanitarias que demanda la agro
exportación. 

Otro trabajo que muestra también una correlación de al menos 
dos aspectos de la apertura comercial del TLCAN de 1994, el de las 
políticas de inocuidad alimentaria impuestas por Estados Unidos y 
el de las condiciones laborales de los trabajadores agrícolas respec
to a sus derechos a los servicios de salud, es el realizado por José 
Luis Seefoó, "Continuidades y cambios en la agricultura zamora
na, 1994-2004". Su análisis aborda los efectos de esta correlación 
en la agricultura del valle de Zamora, donde la combinación de aper-



DEFECTOS Y EFECTOS DE LAS POLÍTICAS 19 

tura comercial e imposición de normas de inocuidad evidencian un 
paulatino desplazamiento de los productores con menores recur
sos de lo que serían los flujos de intercambio comercial transnacio
nal. Las fuentes de agua menos contaminada, a la par que las tierras 
de cultivo estratégicas, han sido acaparadas por productores aso
ciados a empresas transnacionales. Esto, sin embargo, no ha mejora
do la situación laboral de los trabajadores bajo contrato, quienes 
siguen padeciendo abusos laborales y carencia de acceso a servi
cios de salud. 

Los procesos de diferenciación y la profundización de las desigual
dades sociales entre los agricultores, como una de las consecuen
cias más punibles de la apertura comercial con Estados Unidos, son 
de alguna manera sustentados y mantenidos por las políticas gu
bernamentales en torno al apoyo a la producción agrícola. Beatriz 
de la Tejera, junto con sus colaboradores, nos ofrecen un estudio al 
respecto, "Política agrícola e impactos diferenciados en el campo 
mexicano. Un acercamiento a través de estudios de caso", en el que 
se resaltan las estrategias de los productores. Sus contribuciones 
al debate se basan en la experiencia de tres productos diferentes en 
tres zonas distintas: la producción de lenteja en Zacapu, Michoa
cán, la de zarzamora en Ziracuaretiro, en el mismo estado, y la de 
maíz en dos localidades de la meseta purépecha, en Michoacán, y 
en Zapotlán el Grande y San Gabriel, en Jalisco. En este estudio se 
muestra que las políticas gubernamentales han propiciado una 
desigual integración al mercado transnacional, donde se han visto 
beneficiados los medianos y grandes productores en oposición a los 
pequeños. Sin embargo, los efectos no han sido idénticos en la di
námica productiva de los tres cultivos estudiados, pues se ha visto 
favorecida la producción de frutillas y el maíz a gran escala. 

Desde una perspectiva que enlaza lo global con situaciones na
cionales y regionales, en "Escasez del agua, desastres, vulnerabili
dad social y desarrollo regional en Tlaxcala", Ú rsula Oswald Spring 
estudia los riesgos fundamentales en torno a la problemática del 
agua y su conexión con el desarrollo regional , particularmente en 
el estado de Tlaxcala. En términos generales expone el complejo pro
ceso por medio del cual se ha provocado el éxodo masivo de cam
pesinos hacia zonas urbanas, con el consecuente aumento de la 
contaminación industrial del aire y del agua, y la sobreexplotación 
de recursos naturales renovables y no renovables. Los daños ambien
tales se manifiestan en un incremento alarmante de la erosión del 
suelo que antaño era bosque, así como una urbanización desorde
nada, por la que masas de pobladores quedarán expuestas a inunda-
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dones, deslaves y epidemias relacionadas con los mismos fenómenos. 
Oswald propone una serie de medidas que deben ser consideradas 
por quienes deciden y ejecutan las políticas públicas. 

EFECTOS 

Intervenciones, acciones y demandas 

Este apartado está compuesto por trabajos que dan cuenta de las 
interacciones o nexos que surgen de las intervenciones institucio
nales y políticas que pretenden mejorar el nivel de vida de las fami
lias campesinas mexicanas. Algunos estudios ponen el acento en las 
acciones realizadas para satisfacer demandas específicas, otros ofre
cen datos de los efectos que han tenido ciertas intervenciones o la 
falta de políticas de bienestar para mejorar la condición humana; 
también se incluyen varios artículos que puntualizan los efectos ne
gativos de la gobernabilidad, debido a que la resolución de pro
blemas y demandas sociales se ve afectada por la intromisión del 
sistema de partidos políticos que disputan el poder. 

La acción social que se deriva de las intervenciones de las políti
cas agropecuarias se aborda en cuatro artículos. En el primero, titu
lado "Desarrollo pecuario y acciones concertadas en comunidades 
campesinas", de Ernesto Sánchez Vera y colaboradores, se realiza 
una crítica de los procesos concretos de transferencia de tecnolo
gía en una región rural del Estado de México. No sólo enfatizan la 
importancia de observar la interdependencia entre economía y orga
nización social para enmarcar de manera más eficaz las estrategias 
encaminadas a transferir tecnología agropecuaria a comunidades 
campesinas, sino que critican constructivamente el que los pla
nes desarrollistas de agencias internacionales y nacionales sean di
señados según el esquema del capitalismo dominante; esto ocasiona 
procesos disfuncionales entre las metas de dichos programas y las 
acciones que los propios campesinos emplean en relación con los 
insumos tecnológicos puestos a su alcance, lo cual evidencia una au
sencia de planificación objetiva y una negación a dialogar horizon
talmente con la población objeto de dichos programas. 

El segundo artículo de esta parte, escrito por María del Carmen 
Cebada sobre "Los programas de apoyo gubernamental y los espa
cios de acción social en el agro guanajuatense", analiza las estrate
gias que los campesinos de Guanajuato tienen como respuesta a la 
implementación en sus comunidades de programas federales y del 
estado, tales como Procampo, Oportunidades y Proyectos Produc-
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tivos. La posibilidad de mejorar la situación general de pobreza con 
la aplicación de estos programas se ha visto sumamente menguada 
debido al defectuoso diseño de los mismos por diversos factores, co
mo el impulso a la fragmentación social y a la individualización del 
apoyo; en su caso, cuando se condiciona la ayuda a formar una agru
pación como requisito indispensable, restringen más los espacios de 
acción social. Otra consecuencia relevante es la transformación 
de las relaciones de poder políticas locales y regionales, debido a la 
restructuración institucional de los programas asistenciales, los cua
les ya no requieren de la mediación de personajes influyentes en la 
política local y regional. 

Por su parte, Roberto Diego Quintana y Alejandra Meza Velarde, 
en su trabajo "De servidores públicos a miembros de organizacio
nes de la sociedad civil en el México rural", analizan algunas acti
vidades de desarrollo rural, como el microfinanciamiento. Dichas 
acciones hasta hace poco eran monopolizadas por el Estado, y por 
presiones del modelo neoliberal que decidió seguir el Estado para 
alcanzar el anhelado "desarrollo", las transfirió a las organizaciones 
de la sociedad civil para que, en conjunto con las instituciones guber
namentales (aparentemente debilitadas), llevasen a cabo las acciones 
y los procesos de cambio concertados entre los distintos actores y el 
gobierno. En estas transferencias han surgido nuevos actores que 
van adquiriendo fortaleza a medida que se producen experiencias 
exitosas en favor de reconocer los derechos civiles de los actores so
ciales. De aquí la importancia de aprender de las acciones afirmati
vas encaminadas a reconocer el desempeño de los actores reconocidos 
desde el nivel comunitario hasta los actores de niveles internacio
nales . 

El trabajo presentado por Luis Rodríguez Castillo sobre "La te
rritorialización de la política pública en Las Margaritas, Chiapas: 
innovaciones de la sociedad civil en el gobierno local", nos ofrece 
un análisis de la gobernabilidad que alude al alineamiento dinámi
co entre el nivel de las demandas de la sociedad y la capacidad del 
sistema político para responderlas de manera legítima y eficaz. En 
este sentido, la gobernabilidad como resultado de la acción pública 
en medio del conflicto zapatista, en la región de las Cañadas, es abor
dada como una innovación institucional, implementada tanto por 
líderes y organizaciones sociales como por funcionarios públicos 
del desarrollo rural, quienes acordaron ciertos arreglos locales y re
gionales para mantener su clientela política y así continuar con sus 
prestigios sociales y con el poder que les provee atrayentes ingre
sos. El autor señala que el proceso político, al poner énfasis en la 
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obtención de consenso local sobre la asignación de recursos a de
terminada obra pública, puede generar nuevos acuerdos políticos 
y, con ello, la gobernabilidad. 

En medio del mismo conflicto zapatisa, Maria del Carmen Gar
cía Aguilar y Daniel Villafuerte Solís abordan "El problema agrario 
en Chiapas. Crisis y desafíos" , para analizar las crisis y los desafíos 
locales que dan cabida a las intervenciones institucionales locales 
para mantener la legitimidad de su movimiento. En esta lucha, los au
tores confrontan el desencuentro que el Ejército Zapatista de Libe
ración Nacional (EZLN) tiene con el movimiento campesino, que no 
puede prescindir del papel social del aparato estatal. Los desafíos 
se presentan al imponer los términos de esta relación (sociedad/Es
tado) y no los del proyecto inicial de este movimiento (zapatista), es 
decir, conquistar la autonomía y la resistencia, desafiando al pro
ceso de modernización neoliberal. 

Siguiendo esta línea de análisis agrarista, el trabajo de Marcela 
Coronado ofrece un análisis profundo sobre las "Transformaciones 
gubernamentales y derechos agrarios en la tenencia social de la tie
rra en Oaxaca". El caso presentado por la autora se refiere al dis
trito de riego 19, del Istmo de Tehuantepec, donde un importante 
grupo de comuneros zapotecas enfrentan las disposiciones regla
mentarias derivadas de las reformas al Artículo 27 Constitucional, 
lucha que toma complejos matices sociales contra las agencias gu
bernamentales encargadas de difundir y ejercer el Procede. En 
su recorrido histórico, la autora subraya que mientras se desarro
llan estrategias campesinas para enfrentar las nuevas acciones y 
políticas agrarias, los agentes gubernamentales aprovechan para 
operarlas y así toman ventaja sobre las posibles respuestas de las 
comunidades. 

En otro orden de la esfera pública, se presentan tres artículos 
dedicados al microanálisis de las políticas sociales que pretenden 
combatir la pobreza y el hambre. Éstos ofrecen datos de primera 
mano para destacar los resultados negativos de la intervención ins
titucional, que no sabe traducir las demandas y las necesidades en 
políticas públicas sin que los intereses exógenos interfieran en la 
formulación de dichas políticas. En estos trabajos se destaca cómo 
las mujeres rurales son, a la vez, poblaciones objetivos, poblaciones 
vulnerables y agentes de cambio, lo que provoca una discrimina
ción positiva y limita cualquier posibilidad de fomentar el desarro
llo humano y de género. 

El interrogante "¿Las microfinanzas realmente abaten la pobre
za?" que formula Gabriela Guzmán Gómez, apunta hacia una am-
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plia reflexión de los alcances y limitaciones que las mujeres tienen 
en los proyectos productivos o microempresas, microcréditos y ca
jas de ahorro que ofrecen las instituciones financiadoras sociales, 
privadas y públicas. Si bien las mujeres responden entusiastamen
te a las invitaciones institucionales para organizarse y acceder a los 
créditos para formar sus microempresas, y aunque las demandas no 
provengan de sus bases, están sujetas a una intervención incom
pleta. En efecto, en el diseño institucional se plantea que con el 
microcrédito será suficiente para obtener microempresas exitosas 
femeninas gracias al trabajo extensible de las mujeres, y se ignora 
por completo que su condición de vulnerabilidad proviene de pro
cesos de marginación no solamente económicos sino, sobre todo, 
sociales, culturales y políticos. La autora concluye que, con estas in
competencias institucionales, se evidencia la falta de interés para 
que las microempresas de las mujeres se potencien, en otras pala
bras, para que ellas salgan de la pobreza. 

En el siguiente artículo, Jorge Arzate Salgado realiza una "Eva
luación microsociológica del Progresa-Oportunidades en dos comu
nidades rurales del Valle del Mezquital, México", donde se analizan 
las profundas desigualdades sociales que este programa pretende 
abatir sin conocer sus raíces: explotación, discriminación y exclu
sión. El autor subraya que la pretenciosa focalización para asistir 
únicamente a las familias que entran en la categoría de pobreza ex
trema sólo ha demostrado que segmenta a la sociedad rural y pro
fundiza los procesos de diferenciación y desigualdad social, al tiempo 
que afecta aún más a las mujeres quienes deberían ser las prime
ras beneficiarias para acceder al efecto multiplicador. Este estudio 
proporciona pistas metodológicas para evaluar la capacidad de la 
intervención e implementación de programas formulados dentro 
del Sistema Social de Vulnerabilidad. El fin de estos criterios me
todológicos es generar datos cualitativos dirigidos a la evaluación 
crítica y normativa de la intervención institucional y del papel del 
Estado de bienestar, que debería promover el cambio social. 

Mediante el enfoque de gobernabilidad, Ivonne Vizcarra Bordi 
realiza una etnografía institucional para evaluar el diseño, la ins
trumentación y la ejecución del Programa de Seguridad Alimenta
ria del Estado de México, conocido como Comesa. Este programa 
surge como una política social emergente en plena precampaña par
tidista durante las elecciones presidenciales de 20Q6. Estas coinci
dencias permiten observar el entramado de arreglos institucionales 
para cumplir, por un lado, y de manera políticamente correcta, con 
la mejora nutricional adquirida por la orientación alimentaria y el 
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fácil acceso a los alimentos sanos producidos localmente, y por 
el otro lado, tratan de seguir reglas del juego no muy claras para los 
actores locales y los funcionarios ejecutores. El programa Comesa 
es un claro ejemplo de ingobernabilidad por la incapacidad insti
tucional para alinear las necesidades sociales con las políticas de 
bienestar. Aquí se observa cómo las relaciones de poderes partidis
tas nulifican el proceso de democracia y desarrollo. 

CONOCIMIENTOS Y CAPACIDADES TRANSFORMATIVAS 

Por último, el volumen concluye con tres trabajos diversos que con
frontan las prácticas locales para mostrar las capacidades huma
nas y sociales que redefinen las alternativas democráticas, como 
un proyecto de identidad que resiste y se adecua ante los embates 
del proyecto neoliberal. El primero de ellos es el de Jorge Hernández
Díaz, en el cual se presenta la "Diversidad y cambio en las prácticas· 
electorales de los municipios oaxaqueños" que van desde los usos 
y costumbres semejantes al sistema de cargos, donde tiene vigen
cia la comunalidad, hasta las prácticas electorales que han adopta
do formas de organización de competencia partidista con líderes 
locales y regionales. Se asevera que las comunidades oaxaqueñas 
no son estáticas, sin embargo un obstáculo a la democratización pro
viene de las propias organizaciones que luchan por políticas del 
reconocimiento, que una vez superadas, podrán contribuir al cam
bio desde el interior de las propias comunidades basadas en la inter
culturalidad. 

Gisela Landázuri Benítez contribuye con su estudio sobre "La 
confrontación cultural en la dinámica social de los cuentepequen
ses", para reflexionar sobre las costumbres que definen la identidad 
de una localidad, costumbres que se ven constantemente amena
zadas por intereses particulares o de grupos que han experimentado 
otros proyectos para ganarse la vida. Los antagonismos entre lo aje
no a la costumbre y la propia costumbre provienen de varios pro
cesos histórico-sociales que han transformado a la comunidad, entre 
los que destacan las interacciones entre actores externos y actores 
rurales locales, relacionados con las políticas públicas y la migra
ción transnacional. 

"La construcción local del conocimiento campesino", estudiada 
por María Guadalupe Díaz Tepepa, Pedro Ortiz Báez e Ismael 
Núñez Ramírez, es una muestra más de que la cotidianidad campe
sina está conformada por los saberes tradicionales y las experien-
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cias que se adquieren mediante los acercamientos institucionales, 
como los saberes técnicos modernos (adquiridos tanto cuando 
producen para el autoconsumo como para el mercado). Con base 
en la etnografía de cuatro comunidades campesinas del altiplano 
central de México, se observan estos nexos indispensables para que 
en la cultura productiva campesina exista innovación, creatividad 
y cambio. En suma, el conocimiento no se guarda ni se protege, 
más bien se comparte para construir la cultura democrática. 
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EL ISTMO OAXAQUEÑO, DEL MEGAPROYECTO 
TRANSÍSTMICO AL PLAN PUEBLA PANAMÁ 

César Adrián Ramírez Miranda* 

RESUMEN 

Mediante un análisis de la territorialización, este trabajo intenta 
responder a los siguientes interrogantes: ¿qué ha cambiado desde 
1996, cuando se postuló el llamado Megaproyecto Transístmico, 
hasta este 2005, cuando el Plan Puebla Panamá cumplió cuatro 
años desde que vio la primera luz de los reflectores?, ¿cuáles son 
las líneas de continuidad entre ambos proyectos? Se confron
tan los conflictos que surgen de la reconfiguración territorial en 
Tehuantepec y Juchitán a partir de este megaproyecto. El análisis 
versa sobre varios ejes de reflexión: institucional, participación de 
actores sociales, impacto de la infraestructura, diferenciación so
cial y regional, y riesgo de la pérdida de recursos bióticos. Se con
cluye que es posible lograr un pacto regional para el desarrollo 
soberano del Istmo de Tehuantepec, siempre y cuando no se exclu
yan a los actores sociales directamente implicados: los istmeños. 

Palabras clave: Plan Puebla Panamá, megaproyecto, istmo oaxa
queño, territorio, recursos bióticos, actores sociales. 

INTRODUCCIÓN 

Este trabajo busca resaltar los elementos de conllicto que el Plan 
Puebla Panamá (PPP) enfrenta en la porción oaxaqueña del Istmo 
de Tehuantepec, integrada ésta por los distritos de Juchitán y Te
huantepec, con una población total de 542 918 habitantes (INEGI, 
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2000). El propósito es contribuir a comprender un proceso de re
configuración territorial que se desenvuelve bajo la interacción de 
los siguientes vectores principales: la consolidación de una pers
pectiva institucional que cifra el rumbo de la región en los avan
ces del PPP; el desdibujamiento de actores políticos tradicionales y la 
aparición de nuevos conflictos, organizaciones y demandas; la orien
tación del PPP hacia la creación de infraestructura carretera como 
componente principal; la existencia de recursos bióticos e hidro
lógicos como el interés más relevante a largo plazo en la región; la 
profundización de las diferencias interregionales y el avance de lapo
larización rural. En este contexto, se postula la tesis de que el ist
mo oaxaqueño puede ser caracterizado como el corazón del PPP y 
que, por ende, los resultados que se obtengan en la disputa territo
rial que allá tiene lugar pueden dar la medida real de avance de una 
propuesta de integración regional. cuyo alcance incluye a todo el 
continente americano. 

Más que hacer una recapitulación sobre el PPP o los afanes desa
rrollistas para el Istmo de Tehuantepec, aquí interesa realizar una 
reflexión sobre el rumbo previsible de la citada disputa territorial . 
Para ello es pertinente tratar de responder las siguiente preguntas: 
¿qué ha cambiado desde 1996, cuando se postuló el llamado Mega
proyecto Transístmico, hasta el año 2005, cuando el PPP se acerca 
a cumplir cuatro años desde que vio la primera luz de los reflecto
res?, ¿cuáles son las líneas de continuidad entre ambos proyectos? 

Junto con lo anterior, consideramos necesario enfatizar una de 
las principales asignaturas por resolver en la cuestión, y que consti
tuye la principal promesa de los planteamientos desarrollistas para 
la región y para el istmo centroamericano en su conjunto: me refie
ro a la cuestión del empleo, que está directamente ligada a las cues
tiones de la pobreza y la exclusión en el sur-sureste mexicano. 

Finalmente, desde una perspectiva que apuesta por revalorar los 
espacios rurales, en este trabajo se reflexiona sobre las condiciones 
para impulsar un pacto regional por el desarrollo con soberanía 
del Istmo de Tehuantepec, una idea postulada hace ocho años en el 
primer foro sobre el Megaproyecto Transístmico, realizado en Ju
chitán, al otro lado del espejo. 

LO VERDADERAMENTE ESTRATÉGICO DEL ISTMO OAXAQUEÑO 

Obligados por la complejidad del Istmo de Tehuantepec a estable
cer una mirada interdisciplinaria que sea capaz de develar la ner-
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vadura que explique su devenir, debemos aceptar que este territorio 
en disputa no sólo es estratégico por su posición geográfica, que po
sibilita la comunicación interoceánica y la eventual reducción de cos
tos económicos para el traslado de mercancías en diferentes rutas 
del comercio internacional, sino también sabemos que la región tie
ne una importancia estratégica desde una perspectiva que rebasa 
lo económico e incursiona en lo militar, al conectar dos puertos de 
altura vinculados a complejos de la industria petrolera. El istmo 
también es estratégico porque cuenta con abundantes y variados 
recursos naturales que le permitirian impulsar y sostener varias ac
tividades económicas: además de las relacionadas con el petróleo 
y el comercio, las que tienen que ver con la minería, con el uranio, 
la energía eléctrica y, por supuesto, las agropecuarias, forestales y 
pesqueras -estas últimas con posibilidades de transformación agro
industrial-, tanto para fortalecer el mercado interno como para la 
exportación; incluso, al contar con importantes recursos hidrológi
cos y bióticos, el istmo resulta estratégico para la defensa del pa
trimonio nacional de recursos genéticos y una tentación para las 
compañías transnacionales interesadas en la bioprospección. 

Pero quizá lo verdaderamente estratégico del Istmo de Tehuan
tepec -y especialmente en su porción oaxaqueña- a la luz de los 
propósitos del PPP, se deriva de su composición pluriétnica y su den
sidad organizativa.1 Desde esta perspectiva, el istmo resultaría es
tratégico - sobre todo- porque allí existe la posibilidad de realizar 
una verdadera limpia de terreno que elimine del escenario a las or
ganizaciones e instituciones contestatarias y que doblegue a la usan
za porfiriana a los indígenas zapotecas, mixes, huaves, chontales y 
zaques, así como al "pobrería" mestizo, para convertirlos de insu
misos potenciales a mano de obra casi gratuita, capaz de competir 
con los miserables salarios chinos.2 Esto significa también la posibi-

1 La densidad étnica del istmo oaxaqueño se expresa en que allí radica 
cerca de un cuarto de millón de hablantes de lengua indígena, pero también 
de manera sobresaliente en la estructura agraria, pues en el istmo oaxa
queño la propiedad social (comunidades y ejidos) asciende a 1 502 403 
hectáreas. De acuerdo con Cruz Velázquez (2000), 64.5 por ciento de la 
propiedad es comunal, 25.4 por ciento es ejidal y sólo 9.9 por ciento co
rresponde a la propiedad privada, pero estrictamente en términos legales 
en el istmo no existe la propiedad privada en la tenencia de la tierra, pues la 
superficie que aparece bajo este concepto son predios de terratenientes y 
ganaderos que se han "legalizado" por notarios, debido a la problemática 
agraria de la región. 

2 Los bajos salarios chinos están identificados como uno de los princi
pales factores -aunque no el único- de la competitividad del gigante asiá-
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lidad de establecer una nueva frontera para las corrientes migra
torias que desde Centroamérica fluyen por el istmo, que afectan la 
vida cotidiana de sus principales poblaciones y dan lugar a ope
rativos antimigrantes en los que concurre todo tipo de corporacio
nes policiacas, con o sin atribuciones legales. 

Si el carácter estratégico del istmo radica principalmente en la 
necesidad de hacer valer los propósitos de una propuesta desarro
llista como legítimos e ineludibles, cobra sentido la exclusión de 
que son objeto importantes contingentes sociales y aun poblacio
nes caracterizados por su tradición de lucha; esto significa, entre 
otras cosas, que las carreteras -tanto como los proyectos- deben 
buscar espacios francos para su avance, libres en lo posible de acci
dentes topográficos, pero sobre todo de comunidades o poblaciones 
incómodas, acostumbradas a taponar espacios y detener el libre 
flujo de mercancías. 

Abonando esta visión, el istmo oaxaqueño también resulta es
tratégico en tanto posibilidad de consolidar el escenario político de 
un neoliberalismo tripartidista, capaz de hacer concurrir los afanes 
de un gobierno federal, un gobierno estatal y un gobierno munici
pal adscritos a tres diferentes partidos políticos, pero convencidos 
de las bondades desarrollistas del PPP y el Megaproyecto Transíst
mico. Por lo pronto, en el Plan Estatal de Desarrollo Sustentable 
2004-2010 (PEDS), uno de los proyectos estratégicos es precisamen
te el corredor transístmico, dirigido a reactivar el puerto de Salina 
Cruz a través de la conclusión de obras de infraestructura carrete
ra, la modernización del ferrocarril y el aeropuerto. 

LA PROMESA DEL EMPLEO, LA DIMENSIÓN DEL PROBLEMA 

El siglo XX puede ser visto como el del fracaso de las promesas desa
rrollistas, tanto en los espacios de la economía de mercado como 
en los de la planificación centralizada. Las experiencias seudofáus
ticas a que se refirió Berman (1989) tuvieron sus mejores escenarios 
en los llamados países del Tercer Mundo; en el istmo oaxaqueño, 

tico (Claro, 2004) . La Federación Internacional de Sindicatos (ICFTU por sus 
siglas en inglés) denunció al finalizar 2004 que los salarios chinos en la ra
ma textil oscilaban entre 12 y 36 dólares ~ensuales (Hennock, 2004). Es
te dato coincide con el de la agencia china Xinhua, que el 28 de octubre de 
2006 informó que el Ministerio del Trabajo y Seguridad Social de China 
actualizó los salarios mínimos, fijando el de la provincia más baja justo en 
33.75 dólares mensuales (Xinhua, 2006). 
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aunque no llegó a abrirse el canal de Tehuantepec proyectado por 
Petróleos Mexicanos (Pemex) en 1960 para lograr la comunicación 
interocéanica y así llevar empleo e industrias a la región, para sacar 
a México de la categoría de país subdesarrollado (Noriega, 1969), 
sí se realizó la construcción de la presa Benito Juárez y del distrito 
de riego 19 que actualmente aparece como una gran cicatriz en la 
planicie costera. 

Una vez que el Estado neoliberal se ha quitado la responsabili
dad del desarrollo -para lo cual el discurso del desarrollo local le 
resulta bastante conveniente- la promesa desarrollista ya no es obli
gada y se considera suficiente resolver medianamente el desem
pleo y, si el mercado mundial lo permite, aumentar los ingresos de las 
familias para mejorar sus condiciones mínimas de existencia. Pero 
la gran paradoja del Megaproyecto Transístmico, como del PPP, es 
que apelando todavía a la promesa del desarrollo no ofrecen posi
bilidades reales para empezar a resolver el problema del empleo. 

Los niveles de ingreso de la población ocupada en los munici
pios que conforman el istmo oaxaqueño indican de manera clara 
que en la región la economía no está satisfaciendo las necesidades 
de la sociedad. En efecto, como se puede apreciar en la tabla 1, una 
gran mayoría de la población (68.8 por ciento) recibe ingresos me
nores a los dos salarios mínimos o no recibe ingresos. Este dato es 
uno de los elementos constitutivos del índice de marginación para 
la región y se encuentra muy por encima del promedio nacional 
para ese estrato de ingresos, el cual era de 46.7 por ciento en 2004, 
e incluso ligeramente por encima del promedio del estado de Oaxa
ca, que en ese mismo año era de 68.4 por ciento (INEGI, 2000).3 

Esta situación es producto del agravamiento de las condiciones 
que enfrenta la población istmeña. En 1990 el porcentaje de los tra
bajadores no remunerados, más aquellos que percibían hasta un 
salario mínimo, ascendía a 34.85 por ciento de la población ocu
pada (INEGI, 1994); en el año 2000, de acuerdo con los resultados del 
XII Censo General de Población y Vivienda, esa proporción alcan
zó 41.78 por ciento (INEGI, 2000). 

La tabla 1 muestra que en la región existen importantes diferen
cias. Ello obliga a analizar la problemática istmeña con una visión 

3 El índice de marginación considera población analfabeta, población 
sin primaria completa, viviendas sin drenaje ni excusado, viviendas sin ener
gía eléctrica, viviendas sin agua entubada, viviendas con hacinamiento, 
viviendas con piso de tierra, población en localidades menores de cinco mil 
habitantes y población con ingresos menores a dos salarios mínimos. 



TABLA 1 
POBLACIÓN OCUPADA POR MUNICIPIO Y SU DISTRIBUCIÓN SEGÚN INGRESO EN SALARIO MÍNIMO. 

ISTMO DE TEHUANTEPEC, ÜAXACA, 2000 

Distribución según ingreso por trabajo en salario m(nimo 

A B e D E F G=(B+C+D+E+FIA) 
Hasta Más del 

Más de/ Más de 2 
Población No recibe 50% SOo/ohasta Un 

hasta 2 o/o hasta menos 
ocupada ingresos de un menos de s.m. 

de 3 s. m . s.m. 
s.m.* uns.m. 

Distrito Tehuantepec 70 665 13 029 5 323 8 906 o 18 034 64.1 7 703 

036 Guevea de Humboldt 2 SIS 1 684 171 29S o 229 94.6 30 

OS2 Magdalena Tequisistlán 1 730 625 76 127 o 4S8 74.3 141 

053 Magdalena Tlacotepec 462 148 20 71 o 113 76.2 39 

079 Salina Cruz 24 92S 73S 1 072 2 S81 o 6 618 44.2 4 0 14 

124 San Bias Atempa 6 966 2 136 548 1 287 o 1 828 83.2 496 

248 San Mateo del Mar 2 399 S40 310 309 o 7S5 79.8 9S 

282 San Miguel Tenango 253 85 58 42 o SI 93.3 6 

305 San Pedro Comitancillo 1 158 236 33 98 o 302 57.8 99 

307 San Pedro Huamelula 2 585 758 228 518 o 690 84.9 141 

308 San Pedro Huilotepec 843 243 95 125 o 210 79.8 70 

412 Santa María Guienagati 1 036 640 117 73 o 151 94.7 19 

418 Santa María Jalapa del Marqués 2 786 412 244 317 o 854 65.6 244 

421 Santa María Mixtequilla 1 172 187 77 120 o 399 66.8 124 

440 Santa María Totolapilla 315 106 65 17 o 102 92.06 4 

453 Santiago Astata 799 310 90 90 o 173 82.9 68 

470 Santiago Lachiguiri 2 570 1 392 534 306 o 213 95.1 34 

472 Santiago Laollaga 942 344 so 146 o 143 72.5 83 

No 
especificado 
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508 Santo Domingo Chihuitán 498 172 28 84 o 87 74.5 51 

515 Santo Domingo Tehuantepec 16 711 2 276 1 S07 2 300 o 4 6S8 64.3 1 94S 

Distrito de Juchitán 103 608 22090 7 489 15 989 2 29 122 72.1 8 971 

OOS Asunción Ixtaltepec 4 62S 1708 210 419 o 889 69.8 39S 

O 1 O Barrio de la Soledad, El 4 113 649 141 280 o 1 266 56.8 543 

O 14 Ciudad Ixtepec 7 419 Sl8 468 9SS 2 2 14S 55.1 1 019 

02S Chahuites 3 138 243 162 S47 o 1 182 68.01 368 

030 Espinal, El 2 614 122 78 217 o 680 41.9 293 

043 Juchitán de Zaragoza 27 7S8 2 746 1 940 4 200 o 9 612 66.6 2 971 

OS7 Matfas Romero 11 80S 2 808 87S 1 647 o 3 174 72.03 1 064 

066 Santiago Niltepec 1 S90 442 72 377 o 474 85.8 63 

07S Reforma de Pineda 917 22S 84 162 o 272 81.02 SS 

130 San Dionisia del Mar 1 446 822 106 199 o 216 92.9 26 

141 San Francisco del Mar 1 S6S 418 137 287 o 472 83.9 6S 

143 San Francisco Ixhuatán 2 419 S62 168 S78 o 602 78.9 111 

198 San Juan Guichicovi 8 114 4 440 781 1 oos o 928 88.2 229 

26S San Miguel Chimalapa 1 942 4S4 329 712 o 307 92.8 44 

327 San Pedro Tapanatepec 4 312 477 319 1 19S o 1 361 77.7 362 

407 Santa María Chimalapa 1 9S4 1 2SS 94 232 o 22S 92.4 3S 
427 Santa María Petapa 4 336 748 S26 73S o 1 471 80.3 338 
441 Santa María Xadani 2 106 639 180 393 o 629 87.4 112 

SOS Santo Domingo Ingenio 2 43S 362 164 3SS o 890 72.7 2S9 

Sl3 Santo Domingo Petapa 2 224 892 lSl 290 o S77 85.9 140 
S2S Santo Domingo Zanatepec 3 163 84S 311 796 o 777 86.3 14S 
SS7 Unión Hidalgo 3 613 71S 193 408 o 973 63.4 334 

Total istmo oaxaqueño 174 273 35 119 12 812 24895 2 47 156 68.8 

FUENTE: elaboración propia con base en el XII Censo General de Población y Vivienda 2000. s.m. = salario mínimo. 
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más desagregada, mediante una zonificación basada en los criterios 
del análisis regional. Por esta razón, sustentamos (Cruz Altamira
no y Ramírez, inédito) que integrando los rasgos étnicos, culturales, 
ambientales y de uso de los recursos productivos, es posible iden
tificar la existencia de seis conglomerados territoriales dentro de la 
región, todos ellos reconocidos por la población istmeña y que cons
tituyen espacios a la que la misma se adscribe como producto de 
su interacción en y con el territorio. Dichos conglomerados terri
toriales (véase la figura 1) son: J) el sistema lagunar ikood, cono
cido también como zona huave; 2) la selva de los Chimalapas; 3) la 
planicie costera; 4) la zona oriente; 5) la zona húmeda, y 6) la sie
rra mixe-zapoteca. 

FIGURA 1 
ZONIFICACIÓN DE LA PORCIÓN OAXAQUEÑA 

DEL ISTMO DE TEHUANTEPEC 

• Sistema lagunar ikood 

• Selva de los Chimalapas 

O Planicie costera 

e Oriente 

O Húmeda 

D. Mixe-zapoteca 

La cuestión étnica en el istmo oaxaqueño es un aspecto clave 
en la configuración territorial, que no puede ser abordada en este 
artículo, pero basta señalar que los zapotecos son el grupo predo
minante y se encuentran distribuidos en las seis zonas del istmo 
oaxaqueño, si bien su área de mayor concentración es la planicie cos
tera, donde coexisten con pequeñas poblaciones chontales, una im
portante población mestiza e incluso una localidad que se reconoce 
como mixteca; en el sistema lagunar ikood predomina justo el gru-
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po ikood, también conocido como huave; en la selva de los Chimala
pas, el grupo originario es el zoque, que coexiste con los colonos 
mestizos y población zapoteca; en la zona oriente, predominan
temente mestiza, también son importantes las poblaciones zapote
cas, mientras que en la zona húmeda y la zona mixe-zapoteca se 
localizan estos dos grupos étnicos. 

Otra aproximación a los problemas que vive la región istmeña 
se puede obtener observando el comportamiento demográfico del 
istmo oaxaqueño, en donde la población de algunos municipios 
empieza a crecer muy lentamente y la emigración cobra carta de na
turalización en un espacio caracterizado por atraer población de 
diferentes entidades de la República. 

El censo de población de 2000 consigna que los distritos de Ju
chitán y Tehuantepec contaban en ese año con 483 76S habitantes 
con edad de cinco años y más; entre ellos, 13 989 (poco menos de 
tres por ciento) eran personas que en 199S residían en otra entidad 
federativa, 68 .9 por ciento provenientes de Veracruz, Chiapas, Dis
trito Federal o Estado de México. No obstante lo anterior, el citado 
censo nos ofrece ya una larga lista de municipios istmeños que pre
sentan tasas de crecimiento anual negativas o muy bajas durante 
la década de los años noventa (véase la tabla 2). Mientras que la 
tasa anual media de crecimiento de la población entre 199S-2000 
en la región sur-sureste fue de 1.34 por ciento, contra 1.33 por cien
to del país en el mismo periodo, el estado de Oaxaca presentó un 
saldo migratorio negativo entre 1990 y 199S del orden de SS mil 
habitantes (PPP, 2001:S), lo que contribuyó a que su tasa media de 
crecimiento anual durante los años noventa fuera de sólo 1.32 por 
ciento (INEGI, 2000). 

En este contexto, el PPP, como antes el Megaproyecto Transíst
mico, apelan a la promesa del desarrollo mediante una reconver
sión productiva capaz de generar empleos en el mediano, más que 
en el corto plazo. El PPP considera una verdadera anomalía (y en 
el fondo seguramente una aberración para un país miembro de la 
OCDE) que en los estados del sur-sureste en 1990, 42.S por ciento 
de la PEA se ubicara todavía en las actividades primarias, mientras 
que el promedio nacional era de 23 .S por ciento. Recordemos que 
Luis Téllez, sin empacho alguno -al mostrar las discordancias en
tre la PEA y el PIB del sector primario-, sostuvo que en el campo 
mexicano sobraba mucha gente y que la migración campo-ciudad 
es un proceso altamente deseable, en tanto "condición indispensa
ble para lograr la mejoría gradual de las condiciones de vida de la 
población en general" (Téllez, 1994 ). Desde esa perspectiva, la ta-
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TABLA 2 

MUNICIPIOS DEL ISTMO OAXAQUEÑO CON BAJO 

CRECIMIENTO POBLACIONAL 

Tasa media de 
Municipio crecimiento anual Población total 

1990-2000 (%) 

Asunción lxtaltepec -0.08 14 249 
Ciudad Ixtepec O.S6 22 67S 
Acuites 0.72 9 799 
El Espinal -0.01 7 70S 
Guevea de Humboldt 0.64 s 610 
Magdalena Tequisistlán -1.11 6 011 
Magdalena Tlacotepec -0.43 1 116 
Matías Romero o.so 40 709 
Reforma de Pineda -O.SS 2 67S 
San Francisco Ixhuatán 0.29 9 318 
San Juan Guichicovi 0.4S 27 399 
San Miguel Chimalapa 0.46 s 947 
San Miguel Tenango -1.14 821 
San Pedro Comitancillo -O.OS 3 634 
Santa Maria Jalapa del Marqués O.S3 10 491 
Santa Maria Mixtequilla 1.09 4 041 
Santa Maria Nativitas -1.16 770 
Santa Maria Totolapilla 0.91 1 016 
Santiago Laollaga -0.01 2 788 
Santiago Niltepec -0.82 397 
Santo Domingo Ingenio -0.3 7 29S 
Santo Domingo Chihuitlán 1.06 1 488 
Santo Domingo Petapa -0.43 7 379 
Santo Domingo Zanatepec 0.77 10 4S7 
Unión Hidalgo O.IS 12 140 

FUENTE: elaboración propia a partir de tabulados básicos nacionales y por 
entidad federativa . Base de datos y tabulados de la muestra censal, Xll 
Censo General de Población y Vivienda, México, INEGI, 2001. 

rea para los modernizadores no es sencilla en el estado de Oaxaca, 
donde la estructura ocupacional señala el predominio de las acti
vidades agropecuarias (véase la tabla 3) . 
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TABLA 3 
POBLACIÓN OCUPADA POR ACTIVIDAD ECONÓMICA Y SU DISTRIBUCIÓN 

PORCENTUAL SEGÚN SEXO, ESTADO DE ÜAXACA, 2004 

Actividad económica Total Hombres Mujeres 

Estado de Oaxaca 1 382 345 872 752 509 593 

Actividades agropecuarias 39.0 52.1 16.8 

Industria extractiva, de 
12.9 8.1 21.1 

transformación y electricidad 

Construcción 7.2 11.4 0.1 

Comercio 14.3 7.6 25.8 

Comunicaciones y transportes 2.4 3.2 0.9 

Administración pública y defensa 3.6 3.9 2.9 

Servicios financieros, profesionales 
9.7 7.5 13.3 

y sociales 

Servicios personales 10.9 6.1 19.1 

No especificado NS NS o.o 

NOTA: datos correspondientes al segundo trimestre. Excluye a los inicia
dores de un próximo trabajo. NS = No significativo. 
FUENTE: INEGI-STPS, Encuesta Nacional de Empleo , 2004. 

También de la tabla 3 se desprende que si la estructura ocupa
cional y productiva de la entidad no se puede modificar bruscamen
te, entonces lo más sensato es dirigir los esfuerzos de generación de 
empleos a aquellas ramas que absorben una mayor proporción de la 
población ocupada. Y si la lectura de la tabla 3 adquiere una pers
pectiva de género, podemos confirmar que la participación econó
mica de las mujeres se concentra en el comercio y en la industria 
de transformación (principalmente textiles y artesanías); en am
bos espacios, el personal femenino supera en términos absolutos al 
masculino, en el primer caso con 65 146 plazas y en el segundo con 
36 831 plazas. En el caso de los servicios personales y los servicios 
financieros, profesionales y sociales, la participación de las muje
res también es relevante pues ocupan 165 108 plazas, mientras que 
los oaxaqueños varones cubren 118 694 puestos, de manera que el 
verdadero sexo fuerte (las mujeres) domina en términos absolu
tos la mitad de las ramas agregadas de la actividad económica en 
la entidad, lo que constituye en el caso de los municipios istme
ños uno de los rasgos más sobresalientes de su sociedad y su eco
nomía. 
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En suma, el PPP se plantea una tarea titánica al proponerse como 
objetivo 

[ ... ]elevar la calidad de vida de la población en la región y lograr 
con ello un desarrollo equilibrado y socialmente incluyente para 
los 28 millones de habitantes en la porción mexicana y los 36 mi
llones en Centroamérica que constituyen un vínculo común en 
historia, cultura y necesidades básicas (Coordinación General del 
PPP, 2003). 

EL MEGAPROYECTO TRANSÍSTMICO 
DENTRO DEL PLAN PUEBLA PANAMÁ, ¿QUÉ HA CAMBIADO? 

Al tiempo que subraya los bajos ingresos de la región Puebla Pana
má en comparación con el resto del mundo e incluso con la llamada 
región centro norte de México,4 el PPP enfatiza que una de las expli
caciones del rezago mesoamericano estriba en que 

[ ... ] Gran parte de esta población vive en aislamiento debido a su 
dispersión en pequeñas localidades, lo cual hace difícil y costoso 
proveer los servicios públicos básicos y la infraestructura nece
saria para su desarrollo, pues no cuentan con caminos seguros 
y viven fuera del ámbito de influencia de las localidades urbanas 
(Coordinación General del PPP, 2003). 

Esta referencia nos permite encontrar una pauta para entender 
el rumbo que ha tomado el PPP al subrayar la creación de infraes
tructura, especialmente la carretera, al grado que en el citado in
forme se pondera con toda claridad: 

[ ... ]las ocho iniciativas que conforman las líneas estratégicas de 
trabajo del Plan Puebla Panamá están enfocadas a cumplir con 
su principal objetivo social de elevar la calidad de vida de sus ha
bitantes, pero es necesario tener en cuenta que para lograrlo la 
infraestructura es un detonante muy importante para hacer po-

4 "El aspecto económico de la región señala niveles desiguales con res
pecto al resto del mundo, incluso de la región centro norte de México don
de el PIB per cápita se encuentra en los 10 330 dólares, mientras que en el 
sur sureste de México es de 7 705 dólares. Y en Centroamérica de 4 700 dó
lares posicionando a Mesoamérica con un considerable rezago en materia 
de infraestructura básica y creación de empleos, y un bajo índice en gene
ración de ingresos" (Coordinación General del PPP, 2003). 



DEL MEGAPROYECTO TRANSÍSTMICO AL PLAN PUEBLA PANAMÁ 41 

sible que el desarrollo de la región sea una constante (Coordina
ción General del PPP, 2003). 

Sea porque los únicos fondos más o menos seguros para soste
ner la incierta marcha del PPP son los del Banco Interamericano de 
Desarrollo, o porque lo que a fin de cuentas importa es garantizar 
un mejor acceso a los recursos naturales de la región y no tanto la 
puesta en marcha de proyectos productivos de dudosa rentabili
dad en las condiciones econó~icas actuales, o porque en efecto 
esta vez se cuenta con una visión más articulada que coloca a la in
fraestructura como sustento de una propuesta de largo aliento, el 
hecho es que los avances más visibles del PPP se ubican en la exten
sión de la red carretera. 

Desde esta perspectiva, en el marco de las ocho iniciativas en 
las que está organizado el PPP (véase la tabla 4), vale la pena abun
dar sobre la Iniciativa Mesoamericana de Integración Vial, que 
responde al objetivo número tres del PPP, consistente en "lograr un 
cambio estructural en la dinámica económica de la región que per
mita un crecimiento sostenido" . La estrategia para dar cumplimien
to a este objetivo consiste en "propiciar y estimular el desarrollo 
integrado de la infraestructura básica de la región", 5 para lo cual 
se plantean nueve estrategias derivadas, que atiendan los siguien
tes ámbitos: 

1. Infraestructura carretera. 
2. Infraestructura ferroviaria (Corredor Ferroviario Interre

gional del Sur-Sureste y Corredor Transístmico). 
3. Corredor Transístmico (multimodal). 
4. Infraestructura portuaria (sistema portuario interconti-

nental) . 
5. Infraestructura aeroportuaria. 
6. Infraestructura de telecomunicaciones. 
7. Infraestructura energética. 
8. Infraestructura pesquera. 
9. Infraestructura hidroagrícola. 

5 "La capacidad de desarrollo económico está directamente vinculada 
con la disponibilidad de una infraestructura básica de soporte, en suficien
te cantidad y calidad [ ... ] El Plan pretende establecer una conexión entre 
las inversiones en infraestructura y las orientaciones de la política de de
sarrollo, permitiendo la maduración más rápida de tales inversiones" (PPP, 
2001:146-147). 
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En este apartado nos referiremos a las tres primeras estrategias, 
que son las de mayor impacto y de manera expresa señalan la conti
nuidad con el Megaproyecto Transístmico. Así, en lo que se refiere 
a la infraestructura carretera, el PPP, en su capítulo México, consi
dera acciones en tres áreas: a) sistema de corredores carreteros inte
rregionales; b) vías de conexión intrarregional, y e) caminos rurales 
y otras vías de comunicación de interés regional y estatal. 

En lo que se refiere a la primera área, el PPP identifica cinco co
rredores carreteros interregionales, con una extensión total de 1 689 
kilómetros, a saber: J) Puebla-Progreso, en el que destaca la am
pliación del tramo Villahermosa-Ciudad del Carmen-Champotón; 
2) Puebla-Oaxaca-Ciudad Hidalgo, que consiste en la construcción 
de 315 kilómetros de autopista; 3) Circuito Turístico, que incluye la 
ampliación de los tramos Arriaga-La Ventosa, Acayucan-La Ventosa 
yTapachula-Ciudad Hidalgo, así como la construcción del libramien
to de Salina Cruz y del tramo Arriaga-La Sepultura-Ocozocuautla; 
4) Circuito Turístico Peninsular, que incluye sólo ampliaciones en 
los tramos Macuspana-Dos Montes y Escárcega-Chetumal-Baca
lar-Cafetal-Tulum, y 5) llamado "Complementarias", en el que se 
incluye la ampliación del tramo González-Zaragoza y la construc
ción de cuatro obras más, todas ellas localizadas en el estado de Ta
maulipas. 

Por lo que se refiere a las vías de conexión intrarregional, el PPP 

propone obras en 1 155 kilómetros, de las que sólo 307 correspon
den a cinco nuevos tramos, entre los cuales el más importante es 
el de Benito Juárez-Teziutlán, con 110. Por último, en el rubro de 
caminos rurales y otras vías de comunicación de interés regional 
y estatal, se incluyen obras de ampliación y construcción de nue
vos tramos por una extensión total de 1 155 kilómetros. 

En lo que se refiere a la segunda estrategia, dirigida a la infraes
tructura ferroviaria, 6 se identifican tres proyectos: el Ferrocarril 
del Istmo de Tehuantepec, el Ferrocarril del Sureste y el Ferroca
rril Chiapas-Mayab. Aquí, el PPP hace una importante definición 
que muestra las consecuencias de la resistencia al Megaproyecto 
Transístmico al establecer que las inversiones públicas se concen
trarán en la infraestructura ferroviaria del Istmo de Tehuantepec 
y las del sector privado en los dos proyectos restantes. 

6 "Se trata de proporcionar a la región servicios ferroviarios seguros, 
modernos y competitivos, que se integren con otros modos de transporte 
y pennitan trasladar grandes volúmenes de carga a largas distancias y bajo 
costo para incrementar la competitividad de la región" (Coordinación Ge
neral del PPP, 2003:151). 
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Finalmente, la tercera estrategia es la que se refiere al Corredor 
Transístmico Multimodal entre los puertos de Salina Cruz y Coat
zacoalcos. Aquí se plantea que dicho corredor 

[ ... ] podrá desarrollarse en función de la demanda creciente de 
traslado de mercancías que se prevé se producirá en la región 
[ ... y que] sería un importante detonador de actividades económi
cas a lo largo de su traza y zona de influencia. El desarrollo de 
infraestructura de los distintos modos se plantea de tal forma 
que en el mediano plazo se enlacen con este corredor transíst
mico, estructurando un sistema de transporte intermodal (Coor
dinación General del PPP, 2003:151). 

Para dar concreción a este corredor, se identifican las siguien
tes acciones, a las que se refiere el PPP como oportunidades de in
versión: 

• Rehabilitación, acondicionamiento y modernización del Fe
rrocarril del Istmo de Tehuantepec. 

• Mejoramiento de la carretera Salina Cruz-Coatzacoalcos. 
• Equipamiento de las terminales de contenedores en Coat

zacoalcos y Salina Cruz. 
• Acondicionamiento de los aeropuertos de Salina Cruz e Ix

tepec para la realización de operaciones comerciales. 

Es aquí que el Megaproyecto Transístmico recargado aparece co
mo uno de los elementos nodales del Plan Puebla Panamá, pero 
ahora conectado a una perspectiva más amplia de integración re
gional y despojado de una serie de compromisos que en su primera 
versión fueron objeto de fuertes críticas, especialmente en lo que 
se refiere a convertir a la región en un centro manufacturero y de 
distribución global de productos, lo cual es una manera bastante 
elegante de referirse a un enclave maquilador. Antes de abundar en 
esto, concluyamos lo referente a la infraestructura carretera como 
el elemento dinámico del PPP, a la vez que el más agresivo tam
bién el más vulnerable. 

En efecto, con el propósito de acrecentar la conectividad de la 
región, mejorando corredores viales de integración y buscando ar
monizar la regulación del transporte, desde junio de 2002 r.e firmó 
el memorando de entendimiento que definió los corredores viales 
que conforman la Red Internacional de Carreteras Mesoamerica
nas (Ricam). 



TABLA 4 
PLAN P UEBLA P ANAMÁ. MATRJZ DE INICIATIVAS Y PROYECTOS MESOAMERJCANOS 

Iniciativa Propuesta de proyectos Objetivos 

Iniciativa Promover la conservación y el manejo sustentable de los recursos naturales 
Mesoamericana de y los mecanismos participativos, especialmente de las comunidades locales, 

Desarrollo Sustentable en la gestión ambiental. 

Gestión ambiental Fortalecer los marcos y normativas de gestión ambiental. 

Patrimonio cultural y equidad 
Garantizar la participación local e indígena en las consultas y la toma de 
decisiones. 

Preservación y aprovechamiento Aprovechar oportunidades para la generación de ingresos basados en la 
de los recursos naturales riqueza natural regional y en las ventajas comparativas y competitivas. 

Iniciativa Reducir la pobreza y facilitar el acceso a los servicios sociales básicos de la 
Mesoamericana de población vulnerable y contribuir al pleno desarrollo de los pueblos 
Desarrollo Humano mesoamericanos. 

Capacitación para el trabajo 
Formar mano de obra calificada mediante un programa de formación y ac-
tualización de docentes. 

Sistema estadístico de información Facilitar la adopción de políticas e intervenciones en materia migratoria y la 
sobre las migraciones acción de consenso y respeto a los derechos humanos. 

Participación de las Elevar el nivel de vida de los pueblos indígenas y afrocaribeños de Meso-
comunidades indígenas y américa, promoviendo procesos de gestión y capacitación. 

afrocaribeñas en el desarrollo 
local 

Uso, manejo y conservación de Fortalecer la participación de las sociedades civiles y de las mujeres para 
los recursos naturales por parte mejorar el uso, manejo y conservación de los recursos naturales. 
de organizaciones campesinas, 

indígenas y afrocaribeñas 
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Iniciativa 

Iniciativa 
Mesoamericana de 

Prevención y 
Mitigación de 

Desastres Naturales 

Iniciativa 
Mesoamericana de 

Turismo 

Iniciativa 
Mesoamericana de 

Facilitación del 
Intercambio Comercial 

TABLA 4 (CONTINUACIÓN) 

Propuestas de proyectos Objetivos 

Promover la prevención y mitigación de desastres naturales e incorporar la 
consideración de gestión del riesgo en los proyectos en todos los sectores. 

Creación de una conciencia Promover los conceptos de prevención, mitigación y reducción de vulnera-
pública para prevenir desastres bilidad en la región. 

naturales 

Información hidrometeorológica Mejorar Ja información hidrometeorológica y climática y su uso por los to-
para la competitividad madores de decisiones públicas y privadas. 

Desarrollo de mercado de Desarrollar un mercado eficiente de seguros contra catástrofes. 
seguros para riesgos de 

catástrofes 

Desarrollar el turismo ecológico, cultural e histórico mediante acciones re-
gionales que destaquen la complementariedad, las economías de escala y los 
encadenamientos productivos del turismo. 

Fomentar el intercambio comercial en Ja región mediante una reducción de 
los costos de transacción en el comercio entre los países y promover la par-
ticipación de pequeñas y medianas empresas en las exportaciones regiona-
les. 

Facilitación de negocios y Reducir las barreras no arancelarias. Eliminar distorsiones en el comercio 
homologación de tratados intrarregional como resultado de los múltiples tratados comerciales y facili-

comerciales tar la inversión. 

Modernización de aduanas Simplificar y armonizar los procedimientos aduaneros. 

Promoción de Pymes 
Fomentar actividades de integración productiva y formación de redes con 
base en Pymes exportadoras. 
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TABLA 4 (CONTINUACIÓN) 

Iniciativa Propuesta de proyectos Objetivos 

Iniciativa Promover la integración física de la región para facilitar el tránsito de per-
Mesoamericana de Integración vial sonas y mercancías y, de esta manera, reducir los costos de transporte. 

Integración Vial 

Iniciativa Unificar e interconectar los mercados electrónicos con miras a promover 
Mesoamericana de Interconexión energética 

una ampliación de las inversiones en el sector y una reducción del precio de 
Interconexión la electricidad. 

Energética 

Iniciativa Desarrollar la infraestructura de interconexión de los países de la región. 
Mesoamericana de 
Integración de los Red de fibra óptica 

Servicios de 
Telecomunicaciones 

FUENTE: Grupo Técnico Interinstitucional para el PPP (2001). BCIE-BID-CEPAL con el apoyo del INCAE PPP Iniciativas Mesoamericanas y Pro
yectos. 
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Esta red de carreteras mesoamericanas, entre las cuales el tramo 
transístmico aparentemente pierde relevancia,7 permite construir 
una visión en la que el istmo centroamericano aparece integrado, 
desde un criterio más operativo, por cinco ejes: el eje transístmico 
(Coatzacoalcos-Salina Cruz), el eje del Pacífico (Socunusco-Pana
má), el eje del Golfo de Honduras (ciudad de Guatemala-Golfo de 
Honduras), el eje de Petén (Petén-Palenque) y el eje Guatemala-Yu
catán por el Caribe mexicano y atravesando Belice (Booz y Hamil
ton, 2000). 

De esta manera, avanza la construcción de la interconexión vial 
con la construcción de caminos complementarios que van a deri
var al eje carretero principal, que es el Corredor Puebla Panamá en 
el Pacífico. Así, el corredor Puebla-Ciudad Hidalgo ya citado, se co
necta en la parte norte del istmo con el corredor complementario 
que corre de Puebla a Oaxaca y Arriaga. Por otra parte, destaca la 
construcción de interconexiones de cuatro carriles entre las ciu
dades que conforman el sistema de ciudades del istmo oaxaqueño 
(Salina Cruz, Tehuantepec, Juchitán, Ixtepec y Matías Romero). 

Aunque la ampliación y la construcción de carreteras ha provis
to de empleo temporal a la población istmeña, éste se halla aún 
muy lejos de las cifras propuestas en su momento por el Megapro
yecto Transístmico, y muy por debajo de las expectativas planteadas 
en el Plan Puebla Panamá. De cualquier manera, resulta significati
vo que los propósitos del PPP sean recogidos, prácticamente tal cual, 
en el Plan Estatal de Desarrollo del estado de Oaxaca, 2005-201 O, don
de también se plantean como prioridades "la modernización del 
ferrocarril y las vías terrestres con el objetivo de conectar Salina 
Cruz con Coatzacoalcos, Ver., el sur, el sureste, centro y el norte 
del país, que de suyo tendrá un efecto creador y multiplicador de em
pleos en los distintos sectores o actividades productivas" (Plan Es
tatal de Desarrollo, 2005-2010). 

Por su parte, el llamado Programa Integral de Desarrollo del Ist
mo de Tehuantepec y la Cuenca del Papaloapan, coordinado con el 
gobierno del estado de Veracruz, visualiza al proyecto transístmico 
de transporte multimodal como la opción competitiva y complemen
taria del Canal de Panamá y de los puentes terrestres americanos, 
que permitiría integrar cadenas productivas de la industria nacional 

7 
"[ ••• ] se puede decir que al menos en el Istmo, la interconexión vial y 

la generación eléc trica han ido teniendo avances a pesar de que la carrete
ra transfstmica no esté contemplada en la Red Internacional de Carreteras 
Mesoamericanas (Ricam) y el ramal Oaxaca-Istmo-Huatulco se considere 
camino regional complemetario" (Almeyra y Alfonso, 2004:98). 
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como la manufactura, la industria automotriz, la petroquímica y 
derivados, la minería, y el desarrollo de cadenas agroalimentarias 
y forestales de los estados de Oaxaca y Veracruz. 

Con estos elementos nos podemos aproximar a la cuestión seña
lada en el título de este apartado: ¿qué es lo que ha cambiado del 
Megaproyecto Transístmico al PPP? 

Proponer que el núcleo del primero se constituye en una parte 
sustantiva del segundo nos ayuda a destacar la continuidad del inte
rés capitalista por apropiarse de los recursos de la región, así como 
a subrayar la importancia de crear infraestructura -con recursos 
públicos principalmente- y ponderar las posibilidades reales de 
crear empleos permanentes en la región. Recordemos que, después 
de tanto escándalo, el megaproyecto, ahora con minúsculas, ofre
cía crear 11 mil empleos fijos, mediante la puesta en marcha de on
ce paquetes de proyectos detonadores, cuyo monto era de poco más 
de 14 mil millones de pesos (Ochoa y asociados, 1996). 

Desde otra perspectiva, entre 1996 y 2005 podemos hablar de un 
endurecimiento del neoimperialismo estadounidense que -como 
varios autores han señalado- constituye una amenaza acrecenta
da por sus propósitos de control de los recursos energéticos y los 
espacios estratégicos, de manera que hoy el PPP está inscrito en el 
diseño geopolítico en el que también están el Plan Colombia, los 
recursos de la Amazonia y más al sur el Mercado Común del Sur 
(Mercosur) (Almeyra y Alfonso, 2004). 

Aun así, ahora es más evidente que en 1997, cuando iniciaron 
los foros de resistencia al Megaproyecto Transístmico, que la eco
nomía mundial no ha logrado entrar a un nuevo ciclo generaliza
do de crecimiento y que podemos seguir hablando de un capital 
pusilánime, que en la fase del financiamiento no asume los riesgos 
necesarios para obtener su reproducción y que -de manera desta
cada en América Latina- sigue buscando el cobijo del Estado, lo 
que complica sensiblemente las posibilidades de un despliegue 
ágil del PPP y lo hace depender de los fondos internacionales. 

La dimensión política en 2005 es distinta de la de 1997 no tanto 
porque haya alternancia en el gobierno -cuestionada por los elo
gios de Fox a Zedillo, tanto como por la alianza entre el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) y el Partido Acción Nacional (PAN) 
en los temas sustantivos de la agenda nacional- sino, sobre todo, 
porque en la región se puede hablar de un decantamiento de los 
actores políticos que hoy se muestran más definidos en torno al PPP 

de lo que lo estuvieron frente al megaproyecto. Así, la fractura de la 
Coalición Obrero Campesino Estudiantil del Istmo (COCEI) se apre-
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cia como un viaje sin retorno a las prácticas clientelares y a la bús
queda de espacios mediante los procesos electorales, de manera 
que corresponde a diferentes actores la resistencia frente al pro
yecto, muchas veces con más interlocución fuera del istmo que con 
los posibles aliados regionales . Este punto nos permite cerrar este 
artículo con una pregunta final. 

¿ES POSIBLE UN PACTO REGIONAL 

PARA UN DESARROLLO ALTERNATIVO? 

En este espacio es posible adelantar algunas consideraciones con 
el propósito de dar pauta a la discusión y retomar algunos plantea
mientos que se pusieron sobre la mesa desde 1997, como es el caso de 
la propuesta de iniciar acciones con el fin de conformar un pacto 
regional para el desarrollo soberano del Istmo de Tehuantepec. 

El sustento de propuestas con dicho perfil se encuentra en la den
sidad organizativa del istmo oaxaqueño, tanto como en una tradi
ción de resistencia que está internalizada en la población y que se 
devela continuamente mediante diversas expresiones, pero tam
bién tiene que ver con la densidad étnica de la región y la persisten
cia de la comunalidad, como uno de los elementos articuladores de 
las relaciones sociales en el istmo. 

Por otra parte, en la perspectiva de la construcción de un pacto 
regional también se deben contar experiencias promisorias que no 
llegaron más lejos, pero que señalaron la posibilidad de que los ac
tores institucionales cobren un mayor protagonismo en la definición 
del rumbo de la región; es el caso de la Asociación de Autoridades 
Municipales del istmo, que en su momento aglutinó a munícipes de 
Oaxaca y Veracruz para demandar participación en las decisiones 
relacionadas con el megaproyecto. 

Valorando el contexto institucional, podemos destacar que la fede
ralización logra también ciertos avances en favor de las propuestas 
regionales y que una visión sobre el desarrollo territorial también 
está ganando terreno. Ése es uno de los significados de los proce
sos que se viven en la zona oriente del istmo, donde pronto será posi
ble ver los alcances de las iniciativas de desarrollo local. 

De cualquier manera, resulta claro que un desarrollo alternativo 
en el istmo -con soberanía, que necesariamente significa también 
autonomía- sólo podrá ser obra de los istmeños mismos, apoyados 
en las alianzas que logren establecer fuera de la región y dentro de 
los países centroamericanos. Y también podemos postular que el 
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rumbo que viene tomando el PPP puede no ser catastrófico para la 
zona, pues existe la posibilidad de que finalmente los istmeños se 
apropien de las inversiones en infraestructura carretera y de que 
ésta se convierta en un patrimonio territorial sustantivo, si es que lo
gran pasar de la resistencia a la construcción de una propuesta 
propia de desarrollo regional alternativo, en la cual la agricultura, 
las comunidades indígenas y los espacios rurales deberán ser un 
soporte fundamental para romper virtuosamente con el desarro
llismo. 
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APERTURA Y PROTECCIONISMO. 
AMBIVALENCIAS DE LA POLÍTICA AGRíCOLA 

DE ESTADOS UNIDOS Y SU IMPACTO 
EN LA HORTICULTURA MEXICANA: 

EL CASO DE SINALOA 
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RESUMEN 

Teniendo como contexto una globalización jerárquica y exclu
yente en el marco de la conformación del bloque económico de 
América del Norte, este trabajo explica por qué la oferta hortíco
la mexicana sigue siendo de gran relevancia en Estados Unidos, 
sobre todo en invierno y, al mismo tiempo, aborda cómo ha ido 
perdiendo segmentos del mercado en ciertos productos. Basán
dose en datos sobre las exportaciones hortícolas de México y, es
pecíficamente de Sinaloa, se analiza cómo este sector se ha vuelto 
menos dinámico en comparación con otras actividades de expor
tación. Para ello interaccionan dos conceptos: la política econó
mica y la competitividad. 

Palabras clave: exportación hortícola, competitividad, política 
económica, neoliberalismo. 

INTRODUCCIÓN 

El tema central de las discusiones sobre comercio agrícola mundial 
es el binomio apertura-proteccionismo. 1 La apertura comercial es 

* Investigador del Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales 
de la Universidad Autónoma de Sinaloa y del doctorado en Ciencias Socia
les de la misma institución. Correo electrónico: <maya@uas.uasnet.mx>. 

** Egresada de la maestría en Estudios de Estados Unidos y Canadá de 
la Escuela de Estudios Internacionales y Políticas Públicas de la Universidad 
Autónoma de Sinaloa. Correo electrónico: <acabada@uas.uasnet.mx>. 

1 El texto del "Acuerdo sobre la Agricultura de la Ronda Uruguay" puede 
consultarse en la página electrónica de la Organización Mundial del Comer
cio (OMC). Véase <http://www.wto.org>. Para identificar los problemas que en
frentan los países subdesarrollados en el comercio agrícola mundial, véase 

[52] 
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compatible con la dinámica de la globalización, así como con el pro
yecto económico neoliberal (Altvater y Mahnkopf, 2002). 

En los hechos, sin embargo, la apertura se ha convertido en el 
eje de la política comercial de los países subdesarrollados; el protec
cionismo, por su parte, es la pieza central de la política comercial 
de las naciones desarrolladas. 

En este contexto, caracterizado por el constante esfuerzo de los 
países subdesarrollados por incrementar sus exportaciones, espe
cialmente de productos agrícolas, y por la renuencia de los países 
desarrollados a abrir sus fronteras a las flujos antes mencionados, 
se inserta la horticultura mexicana, que dentro de la agricultura de 
nuestro país representa la principal actividad de exportación (Schwen
tesius y Gómez, 2000; Carton de Grammont et al., 1999). 

De esta manera, la horticultura mencionada se ve obligada a com
petir con la estadounidense en condiciones poco equitativas, ya 
que, por una parte, el gobierno de Washington protege a sus horti
cultores, pero exige a sus socios comerciales que sus gobiernos se 
abstengan de distorsionar los mercados con acciones de carácter 
proteccionista. Esta situación ha llevado a la horticultura mexi
cana a una situación de gran peligro. Por una parte, la oferta hor
tícola mexicana sigue siendo de gran relevancia en Estados Unidos, 
sobre todo en invierno, pero al mismo tiempo ha ido perdiendo 
segmentos del mercado en ciertos productos.2 Asimismo, las expor
taciones hortícolas de México se han vuelto menos dinámicas en com
paración con otras actividades de exportación.3 

el estudio de la OCDE titulado The Uruguay Round Agreement on Agriculture. 
The Policy Concerns of Emerging and Transition Economies. 

2 Por ejemplo, según datos de la FAO y de la CIDH (Comisión para Inves
tigación y Defensa de las Hortalizas), la berenjena mexicana representó en 
1999 casi la mitad de la oferta total en Estados Unidos. En los dos años si
guientes, la cifra descendió a 30 por ciento. El pepino mexicano en 1995 
satisfizo más de 40 por ciento de la demanda estadounidense y desde en
tonces esta cifra ha venido declinando, hasta alcanzar niveles de 30 por 
ciento a principios de la actual década. El jitomate, la principal hortaliza 
mexicana de exportación, llegó a cubrir un tercio de la demanda del veci
no país en 1997 y desde entonces se ha ido reduciendo su participación en
tre cinco y diez puntos porcentuales. 

3 Según datos del Banco de México las exportaciones agrícolas, dentro 
de las cuales las hortícolas son las más importantes, representaron cuatro 
por ciento del valor de las exportaciones totales. En 1997 esta cifra se redu
jo a 3.8. Para el año 2002 la cifra correspondiente fue 2.9 por ciento. Al año 
siguiente se elevó ligeramente a 3.5 por ciento, pero en 2004 volvió a caer 
a 2.8 por ciento. Véase la página electrónica del Banco de México: <http:// 
www.banxico.org.mx>. 
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El presente trabajo analiza esta circunstancia y propone una ex
plicación en términos del nexo entre política económica y com
petitividad, dentro del escenario de una globalización jerárquica y 
excluyente, en la cual la conformación del bloque económico de 
América del Norte es una pieza central. 

EL TEOREMA DE LA APERTURA COMERCIAL 

EN EL DISCURSO DE LA GLOBALIZACIÓN NEOLIBERAL 

Si bien es cierto que la polémica "libre comercio versus proteccio
nismo" es de viejo cuño, los argumentos más fuertes en favor de 
cada una de estas opciones en buena medida repiten, y en ocasio
nes enriquecen, los argumentos originalmente expuestos por David 
Ricardo, como adalid del libre cambio, y por Federico List, como 
defensor del proteccionismo.4 No es casual, desde luego, que el pri
mero haya sido en realidad el vocero teórico de los intereses de la 
mayor potencia económica de su época, y que el segundo haya ex
presado en lenguaje conceptual los de una nación subdesarrolla
da para su momento histórico, que deseaba alcanzar a sus rivales 
europeos. La historia de una Inglaterra avanzada frente a una Ale
mania atrasada parece repetirse bajo nuevos colores, con nueva evi
dencia empírica y argumentos más sofisticados, pero en esencia con 
las mismas razones de fondo. Se observan, sin embargo, tres dife
rencias notorias. La primera es que ahora el discurso hegemónico 
es el del libre comercio; la segunda es que los países desarrollados 
enarbolan el libre comercio y exigen a los subdesarrollados que lo 
practiquen, aunque ellos lo distorsionen tanto que, en los hechos, 
vienen a ser proteccionistas (Stiglitz, 2002; Bhagwati, 2000). La ter
cera se relaciona con lo que algunos autores llaman "nueva división 
internacional del trabajo" en la agricultura, pero que preferiríamos 
denominar competencia por espacios económicos mundiales entre 
agentes transnacionales y con injerencia de los Estados nacionales 
(Mittelman, 1995). En otras palabras, considerarnos que la configu
ración de los mercados agrícolas en el ámbito mundial, donde la 
horticultura ocupa un lugar de primera línea, obedece a factores 
cuya naturaleza rebasa con mucho lo meramente agrícola. 

4 Referencia obligada son los capítulos VII y XXV de la obra clásica de 
Ricardo, titulados respectivamente "Sobre el comercio exterior" y "Del co
mercio colonial" . De Listes fundamental su libro Sistema nacional de econo
mía política. 
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LA APERTURA COMERCIAL Y LA AGRICULTURA 

El actual discurso promotor de la apertura de los mercados agríco
las se ubica en el contexto del agotamiento de las distintas versio
nes del Estado intervencionista en la economía y del auge de los 
principios impulsados por el paradigma neoliberal. La promesa a 
los agricultores era participar en un juego limpio ganar-ganar, que 
sentaría las bases para un mundo feliz . La realidad ha sido muy dis
tinta y los agricultores, tanto de los países subdesarrollados como 
de los desarrollados, han perdido o se han sentido amenazados de 
convertirse en perdedores. Las distintas perspectivas han sido con 
frecuencia inconciliables, o bien son objeto de duras negociaciones. 
Como ejemplo cabe mencionar el caso de la Reunión Ministerial de 
la Organización Mundial de Comercio, celebrada en Cancún del 1 O 
al 14 de septiembre de 2003, concluida sin acuerdo alguno sobre los 
diferentes temas abordados, dentro de los que destacaron, sin du
da, los subsidios a los productos agropecuarios. La segunda posi
bilidad queda ejemplificada por la 6ª Conferencia Ministerial de la 
OMC, llevada a cabo en diciembre de 2005, en la que tanto los paí
ses desarrollados como los subdesarrollados realizaron concesio
nes como la de eliminar subsidios a la exportación agrícola para el 
año 2013. Sin embargo, este acuerdo no incide en la aplicación de 
medidas proteccionistas al interior de los países desarrollados, léa
se ayudas internas, subvenciones encubiertas, etc., medidas que 
favorecen indirectamente la exportación de productos agrícolas.5 

Es evidente que la fuerza política y social de los agricultores de 
los países desarrollados no se compara con la de sus homólogos 
subdesarrollados. También distintas han sido las respuestas de sus 
respectivos gobiernos y, en el caso de la Unión Europea, de los or
ganismos supranacionales (Trujillo, 2004). Para el caso que nos ocu
pa, nos interesa en particular el contraste entre Estados Unidos y 
México. 

AGRICULTURAS DIFERENTES: 
EL PAPEL DE LA AGRICULTURA EN ESTADOS UNIDOS 

Y EL PAPEL DE LA AGRICULTURA EN MÉXICO 

Aunque el comercio agrícola entre México y Estados Unidos tiene 
una larga historia, a raíz de la firma del TLCAN se esperaba que éste 

; Véase <http://www.wto.org/spanish/thewto_s/whatis_s/tif_s/dohal _s. 
htm> consultado el día 23/07/2007. 
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quedara regulado de tal suerte que, gracias a un acuerdo entre so
cios iguales guiados por la buena fe y la mutua confianza, todas las 
partes saldrían ganando.6 Contradiciendo las promesas de los go
biernos firmantes del tratado que hoy ya cumple una década de exis
tencia,* se escuchan voces de protesta de los productores agrícolas 
a ambos lados de la frontera. 7 Algunos de ellos reclaman una revi
sión a fondo del capítulo sobre agricultura. Pero tanto el gobierno 
de Washington como el de México se rehúsan a ello. Sus argumen
tos y razones pueden ser diferentes, pero su posición es la misma. 
Siguen convencidos de que con el tratado los agricultores ganan 
más de lo que eventualmente pueden perder. Es culpa de los agri
cultores no darse cuenta de esta verdad. 

Por otra parte, aunque enarbolando el mismo discurso, los go
biernos de México y de Estados Unidos siguen prácticas muy dife
rentes. 8 La política mexicana, sierva fiel de los principios del libre 
comercio, ha incurrido en más de una ocasión en la apertura uni
lateral del mercado nacional. Los apoyos al campo se han reducido 
al mínimo, pero lo importante no es tanto el monto o la forma en 
que se dan tales apoyos, sino el concepto que de la agricultura tie-

6 Debe recordarse que la firma del TLCAN formaba parte de una estrate
gia de combate a la inflación. La idea era que, siendo la inflación el prin
cipal problema económico por superarse, mediante el "libre comercio" se 
abatirían los precios internos. Con esta orientación se instrumentó en Mé
xico a partir de 1983 un programa de estabilización, teniendo siempre a la 
apertura comercial como pieza clave de la estrategia de estabilización. Una 
de las formulaciones más serias de este planteamiento se debió a Pedro Aspe 
Armella, quien jugó personalmente un importante papel en las transfor
maciones económicas del país de acuerdo con lo que después de conocería 
como neoliberalismo (Aspe, 1993). Para una fundamentación de la nece
sidad del combate a la inflación como estrategia prioritaria puede leerse el 
libro de Carlos M. Jarque y Luis Téllez, quienes igualmente fueron artífi
ces destacados del neoliberalismo mexicano (Jarque y Téllez, 1993). 

* El año de publicación de este libro es 2009, por lo que el TLCAN, en rea
lidad, cumple 15 años; sin embargo, el análisis sobre la horticultura no sólo 
sigue siendo válido, sino que las condiciones en que se desarrolla esta ac
tividad se han visto empeoradas por la crisis financiera de este mismo año 
(N. del E.). 

7 Sobre la inconformidad de los productores estadounidenses pue
den leerse diversos textos en la página de la Farm Foundation: <http:www. 
farmfoundation.org>. Sobre el malestar de los agricultores mexicanos, véa
se Schwentesius et al. (2004) . 

8 Esta aseveración es polémica, pues existen estudiosos que enfatizan 
las semejanzas entre las políticas agrícolas de los tres países firmantes del 
TLCAN (Zahniser, 2005) . 
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nen los gobernantes mexicanos. Esquemáticamente puede decirse 
que para ellos la agricultura es un sector más de la economía y por 
ende tiene que beneficiarse del libre comercio, como lo hacen los 
demás sectores económicos. Además, esta posición sirve para mar
car una clara ruptura con modelos anteriores, en los que el Estado 
intervencionista protegía a la agricultura y con ello, supuestamen
te, distorsionaba las señales del mercado. Asimismo, la agricultura 
ha sido una pieza clave en la lucha contra la inflación, que constitu
ye, desde la perspectiva neoliberal, el problema económico central. 
La apertura de la agricultura mexicana a la competencia inter
nacional ha p~rmitido abatir los precios de los bienes agrícolas que 
constituyen una parte importante de la canasta básica de bienes 
de consumo de la población, sobre todo de la creciente población 
urbana. El que los granos baratos importados provengan de Esta
dos Unidos, donde el apoyo gubernamental hace posible la fijación 
de bajos precios, es irrelevante para los gobernantes mexicanos. 
Que esto implique desplazar del mercado a los productores mexica
nos de granos básicos es, desde la óptica gubernamental, una con
secuencia natural de las leyes de la competencia. 

En una situación muy diferente se encuentra la agricultura es
tadounidense. Para Washington la agricultura representa una pieza 
clave en su estrategia de recomposición de su hegemonía en el mer
cado mundial, en el cual se enfrenta a dos poderosos gigantes: la 
Unión Europea y Asia. Esta pieza adquiere relevancia para compen
sar la pérdida de competitividad de Estados Unidos en el ámbito 
industrial. Además, en el contexto de la lucha contra el bioterroris
mo, la agricultura estadounidense viene a convertirse en un asun
to de seguridad nacional. 

En particular juega un papel clave el régimen de subsidios deri
vado de la Farm Bill 2002, cuyo carácter contracíclico tiene como 
efecto la sobreproducción de productos básicos. En otras pala
bras, los subsidios de la Farm Bill permiten a los agricultores se
guir produciendo aun cuando los precios no resulten atractivos, lo 
cual ocurre cuando por su movimiento cíclico llegan a sus niveles 
más bajos. Esto mantiene la depresión de los mismos y lleva a una 
oferta excesiva de estos productos en el mercado mundial de ali
mentos. Sin embargo, esta ley va más allá de la continuación de los 
programas de apoyo a los agricultores. De acuerdo con la Farm Bill 
2002, los subsidios se otorgan sobre la base de la superficie sembra
da y los rendimientos logrados. Como las cifras de referencia, tan
to para superficie como para rendimientos se van actualizando, esto 
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cambia la naturaleza de los pagos directos otorgados por el gobier
no, de "desconectados" a "reconectados" (Basca et al., 2003).9 

Asimismo, esta ley incrementó el presupuesto agroalimeritario es
tadounidense de 103 107 millones de dólares en 2001, a 111 852 mi
llones en 2002, para situarlo con un promedio de 118 274.2 millones 
de dólares anuales durante el periodo 2003-2011 (Calva, 2004:40). 

En comparación con México, 10 la agricultura estadounidense es 
mucho mayor. Esto se refleja ampliamente en el presupuesto del 
año 2000, así como en el valor total de la producción agropecuaria 
en Estados Unidos, que fue de 189 901 millones de dólares, contra 
31 525 de dólares en México, es decir, seis veces mayor; mientras que 
el presupuesto agroalimentario de Estados Unidos fue de 105 399 
millones de dólares en 2000, o sea 40.3 veces mayor que el de Mé
xico (que ascendió a 24 713.7 millones de pesos, o sea, 2 615.2 millo
nes de dólares para el año 2000) (Calva, 2004:40). Por lo tanto, los 
efectos de la Farm Bill 2002 afectarán los intereses de los produc
tores mexicanos y latinoamericanos, pues estos apoyos hacen que 
las exportaciones agrícolas estadounidenses se abaraten y lleguen 
subsidiadas a los mercados internacionales. 

De acuerdo con lo anterior, tenemos que el TLCAN ha venido a 
vincular dos agriculturas aparentemente iguales en el mercado, pero 
en realidad muy diferentes dentro de sus contextos macroeconómi-

9 La clasificación de pagos conectados y desconectados se relaciona 
con los efectos sobre la producción que pueden tener estos subsidios. Si 
los pagos están asociados al volumen de producción, se considera que es
tán "conectados", ya que existe una relación directa entre los montos de
sembolsados y los niveles de producción. En caso contrario, si los pagos se 
realizan sin afectar el volumen de producción, se considera que son "des
conectados". 

'ºAunque las principales variables cuantitativas de las hortalizas mexi
canas no revelan la presencia de una crisis productiva, sino la continuidad 
de su expansión durante las dos últimas décadas, el gobierno de México, 
ha abandonado las políticas hacia el sector hortícola. No ha habido un 
control de precios de venta ni una intervención directa en la comercializa
ción. La reducción o retiro de subsidios a los insumos (fertilizantes, elec
tricidad, diesel, etc.) ha enfrentado a los productores a crecientes costos 
de producción y ganancias en declive; el elevado costo del financiamien
to interno ha incrementado la dependencia, sobre todo de los medianos y 
pequeños productores, de intermediarios, agroindustrias y otros agentes 
especuladores; la falta de inversión pública, entre otros renglones de in
fraestructura hidráulica, ha limitado la eficiencia de la actividad; la retira
da del Estado de la investigación y el extensionismo han dejado un vacío 
que no ha llenado el capital privado; y la ausencia del respaldo guberna
mental deja en desventaja a los exportadores nacionales frente a las prác
ticas proteccionistas desleales de Estados Unidos (Echánove, 2004) . 
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cos y políticos. Cuál ha sido la naturaleza asimétrica de esta vincu
lación y cuáles sus efectos es un fenómeno que actualmente, en la 
antesala de la apertura total de las fronteras mexicanas a los pro
ductos agrícolas estadounidenses, puede ponderarse con mayor 
sustento.* En la discusión actual se distinguen claramente dos po
siciones; una de ellas es la sostenida por funcionarios del gobierno 
mexicano, cuya versión académica más seria es probablemente la 
proporcionada por Andrés Rosenzweig (2005). De acuerdo con es
ta opinión, el balance total del TLCAN arroja saldos positivos para la 
economía mexicana en su conjunto, esto es, mayores exportacio
nes, inversiones y empleos, por lo que una renegociación del capítu
lo agrícola del acuerdo perjudicaría a los sectores más beneficiados 
en nuestro país, como son, por ejemplo, el automotriz, la industria 
cervecera, la química y la petroquímica básica, la de la construcción, 
la del vidrio, cerámica y otras industrias manufactureras. 11 

En el caso del sector agrícola, las más favorecidas han sido las 
exportaciones de hortalizas y frutas, de tal suerte que México ha lle
gado a convertirse en el primer proveedor de alimentos a Estados 
Unidos. 12 Además, si se restringieran las importaciones provenien
tes de ese país, se elevarían los precios de los productos en México. 
Por otra parte, de acuerdo con esta visión no hay razones para temer 
la apertura total en los cuatro productos restantes (maíz blanco, fri
jol, azúcar y leche en polvo) que entró en vigor en enero de 2008, 
ya que la liberalización de estos artículos ya se ha producido por 
las necesidades del mercado interno, imposibles de satisfacer con la 
oferta nacional . En particular, la Secretaría de Economía del gobier
no mexicano ha afirmado que los problemas en nuestro campo no 
se derivan del TLCAN y ya están siendo atendidos por la Secretaría 
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 
(Sagarpa).13 Asimismo, la desgravación arancelaria, prevista para 

*Al momento de la publicación de este libro (2009), dicha apertura to
tal ya se registró (N. del E .). 

11 Véanse las declaraciones de la Presidencia de la República del lunes 
16 de octubre de 2006 en: <http:fox.presidencia.gob.mx/actividades/creci
miento/?contenido=27754> . 

12 El gobierno de Vicente Fox enfatizaba que de las importaciones rea
lizadas por Estados Unidos, 72% correspondía a México en el caso de los 
tomates, 77% en cebollas, 89% en pepinos y 99% de calabacitas. Véase re
ferencia en la nota 12. 

13 Uno de estos problemas es la concentración regional de los subsidios 
al campo. De ellos, 40% va a los grandes productores de Sonora y Sinaloa, 
mientras que los pequeños productores de las zonas más pobres, como 
Oaxaca y otras entidades, es muy poco lo que reciben. Véanse declaracio-
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15 años, ya se produjo para la mayoría de los productos. Tratándose 
del maíz, se dice que México siempre ha sido deficitario, pues consu
me 27 millones de toneladas y produce sólo 20. 14 La posición con
traria, primero escéptica ante las promesas del TLCAN y después 
critica de sus logros, ha sido defendida consecuentemente tanto por 
organismos sociales y políticos, como por académicos de diversas 
instituciones.15 

Según la visión critica sobre el acuerdo en cuestión, éste ha sido 
un desastre para el campo mexicano y ha aumentado la dependen
cia alimentaria del país, ya que actualmente más de 40 por ciento 
de los alimentos se importan, se han perdido aproximadamente dos 
millones de empleos y, debido al desempleo y la pobreza, han aban
donado el campo más de cuatro millones de campesinos, muchos 
de los cuales integran el medio millón de mexicanos que cada año 
ingresan ilegalmente a Estados Unidos. A esto se agrega que 70 por 
ciento de los agricultores mexicanos que se dedicaban hasta finales 
de 2007 a la producción del maíz blanco, tuvieron que afrontar 
las desventajas comerciales de la apertura total del comercio, libre 
de aranceles, del maíz estadounidense fuertemente subsidiado. Por 
estas razones se ha insistido en la renegociación del TLCAN en mate
ria agropecuaria, pues las asimetrías son flagrantes . Un grueso in
dicador es el crecimiento real del PIB en el lapso 1993-2005 en cada 
uno de los tres países miembros del acuerdo. La cifra fue 49, 48 y 
40 por ciento para Canadá, Estados Unidos y México, respectiva-

nes de Luis de la Calle, consultor de comercio exterior en La Jornada, jue
ves 1 de febrero de 2007. 

14 Véanse las declaraciones de la Secretaria de Economía en La Jornada , 
miércoles 11 de julio de 2007. 

15 Probablemente la fuerza social más significativa ha sido el movimien
to "El Campo No Aguanta Más", mismo que obligó al gobierno mexicano 
a suscribir en 2003 el Acuerdo Nacional para el Campo. Sobre el particu
lar véase el libro colectivo titulado Balance del movimiento El Campo No 
Aguanta Más y evaluación del Acuerdo Nacional para el Campo , de próxima 
aparición por cuenta de la Universidad Autónoma Metropolitana-Azcapot
zalco. Asimismo, cabe destacar a las organizaciones que conforman el Con
sejo Nacional Agropecuario, especialmente la Confederación Nacional 
Campesina y la Central Campesina Independiente. Como partido político 
nacional sobresale el Partido de la Revolución Democrática (PRD), y como 
ONG aparece con fuerza la Red Mexicana de Acción frente al Libre Comer
cio (RMALC). La lista de investigadores críticos ante el TLCAN es muy nume
rosa, pero pueden mencionarse a Rita Schwentesius Rindermann, Manuel 
Ángel Gómez Cruz, Blanca Rubio, José Luis Calva, Alicia Puyana, entre mu
chos otros . 
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mente. Si se toma en cuenta que el último es un país subdesarrolla
do y con un crecimiento demográfico muy superior al de sus socios 
comerciales, es evidente que la brecha se ha ampliado durante el 
funcionamiento del TLCAN. 16 Gracias a este acuerdo, México ha lle
gado a representar para Estados Unidos un mercado lucrativo y en 
expansión en granos, oleaginosas, cárnicos y frutas de clima templa
do, además de complementar a su sector agropecuario. Por otra 
parte, mientras que para México los productos liberados a princi
pio de 2008 son vitales para el campo, donde vive una cuarta parte 
de la población nacional, para Estados Unidos sólo representan me
nos de uno por ciento de su comercio con nuestro país. 17 

Sin embargo, las valoraciones críticas del TLCAN no sólo provie
nen de mexicanos. Los estadounidenses y canadienses participan
tes en el Foro Nacional de Evaluación y Propuesta de Renegociación 
del Capítulo Agropecuario del TLCAN, celebrado en agosto de 2006 
bajo los auspicios de las comisiones legislativas de la Cámara de 
Diputados, precisaron que, a diferencia de la creencia común en Mé
xico, no todos los productores del campo disfrutan de subsidios en 
Estados Unidos, sino que éstos se concentran en los grandes pro
ductores de maíz, trigo y algodón, así como en las grandes empre
sas acaparadoras, empacadoras y comercializadoras, pero que no 
hay apoyos para la producción de frutas y verduras. Además, en 
aquel país existen 13 millones de familias, 12 por ciento de lapo
blación, que sufren inseguridad alimentaria y 4 por ciento padece 
hambre. En estas condiciones se ha visto reducida la producción 
de los pequeños granjeros. Por su parte, los maiceros canadienses 
se han visto perjudicados por el dumping ejercido por parte de Es
tados Unidos en su país. 18 Cabe aclarar que en la discusión sobre el 
TLCAN también se ha presentado una tercera posición, representa
da sobre todo por Yúnez Naude y Barceinas, quien junto con otros 
autores, en numerosos artículos, conferencias y ponencias han plan
teado que el acuerdo no ha traído los beneficios que sus impulsores 
prometían, pero tampoco las calamidades que sus opositores prede
cían.19 Sin embargo, las posiciones críticas se han visto reforzadas 

16 Datos de la revista Trade Policy Analisis del día 26 de mayo de 2006, 
en <http://www.truthabouttrade.org/article.asp?id?5770>. 

17 Véanse las declaraciones del Grupo Parlamentario del PRD en La Jor
nada del día 1 de febrero de 2007. 

18 Los textos de la reunión se pueden leer en la página de la Red Mexi
cana de Acción frente al Libre Comercio, en <www.rmalc.org.mx>. 

19 Entre otros trabajos de estos autores véase Yúnez Naude y Barceinas 
(2003 y 2004). 
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debido a las declaraciones del Banco Mundial sobre el agotamien
to del TLCAN como opción de crecimiento para México.20 

Ante la apertura total puede pensarse que la horticultura, en 
especial la ubicada en Sinaloa, se verá de alguna manera afectada, 
si bien no en términos arancelarios, sí indirectamente. Podría su
ceder que las importaciones de maíz barato proveniente de Esta
dos Unidos desplacen a los productores nacionales y que algunos de 
ellos, sobre todo los sinaloenses, que actualmente ocupan el pri
mer lugar nacional, busquen la horticultura como opción. Esto se
guramente desequilibraría el mercado, causaría una sobreoferta y, 
consecuentemente, una fuerte caída en los precios. Esta situación 
perjudicaría a la horticultura nacional en su conjunto, la cual ha 
venido a jugar un papel de gran relevancia, ya que ha significado, 
como en otros países subdesarrollados con las condiciones climá
ticas adecuadas, una opción para participar en los mercados inter
nacionales, pues ha ocurrido una suerte de nueva división global del 
trabajo en la agricultura, ampliamente analizada por destacados es
tudiosos, según la cual, países de mayor desarrollo, como Estados 
Unidos, se han convertido en poderosos exportadores de bienes de 
poco valor agregado, como granos básicos, mientras que naciones 
en desarrollo o subdesarrolladas, como México, han venido a cu
brir la oferta de productos agrícolas de alto valor, destinados a con
sumidores de elevados ingresos en los países mencionados. Se trata 
fundamentalmente de la producción de frutas y verduras, frescas 
y procesadas. De esta manera, México se ha convertido en el prin
cipal abastecedor de estos bienes a su vecino del norte; al mismo 
tiempo, el mercado estadounidense es de crucial relevancia para 
los productores mexicanos. 

LA HORTICULTURA COMO PROTAGONISTA DE LA AGRICULTURA 

ORIENTADA A LAS EXPORTACIONES 

Según datos de la FAO, el valor de las exportaciones mundiales de 
frutas y hortalizas de los países en desarrollo se incrementó en 
4 500 millones de dólares estadounidenses de 1992 a 2001, es de
cir, un incremento de 55 por ciento y de 31 a 3 7 por ciento del to-

20 Véase la nota de las declaraciones de dos vicepresidentes del Banco 
Mundial en La Jornada del 29 de noviembre de 2006, en <http://jomada. 
unam.mx/2006/l l/29/index.php?section=economia&article=033nleco>. 
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tal de las exportaciones mundiales. 21 La participación de estos 
países en las exportaciones mundiales en el lapso mencionado 
ha pasado de 31 a 37 por ciento; en ciertos productos, como agua
cates, melones, peras, jitomates, espárragos, berenjenas y cebo
llas, predominan estos últimos países. 22 

Entre los diez exportadores más importantes en el mundo se 
encuentran países subdesarrollados, como México, China, Turquía, 
India y Tailandia, así como países desarrollados (Estados Unidos, 
Canadá, Australia y las naciones de la Unión Europea). Sin em
bargo, cabe señalar que muchas de las exportaciones de los países 
subdesarrollados se realizan a través de empresas estadourúdenses o 
de otros países desarrollados, como Dole, Chiquita y Del Monte, por 
mencionar algunos de los nombres más conocidos. 

Dentro del grupo de los principales exportadores destacan Ho
landa, España, México, Estados Unidos y China. Este último país 
es el competidor mundial con mayor impulso, con una tendencia 
creciente que lo acerca a la posición estadounidense, mientras que 
las exportaciones de los demás participantes muestran tendencias 
constantes o decrecientes. Tal es el caso de México, cuyas exporta
ciones entre 2001 y 2002 se redujeron en un tres por ciento. 

ASIMETRíAS EN EL COMERCIO HORTÍCOLA 

MÉXICO-ESTADOS UNIDOS 

Dentro de las importaciones agropecuarias de Estados Unidos, es 
evidente que las hortalizas han venido ocupando en los últimos diez 
años un espacio no sólo relevante, sino creciente (véase la gráfi
ca 1). Para satisfacer esta demanda, México y en particular Sina
loa, sobre todo en la temporada de invierno, han jugado un papel 
central. 

21 Datos del Depósito de Documentos de la FAO, "Hojas infonnativas de 
la FAO, contribución a la Conferencia Ministerial de Cancún", en <http:// 
www.fao .org/documents/show_cdr.asp?url_file=/docrep/005/y4852s/ 
y4852s00.HTM>. 

22 Véase Kosco (2004), así como los documentos de la FAO sobre comer
cio agrícola, en <http://www.fao.org/documents/>. Debe advertirse que en 
algunos textos se utiliza la clasificación del Hannonized System Chapter 
# 07, que incluye verduras frescas, deshidratadas y congeladas en fresco . 
Esta clasificación no corresponde con la de otros países, como México, para 
el que las verduras deshidratadas y congeladas se ubican en la industria de 
alimentos procesados. 
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GRÁFICA 1 
ESTRUCTURA DE LAS IMPORTACIONES AGROPECUARIAS 

DE ESTADOS UNIDOS 
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F UENTE: us Bureau of Census, tomado de Jerardo (2004). 

Estados Unidos compra a México principalmente ji tomates y chi
les (en especial pimiento morrón), productos que constituyen casi 
la mitad de las compras estadounidenses a México. El siguiente gru
po importante son pepinos, cebollas y espárragos. El valor de estas 
compras alcanzó un valor récord de 1.8 miles de millones de dóla
res en el año 2002. 

Por lo que toca a las exportaciones de Estados Unidos, se obser
va una fuerte concentración en un destino, que es Canadá (60 por 
ciento). Sin embargo, no existe una concentración notoria en cuan
to a productos, sino que hay una amplia diversificación, aunque 
los jitomates y las lechugas son los más importantes (véase la grá
fica 2) . 

Por el lado de la demanda, junto con Estados Unidos, los mayo
res importadores mundiales son Alemania y Gran Bretaña, segui
dos por Japón y Francia. Ya se dijo que Estados Unidos satisface su 
demanda comprando principalmente a México. Alemania lo hace 
comprando a Holanda, mientras que Gran Bretaña y Francia man
tienen importantes lazos comerciales con países que fueron ante
riormente sus colonias, en tanto que Japón se surte sobre todo de 
China. 

Con respecto a las asimetrías de carácter cualitativo entre paí
ses desarrollados y subdesarrollados en general, y entre México y 
Estados Unidos en particular, vale la pena destacar dos puntos. El 
primero se refiere a la fuerte dependencia tecnológica de los segun
dos frente a los primeros, ya que la maquinaria agrícola y sobre todo 
las semillas, se desarrollan fundamentalmente por parte de grandes 
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GRÁFICA 2 
EXPORTACIONES DE HORTALIZAS FRESCAS DE ESTADOS UNIDOS 
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compañías transnacionales de origen estadounidense, israelí, holan
dés o francés. En segundo lugar, son los países desarrollados quienes 
imponen las normas de calidad que deben satisfacer los productos. 
Dentro de estas normas, recientemente ha cobrado especial relevan
cia la inocuidad alimentaria de los productos hortícolas. 

PROTECCIONISMO ENCUBIERTO VIS-A- VIS 

ABANDONO PSEUDOJUSTIFICADO 

A juicio de algunos estudiosos, la horticultura mexicana y la esta
dounidense se complementan y están experimentando un proceso 
de integración.23 Esta complementación se da, obviamente, en tér
minos de competencia. Sin embargo, por lo que hemos visto, existen 
serias asimetrías, de las cuales las más importantes son el proteccio
nismo encubierto practicado por Washington hacia sus productores 
y el abandono, en aras del libre juego de las fuerzas del mercado, 
que vienen practicando los gobiernos mexicanos desde la década 
de 1980. Estudiar los mecanismos de protección e impulso a la hor
ticultura por parte de Estados Unidos rebasaría con mucho los lí
mites del presente trabajo, baste señalar que entre los elementos 

23 Véase Zahniser (2005) . 
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que contribuyen a acentuar el carácter asimétrico de ambas horti
culturas, destacan las barreras no arancelarias, sobre todo las nor
mas para garantizar la inocuidad de los alimentos frescos , así como 
los importantes apoyos a las actividades de investigación y desa
rrollo que desde hace décadas tienen lugar sobre todo en diversas 
universidades estadounidenses, en beneficio de los productores del 
país. Igualmente importantes han sido las órdenes federales de mer
cadeo, las cuales establecen normas de calidad y tamaño mínimo 
para las hortalizas. 

LA OFERTA MEXICANA DE HORTALIZAS 
EN ESTADOS UNIDOS EN EL CONTEXTO DEL TLCAN 

Entre el ciclo 1990-1991 y el ciclo 2001-2002, las exportaciones me
xicanas a Estados Unidos han pasado de 1 730 a 3 308 toneladas. 
Desde 1995-1996 se observa una tendencia con pocas fluctuacio
nes, alrededor de las tres mil toneladas. Estas cifras muestran que 
en realidad el TLCAN no ha sido el disparador de las exportaciones 
que se esperaba y que la tendencia a la alza venía de tiempo atrás, 
alcanzando un límite difícil de superar. 

Por otra parte, actualmente Estados Unidos es el destino de 85 
por ciento de las exportaciones hortícolas, se queda Canadá en un 
segundo lugar con 12 por ciento y el 3 por ciento restante se distri
buye entre todos los demás países. En particular, las exportaciones 
de Sinaloa ocupan una parte muy importante de las exportacio
nes nacionales: aumentaron de 575 mil toneladas a 767 mil tone
ladas entre 1999 y 2002 (véase la gráfica 3). Cabe aclarar que el 
máximo se logró en 1997-1998 con 950 mil toneladas, aunque pos
teriormente se presentó una tendencia levemente decreciente, indi
cio de que otras entidades del país han aumentado su participación. 
En términos de valor, las exportaciones nacionales de hortalizas 
representan 1 938 millones de dólares, de los cuales Sinaloa aporta 
621 millones. Tomando como referencia la aduana de Nogales, don
de se introducen grandes cantidades de hortalizas mexicanas hacia 
Estados Unidos, se observa una fuerte concentración de las expor
taciones en unos cuantos productos. En términos de volumen, los 
ji tomates ocupan 31 por ciento, seguidos de lejos por los pepinos ( 15 
por ciento), las calabazas (diez por ciento) y los chiles (siete por 
ciento chile bell y tres por ciento chiles picosos). Aunque entre 1990 
y 2001 se ha incrementado el flujo en la exportación de hortalizas 
por Nogales en 58.3 por ciento, en realidad la demanda se concen-
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traen los meses de enero a marzo, declina en abril y mayo, para 
bajar bruscamente de junio en adelante.24 

En el rubro de las hortalizas, objeto de comercio entre México 
y Estados Unidos, reviste particular importancia el jitomate o to
mate, y si bien es cierto que a partir de la firma del TLCAN las expor
taciones de hortalizas de México aumentaron en 69 por ciento, las 
de ji tomate sólo se elevaron 14 por ciento. El tratado ha beneficiado 
a la horticultura en varios aspectos. Uno de ellos es que se ha po
dido aumentar la transferencia de tecnología en forma de maqui
naria y equipo; otro es que muchos de los insumos importados ya 
no pagan aranceles, un tercero tiene que ver con la solución de con
troversias entre los países firmantes. 

Como el ji tomate de Sinaloa tiene al de Florida como su princi
pal competidor (ambas entidades dominan la oferta en la tempo
rada de diciembre a junio), resulta de interés constatar cómo ha 
variado la composición de la oferta de jitomate en Estados Unidos 
a partir de la firma del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte. 

Desde 1992 va subiendo la participación de Sinaloa y decrecien
do la de Florida, hasta casi igualarse en 1996. Ante esta situación, los 
productores de Florida acusaron de dumping a los sinaloenses, pero 
el Departamento de Comercio estadounidense emitió una determi
nación preliminar negativa en octubre de 1996. El margen general 
de dumping encontrado por la investigación fue de 17 .5 por ciento. 
A partir de entonces se firma un acuerdo de suspensión antidum
ping por cinco años, que venció en octubre de 2002. Este acuerdo 
obliga a los productores a no vender por debajo de un precio míni
mo. A partir del mencionado acuerdo, la oferta de jitomate maduro 
mexicano se reduce aproximadamente a la mitad entre 1997 y 1999 
y se mantiene en este nivel en los años siguientes. Por su parte, los 
embarques de Florida se incrementan ligeramente, pero sin volver 
a alcanzar los niveles de 1992, año en que empieza su descenso. 

Sin embargo, como ya se dijo, la aportación de Florida duplica 
a la de Sinaloa desde principios de la presente década y fines de la 
anterior. Se trata de 40 millones de bultos de 25 libras cada uno, 
frente a 20 millones de bultos. Después de expirado el acuerdo, en 
octubre de 2001 se inició un sunset review. Un importante grupo de 
productores decidió renunciar al acuerdo para iniciar una nueva 

24 Datos tomados de Mario Haroldo Robles, "Acta de Bioterrorismo. Su 
impacto en la exportación de hortalizas de Sinaloa", en <www.cidh.org.mx>, 
sección Ponencias. 
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GRÁFICA 3 
P ARTICIPACIÓN DE SINALOA EN LAS EXPORTACIONES MEXICANAS 
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negociación en mayo de 2002 . El nuevo acuerdo busca garantizar 
la participación de todos los exportadores mexicanos, mantener un 
precio de referencia inalterable, corregir desviaciones y violacio
nes y comprometer al gobierno mexicano a ejercer mayor coerción 
para el cumplimiento del mismo. Este nuevo acuerdo entró en vi
gor a partir del 12 de diciembre de 2006. Después de firmado este 
acuerdo, las exportaciones de Sinaloa aumentaron 11 por ciento en 
volumen y 21.4 por ciento en valor. No obstante, debe tomarse 
en cuenta que en la última década las exportaciones mexicanas 
han crecido más rápido que el .consumo per cápita de jitomate en 
Estados Unidos, a pesar de que el consumo de este producto ha ex
perimentado los mayores crecimientos, superados sólo por la le
chuga y la cebolla. 

También, desde 1995, las exportaciones mexicanas se incrementa
ron por encima del ingreso personal disponible de los estadouniden
ses (7. 7 frente a 4 por ciento anual). Por otra parte, la competencia 
en el mercado estadounidense se ha intensificado. Así, desde 1995 
la participación de otros paises (Canadá, Holanda, Israel, España, 
Chile y Bélgica) ha crecido a un ritmo anual de 19 por ciento, mien
tras que la de México lo ha hecho a 7.7 por ciento. Hacia el año 
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2001 , México participaba con 69.5 por ciento de las importaciones 
estadounidenses del fruto, en términos de valor, y con 80. 7 por cien
to en términos de volumen (véase la gráfica 4 ). Observando un perio
do más amplio, se puede constatar que en Estados Unidos el precio 
al consumidor ha crecido muy por encima del precio pagado al pro
ductor, de tal suerte que éste cada vez recibe menos en la cadena 
de valor. Esta brecha es claramente observable a partir de 1987.25 

GRÁFICA 4 
PARTICIPACIÓN DE MÉXICO EN EL MERCADO ESTADOUNIDENSE 
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CONSIDERACIONES FINALES 

La horticultura representa un fenómeno de especial interés en el 
comercio agrícola internacional, porque desde tiempo atrás los 
aranceles han sido muy bajos. En otras palabras, este comercio se 
aproxima al ideal de apertura y libre comercio propugnado por los 

25 Información proveniente de Mario Haroldo Robles, "Impacto del 
TLCAN en la exportación del tomate y el acuerdo de suspensión antidum
ping". 
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organismos internacionales, como la OMC. Sin embargo, en los he
chos se observa que el libre comercio hortícola está enfrentando en 
el mercado a agentes que parten de condiciones muy disímiles, tan
to por lo concerniente a fuentes y condiciones de financiamiento 
como por lo relativo a apoyos gubernamentales, sean éstos explíci
tos o velados. Asimismo, es relevante que la agricultura en general 
y la horticultura en particular son concebidas de manera muy di
ferente por parte de Washington y por parte de los gobiernos de Mé
xico. De acuerdo con esto, la política agrícola de Estados Unidos 
busca asegurar la competitividad de sus productores, mientras que 
la política agrícola de México parte del supuesto de que la compe
titividad es responsabilidad de los productores. El que a pesar de 
estas condiciones adversas algunos horticultores mexicanos hayan 
logrado posicionarse favorablemente en Estados Unidos no garanti
za que esta situación vaya a continuar. Por el contrario, existen in
dicios de que tal posicionamiento se va erosionando ante el impulso 
tanto de los competidores estadounidense como de otros competi
dores extranjeros. 

Únicamente tomando en consideración las asimetrías apuntadas 
será posible instrumentar una estrategia de largo plazo que permi
ta a los horticultores mexicanos mantener y fortalecer su posición 
dentro del fuertemente competido mercado hortícola de Estados 
Unidos. 
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IMPLICACIONES DEL BROTE DE HEPATITIS A 
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RESUMEN 

En noviembre de 2003, la Food and Drug Administration (FDA) de 
Estados Unidos anunció un brote epidemiológico de hepatitis A 
atribuido al consumo de cebollín fresco (green onion) provenien
te de México. El impacto de la noticia sacudió al sector hortícola 
mexicano, en particular a los productores del Valle de Mexicali y 
San Luis Río Colorado, en el noroeste de México, que proporcio
nan 86 por ciento del cebollín que se exporta y consume en Es
tados Unidos durante el ciclo agrícola otoño-invierno. Aunque el 
brote se asoció al consumo de cebollines producidos en el vera
no del mismo año en la Zona Costa del estado de Baja California, 
la implicación afectó en gran medida la producción y el precio 
del producto en ese invierno. Lo anterior provocó la reorganiza
ción de las actividades empresariales en torno a una política pre
ventiva que les permitiera conservar el mercado de exportación, a 
la par que impedir una competencia desleal entre las empresas, 
distinguiendo entre aquellas que habían realizado esfuerzos pa
ra alcanzar una certificación en materia de inocuidad alimentaria 
(realizando las inversiones necesarias para el cumplimiento) y 
aquellas que se mantenían como free-raiders en el mismo merca
do sin cumplir con certificaciones en la materia. 

Palabras clave: cebollín, buenas prácticas agrícolas, buenas prác
ticas de empaque, inocuidad alimentaria, protocolo de exporta
ción, certificación. 
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INTRODUCCIÓN 

A pesar de los esfuerzos que se han realizado en Estados Unidos 
desde hace más de una década por reducir los niveles de contami
nación microbiológica en la producción de frutas y hortalizas, los 
brotes epidemiológicos aún se presentan, aunque con menor frecuen
cia. La FDA sabe que con la tecnología actual es imposible garanti
zar la inocuidad alimentaria, y que incluso los mejores productores 
con las mejores prácticas de inocuidad están expuestos a la conta
minación del producto, ya que no se pueden controlar todas las fuen
tes posibles de contaminación. Sin embargo, hay preocupación 
por aquellos productores que se quedan al margen de las expecta
tivas, tanto del gobierno como del consumidor, en la adopción de 
buenas prácticas productivas. 

El brote de hepatitis A se ha convertido en el más importante re
to en términos de inocuidad alimentaria. El incentivo para que los 
pr:oductores adoptaran prácticas más restrictivas en su programa 
de inocuidad alimentaria se está incrementando, pero no lo suficien
te para motivar a todos los productores a mejorar sus prácticas 
agrícolas. Los productores no reciben más ganancias por producir 
con mejores prácticas de inocuidad. Puede ser que reciban otros be
neficios por adoptarlas, pero también incurren en mayores costos. 
Más productores mexicanos han adoptado prácticas de inocuidad 
después del brote, sin embargo, en tanto que algunos de los produc
tores no las adopten, todos enfrentarán las consecuencias económi
cas de un brote epidemiológico. 

Un brote provoca que los beneficios de la inocuidad alimentaria 
se vuelvan obvios y empuja a más productores a adoptar progra
mas. Otros participantes del mercado, como productores, miembros 
de la cadena alimenticia, consumidores y el gobierno, pueden incu
rrir también en algunos costos durante un brote, y preferirán que los 
productores adopten buenas prácticas sin tener que sufrir así por 
las fallas de los brotes. Este grupo puede tratar de incrementar los 
incentivos para que los productores adopten prácticas de inocuidad. 
Puede ser que el gobierno asuma la decisión de adoptar las prácti
cas en lugar de los productores y volverlas obligatorias. Con prác
ticas de inocuidad obligatorias, aplicar sistemas más estrictos deja 
de ser un método para que las empresas diferencien sus productos 
y se convierte sólo en un costo más de producir (hacer negocios). 

Cuando se presentan brotes epidemiológicos asociados al consu
mo de alimentos, otros grupos en la industria alimentaria, el mer
cado o el gobierno, al enfrentar mayores costos, pueden tratar de 
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imponer nuevas reglas para forzar la aplicación de estándares más 
altos y cumplir con el deseo de la sociedad de obtener alimentos 
sanos. 

Por ejemplo, las organizaciones de productores pueden esta
blecer programas de cumplimiento voluntario u obligatorio para 
reducir el impacto negativo de un productor con productos conta
minados hacia otros productores del mismo producto. 

Los detallistas y compradores de food service pueden solicitar 
a los productores y empacadores que realicen auditorías para de
mostrar el cumplimiento con la inocuidad alimentaria, ya sea im
plementando buenas prácticas agrícolas (BPA) o buenas prácticas 
de empaque (BPM), para reducir la posibilidad de verse involucrado 
en un brote. El gobierno puede imponer, además, estándares más 
altos a los productores. 

EL MERCADO DEL CEBOLLíN MEXICANO EN ESTADOS UNIDOS 

México es el principal actor en el mercado estadounidense del ce
bollin. La mayoría de los cebollines que se consumen en Estados 
Unidos provienen de México. En 1978 y 1979, todos o la mayoría 
de los embarques provenían de Estados Unidos a partir de 1980 
empezaron a entrar embarques de México, y esta producción even
tualmente reemplazó a la producción de invierno de Arizona y de 
algunas partes de California (véase la gráfica 1) . Para 1986 los em
barques mexicanos superaban a los estadounidenses y esta tenden
cia continúa en la actualidad. 

Como es un cultivo intensivo en mano de obra, es más económi
co producirlo en México que en Estados Unidos. El cebollín, como 
el rábano y otros cultivos que se "embonchan" (en mazos) a mano, 
involucran más mano de obra en la cosecha y en el proceso de em
paque que la mayoría de las &utas y verduras. De esta manera, cada 
persona que participa en el proceso puede convertirse en una fuen
te de contaminación microbiológica. Por ejemplo, en una opera
ción normal el cebollín puede ser tocado hasta por nueve personas. 
Si la cosecha y el empaque de este producto se tecnificara más, los 
costos de producción serían semejantes a los de los estadouniden
ses y el producto volver a cultivarse en aquel país. 

La industria estadounidese del cebollín se encuentra altamen
te integrada. Los compradores demandan el producto en un ciclo 
anual, los distribuidores se surten tanto de México como de Estados 
Unidos, dependiendo de la estación y la oferta. En 2003, 87 por cien-
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GRÁFICA 1 
PARTICIPACIÓN HISTÓRICA DEL CEBOLLíN MEXICANO 
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to de la oferta del producto disponible en Estados Unidos provino 
de México. Los embarques estadounidenses son mayores durante 
los meses de verano y los embarques mexicanos alcanzan su máxi
mo en invierno (véase la gráfica 2). 

Originalmente, la industria mexicana del cebollín sólo producía 
en el invierno en el Valle de Mexicali y San Luis Río Colorado. La 
demanda durante todo el año por el producto llevó a algunos pro
ductores a realizar siembras de verano para surtfr al mercado todo 
el año. Esta producción se localiza en la parte más fresca del es
tado de Baja California en la Zona Costa, al oeste del mismo, en 
valles como Ojos Negros, Valle de la Trinidad, El Cóndor y Valle de 
Guadalupe, y se realiza en regiones aisladas con poca infraestruc
tura, que de algún modo imponen un reto al cumplimiento de la 
inocuidad alimentaria. 

En el momento del brote de hepatitis A, había 25 productores 
de cebollín en el Valle de Mexicali y San Luis Río Colorado, ocho de 
los cuales habían tenido producción de verano en la Zona Costa. 
Los embarques de cebollín de verano mexicano aportaron alrede
dor de 33 por ciento de la oferta (mediados de mayo a octubre) en 
2002. La participación de las cuatro empresas involucradas en el 
brote no alcanzaba siquiera 25 del 33 por ciento mencionado; sin 
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GRÁFICA 2 
EMBARQUES DE CEBOLL1N, MÉXICO Y ESTADOS UNIDOS, 2002 
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embargo, los problemas sanitarios de estas empresas afectaron a 
toda la industria, tanto de verano como de invierno. 

En este tipo de industria, generalmente, los distribuidores de hor
talizas y sus proveedores desarrollan relaciones cercanas, ya sean 
domésticos o internacionales. Es común encontrar que empresas 
mexicanas cultivan para empresas estadounidenses que les deman
dan cumplir con los mismos estándares, tanto a empresas domésti
cas como extranjeras. De esta manera, el distribuidor puede solicitar 
al productor que audite por tercera parte el cumplimiento de las 
buenas prácticas agrícolas y de empaque. Si se presenta un brote 
epidemiológico por consumo de alimentos o ERAs, y se rastrea el 
producto hasta la empresa distribuidora, ésta puede perder repu
tación, enfrentar daños financieros y hasta demandas. En algunos 
casos, los compradores minoristas y de autoservicio pueden reque
rir también a los productores auditorías. Así, es común encontrar 
un amplio rango de programas de inocuidad alimentaria en am
bos lados de la frontera. 

Antes del brote de 2003, varios productores en México cumplían 
ya con certificaciones de terceras partes en el cumplimiento de BPAs 
y BPMs. La tabla 1 muestra los resultados de una encuesta aplica-
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da en 2002 a los productores de frutas y hortalizas frescas de Baja 
California y su cumplimiento con BPAs. Aunque la muestra es pe
queña, el resultado provee una aproximación acerca de las razo
nes de los productores para adoptar este tipo de prácticas. 

TABLA 1 

Uso DE GAPS EN EL VALLE DE MEXICALI, 2002 

Nivel de cumplimieto de GAP 
Productores 

Número Porcentaje 
Cumplimiento de GAP 3 43 

En proceso de cumplimiento GAP 2 29 
Sin programa GAP 2 28 

FUENTE: Avendaño (2004). 

México es el productor de cebollín y líder en el mercado estado
unidense, con productores sofisticados y dinámicos. Para algunos 
productores, adoptar buenas prácticas era considerado como una pro
gresión natural para brindar al mercado productos diferenciados 
-certificación orgánica, libre de residuos, food safety o producción 
inocua- un productor señalaba que el siguiente paso sería adop
tar Hazard Analysis and Critial Control Points (HACCP) en sus instala
ciones de empaque de productos iceless (sin hielo). Dos productores 
no tenían ningún tipo de certificación de buenas prácticas. Aunque 
los productores pueden realizar ellos mismos las pruebas de ino
cuidad alimentaria, la tercera parte proporciona credibilidad a los 
procesos. El desarrollo de programas más exigentes de inocuidad 
alimentaria es muy caro. El costo para cumplir cabalmente con es
tos programas puede oscilar de 700 000 a 2 500 000 dólares (Aven
daño, 2004). El costo varía según el tamaño de la operación, si las 
empresas tienen su propio empaque y por las condiciones ambienta
les. Por ejemplo, los productores que sólo tienen acceso a agua de 
canal a cielo abierto, enfrentaran mayores costos para mantener 
la calidad del agua, que aquellos que utilizan pozos profundos. 

En la tabla 2 se muestra la opinión de los productores en tomo 
a la decisión para adoptar prácticas de inocuidad alimentaria, la 
cual en su mayoría fue propia y no por exigencia del distribuidor. 
Sólo en uno de los casos fue solicitado por el distribuidor, y en otro 
por ambos, distribuidor y productor. 

Los productores manifestaron diferentes razones para adoptar 
buenas prácticas. Tres de los siete como un modo de mantener el ac-



EL BROTE DE HEPATITIS "A" EN EL VALLE DE MEXICALI 79 

TABLA 2 
MOTIVACIÓN PARA ADOPTAR PRÁCTICAS DE INOCUIDAD ALIMENTARIA 

EN EL VALLE DE MEXICALI, 2002 

Productores 
Factor de motivación 

Número Porcentaje 

Iniciativa propia 5 72 

Exigencia del distribuidor 1 14 

Iniciativa propia y demanda del distribuidor 1 14 

FUENTE: Avendaño (2004). 

ceso en el mercado en un ambiente caracterizado por una mayor 
preocupación del consumidor por los temas de inocuidad alimen
taria {véase la tabla 3): 

TABLA 3 
RAZONES PARA ADOPTAR GAPs EN EL VALLE DE MEXICALI, 2002 

Razón más importante para adoptar GAPs 
Productores 

Número Porcentaje 

Mantener el mercado internacional 3 43 
Producir productos sanos 2 29 

Recibir mayores precios 1 14 
Otros 1 14 

FUENTE: Avendaño (2004). 

Dos productores mencionaron que la razón más importante para 
adoptar un programa de inocuidad alimentaria era por asegurar 
una producción sana e inocua, de esta manera minimizaban el ries
go en sus operaciones. Cuando se presentan brotes y se rastrean 
hasta el productor, pueden presentarse resultados catastróficos, ta
les como la pérdida económica y la reputación. La inocuidad ali
mentaria es un asunto muy importante en aquellas empresas cuya 
marca es reconocida. La industria de los perecederos no está típi
camente asociada al reconocimiento de marcas; sin embargo, los 
productos cortados frescos, como las ensaladas listas para comer 
y las minizanahorias son la excepción. 

La industria del cebollín vende cebollines cortados frescos . La 
mayoría se destinan a la industria de alimentos, las tiendas de auto-
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servicio, restaurantes y hoteles, e involucra en su proceso el lava
do, cortado o picado, y el empaque del producto en bolsas, listo 
para el consumo. Un componente como el cortado fresco promue
ve en la industria la adopción de mayores prácticas de seguridad e 
higiene. 

Aunque uno de los productores respondió que mayores precios 
eran su motivación para adoptar un programa de inocuidad, en 
términos generales se observa en la industria que cumplir con bue
nas prácticas incrementa las oportunidades de permanecer en el 
mercado, pero no ofrece precios premium. 

Lo anterior demuestra que aunque la mayoría de los producto
res tenía gran interés en cumplir con un programa de inocuidad, 
la falta de conciencia de unos pocos puede afectar grandemente la 
totalidad de la industria. De las cuatro empresas asociadas al bro
te de hepatitis A, sólo una podía comprobar la implementación de 
buenas prácticas en su operación de invierno. 

EL BROTE DE HEPATITIS A 

El 15 de noviembre de 2003, la FDA anunció que un brote de hepa
titis A registrado en septiembre del mismo año en Tennessee, Ca
rolina del Norte y Georgia, estaba asociado al consumo de cebollín 
fresco o no cocinado. En esa ocasión la FDA reportó que al parecer 
el cebollín, en el caso de Tennessee, provenía de México. Una perso
na de este caso falleció. El 20 de noviembre de 2003, la FDA anunció 
que el cebollín de México estaba implicado en los casos de Tennes
see y Georgia. La FDA nunca determinó el origen del cebollín asocia
do al brote en Carolina del Norte. A finales de octubre y principios de 
noviembre, antes del anuncio de la FDA, otro gran brote de hepati
tis A se registró en Pennsylvania entre consumidores en un restau
rante. Cerca de 500 personas contrajeron hepatitis Ay tres murieron 
(Dato et al., 2003). El 21 de noviembre la FDA anunció que este bro
te estaba asociado también al cebollín de México y mencionó los 
nombres de las cuatro empresas involucradas que se estimaba ha
bían cultivado el producto asociado al brote. La identificación de las 
empresas se basó en evidencia epidemiológica y rastreo del pro
ducto. 

Oficiales mexicanos inspeccionaron las cuatro empresas nom
bradas por la FDA. Como ésta no proveyó ninguna evidencia física, 
México no aceptó sus reclamos acerca del cebollín contaminado en 
las empresas mexicanas. Sin embargo, la Secretaría de Salud sus-
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pendió temporalmente las operaciones de una de las cuatro empre
sas por condiciones insalubres. 

Durante la primera semana de diciembre de 2003, oficiales del 
Center for Disease Control and Prevention (CDC) y la FDA en coor
dinación con oficiales mexicanos condujeron una investigación en 
las empresas productoras de cebollín de Baja California y Sonora. 
Es común que después de un brote epidemiológico, oficiales del CDC 
y la FDA acudan al país de origen del producto que provocó el brote, 
por invitación del gobierno, para investigar y determinar las cau
sas de la contaminación y el establecimiento de medidas preven
tivas para evitar su recurrencia. 

De las cuatro empresas involucradas en el rastreo, tres se encon
traban produciendo en otras áreas, y una estaba cultivando otros 
productos pero no cebollín. Como resultado, los oficiales estado
unidenses no esperaban encontrar el punto de contaminación. La 
misión era más amplia: identificar condiciones que podrían promo
ver la contaminación. 

El 9 de diciembre de 2003, la FDA emitió un comunicado de pren
sa delineando algunos de los resultados preliminares de la inspec
ción en México. La FDA no encontró evidencia de hepatitis A en las 
cuatro empresas. Sin embargo, identificó puntos de preocupación 
que pudieron haber sido claves en la propagación de la enfermedad. 
Estos puntos incluían: pobre sanidad, instalaciones inadecuadas 
para el lavado de manos, cuestiones sobre la higiene y salud de los 
trabajadores, la calidad del agua utilizada en los campos, empa
ques y la fabricación del hielo (FDA, 2003). Se señaló también que 
varias de las empresas estaban en proceso o acababan de concluir 
mejoras a sus sistemas de agua e instalaciones. 

Un brote siempre motiva a los productores a revisar y evaluar sus 
operaciones para realizar mejoras en favor de lograr la inocuidad 
alimentaria (Calvin, 2003). 

EL IMPACTO ECONÓMICO DEL BROTE 

Un brote epidemiológico puede tener un impacto severo en los em
barques y en el precio del alimento asociado al brote. El precio del 
cebollín (fob) había alcanzado su máximo el viernes 14 de noviem
bre de 2003: 18.30 dólares por caja de cebollín mediano (cajas de 
48 mazos), el día anterior al primer anuncio de la FDA implicando 
el producto en el brote. Este anuncio planteaba que el "probable" 
origen del producto era México. El jueves 20 de noviembre, la FDA 
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confirmó que el producto era mexicano. Los productores conside
ran que este segundo anuncio tuvo el impacto más significativo en 
la demanda general del mercado. Para el viernes 21, cuando la FDA 

presenta su tercer anuncio en el que relaciona a empresas mexica
nas con el brote, el precio del cebollín bajó hasta 12.43 dólares por 
caja. Una semana después del Día de Gracias, el precio apenas alcan
zaba 7 .23 dólares por caja. 

A pesar de la caída de la demanda y de la confusión disparada 
por la rapidez de los acontecimientos, la industria trató de mante
nerse. Los compradores llamaron a sus distribuidores para deter
minar qué tipo de programas de inocuidad alimentaria tenían en 
marcha, tanto ellos como sus productores, o bien buscando eviden
cia concreta de las afirmaciones verbales hechas con anterioridad 
acerca de las buenas prácticas. Los compradores también enviaron 
a sus equipos para realizar inspecciones y examinar los cultivos y 
las instalaciones de empaque. Los distribuidores enviaron a sus au
ditores con sus productores. Cuando había auditorías previas, los 
productores y distribuidores enviaron copias por fax de los resul
tados de las mismas, realizadas por terceros autorizados y recono
cidos por el mercado. Para muchos productores y compradores, el 
grado de preocupación por las prácticas de inocuidad alimentaria 
fluctuó notablemente por estas circunstancias. 

El efecto del brote se dejó sentir en todos los niveles. El 24 de no
viembre del mismo año, la Asociación Nacional de Restaurantes 
advirtió a sus miembros sobre el riesgo de utilizar cebollín mexicano 
en sus platillos y los instaba a cocinarlos totalmente o a prescindir 
de ellos en sus menús hasta nuevo aviso (The Packer, 2003b). Algunos 
minoristas retiraron el producto de sus aparadores. El cebollín no 
es un ingrediente básico en Estados Unidos, y en muchos platillos 
puede ser sustituido por cebolla regular. Los distribuidores no estu
vieron de acuerdo acerca de la relativa sensibilidad de los minoris
tas y las tiendas de autoservicio en torno a la mala publicidad. 

En noviembre y a principios de diciembre de 2002, el precio del 
cebollín se encontraba estable, comparado con los cambios drás
ticos registrados durante el mismo periodo en 2003 (véase la gráfica 
3). La industria consideró que el precio previo al anuncio del bro
te era extraordinariamente alto. Entre el 14 de noviembre y el 10 de 
diciembre de 2003, el precio disminuyó 72 por ciento. La caída en 
la demanda se atribuyó a la preocupación por la inocuidad alimen
taria. La oferta de México disminuyó. El precio entonces alcanzó 
5.73 dólares por caja el 10 de diciembre, y para el 31 de diciembre 
aumentó a 11 . 73 dólares. La demanda del consumidor por este pro-
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GRÁFICA 3 
COMPARATIVO DE PRECIOS FOB DE CEBOLLíN, 2002-2003 
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dueto en fechas festivas de noviembre y diciembre es muy alta y no 
se cuenta con oferta alterna. Después del 1 de enero el precio bajó 
de nuevo y no alcanzó el nivel que había tenido en .el año an terior 
sino hasta abril. 

Los embarques de cebollín mexicano de hecho aumentaron du
rante la semana siguiente al primer anuncio del 15 de noviembre. 
Los productores ya tenían el producto empacado y esperando en 
sus cuartos fríos, ya que la demanda crecía conforme se acercaba 
el Día de Gracias. El segundo y el tercer anuncio de la FDA, el 20 y 
21 de noviembre, tuvieron un mayor impacto en los embarques. 
Durante las siguientes dos semanas, los embarques mexicanos de ce
bollín disminuyeron 42 por ciento, comparado con una baja de 13 
por ciento en el mismo periodo en 2002 . Al iniciarse la semana del 
7 de diciembre de 2003 los embarques empezaron a mejorar, y pa
ra la semana del 21 de diciembre los embarques representaban 97 
por ciento del volumen correspondiente a la misma semana del 
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año anterior. En los primeros tres meses de 2004, después de la al
ta demanda de los días festivos, los embarques por lo general se 
presentan por debajo de los niveles del año previo. 

Las pérdidas estimadas de los productores durante las dos sema
nas comprendidas en el periodo del 16 al 29 de noviembre del 2003, 
considerando las ventas perdidas y las bajas del precio en las ven
tas actuales, alcanzaron 10.5 millones de dólares. Los productores 
incurrieron en pérdidas adicionales, ya que debido a la baja en la 
demanda dejaron sin cosechar 48 hectáreas de cebollín. En diciem
bre, otras 128.29 hectáreas no se cosecharon. El cebollín se siembra 
en etapas para proveer producto continuamente; con la baja en 
la demanda, los productores también cancelaron etapas planea
das para la siembra. La reducción en la demanda y en la cosecha 
también disminuyó el uso de mano de obra, por lo que se dejaron 
de utilizar por las 48 hectáreas no cosechadas 8 688 jornadas de tra
bajo (véase la gráfica 4). 

GRÁFICA 4 
COMPARACIÓN SEMANAL DE LOS EMBARQUES DE CEBOLLÍN 
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RESPUESTA ORGANIZADA AL BROTE 

Los productores, los que tenían y los que no tenían implementa
das buenas prácticas agrícolas y de empaque a la fecha del brote, y 
no sólo los cuatro nombrados por la FDA, tuvieron que emprender 
acciones e invertir recursos para cumplir con las nuevas deman
das del consumidor respecto a la inocuidad alimentaria. 

Algunos productores enfrentaron inversiones más costosas que 
otros debido a las condiciones ambientales, tales como la depen
dencia del riego de canal o de pozo. 

Los productores demandaron al gobierno un grupo de acción 
para asegurar que la industria y su reputación no se viera afecta
da, sobre todo por la conducta de aquellos productores que no te
nían en marcha programas de inocuidad alimentaria. Este asunto 
es particularmente importante por las grandes inversiones que son 
necesarias para demostrar el cumplimiento de dicha inocuidad. Los 
productores solicitaron al gobierno la obligatoriedad de implemen
tar buenas prácticas agrícolas y buenas prácticas de empaque para 
la producción de cebollín. Algunos productores con excelentes prác
ticas de inocuidad alimentaria demandaban establecer estándares 
más altos, lo cual los pondría en una posición más competitiva que 
el resto del grupo. Entre mayor fuera el costo de producción, me
nos empresas estarían en posibilidad de permanecer en el mercado. 

Los productores trabajaron de cerca con el gobierno federal, el 
gobierno estatal y con el organismo encargado de la inocuidad ali
mentaria, el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad 
Agroalimentaria (Senasica), para desarrollar un protocolo de expor
tación para el cebollín. Este protocolo fue aprobado en julio de 2004 
con el nombre de "Protocolo para la implantación obligatoria de bue
nas prácticas agrícolas y buenas prácticas de manejo en los procesos 
de producción, cosecha y empacado de cebollín verde en el estado de 
Baja California y el valle de San Luis Río Colorado, Sonora". El docu
mento contiene su propio conjunto de buenas prácticas agrícolas y 
buenas prácticas de empaque, adaptadas a la siembra, cosecha y em
paque de cebollín, y está basado en la guía para reducir el riesgo de 
contaminación microbiológica publicada por la FDA en 1998. Para 
exportar cebollín, los productores de esta región deben demostrar 
que cumplen con el protocolo de exportación a través de una au
ditoría realizada por Senasica, vía terceros autorizados. 

Los productores requieren evaluar los costos y beneficios de con
tinuar en el mercado de exportación. Algunos decidirán no expor
tar más. Aquellos que decidan continuar exportando no tienen otra 
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opción que cumplir con el protocolo que es obligatorio, aunque 
algunos se conformarán con cumplir con lo mínimo requerido y 
evaluar el riesgo de hacerlo de esta manera. 

El tiempo límite para presentar la solicitud de autoría ante Sena
sica fue octubre de 2004, antes de iniciar el siguiente ciclo agrícola 
de cebollín. Para algunos productores sería todo un reto el cumplir 
con los requerimientos del protocolo y adecuar su proceso produc
tivo y sus instalaciones en el corto plazo. El Senasica estableció 
asimismo una serie de auditorías que se deben cumplir durante el 
periodo operativo de la empresa, de manera tal que se garantice la 
continuidad del proceso bajo prácticas de inocuidad. 

Durante el verano se realizaron una serie de visitas a las empre
sas para determinar los puntos débiles e instarlas a trabajar en ellos 
y estar preparadas para el inicio de temporada y las auditorías rea
lizadas por terceros. 

Para algunos productores, acondicionar las instalaciones del em
paque para cumplir con la inocuidad alimentaria puede ser una mi
sión imposible por el alto costo y el corto periodo de tiempo de que 
disponen, por lo que se espera que realicen negociaciones con otras 
empresas para que les empaquen su cebollín y puedan permanecer 
en el mercado. En el caso de los costos fijos, las empresas peque
ñas enfrentan mayores costos por unidad que las empresas grandes, 
lo que dificulta al pequeño productor mantener su competitividad. 
Independientemente de la supervisión de Senasica, sólo una de las 
cuatro empresas logró retirar la alerta de importación de su produc
to (octubre de 2004), en tanto que las tres restantes continuaron 
bajo el escrutinio de la FDA, esperando que sus instalaciones hayan 
sido aprobadas para la exportación. 

CONCLUSIONES 

Un brote epidemiológico demostró la vulnerabilidad no sólo de la 
industria involucrada, sino también del país mismo, por contener 
la contaminación microbiológica en los alimentos. Con el estado 
actual de la tecnología es imposible erradicar este tipo de contami
nación, sin embargo, los países realizan esfuerzos por implemen
tar metodologías que contribuyan a disminuirla. 

El brote de hepatitis A detectado en noviembre de 2003 puso de 
manifiesto esta vulnerabilidad, y aunque no fue posible detectar su 
origen, el poder conferido a la FDA por la injerencia de un país en 
el mismo, ocasionó pérdidas millonarias a todos los productores de 
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la industria, incluso a aquellos que no estuvieron involucrados en 
el brote, como los ubicados en la región productiva de invierno del 
cebollín (Valle de Mexicali y San Luis Río Colorado). 

Ante el riesgo de perder el mercado internacional, los producto
res enfrentaron un nuevo reto: organizarse para establecer están
dares que tendrán que cumplir de manera obligatoria, y de esta 
manera reducir el riesgo de vulnerar la reputación de las empresas 
ante este tipo de acusaciones. 

El gobierno mexicano debe realizar mayores esfuerzos para im
plementar programas de inocuidad alimentaria, no sólo en la in
dustria alimentaria de exportación, sino también en Jo doméstico, 
como una manera de garantizar a su población un suministro de 
alimentos "sanos". 
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CONTINUIDADES Y CAMBIOS 
EN LA AGRICULTURA ZAMORANA, 

1994-2004 

José Luis Seefoó Luján* 

RE.SUMEN 

Este trabajo describe las transformaciones sociales y políticas ocu
rridas en la agricultura zamorana entre 1994 y 2004, y que más 
han influido en la concentración de los cultivos rentables de los 
agricultores mejor posicionados política y económicamente. Lue
go, con este marco, se enumeran las permanencias y continui
dades en el modo de asperjar plaguicidas, en el tipo de sustancias 
introducidas y en algunas consecuencias directas para la salud 
de los trabajadores. El corte temporal de la descripción está defi
nido por dos momentos: primero, la coyuntura de 1994 marcada 
por la liberación del cultivo y exportación hortofrutícola, la trans
ferencia de los distritos de riego y la firma del TLC. El segundo 
corresponde a la entrada en vigor de las normas de inocuidad 
alimentaria estadounidense y a la aplicación elástica de la refor
ma al reglamento de seguridad médico-social para los trabaja
dores agrícolas en el Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Palabras clave: TLC, agricultura, salud, trabajadores agrícolas. 

INTRODUCCIÓN 

El artículo tiene tres propósitos principales: 1) mostrar que los cam
bios sociopolíticos neoliberales aplicados a la agricultura regional 
entre 1994 y 2004 han favorecido la privatización del usufructo de 
la tierra; 2) explicar que la aplicación de las buenas prácticas agrico-

* Profesor-investigador de El Colegio de Michoacán. Correo electróni
co: <Seefoo@colmich.edu.mx>. 

[90] 



CONTINUIDADES Y CAMBIOS EN LA AGRICULTURA ZAMORANA 91 

las han tenido efectos sociales desfavorables para los pequeños pro
ductores y que influye en la concentración de los cultivos hortícolas 
rentables en los agricultores más capitalizados; y, en ese marco de 
transformaciones, 3) describir cómo se aplican los plaguicidas y sus 
consecuencias inmediatas en la salud de los trabajadores agríco
las de esta región. 

La idea que reitero a lo largo del texto es que en las condiciones 
particulares de Zamora, la aplicación de bromuro de metilo y de 1.3 
dicloropropano y el acolchado tienen como precedente la instrumen
tación de políticas que favorecen el usufructo privado del suelo. 
Incluso, las medidas sanitarias (uso de agua limpia en la campaña 
de salubridad contra el cólera) o la transferencia del agua a los usua
rios, pese a sus fines de inocuidad alimentaria, tienen consecuen
cias desfavorables para los pequeños y medianos productores, como 
explicaremos más adelante. 

En la búsqueda de los objetivos indicados líneas arriba, el estu
dio toma como referente a Zamora, entendiendo al lugar en senti
do amplio, como una región agrícola no circunscrita por fronteras 
político-administrativas municipales. Zamora, como lugar central 
de la cuenca media del río Duero, abarca otras porciones fisiogeo
gráficas. Una razón -no suficiente, pero sí significativa- es que Za
mora y su conurbada Jacona, en 2005, aportaron 84 por ciento de 
la producción y 81.6 por ciento de la superficie fresera del distrito 
061 que comprende los municipios de Chavinda, Ixtlán de los Her
vores, Jacona, Pajacuarán, Tangancícuaro y Zamora. Cotejando los 
mismos rubros, en ese año, representó 61 por ciento del tonelaje y 
52 por ciento del área cosechada en el estado de Michoacán (véa
se la tabla 1). Por ello, hablar de Zamora ilustra bien lo que ocurre 
en la producción de esta fruta . 

Zamora, localizada al noroeste de Michoacán, a unas dos horas 
de Guadalajara y de Morelia, ha sido históricamente el centro ad
ministrativo, político, comercial y religioso de esta región recono
cida como Valle de Zamora. 

La temporalidad traza como intervalo flexible la década 1994-
2004, aunque hay que insistir en que estos procesos no se ciñen es
trictamente a municipios ni a fechas precisas, pero sí corresponden 
con una gran aproximación a los momentos en que se aprueban y 
se aplican el acuerdo Hank González, la transferencia de los distri
tos de riego, la reforma al Artículo 27 Constitucional, la firma del 
Tratado de Libre Comercio, las restricciones al riego de hortalizas 
consumibles en fresco (cólera), el nuevo formato de aseguramien
to de trabajadores agrícolas y la aceptación de la inocuidad sanita-
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TABLA 1 
MUNICIPIOS PRODUCTORES DE FRESA EN MICHOACÁN, 2005 

Municipio 
Superficie Producción Rendimiento 

cosechada (ha) (ton) 

Angamacutiro 78 1 742 

Briseñas 3 59 

Chavinda* 35 840 

Contepec 25 500 

Irimbo 5 60 

Ixtllán* 272 7 072 

Jacona* 490 17 885 

Jiménez 1 25 

Sixto Verduzco 3 70 

Maravatío 853 15 146 

Pajacuarán* 30 616 

Panindícuaro 152 3 375 

Peribán 25 625 

Puruándiro 58 1 315 

Los Reyes 30 780 

Tangamandapio 15 345 

Tangancícuaro * 100 2 600 

Tlazazalca 20 480 

Tuxpan 10 140 

Vista Hermosa 10 197 

Zamora 1 450 40 600 

Zitácuaro 39 273 

* Municipios componentes del distrito de riego 061, Zamora. 
FUENTE: Medina y Aguirre (2006). 
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ria estadounidense reconocida como norma oficial por el gobierno 
de México y asumida por los agricultores como "buenas prácticas 
agrícolas". 

Para hablar del agro local, un referente obligado es la fresa, un 
cultivo cuya producción en este distrito agricola ha oscilado entre 
60 y 65 por ciento de la cosecha estatal total calculada en 69 mil uni
dades. En el ciclo 2001-2002 se cosechó esta frutilla en 1 836 hectá-
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reas. En mayo de 2003, la prensa refería una producción de 55 712 
toneladas cosechadas en 2 079 héctareas y una derrama económica 
superior a 300 millones de pesos. Según la opinión de expertos, 
la exportación de fresa no es el rubro fuerte de la agroindustria, si
no la base de frutas como durazno, mango, piña, plátano, incluyen
do la fresa, pues el ingreso de esta frutilla a Estados Unidos, durante 
los años noventa creció menos, proporcionalmente, que la produc
ción local estadounidense en California. 1 

Hoy, a poco más de una década de que se aplicara el esquema 
reconocido como neoliberal, al visitar la campiña zamorana en 
una mañana cualquiera de 2005 y mirar en el paisaje cosas que no 
había hace diez años, como tierras techadas con plásticos blancos 
(macrotúneles), extensas sábanas de polivinilo con líneas rojas de 
pegamento para evitar que escape el gas bromuro de metilo y res
tricciones (alambradas y vigilancia) para entrar a los campos frese
ros, nos preguntamos: ¿qué ha cambiado en la agricultura regional 
zamorana? El acolchado y las bombas de riego -objetos mudos
están en la superficie, pero ¿qué hay más abajo?, ¿cuáles son los 
cambios más relevantes y qué condicionantes sociopolíticas han fa
vorecido esas expresiones técnicas? 

El escrito se divide en tres segmentos. Me referiré primero a la co
yuntura de 1994, marcada por sucesos relevantes tales como: 1) la 
liberación para cultivar y exportar productos hortofrutícolas (Hank 
González); 2) la reforma al Artículo 27 Constitucional; 3) la firma 
del TLC, y 4) la transferencia de los distritos de riego. Este primer 
tramo lo titulo "Despertar al empresario que todos llevamos den
tro", pues en términos generales las justificaciones para inducir un 
paquete de decisiones desde el gobierno federal se centraban en fo
mentar la formación de un empresariado agrícola en un ambiente 
(irreal) de libre cambio. El segundo, "¿Quiénes son los ganadores?" 
se forma de dos partes: "En lo sustancial, ¿qué ha cambiado?", en la 
que se aporta información sugerente acerca de la concentración de 
capital agrícola en menos productores; luego comentaré en unas 
líneas la condición actual de aseguramiento médico social de los 
peones en el apartado que titulo "El seguro médico social de traba
jadores". En el tercero y último, abordo el tema del uso de los plagui
cidas. 

1 Gregorio Rodiles, empresario local y actual presidente municipal de 
lacona, Michoacán, comentaba que en el periodo 1990-1999 habían cru
zado la frontera un promedio de 65.16 millones de libras de fresa congela
da con picos de 88.4 en 1999 y 84.5 en 1995, pero la producción media de 
349 millones de libras en California tendía a crecer anualmente (comuni
cación personal). 
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DESPERTAR AL EMPRESARIO QUE TODOS LLEVAMOS DENTRO 

Entre las disposiciones políticas nacionales más importantes que 
han impactado a la agricultura regional tenemos: 

Acuerdo Hank González. Mucho antes de que se suscribiera el TLC, 
otra disposición, de menor rango legal que ese tratado internacio
nal, el "acuerdo" Hank González, sacudió la producción fresera al 
flexibilizar la plantación y la exportación hortofrutícola, ya que una 
norma previa establecía que las uniones agrícolas limitaran el área 
sembrada, en el caso de la fresa, a cuatro hectáreas por socio. Los 
agricultores locales conocieron aquella disposición federal como 
el "acuerdo Juan González", que tuvo dos efectos directos inmedia
tos: primero, posibilitó a las empresas (congeladoras y/o interme
diarios nacionales y extranjeros) romper el control formal que la 
Unión Agrícola Regional de Productores de Fresa y Hortalizas del 
Valle de Zamora (UARPFHVZ o "Unión" en lo sucesivo) ejercía sobre 
la oferta de fresa, y, segundo, restó capacidad de negociación a la 
Unión al suprimirse la obligatoriedad del certificado de origen que 
expedía la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH) 
y que controlaba la Unión para la comercialización de la frutilla. 

Esa acción debilitó aún más a la organización de freseros (ya frag
mentada por divisiones internas), que durante los años ochenta ha
bía aglutinado a los productores bajo esquemas gremiales frente a 
los compradores, y gestionado precios y volúmenes en mejores con
diciones. Entre 1982 y 1989 se convirtió en una consolidada agrupa
ción de pequeños y medianos horticultores, que lograron establecer 
un canal único de compra de planta madre adquirida en Califor
nia, Estados Unidos, y un acuerdo para la venta de fresa, situación 
que le permitía influir en la oferta de fruta . Además, fue la única 
instancia con capacidad para supervisar los plaguicidas aplicables 
en fresa, según los cuadros básicos autorizados por la SARH y con 
el visto bueno del Departamento de Agricultura de California. Con
viene aclarar que con esta vigilancia se quería evitar los rechazos de 
fruta en la frontera, no la protección del trabajador agrícola ni del 
consumidor nacional . 

Para los funcionarios de agricultura, ni la liberalización horto
frutícola ni la firma del TLC habrían de afectar a los productores 
"pues podrían dedicarse a otros cultivos" y/o competir con Esta
dos Unidos en el lapso invernal, en que baja la producción o no hay 
cosecha fresera en ese país. No obstante el optimismo, México, con 
sus 30 910 toneladas de fresa anuales, tiene pocas opciones frente 
a las 58 554 unidades que produce Estados Unidos o las 212 081 
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de España (véase la tabla 2). El discurso de los funcionarios y polí
ticos siempre tiene como referente "ocupar una mejor posición" en 
el mercado internacional, pero aun en los periodos excepcionales, 
cuando se exporta la fresa fresca a Estados Unidos, especialmente 
en la llamada "ventana de invierno", tal movimiento mercantil lo ha
cen los mismos intermediarios estadounidenses en un tipo de com
pra intrafirmas. 

TABLA 2 
PRINCIPALES PAíSES EXPORTADORES DE FRESA, 2001 

Núm. País Toneladas 

1 España 212 081 

2 Estados Unidos 58 554 

3 Italia 32 975 

4 Bélgica 32 572 

5 México 30 910 

6 Polonia 62 481 
7 Francia 18 683 

8 Marruecos 17 824 

9 Países Bajos 12 542 

10 Federación Rusa 7 963 

FUENTE: elaborado por la Dirección General de Desarrollo Económico de 
lrapuato con datos de FAOSTAT y COFOCE del Gobierno del Estado de Gua
najuato. 

Reforma al artículo 27. Desde el inicio de Jos años noventa se de
finió aún más la posición de las empresas que explotaban la tierra 
sin tener la posesión plena de ella. Los ejidatarios poseían alrede
dor de la mitad de la tierra, pero se propagaban "los formatos" para 
su explotación por otros. Desde un punto de vista legal, la pose
sión y/o propiedad de este recurso en el distrito de riego 61 estaba 
distribuida entre 4 002 personas de esta manera: 13 031 héctareas 
entre 3 413 ejidatarios (1 596 zamoranos) y 6 166.9 hectáreas entre 
589 pequeños propietarios. Con estas cifras se estimaba que la su
perficie media ejidal eta de 3.8 hectáreas, y la pequeña propiedad 
de 10.5 héctareas; si a esto agregamos el riesgo y el costo de las hor
talizas respecto de granos básicos como el trigo o maíz, podemos 
suponer que esos cultivos más costosos se han alejado de los pe
queños productores y que el grueso de la producción más rentable 
tiene lugar en los estratos mejor posicionados de los agricultores. 
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Tal distinción es sólo formal, pues hay ejidatarios capitalizados que 
son, a la vez, pequeños propietarios. Aparte de esta situación, el 
acceso a la tierra por arrendamiento, aparcería y asociación crea 
complicados vínculos que permiten a los agroindustriales y comer
ciantes usufructuar el suelo agrícola. También hay ejidatarios que 
participan directamente en el empaque de hortalizas. Lo sustancial 
de la reforma, al aumentar 25 veces el tamaño posible de la peque
ña propiedad en suelos de primera calidad, es que estimuló más el 
fenómeno del rentismo y propició variadas figuras de asociación. 
Como una cristalización de este proceso es relevante distinguir la 
desigualdad entre la porción del volumen de fresa que manejan los 
pequeños frente a los grandes agricultores: 35 por ciento de los pe
queños produce 30 por ciento de la fruta frente a 20 por ciento del 
tonelaje que aporta cinco por ciento de los grandes empresarios. A 
eso habría que agregar que las unidades empresariales tienen sus 
mayores ventas en fresco durante el invierno, cuando el precio por 
libra es más elevado, mientras que los pequeños suelen colocar su 
fresa para proceso en primavera, temporada en la que los precios 
caen (véase la tabla 3). 

Transferencia de los distritos. El proceso de operación, conserva
ción y administración del agua de riego a los usuarios en asociacio
nes civiles se continuó, con el convencimiento en las asambleas, desde 
1989 hasta el 28 de octubre de 1993, con la formación de cuatro or
ganizaciones a las que la Comisión Nacional del Agua ( CNA) expidió 
títulos de concesión de agua y uso de infraestructura secundaria. 
Dicha transferencia favoreció la participación directa del agricul
tor en el manejo del recurso, dependió menos de la autoridad oficial 
y robusteció a las unidades más capitalizadas que cultivan fresa, 
ji tomate y otras hortalizas que tienen mejor precio de mercado. Asi
mismo, empresas agroexportadoras consumidoras de agua ligadas 
al capital trasnacional (Agrana, S.A.) y otras nacionales, se han ins
talado en espacios hidrológicos privilegiados por el acceso al agua 
limpia y con buena pendiente durante más tiempo del año agríco
la a un menor costo. 

Con la transferencia y sus particularidades zamoranas -como 
veremos en el apartado de los módulos-, una alta proporción de 
fresa y jitomate se están cultivando en la parte sureste, donde tie
nen sus parcelas los agricultores mejor posicionados. 

Inocuidad estadounidense. Por otra parte, y muy relacionada con 
la cuestión precedente, la guía de inocuidad sanitaria para reducir 
al mínimo el riesgo microbiano en las frutas y hortalizas tiene, co
mo objetivo central, reducir los riesgos microbiológicos, y se sus-
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TABLA 3 
TIPOLOGÍA DE PRODUCTORES SEGÚN SU ESCALA DE PRODUCCIÓN, 

PARTICIPACIÓN EN LA PRODUCCIÓN, ACCESO A LA TECNOLOGÍA Y SU 

DEPENDENCIA DE LA FRESA 

Rasgo Pequeño Mediano Grande 

Área media (ha) 0.33 a 2.0 2a5 Más de 5 

% del total freseros 35 60 5 

% de la producción 30 50 20 

% tecnología tradicional 100 80 2 

% tecnología media o 20 13 

% tecnología moderna o o 89 

Familiar; Familiar; 
contratan contratan 

Mano de obra para cosechar para Contratada 
producción y 

cosecha 

Rendimientos 20-30 ton 40 ton 60-90 ton 

Costos (hectárea por 
90-158 130-209 408-450 

miles de pesos) 

Venta fresco/proceso 
2/18 4/36 60130 

tonelada 

Ciclo 
Noviembre a Noviembre a Noviembre-
mayo-junio mayo-junio septiembre 

FUENTE: Lundy (2007) . 

tenta en cuatro consideraciones básicas: i) observar la reducción del 
riesgo, no su eliminación, reconociendo los limites actuales de la tec
nología; ii) proporcionar principios de orden general que los pro
ductores deben usar en las condiciones específicas, valorando su 
pertinencia, efectividad y costos; iii) actualizar estas recomenda
ciones conforme mejore Ja información científica de los factores de 
riesgo y Ja tecnología aplicable, y iv) concentrarse en el riesgo mi
crobiano en frutas y hortalizas frescas, sin abordar específicamen
te otros riesgos. 

En lo formal es un paquete de sugerencias, sin embargo, tratándo
se del principal comprador foráneo, ha tenido impactos en la orga
nización de la producción agrícola. Sus repercusiones inmediatas 
han sido una mejoría en la higiene del corte, la selección y el em-
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paque, pero a mayor costo pues deben sustituirse los "burritos" (ca
jas de madera) por cajas de plástico, así como las tarimas y las cajas 
para el traslado de la parcela a la empacadora. También se instala
ron excusados móviles en las parcelas. La parte negativa ha sido el 
papel que los intermediarios (brockers) tienen para imponer condi
ciones. 

A partir de lo que al inicio de los años noventa fue una presión 
contra los campesinos que regaban con aguas contaminadas (con 
más de mil coliformes), la Unión de Freseros logró obtener cierta 
elasticidad; después, estas medidas sanitarias, derivadas de la legis
lación nacional (prevención del cólera) y presionadas por el merca
do de Estados Unidos, se convirtieron en una traba que sólo pudieron 
sortear los agricultores con recursos para costear el acolchado y la 
perforación de pozos. 

¿QUIÉNES SON LOS GANADORES? 

La consolidación de la transferencia del agua a los usuarios y la 
instrumentación de la guía estadounidense de inocuidad alimen
taria, aunadas a la restricción de cultivos en tierras regadas con 
aguas contaminadas, favorcieron el desplazamiento de los agricul
tores descapitalizados. 

Una descripción de los módulos elaborada en el ciclo 2001-2002 
dibuja bien la situación. 

a) Módulo 1 o Asociación de Productores Agrícolas de las Presas 
de Urepetiro y Verduzco contaba con 1 106 (27 por ciento) usua
rios en posesión de 3 927 hectáreas (22 por ciento) . La posición 
fisiográfica y la estructura hidráulica ilustran la mejor dotación de 
esta agrupación: posee fuentes de primera calidad (absolutamente 
todos los manantiales del área); sus terrenos están ubicados antes 
de que la ciudad de Zamora descargue las aguas residuales en el 
río; la pendiente de sus suelos facilita el riego por gravedad; tiene 
parcelas niveladas, dotadas de las obras mínimas para el manejo del 
riego y localizadas a menos de mil metros de los puntos de control; 
cuenta con 20 de 80 kilómetros de canales revestidos, condición que 
reduce la filtración. Dispone de tal infraestructura hidráulica, vo
lumen, calidad y oportunidad de agua que en 1994 tuvo una asig
nación de 44 millones de metros cúbicos, pero realizó cultivos por 
57.8 millones de metros cúbicos. En este módulo, 99 de cada 100 
hectáreas se sembraron de hortalizas en el año agrícola 2001-2002 y 
poseía la superficie media de fresas más alta del distrito: 5.75 hec
táreas (véase la tabla 4). 



TABLA 4 

REPORTE DE SIEMBRAS, AÑO AGRÍCOLA 2001-2002 . DISTRITO DE RIEGO NÚM. 061, ZAMORA, MICH. 

(PARTICIPACIÓN PORCENTUAL POR MÓDULOS) 

Cultivo Superficie (ha) 

Mód. I o/o Mód. ll o/o Mód. lll o/o Mód. IV o/o Total 

Otoño-invierno 2001-2002 

Cebolla 136.5 34.5 104.4 26.4 139 35.2 15.44 3.9 395.34 

Ji tomate 415 .22 59.9 43.25 6.2 162 23.4 72.75 10.5 693.22 

Cebada 8 1.6 o O.O 187 38.1 296.19 60.3 491.19 
Janamargo* 71.57 49.6 10.75 7.5 40.56 28.1 21.33 14.8 144.21 

Frijol 3.85 15.0 14.5 56.4 o O.O 7.36 28.6 25.71 

Garbanzo 12.7 20.2 23.5 37.3 21.77 34.6 5 7.9 62 .97 

Lenteja 12.38 100.0 o o.o o O.O o O.O 12 .38 

Hortalizas 347.02 36.5 329.05 34.6 139.3 14.6 135.69 14.3 951.01 
Papa 183.6 49.8 108.15 29.3 73.75 20.0 3 0.8 368.5 
Trigo 15 0.7 561.25 24.4 796.5 34.6 929.97 40.4 2 302.7 

Sub total 1 205.84 22.1 1 194.9 21.9 1 560 28.6 1486.73 27.3 5 447.2 

Fresa* 555 .92 30.3 493.7 26.9 476.3 25.9 310.63 16.9 1 836.5 
Olleto* 84.31 67.3 21 16.8 20 16.0 o O.O 125.31 

* Cultivos perennes. 

o/o 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

100 

F UENTE: elaboración propia con base en datos de la Comisión Nacional del Agua, distrito de riego núm. 061 , Zamora, Michoacán, enero de 
2092. 
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b) La Asociación de Productores Agrícolas del Canal Principal o 
módulo 11 tiene una membresía de 1 097 (27 por ciento) usuarios y 
5 294 hectáreas (29 por ciento) con un área media de 4.8 héctarea. 
Su baja superficie promedio de fresa de 2.4 héctareas se debe, entre 
otras causas, a la carencia de agua limpia, ya que el Canal Principal 
conduce parte de las aguas residuales de la ciudad y a que, por los des
niveles, se necesita del rebombeo, lo que incrementa sus costos. 
Posee 48 kilómetros de canales sin revestir y ningún afloramiento 
natural. Su precaria situación se revela en estas cifras: en 1994 le 
asignaron 58 millones de metros cúbicos de agua, de los cuales sólo 
usó 31.7 millones de metros en 1 849 hectáreas de 5 294 que posee. 
Es un espacio muy presionado por la urbanización y por la conta
minación de sus canales. 

e) El módulo 111 o Asociación de Productores Agrícolas del Ca
nal de Chaparaco comparte las instalaciones de sus oficinas con el 
módulo 11 en un edificio contiguo al local de la comunidad agraria 
de Zamora, y es la más pequeña agrupación, con 698 usuarios (17 
por ciento) y 4 088 hectáreas (22 por ciento) . Sus canales sin reves
tir suman 82 kilómetros. Casi consume el agua que se le asigna: en 
1994 utilizó 46 millones de metros cúbicos de 4 7. 9 millones autori
zados, y humedece cerca de tres cuartas partes de sus tierras irriga
bles: 2 714 hectáreas. 

d) La Asociación de Productores Agrícolas de los Canales Peñi
tas, La Estanzuela y Guaracheña o módulo IV, por su membresía 
es la mayor de todas las agrupaciones, con 1 145 usuarios (28 por 
ciento), pero posee 4 673 hectáreas (26 por ciento), 600 hectáreas 
menos que el módulo 11. Sus deficiencias principales son: i) se locali
za "aguas abajo" (noroeste) y en sus tierras se estableció el basurero 
municipal, sitio del que escurren por gravedad aguas contamina
das; ii) todas las parcelas se sitúan a una distancia mayor de 1 000 
metros respecto del punto de control del agua, y iii) recibe el líqui
do con un retraso de seis a 15 días. 

No obstante estas características, el módulo IV registra un buen 
aprovechamiento hídrico: sus cosechas equivalen al uso de 58.99 
metros cúbicos y tiene asignados 52 millones de metros cúbicos. En 
esta zona se pagan las tarifas más altas del distrito: 35 pesos en rie
go por gravedad y 17.50 pesos por bombeo. 

Ahora bien, observando en detalle el tipo de sembradíos de cada 
módulo se aprecian diferencias notables entre el módulo 1 y los 
demás, pero sobre todo entre el sureste (módulo 1) y el noroeste 
(módulo IV). De las 1 846 hectáreas sembradas en el primero, 1 638 
son de hortalizas, de las que este módulo cubría una proporción 
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considerable: 30 por ciento de la fresa (556 de 1 836 hectáreas dis
tritales); 60 por ciento del jitomate (415 de 693 héctareas totales); 
50 por ciento de la papa (183 .6 de 368.50 héctareas totales) y 34 
por ciento de la cebolla (136 de 395 héctareas) . En cambio, sólo · 
sembró uno por ciento del trigo. Por su parte, el módulo IV, cultivó 
17 por ciento de las fresas , cuatro por ciento de jitomate y menos 
de uno por ciento de la papa; pero sembró 40 por ciento de trigo, 
60 por ciento de la cebada y 70 por ciento de la alfalfa total del dis
trito (véanse las tablas l y 2). 

El cotejo más ilustrativo de estas divergencias se aprecia entre fre
sa, papa y trigo de ambos módulos. De las l 638 hectáreas hortícolas 
registradas en el módulo I. 556 unidades freseras gastaron 22 millo
nes de metros cúbicos (mm3) de agua. En la papa se estima un gas
to de 2.6 millones de unidades. El módulo IV. en 929 hectáreas, 40 
por ciento de un total de 2 302 hectáreas sembradas de trigo gastó 
4 645 000 metros cúbicos ( 4-5 riegos, lámina 0.1 O m). La cuestión hí
drica se torna critica por la contaminación de la cuenca debido a 
descargas urbanas y al gasto que implican estos cultivos bajo la 
modalidad de riego rodado. Se calcula un volumen de 14 mil me
tros cúbicos por hectárea en un riego semanal (lámina 0.1 O m) a 
partir de la segunda semana de octubre hasta la cosecha o "sacade
ra" que se realiza entre enero y febrero (14 riegos). Por su parte, en 
la fresa, una hectárea en la modalidad tradicional recibe 40 aplica
ciones (lámina 1 O) que equivalen a 40 mil metros cúbicos. 

En lo sustancial, ¿qué ha cambiado? 

Las repercusiones más directas de estas reformas han sido la legali
zación del usufructo del suelo agricola, una mayor concentración 
de los cultivos hortícolas exportables (fresa, brócoli) en agriculto
res y/o empresas más capitalizadas a través de formas de asociación 
y renta de tierras ejidales, y la venta para usos urbanos, tema que 
no trato en este texto. 

En el ejido de Romero de Torres, la firma Frexport. S.A. de C.V. 
(Bimbo), suscribió el desmonte, la nivelación y la perforación de un 
pozo profundo con el ejido a cambio de tres años de explotación del 
suelo, al término de los cuales los ejidatarios podrian trabajar la tie
rra. El primer formato de asociación, en el ciclo 1992-1993, tuvo 
lugar en el rancho El Padilleño, donde el propietario del suelo apor
taba la tierra más su experiencia en el manejo de los trabajos agrico
las y Frexport facilitaba el equipo de riego, abastecía de planta e 
insumos químicos. En el Sauz de Abajo, la empresa Agroexporta-
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dora Atlajomulco -con negocios en Autlán e lrapuato, etc.- tam
bién pactó un contrato para usufructuar 40 hectáreas. Un hecho 
inédito es que las corporaciones agroexportadoras, desde el ciclo 
1994-1995 establecieron sus plantaciones en tierras "vírgenes" o 
no explotadas, de bajo precio comercial y con óptimas posibilidades 
de acceder al agua limpia mediante perforación de pozos y bom
beo. Esto ha quebrantado la casi obligada renta de tierras en las 
partes más planas -y caras- del valle. 

El rápido proceso de concentración del área plantada de fresa 
sugiere que los llamados "poquiteros" tienden a desaparecer. En 
1991, la Unión de Freseros contaba con 1 300 miembros que plan
taban 2 700 hectáreas distribuidas en siete asociaciones. Al iniciar 
el ciclo 1993-1 994, la SARH (Sagar) y la Comisión Nacional del Agua 
registraban 1 800 hectáreas de fresa y 629 productores. Las em
pacadoras tenían una superficie mayor que el ciclo 1992-1993 y esta
ba ocurriendo un desplazamiento de los pequeños productores. El 
proceso de concentración en la fase agrícola es notorio: cinco em
pacadoras plantaron 360 hectáreas de fresa en el ciclo 1992-1993: 
dos distinguidos agroexportadores nacionales, José Luis López Pe
ña (Congeladoras Zamora, S.A. de C.V. y "Chiquita") y Juan Navarro 
(Congeladora Chapala, S.A. de C.V.) cultivaron 50 y 150 hectáreas, 
respectivamente; Frexport, S.A. de C.V., asociada con agricultores 
privados, administraba 120 hectáreas; y Frutas y Vegetales, S.A., 
40 hectáreas. Las empresas vinculadas al capital transnacional se 
han fortalecido: Siasmex y Siasport (Danone), así como Frexport 
(Bimbo), manejaron una modesta pero significativa parte de la ex
portación de fresa congelada: 7 .32 por ciento. En el mismo rubro 
la Congeladora Chapala exportaba 16 por ciento. 

En ciclos agrícolas recientes (2003-2005), los contratos con Dris
coll's Stramberries Associates (Watsonville, CA) se reflejan en los 
toldos blancos de los macrotúneles en Tangancícuaro (proximida
des del lago de Camécuaro y La Huerta); en Jacona (monasterio 
Trapense, Chaparaco y El Purengue); en Zamora (Rancho Los Es
pinos, Santa Teresa, Padilleño, El Pozole, Sauz, Romero de Torres); 
en la aplicación de bromuro de metilo, acolchado, riego presurizado 
(300 héctareas), perforación de pozos profundos (o acceso directo 
a manantial), para entregar fresa fresca (empacada en campo) que 
se exporta directamente sin pasar por un segundo manejo manual 
en las empacadoras. 

Los reacomodos dentro del conjunto de unidades productivas 
que utilizan tierra, agua y mano de obra no han cambiado sustan
cialmente su composición. Pocos o ninguno de los actuales empre-
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sarios fueron jornaleros del campo, albañiles o profesores hace diez 
años; los apellidos que figuran en los directorios de las cámaras de 
la industria o de las principales asociaciones de agricultores son 
casi los mismos hoy que hace décadas. Sí ha habido transforma
ciones -por quiebra, matrimonio u otra forma de asociación-, 
pero ocurren al interior del núcleo propietario. 

La restricción de cultivos en tierras regadas con aguas contami
nadas fue "el tiro de gracia"; esa medida se ha convertido en una 
condición de singular importancia para la salud de las finanzas de 
las empresas y de los consumidores. Las normas oficiales de la ca
lidad del agua de riego limitaron el cultivo de hortalizas que tienen 
contacto directo con agua y suelo, y que regularmente se ingie
ren sin cocer, como las fresas. De esta forma se protege la salud de 
la población y se impide que los productores menos capitalizados 
planten la frutilla. Las unidades mayores superan la restricción por
que existe autorización oficial para producir fresa si se dispone de 
riego presurizado y de acolchado, por mucho tiempo inaccesible a 
los pequeños productores. Con estas medidas, los agricultores y los 
ejidatarios que poseen sus tierras al noroeste del valle (área hacia 
donde fluye un río contaminado) no tienen muchas opciones ante 
lo costoso del cultivo, y una alternativa es rentar sus tierras pues la 
producción de granos (maíz, trigo) y forrajes (sorgo) no es muy ren
table. Por ello no son raras las continuas movilizaciones de los cam
pesinos, ya que en una situación excepcional de productividad 
triguera de seis a ocho toneladas con un precio probable de 1.30 
pesos genera muy magros ingresos. 

El seguro médico social de trabajadores 

La mano de obra sigue siendo contratada de modo verbal, las mu
jeres reciben un menor salario cuando el trabajo es "por día" (100 
pesos ellas; 120 pesos los hombres); si es a destajo (obra determi
nada) pueden percibir un monto mayor, aunque el desgaste se in
cremente. Lo que sí cambió es el esquema de seguridad médica 
social, si bien los patrones siguen asegurando a una porción no 
mayor del diez por ciento de los jornaleros agrícolas. 

Los trabajadores eventuales legalmente habían estado ampara
dos en el IMSS desde los años sesenta bajo el "sistema de pases", me
canismo de aseguramiento que consistía en la autorización de un 
número de pases a disposición del agricultor que proporcionaba a 
los trabajadores que los necesitaran. La cantidad de pases se deter-
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minaba con base en la superficie cultivada y el número de jornales 
reconocidos por el comité técnico formado por una representación 
del IMSS y de los patrones. En esta modalidad sólo se tenía derecho 
al pago de 50 por ciento del salario percibido por riesgo de trabajo 
sin prestación económica, en caso de enfermedad general y tam
poco gozaba de pensiones. 

La reforma del 30 de junio de 1997 abrogó el reglamento en cues
tión, ampliando los seguros y modificando el esquema de asegura
miento. En vez de pases por número de jornales, el patrón debe 
afiliar a todos los peones contratados, reportar los días laborados 
y entregar recibos de pago a sus jornaleros. Y éstos, según el núme
ro de cotizaciones pagadas, tendrían derecho a los seguros de inva
lidez y retiro, cesantía en edad avanzada y guarderías. 

Los convenios suscritos entre los agricultores y el IMSS siem
pre han presentado reducidas cifras de aseguramiento. En el ciclo 
agrícola 1993-1994 sólo 800 hectáreas y 69 474 jornales equivalen
tes a 2 807 pases; luego, en el ciclo 1994-1994 reportaron 149 hectá
reas y 4 581 jornales que ampararon 185 pases, y en el ciclo 1994-
1995, 202 hectáreas, 11 756.7 jornales y 475 pases. 

En el verano de 1998, en la categoría de trabajadores asalariados 
permanentes de campo, 350 agricultores aseguraron a 700 traba
jadores, de los cuales 195 fueron inscritos por 34 patrones. La cate
goría trabajadores asalariados estacionales del campo ascendió a 
714, pero 680 de ellos (95 por ciento) fueron registrados por una per
sona física en nombre de la cual hace contrataciones la empresa 
Frexport, S.A. de C. V. 

Los jornales mensuales reportados en 1998 dan la apariencia de 
una elevada cobertura, pero sólo son 7 636 peones los que cotiza
ron durante todo el año. Los días-jornales pagados por los patrones 
en cada una de las cinco mensualidades fueron: julio, 7 636; agos
to, 7 781; septiembre, 7 748; octubre, 7 200, y noviembre, 8 161. Di
vidiendo el total de días-hombre entre los días laborables de cada 
mes para estimar una situación de plena ocupación, se habrían con
tratado menos de 300 individuos por mes: julio, 294; agosto, 299; 
septiembre, 298; octubre, 277, y, noviembre, 314. 

Durante los primeros diez meses de 2000 estuvieron protegidos 
1 133 trabajadores, de ellos, 262 estacionales de campo. En ese pe
riodo, el módulo 13 registró 817 asalariados del campo. 

El número de peones asegurados en junio de 2001 era el si
guiente: 995 asalariados del campo {módulo 13), más otros 2 002 
incorporados voluntariamente al régimen obligatorio, generalmen
te ejidatarios (módulo 43), y 190 eventuales de campo no cañeros 
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(módulo 14). Un año después, en junio de 2002, esos rubros varia
ron: 990, 1 519 y 193, respectivamente. 

Una mirada meticulosa de las listas que entregaron los patrones 
a la subdelegación del IMSS en Zamora en los años 2001 y 2002 mues
tra la cobertura y las posibilidades de que los trabajadores agríco
las lleguen a acumular una cotización suficiente para pensionarse. 
En el año 2001 se registraron 41patronesy35 779 jornales de 5 013 
trabajadores, de ellos 3 994 eran hombres (80 por ciento) y 1 019 
mujeres (20 por ciento). Con base en estas cantidades se estima 
una media mensual total de 2 981.6 jornadas y 7.1 días promedio 
por trabajador. En el año 2002 se enlistaron 53 patrones con 82 055 
jornales reportados de 7 592 trabajadores (5 027 hombres, 66.2 por 
ciento, y 2 565 mujeres, 33.8 por ciento). El promedio mensual to
tal fue de 6 838 jornadas y la media per cápita de 10.8. 

El contenido de estas cifras de aseguramiento no indica que 
5 013 trabajadores hayan cotizado todos los días del 2001 , y menos 
aún que se haya cotizado en favor de 7 592 jornaleros en 2002, ya 
que estos números resultan de agregar las cantidades enlistadas men
sualmente por cada patrón. Por ello puede suceder que un patrón 
reporte las mismas cinco personas mes a mes y que al cabo de 1 O 
meses sumen "50 trabajadores asegurados", pero son cinco. Otros 
reportan uno o dos días por peón y, si bien su lista refiere un volu
men elevado de trabajadores que cotizan, la aportación per cápita 
es ínfima. Aquí llamo número aparente de trabajadores que cotizan 
al total que resulta de sumar las cantidades mensuales, indepen
dientemente del número de veces que se repitan los nombres de los 
trabajadores y de la cantidad de días que se registre a cada uno de 
ellos; la cotización real es la suma de los días registrados en favor 
de cada trabajador. 

PLAGUICIDAS Y EFECTOS AGUDOS EN LA SALUD 
DE LOS TRABAJADORES. HOSPITALIZACIONES 

En el ciclo agrícola 1992-1993 se registraron 30 intoxicaciones agu
das y tres intoxicaciones fatales. Los agentes causales principales 
fueron paraquat, 15; bromuro de metilo, 6; fosdrin, 2; "no especifi
cadas", 8. Del total de intoxicados por paraquat, dos requirieron 
hospitalización y fallecieron; el resto sólo consulta externa por le
siones dérmicas. Las intoxicaciones por bromuro de metilo consis
tieron en irritación ocular y nasal, cefalea y leve opresión toráxica, 
y fueron diagnosticadas como moderadas. Con base en los datos 
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aportados por el paciente y en los síntomas referidos, el rubro "no 
especificados" sugiere envenenamiento por organofosforados, car
bamatos y mezclas de estos y otros grupos. La exposición al fos
drín dio como resultado un deceso y una intoxicación grave. Esta 
última sucedió el 26 de mayo de 1993 en un cultivo de fresa, en El 
Padilleño (oeste de Zamora, camino hacia Ario de Santa Mónica), 
que administra Frexport, S.A. de C.V., en asociación con un agri
cultor local. El joven sobreviviente de 19 años de edad, residente 
de la colonia La Cantera (Ario de Rayón), era ayudante de tracto
rista, y fue atendido primero en la Cruz Roja; luego, inconsciente, 
sin respuestas a estímulo doloroso y luminoso, fue trasladado al 
Hospital General de Zona (HGZ) 04 del IMSS de Zamora. 

Las intoxicaciones fatales no son eventos frecuentes, pero lle
gan a ocurrir, como es el caso de dos jóvenes que habiendo asper
jado paraquat durante ocho días, fallecieron envenenados el 18 de 
agosto de 1992 en un hospital particular de Zamora.2 Otro, un adul
to de 36 años, murió a causa de fosdrin (9 de diciembre de 1992)3 

en los campos de cultivo de Frexport, S.A. de C.V. 
En 1994, los servicios de urgencias internaron a 69 peones intoxi

cados, 56 en la Cruz Roja y 13 en el IMSS; de ellos, 62 masculinos y 
siete femeninos; 13 por ciento tenía entre 10 y 14 años de edad. Al 
año siguiente, 1995, se tuvo acceso a una documentación más com
pleta y, del análisis de las notas médicas de 31 jornaleros intoxica-

2 El gramoxone (paraquat) tiene interesantes peculiaridades: no existe 
antídoto en caso de envenenamiento y la admjnjstración de oxígeno acelera 
la fibrosis pulmonar. El certificado médico de uno de los jóvenes es impresio
nante: "el hoy occiso tiene el antecedente de haber aplicado ocho días antes 
herbicida denominado gramoxone. Tres días después de la aplicación con 
aspersora presenta: cefalea intensa, vómito, mareo, y malestar general. Fue 
internado en el hospital Santa María, el día 17 de agosto de 1992, a las 22:00 
horas, con los datos descritos, y fue tratado a base de soluciones IV, analgé
sicos, hldrocortisona, atropina, oxígeno, sin obtener buena respuesta. Fallece 
el 18 de agosto de 1992" (PGJ, Medicina Forense, oficio 585, Zamora, Mi
choacán). 

3 Los riesgos consumados en el hogar o en las bodegas de distribución con
tabilizan más de una defunción anual, algunas tan lamentables como ésta: 
"a las 18:00 horas del viernes 20 de septiembre de 1996, falleció María Guada
lupe Ramírez Rivera, femenina de 7 meses de edad a causa de intoxicación 
por inhalación de fosfuro de alumillio. Sus padres, César Ramírez Ayala y 
Graciela Rivera Velázquez, son originarios de Venustiano Carranza y traba
jaban en esa bodega. El licenciado Maurilio Ramírez Padua, agente del 
ministerio público, manifestó desconocer el nombre del dueño de ese es
tablecimiento", El Sol de Zamora , sábado 21 de septiembre de 1996, núm. 
5870, año XV, p . 12-A. AMP, acta 455/96. Dos niños más, de cinco años, in
toxicados en 1996, fallecieron por ingestión del raticida sulfato de talio. 
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dos atendidos en el HGZ 04, se procesó esta información: 84 por 
ciento de los intoxicados (N = 31) eran hombres, 16 por ciento muje
res; 26 por ciento eran adolescentes y jóvenes (15-19 años). Ningu
no falleció, pero en seis casos hubo incongruencia mental o pérdida 
de la conciencia, lo que evidencia la gravedad del envenenamien
to. En 14 casos se identificó al agente causal: el lanate o metomilo 
(f = 4); en 14 no se conoce la sustancia y en tres hay elementos para 
inferir que se trató de paraquat, aunque no se consigne el dato. El 
diagnóstico común es intoxicación por fumigante, aunque en ri
gor sólo se reportó un caso por bromuro de metilo. Llama la aten
ción que 17 pacientes sumaron 93 días de incapacidad y que uno 
de ellos necesitó 45 días; una parte del periodo estuvo en cuidados 
intensivos (HGZ 04 y Centro Médico de Occidente, en Guadalajara). 
En ocho notas se registran actos inseguros (cuatro por presunta 
ingestión de agua contenida en recipiente contaminado) y en 10, 
condición peligrosa (uso de sustancias inherentemente peligrosas, 
equipo impropiamente ensamblado). Otro dato relevante es que 10 
(32 por ciento) intoxicaciones sucedieron en cultivos de Frexport, 
S.A. de C.V. 

El segundo quinquenio marca un descenso derivado de la cana
lización de peones al hospital regional de la Secretaría de Salud. 
En 1996, el IMSS atendió a 20 jornaleros intoxicados, de los cuales 
16 eran hombres y cuatro mujeres; y de ellos cinco hombres y una 
mujer eran menores de 18 años. Sólo en un caso se identificó el agen
te causal: malatión. Del año siguiente, 1997, sólo hay información 
de cuatro peones, todos varones, uno menor de 18 años. En 1998 
la cifra subió a 14 (dos mujeres y 12 hombres); dos eran menores de 
18 años. Finalmente, en 1999, los archivos clínicos reportaron seis 
casos, mitad de hombres y mitad de mujeres, con tres personas de 
16 años de edad; dos indican al paraquat como el agente causal. 
En 1998, el Departamento de Medicina del Trabajo contabilizó seis 
intoxicaciones como riesgos calificados, pero como se reconoce en 
el campo de la medicina ocupacional, son sólo el iceberg de los enve
nenamientos cotidianos. 

Por otra parte, las cifras hablan poco de las angustias de estos 
pacientes, sin embargo, aún en la parquedad de los jeroglíficos mé
dicos, los síntomas y signos anotados transmiten el grado de sufri
miento del trabajador, como en la exposición a un herbicida que 
afectó gravemente el sistema nervioso de Manuel: 

Su esposa refiere no tener antecedentes previos de importancia 
para el padecimiento actual; sin antecedente de cefalea; inicia 
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en forma súbita con cefalea intensa acompañada de vómito en 
proyectil y pérdida del estado de conciencia, acudió a su clínica y 
a sospecha de intoxicación por organofosforados se inicia ma
nejo para ésta. A su ingreso a medicina interna se encuentra con 
hipertermia (39.5ºC) con contracciones musculares generaliza
das, con rigidez de nuca, pupilas mióticas, respiración estertoro
sa, no existe pérdida de fuerza muscular de extremidades, reflejos 
osteotendiosos [ .. . ].Respuesta plantar extensora (02-07-95). 18 ho
ras, EF: masculino inconsciente con respiración acidótica, mal 
hidratado, ojos con mirada conjugada fija, pupilas intermedias 
con fotomotor ausente; pulmones con estertores roncantes bila
terales transmitidos [ ... ] no se han administrado dosis óptimas 
de atropina y su daño neurológico puede ser avanzado en este mo
mento. Descartar organicidad cerebral (IMSS, nota médica, 02-
07-95). 

Y en la humanidad de Guillermo se comprueba que los herbici
das, como el gramoxone, no sólo "queman el zacate", sino tam
bién los ojos: 

Masculino de 38 años, se encontraba vaciando herbicida (gramo
xone, paraquat) cuando le salpicó un gota al ojo izquierdo; presen
ta lesiones: ojo rojo con sensación de cuerpo extraño, conjuntivitis 
bulbar y tarsal (párpado); tortuosidad de vasos en cuadrante in
ferior; edema cornea!. Se turna urgente a oftalmología (IMSS, 11-
07-95). 

Los compuestos fosforados son los agentes que el imaginario 
social -y el médico en particular- identifica como los principa
les causantes de envenenamientos debido a su toxicidad extrema 
y a la información y los rumores que se propagan; entonces, su
mando a lo anterior los antecedentes inmediatos y el cuadro que 
presenta un paciente, como Alfredo, es altamente probable la con
jetura de que una sustancia como paratión o malatión haya depri
mido su acetilcolinesterasa por ingestión de agua contenida en un 
recipiente mal lavado: 

[ ... ]masculino de más o menos 44 años de edad que es traído por 
el hijo del patrón, refiriendo que tomaron agua de un garrafón 
contaminado por insecticidas hechos con elementos fosforados ; 
apreciamos miosis pupilar, sialorrea, bradicardia y temblores. 
Descripción de lesiones: signos muscorínicos, pupilas puntifor
mes mióticas, sialorrea; inconciencia, temblores y movimientos 
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involuntarios y congestión pulmonar aguda; cianosis distal y en 
momentos generalizada. Diagnóstico: shock por ingestión de fu
migantes (IMSS, notas médicas y MT 4-30-8; 18/19-03-95). 

En la agricultura moderna de Frexport, S.A. de C.V., los más jó
venes, como Jaime, han sufrido envenenamientos moderados: Jai
me, a sus 16 años, fumigando (sic) fresa el 9 de noviembre de 1995 
presentó vómito, mareos y malestar general; Rosalba, una mucha
cha quinceañera, el 28 del mismo mes, "al empezar su jornada, 
repelando, andaban fumigando lanate. Entonces, inhaló los pro
ductos químicos sintiendo náuseas y vómito en seis ocasiones". Elsa 
y Lourdes, de 17 y 18 años, respectivamente, pasaron una noche en 
el hospital después de degustar unas "dulces" fresas. El 10 de junio 
Elsa ingresó por "efectos muscorínicos, sialorrea y pupilas mióti
cas" posteriores a "ingestión de fresas sin lavar probablemente tra
tadas con fumigantes tipo fosforilados". Lourdes le acompañó con 
un cuadro similiar, agregando "sangrado gástrico" a los "efectos 
muscorínicos, sialorrea, tinitus, pupilas mióticas, sangrado gástri
co". Esteban, de 16 años, el 13 de julio tuvo el infortunio de ex
perimentar ese lagrimeo involuntario, quemante en los ojos por 
contacto prolongado con bromuro de metilo, el aludido gas que 
Frexport, S.A. de C.V. introdujo a la región al inicio de la década. 
La nota del galeno dice: "refiere tener dos días fumigando bromuro 
de metilo con clorpicrina, sintiendo malestar general, ardor con
juntiva!. Presenta hiperemia conjuntiva!; signos neurológicos ne
gativos" (IMSS, MT-4-30-8). 

Con los antecedentes de un estudio previo correspondiente al 
decenio 1980-1989 (34 de 252 hospitalizados tenían entre 10 y 14 
años de edad; 99 eran jóvenes de 15 a 19 años) y los incompletos da
tos de los años noventa,4 se puede suponer sin lugar a equívocos que 
los adolescentes y jóvenes constituyen el grupo de alto riesgo. Ellos 
aportaron 56 por ciento de los 69 jornaleros intoxicados hospitali
zados en el IMSS y en la Cruz Roja de la localidad en 1994. En 1995 
este grupo representó la cuarta parte de los intoxicados (N = 31). 

4 Del ordinario subregistro hablan estos datos: en 1995, la Secretaría de 
Salud registró 99 intoxicaciones en Sonora y una superficie agricola en ope
ración (sic) de 535 675 hectáreas, con 166 989 trabajadores agricolas. SSA. 

Situación del estado de Sonora. Por su parte, la delegación del IMSS contabi
lizó 700 intoxicaciones en 1994. IMSS, "Panorama general del trabajador es
tacional de campo expuesto profesionalmente a plaguicidas: la experiencia 
del IMSS", p . 35. Informes en la reunión para la presentación del proyecto 
Sistema de Vigilancia Epidemiológica de Intoxicaciones por Plaguicidas, 
México, D.F. , 23 de enero de 1997. 
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INTOXICACIÓN POR ELEMENTOS MENORES 

El 12 de septiembre de 2000, el poblado de Cieneguitas, ubicado a 
30 minutos de Zamora, se vistió de luto cuando en un instante se 
intoxicaron tres hombres del campo. 

Don Francisco, campesino sobreviviente de 60 años, intoxicado 
e inconsciente, fue internado en la clínica zamorana del IMSS. En su 
estancia hospitalaria ignoraba el deceso de sus hijos, y tuvo que ser 
dado de alta para despedir a sus muchachos en el panteón de aque
lla localidad. A las 8:15 horas del día 12 habían fallecido5 sus hijos 
Francisco (FAM710828) y Ornar (OAM780408), de 29 y 22 años de 
edad, respectivamente; ambos migrantes temporales en Chicago. 
Esa mañana, el menor mezclaba 0.95 litros de activador 8-24-4 en 
160 litros de agua, a los que agregó 15 kilogramos del granulado te
rra-fer,6 que aplicaría en el agua de riego del jitomate mediante una 
técnica sencilla y practicada comúnmente: desde el tambo de 200 
litros, colocado cerca del canal, se dejar fluir la mezcla a través de 
un agujero hecho en la parte inferior del barril o tambo. 

Meses más tarde, don Francisco siguió sintiendo molestias atri
buibles a esa exposición agroquímica. Él platicaba: "no siento bien 
los dedos; los tengo entumidos, no puedo cerrar la mano ni hacer 
fuerza . Por ejemplo, no puedo ordeñar. Siento que me brinca la car
ne, como calambres y no tengo fuerza en las piernas", y esos sínto
mas continuaron más tarde (entrevista, La Cieneguita, 14-12-00; 
11-05-2001). Los estudios médicos corroboraron "el sentir" de don 
Pancho y en las notas clínicas se describían alteraciones sensitivas 
(distesias y parestesias) de las cuatro extremidades y disminución 
de la fuerza muscular.7 

5 Dirección de Registro Civil . Certificado de defunción 177483 (libro 
6-01; foja OOOS7; acta OOOS7); El Independiente, Zamora, Mich ., miércoles 
13 de septiembre de 2000, pp. 11-12; El Sol de Zamora, jueves 14 de sep
tiembre, 2000, p. 7-C. 

6 Activador es un fertilizante foliar líquido que contiene, en porcentajes 
de 9SO mi : nitrógeno, ocho; fósforo , 24; potasio, cuatro; boro, 0.02; fierro, 
O.OS; Manganeso, O.OS. Está clasificado como "ligeramente tóxico" (catego
ria IV) y la etiqueta indica que debe usarse equipo de protección y tomar 
las medidas elementales (no beber, no fumar, no comer), así como evitar con
taminar el ambiente. En casos extremos, dice, puede irritar la piel. Terra-fer 
parece inofensivo y es tóxico sólo si se ingiere. Su contenido: polisulfuro 
de potasio, 16; azufre coloidal, SO; micronutrientes (Fe, Cu, Mg, Mn), cinco; 
y ácidos húmicos. Una nota sugerente dice así: "mezclado en agua de ca
nal de riego nos da un olor a ácido sulfúrico muy característico y una colo
ración lechosa al agua". 

7 IMSS. Notas médicas, el estudio de electromiografía y velocidad de con
ducción nerviosa reporta datos de bloqueo de conducción del tipo desmilini-
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Con la interpretación médica anotada en los documentos y con 
las versiones de otros ejidatarios, reconstruimos hipotéticamente el 
hecho: la mezcla de fertilizante foliar líquido (activador 8-24-4) y 
agua, más terra-fer (granulado) formó un gas más liviano que el aire, 
el cual fue aspirado por los jóvenes, que se habían mantenido más 
tiempo de pie, mientras que don Francisco caía al suelo. Ornar, que 
hacía la mezcla valiéndose de un palo y Francisco hijo, que se halla
ba a más de 20 metros del sitio, fueron encontrados sin vida sobre 
el cuerpo de su padre, quien fue trasladado a la clínica del pueblo 
(200 metros) y luego al HGZ 04 de Zamora, Michoacán. El certifi
cado médico anotó como causa del deceso "intoxicación de órganos 
fosforados, inmediata", atribuyendo al agente la cualidad de pla
guicida organofosforado. 

Estos campesinos, como suele suceder, previamente habían es
tado expuestos a compuestos de distintas formulaciones y catego
rías toxicológicas. Ese verano de 2000, en su parcela de jitomate se 
esparcieron poco más de 50 unidades (kilogramos o litros) de 26 sus
tancias diferentes asperjadas en 16 ocasiones entre el 11 de julio 
de 2000, fecha de trasplante, y el inicio de la floración que brotó en 
septiembre. El plan de aplicaciones empezó con furadán (gallina 
ciega o nixticuil), endosulfan, metamidafos, metomil, etc. (lepidóp
teros y sus larvas); luego le siguieron diversos funguicidas (kelzineb, 
ridomil, benlate, cuprimit, etc.), paraquat (malezas), confidor(enchi
namiento), etc. La forma de usarlos es hacer una mezcla (de uno a 
cinco compuestos diferentes) y asperjada cada cuatro días con bom
ba manual o de motor, que se coloca el trabajador en su espalda. 
Un año antes Ornar había sufrido lesiones dérmicas en la región 
sacra y en la parte interior de las piernas a causa de una exposi
ción a paraquat. 

Este hecho es el primer deceso causado por fertilizantes y que 
documenta la historia regional. 

Los PROBABLES EFECTOS CRÓNICOS 

No se conocen consecuencias a largo plazo para la salud. En Zamo
ra -y en todo el país- sólo se informa de la toxicidad, expresada 

zación segmenta! en nervios tibiales y daño axonal en peroneos y mediano 
(9-06-01). Dos semanas después "continúa con parestesias en miembros 
pélvicos, ardor y adormecimiento de ambos pies, falta de fuerza más im
portante en miembro pélvico izquierdo, además presenta parálisis facial 
derecha con desviación de la comisura bucal hacia la izquierda. Sensibili
dad conservada, motricidad, disminución de potencia muscular depredo
minio distal" (25-06-01). 
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como dosis media letal (DL50), pero no de los probables perjuicios 
mediatos. Aquel indicador es el único dato disponible de un pla
guicida y señala la dosis del compuesto capaz de matar a la mitad 
de la población sujeta a prueba en el laboratorio, pero nada infor
ma acerca de los probables peligros a bajas dosis o a pequeñas pero 
prolongadas exposiciones. 

De acuerdo con la literatura, son plaguicidas con potenciales 
efectos nocivos a la salud y al ambiente: azinfos metil (gusathion), 
altamente peligroso y con potencial cancerígeno y mutagénico; cap
tan, tóxico a peces y cancerígeno en ratones; dicofol (kelthane), 
organoclorado, moderadamente peligroso pero que puede provocar 
convulsiones y epilepsia; endosulfan (thiodan) dorado, con persis
tencia de 27 a 52 semanas; EPN (epenthion), altamente peligroso, 
neurotóxico y posiblemente teratogénico y mutagénico; ethion 
(agrotion), moderadamente peligroso, irritante dérmico y de muco
sas, puede ser teratogénico y mutagénico; oxidemeton metil (me
tasistox), sistémico, tóxico para abejas, peces y vida silvestre en 
general, altamente peligroso; mevinfos (phosdrin), altamente peligro
so, irritante dérmico, ocular, mucosas y del tracto respiratorio, con 
aplicación limitada al uso de avión; paratión metílico (folidol), ex
tremadamente peligroso para animales de sangre caliente (mamí
feros y aves), extremadamente peligroso por inhalación, ingestión 
y rápida absorción por la piel, etc. (Catálogo Oficial, 1990). 

Antes de 1991 se vendían plaguicidas o abonos foliares con mar
cas estadounidenses, que ingresaban a México tanto vía importa
ción legal como por contrabando. Lo novedoso de los años noventa 
fue la introducción de dos plaguicidas restringidos o cuestionados 
en Estados Unidos, el 1.3 dicloropropano (telone 11)8 y el gas bro
muro de metilo. El primero, telone 11, lo produce Dow Chemical 
"sólo para exportación"; el bromuro es una de las sustancias suje
tas al Protocolo de Montreal que obliga a México a eliminar su uso 
en 2015 y a establecer una cuota de importaciones a partir de 2002, 
importación que sería definida con los promedios de compras del 
periodo 1995-1998 (Bejarano, 2002:41). 

Estos insumos agrícolas, traídos al valle de Zamora por compa
ñías transnacionales, asociadas a productores locales, para cultivar 
fresa, tienen potenciales efectos negativos en la salud y en el am-

8 El telone 11 o 1.3-dicloropropano, un compuesto alifático halogena
do (C3H4Ch) fabricado por DowElanco de Indianápolis, Indiana, para ex
portación; su empleo no está autorizado en Estados Unidos , ya que daña 
pulmones, hígado y riñones e irrita al sistema respiratorio si el contacto 
es prolongado. Induce tumores hepáticos en animales de laboratorio. 
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biente: por una parte, el bromuro de metilo está catalogado como 
"extremadamente tóxico" y el telone II es reconocido como induc
tor de tumoraciones cancerígenas, por lo que su venta y uso están 
restringidos en el país que lo produce y lo vende: Estados Unidos. 
Por otra, el bromuro es una sustancia 25 veces más destructiva de 
la capa de ozono que los clorofluorocarbonos; el telone II es un 
plaguicida halogenado de gran persistencia en el ambiente. Esto 
último es relevante debido a las propiedades de esas sustancias que 
en sí mismas son tóxicas y sus efectos deletéreos son mayores entra
bajadores que no cuentan con capacitación laboral y que viven en 
condiciones precarias. 

EN CONCLUSIÓN 

En el paisaje cotidiano: trigos, sorgos y garbanzos; al noroeste (cam
pesinos pauperizados); fresas, chiles y brócoli (cultivos de "ricos"); 
al sureste, expresan una recomposición espacial de los cultivos -no 
tan definida- que se acompaña de un mayor deterioro de los me
dianos y pequeños productores. Los peones del campo, en lo fun
damental, siguen contratados en condiciones similares a las que 
existían antes de que se anunciara con bombo y platillo todo lo feli
ces que serían los hombres y las mujeres del campo al aprovechar 
las ventajas comparativas derivadas del Tratado de Libre Comercio. 
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RESUMEN 

Este estudio expone algunos de los impactos de la apertura co
mercial del Tratado de Libre Comercio de América del Norte y sus 
efectos en tres casos de Michoacán y Jalisco, y en tres cultivos 
diferentes: la producción de lenteja en Zacapu, Michoacán; la de 
zarzamora en Ziracuaretiro, en el mismo estado, y la producción 
de maíz en dos localidades de la meseta purépecha y en Zapotlán 
el Grande y San Gabriel, en Jalisco. 

Palabras clave: apertura comercial, agricultura, lenteja, zarza
mora, maíz. 

INTRODUCCIÓN 

Desde hace más de una década, México se ha insertado en un pro
ceso de globalización económica de carácter internacional, que se 
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ha caracterizado, entre otros fenómenos, por procesos de desregu
lación económica, adelgazamiento estatal, privatización y profun
da liberalización comercial y financiera. 

En este trabajo se analiza el impacto de la política de las últimas 
dos décadas, tanto entre distintos tipos de productores como de 
productos y regiones, a partir de un grupo de casos seleccionados. 
Nuestro propósito es señalar las diferencias, haciendo hincapié en 
que, en general, la producción campesina se ha visto fuertemente 
perjudicada y las oportunidades prometidas por la apertura comer
cial, aun en cultivos identificados como beneficiados, han sido limi
tadas y están condicionadas a un conjunto de requerimientos que 
pocos productores pueden cubrir y que además promueven prác
ticas agrícolas poco sustentables, en sentido amplio. 

Para obtener este panorama hemos seleccionado tres cultivos re
presentativos de estas diferencias, en los que hemos trabajado du
rante la última década y en los que contamos con datos obtenidos 
directamente en trabajo de campo, en dos regiones de producción 
campesina y en una de producción comercial. Los estados de Mi
choacán y Jalisco (entidades donde prevalece aún de manera sig
nificativa la producción agrícola con fuerte presencia de producción 
campesina), nos dan la posibilidad de tratar estos casos. 

Así, analizaremos el caso de la lenteja, producción que ha tenido 
severos impactos, que está amenazada incluso con su desaparición 
y que se concentra en la Ciénega de Zacapu, en Michoacán. El caso 
de la zarzamora representa el cultivo frutícola cuya producción 
también se concentra en Michoacán y que da cuenta de las posibi
lidades y limitaciones reales de la agroexportación como eje del mo
delo de desarrollo agrícola y apuesta estatal para el desarrollo de 
medianos y grandes agricultores en nuestro país. Finalmente, el 
caso del maíz, un grano ampliamente difundido en ambas entida
des, base de nuestra cultura alimentaria, de gran importancia en 
la economía campesina, pero de baja rentabilidad en los mercados 
al vincularse desfavorablemente con el mercado internacional, aun 
en la situación actual con la recuperación de precios. 

Se plantea la necesidad de rediseñar un esquema de política sec
torial, incluyente y apropiado, para los diferentes tipos de producto
res, cultivos y regiones de nuestro país, sesgado en particular hacia 
la producción agrícola campesina en función no sólo de la viabili
dad económica futura del sector agrícola y de la mayoría de sus po
bladores, sino de la necesidad central de una estrategia alimentaria 
menos dependiente y vulnerable que, además, integre considera
ciones de calidad de vida de las poblaciones rurales y urbanas. 
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IMPACTOS DIRECTOS Y FUERTEMENTE DAÑINOS 

DEL TLC EN LA PRODUCCIÓN. EL CASO DE LA LENTEJA 

La lenteja, como muchos de los 195 cultivos que forman parte del 
patrón nacional de cultivos básicos, no ha representado para los to
madores de decisiones en el sector agropecuario un producto de im
portancia estratégica, ya que sólo se siembran unos pocos miles 
de hectáreas anuales de un total de 17 a 18 millones de hectáreas de 
tierras de cultivo en el país. Sin embargo, para la región de la Ciéne
ga de Zacapu ha sido durante décadas un producto fundamental 
que delinea la vida productiva y económica de una parte impor
tante de sus habitantes rurales. Este caso se repite con muchos de 
los productos del patrón nacional de cultivos. En el nivel macro "no 
pintan", pero en el ámbito regional definen la vida de numerosas fa
milias campesinas. 

Durante los últimos años los productores de lenteja se han enfren
tado a una severa problemática económica, tecnológica y productiva, 
que se relaciona de manera estrecha con el proceso de comercia
lización y con las medidas de política comercial adoptadas por los 
últimos regímenes gubernamentales. Se ha afectado notablemente 
a los productores mexicanos, al no estimularse la producción, y con 
ello se ha afectado el empleo y el ingreso de numerosas familias cam
pesinas. No hay incentivos a la producción nacional, porque el acuer
do tripartita ha significado para los productores nacionales quedar 
a la deriva del comportamiento de los mercados y expuestos a un 
proceso de competencia fuertemente sesgada por una historia pro
ductiva y de intervención estatal desigual respecto de los produc
tores de los otros dos países signantes del tratado, en concreto de 
Canadá. 

La lenteja quedó clasificada en los anexos de este acuerdo con la 
fracción arancelaria O. 713.40.01 en la categoría A. Esta categoría co
rresponde a la desgravación inmediata a partir de la puesta en mar
cha del TLC en 1994 (Secofi, 1995). De esta forma, sin considerar las 
diferencias importantes entre México y los otros dos países, en térmi
nos de condiciones productivas, tecnológicas y de comercialización, 
transferencias estatales y disponibilidad de recursos físicos y de ca
pital, los productores nacionales enfrentaron desde el arranque del 
acuerdo comercial internacional una competencia muy desigual. 

Las importaciones canadienses en México aumentaron ilimita
damente desde entonces. A partir de estas importaciones masivas 
se saturó el mercado interno y esto propició que de manera enca
denada se desataran, entre otros, los siguientes procesos: disminu-
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ción abrupta de los precios en el mercado nacional durante más de 
una década, relaciones beneficio-costo negativas y una incertidum
bre cada vez mayor. Además, los productores enfrentaron restriccio
nes financieras y de información para el desarrollo tecnológico en la 
producción y en el procesamiento del producto, altos márgenes re
lativos de comercialización captados por agentes secundarios e in
suficiente información para estimular un mayor crecimiento de la 
demanda. 

A principios de los años ochenta la superficie sembrada tuvo un 
máximo histórico, ya que se sembraron anualmente entre 15 y 22 
mil hectáreas y en 1982 se alcanzó la cifra récord de 22 556 hectá
reas sembradas. En el ámbito de la política comercial ya se regis
traban importaciones, pero aún en cantidades mínimas de apenas 
200-400 toneladas. La agricultura nacional aún gozaba de diferen
tes medidas de protección y barreras comerciales que se reflejaba 
en reducidas importaciones agrícolas. 

En la segunda mitad de los años ochenta, el rango de superficie 
sembrada y el volumen producido de lenteja en el país empezó a 
disminuir: entre siete mil y 13 mil hectáreas y entre seis mil y 12 mil 
toneladas, respectivamente. Este rango se rebasa en 1989, que es 
un año singularmente bueno en términos agrícolas, porque se al
canza un rendimiento promedio de 1.72 toneladas, el mayor hasta 
ese momento y que rara vez se ha vuelto a alcanzar en el país. 

Sin embargo, la apertura comercial ocasionó un incremento sig
nificativo en el volumen de las importaciones hasta llegar, en 1989, 
a casi siete mil toneladas. Sólo rendimientos extraordinariamente 
superiores durante 1989 y 1990 explican el incremento significati
vo de la producción en esos años, porque los rasgos de la política 
agrícola empezaban a operar en contra del sector agrícola y de la 
producción de lenteja. 

En la primera parte de los años noventa, a pesar de que hay una 
recuperación del área sembrada, la producción sufrió una pérdida 
importante en 1992 por siniestros naturales. A partir de ese año y 
hasta la fecha, se observa una tendencia decreciente de la superfi
cie sembrada y de la producción, al mismo tiempo que ha ido au
mentando la cantidad del producto importado, la política pública 
dirigida al sector es más débil y se caracteriza por una reducción 
de inversión al mínimo, disminución del monto crediticio, privati
zación de la producción y distribución de insumos, así como aban
dono de los apoyos a la organización ejidal, entre otros factores. 

Los desastres naturales como heladas, sequías o ataques de pla
gas y enfermedades ocasionaron pérdidas destacadas sólo en cin-
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co años, durante estas dos décadas: en 1980 y 1981, en 1987, en 1992 
y en 1998. En el resto de los años considerados, los factores que inci
dieron en mayor medida para desalentar la siembra y la producción 
fueron, en definitiva, los diferentes instrumentos de la política pú
blica sectorial: en primer lugar, Ja importación creciente de produc
to proveniente de Canadá con tasa cero de arancel, y en segundo 
lugar, la ausencia de políticas de apoyo decididas y amplias a los 
agricultores nacionales, que les permitiera sostener sus niveles de 
producción. Es decir, a la par que se incrementaron notablemente 
las importaciones (véase la gráfica 1) por la apertura de nuestra fron
tera, no se instrumentó una política agrícola que permitiera miti
gar los efectos negativos de esta apertura. A lo largo de casi 15 años, 
desde la apertura comercial, apenas se han operado unas cuantas 
medidas parciales de apoyo a grupos reducidos de productores, co
mo algún crédito aislado para comercializar o instalar una nueva 
planta empacadora sin la elaboración de un serio estudio de merca
do. Los productores de lenteja en México han quedado expuestos 
durante todo este periodo, entre otros fenómenos, a los siguientes: 
la falta de créditos suficientes a tasas razonables de interés, falta 
de información para un mayor conocimiento del dinamismo de los 
mercados, falta de recursos para investigar y transferir tecnológi
ca, etcétera. 

De esta forma, las fallas estatales y las enormes dificultades de los 
agricultores y sus organismos para generar respuestas estratégi-

35 

30 

¡(¡ 25 

" "' 
] 20 
g 
<J 

" "' IS 
~ 
:¡] 

10 

5 

o 

GRÁFICA 1 
PRODUCCIÓN/IMPORTACIÓN DE LENTEJA EN MÉXICO 
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cas colectivas alternativas han repercutido, sin duda, en la produc
ción y productividad del cultivo, que en el primer caso ha disminuido 
notablemente y en el segundo se mantiene estancada. Evidente
mente, no han podido incrementarse a lo largo de todos estos años, 
para responder a la creciente y cada vez más exigente demanda en 
los mercados locales y regionales. 

Ante las ilimitadas importaciones canadienses, el mercado na
cional se ha visto saturado con el producto de ese país a tal punto 
que, de acuerdo con nuestros cálculos, en 1998 la disponibilidad na
cional (sumando oferta nacional, inventario estimado e importacio
nes) era de aproximadamente 30 400 toneladas, y para 2005 esta 
cantidad se había elevado a 36 mil. Sin embargo, en 2005, de este 
volumen total disponible, 78.8 por ciento (28 370 toneladas) prove
nía de importaciones (FAO, 2007). 

Además, estimamos que la demanda nacional alcanzaba en 1999 
entre 26 mil y 27 mil toneladas. Al sobrepasar significativamente la 
oferta a la demanda, se generaron excedentes que ocasionaron de
presión en los precios, estancamiento de los flujos mercantiles y mo
dificaciones severas en los canales de comercialización, durante 
cerca de una década, al punto que gran parte de los nodos de es
tos canales dejaron de distribuir producto nacional. Esta problemáti
ca comercial, sólo aliviada coyunturalmente en momentos como 
1995, en que no aumentó la importación por la devaluación del pe
so mexicano, afectó seriamente a la producción nacional y a los 
productores mexicanos, concretamente a los de la Ciénega de Zaca
pu. En esta región se dejaron de producir, las dos últimas décadas, 
entre 70 y 95 por ciento del volumen total disponible de lenteja en 
México. Para los últimos años no se dispone de información preci
sa respecto a la demanda, pero la tendencia de la depresión de los 
precios se mantuvo hasta 2002 y sólo a partir de 2003 empezó a 
cambiar; sin embargo, después de haberse desactivado las áreas 
productivas, la posibilidad de su recuperación es difícil. Si bien 
en términos relativos el precio se ha empezado a recuperar (véase 
la gráfica 2), los beneficiados con este cambio son principalmente 
importadores y comercializadores, porque gran parte de los produc
tores han migrado hacia Estados Unidos o simplemente han aban
donado o al menos disminuido sus áreas sembradas de lenteja y 
también de otros cultivos. 

La región está integrada por los municipios de Coeneo, Huani
queo, Zacapu y Villa Jiménez. Se localiza al noroeste de Michoa
cán, a una distancia de aproximadamente 90 kilómetros de la ciudad 
de Morelia, sobre la carretera a Zamora. 
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GRÁFICA 2 
COMPORTAMIENTO DEL PRECIO DE LA LENTEJA EN MÉXICO 
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Se estima que en la región habita una población de 117 504 habi
tantes, con una población económicamente activa de 29 .3 por cien
to, de la que en promedio, 38.5 por ciento es agropecuaria (INEGI, 
2000, 2005). Destaca la importancia de la actividad agrícola en re
lación con el empleo generado, porque es superior al promedio es
tatal y por mucho al nacional. La superficie agrícola es de 27 539.4 
hectáreas, de las que cerca de la tercera parte se llegó a sembrar con 
lenteja; y este porcentaje aumenta a más de 90 por ciento si se consi
dera sólo el ciclo otoño-invierno. Considerando el empleo de 20 a 
30 jornales por hectárea (De la Tejera y Escobar, 1994), se estima que 
entre 208 mil a 260 mil jornales son los que se llegaron a ocupar 
durante el ciclo productivo en la región, antes de la severa dismi
nución de superficie sembrada (De la Tejera y Santos, 2001). 

Son estos empleos los que se pusieron en riesgo y se sacrificaron 
con los instrumentos de política sectorial aplicados. Al colapsarse 
la superficie sembrada de lenteja, no se sustituirá fácilmente por 
otros cultivos, debido a ciertas características de la región, como la 
compatibilidad de su calendario de prácticas agrícolas con el ca
lendario migratorio y la producción de paja -subproducto impor
tante para sostener la ganadería campesina regional-, la utilización 
de un arraigado método de riego y la rotación con maíz, entre 
otros factores. 

Sólo en términos de política pública, de manera muy resumida, 
se puede señalar que los principales problemas que han enfrenta
do los productores de lenteja en la Ciénega de Zacapu son los si
guientes: mecanismos de protección y fortalecimiento económico 
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TABLA 1 
REGIÓN CIÉNEGA DE ZACAPU 

Entidad Población total PEA agropecuaria-2000 
PEA-2000 

2000 2005 (%) 

Coeneo 23 221 19 478 5 897 46.91 

Zacapu 69 700 70 636 22 628 11.63 

Huaniqueo 10 153 7 627 2 182 50.73 

Villa Jiménez 14 430 12 815 3 641 44.66 

117 504 110 556 34 348 38.48 

F UENTE: INEGI (2000 y 2005). 

para los productores, expuestos a una competencia desleal con los 
productores canadienses. Conviene recordar que en aquel país se 
han aplicado los recursos financieros, tecnológicos y de política 
pública necesarios para expandir su oferta y competir en los merca
dos internacionales. También sería necesario atacar la falta de crédi
tos suficientes para que los productores organizados tengan capacidad 
de compactar la oferta al adquirir el producto a los agricultores. Asi
mismo, falta resolver el problema del crédito para disminuir cos
tos de transacción al construir la infraestructura necesaria para el 
almacenamiento en las localidades de destino, abaratar servicios 
de cobranza y adquirir medios de transporte para satisfacer la de
manda oportunamente. Son necesarios recursos para desarrollar 
investigación tecnológica que permita liberar las variedades y eje
cutar el proceso posterior a la cosecha con las condiciones necesa
rias que demandan los consumidores (limpieza, homogeneidad de 
color, tamaño, etc.). Urge invertir para la investigación de mercados 
y que ayude a identificar cambios en la demanda y en el consumo en 
mercados alternativos locales, regionales y exteriores. En tanto es
tos problemas no se atiendan adecuadamente, el desarrollo agríco
la de la región y de los pequeños productores orientados al cultivo 
de la lenteja seguirán colapsados. 

EL CASO DEL MAÍZ 

A diferencia de otros países (que producen maíz para uso industrial 
y como forraje), el uso básico del maíz que se cultiva en México es 
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para tortilla de consumo humano. El maíz es el principal cultivo 
en México y ocupa SO por ciento de los 14 millones de hectáreas co
sechadas de cultivos anuales (FAO, 2007). Con algunas variaciones 
en el periodo comprendido entre 1980 y 1994, la superficie de maíz 
alcanzó alrededor de seis a siete millones de hectáreas; sin embar
go, en 1994 la superficie llegó a la cifra récord de poco más de ocho 
millones de hectáreas y se mantuvo hasta 1996. Esta superficie 
cosechada disminuyó a 7.4 millones de hectáreas en 2006 (véase la 
gráfica 3), debido entre otras cosas a la importación de grano con 
precios dumping y por arriba de las cuotas pactadas en el TLC, sin 
el pago de los aranceles correspondientes y con efectos sobre la de
presión interna del precio (De la Tejera et al., 2006, 2007). 

GRÁFICA 3 
COMPORTAMIENTO DE LA SUPERFICIE DE MAÍZ EN MÉXICO 
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Como mencionan diversos autores (Appendini, 2001; De la Te
jera, 2006, 2007), al entrar en vigor el TLC en enero de 1994 se cam
bió el concepto de seguridad alimentaria, al hacerse depender parte 
importante de la disponibilidad nacional a la oferta de grano pro
veniente de Estados Unidos, presionar los precios del grano a la 
baja y generar un alto grado de vulnerabilidad nacional. 

Si consideramos los precios corrientes del maíz, se observa una 
tendencia al crecimiento relativo. Pero si estimamos los precios rea
les del maíz (con base en el año 2000), se percibe una caída prolon
gada desde la firma del TLC (véase la gráfica S) hasta 2005, en que 
se inicia una ligera recuperación y 2007, año en el que se observa 
un proceso de recuperación del precio real (base 2000), que sin em
bargo apenas empieza a acercarse al precio que se tenía al inicio 
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GRÁFICA 4 
COMPORTAMIENTO DEL PRECIO DE MAíZ EN MÉXICO 
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GRÁFICA 5 
COMPORTAMIENTO DE LOS PRECIOS CONSTANTES Y REALES 

DE MAíz EN MÉXICO 
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FUENTE: De la Tejera et al. (2007b), a partir de datos de INEGl (2007) ; SNIM 
(2007); Banméxico (2007) . 

del TLCAN (1994). Esta recuperación se da después de una crisis ex
trema que se presentó a partir de enero de 2007. En las regiones en 
estudio y con los productores, ¿cómo se ha dado este proceso? 

En el TLC se acordó para el maíz el "máximo periodo de protec
ción" (15 años), y se estableció un mecanismo de cuota-arancel, que 
consistió en permitir la importación de una cuota libre de arancel, 
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empezando con 2.5 millones de toneladas que se aumentarían tres 
por ciento anualmente. Los volúmenes por encima de esta cuota 
deberían pagar tasas de aranceles al tos (iniciando con 215 por cien
to), con una reducción paulatina hasta su eliminación en 2008. 1 No 
obstante, en los años siguientes a 1994 se incrementaron las impor
taciones por arriba de lo pactado. Entre 1994 y 2002, México im
portó un promedio anual de 4.4 millones de toneladas de maíz, sin 
el pago correspondiente de aranceles, presionando el precio real a la 
baja, aunque el precio nominal fue en ascenso, como ya se indicó. 

Con el objetivo de conocer el efecto de estos procesos localmente, 
se eligieron para su estudio dos áreas contrastantes: dos localidades 
campesinas de la meseta purépecha y dos municipios de agricultu
ra comercial en el sur de Jalisco. 

Las observaciones realizadas durante el trabajo de campo mues
tran que la estructura productiva de maíz ha tendido a polarizarse, 
con lo que se ha aumentado aún más la brecha productiva tanto 
entre regiones como entre productores. Por una parte, agricultores 
campesinos minifundistas producen maíz para autoconsumo, como 
se observa particularmente en los estados de Chiapas, Oaxaca, Gue
rrero, México, Puebla y Michoacán, entre otros, y por otra parte, los 
productores comerciales producen para el mercado, como en regio
nes precisas ubicadas principalmente en los estados de Jalisco, Ve
racruz, México, Guanajuato, Sinaloa y Sonora. Esto no significa que 
en los primeros estados no haya amplias regiones de producción 
comercial, como es el caso del Bajío michoacano y en los segundos 
de maíz campesino, como es el caso del Distrito de Desarrollo Rural 
(DDR) de Colotlán y los municipios de Colimán y Venustiano Carran
za en el DDR de Ciudad Guzmán, en Jalisco. 

La importación de grandes cantidades de maíz a bajo precio ha 
tenido efectos similares sobre la superficie cosechada en Michoa
cán y Jalisco. En Michoacán se observa una pérdida de 1 O por cien
to en la superficie cosechada de maíz al pasar de 520 mil hectáreas 
a 472 mil en el periodo de 1994 a 2002. En Jalisco se observa una 
caída de la superficie de 8 por ciento en el mismo periodo, al pasar 
de 740 mil hectáreas a 684 mil, respectivamente. Esto representa 
una pérdida de poco más de 100 mil hectáreas para la región y 
1 150 000 jornales (consideramos que una hectárea de maíz re
quiere en promedio 11 .3 jornales de la siembra a la cosecha). 

1 Así se estableció una relación inversa entre cuotas libres de arancel 
que irían aumentando cada año y aranceles que irían disminuyendo tam
bién gradualmente, hasta alcanzar una liberalización completa del merca
do en 2008. 
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En Michoacán se analiza el impacto en dos localidades campe
sinas del municipio de Erongarícuaro, en la meseta purépecha de 
orientación campesina, donde las condiciones naturales limitan el 
uso de semillas híbridas y los suelos tienen una baja respuesta a los 
fertilizantes químicos, por lo tanto se trata de una zona "protegida" 
de manera natural al uso de un paquete tecnológico intensivo en 
insumos del tipo "revolución verde". 

En el estado de Jalisco se analiza el caso de dos municipios: Za
potlán el Grande y San Gabriel. Dentro de esta área de agricultura 
comercial existe una fuerte variación en los niveles de intensificación 
del sistema de maíz. Existen áreas de producción de maíz en siste
mas .con uso intensivo de semilla híbrida, insumos y maquinaria, 
como es la del llano de Ciudad Guzmán, y otras de agricultura cam
pesina con uso de semilla criolla y bajo uso de fertilizante, como 
es el caso del llano de San Gabriel, mejor conocido como el "Lla
no en llamas", descrito por Juan Rulfo en el cuento del mismo nom
bre, por lo que se trata de una zona donde se implementan sistemas 
de producción variables por su grado de intensificación y uso de in
sumos. Las encuestas realizadas en Michoacán reflejan que el maíz 
ha pasado de ser el pilar de la economía campesina a un cultivo re
ducido al autoconsumo y las parcelas se han dejado de sembrar o 
se ha sustituido el maíz por el cultivo de avena forrajera (Chauvet 
et al., 2004). 

Entre las causas del abandono del cultivo destacan las dificulta
des en la comercialización que enfrentan los productores, los altos 
costos de producción, la falta de mano de obra familiar para aten
der grandes superficies, como también el cambio en la cultura y el 
consumo del maíz en estas comunidades (Chauvet et al., 2004). 

En los últimos cinco a diez años el destino de la producción de 
maíz ha cambiado de manera fundamental. Anteriormente, los pro
ductores destinaban una parte de la producción al consumo de la 
familia y otra fracción, en ocasiones mayor, a la venta. En ambas 
comunidades de la meseta, la venta de maíz era un factor impor
tante de la economía campesina, particularmente en la Tenencia 
Lázaro Cárdenas. El maíz generalmente era vendido en la mis
ma comunidad a compradores que venían de Zacapu en la tempo
rada de cosecha, y que ya dejaron de comprar maíz. 

Los campesinos de La Zarzamora, por la cercanía de esta comu
nidad con Erongarícuaro, vendían el maíz directamente en las tor
tillerías del lugar. Por otro lado, se acostumbraba vender a lo largo 
del año algunas fanegas de maíz para·sufragar gastos menores de 
medicinas, alimentos o vestido (Chauvet et al., 2004). 
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TABLA 2 
DESTINO DE LA PRODUCCIÓN DE MAíZ EN DOS LOCALIDADES 

• DE LA MESETA PURÉPECHA, MICHOACÁN (CICLO 2002) 

Porcentaje de la producción 

Localidad 
Producción/ Autoconsumo Consumo 

Venta productor (ton) humano animal 

La Zarzamora s 18.7 S8 .l 23.1 
(n = 12 productores) 

Tenencia Lázaro 
Cárdenas 2 SS.O 40.S 4.2 
(n = 12 productores) 

Promedio 
3.S 36.7 49.3 13.6 

(n = 24 productores) 

FUENTE: Chauvet et al. (2004). 

La mayoría de los campesinos, sobre todo de la Tenencia Láza
ro Cárdenas, consideraba que era más rentable destinar la produc
ción de maíz a la alimentación de su ganado, es decir, convertirlo en 
leche o carne. De ahí que sigan cultivando maíz. De manera paula
tina se han ido cediendo los terrenos de maíz al cultivo de la avena. 
De esta manera, tres y 0.8 toneladas por productor son destinadas 
al consumo animal en La Zarzamora y en la Tenencia Lázaro Cár
denas, respectivamente. Ello guarda relación directa con las exis
tencias de ganado en las dos comunidades, mucho más elevado en 
la primera. Aunque tradicionalmente la ganadería bovina ha for
mado parte del sistema de producción en estas comunidades, al 
parecer la coyuntura actual del mercado del maíz y de ganado 
ha favorecido una expansión de la ganadería extensiva campesina 
(Chauvet et al., 2004) . 

A diferencia de los productores de la meseta purépecha, los pro
ductores del sur de Jalisco optaron por la intensificación del siste
ma y el mayor uso de insumos. Siembran mayores superficies de 
maíz (21.6 hectáreas por productor en promedio, en 1998), y ob
tienen rendimientos también más altos con laboreo intenso del 
suelo, semillas híbridas y agroquímicos. 

En esta región de Jalisco se realizaron entrevistas a 7 .5 por cien
to de los productores de maíz del padrón de Procampo, 2 registra-

2 Procampo es uno de los programas más importantes de política pú
blica en México, orientado a transferir un subsidio directo al ingreso cam
pesino, que buscaba dar incentivos al tránsito agrícola con un esquema 
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dos en los municipios de Ciudad Guzmán y Venustiano Carranza 
en el año de 1995. 

De la población de productores entrevistados en 1995, se eligie
ron 11 cuidadosamente, por ser representativos de los sistemas y 
lógicas de producción identificadas entonces, para realizar un se
guimiento de sus parcelas sembradas de maíz, en el periodo com
prendido de junio de 1995 a mayo de 1998 (Arreola et al., 1997). 

En promedio, la superficie sembrada se incrementó 43 por cien
to al pasar de 14 a 21 hectáreas por productor. La producción total 
aumentó 63 por ciento al pasar de 55 a 90 toneladas producidas 
por productor, y los rendimientos igualmente se incrementaron nue
ve por ciento al pasar de 2. 9 a 3.2 toneladas por hectárea, para man
tener o evitar la caída del ingreso agrícola. 

Sin embargo, el aumento de la superficie fue posible porque se 
redujo la superficie sembrada de sorgo y se rentaron más tierras agrí
colas, lo que ocasionó que los productores más pequeños y débiles 
abandonaran el cultivo de maíz para dedicarse al jornal o migrar 
a la ciudad. Por otra parte, aumentar el rendimiento implicó el uso 
intensivo de insumos con un efecto de mayor deterioro de suelo y 
agua subterránea, como parte del proceso de intensificación del sis
tema de maíz en el sur de Jalisco. 

De acuerdo con el punto de equilibrio (PE), 3 obtenido al dividir 
el costo de producción por hectárea entre el precio por tonelada de 
maíz, en 1995 el productor de estas localidades requería obtener 
1.5 toneladas por hectárea para cubrir los costos de producción de 
esa hectárea (PE= 1.5). Sin embargo, para 1998 esta relación aumen
tó a dos toneladas por hectárea (PE= 2), lo que representa un incre
mento de 33 por ciento; este incremento está relacionado con el 
margen de ganancia obtenido. La ganancia (en toneladas de maíz 
por hectárea) bajó de 1.5 toneladas por hectárea a 1.2 en el mismo 
lapso en promedio. 

totalmente liberalizado de producción, al finalizar el periodo asignado den
tro del TLCAN para cada producto (15 años para el maíz). 

3 El punto de equilibrio cambia si baja el precio del maíz o aumentan los 
costos de producción. Estos últimos aumentan por un mayor uso de maqui
naria, insumos y mano de obra, y porque aumenta desproporcionadamente 
los precios de los factores de producción (maquinaria, mano de obra e in
sumos) en relación con el producto, lo cual se entiende que no pasó en el pe
riodo que se analiza, por lo que se supone que se aumentó el uso de algunos 
factores de producción como los insumos utilizados, especialmente fertili
zantes. Esto también se basa en que los productores entrevistados mencio
naron que cada año se vieron obligados a incrementar el uso de fertilizantes 
en aproximadamente cinco por ciento. 
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Por otra parte y a semejanza de la región michoacana estudia
da, también se observó un cambio en el destino del maíz. La can
tidad de maíz que se destinó a la venta en un lapso de tres años bajó 
de 87 a 81 por ciento, con una reducción de dos por ciento anual; 
en cambio se destinó más maíz para consumo ganadero que pasó 
de 2.8 toneladas por productor a cinco, lo que representa un incre
mento de 4.3 por ciento, mientras que la producción para consu
mo humano se mantuvo en los mismos niveles, o sea una tonelada 
por productor, lo que representa 5.6 por ciento de la producción 
total. 

Importar grandes cantidades de maíz por encima de la cuota acor
dada y la caída del precio real ocasionaron efectos diferenciados 
en las regiones y con los productores: se abandonó el cultivo por 
una parte y por otra, hubo mayor explotación de la tierra con con
secuencias sociales y ecológicas aún no evaluadas. 

Se pueden observar tendencias contradictorias en relación con 
el maíz, según el potencial de las regiones, los tipos de productores 
y tipos de maíz, en los casos analizados de Michoacán y Jalisco: 

• En el caso de la producción intensiva y comercial de Jalis
co, se aumentó la producción (con más superficie y mayo
res rendimientos) con sistemas productivos de explotación 
"minera" del suelo, empleo de semillas híbridas y alto uso de 
agroquímicos (en lugares donde las condiciones naturales 
y el capital lo permitió), con el fin de ser más eficientes. 

• Cuando los recursos disponibles (naturales y financieros) 
son insuficientes, fundamentalmente en zonas "campesi
nas" como los casos estudiados en Michoacán, se implemen
taron sistemas de producción en los que se sustituyeron 
insumos caros (semillas mejoradas, fertilizantes y herbici
das especialmente) por "baratos" (semillas criollas y mano 
de obra familiar) y se orientó en gran medida la produc
ción para el autoconsumo familiar y ganadero. 

• En ambos estados, pero principalmente en los casos de pro
ducción campesina en Michoacán, se observó que hubo 
menores superficies de maíz criollo para el autoabasto en 
función de los requerimientos del consumo familiar; de 
manera paralela, el tamaño de la superficie dedicada a la 
siembra de maíz destinado al mercado se relacionó con 
las señales de los mercados locales. 

• Se sustituyó el maíz por avena forrajera en regiones de bajo 
potencial y por productores de escasos recursos, como los 



TABLA 3 
COMPARACIÓN DE ALGUNOS INDICADORES DE MAÍZ EN EL CICLO PV 95/95 Y 98/98, EN EL SUR DE JALISCO 

Superficie Rendimiento Prod!Productor PE* CAN 

(ha) (kglha) (ton) (ton) (ton) Familia 
Jalisco ( n = 11 productores) 

Ciclo PV 95195 14.5 2.9 55.5 1.5 1.5 5.2 

Ciclo PV 98/98 21.6 3.2 90.4 2 1.2 6 

PE: Punto de equilibrio = costo de producción por hectárea/precio de venta por tonelada de maíz. 
F UENTE: a partir de datos de campo, 1995 y 1998. 

Destino(%) 

Ganado Venta 
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casos analizados en Michoacán, lo cual disminuyó la diver
sificación productiva. Se considera que esto puede aumen
tar la pobreza de los productores que no pueden reconvertir 
sus unidades productivas y puede deteriorar los recursos 
naturales, porque se reducen los periodos de descanso al 
cambiar el sistema año y vez de maíz,4 por el anual de la 
avena. 

Con base en las tendencias observadas, es previsible que haya 
un mayor deterioro tanto del suelo como del agua, y que se limite 
seriamente el desarrollo de las regiones agrícolas. 

En una tendencia, la de los campesinos, por así llamarla, no es 
tanto un problema reducir el uso de fertilizantes, sino que no se 
restituyen los nutrientes extraídos con fuentes alternativas como 
el estiércol, además de que se abandona el sistema de "año y vez" 
por ser inoperante. Por otra parte, se intensificó el sobrepastoreo de 
los potreros en descanso por el reforzamiento de los sistemas ga
naderos, con el consecuente deterioro del suelo y el riesgo de de
saparecer esta actividad, que es la última que realizan los grupos 
más vulnerables de México, como los indígenas y ancianos, que 
son la mayor parte de los ejidatarios de esta zona. 

La otra tendencia, que llamamos de "agricultores modernizados 
e intensivos", funciona bajo un esquema de agricultura que sobre
explota el suelo y contamina el agua. Esto es lo que algunos autores 
denominan "agricultura minera", por la fuerte extracción de mine
rales del suelo producida al intensificarse los sistemas de cultivo.5 

Este esquema también obliga a ampliar la superficie sembrada 
en busca de alcanzar economías de escala, lo cual obliga a que los 

4 El sistema de "año y vez" consiste en sembrar un año y dejar "descansar" 
el segundo año, periodo en que la tierra sirve de agostadero al ganado. 
Este sistema sirve para rotar el uso del suelo y permite recuperar su fertili
dad por el estiércol que depositan ahí los animales. Con la reducción de la 
superficie de maíz, su cultivo se contrae a los espacios de siembra de año 
con año y se dejan como agostadero los espacios que antes se sembraban 
como "año y vez", lo que limita la recuperación natural de la fertilidad del 
suelo. 

5 Este concepto se ha utilizado en las discusiones de la ecología políti
ca y de la economía ecológica en lo que se concibe como "deuda ecológica" 
del norte al sur. Ha sido aplicado, por ejemplo, al caso de Argentina, con lo 
que han llamado "proceso de sojanización" de la pampa, que se refiere a 
la intensificación extrema del cultivo de soya transgénica para exporta
ción, con la consecuente extracción de minerales del suelo (véase Pengue, 
2005). 
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productores más pobres y viejos renten o vendan la parcela y que
den desprotegidos. 

RESTRICCIONES DEL MODELO AGROEXPORTADOR. 
EL CASO DE LA ZARZAMORA 

Para el sector agropecuario la negociación comercial se justificaba 
porque, con la apertura, el sector agropecuario podría seguir una 
vía de desarrollo que le permitiría maximizar el valor de su pro
ducción y del ingreso rural gracias a una especialización creciente 
en las ramas de actividad en los que se suponía existían "ventajas 
comparativas" (Téllez, 1994 ). 

En este contexto, el Estado buscó alternativas productivas que 
presentaran competitividad con el exterior e impulsó cultivos de ex
portación no tradicionales, como las hortalizas y las frutas, que pro
metían incrementar los ingresos al país por conceptos de divisas. 
Aun cuando este tipo de cultivos evidentemente no solucionaban 
los problemas centrales para el campo mexicano, constituyeron una 
alternativa para mejorar los ingresos de algunos productores (Lara 
y Chauvet, 1996). 

En este sentido, se fomentó el establecimiento de cultivos hor
tofrutícolas en un afán de intercambio de producción primaria es
pecializada por divisas. Se impulsó la orientación del mercado a la 
exportación por medio de incentivos manifiestos en apoyos directos 
e indirectos. Entre los primeros se ubicaron los programas federa
les, como la Alianza para el Campo (programa Cultivos Estratégicos) 
y Promoción a la Exportación (PROXIM). Entre los apoyos indirec
tos se desarrollaron los programas de Normalización y Certificación 
de la Calidad y Sanidad, de Desarrollo Comercial y el de Construc
ción, Modernización y Rehabilitación de la Infraestructura Pro
ductiva. 

Como parte de esta visión, en Michoacán se impulsaron median
te un conjunto de instrumentos de política sectorial, el cultivo de 
hortofrutícolas. La superficie de los cultivos perennes, que es donde 
se encuentran la mayoría de los frutícolas, aumentó en el lapso de 26 
años en cerca de 300 por ciento, aproximadamente. En particular 
en el estado de Michoacán, cobró importancia un producto apre
ciado por el mercado estadounidense y europeo que, en términos de 
las expectativas de exportación, se consideró prioritario: la zarzamo
ra (Rubus sp.). Este cultivo se incorporó como cultivo estratégico 
dentro de los programas de la Secretaría de Agricultura, Ganade-
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ría y Desarrollo Rural (Sagar) y la Secretaría de Desarrollo Agro
pecuario (Sedagro), a partir de 1996. 

México, junto con otros países como Chile, Guatemala, Colom
bia, Costa Rica y Nueva Zelanda, compiten por el mercado estadouni
dense en los meses de octubre a abril, periodo en el que no hay 
una fuerte producción en aquel país. 

TABLA 4 
SUPERFICIE SEMBRADA EN MICHOACÁN, 1980-2000 (HECTÁREAS) 

Año Perennes Cíclicos 

1980 105 622 889 133 

1985 167 812 896 562 

1990 181 886 807 029 

1995 174 706 872 684 

2000 261 400 832 987 

2006 304 091 686 171 

FUENTE: Sagar y Sedagro, 1999; Sagarpa, 2001, 2007; Sedagro, 2007. 

La competencia con estos países representa un gran reto para 
los productores mexicanos, a pesar de ciertas ventajas sobre ellos, 
como es un menor costo en el flete y no pagar arancel debido a lo 
acordado en el Tratado de Libre Comercio. 

En la República mexicana la explotación comercial de la zarzamo
ra es reciente. En 1976 la Dirección General de Unidades de Riego 
para el Desarrollo Rural, perteneciente a la Secretaría de Recursos 
Hidráulicos (SRH), reportaba la existencia de 48 hectáreas de zarza
mora sembradas en los estados de México, Michoacán, Oaxaca y 
Tamaulipas (SRH, 1976). En 1990, el INEGI reportó cerca de 90 hec
táreas en el país, y cinco años más tarde ya había alrededor de 650 
hectáreas, con una preponderancia absoluta de Michoacán. Para el 
año 2000 había ya 1 300 héctareas sembradas en 14 entidades del 
país, correspondiendo a Michoacán 83 .8 por ciento del total (Sagar
pa, 2002). En cuanto a producción y valor, en Michoacán se produ
jeron 11 061.59 toneladas con un valor de más de 156 millones de 
pesos en 1999, que representaron 96.2 y 96.5 por ciento del total 
nacional. Los mejores rendimientos correspondieron a Michoacán, 
con un máximo de 18.02 toneladas por hectárea en 1993. 



134 B. DE LA TEJERA, A. SANTOS, J.M. ARREOLA, L. OCHOA 

En 2006 estas cifras habían aumentado de manera notoria: la pre
ponderancia de Michoacán se sostuvo con una superficie que se du
plicó tan sólo en los últimos seis años, hasta alcanzar 2 872 hectáreas 
sembradas en 2006, una producción de 40 841 toneladas y un va
lor de esta producción de casi 700 millones de pesos. Para 2007, en 
el mes de agosto, ya se reporta un avance de siembra de 3 063 hec
táreas sembradas, por lo que es claro que continúa de manera im
portante la expansión intensa de este cultivo. 

El destino que se le da a la zarzamora varía en cada entidad; por 
ejemplo, en los estados de Veracruz, Chiapas e Hidalgo, se destina 
principalmente a elaborar conservas, mermeladas y licores, en tan
to que en Jalisco y Michoacán es destinada fundamentalmente al 
mercado de exportación. Por esta razón decidimos analizar el caso 
de Michoacán a partir del estudio realizado en el municipio de Zira
cuaretiro, por su importancia en la producción, por ser uno de los 
primeros donde se estableció el cultivo orientado a la exportación, 
y por estar ubicadas ahí tres de las principales comercializadoras, 
además de ser un municipio beneficiado con apoyos gubernamen
tales y de la existencia de organizaciones de productores. Los datos 
de trabajo de campo en esta región corresponden al periodo 2000-
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GRÁFICA 6 
SUPERFICIE ESTABLECIDA DE ZARZAMORA EN MÉXICO 

Y MICHOACÁN (1990-2000) 
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-Nacional 0Michoacán 

FUENTES: INEGI, Censo Agropecuario 1991 ; Sagar, Anuarios estadísticos 1991-
1999; Sagarpa y Sedagro 2000, consulta directa. 
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2002, si bien las estadísticas estatales y nacionales las hemos actua
lizado. 

El comportamiento de las exportaciones de las frambuesas, zar
zamoras y moras ha ido en aumento año con año, como puede apre
ciarse en la gráfica 7. 

El crecimiento observado hasta 2001, sin embargo, no sólo se sos
tiene, sino que se presenta de manera exponencial en los últimos 
años, ya que para 2007 el volumen exportado ya alcanzaba en ju
nio más de 23 mil toneladas. Cabe aclarar que las estadísticas que 
se tienen respecto a este cultivo consideran agregadas a la fram
buesa y otras moras junto con la zarzamora, situación que dificul
ta su análisis. Existen dos fracciones arancelarias que consideran 
la exportación de estas frutillas: en la 081020 están consideradas las 
frambuesas, zarzamoras y moras en estado fresco , y en la fracción 
081120 se tienen a las congeladas o con algún proceso mínimo, co
mo cocimiento o azucaración. Sin embargo, estos datos sólo nos 
dan una idea aproximada, si consideramos que la mayor parte de 
la producción de estas frutas en nuestro país es de zarzamora. 

En cuanto al precio de venta tenemos que estas frutillas en fres
co alcanzan un mayor valor que las congeladas. México ha exporta-

GRÁFICA 7 

EXPORTACIONES E IMPORTACIONES DE FRAMBUESA, ZARZAMORA 

Y OTRAS MORAS FRESCAS Y CONGELADAS EN MÉXICO (1990-2001) 
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do a más de 15 países, entre los cuales destaca Estados Unidos, que 
había comprado 97 por ciento, en promedio, del volumen total ex
portado por nuestro país, y para 2007 se estima esta proporción en 
cerca de 92 por ciento. Los volúmenes de las exportaciones para 
los demás países habían sido marginales e inconsistentes, lo que 
ha marcado la dependencia que tienen nuestras exportaciones de 
zarzamora hacia el mercado estadounidense, si bien han empeza
do a adquirir mayor importancia las exportaciones, por ejemplo a 
países de la Comunidad Europea, principalmente a Irlanda del Nor
te, Italia, Holanda, España y Alemania, en orden de importancia. 
En menor medida se inician las exportaciones hacia Japón y Ca
nadá. 

En el estado de Michoacán este cultivo se estableció con la ex
pectativa de exportarlo; sin embargo, por una serie de problemas 
de carácter técnico, organizativo y de comercialización estas ex
pectativas no se han concretado del todo. Los principales centros 
de acopio son las empresas comercializadoras exportadoras, prin
cipalmente de origen extranjero, puesto que la comercialización 
de la zarzamora requiere de fuertes capitales y sobre todo de cono
cimiento del comercio internacional, lo cual en nuestro país ape
nas comienza a explorarse. 

El modo en que han operado estas empresas comercializadoras 
ha sido estableciendo contratos con los productores, generalmen
te a través de sus sociedades de producción rural o de sus uniones 
de productores. El principal acuerdo ha radicado en que el produc
tor se compromete a vender el total de su producción a la empresa 
comercializadora y ésta, a su vez, se ha obligado a comprar toda su 
producción. En la práctica ha sucedido otra cosa, de acuerdo con 
lo observado en campo, ya que, por ejemplo, en el municipio de Zi
racuaretiro, la empresa Horti&ut sólo recibía la &uta de color ma
rrón; entonces el productor debía vender la &uta que no cumplía esa 
calidad principalmente en empresas como Exportadora de Frutas, 
que recibía la &uta de color negro para la exportación y también 
la de menor calidad para el proceso. 

Otro aspecto considerado en el contrato era el precio, que se 
estipulaba de acuerdo con el imperante en el momento de la tran
sacción en el mercado-destino. Las condiciones de pago eran por 
lo general de ocho a 15 días después de recibida la &uta. Hace al
gunos años, comentaban los productores, tenían problemas para 
la puntualidad del pago con algunas empresas. 

En la venta nacional se seguía el mismo esquema, pero la &uta 
se transportaba a los centros comerciales o a las centrales de abasto 
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de la ciudad de México, Morelia y Uruapan. Pese a que la mayor par
te del producto se quedaba en México, la zarzamora sigue siendo 
un producto de consumo restringido para la mayoría de la pobla
ción, principalmente por su poca presencia en los diferentes mer
cados del país y por su elevado precio. 

El precio para exportación se estuvo elevando durante los años 
observados y resultó muy atractivo vender en este mercado. Conside
rando el periodo de 1996 a 2001, el mejor precio promedio obteni
do por el productor se registró en noviembre de 1999 y ascendió a 
167.40 dólares!flat, y el menor precio, 12.00 dólares/flat, fue pagado 
enjulio de 1996. Durante la temporada 2000-2001 comprendida de 
noviembre a mayo, los precios promedio oscilaron entre 93 .00 y 
21.00 dólares!flat, siendo el precio promedio de 30.11 dólares/flat. 
El precio promedio correspondiente al periodo de 1997 a 2001 fue 
de 30.51 dólares/flat. Esto permite ubicar la enorme variación de los 
precios en este mercado. Además, los productores cuya fruta no reu
nía los requisitos de exportación no tenían trato con las comerciali
zadoras, sino que llevaban directamente su producto a las centrales 
de abasto o a las congeladoras para el mercado nacional. 

En los años más recientes (2002-2006), el precio registrado por 
el Sistema de Información Arancelaria (2007) denota un incremen
to sostenido del precio de exportación, porque registra un prome
dio anual entre ocho y diez dólares/flat, lo que ayudaría a explicar 
el entusiasmo por la producción de la frutilla, tanto por parte del es
tado como de los productores. No obstante, como veremos, en el 
mercado nacional aún hay problemas estructurales sin resolver 
en la producción y comercialización. 

Durante el periodo correspondiente al trabajo de campo, en el 
caso del mercado nacional se calcularon los márgenes de las dos ca
denas que seguía este producto: una referida al producto que se 
comercializaba por la vía de la central de abastos y la otra vía, a 
través de los centros comerciales. Los márgenes eran 3.4 veces ma
yores en la cadena vía centro comercial, y la participación en el pre
cio al productor era mayor en la cadena vía central de abasto. En 
ambos casos, el productor sólo recibía de 21 a 30 por ciento del pre
cio que pagaba el consumidor. 

Los costos de producción en el municipio de Ziracuaretiro eran 
muy diversos. Para el mantenimiento del cultivo se calculó que los 
costos erogados6 oscilaban de 4 776 a 49 933 pesos por hectárea, con 

6 Por costos erogados entendemos los costos monetarios en que incurre 
el productor. 
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GRÁFICA 8 
PRECIO PROMEDIO ANUAL AL PRODUCTOR DE ZARZAMORA 

PARA EXPORTACIÓN 
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FUENTE: Unión de Productores de Frutales e investigación directa. 

una media de 23 354 pesos por héctarea (costos corrientes para 
los años 2000-2002); esto se debía a la heterogeneidad que existía y 
que aún prevalece en la tecnificación, el manejo y la disponibilidad 
de recursos económicos para el cultivo que tenga cada productor, 
así como de la cantidad de mano de obra familiar, de su experien
cia y conocimiento sobre el cultivo. Si bien, tanto en el mercado 
nacional como en el de exportación ha habido un mercado atrac
tivo y una demanda crecientemente sostenida que han estimulado 
la expansión de la producción, aún quedan importantes proble
mas por resolver. En principio, es fundamental que la utilidad del 
productor se incremente de manera significativa y disminuyan los 
márgenes de ganancia que hay en su comercialización. 

Por otro lado, una inquietud generalizada respecto al cultivo de 
frutas es el uso de agroquímicos, por sus posibles efectos sobre la 
salud de los trabajadores agrícolas y de los consumidores. 

En el caso de la zarzamora, no estaba instaurada la ley de inocui
dad alimentaria cuando se realizó el trabajo de campo en los años 
2000-2003, pero en la práctica encontramos que todos los compra
dores de Estados Unidos exigían una certificación de los produc
tos exportados. 

En la actualidad, en México, sólo existe un número reducido de 
organismos reconocidos para expedir esta certificación; para la zona 
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centro del país se cuenta sólo con el Comité Estatal de Sanidad Ve
getal de Guanajuato. 

Las compañías comercializadoras han contratado sus servicios, 
a fin de recibir la asesoría para poder obtener la certificación de sus 
empacadoras y parcelas de cultivo. Han diseñado e implementado 
una serie de normas y lineamientos que deben seguir los produc
tores; están encaminados, principalmente, a cuidar el manejo del 
agua, el estiércol o los desechos biológicos municipales sólidos, la 
higiene de los trabajadores, las condiciones sanitarias de los cam
pos, de las instalaciones y el transporte, así como el rastreo del ori
gen de los productos. Los mismos asesores técnicos de las empresas 
exportadoras saben que hay una gran exigencia en esta normati
vidad que no podrá ser cumplida por la mayoría de los pequeños 
productores de zarzamora, pero, contradictoriamente, su aplicación 
significa protección para trabajadores y consumidores, al mismo 
tiempo que un requerimiento difícil de cumplir para pequeños pro
ductores, que los excluye del mercado exportador o les exige trans
formaciones tecnológicas y prácticas agrícolas severas. Por ejemplo, 
en el Codex Alimentarius existen más de 2 500 límites para residuos 
de pesticidas, pero para el caso de la zarzamora, se consideran los lí
mites establecidos por la Agencia de Protección Ambiental de Es
tados Unidos (EPA), organismo encargado de regular los pesticidas. 
Para tener conocimiento y verificar oportunamente los niveles de 
residuos, los comercializadores se encargan de detectar y cuantifi
car la residualidad de los plaguicidas con el fin de proteger su merca
do. Por ello cuidan de dar asesoría técnica a los productores y les 
indican los productos por usar, las dosis adecuadas, el número de 
aplicaciones y el periodo de aplicación; además supervisan constan
temente los campos de cultivo y, al momento de la cosecha, hacen 
un muestreo para medir la residualidad. 

Así, en Michoacán la fruta de exportación debe ser de color púr
pura a marrón oscuro, sin deformaciones, de consistencia firme, 
sin manchas de granos destruidos ni por fungosis u otras enferme
dades, y de aspecto uniforme. La fruta de calidad nacional puede 
presentar ligeras deformaciones o incorrecciones; su color pue
de no ser tan uniforme y sus dimensiones pueden ser menores y no 
uniformes. 

Los problemas que enfrentan los productores de zarzamora en 
las diferentes regiones de Michoacán se pueden resumir en lo si
guiente: insuficiencia de recursos para producir, discontinuidad 
en la política sectorial hacia el cultivo y un proceso de comercializa
ción dependiente de las empresas comercializadoras y del mercado 
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ESQUEMA 1 
M ÁRGENES DE COMERCIALIZACIÓN DE ZARZAMORA FRESCA 
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estadounidense. Aun cuando se tiene la ventaja de la cercanía, para 
permanecer y ampliar este mercado son necesarias estrategias tec
nológicas, organizativas y de mercado tendientes a mejorar y dife
renciar su producto, a fin de poder competir con otros países como 
Chile y Guatemala, y poder incursionar en el mercado europeo, japo
nés y de Arabia Saudita. Un problema central es la mayor utilidad 
que, tan to en el nivel nacional como internacional, obtienen los in
termediarios. 



POLÍTICA AGRfCOLA E IMPACTOS DIFERENCIADOS 141 

También pueden señalarse la inexistencia de planeación por par
te de los productores y del sector público en relación con la delimi
tación de áreas climáticas y de superficie para establecer el cultivo, 
lo que ha ocasionado que siga expandiéndose y pueda ocasionar 
sobreoferta del producto; inexistencia de líneas de crédito estables y 
altas tasas de interés relativas para inversión, lo que impide el acce
so de recursos baratos a los productores; recursos gubernamentales 
insuficientes y selectivos con ciertas regiones, y falta de continui
dad o poco apoyo para asesoría y capacitación. La mayoría de los 
productores de este cultivo no están organizados de la forma más 
eficiente y rentable. Entre los problemas principales en tomo a este 
aspecto se observan la guerra por el poder y la desconfianza entre 
productores. En la mayoría de las regiones productoras de esta fru
tilla no se cuenta con la infraestructura adecuada que asegure el 
manejo eficaz del producto y conserve la calidad que exige el mer
cado internacional. 

La política sectorial ha jugado un papel importante en el estable
cimiento de este cultivo en el estado, apoyando la plantación de 470 
hectáreas mediante el programa Cultivos Estratégicos de Alianza 
para el Campo, entre otros. No obstante, no ha favorecido el desarro
llo regional porque ha sido parcial y está dirigida a grupos reducidos 
de productores que cuentan con mayores recursos económicos. 

REFLEXIONES FINALES 

Los tres casos descritos permiten reconocer que los efectos de la 
apertura comercial han sido diferenciados según el tipo de produc
tor, las condiciones básicas de la región y el producto. Mientras 
que en regiones con dificultades para la intensificación producti
va, orientada a granos básicos, los efectos han sido negativos y muy 
severos para la mayoría de los productores, en otras regiones con 
mejores condiciones agroclimáticas y materiales, los productores 
con capacidad económica suficiente han podido aprovechar algu
nas ventajas de la apertura. 

En los casos que analizamos, los productores de lenteja de la 
Ciénega de Zacapu, Michoacán, y los productores de maíz de la me
seta purépecha, también en Michoacán, fueron muy afectados por 
una apertura comercial unilateral que ocasionó la invasión de los 
mercados nacionales con granos importados y la depresión de pre
cios reales que dañó fuertemente su ya baja rentabilidad econó
mica, al punto que grandes cantidades de estos productores se han 
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visto obligados a migrar hacia Estados Unidos. En el caso de los 
productores de zarzamora en Ziracuaretiro, Michoacán, fueron en 
alguna medida beneficiados por apoyos públicos, si bien aún tie
nen numerosas restricciones y condiciones de producción y de 
mercado, que los colocan en una situación insuficientemente favo
rable. 

La política pública ha jugado un papel central porque, en el pri
mer caso, ha abandonado prácticamente a los productores a su suer
te o en casos muy específicos ha brindado un soporte marginal, y en 
el segundo, ha generado estímulos y apoyos importantes para ex
pandir el esquema agroexportador, bajo un esquema de inserción 
en el sistema agroalimentario internacional, que somete a un pa
pel desfavorable en general, a los pequeños y medianos agriculto
res nacionales. 

Aun en el caso de las frutillas , existe una serie de fuertes restric
ciones económicas, de mercado, técnicas y organizativas, que limi
tan los beneficios obtenidos a sectores reducidos de los productores 
rurales de nuestro país. No es posible centrar el desarrollo agríco
la nacional en esta segunda vía. Es necesario repensar un esquema 
que incluya necesariamente a los diferentes tipos de productores y 
regiones, en particular a la producción agrícola campesina, no sólo 
para cumplir objetivos de justicia social y equidad, sino por la via
bilidad económica futura del país y la estrictamente necesaria redefi
nición de una estrategia alimentaria mucho menos dependiente y 
vulnerable. 

No es cierto que el proceso de globalización y el modelo de desa
rrollo liberal impliquen por necesidad el retiro estatal y la autorre
gulación de los mercados. La intervención pública clara, estratégica 
y cogestionaria en el caso de la producción y comercialización agrí
cola de los otros países firmantes del TLC, lo muestra. ¿Por qué en
tonces seguir en México dogmáticamente las recetas de libro de 
texto, en lugar de incidir con políticas públicas amplias, decididas 
e intensas, congruentes con los requerimientos actuales, que pro
muevan el desarrollo regional, diversificado, integrador e incluyen
te? A un paso de la liberalización total, a partir del quinceavo año 
del apartado agrícola del TLC, no se ha empleado el amplio mar
gen de maniobra para la intervención estatal en cogestión con los 
productores agrícolas y campesinos de la regiones; en su lugar se 
continúa abonando en vías parciales e inequitativas de política pú
blica sectorial, que profundiza la vulnerabilidad y dependencia de 
la agricultura y la alimentación nacional. ¿Hasta cuándo?, ¿hasta 
dónde? 
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ESCASEZ DE AGUA, DESASTRES, VULNERABILIDAD 
SOCIAL Y DESARROLLO REGIONAL EN TLAXCALA 

Úrsula Oswald Spring* 

RESUMEN 

El presente trabajo analiza en primer lugar la escasez y contami
nación del agua en México y, en particular, en Tlaxcala. En la se
gunda parte explora las afectaciones de las regiones y los grupos 
sociales sujetos al cambio climático. En la tercera sección revisa 
la vulnerabilidad social de campesinos, indígenas, mujeres y ni
ños, que puede llevarlos a un dilema de supervivencia: quedarse 
y morir por desastres, violencia, hambre y sed, o emigrar y luchar 
en el nuevo lugar para obtener una vivienda, alimentos, trabajo 
y calidad de vida (Brauch, 2003, 2008). En la cuarta parte se ex
plora el potencial de un desarrollo rural regional sustentable en 
Tlaxcala, cuyo centro del análisis está en el manejo del agua en re
lación con los más vulnerables. Ante la agudización de la crisis 
ambiental, reforzada por una crisis socioeconómica, se hacen al
gunas propuestas en las conclusiones que permitirían mitigar los 
efectos más negativos y que pudieran reforzar a la economía cam
pesina, mediante un manejo sustentable e integral del agua en un 
marco de economía regional rural. 

Palabras clave: escasez, contaminación, agua, región, vulnerabi
lidad campesina. 

EL AGUA Y SUS REGIONES: ESCASEZ, CONTAMINACIÓN 

Y MANEJO SUSTENTABLE 

El agua representa la matriz cultural de cualquier civilización. Des
de la primera revolución agrícola, los pueblos se han establecido al 

* Investigadora del Centro Regional de Investigaciones Multidisciplina
rias de la UNAM y El Colegio de Tlaxcala. Correo electrónico: <uoswald@ser
vidor.unam.mx>. 
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lado de abundantes cuerpos y corrientes de agua. Todas las antiguas 
civilizaciones dependían de agua de riego para garantizar los alimen
tos a sus poblaciones (egipcia, maya, mesopotámica, hindú, china) 
y desarrollaron complejos sistemas de riego y de captura de agua plu
vial. No es casualidad que los seres humanos han deificado este ele
mento vital. En la mayoría de las cosmovisiones y mitos aparece el 
agua como elemento femenino, representando la fertilidad, la repro
ducción y el bienestar (Eliade, 1965). Hay otros mitos que narran 
también la furia del agua. En diversas tradiciones el diluvio se re
laciona con el castigo de los dioses por el mal comportamiento de 
los seres humanos. Esta dualidad -vida y destrucción- se expresa 
también en las representaciones simbólicas, donde junto con la dei
dad femenina que permite sembrar los alimentos, se puso un dios mas
culino que expresa la furia y la venganza, y es capaz de extem1inar 
a la especie humana. No obstante, en la mayoría de las mitologías 
existe siempre una pareja pura que salva el futuro de los seres hu
manos y de la biodiversidad (véase el ejemplo del Arca de Noé). 

La sociedad mexicana, y particularmente la rural, ha estableci
do esta relación dialéctica con el agua: cada ciclón lleva destruc
ción, pem llena también presas y acuíferos con el vital líquido. El 
promedio de precipitación en el país es de una enorme variabilidad 
estacional y regional. Mientras que en el desierto de Altar las lluvias 
son casi nulas y en las zonas áridas no llegan a los 100 mm por año, 
las serranías de Chiapas cuentan con 7 000 mm por año y más. Por 
lo mismo, nuestro país dispone de una enorme biodiversidad y de 
casi todos los ecosistemas del planeta. Ello implica también múl
tiples problemas de manejo del agua. No sólo su capital se localiza 
a 2 200 metros de altura, en una cuenca endorreica y sobre un lago 
desecado, sino que la distribución de la precipitación se concentra 
espacial y temporalmente: durante la época de lluvia de junio a sep
tiembre y regionalmente, en el sureste; 84 por ciento de la superficie 
pertenece a ecosistemas áridos y semiáridos, recibe 28 por ciento de 
precipitación, cuenta con 77 por ciento de población, produce 84 por 
ciento del PIB y dispone de 92 por ciento de las tierras irrigadas. En 
cambio, el sureste recibe 78 por ciento de precipitación, cuenta con 
23 por ciento de población y dispone sólo de 8 por ciento de tierras 
irrigadas (CNA, 2002; CNA/Semamat, 2002). En esta área existen la 
pobreza extrema y los rezagos sociales históricos entre los pueblos 
indígenas, bajos niveles educativos, altas tasas de fecundidad, débil 
desarrollo tecnológico, altas tasas de emigración y un modelo de pro
ducción agropecuaria basada en la subsistencia (Bennhold-Thomsen 
y Mies, 1999; Bartra, 2003). 
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En cuanto al uso del agua, el sector agropecuario emplea en Mé
xico entre 78 y 82 por ciento del agua mediante riego superficial, 
casi siempre sin incorporación de tecnologías de ahorro. No obstan
te, el sector primario genera sólo entre 5 y 7 por ciento del PIE. Estos 
datos muestran profundos desequilibrios y potenciales conflic
tos, pero indican también que se trata de un país en desarrollo. Com
parativamente hablando, en el mundo 70 por ciento del agua se 
usa en promedio en la agricultura; en países con desarrollo medio 
y bajo, 82 por ciento, y en los desarrollados, 30 por ciento. En cam
bio, el uso industrial en el mundo es, en promedio, de 22 por ciento: 
10 por ciento en naciones pobres y medias y 59 por ciento en in
dustrializados. En cuanto al uso doméstico, 8 por ciento del agua 
mundial se emplea en consumo personal: 8 por ciento en países de 
medianos y bajos ingresos, 11 por ciento en aquellos de elevados 
ingresos (Banco Mundial, 2004). 

Esta distribución en el uso del agua tiene severas implicaciones 
en la contaminación, porque la industria la contamina a veces en 
más de 1 O mil veces en comparación con el uso doméstico. Por lo 
mismo, los países desarrollados han obligado a las industrias asa
near sus aguas residuales antes de verterlas a los cauces de ríos o 
pantanos, mientras que la industrialización trunca en las naciones 
del sur ha aumentado aún más la contaminación del vital líquido. 
Este mal uso del recurso se presenta en toda América Latina, pero 
también en México (Biswas, 2005). La falta de planeación en el me
diano plazo está generando una crisis de grandes dimensiones, que 
puede afectar la calidad de vida de los que menos tienen, ya que no 
sólo reduce la disponibilidad del agua, sino que contamina un vital 
recurso para el desarrollo futuro. 

SISTEMA HIDROLÓGICO EN TLAXCALA 

El estudio empírico analiza el manejo de agua en el estado de Tlax
cala. Se escogió esta zona porque presenta múltiples problemas 
relacionados con el agua. Se trata de una zona semiárida, expues
ta a múltiples desastres, con cierta densidad poblacional desde los 
tiempos prehispánicos y ambientalmente muy degradada por la co
lonización española. La zona de estudio cuenta con una accidenta
da orografía y pertenece a dos regiones hidrológicas: la del Balsas 
y la del Valle de México. Hidrológicamente, aporta escurrimientos 
superficiales a cuatro cuencas (véase la tabla 1). Los dos ríos más im
portantes, el Zahuapan y el Atoyac, reciben múltiples arroyos, ríos 
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TABLA 1 
ESCORRENTÍA SUPERFICIAL EN TLAXCALA 

Porcentaje 
Nombre cuenca Cuenca 

de superficie estatal 

Valle de México Río Moctezuma 19 

Balsas Río Atoyac, Zahuapan 52 

Tuxpan Nautla Tecolutla 4 

Libres Oriental Río Guadalupe 25 

FUENTE: INEGI, Carta hidrológica de aguas superficiales, 1: 1 000 000. 

secundarios y manantiales, mucho de ellos intermitentes, y termi
nan en la presa de Valsequillo, en Puebla. 

Los procesos urbano-industriales y agropecuarios de Tlaxcala 
han transformado profundamente la dinámica del manejo del agua 
y, en particular, de los cuatro acuíferos (véase la tabla 2). La recar
ga natural de 165.3 millones de metros cúbicos (mmc) se comple
menta con una recarga inducida de 25.6 mmc, lo que permite una 
recarga total de 191 mmc. El escurrimiento superficial virgen es de 
aproximadamente 346 mmc al año. Los usos agropecuarios, domés
ticos, industriales y de servicios demandan anualmente 255.5 mmc, 
70 por ciento del agua proviene de los acuíferos, lo que compromé
te 93.4 por ciento de la recarga subterránea (CNA, 2004). 

TABLA 2 
ACUÍFEROS EN EL ESTADO DE TLAXCALA 

Nombre del 
Porcentaje 

acu(fero 
Recarga de superficie Vulnerabilidad 

estatal 

Sierra Tlaxco, La 
Alta por buena 

Atoyac-Zahuapan 
Malinche, Sierra Nevada 

52 permeabilidad y 
transmisibilidad 
Media a baja 

Soltepec Iztaccíhuatl, Sierra Tlaxco 19 permeabilidad y 
transmisibilidad 

Sierra Las Ánimas, La 
Media: buena 

Huamantla Malinche, inicio sierra del 25 permeabilidad y 
transmisibilidad 

Pico de Orizaba 
media 
Baja; permeabilidad 

Emiliano Zapata Sierra La Caldera y Tlaxco 4 y transmisibilidad 
de media a baia 

FUENTE: INEGI, Carta hidrológica de aguas superficiales, 1:1000000. 
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La sobreexplotación de tres de los cuatro acuíferos obligó a las 
autoridades federales a declarar vedas desde 1954 para nuevas ex
plotaciones, y en el curso de la historia se vieron necesitados a efec
tuar varias ampliaciones. No obstante, se estima que en la actualidad 
hay un abatimiento en los niveles piezométricos entre 20 y 50 cm 
por año en los acuíferos de Atoyac-Zahuapan y Huamantla, pero hay 
zonas donde los descensos rebasan el metro, como en el valle de Hua
mantla y en la ciudad de Tlaxcala (CNA, 2000). Aunque el acuífero 
de Emiliano Zapata muestra disponibilidad, su topografía vuelve 
incosteable la perforación y explotación de pozos. 

SUELOS Y PRODUCCIÓN AGROPECUARIA EN TLAXCALA 

La fisiografía del estado de Tlaxcala es accidentada y es reflejo de 
múltiples erupciones volcánicas que dieron a la zona una caracte
rística muy particular. La región pertenece al Eje Neovolcánico y 
a la subprovincia de Lagos y Volcanes del Anáhuac: 23.4 por cien
to de la entidad está constituida por sierras, 7 .8 por ciento por lome
ríos, 0.4 por ciento por lomeríos con cañadas, 0.06 por ciento por 
mesetas, 9 por ciento por mesetas con lomeríos; hay 16.8 por cien
to de mesetas con cañadas y sólo 42.5 por ciento de llanuras con 
lomeríos. Esta fisiografía condiciona el clima, la fragilidad de los 
suelos a la erosión y procesos agropecuarios con bajos rendimien
tos y altos costos de insumos. 

Las condiciones naturales predeterminaron los procesos prima
rios y su organización social. Tlaxcala cuenta con un sector nutrido 
de campesinos y pequeños productores, a pesar de las condiciones 
ambientales desfavorables para la agricultura y la ganadería. És
tas se ven agravadas por las restricciones financieras y la falta de 
apoyo técnico gubernamental. El éxito de las actividades primarias 
depende, en gran parte, de la disponibilidad del agua, sea rodada 
o extraída de los acuíferos; es necesaria para compensar las condi
ciones climáticas adversas y para regar las tierras aptas durante la 
época de estiaje (véase la tabla 3). La agricultura y la ganadería han 
permitido durante cientos de años el sostén de la población y, pau
latinamente, los cultivos han evolucionado en forma regional para 
garantizar el abasto a una población en crecimiento. Sin embargo, 
la situación se ha deteriorado en los últimos años y la política de 
Tlaxcala ha fomentado el sector servicios y el desarrollo industrial 
mediante grandes parques. Ante nuevos peligros relacionados con 
el cambio climático, la vocación fundamental del uso de suelo es sil-
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vícola y Tlaxcala tendrá que tomar en serio la reforestación masi
va de sus tierras, acompañada por un ordenamiento territorial y 
urbano de acuerdo con sus condiciones naturales. 

TABLA 3 
ESPECIES MÁS PRODUCIDAS EN TLAXCALA 

Tipo de 
Producción Nombre científico Utilidad 

ecosistema 
Maíz Zea mays Alimento 

Agricultura Frijol Phaseolus vulgaris Alimento 
84% superficie Cebada Hordeum vulgare Industrial 

estatal Trigo Triticum aestivum Alimento 
Papa Solanum tuberosum Alimento 

Pastizal 
Zacate banderita Bouteloua hirsuta Forraje 

2.6% superficie 
estatal 

Zacate navajita Bouteloua gracilis Forraje 

Bosque 
Ocote Pinus teocote Madera 

Sabino Juniperus deppeana Madera 
13 % superficie 

Oyamel Abies religiosa Madera 
estatal 

Encino Quercus laurina Madera 

Otros 
0.3% superficie Diversos 

estatal 

FUENTE: INEGI, Carta de uso del suelo y vegetación, 1 :250 000 (sólo se enun
cian las especies más importantes que se producen en la entidad). 

CAMBIO CLIMÁTICO Y DESASTRES NATURALES EN MÉXICO 

México está fuertemente expuesto a efectos del calentamiento glo
bal. De acuerdo con el Panel Intergubemamental sobre Cambio 
Climático (IPCC, por sus siglas en inglés) (2001y2007), México esta
rá expuesto a mayores sequías y por lo mismo de 58 a 65 por cien
to del área de producción de maíz se podría perder (Hemández y 
Valdez, 2004 ). Por los más de 11 122 kilómetros de costas amenaza
das por la elevación del nivel de mar, éstas tienden a erosionarse, 
por lo que van a perder áreas altamente productivas de relleno alu
vial por salinidad. Esto afectaría los acuíferos que pudieran también 
salinizarse ante cambios en los flujos y equilibrios subterráneos e in
trusión de agua salina del mar al agua subterránea. Las tempera
turas se pueden tomar más extremosas (mayor calor y más frío) y la 
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mayor masa de mar aumentaría la probabilidad de un mayor núme
ro de ciclones, los cuales se tomarán más intensos por mayor masa 
de agua y más altas temperaturas. Los datos de las tablas 4 y 5 mues
tran los desastres más importantes y los daños causados en México 
durante el siglo pasado y éste. La mayoría de los eventos están rela
cionados con fenómenos hidro-meteorológicos (huracanes, inun
daciones, sequía) y la tendencia va en claro aumento, ya que en los 
últimos cinco años se han presentado cuatro de los diez más desas
trosos eventos. Al revisar los bancos de datos, entre 1929 a 2006, 
de los eventos catastróficos relevantes, 79.4 por ciento estaban rela
cionados con problemas hidro-meteorológicos que afectaron a 74.2 
por ciento de las personas y causaron 76.2 por ciento de los daños 
(EM-DAT, 10 de septiembre de 2007). 

Las condiciones orográficas propias del país aumentan la vulne
rabilidad de la población. Existen volcanes altos, algunos activos 
(como el Popocatépetl y el de Colima); sierras madres abruptas con 
deslizamientos de terraplenes; temblores, terremotos y tsunamis; 
ciclones e inundaciones; sequías y desertificación; vientos y tolva
neras; temperaturas extremas (calor y frío) y otras calamidades natu
rales, industriales y socioeconómicas. Ante esta multiplicidad de 
riesgos (Beck, 1998, 2001), México tiene que preparar a su pobla
ción para enfrentar los desastres potenciales. La Secretaría de Go
bernación (Cenapred, 2003) estima que por las largas costas, los 

TABLA 4 
TIPO DE DESASTRE, FECHA Y NÚMERO DE PERSONAS AFECTADAS 

Tzpo de desastre Fecha 
Número de 

personas afectadas 

Terremoto 19 de septiembre de 1985 2 130 204 

Huracán Stan 1 de octubre de 2005 1 954 571 

Huracán Wilma 19 de octubre de 2005 1000000 

Huracán Paulina 7 de octubre de 1997 800 200 

Inundación 12 de septiembre de 1999 616 060 

Huracán lsidore 20 de septiembre de 2002 500 030 
Huracán Dolores 15 de julio de 1976 300 000 

Huracán 1 de octubre de 1976 276 400 

Huracán Agosto de 1967 271 000 

Huracán Diciembre de 1983 257 500 

FUENTE: EM-DAT: The OFDAICRED lnternational Disaster Database, www.em
dat.net. 
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TABLA 5 
TIPO DE DESASTRE, FECHA Y DAÑOS MATERIALES 

Tipo de desastre Fecha Daños en USD (000) 
Huracán Wilma 19 de octubre de 2005 5 000 000 
Terremoto en la ciudad 19 de septiembre 4 104 000 de México de 1985 
Huracán Stan 1 de octubre de 2005 2 500 000 
Huracán Pert 22 de junio 1993 1 670 000 
Sequía Mayo de 1996 1200000 

Huracán lsidore 20 de septiembre 640 000 de 2002 
Inundación 3 de septiembre de 1998 602 700 

Inundación 
12 de septiembre 

451 300 de 1999 
Huracán Pauline 7 de octubre de 1997 447 800 

Huracán Juliette 24 de septiembre 400 000 de 2001 

FuENTE: EM-DAT: The OFDA!CRED lnternational Disaster Database, www.em
dat.net. 

volcanes arriba de cinco mil metros y un desierto que presiona des
de el norte del territorio, 36 por ciento de la población nacional está 
severamente expuesta a desastres naturales, otro 22 por ciento mode
radamente y menos de un tercio cuenta con muy bajos riesgos. 

En el Informe de México al Panel lntergubemamental sobre el 
Cambio Climático previene que nuestro país tendrá temperaturas pro
medio arriba del calentamiento global promedio y, por lo mismo, un 
cambio severo en las precipitaciones en las áreas áridas y semiári
das del país, que abarcan cerca de 82 por ciento del territorio, mien
tras que en el trópico húmedo el decrecimiento será menor. 

En las áreas áridas y semiáridas se pronostica una intensifica
ción de las temperaturas, con la consecuente alteración del régimen 
pluvial, lo que trae aparejado un proceso de sequía prolongada y de 
desertificación, aunque los criterios de definición y las bases de da
tos son inconsistentes 1 y heterogéneos por falta de monitoreo siste
mático. Semarnat (1999) define 47.5 por ciento del territorio como 
árido. En relación con los efectos de la desertificación, Estrada y 
Ortiz (1982) estipulan una erosión hídrica en 99.83 por ciento en 

1 Según Dregne y Chou (1992) de 66.27 por ciento. 
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grados diversos; la Conaza ( 1993) determina en más de 97 por cien
to del país algún grado de degradación, y Dregne y Chou (1992) 
evalúan que 55.65 por ciento de las tierras muestra deterioro de mo
derado a extremo. 

Al revisar el proceso a lo largo de los últimos 60 años (véase el ma
pa 1), se puede observar un incremento creciente en áreas áridas 
y semiáridas, aunque el cambio climático (ce) pudiera tornar toda
vía más extremas las condiciones climáticas en la mayor parte del 
país.2 De acuerdo con pronósticos medios, 39.4 por ciento de la su
perficie nacional sufriría incrementos en la severidad de la sequía 
y menos sequía se encontrará sólo en 4.5 por ciento del territorio 
(Hernández y Valdez, 2004 ). De acuerdo con el Instituto Nacional de 
Ecología (INE) , el ce incidiría en un aumento de la sequía fuerte en 
13.9 por ciento, abarcando la totalidad del oeste, centro y sur del 
país; Ja severa se incrementará 5.6 por ciento en el norte del país 
hasta el paralelo 24, y la muy fuerte aumentará cinco por ciento en 
regiones áridas. Al comparar el escenario actual con el futuro, la 
severidad leve se transformará en fuerte; y la sequía fuerte en muy 
fuerte en 78.8 por ciento. Las áreas más afectadas serán el centro 
y el sur del país, la mitad oriental y Yucatán con un área total de 
36.4 por ciento (Hernández y Valdez, 2004). 

La desertificación y la erosión hídrica, agravadas por la eólica 
son procesos que se condicionan mutuamente (véase el mapa 2). 
Además de agudizarse como resultado del ce, se refuerzan por la 
urbanización, la deforestación y el cambio en el uso de suelo fores
tal a ganadero, agrícola y urbano-industrial. Como consecuencia 
se están reduciendo los rendimientos de maíz y frijol, y múltiples 
áreas de temporal se están abandonando por temporales erráticos y 
falta de agua subterránea de riego. Un efecto adicional es la salini
zación de estas tierras y su mayor erosión, en las que la degradación 
severa de tierras altas ya abarca 48.05 por ciento y la moderada 
48.93 por ciento, acompañada por abatimiento de acuíferos por 

2 Se estima: 1. Sequía moderada en la mayor parte de Tabasco, sur de 
Campeche, al extremo oriente del Balsas (Tlaxcala, Puebla), un tercio del 
Bajío y al norte de Oaxaca. 2 . Sequía severa en el noreste y norte de México 
hasta Guanajuato, centro-norte de Sonora, parte oriente del Bajío, Baja Ca
lifornia Sur, la costa oaxaqueña y la costa noreste de Yucatán. 3. Sequía con 
severidad fuerte estará presente en 24.4 por ciento del territorio desde la mi
tad sur del país hasta el norte de Sinaloa. 4. Severidad muy fuerte a lo largo 
de la Sierra Madre Occidental, la costa de Oaxaca, de Guerrero y de Mi
choacán, Campeche y Yucatán. 5. Extremadamente severa en la península 
de Baja California y el noroeste de Sonora. 
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Afectación 
•Severa 
O Regular 
• No afectó 

Afectación 
e Severa 
O Regular 
e No afectó 

MAPA 1 
INCREMENTO DE LA SEQUÍA: 1948-1996 

1948-1964 

1970-1978 

Afectación 
• Severa 
O Regular 
• No afectó 

Afectación 
• Severa 
O Regular 
• No afectó 

1960-1964 

1993-1996 

FUENTE: Cena pred (2005), Sequ ías. Serie fascículos, Centro Nacional de Prevención de 
Desastres, México, D.F. 

MAPA2 

EROSIÓN DE LOS SUELOS 

Simbologfa 
O Sin problemas de erosión 
O Grado intermedio de deterioro 

del suelo 
• Deterioro grave del recurso suelo 
e Deterioro alarmante del recurso suelo 

FUENTE: Cenapred (2005), Sequías. Serie fascículos, Centro Nacional de Prevención de 
Desastres, México, D. F. 
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sobreexplotación (Oswald y Hernández, 2005). El ce incide, ade
más, en el patrón epidemiológico al ampliar las áreas de afectación 
por paludismo y dengue, además de otras enfermedades gastroin
testinales relacionadas con la sobreexplotación y contaminación 
del agua. 

Cerca de 82 por ciento de todos los desastres mundiales están re
lacionados con el agua y las fluctuaciones en lluvias por el ce impli
can alta vulnerabilidad ante sequías e inundaciones. Ambos tipos 
de desastres naturales muestran una tendencia hacia el aumento por 
la intensidad de El Niño-La Niña (Magaña, 2004:212), lo que signi
fica cambios en el patrón de lluvia-escorrentía y humedad del suelo 
y evaporación, una canícula o sequía interestival más intensa (Taboa
da, 2003) y heladas tempranas, lo que destruiría cultivos y afec
taría la seguridad de alimentos. 

De acuerdo con datos internacionales, los años recientes mues
tran un aumento en los desastres y mayor afectación, que se refleja 
en los daños causados y en el consecuente impacto económico. La 
temporada de huracanes en 2005 trajo tres meteoros mayores: Stan, 
Wilma y Rita. Stan afectó directamente cinco estados y causó 98 
muertes. Tlaxcala estuvo incluido entre dichos estados, donde hubo 
inundaciones y deslizamientos de tierras. Sus lluvias torrenciales 
causaron daños por 21 .1 mil millones de pesos con daños severos 
en Chiapas, donde hubo 86 muertes y después de un mes todavía 
había más de 30 personas desaparecidas (García et al., 2006), pero 
los efectos llegaron hasta Hidalgo, Tlaxcala y Puebla. 

DILEMA DE SUPERVIVENCIA DE GRUPOS VULNERABLES: 

CAMPESINOS E INDÍGENAS 

Los procesos de calentamiento global generan estrés ambiental y 
riesgos nunca antes conocidos, que pueden afectar a personas, co
munidades, regiones y _países enteros, y pueden llevar a la población 
a crisis socioeconómicas y ambientales hasta ahora desconocidas, 
ya que los desastres naturales se combinan con conflictos violentos 
por la apropiación de recursos crecientemente más escasos (Ho
mer-Dixon y Blitt, 1999). La agudización de las condiciones mate
riales enfrenta a la población a un dilema de supervivencia, en el 
que frente a una posible muerte no hay otra salida que emigrar, in
dependientemente de los costos socioambientales y las pérdidas del 
patrimonio. 
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ESQUEMA 1 
DILEMA DE SUPERVIVENCIA ANTE DESASTRES 

..,.1111----1~~ Conllictos 

Calentamiento global y estrés ambiental pro
ducen riesgos, peligros, migración y conflic
tos que afectan a personas y comunidades. 

Se genera un "dHema de supervivencia" para 
los altamente vulnerables como mujeres, ni
ños y ancianos: 

• Quedarse con hambre y morir. 
• Migrar y enfrentarse por agua, tierras y 

alimentos. 
• Organizarse políticamente y luchar por 

prevención y recuperación . 
• Capacitarse y adquirir resiliencia social . 

Migrar hacia zonas menos destruidas puede significar el desarro
llo de conflictos con los habitantes que defienden sus tierras, su agua 
y sus alimentos ante los inmigrantes. Los procesos de xenofobia en 
diferentes partes del mundo y del país son indicadores de cómo este 
proceso se pudiera tornar inmanejable, sobre todo cuando las mi
graciones involucran a millones de personas y los recursos en los 
lugares de inmigración son pocos y crecientemente escasos. Ante 
este tipo de eventos catastróficos es importante prevenirse y tener re
cursos para remediar y recuperar lo perdido, con el fin de no caer 
en situaciones de emergencia y de conflictos generalizados. Esto sig
nifica que el gobierno, en sus tres niveles (municipal, estatal y nacio
nal), debe tener conciencia de la importancia del manejo sustentable 
de los recursos naturales, estableciendo cuentas ambientales que 
respondan a la realidad. Ya no se puede priorizar la tasa de creci
miento económico y la reducción de la inflación, sin pensar en una 
política agropecuaria integral, que incluya los servicios ambienta
les, el manejo integral del agua y de los suelos, el control de los con
taminantes agropecuarios y la prevención de los desastres. 

CRISIS AGROPECUARIA Y SOCIOAMBIENTAL: 

¿EXISTE UN DESARROLLO RURAL REGIONAL? 

Urbanización, industrias, crecimiento poblacional y agricultura 
de riego han provocado en México severos procesos de deterioro y 
abatimiento de agua. El vital líquido es indispensable en la super
vivencia humana y los procesos productivos. Aunado a una política 
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antiagrarista, en la que se drenaron a partir de los años cincuenta 
los recursos acumulados en el campo hacia el desarrollo urbano
industrial, ahora el país enfrenta una crisis severa de alimenta
ción. Este proceso se ve agravado por los efectos de los procesos 
de globalización (Kaplan, 2003). El agro ha sido particularmente 
afectado por los acuerdos negociados en el Tratado de Libre Comer
cio de América del Norte (TLCAN). Los datos acerca de la pobreza 
arrojan que entre 58 y 78 por ciento de los mexicanos viven debajo 
de la línea que cubre sus necesidades y la pobreza rural es arriba de 
80 por ciento (Sedesol, 2002; Boltvinik, 2007). El maíz perdió, por 
igualarse a los precios internacionales subsidiados y artificialmen
te bajos, entre 1985 y 1999, 64 por ciento de su valor; el frijol 46 por 
ciento, mientras que la canasta básica aumentó en el mismo perio
do 257 por ciento. Esto resulta de subsidios a la agricultura en los 
países industrializados, lo que significa competencia desleal des
de la producción, agravada por otros subsidios ocultos en cose
chas, transportación, comercialización, investigación y exportación 
(Bartra, 2003). A raíz de la entrada en vigor del TLCAN en 1994, la si
tuación del campo se ha agravado, por lo que todas las corrientes 
político-ideológicas y los movimientos campesinos se han unido en 
un proceso de oposición, bajo el lema "El campo no aguanta más". 

Las repercusiones del TLCAN3 en el campo mexicano se pueden 
sintetizar en: 

• 1 780 000 campesinos emigraron en 1 O años, básicamente 
hacia Estados Unidos. 

• Dos de tres campesinos viven debajo de la línea de pobreza. 
• Las ventas y ganancias de las grandes empresas agroalimen

tarias se consolidaron: 
- Bimbo: 3.3 mil millones de dólares (mmd). 
- Pulse y Savia: 1.2 mmd. 

3 Pareciera que la recuperación económica en Estados Unidos tuvo una 
repercusión positiva en los empleos en la frontera norte, donde se locali
za 80 por ciento de las plantas maquiladoras mexicanas. Mostraron una 
tasa de crecimiento de 7 .1 por ciento y generaron en marzo de 2005 alrede
dor de 1.2 millones de empleos, sin alcanzar la cifra máxima en 2000 de 1.3 
millones de empleos. Espectaculares son los crecimientos en la industria 
química con tasas de 27.6 por ciento, maquinaria de 17.5 por ciento, fabri
cación de muebles de 5.5 por ciento. La electrónica registró un crecimiento 
de 5.3 por ciento, la transportación de 4. 7 por ciento y los textiles de 3.2 por 
ciento. En conjunto, estas tres ramas ofrecen 71 por ciento de los empleos 
en la maquila (Reporte de la Reserva Federal de Estados Unidos, 2005) . 
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- Maseca: 1.221 mmd (14 mt y 50 por ciento más ganan
cias). 

- Bachoco: 1 mmd. 
• La pérdida de la soberanía alimentaria por la importación 

indiscriminada de granos mostró un aumento de: 
- 2.5 a 6.148 millones de toneladas (mt) de maíz. 
- 8.7 a 18.7 mt en todos los granos básicos. 
- En 2003 se importó 95 por ciento de soya, 58.6 por cien-

to de arroz, 49 por ciento de trigo, 25 por ciento de maíz 
y 40 por ciento de carne 

• El gasto por alimentos importados ascendió a 78 mil millo
nes de dólares (Banco de México, 2000-2006, e INEGI, 2004), 
invertido en fomento agropecuario hubiera resuelto la cri
sis agraria, creado empresas y estabilizado el mercado la
boral dentro del país. 

El Banco Nacional de México (Banamex, 2005) publicó un estu
dio en el que informa que el campo perdió, en 2004, 38 por ciento 
de los empleos disponibles, lo que ha agudizado la migración del 
campo a la ciudad. Por la frontera, cada vez más vigilada y militari
zada, han aumentado las muertes por los cruces peligrosos a través 
del desierto de Arizona. Con todo el rechazo estadounidense a la mi
gración, la recuperación económica de este país requiere de fuerza 
de trabajo adicional. Por lo mismo se "tolera" la inmigración ilegal 
como mal menor, a la vez que el gobierno mexicano es incapaz de 
generar empleos dignamente remunerados. 4 Las remesas ascendie
ron en 2004 a más de 14 mil millones de dólares (INEGI, 2005) y de 
acuerdo con el BID (2005) a 16.613; como llegan a regiones de alta 
marginación, ayudaron a mitigar la pobreza rural. Tlaxcala depen
de crecientemente de estos ingresos foráneos para paliar la pobre
za en las zonas más marginales (Oswald y Hernández, 2005). 

4 Según la Encuesta Nacional de Empleo (último trimestre de 2004), 63.5 
por ciento de la población ocupada, o sea, 26.7 millones de trabajadores, 
no cuentan con prestaciones laborales. Esta cifra aumentó en 2. 749 millones 
comparada con la misma fecha del año anterior. Al menos 31 por ciento 
de la PEA, 10.787 laboraron en el empleo informal en el último trimestre de 
2003, cifra que se incrementó a 11.2 millones de personas en 2004. Las au
toridades reconocen que tres de cuatro empleos generados durante el gobier
no de Fox corresponden al sector informal (INEGI, 2005) . Al mismo tiempo, 
el número de contratos colectivos de trabajo, herramienta sindical para 
mejorar las condiciones de empleo e ingresos, se redujeron de 5 171 en 2000 
a 2 364 a mediados de 2004. 
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A pesar de estos apoyos familiares y programas gubernamenta
les de combate a la pobreza, los niños mexicanos rnrales e indígenas 
son los más vulnerables ante este sistema injusto: 27.2 por ciento 
de menores de cinco años sufre anemia y la mitad entre 1 O y 22 años 
también la tiene; 18 por ciento de niños muestra talla baja a causa 
de la desnutrición crónica y hay tres veces más niños rnrales con 
talla baja, comparada con los urbanos. Más de la mitad de los prees
colares tiene, según los análisis, deficiencia de hierro, y el azúcar 
industrializado es el tercer alimento entre niños de 5 al 1 años, lo 
que genera riesgos de diabetes y obesidad entre los más pequeños. 
Por eso, 5.4 por ciento de los niños presenta sobrepeso y 18.8 por 
ciento de jóvenes mayores de cinco años, 23.5 por ciento de niños 
urbanos tiene sobrepeso, comparado con 11.2 por ciento en el me
dio rural y México es uno de los países de mayor incidencia en dia
betes infantil (INNSZ, 2005; Chávez et al., 2007). 

Finalmente, las zonas más desarrolladas del centro del país y de 
la frontera norte están expuestas a peligros por accidentes indus
triales (San Juanico, Córdoba). Contaminantes industriales y acci
dentes de descargas involuntarias o de descuido pueden afectar los 
acuíferos y contaminar el agua destinada a la vida humana y pro
ductiva. En Tlaxcala, por su intenso desarrollo industrial, las fábri
cas son altamente contaminantes y no sólo arrojan altos niveles de 
tóxicos a sus ríos más importantes (Saldaña, 2002), sino que afec
tan también a sus acuíferos. Todo ello incide en la merma de la ca
lidad de vida de la población. 

TLAXCALA EN LA ENCRUCIJADA 
DE UN DESARROLLO SUSTENTABLE 

Volviendo los ojos al estado de Tlaxcala, éste pertenece a las regio
nes con relátivamente elevados niveles de desnutrición. Tomando 
en consideración la talla por edad en niños menores de cinco años, 
la prevalencia de desnutrición fue de 32.9 por ciento en 1995 (pro
medio nacional, 30. 7 por ciento) y bajó a 17. 7 por ciento en 2005 
(promedio nacional, 14.3 por ciento), arrojando un número total de 
17 913 niños desnutridos (Chávez et al., 2007). De seguir esta ten
dencia, el estado pudiera superar sus niveles de desnutrición en el 
año 2025 junto con Veracrnz, Hidalgo, Campeche y México, siem
pre y cuando no cambien las políticas sociales y no se presente otra 
crisis económica. 
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En cuanto al desarrollo rural en el estado de Tlaxcala, la aguda 
migración en la entidad y las condiciones laborales en las agroem
presas han inducido una feminización de la fuerza de trabajo de 
51.2 por ciento de mujeres frente a 48.8 por ciento de hombres, 
cuando tradicionalmente las actividades agropecuarias eran de do
minio masculino. Al lado de cultivos tradicionales de subsistencia 
se está produciendo avena, cebada, hortalizas, alfalfa y haba, aun
que las condiciones climáticas, la falta de agua con sistemas de rie
go no tecnificados (por ejemplo, microtúneles) y los suelos frágiles 
están limitando la expansión de la agricultura. Básicamente, lavo
cación del suelo en Tlaxcala es silvícola y, por lo mismo, el gobierno 
deberia apoyar la reforestación con especies nativas comerciables 
y aquellas que ofrezcan servicios ambientales, como la fijación de 
bióxido de carbono y la generación de agua. Ecoturismo y turismo 
especializado (arqueológico, colonial y taurino),junto con la produc
ción y transformación de lácteos, ofrecen alternativas de integración 
de los procesos primarios con la agroindustrialización y los servi
cios. Reforzados por actividades como las artesanías, los servicios 
educativos y el turismo de descanso en aguas termales, Tlaxcala pu
diera salir de su estancamiento económico y ofrecer a sus habitan
tes empleos dignamente remunerados en su lugar de origen. 

Las transformaciones recientes y las bajas remuneraciones han 
generado tensiones y han aumentado la violencia intrafamiliar, en 
la que Tlaxcala se ubica en el segundo lugar del país, a pesar de ser 
el estado más pequeño. Para el gobierno y la ciudadanía organizada, 
esto significa combatir los rezagos sociales y educativos, a la vez que 
capacitar sobre todo a los y las jóvenes para superar sus deficiencias 
formativas con entrenamientos específicos que permitan aumentar 
los ingresos precarios. Mediante procesos sociales de análisis de las 
causas de esta violencia, se abatirian no sólo los embarazos entre 
adolescentes, sino que se fomentaria la conciliación no violenta de 
los conflictos domésticos, por tierras y por el acceso al agua. 

El presente modelo de acumulación de capital ha gestado en el 
estado una mayor polarización, a la vez que ha relegado sectores 
importantes, entre los cuales destaca el agropecuario. Ello se refle
ja en índices elevados de pobreza. En 1990, 72.3 por ciento de la 
población percibió ingresos iguales o inferiores a dos salarios mí
nimos y sólo 4.2 por ciento contó con percepciones de cinco o más 
salarios. En la actualidad, esta situación no ha cambiado sustan
cialmente y la economía regional está estancada. 

No obstante, Tlaxcala tiene, comparado con sus vecinos (Distrito 
Federal, Puebla e Hidalgo), ciertas ventajas en relación con el or-
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denamiento tenitorial. A pesar de ser un estado relativamente pobla
do, la distribución de la población no se ha concentrado en la zona 
capital o una región megalópolis, sino que existen diferentes ciuda
des medianas con dinámicas propias, donde las ocupaciones rurales 
se entrelazan con la producción textil, el tejido de tapetes y cobi
jas, la talavera, las actividades de turismo y la preparación y venta de 
barbacoa los fines de semanas, así como la industrial. Integrando 
estas actividades dentro de un marco de microindustrias y de eco
nomía de solidaridad con cajas de ahorro popular, administración 
colectiva e incubadora de empresas y su consolidación regional y 
por sectores, la región tiene un potencial que pudiera superar la mar
ginalidad y los rezagos ancestrales. 

Al igual que en el crecimiento de la PEA, la región sur de Zaca
telco y después la oriente de Huamantla y la región centro norte de 
Apizaco, donde se han asentado diversas industrias, se concentra el 
dinamismo productivo. En su momento, un plan regional integral 
que cuide los recursos naturales y sociales, estará orientado hacia 
el microentorno, donde los efectos nocivos de la globalización se
rian compensados con una estrategia de fomento microrregional. 
Ello permitiría detonar de manera coordinada diversos sectores pro
ductivos de la sociedad de Tlaxcala. Faltan además mecanismos 
regionales que impidan que los excedentes del estado se dirijan ha
cia el exterior, primero a Puebla y a la cercana ciudad de México, y 
después fuera del país. 

Esta organización tenitorial requeriría mitigar, además, la alta 
concentración de empleos industriales en el corredor Tlaxcala-Pue
bla y diversificar las fuentes de trabajo mejor remuneradas y con 
protección social en las zonas más marginales del estado, que a la 
vez son las de agricultura de subsistencia, como Atlangatepec, El 
Carmen Tequexquitla, Españita, San Francisco Tetlanohcan, San Lu
cas Tecopilco, Santa Catarina Ayometla y Xaltocan, son municipios 
de muy alta marginalidad. Altzayanca, Benito Juárez, Hueyotlipan, 
Lázaro Cárdenas, La Magdalena Tlaltelulco, Muñoz de Domingo 
Arenas, Sanctórum, Santa Isabel Xiloxoxtla, Tenancingo, Teolo
cholco, Terrenate, Tlaxco, Tocatlan, Xicohtzinco y Zitlaltépec son 
considerados también municipios con bajo nivel de desarrollo. Adicio
nalmente, la pulverización de los municipios rurales en el estado 
más pequeño del país no permite que los servicios y los apoyos mu
nicipales lleguen a la población más necesitada, además de que es 
difícil encontrar autoridades locales capaces de manejar e impul
sar estos pequeños municipios hacia una senda de sustentabilidad 
económica, social y ambiental. 
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CONCLUSIONES 

La alta vulnerabilidad ambiental de nuestro país, y de Tlaxcala en 
particular, exige establecer estrategias integrales en el manejo sus
tentable de los grandes ríos, que van más allá de los consejos de cuen
ca creados por la CNA, ya que éstos dan prioridad a los intereses 
económicos encima de los ambientales y sociales. En una gestión 
participativa se debería analizar primero el estrés hídrico, después 
la interacción del agua con los recursos suelo y bosque, dando én
fasis especial en el cuidado y la reforestación de las márgenes de los 
ríos y arroyos. Simultáneamente, se gestaría un ordenamiento te
rritorial compartido, que impulsara la participación de todos los 
involucrados (inclusive mujeres, niños y ancianos en el manejo sus
tentable del agua), su interrelación con los otros recursos natura
les y la producción de alimentos e insumos industriales (Oswald, 
2002). 

Menos agua y mayor contaminación hídrica son los retos que 
habrá que vencer en el futuro, con un uso racional del recurso, acom
pañado de ahorros en su manejo y educación ambiental como alter
nativas integrales en el hogar, en el servicio público y en la industria. 
Algunos de los mecanismos para enfrentar la creciente escasez y la 
contaminación son establecer leyes municipales, estatales y fede
rales que promuevan una gestión integral del vital líquido, casti
guen los desperdicios y castiguen la contaminación; además, que 
obliguen al saneamiento y al ahorro y que comprometan a los go
biernos a fomentar la participación entre la sociedad para un ma
nejo más sustentable del recurso. En el siglo XXI, el ordenamiento 
territorial debería acompañarse con un ordenamiento ambiental y 
con leyes que regulen los asentamientos humanos, la población, las 
aguas nacionales, las vías de comunicación, la vivienda, la conserva
ción y la recuperación de los bosques dentro de un marco integral 
de desarrollo rural y servicios ambientales (véase el esquema 3). Este 
acercamiento desde arriba, con leyes y con su estricta aplicación, 
debería ajustarse a las condiciones cambiantes. Se debería comple
mentar con una participación ciudadana activa, entrenada en cul
tura ambiental, para que se garantice la soberanía alimentaria, la 
calidad de vida, la sustentabilidad y la paz. 

Visiones de corto plazo, propias del sistema político vigente -tres 
años de administración de presidentes municipales y seis para go
bernadores y presidente de la República-, aunado a intereses par
tidistas, equivocaciones en la política económica y social, errores 
en el ordenamiento ambiental, territorial y social, así como la falta 
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ESQUEMA 3 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL EN EL SIGLO XXI 

• Ley General de Asentamientos 
Humanos 

• Ley General de Población 
• Ley de Planeación 
• Ley General del Equilibrio 

Ecológico y Protección al 
Ambiente 

• Ley de Información Estadística 
y Geográfica 

Ordenamiento 
territorial, 

socioeconómico-cultural 
y ecológico 

• Ley de Aguas Nacionales 
• Ley de Vlas Generales 

de Comunicación 
• Ley Federal de Vivienda 
• Ley Forestal 
• Ley de Desarrollo Rural 

Desarrollo regional, sustentable, 
equitativo, prospectivo, con 
cuidado de los vulnerables, 

diversidad ambiental-cultural y 
soberanía alimentaria 

Gestión sociopolítica: 

• Regional 
• Social 
• Económica 
• Ambiental 
• Poblacional 
• Cultural 
• Etnia 
• Urbana 
• Rural 
• Vivienda 
• Comunicación 
• Tecnología 
• Democracia participativa 

de un estado de derecho que refuerce con rigor las leyes y normas 
existentes, genera corrupción e impide una planeación participa
tiva que responda a demandas de todos los grupos. Intereses mezqui
nos de la elite financiera y empresarial ejercen presiones en contra 
de un manejo sustentable de los recursos, el ordenamiento riguro
so y el manejo sustentable del agua a partir de la microcuenca y cuen
ca. 5 Asimismo, los factores antropogénicos y políticos agravan el 
existente deterioro ambiental y generan potenciales conflictos, a la 
vez que abren el camino a procesos de negociación para la apro
piación del vital líquido, cada vez más escaso. 

En síntesis, el espacio rural ofrece, además del agua, otros bie
nes ambientales como aire, alimentos, flora y fauna, pero también 
servicios que van más allá de la captura del bióxido de carbono o 
de los ciclos hídricos; se aprovecha la fotosíntesis, la generación de 
biomasa, la remediación biológica, los ciclos de azufre y otros. Si
multáneamente, al lado de planificar el espacio físico, se requiere 

5 Destacan las presiones ejercidas por las empresas embotelladoras de 
agua y de refrescos, donde Coca Cola y Pepsi Cola dominan en el mercado. 
En un estado con severos problemas de agua, como Tlaxcala, y con abati
miento anual de 1 O metros en el acuífero del Atoyac-Zahuapan, la primera 
empresa extrae bajo el nombre de Panamaco, S.A., de tres pozos profundos, 
1.6 millones de metros cúbicos de agua del subsuelo, gracias a una conce
sión otorgada por la CNA. El pago por la extracción es estimada por los pro
pios industriales, pero sus estimaciones no compensan los resultados del 
abatimiento. 
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ordenar las arenas sociopolíticas y culturales, donde la fuerza de 
trabajo y los bienes producidos estén regulados por consensos entre 
instituciones gubernamentales, civiles y empresariales, y donde 
creencias, cosmovisión y comportamientos humanos tejen una com
pleja historia regional, incapaz de prever riesgos y mitigar peligros 
y conflictos. La cultura ambiental penetra en los procesos identi
tarios (Serrano, 2004) e ideológicos (Giménez, 2005), al vincular 
los procesos productivos y las necesidades humanas con el siste
ma de representaciones (Oswald, 2007). Las sociedades humanas 
construyen y transforman permanentemente estructuras jerarqui
zadas entre los individuos, en los que se expresa su identidad. 

A partir de la consolidación de identidades sociales e individua
les se generan representaciones colectivas en las comunidades, ciu
dades, entidades federativas y países, así como entre sectores de 
jóvenes, campesinos, indígenas, políticos, ancianos y otros. Frecuen
temente, en momentos de cambios, las creencias individuales y socia
les sufren rupturas y se toman menos flexibles y permeables. Este 
tipo de proceso se observa hoy día en Tlaxcala, cuando emigrantes 
rurales llegan a las ciudades, donde la población establecida trata 
de defender su espacio mediante el ejercicio de controles sociales, 
apoyados en supuestos derechos de antigüedad. Así se genera cier
ta discriminación hacia los recién llegados del campo, pero también 
hacia aquellos que vienen de otras entidades federativas. Superar 
esta tensión que esconde intereses concretos subyacentes, es parte 
de los procesos integrales de conciliación de conflictos y de autén
tica cultura ambiental. 

En comunidades mayores, la adquisición de una cultura de agua 
está relacionada con una educación ambiental más dirigida. Maes
tros y grupos sociales capacitados y conscientes del deterioro pue
den promover en las escuelas la separación de la basura orgánica 
e inorgánica, iniciar el composteo de los desechos orgánicos, y es
timular la creación de centros de reciclamiento de desechos sólidos. 
Los desechos peligrosos deberían confinarse de acuerdo con la nor
ma por parte del municipio y de las industrias que los producen. 
Esta cultura ambiental se puede afianzar con normas estatales que 
apoyan a la población consciente. Asimismo, con los desechos or
gánicos el ayuntamiento puede generar sus propios mejoradores 
de suelos y parte del biogas. Papel, cartón, vidrio y plásticos pueden 
separarse de acuerdo con su calidad y reciclarse en microempre
sas e industrias. Productos inflamables sirven como combustible 
en fábricas (cementeras y productoras de porcelana) que cuentan 
con dispositivos diseñados para este propósito. Avanzar en esta cul-
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tura ambiental no es tanto un problema de índole técnico, sino de 
convencer a la población para que participe activamente en dicho 
fomento. 

ALGUNAS PRÁCTICAS SUSTENTABLES 

PARA UN MANEJO INTEGRAL DEL AGUA 

Con el fin de prevenir desastres futuros, entre ellos la escasez de 
agua, vale la pena combinar los aspectos sociales, demográficos, po
líticos y naturales con prácticas y políticas ambientales en los ám
bitos local, estatal, nacional y global: 

• Ahorro: ante los peligros reales de la agudización de los fenóme
nos climáticos es urgente actuar. No es suficiente que se esta
blezca un sistema de monitoreo que avise con anticipación de 
posibles desastres y permita evacuar a tiempo a la población. 
Éste es un paso necesario, pero no suficiente. Con el fin de en
frentar el reto en toda su complejidad, es imperativo involucrar 
a la población, primero en un proceso de ahorro de los recursos 
naturales y después en una cultura ambiental más amplia que 
incluya la resiliencia, o sea, el aprendizaje de situaciones de de
sastres anteriores para evitarlos en un futuro. Esto genera cons
ciencia de los peligros y compromete a la población a asumir 
los cambios. Por ejemplo, los sanitarios de seis litros han re
ducido sustancialmente el consumo de agua, a la vez que han 
permitido contaminar menos agua potable. Separando aguas gri
ses de las negras, se pueden reciclar las primeras en sanitarios, 
después de un sencillo proceso de saneamiento. Los procesos de 
ahorro implican cambiar dispositivos en casas, servicios e indus
trias. Incluye reparar fugas, optimizar el uso del agua potable y 
evitar la creación de infraestructura ociosa y excesivamente ca
ra. Pequeñas plantas de tratamiento reducen el costo de colec
tores y abaratan el mantenimiento. Tratamientos domiciliarios 
in situ y reciclamiento de estas aguas en jardines o servicios sa
nitarios son opciones ambientales importantes, aunque se re
quiere de mantenimientos periódicos para que se cumpla con la 
Norma Oficial Mexicana (NOM) establecida por la CNA. Hay múl
tiples tecnologías mexicanas que cumplen con estos requisitos, y 
miniplantas de saneamiento. Falta, además, cosechar las aguas 
pluviales para lograr un manejo integral del recurso. 
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• Gestión pública: la gestión pública del agua se puede analizar en 
relación con los aspectos sociales, de distribución de ingresos,6 

ambientales, financieros e institucionales para encontrar opcio
nes factibles y costeables. El aspecto institucional requiere de la 
descentralización de las funciones de vigilancia hacia los ciudada
nos organizados y capacitados para cumplir con los programas, 
a la vez que esto reduce la com1pción. La descentralización de los 
servicios de agua y saneamiento hacia los sistemas municipa
les, a organizaciones sociales y privadas, debería darse dentro del 
marco de una Ley de Agua Potable y Saneamiento Estatal. De ma
nera previa a la descentralización, es conveniente capacitar a los 
encargados de los sistemas, con el fin de contar con funciona
rios públicos y profesionistas honestos, entrenados y sensibles 
a las demandas del público. 

• Democratización de la gestión: el manejo integral del ambiente, y 
en particular del agua, requiere de diagnósticos compartidos con 
ciudadanos, en los que se establezcan las prioridades sociales y 
el manejo sustentable del recurso, mediante inversiones racio
nales que cuentan además con la posibilidad de ampliación, en 
lugar de construir costosos elefantes blancos. La opción más ba
rata y ambientalmente más adecuada es sanear in situ, aunque 
ésta requiere de mayor colaboración entre ciudadanos y autori
dades, ya que las miniplantas de tratamiento requieren de man
tenimiento y seguimiento profesional, si no pronto desechan 
agua sin sanearla. 

• Alternativas de financiamiento: la creación de un fideicomiso so
bre extracción de aguas industriales con la CNA puede generar 
recursos adicionales a los Sistemas de Agua Potable y Sanea
miento (SAPS) para invertirlos en la creación de infraestructura 
de agua potable, saneamiento y mantenimiento de los servicios 
públicos (por ejemplo, el Centro de Educación y Comunicación 
-Cecomoc- de la zona industrial de la Ciudad Industrial del 
Valle de Cuernavaca -Civac-, en Morelos). Convenios con uni
versidades y centros de investigación permiten crear tecnolo
gías propias y a menor costo, que respetan las normas de calidad 
del agua y los requisitos de descarga a cuerpos de agua. Este pro-

6 La CEPAL (2004) revisa la situación de las metas del Millenium y con
cluye que América Latina, con excepción de unos pocos países, no podrá 
cumplir con los compromisos adquiridos debido a la distribución desigual 
de la riqueza y su concentración en un estrato cada vez más pequeño. Este 
no genera los empleos dignamente remunerados, ni tampoco mejora las con
diciones sociales en sus países. Para lograr cumplir con las metas estable
cidas es imperante reducir la disparidad en el subcontinente. 
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ceder reduce además el costo de refacciones y, al producirlas en 
el país, están disponibles en tiempo y forma. Sirven, además, 
para crear conciencia en la población para ahorrar agua e inver
tir en infraestructura verde en sus hogares en beneficio propio 
y de todos los demás. 

• Participación de mujeres y niños: en la gestión ambiental es cru
cial que las mujeres participen. Las madres son las socializadoras 
en el hogar, guardan el conocimiento local, conocen la medi
cina tradicional y han experimentado en el pasado estrategias 
de supervivencia (Oswald, 1991). Junto con sus hijos, pueden 
cuidar la biodiversidad y se pueden convertir en depositarias de 
la memoria cultural e histórica de la comunidad al mantener las 
tradiciones e impulsar el cuidado del agua y la separación de 
los desechos sólidos. 

• En cuanto a desastres naturales que significan la pérdida de vi
das humanas y materiales, México es un país de altos riesgos que 
aumentarán con el cambio climático. Por lo mismo, mapas de 
riesgos locales, entrenamiento de la población, ordenamiento 
territorial, reubicación de asentamientos humanos localizados 
en zonas de alto riesgo (barrancas, pendientes pronunciadas, le
chos de ríos secos, etc.), infraestructura de prevención y partici
pación ciudadana, son algunos de los mecanismos que permitirán 
reducir riesgos y salvar vidas. En caso de no atender oportuna
mente los signos de alarma, la población de la costa y del alti
plano podrá enfrentar el dilema de supervivencia, en el que los 
conflictos, la destrucción ambiental, el hambre y la sed son al
gunos de los retos que los obligan a salir. Los sistemas de alerta 
sísmica, de huracanes y de tsunamis, junto con la vigilancia vol
cánica y calidad del aire, en manos de investigadores capacitados, 
son algunos mecanismos que permiten prevenir decesos, pero 
no son suficientes. Mientras no exista una cultura ambiental que 
alerte sobre los peligros futuros y se desarrolle una colaboración 
enfocada hacia la prevención entre toda la población, el ahorro, 
el mejoramiento del ambiente y el involucramiento de los jóve
nes (que representan más de la mitad de la población), no se po
drá alejar el peligro de los dilemas de supervivencia. 
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RESUMEN 

Este trabajo surge a partir de reconocer plenamente una gran 
contradicción en los sistemas campesinos, ya que, por un lado, 
es importante la crianza animal para el sostén de las familias 
campesinas, relevancia que ha sido demostrada en términos de 
los números absolutos de la población dependiente de la gana
dería para sus medios de subsistencia (LID, 1999). Por otro lado, a 
pesar de las inversiones masivas en investigación ganadera des
tinada a lograr un efecto positivo en las comunidades campe
sinas, resulta muy difícil identificarlo y ponerlo en evidencia 
(Peters, 1995). Ante tal contradicción, el papel de las institucio
nes académicas, los extensionistas y los productores, es mani
festarse para formular conclusiones y crear programas basados 
en la realidad, con la finalidad de que esos argumentos sirvan co
mo base para los hacedores de políticas globales. A pesar de que 
la crianza animal en la comunidad de San Marcos de la Loma, 
en el Estado de México, es importante, la transferencia de tecno
,logía ha tenido poco impacto. Todo esto ha sido atribuido a dife
rentes causas; una de ellas es la organización social dentro de la 
comunidad, y otra el trato recibido por las instituciones exter
nas. Por ello, el objetivo del presente trabajo es analizar de qué 
manera se da la interdependencia de la economía y la organiza
ción social y examinar cómo esa interacción influye en el impacto 
de transferencia tecnológica pecuaria; todo lo anterior orien
tado por el enfoque sustantivista de la antropología económica. 

Palabras clave: investigación-acción, familia campesina, crian
za animal. 
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INTRODUCCIÓN 

El objetivo del presente artículo es reflexionar acerca de la impor
tancia del diseño de investigaciones y acciones, por medio de la co
laboración entre los expertos en las técnicas de investigación, los 
extensionistas y los dueños locales. Dichas reflexiones se basan en 
la experiencia de un estudio de caso durante la fase de experimen
tación campesina en el proyecto "Análisis e implementación de accio
nes concertadas para la producción animal campesina", realizado 
en el Centro de Investigación en Ciencias Agropecuarias (Universi
dad Autónoma del Estado México), en convenio con el Imperial Colle
ge (Universidad de Londres). La experiencia que se presenta puede 
contribuir a solucionar el problema del poco impacto en la trans
ferencia tecnológica de la investigación pecuaria en comunidades 
rurales campesinas. 

La teoría sustantivista en el presente trabajo fue útil como mar
co para entender el proceso de interacción entre las instituciones 
sociales y la actividad económica ganadera de los campesinos de 
San Marcos de la Loma. Por otro lado, gracias a lo anterior podre
mos analizar los factores específicos que han intervenido directamen
te en el poco impacto de la transferencia de la tecnología. 

La posición teórica sustantivista estudia las formas y estructu
ras sociales de producción, distribución y circulación de bienes que 
caracterizan a una sociedad en un determinado momento de su exis
tencia (Wilk, 1996; Godelier, 1981). Su máximo representante fue 
Karl Polanyi, quien se basa en la crítica de algunos presupuestos ideo
lógicos de los economistas formales, de su actitud apologética im
plícita respecto a la economía de mercado y de su impotencia para 
reconocer lo poco que abarca el campo de aplicación de su doctri
na teórica (Godelier, 1986:216). Por lo anterior, argumenta la rela
ción existente entre economía y organización social; además, sostiene 
que ninguna unidad social concreta puede ser entera y exclusivamen
te económica, sino que se trata de una realidad plurifuncional ( Gode
lier, 1986:215). Todo lo anterior sirve de herramienta para explicar 
los fenómenos en sociedades precapitalistas (Godelier, 1986:209). 

Polanyi (1992) no rechazaba el análisis económico, sino que es
pecificaba los límites históricos e institucionales y trascendía esos 
límites según una teoría general de la organización económica. Él 
consideraba que instituciones que no son necesariamente económi
cas, como gobierno, política, parentesco o religión, pueden ser ca
pitales tan importantes para el funcionamiento de la economía como 
las instituciones monetarias o la existencia de herramientas y ma-
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quinarias que alivien la fatiga del trabajo. Es decir, la economía no 
existe en comunidades campesinas desde una perspectiva formal, 
sino que está empotrada en otras instituciones (Polanyi, 1976). 

Durante el desarrollo de este escrito se reconoció plenamente la 
diversidad de sistemas económicos. Uno de ellos es el del modo de 
vida campesino, el cual, de acuerdo con la economía sustantivista, 
se encuentra dentro de los extraeconómicos. Por lo anterior, es ne
cesario diferenciar los sistemas económicos: a) los incrustados en 
el funcionamiento de estructuras sociales no económicas (relacio
nes de parentesco, relaciones políticas y religiosas) y b) los despren
didos de otras relaciones sociales extraeconómicas y que son los 
sistemas económicos mercantiles (Terehuacan, 2003). 

Por otra parte, en este trabajo, dentro del enfoque teórico, fue im
portante caracterizar a los campesinos mediante una introducción 
al amplio marco conceptual que implica estudiar el funeionamien
to de la unidad doméstica con el fin de entender la complejidad de 
su modo de vida y distinguir su especificidad y su naturaleza. 

La parte teórica se compone de tres apartados: el primero, deno
minado "Aspectos sociales campesinos", se refiere a la familia, con
siderada como base de todas las relaciones de parentesco. En esta 
parte se estudia la especificidad social de la familia campesina y se 
identifican las características del tipo nuclear y extensa. 

El segundo apartado se denomina "Economía campesina como 
un tipo específico de economía". En éste se enfatiza el periodc his
tórico en el que se realizó la construcción de la teoría campesina. 
Partiendo del supuesto de la diferencia existente con la economía 
capitalista (Chayanov, 1988; Shanin, 1979; Kerblay, 1979). Después 
se relaciona producción y consumo dentro del sistema de mercado, 
haciendo referencia a autores como Palerm ( 197 6), Halperin ( 1997), 
Nash y Dalton (1979), y a la mano de obra, para con ello concluir 
en el dilema del campesino. 

El último apartado se refiere a la cultura campesina, un apartado 
no menos importante que los otros dos, en el que se abordan obras 
de autores como Wolf, Dobrolowsky (1979) y Bailey (1979), quienes 
argumentan las percepciones campesinas acerca de su medio. 

Conocer el relato histórico y revisar la literatura pertinente nos 
llevó a plantear el objetivo de esta investigación: anabzar de qué ma
nera se da la interdependencia de la economía y la organización 
social y, a su vez, cómo esa interacción influye en el impacto de la 
transferencia tecnológica. 

Finalmente, el presente artículo también utiliza el sustento teó
rico y metodológico de la investigación participativa (Geilfus, 2000: 
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1-16), cuya flexibilidad otorgó al proceso de experimentación una 
participación activa durante la propuesta, monitoreo, evaluación y 
análisis, de los experimentos para mejorar la crianza animal campe
sina. Durante el trabajo participaron personas oriundas de la comuni
dad de San Marcos de la Loma, municipio de Villa Victoria, en el 
Estado de México. Colaboró también un equipo de investigación mul
tidisciplinario, conformado por seis investigadores (CICA-UAEM), y un 
grupo de extensión de una organización no gubernamental (AMEX

TRA), integrado por cinco personas. 
A partir de los resultados iniciales se encontró que existían de

mandas de soluciones a problemas productivos, de organización e 
institucionales relacionados con la crianza animal campesina, para 
lo cual se formularon de manera conjunta experimentos que permi
tieran superar dichos problemas, en los cuales todos actuamos como 
protagonistas para jugar un papel igualitario en la recepción y cons
trucción de conocimiento. Trabajar de esta manera no es fácil y 
requiere compromiso de parte de todos los involucrados. Sin embar
go, los resultados fueron positivos y, aunque han sido cambiantes 
debido a la vulnerabilidad de los grupos campesinos y a la agenda de 
trabajo de todos los equipos, la flexibilidad del enfoque ha permi
tido ir ajustando el esquema de trabajo. Por lo anterior se puede con
cluir que existe mayor probabilidad de éxito en la transferencia 
tecnológica concertando acciones y construyendo el saber de mane
ra conjunta, a diferencia del trabajo aislado, sin compromiso y con 
una visión lineal acerca de nuestras propias ideas en relación con las 
de otros. 

REFLEXIONES TEÓRICAS 

Comenzaremos mencionando que existe una gran ambivalencia res
pecto al reconocimiento de la importancia de la crianza animal en 
el sostén de las familias de los sectores productivos pobres, la que ha 
sido demostrada en términos de los números absolutos de la pobla
ción dependiente de la ganaderia para sus medios de subsistencia 
(LID, 1999). Así, 70 por ciento de la población rural pobre depende de 
la ganaderia como componente de sus medios de subsistencia. Este 
sector incluye 640 millones de campesinos pobres en áreas lluvio
sas, 190 millones de personas dedicadas al pastoreo en zonas ári
das o montañosas y 100 millones de personas en hogares rurales sin 
tierra. Sin embargo, por otro lado, a pesar de las inversiones masi
vas en investigación ganadera destinada a lograr efectos favorables 
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para los campesinos, resulta muy difícil identificar la ~mbivalen
cia y ponerla en evidencia (Peters, 1995). 

Ante esto, el papel de las instituciones académicas, los exten
sionistas y los productores consiste en manifestarse formulando 
conclusiones que afecten a los demás, promoviendo la creación de 
programas basados en la realidad, con la finalidad de que esos argu
mentos sirvan como base para los hacedores de políticas globales. 

ACCIONES CONCERTADAS 

¿De quién es la iniciativa para realizar los proyectos? Para contestar 
esta pregunta acudimos a lo que menciona Greenwood (2002:13), 
quien retoma del modelo aristotélico el concepto de phronesis, que 
se entiende como el diseño de la investigación y las acciones para la 
construcción colaborativa entre las instituciones y los dueños loca
les que tienen el problema. 

Las fuentes phronesis son los foros que creamos para construir 
de manera colaborativa el conocimiento; en los foros, la experien
cia del investigador se combina con la sabiduría del campesino, es 
decir, juntos diseñan y activan la investigación que necesita hacer
se para comprender el problema. Además, planifican, diseñan, ac
túan y evalúan conjuntamente la eficacia de lo que se ha hecho. La 
gente es concebida como protagonista legítima de su situación. Por 
lo tanto, phronesis requiere de un compromiso igualitario en el 
aprendizaje de conocimiento y de las experiencias diversas de los 
diferentes actores. 

METODOLOGÍA 

En el proyecto CALL (aquí lo denominamos CALL, por sus siglas en 
inglés Concerted Actions for Livestock and Livelihoods) se utilizó 
el enfoque participativo, cuya premisa es que el desarrollo secto
rial sólo es posible con la colaboración activa y permanente y con 
el compromiso de los ganaderos y de las organizaciones públicas y 
privadas dedicadas a la transferencia de tecnologías. 

Con el desarrollo de la metodología participativa se buscó am
pliamente entender los mecanismos de la planeación, ejecución, 
seguimiento, evaluación e interacción entre los diferentes actores 
involucrados en la transferencia tecnológica. El proceso está sus
tentado en la participación de los ganaderos y de las instituciones 
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públicas o privadas involucradas en el desarrollo del sector agrope
cuario, y para ello se cumplen las etapas que se detallan a conti
nuación. 

Al inicio del proyecto se realizó una fase de revisión documental 
en instituciones públicas, como el Sistema Integral para la Fami
lia (DIF), el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informá
tica (INEGI) y el Consejo Estatal de Población del Estado de México 
(Coespo); dicha indagación sirvió para seleccionar la comunidad con 
base en dos factores: el primero fue la pobreza y el segundo la pre
sencia de animales. 

Una vez seleccionada la comunidad, se hizo un diagnóstico en 
concertación con una organización no gubernamental ( ONG) y los 
productores, cuyos objetivos eran: a) conocer la situación de la crian
za animal en la comunidad de San Marcos de la Loma (municipio 
de Villa Victoria), y b) analizar la naturaleza de la demanda y oferta 
tecnológica de los campesinos. En dicho diagnóstico, para cumplir 
el primer objetivo se utilizaron técnicas de investigación partici
pativa, como ordenamiento de riqueza, matriz de ganado, líneas de 
tiempo, diagramas de Venn, calendario estacional, mapeo de flujo 
de recursos, cuestionarios, observación participante; para el se
gundo objetivo se aplicó la metodología denominada "Evaluación 
rápida del sistema de conocimiento agropecuario (RAAKS) (véase 
el diagrama 1). 

En la segunda etapa se identificaron los problemas sobre la base 
del diagnóstico realizado en la primera etapa, en la que los actores 
involucrados manifestaron sus demandas de tecnología relaciona
da con la crianza animal campesina. Una vez detectado el problema 
se procedió a identificar las alternativas para solucionar esas de
mandas, tanto institucionales como comunitarias; en esta fase los 
investigadores actuamos como facilitadores, con la finalidad de que 
fluyeran las ideas de los productores y lograran priorizar los pro
blemas. 

En la tercera etapa se formularon proyectos a través de marcos 
lógicos, en los que a diferencia de una estructura convencional, don
de únicamente se realiza la evaluación y el monitoreo de los facto
res de productividad del impacto de la tecnología, en este proyecto 
además se analizó el impacto en el conocimiento intercambiado en
tre todos los actores y el fortalecimiento de las instituciones. 

En la cuarta etapa, de experimentación, se llevaron a la práctica 
los experimentos planteados en los marcos lógicos; aquí se incluye
ron únicamente las personas que estaban interesadas en solucionar 
los problemas relacionados con la crianza animal campesina. 



DIAGRAMA 1 
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El monitoreo fue realizado durante siete meses (de junio a di
ciembre de 2002) de dos formas: la primera se efectuó con matrices 
y entrevistas estructuradas cada ocho días a todos los producto
res; la segunda forma se hizo en talleres donde los actores involu
crados intercambiaron ideas. 

• Entrevistas y matrices: las entrevistas estuvieron dirigidas 
a las señoras responsables del corral, las cuales aceptaron 
que el equipo de investigación viera los avances durante 
los meses señalados; cada vez que realizaban las visitas los 
investigadores revisaban los corrales y conversaban con 
los productores para intercambiar experiencias acerca de 
sus corrales. 

• Talleres: éstos fueron realizados para romper con la coti
dianidad que representa el estar viendo siempre lo mis
mo y realizando lo mismo, de tal forma que hay cosas del 
contexto que ya no son percibidas o tomadas con importan
cia por los productores hasta que se dan los intercambios 
de ideas. Al mismo tiempo, los talleres se hicieron para res
catar la capacidad de análisis que tienen los campesinos 
y que surge cuando los investigadores actúan como faci
litadores, cuestionando lo realizado. 

En una última etapa se realizó un seguimiento a los experimen
tos, y además hubo oportunidad de analizar y reflexionar para co
nocer finalmente las bondades y limitaciones existentes en las vías 
convencionales en la transferencia de tecnología para, con ello, pro
poner nuevas alternativas. 

Cabe resaltar que aunque inicialmente se planteó este esquema 
de trabajo, cuando se trabaja con actores sociales es imposible man
tener una línea recta e inflexible durante el proceso, por lo que fue 
necesario realizar algunas modificaciones según las necesidades de 
los participantes. 

CASO DE ESTUDIO 

San Marcos de la Loma es una delegación del municipio de Villa 
Victoria, que está ubicado a 20 minutos hacia el noroeste de la ca
becera municipal; el clima es templado, subhúmedo, con lluvias en 
verano; la temperatura oscila entre 12º y 18º y su altitud es de 2 650 
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msnm. Las actividades económicas son agricultura, ganadería y mi
gración. 

En la primera etapa del proyecto se realizó un diagnóstico en el 
que se utilizaron algunas técnicas del enfoque metodológico parti
cipativo, lo cual permitió conocer las percepciones de la gente acer
ca de la importancia de la crianza animal dentro de su contexto y 
las problemáticas organizacionales e institucionales de la oferta y la 
demanda de tecnologías. 

Se concluyó que las problemáticas identificadas en San Marcos 
de la Loma eran de tres tipos: 

• Productivo (mortalidad de aves). 
• Falta de vinculación en cuanto a la oferta y la demanda 

de tecnología. 
• Falta de coordinación entre instituciones. 

CONSTRUCCIÓN DE SOLUCIONES A LAS PROBLEMÁTICAS 

En San Marcos la muerte de aves es de 48 por ciento, lo que ha lle
vado a los productores a desarrollar una estrategia de adaptación, 
que consiste en comprar el doble de animales para que les quede 
lo que requieren. 

Este problema se incrementó a partir del cambio de pollos crio
llos por los de granja (líneas comerciales), lo que dio como resul
tado un alto índice de mortalidad, causada por: 

• enfermedades 
• consumo por perros y cacomiztles 
• aves perdidas (no regresan a casa) 
• epvenenamiento 
• problemas en época de lluvias (parásitos, enfermedades 

virales) 
• mortalidad por efectos climáticos (frío) 
• mal manejo en general de las aves por parte de los produc

tores. 

OBJETIVOS 

A partir del problema expuesto surgió la alternativa de solución ge
nerada con los marcos lógicos desarrollados en conjunto entre el 
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personal del CICA y los productores. La propuesta final consistió en 
crear o modificar los corrales (gallineros) diseñados por cada uno 
de los productores participantes. Con las construcciones se me
joraría el manejo de la crianza de las aves, lo cual fue corroborado 
mediante el monitoreo y la evaluación del proceso productivo (dis
minución de mortalidad), y el intercambio de conocimiento entre 
todos los actores (gente capacitada para el cuidado y manejo de las 
aves). 

RESULTADOS: DISMINUCIÓN DE LA MORTALIDAD 

Esta etapa de experimentación se inició con la construcción de co
rrales según los propósitos y las funciones que tiene el animal den
tro de la unidad familiar. Cada uno de los productores participantes 
construyó su gallinero, 1 de acuerdo con la disponibilidad de recur
sos económicos y humanos, y con la opinión de todos los actores 
involucrados en el experimento se acordó que si se requería un ma
terial especial el proyecto prestaría el dinero con el compromiso 
de parte del interesado de pagarlo en los siguientes meses. 

Para los productores, cuyo propósito era proteger a sus aves de 
las lluvias, el resultado fue positivo, pues los corrales tenían techo 
de láminas de cartón y dentro había madera que se encontraba a 
40 centímetros de altura y que las aves utilizaron como perchas (lu
gar donde las aves suben a descansar). Sin embargo, no pudieron 
protegerlas del frío, ya que el corral en su inicio estaba cubierto 
de plástico para que no entrara el viento, pero se presentó un im
previsto: los perros de las casas lo rompieron totalmente y, a con
secuencia de esto, las dueñas de los corrales perdieron el interés 
por cubrirlo nuevamente, y argumentaron que si lo tapaban otra vez 
los perros lo iban a romper de nuevo. 

Durante un tiempo estos corrales dejaron de funcionar, pero des
pués los productores recobraron el ánimo y los reconstruyeron. Los 
nuevos corrales que elaboraron tienen aves nuevas, se encuentran 
mejor protegidos y sólo se utilizan para resguardar a las aves por 
las noches, ya que durante el día se encuentran libres porque, de 
acuerdo con el análisis del productor, "las aves que se crían libres 
crecen y se mantienen mejor alimentadas". 

1 Los materiales utilizados para construir los corrales fueron malla, ma
dera, costales, alambre, láminas de cartón y de asbesto. 
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Para otros productores, cuyos propósitos eran proteger a sus aves 
de los depredadores y mejorar su manejo, los resultados fueron 
satisfactorios, a pesar de que las aves se dejaban libres durante el 
día y se encerraban por la noche; lo favorable de esto fue que des
pués de un tiempo de estar metiendo y sacando a las aves, éstas se 
condicionaron hasta que ellas solas entraban y salían de los corra
les, lo que evitó que los productores realizaran esa actividad. Estos 
productores expresaron que "gracias al experimento el manejo de 
sus aves fue mejor y más fácil". Sin embargo, a pesar de lo anterior, 
hubo aspectos negativos como que las aves que se encontraban en 
postura dejaron de hacerlo y otras perdieron peso. 

GRÁFICA 1 
PORCENTAJE DE MORTALIDAD DE AVES EN LA COMUNIDAD 

DE SAN MARCOS DE LA LOMA, MUNICIPIO DE VILLA VICTORIA 

ACCIONES CONCERTADAS 

A partir de los resultados de esta primera etapa, la gente sugirió un 
nuevo proyecto para tratar de mejorar las experiencias de la fase 
anterior y con ello mantener la producción avícola. Además, para 
el equipo de investigación y extensión fue interesante conocer los 
mecanismos funcionales de la transferencia tecnológica. La nueva 
propuesta consistió en construir nuevamente los corrales, pero no 
sin antes llevar a cabo un proceso de análisis de la crianza de sus 
aves en talleres . 
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El primer taller estuvo relacionado con la anatomía y fisiología 
básica de las aves, cuyo título fue "Alita, patita y piquito de pollo". 
Consistió en explicar la fisiología y anatomía básica de las aves. Al 
final del taller se reforzó el conocimiento con reflexiones conclu
yentes que permitieron detectar qué es importante para transmitir 
las ideas, poner énfasis en la utilización de todos los sentidos como 
el tacto, el lenguaje apropiado, la observación y otros. 

El segundo taller trató sobre los tipos de producción y llevó por 
título "Qué le doy a mi gallina y mi gallina qué me da". Su finalidad 
era conocer el tipo de producción avícola de las participantes y el 
manejo que les dan a sus aves. Para esta ocasión se adquirieron po
llitos que fueron obsequiados a las señoras para que pudieran prac
ticar con ellos lo que aprendieron. Al inicio de este taller se aplicó 
la vacuna de Newcastle; en general las participantes se vieron ani
madas, principalmente las más jóvenes, ya que las de mayor edad 
mostraron inhibición y poca confianza al manipular la vacuna. Sin 
embargo, la función de las jóvenes consistió en estimular a las que 
no querían participar, por lo que se logró que todas aplicaran la va
cuna a sus pollitos. 

El tipo de producción fue clasificado por las participantes de la 
siguiente manera: 

• Crecimiento: pollitos recién nacidos al mes de edad. 
• Desarrollo: de dos meses a cuatro meses. 
• Engorda: de cuatro a seis meses, edad en que inician la pos

tura o bien las aves se pueden vender o comer. 

Finalmente, dentro de este taller se observó que: 

• A mayor práctica, mayor interés. 
• Al haber interés, hay mayor interacción. 
• Mayor interacción mayor facilidad en la adquisición de 

nuevo conocimiento. 

Para el tercer taller se tenía planeado tratar sobre alimentación 
y manejo sanitario de las aves; sin embargo, estos temas son difí
ciles de abordar en las unidades campesinas, por lo que se optó 
por hablar sólo de la aplicación de inyecciones como una medida 
curativa. Además se intercambiaron conocimientos sobre la forma 
en que enfrentan la presencia de enfermedades con medios natu
rales, como el empleo de hojas medicinales. 
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Un inconveniente que se presentó al explicar el uso de la jeringa 
fue el analfabetismo; en respuesta a esta limitante, las participantes 
que conocían los números les explicaron a las demás el significado 
de los mililitros marcados con líneas en las jeringas. Para ejemplifi
car mejor la aplicación de medicamentos, se emplearon maniquíes 
de aves que las mismas participantes elaboraron con prendas de ves
tir, actividad que les resultó divertida por la creatividad que cada 
participante tuvo al realizar su modelo. 

La evaluación de dicho taller mostró que las estrategias de adap
tación y el empleo de la creatividad e integración de las partici
pantes en el intercambio y la adquisición de nuevo conocimiento 
fueron positivos y valiosos. 

El cuarto taller mostró la construcción adecuada de los galline
ros, por lo que se dialogó con las participantes sobre la idea de dar 
atención al ave por medio del corral; se motivó para reconocer el 
valor que tiene la protección de un gallinero bien diseñado y cons
truido, empleando materiales disponibles en la comunidad. Las 
participantes comenzaron a idear nuevas formas para elaborar su 
gallinero, aplicando los conocimientos compartidos en los talleres 
anteriores, y cumpliendo así con el objetivo inicial. Cada participan
te aportó ideas con la finalidad de enriquecer o mejorar las ya pro
puestas. En este taller se percibió un mayor compromiso por parte 
de las productoras; además, la estrecha relación entre las partici
pantes de la comunidad hizo que las ideas sobre la planeación de 
las actividades para la construcción de sus corrales fueran expre
sadas con mayor libertad. 

El penúltimo taller trató de los acuerdos para realizar los galli
neros. En éste se propuso que cada productora esquematizara el 
gallinero que quería realizar en media cartulina, de manera que di
mensionara el espacio que necesitaba de acuerdo con las aves que 
tuviera, con el fin de emplear de manera adecuada sus recursos. 

En el último taller, para finalizar el trabajo conjunto, las partici
pantes mostraron los dibujos de sus gallineros y explicaron el tama
ño, la ubicación, los materiales, la forma y el manejo. Hubo tiempo 
para hacer algunas aclaraciones y sugerencias sobre la construcción 
y su manejo, ya que estuvieron usándose. A las productoras que ya 
habían elaborado su gallinero se les hizo entrega de la malla que 
se tenía destinada para tal fin; a las que aún no lo elaboraban se les 
explicó que alguien se haría responsable de hacer entrega de lama
lla cuando ya estuviera estructurado el corral. 

El trabajo concluyó con la verificación de la elaboración de los 
gallineros; además se ~ealizó un seguimiento después de terminada 
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la fase de experimentación. El resultado fue el siguiente: las produc
toras que participaron y construyeron corrales en la segunda fase 
aún los conservan y siguen teniendo pollos, aunque no en las mis
mas cantidades, y manifiestan que las pérdidas por predadores y 
la mortalidad han disminuido. El uso de los corrales y el manejo 
de las aves sigue siendo el mismo para cada una de los productoras. 
No obstante, aunque los corrales no han cambiado, éstos comien
zan a deteriorarse y a llenarse de hierba debido a las lluvias, deta
lles pequeños que no afectan a las aves, pero que si no se corrigen 
podrían llevar a la destrucción de la estructura y a su desuso. De 
todas las productoras, sólo una, a pesar de contar con el material 
para su elaboración, no ha construido su corral debido a que su ma
rido fue encarcelado y eso le impidió construirlo; al mismo tiempo, 
esto provocó el descuido de sus aves, por lo que actualmente no tie
ne; por falta de dinero no sabe hasta cuándo podrá adquirir nuevos 
animales, y en consecuencia la tela destinada a la construcción del 
corral planea emplearla en las plantas. 

Aparte de lo productivo en los talleres se observó, respecto a la 
organización, que el papel del líder es importante, ya que debe te
ner ciertas características: capacidad de emprender nuevos proyec
tos, facilidad de involucrarse con la gente de su comunidad y buenas 
relaciones personales. Asimismo, las del proyecto no deben pre
sentar vicios que desequilibren su sistema, disposición de trabajo 
en equipo (dar y aportar), no depender de la migración y deben sa
ber tomar decisiones en su hogar, de alguna manera ser las "due
ñas y señoras de su casa" . 

Los grados de participación no siempre van en aumento, sino que 
a veces disminuyen, porque cuando se trabaja con actores socia
les se depende en gran medida de algunos factores como el desin
terés, el estado de ánimo, los problemas personales, etcétera. 

La flexibilidad de los proyectos iniciales permitió que se origina
ran otros como la caja de ahorro, cuya finalidad inicial era pagar 
los gastos que generaría la construcción de los corrales. La caja de 
ahorro obtendría ingresos de vender ropa y zapatos de medio uso 
(artículos con los que colaboró el equipo de investigación), de la 
venta de artículos de plástico (cubetas, platos y ollas), de la venta 
de despensas (arroz, frijol, aceite, azúcar, entre otros) y de la rea
lización de eventos en la comunidad para la caja de ahorro. Las 
actividades se realizaron cada fin de semana, los días sábado en la 
comunidad de San Marcos. 

Otra estrategia originada del proyecto inicial fue la creación de 
un botiquín veterinario, cuya finalidad fue contribuir con la atención 
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médica dentro de la comunidad, ya que la asociación no guberna
mental AMEXTRA sólo brindaba atención entre semana; sin embar
go, no había servicios médicos durante los fines de semana en dicha 
localidad. En virtud de esto, la atención médica por el equipo CALL 

surge como una propuesta de los productores para tener el servicio 
durante los fines de semana, bajo el acuerdo de trabajar conjunta
mente el equipo de investigación CALL y el de AMEXTRA. Con esto se 
buscaron alternativas para solucionar los problemas de salud que 
presentaban los animales. 

ORGANIZACIÓN ENTRE INSTITUCIONES 

Además de los experimentos llevados a cabo en conjunto dentro de 
la comunidad, para fomentar el intercambio de conocimientos se 
efectuaron talleres interinstitucionales entre el equipo de investiga
ción CALL y AMEXTRA, con el fin de concertar acciones. Durante los 
talleres, las instituciones expusieron las actividades realizadas en 
la comunidad, por lo que se dio de manera constante un intercam
bio de ideas, sobre todo en lo que respecta a intereses, actitudes y 
formas de trabajar de los grupos en las comunidades. 

En dichos talleres se mencionó que en el ámbito institucional, 
algunas de las limitantes para la transferencia de tecnología son las 
siguientes: a) falta de conocimiento y de difusión de la informa
ción entre las instituciones y la comunidad; b) las creencias de que 
"mi institución es la más importante, la clave y con mayor impac
to", palabras que reflejan la falta de conocimiento con respecto a 
otras organizaciones, y aunque a veces las contribuciones son rea
les no existe la conciencia de que otras organizaciones pueden con
tribuir conjuntamente; e) falta de conocimiento de los modos de 
vida campesina, lo que impide una planeación acorde con la rea
lidad; d) falta de coordinación entre los equipos de instituciones 
académicas, de extensión y comunitarios; e) temporalidad de los pro
yectos. 

Como conclusión, los equipos de AMEXTRA y CALL argumentaron 
que la concertación de acciones es obstaculizada principalmente 
porque en las políticas nacionales y en el origen de la formulación de 
los proyectos no existe la concertación que haga que las agendas 
de trabajo, los propósitos comunes y las formas de evaluación sean 
un compromiso igualitario para transferir tecnologías con impac
tos positivos a comunidades pobres. 
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CONCLUSIONES 

Al realizar esta prueba de experimentación concluimos que en la 
zona existe una completa desarticulación entre diferentes esferas: 
las políticas globales en el ámbito pecuario, las agencias financiado
ras, las instituciones públicas o privadas encargadas de transferir 
la tecnología y las comunidades locales pobres. Esto se debe a inte
reses totalmente diferentes y al afán de hacer producir al agro mexi
cano siguiendo como camino la economía capitalista. 

La transferencia tecnológica pecuaria se basa primero en las 
políticas globales, las cuales exigen incrementar la producción y 
competir en el sistema de mercado; posteriormente, las agencias 
financiadoras se basan en esto para otorgar dinero a las institucio
nes encargadas de transferir tecnologías, las cuales deben someter
se a las instrucciones poco flexibles y a los proyectos encaminados 
a satisfacer las necesidades de alguna línea dentro de la institución, 
y no a las demandas locales. En última instancia, los recursos se 
ocupan en algo de lo que ha llegado al lugar y el resultado final es 
el poco impacto en la transferencia tecnológica debido a que existe 
un proceso revertido: primero se le ofrece al productor y después 
él piensa en qué hacer con lo otorgado; prueba de ello son los ar
tefactos sofisticados que se adquieren, las razas y la infraestructu
ra poco adaptables al lugar, todo lo cual llega a ser abandonado con 
el transcurso del tiempo por los productores. A diferencia de lo an
terior, el mecanismo debería comenzar con un pensamiento ético 
de compromiso igualitario y con la concertación de acciones en fo
ros, en los cuales participen todas las instituciones involucradas, 
con la finalidad de conocer y difundir el funcionamiento de cada 
una de ellas, así como propiciar el trabajo conjunto en proyectos ba
sados en el análisis de la demanda y después de la factibilidad de 
ofertar, no únicamente en el sentido local, sino según el mecanis
mo inter e intrainstitucional. 

De acuerdo con lo anterior, antes de transferir tecnología se po
drían elaborar proyectos interinstitucionales cuyo propósito final 
sea común. Así ocurrió en un proyecto llevado a cabo por AMEXTRA 
en concertación con El Colegio de Posgraduados, en el que la prime
ra institución transfirió tecnología directamente a la comunidad, y 
la segunda participó durante todo el proceso académicamente, for
mulando preguntas de investigación, monitoreando, evaluando, dia
gnosticando y, sobre todo, aportando conocimientos a la ciencia, 
que después la ONG retomaba para asistir a la comunidad. Aunque 
en este ejemplo sólo dos instituciones concertaron acciones, la ex-
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periencia fue exitosa, ya que les permitió trabajar con la misma 
agenda y con responsabilidad igualitaria, coordinándose de mane
ra inter e intrainstitucional. 

Por otra parte, antes de ir a una comunidad se debe hacer un aná
lisis de integración de los actores que participarán en un proyec
to; esto permitirá conocer con detalle las demandas de tecnología 
por estratos, ya que el proyecto CALL advierte que hay diferencias 
de actitudes y aptitudes que limitan durante la investigación y la ex
tensión de la transferencia de tecnologías. Una vez seleccionados 
los estratos y las personas con los que se va a trabajar, se debe ha
cer un diagnóstico o tener una visión holística del modo de vida, to
mando en cuenta todos los capitales (físico, financiero, humano, 
natural, social) y sus interacciones, con la finalidad de entender la 
complejidad de los procesos adaptativos de sobrevivencia de las 
familias pobres. Ya que existe una percepción general de los dife
rentes modos de vida, estamos preparados para iniciar el proceso 
de transferencia de tecnología y, a pesar de que existe un proyecto 
propuesto por los diferentes actores, es necesario tomar en cuenta 
que las familias pobres tienen una serie de estrategias dinámicas y 
se debe estar preparado para adaptar los diferentes proyectos alter
nos originados del proyecto inicial. Dicho proceso de adaptación im
plica un proceso de conocimiento más amplio en comparación con 
la primera percepción general que se tuvo; en esta segunda fase 
se entiende de una manera más analítica la cultura, la economía, 
la sociedad y la política a escala comunitaria y del equipo, ya sea 
de investigación o de extensión. Se debe tener en cuenta que todos 
los involucrados en un proyecto tienen diferentes perspectivas, tan
to reales como éticas, las cuales deben ser tratadas con tolerancia. 

Como corolario, argüimos que el problema del poco impacto de 
la transferencia de tecnología no se encuentra únicamente en las 
limitantes locales, sino que hay esferas que deben interactuar y ar
ticularse para que las comunidades pobres se encuentren con la ca
pacidad de adaptarse a los distintos cambios en el ámbito nacional. 
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Los PROGRAMAS DE APOYO GUBERNAMENTAL 
Y LOS ESPACIOS DE ACCIÓN SOCIAL 

EN EL AGRO GUANAJUATENSE 

María del Carmen Cebada Contreras* 

RESUMEN 

En este trabajo se reflexiona en tomo a los cambios que se están 
dando en la situación y en las formas de vida campesina, vincu
lados estrechamente con los programas y políticas gubernamen
tales dirigidas al agro en el contexto de globalización económica 
y social. En particular, se busca comprender cómo se ven afecta
das las formas de organjzación y representación social en los ám
bitos locales, de cómo los productores campesinos hacen frente 
a esos cambios y qué tipo de estrategias emprenden. Como algu
nos programas son federales y otros estatales, se analiza si exis
ten diferencias en sus formas de operación. 

Palabras clave: programas gubernamentales, organización cam
pesina, representación. 

PRESENTACIÓN 

En este trabajo se reflexiona sobre los cambios que se están presen
tando en la situación y en las formas de vida campesina en función 
de los programas y políticas gubernamentales dirigidos al agro en 
el contexto de la globalización económica y social. En particular, se 
busca comprender cómo se modifican las formas de organización 
y representación social en los ámbitos locales, cómo los producto
res campesinos hacen frente a esos cambios y qué tipo de estrategias 
emprenden. Se reflexiona en tomo a las dinámicas de los procesos 
sociales que se generan en comunidades ejidales ubicadas en el Ba-
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jío guanajuatense, en donde se aplican programas gubernamentales, 
sociales y productivos que buscan dar incentivos para el desarrollo 
local y regional, erradicar la pobreza o lograr la reconversión pro
ductiva. Entre ellos están Procampo (Programa de Apoyo al Campo) 
y Alianza para el Campo, coordinados por la Secretaría de Agricul
tura, Ganaderia, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa); 
Oportunidades (antes Progresa, Pronasol), coordinado por la Secre
taría de Desarrollo Social (Sedesol), Proyectos Productivos de la 
Secretaría de Desarrollo Social y Humano del Gobierno del Esta
do de Guanajuato; los programas del Sistema de Financiamiento 
para el Desarrollo Estatal (Sefide), en el que juega un papel importan
te el financiamiento rural, las cajas de ahorro y préstamo, así como 
el programa de microcréditos (que a partir de 2001 se separa de 
Sefide y se convierte en una microfinanciadora). 

Analizando las formas de operación y recepción de estos pro
gramas entre la población, se busca comprender el papel que estos 
programas han jugado en la modificación de las situaciones pro
ductivas y sociales y, particularmente, en el tipo de relaciones y es
pacios de acción y participación social y política entre los diversos 
sujetos sociales a los que se dirigen. Como algunos de dichos pro
gramas son del gobierno federal y otros del gobierno estatal, se com
paran para ver si existen diferencias en sus formas de aplicación y 
seguimiento. 

La pregunta en la que se fundamenta la reflexión es si este con
trol administrativo es una nueva forma de control político o si re
fleja una nueva forma de relación entre Estado y sociedad (rural) 
en este nuevo contexto económico, político y social. 

Los PROGRAMAS GUBERNAMENTALES y su OPERATIVIDAD 

Varios aspectos caracterizan la redefinición profunda de las políti
cas públicas en el medio rural. En México se cumplieron ya dos 
décadas de que cambió el modelo de desarrollo económico y se 
han dado modificaciones en la forma de intervención del Estado. 
El año 1982 se considera el parteaguas de las transformaciones que 
han venido ocurriendo en la vida económica, política y social de 
México. Con el cambio de modelo de desarrollo que se implemen
ta en la administración presidencial de Miguel de la Madrid, inicia 
una política económica de corte neoliberal. Se señala que con ello 
cambia el papel del Estado, de uno interventor a uno regulador y 
promotor de la economía de mercado; se da una liberalización re-
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lativa de los controles gubernamentales y, en el escenario político, 
se diversifican los actores y emergen otros grupos sociales que pre
sionan por tener una mayor participación social. Las políticas se 
centran en promover tres aspectos: el cambio estructural, la mo
dernización productiva y la reforma de Estado. Esto, a su vez, ge
nera transformaciones institucionales y formas de organización 
social diferentes. Además, en el diseño, definición y funcionamien
to de la política se incorporan aspectos para promover una mayor 
participación ciudadana, con lo que se trata de modificar el "esti
lo" de hacer y definir la planeación para el desarrollo, pues no se 
quiere repetir el fracaso de la anterior manera de realizar la planea
ción para el desarrollo, en la que los planes eran elaborados "desde 
arriba", por "expertos" y burócratas que en la mayoría de los casos 
no tenían contacto directo con las complejas realidades locales (Pen
so, 2002:292). También se señala que, desde el punto de vista polí
tico, el cambio hacia la democracia se ha dado de manera limitada, 
ya que sólo ha habido una alternancia en el poder pero no se han 
registrado modificaciones profundas en la correlación de fuerzas 
sociales. El proyecto económico y social continúa identificado con 
los mismos intereses a los que servía con los anteriores gobiernos, 
por lo que se plantea que el nuevo grupo en el poder cohabita con 
elementos típicos del régimen anterior -en el que predominó la 
presencia de un Estado corporativista, intervencionista y tutelar 
que fomentó el clientelismo y el patrimonialismo-, y se produce una 
mezcla entre el estilo autoritario y el modelo democrático (Casti
llo, 2002:362; Magaña y Vargas, 2002:374). 

Esto modifica la forma de definir las políticas gubernamentales 
de desarrollo, porque se propone incorporar a grupos marginados 
en los programas sociales para reducir la pobreza por el papel que 
puedan tener en el marco y en la creación de espacios políticos acor
des con las nuevas condiciones, en las que se busca la autogestión de 
los grupos para que elaboren propuestas de desarrollo en los ám
bitos locales y se abandonen acciones de corte asistencial y clien
telar que predominaban con anterioridad. 

Se coincide aquí con Hall (1991: 15 7) en que: 

[ ... ] las políticas gubernamentales y su aplicación no respon
den sólo a las cambiantes condiciones económicas sino a una 
compleja problemática social y política. Las decisiones de los 
gobiernos, en sus distintos niveles, se enfrentan a los dilemas pro
ductivo, distributivo y político, directa y estrechamente vincula
dos entre sí. 
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Del mismo modo, se considera que: 

[ ... ]la política económica no es resultado de un mero ejercicio 
técnico en el q4e se estudia y formula el diagnóstico de un proble
ma, sino que es una práctica social cuyas motivaciones o causa
les son necesariamente de orden político. La política económica 
está inmersa en un proceso político desde el diseño del proble
ma hasta el de las posibles alternativas de solución y de decisión 
por alguna de ellas y aún su propia instrumentación; donde sur
ge uno de los principales requisitos de viabilidad de un proyecto 
económico es justamente en el grado de legitimidad y consenso 
entre distintas fuerzas sociales (Magaña y Vargas, 2002:376-377). 

En este contexto de cambios se inscriben las transformaciones 
de las políticas económica y social dirigidas al medio rural. Los 
programas que se implementan se enfocan a atender cierto tipo 
de problemática en distintos ámbitos de gobierno. En la agricultu
ra estas modificaciones se observan al definir y operar las políticas 
agrícola, agraria, de financiamiento y de comercialización, así como 
en las instituciones y los aparatos gubernamentales que tenían que 
ver con el campo mexicano y las prioridades de atención, como lo es 
ahora la política hidroagrícola y el fomento a la producción para la 
exportación. Esto indica, además, que se diferencian las políticas 
dirigidas a mejorar la competitividad y productividad, encamina
das preferentemente a productores medios y grandes, de aquéllas de
nominadas de "desarrollo rural", canalizadas prioritariamente a 
grupos de productores calificados como minifundistas o de subsis
tencia. Asimismo, con el retiro del Estado se dejan ciertos campos 
de acción que antes eran de competencia gubernamental, y en su 
lugar aparecen un tipo de empresas, principalmente del sector pri
vado, que van llenando y ocupando esos espacios. 

Esto obliga a cuestionar los cambios que sufre la relación entre 
el Estado y los productores campesinos, la cual ha sido caracteri
zada como corporativista, populista o clientelar. En este ensayo se 
parte del supuesto de que las nuevas formas de intervención del Es
tado impactan de alguna manera las formas de organización o aso
ciación en el medio rural. Estos programas influyen no sólo en los 
aspectos productivos, sino también en los espacios sociales y de par
ticipación social de los diversos agricultores y sujetos sociales en 
el medio rural, y por lo tanto, en la forma de tomar las decisiones 
productivas y de planeación agrícola en los ámbitos locales y regio
nales, haciéndose ahora más clara la separación entre formas de 
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organización para la producción y formas de organización y de re
presentación social y política. 

Por otra parte, el agua de riego aparece como un aspecto rele
vante por considerar. Para esta cuestión se fomenta el uso de tecno
logías ahorradoras' de agua de riego (entubamiento de la red), por lo 
que se prevé un cambio en los paisajes agrícolas y agrarios. Con 
la reestructuración de la Comisión Nacional del Agua ( CNA) se le otor
gan nuevas atribuciones, se establece la transferencia de la adminis
tración de los distritos de riego a los usuarios y se emite una nueva 
ley de aguas nacionales en 1992, con lo que se derivan nuevas ins
tancias y formas de organización y de representación de los pro
ductores agrícolas. 

Además, el crecimiento demográfico ha generado presión por la 
tierra ya no sólo como factor productivo, sino como un lugar para 
habitar. Las sociedades rurales son cada vez menos agrícolas y tien
den a ser más urbanas, hay una mayor demanda de empleo, que no 
se cubre, y se presenta en mayor medida el proceso de migración 
internacional. Se da una modificación de las necesidades y deman
das que se ubican más en la política social que en aspectos de la 
producción, de la comercialización o de la asistencia técnica para 
la producción. En algunas zonas se observan y resienten los efec
tos negativos sobre el medio ambiente. Aunado a esto, el sistema 
de agricultura familiar está cada vez más asociado a la pobreza ru
ral y a los procesos de migración de la población. 

ALIANZA PARA EL CAMPO 

Los programas de la Alianza para el Campo son concebidos como 
apoyos económicos para capitalizar a los productores agropecua
rios. Los subsidios engloban programas que se agrupan, según sus 
características operativas, en transferencia de tecnología, desarro
llo rural, fomento agrícola, fomento pecuario y sanidad agropecua
ria. Se definieron en 1995 en el seno de la Comisión Intersecretarial 
del gabinete agropecuario, a la que se integraron organizaciones de 
productores. Estos programas se aplicaron en 1996 con cuatro pro
pósitos: 

1. Conseguir que el ritmo de crecimiento de la producción 
agropecuaria fuera superior al índice de crecimiento de la 
población. ' 

2. Promover mejores ingresos para los productores. 
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3. Contribuir en el combate de la pobreza. 
4. Procurar un saldo equilibrado en la balanza agropecuaria. 

Con el rubro de desarrollo rural se agrupan diferentes programas 
que buscan atender básicamente a los productores "transicionales 
y de subsistencia": con equipamiento rural, fomento de la cafeti
cultura, capacitación, extensión y asistencia técnica y atención a 
zonas rurales marginadas. 

Con el programa de equipamiento rural se busca fomentar la ca
pitalización y el acceso a tecnologías adecuadas, apoyando la adqui
sición de equipos de bajo costo; incorporar procesos de producción 
sustentables y promover la producción de traspatio. Con el de ca
pacitación y asistencia técnica se promueve la reconversión pro
ductiva, adoptar innovaciones tecnológicas, disminuir costos de 
producción y mejorar los costos de comercialización. El programa 
de desarrollo productivo sostenible en zonas rurales marginadas 
está orientado a atender familias campesinas localizadas en áreas 
con presencia indígena importante. El de impulso a la producción 
de café busca incrementar la productividad mediante el cambio tec
nológico. 

La coordinación del programa está en la Sagarpa. Al menos de
ben asociarse diez productores para solicitar el apoyo. Se les pide 
un proyecto en el que se especifique en qué, cómo y cuándo se ha
rá uso de los recursos. 

PROCAMPO 

El 25 de julio de 1994 se publica en el Diario Oficial de la Federa
ción el decreto presidencial del Programa de Apoyos Directos al 
Campo (Procampo). Éste tiene como objeto transferir recursos en 
apoyo de la economía de los productores rurales que reúnan los re
quisitos y que cumplan con las condiciones establecidas y con la 
normatividad correspondiente. Tendrá una duración de hasta 15 
años con sujeción a lo autorizado anualmente en el presupuesto de 
egresos de la federación. 

· En su inicio se establecieron como cultivos elegibles el maíz, fri
jol, trigo, arroz, sorgo, soya, algodón, cártamo y cebada. La super
ficie será seleccionada según la extensión de tierra que hubiese 
sido sembrada con algún cultivo elegible en alguno de los tres ci
clos agrícolas homólogos, ya sea otoño-invierno o primavera-ve
rano anteriores a agosto de 1993. Los productores deberán ser los 
que se encuentren en legal explotación de la superficie selecta. 
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A la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (hoy Sa
gar-pa) le corresponde operar, administrar y controlar el Procampo 
y será la que emita la normatividad operativa. Además, fue la en
cargada de levantar un padrón sobre productores y superficies ele
gibles. 

La Sagarpa publica en el Diario Oficial de la Federación el calen
dario de apertura y cierre de ventanillas, y de entrega de los apoyos 
por subciclo agrícola primavera-verano u otoño-invierno. 

Asimismo, la Sagarpa podrá cancelar el registro en el directorio 
de Procampo y no otorgará el apoyo cuando no se cumplan los re
quisitos necesarios para su otorgamiento, cuando se proporcione 
información o documentación falsa o bien se oculten datos esen
ciales para determinar el otorgamiento del apoyo; cuando el produc
tor siembre cultivos ilícitos y cuando este programa no cumpla con 
las obligaciones derivadas del programa. 

Procampo deberá coadyuvar a regular y formalizar la tenencia 
de la tierra, procurando que las superficies elegibles se ajusten a 
las disposiciones sobre propiedad de acuerdo con el Programa de 
Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urba
nos (Procede) en lo relativo a ejidos y comunidades, así como a los 
correspondientes procesos de regularización de tierras privadas y 
de contratación sobre las mismas. 

Por medio del programa Apoyos y Servicios a la Comercialización 
Agropecuaria (Aserca), la Sagarpa coordina el Procampo (Aserca 
central). El siguiente ámbito de control está en el Aserca regional, 
que administra varias entidades federativas y es el que tiene contac
to directo con los distritos de desarrollo rural. Después están los 
Centros de Apoyo Rural (Cader), instancias que administran el pro
grama en el ámbito de los módulos de riego y coordinan las ventani
llas de registro, entrega y seguimiento del Procampo a las que acuden 
los productores inscritos en el padrón. 

El Aserca central cuenta con una aplicación informática que re
gistra una serie de indicadores, requisitos y datos requeridos para 
la coordinación y continuidad del programa, tales como que el mon
to no exceda los límites de superficie máxima en propiedad, de 
acuerdo con el Artículo 27 Constitucional y la ley agraria, o que los 
registros de superficie elegible no se modifiquen al alza sólo cuan
do la solicitud se haga para la superficie total registrada. Los pro
ductores, para reinscribirse y continuar con el proceso de cálculo 
y emisión de apoyo, deben acreditar la propiedad o presentar el 
convenio de regularización de tenencia de la tierra, que debe estar 
vigente. El Aserca regional solicita a la delegación del Registro Agra-



202 MARÍA DEL CARMEN CEBADA CONTRERAS 

rio Nacional (RAN), en cada subciclo agrícola primavera-verano (PV) 
u otoño-invierno (OI), la actualización de la relación de ejidos y co
munidades donde haya entregado los certificados parcelarios, de 
derecho de tierra de uso común y donde existan superficies exceden
tes, información que se integra a la base de datos. Además, clasifica 
los folios de solicitud, distinguiéndolos en aquellos que recibieron 
apoyo en el ciclo agrícola homólogo anterior, las solicitudes no apo
yadas, las solicitudes operadas sin recibir apoyo, las que amparan 
varios predios registrados como sociedades rurales, las que se en
cuentran bajo proyecto ecológico, los de sistema roza-tumba-que
ma y los de uso discontinuo del suelo. En la base de datos también 
se cuenta con información sobre los predios mayores de cinco hec
táreas elegibles, los ubicados en los municipios de atención priori
taria por nombre de productor, superficie apoyada y tenencia; el 
cambio de ciclo, el fraccionamiento de solicitudes y las de baja por 
fraccionamiento y consolidación de predios, así como las autoex
clusiones. 

El Procampo se vincula con Alianza para el Campo (programa 
para incrementar la productividad en el campo). En el año de 2002 
se establece el Procampo Capitalizable, en el cual se podía elaborar 
un proyecto en grupo para solicitar el pago de los años restantes, 
con el fin de contar con el dinero suficiente para adquirir un trac
tor. Sin embargo, la cantidad que podían juntar los productores con 
superficies menores a cinco hectáreas no les permitía dicha adqui
sición. Por ejemplo, con 20 hectáreas reunidas por 10 productores 
tenían derecho a 100 mil pesos, pero descontando los intereses, ne
to eran 60 mil pesos; un tractor equipado de 72 caballos para 30 o 
35 hectáreas tiene un precio que oscila entre 150 y 200 mil pesos, 
y además, en esas circunstancias, se tiende a forzar el tractor utili
zándolo hasta 14 horas diarias. Los técnicos comentaron que este 
apoyo sólo es viable para los productores con más de cinco hectá
reas y, más específicamente, para los productores que contaban con 
30 hectáreas cada uno. Son este tipo de productores los que tam
bién tienen acceso al crédito bancario. 

Para el ciclo PV 2003 en zona de riego se les estaba otorgando 905 
pesos por hectárea. En zona de temporal y predios de hasta cinco 
hectáreas y menos se les otorgaba 1 030 pesos por hectárea. En 
otoño-invierno de 2002 el pago fue de 835 y 905 pesos por hécta
rea, respectivamente. La gente está consciente de que ya han trans
currido diez años y que faltan cinco años para que concluya el 
programa. Sin embargo, no tienen previsto cómo sustituir este in
greso que ahora les ofrece el Procampo. 
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PROYECTOS PRODUCTIVOS. SECRETAIÚA DE DESARROLLO SOCIAL 
Y HUMANO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO 

Entre los programas que se han descentralizado para ser aplicados 
a los gobiernos de los estados se encuentran aquellos que atienden 
necesidades sociales de personas que se encuentra en situación de 
marginalidad y pobreza, tanto en zonas urbanas como rurales. 

El programa Proyectos Productivos, a cargo de la Secretaría de 
Desarrollo Social y Humano (SDSH) 1 del gobierno del estado de Gua
najuato está integrado por proyectos cuyo objetivo es el bienestar 
de la comunidad. Las zonas prioritarias que pueden beneficiarse 
son aquellas comunidades, poblados o microrregiones que no han 
sido atendidas y que tienen un alto índice de marginación. Se esta
blecen como criterios para considerar su atención: que la comuni
dad sea la beneficiaria, que reactiven la economía local y que puedan 
generar empleo. Podrán ser de autoconsumo sólo si cubren las ca
racterísticas de permanencia en el tiempo, que no se conviertan en 
soluciones temporales o parciales, que se puedan aprovechar po
tencialidades o vocación productiva y que no afecten el medio am
biente y la salud. El tipo de proyecto puede ser de infraestructura, de 
transformación de insumos, agrícola o ganadero o de comerciali
zación de productos. Se nombrará un consejo comunitario (en el 
ámbito local) o un consejo microrregional, que será el encargado 
de asignar un criterio de prioridad a cada uno de los proyectos que 
se hayan presentado. 

Una característica que se enfatiza en este tipo de programas es 
que los beneficiarios deberán ser parte del proceso de participa
ción comunitaria o colectiva; se evaluará, por parte de la SDSH, si 
el proyecto puede ser reembolsable para poder apoyar otros pro
yectos y que sean factibles de llevarse a cabo en el largo plazo, para 
lo cual se pide a los solicitantes que elaboren el proyecto presen
tando los siguientes requisitos: el objetivo del proyecto, la descrip
ción del proceso, identificar a los proveedores de materias primas, 

1 De acuerdo con el artículo 26 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
del Estado de Guanajuato del 2000, la Secretaría de Desarrollo Social y 
Humano es la dependencia encargada de procurar el desarrollo individual 
y comunitario de la población del estado, así como de combatir la pobreza. 
Otro programa que aplica la Secretaría es el de Economía Solidaria, que se 
encarga de tres aspectos, principalmente en los municipios del norte del 
estado de Guanajuato: J) economía solidaria microrregional, 2) acciones 
de economía solidaria en comunidades indígenas, y 3) construcción de bode
gas y mercadeo comunitario. 
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plan de administración, identificar los medios de producción con 
los que se cuenta, descripción calendarizada de las etapas y activi
dades. Asimismo, se debe especificar el destino del recurso: si éste 
es para capacitación, para maquinaria o herramienta, para insumos 
o para comercializar. Los promotores de la SDSH establecerán el 
tipo de capacitación requerida para operar con éxito los proyectos 
y el tipo de organización que permita la permanencia del proyec
to en el tiempo, previo estudio de los proyectos que ya han perdu
rado. Y el proyecto se calificará con base en el mercado: cuánto y 
cuándo se puede producir, costos de producción, precios, servicios 
requeridos, mecanismos de comercialización y modos de produc
ción. 

Los beneficiarios de este programa lo reciben por una única vez; 
para ser seleccionados no deben haber recibido antes apoyo de 
algún programa de Ja SDSH para otro tipo de proyectos y sólo se otor
ga apoyo de continuidad del proyecto. Además, no se permiten pro
yectos que promuevan la compraventa de productos que no hayan 
sido elaborados por la comunidad. 

MICROCRÉDITOS SANTA FE2 

Los microcréditos son considerados como una herramienta finan
ciera para las personas que no son sujetos de crédito de parte de la 
banca comercial, debido a su imposibilidad de presentar una garan
tía económica que respalde dicho préstamo. En el estado de Guana
juato se crearon los apoyos Santa Fe en 1997, durante el gobierno 
de Vicente Fox. Estos microcréditos se otorgan a aquellas personas 
que poseen un ahorro anterior al otorgamiento de dicho crédito y 
cuyo proyecto de inversión sea viable. Dentro del sistema institu
cional los microcréditos son considerados como un detonante para 
el desarrollo económico en un sistema financiero débil. 

El programa se justifica porque surge de la necesidad manifies
ta en las comunidades en relación con la dificultad de acceder a las 
lineas de crédito en la banca, que ocasiona la falta de recursos para 
iniciar un pequeño negocio, trabajar la tierra y, por consiguiente, 
la poca o nula generación de fuentes de empleo. Tiene como obje
tivo organizar sectores de la comunidad con más carencias, confor
mando núcleos solidarios en una estructura formal que, mediante 
el otorgamiento de préstamos de manera escalonada y permanen-

2 Se consultó el Manual metodológico de Microcréditos Santa Fe, A.C. 
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te, y con el compromiso de sus miembros de realizar un ahorro pe
riódico, apoyados con capacitación y asistencia técnica (acciones 
todas que permiten desarrollar y consolidar con el tiempo una orga
nización especializada en servicios de ahorro y préstamos al servi
cio de la comunidad), puedan fortalecer sus actividades productivas 
y de comercialización. La permanencia a largo plazo se garantiza 
con la constitución por parte del núcleo de un fondo de garantía 
a sus préstamos, mediante la creación y consolidación de la cuen
ta interna, la cual posibilita trasladar la morosidad por concepto de 
los préstamos del programa a los ahorros de la comunidad, de tal 
manera que el cobro de las cuotas de los créditos vencidos lo rea
liza el mismo núcleo solidario. Un núcleo solidario es una aso
ciación comunitaria conformada por un mínimo de ocho personas 
que se reúnen periódicamente, una vez a la semana, con el propó
sito de realizar un ahorro, otorgar pequeños préstamos entre sus in
tegrantes, cosa que se puede dar a partir del segundo préstamo o 
ciclo, mediante los fondos del ahorro; a su vez los asociados debe
rán realizar los pagos por concepto de capital y cuota de servicio 
al propio núcleo, en su caso. 

En la normatividad se sefiala que el núcleo debe generar el aho
rro familiar, organizar a sus miembros y a toda la comunidad y, a 
través de ello, propiciar la puesta en marcha de proyectos comuni
tarios, productivos y de comercialización que generen riqueza y 
desarrollo en la comunidad, para así obtener la consolidación de 
la autosuficiencia. La finalidad de un núcleo solidario es ayudar 
a las familias de bajos ingresos a romper el círculo vicioso de lapo
breza, mejorando de esta manera la dignidad y el bienestar de los 
hijos, de los padres y de la comunidad en general; vigilar que los pro
yectos de inversión de los propios integrantes del núcleo ofrezcan 
los resultados esperados; coadyuvar a que los proyectos generen los 
recursos y beneficios esperados; inculcar que el buen desempeño de 
cada proyecto sea en provecho no sólo del asociado, sino incluso 
de la familia y de la comunidad al ser ejemplo del trabajo en equipo 
y, por último, buscar la armonía e igualdad entre los asociados. 

La instancia encargada aclara que es un programa no sólo de cré
dito, sino que pretende detonar apoyos a la microempresa: cuan
do un asociado cuenta con un micronegocio o con parcelas para el 
cultivo, la cría de especies menores y el ingreso por concepto de jor
nales, se busca que el participante pague buena parte del crédito 
con las actividades complementarias que realice. La población ob
jeto son todas aquellas mujeres, principalmente de bajos ingresos 
o sin actividad productiva alguna, que deseen explotar su poten-
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cial creativo al iniciar un pequeño negocio o incrementar sus pe
queños negocios o como jornaleras; minifundistas, que no tienen 
acceso a créditos bancarios ágiles, y zonas dedicadas a actividades 
agrícolas, pecuarias y también con actividades de producción y/o 
comercialización de bienes o servicios. Las participantes deben acre
ditar una residencia en la comunidad no inferior a tres años. De 
preferencia deben ser mayores de edad, cabezas de familia o tam
bién que demuestren compromisos y responsabilidades adquiridas. 
En ningún momento debe existir distingo de raza, género, credo o 
filiación política. 

Sin embargo, los requisitos que imponen a los usuarios los vuel
ve selectivos y excluyentes: les piden que tengan un antecedente de 
ahorro (se les pide 20 por ciento del monto del crédito, el cual que
da como fondo de garantía para el primer préstamo), que pertenez
can a un grupo de diez acreditados, comprometidos solidariamente 
a pagar el préstamo y, por lo tanto, en ser vigilantes del crédito, y les 
cobran altas tasas de interés (entre 6 y 1 O por ciento mensual) por
que buscan cuidar la liquidez de la microfinanciadora. Los mon
tos de financiamiento son de 50, 100 o 500 pesos, y conforme van 
pagando y renovando el préstamo van obteniendo mayor canti
dad, que puede llegar hasta tres mil o cinco mil pesos. Si bien se 
creó como una instancia del gobierno del estado de Guanajuato, al 
expedirse la ley de microfinanciadoras y cajas de ahorro por el go
bierno federal en 2001, los Microcréditos Santa Fe se convierten en 
una asociación civil. 

Los ESPACIOS y FORMAS DE INTERACCIÓN RESULTANTES 

Describir la forma en que operan los programas es para mostrar 
cómo se establecen mecanismos administrativos que diluyen cual
quier forma de organización que pudiera surgir entre los produc
tores; y cómo se concentra en las instancias gubernamentales el 
control y el manejo de la información, al establecerse criterios que 
deben tomarse en cuenta para conformar la "base de datos". 

Si bien los programas están allí, el acceso a dichos programas 
es selectivo y solamente los medianos y grandes productores son 
los que pueden beneficiarse de ellos, pues deben cubrir ciertos requi
sitos y tener características para disfrutar de los recursos o bene
ficios que ofrecen estos programas. 

Por ejemplo, en el Procampo se rompe cualquier tipo de relación 
personal con los técnicos del programa y la posibilidad de negocia-
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ción por parte de los productores es nula, ya que con sólo ordenar 
al programa instalado en la computadora que imprima la lista de 
aquellos que están en los límites permitidos, muchos quedan fue
ra. Las reglas de juego cambian: se está o no en la lista siempre y 
cuando se hayan cumplido todos y cada uno de los requisitos se
ñalados. Así, la responsabilidad de la toma de decisiones se desper
sonaliza. Pero ¿esto implica una despolitización? Considero que 
se trata más bien de nuevas formas de mediación política y que, com
binado con las experiencias organizativas que han tenido la mayoría 
de los productores ejidales que por lo general han sido insatisfacto
rias, estas formas de intervención gubernamental y las nuevas for
mas y criterios de operación permiten despolitizar la representación 
de los productores en el programa, pues tanto el delegado como el 
vocal que se nombran para el caso simplemente realizan activida
des de apoyo en la administración en sus ejidos. Son los que están 
en contacto con la instancia gubernamental y los productores, fa
cilitan la tramitación y se convierten, en la práctica, en la vía por 
donde fluye la información hacia ambos lados. Pero además, toda
vía existe la cultura de que las instancias gubernamentales son las 
que definen las acciones y los productores sólo llevan a cabo lo que 
se les indica. 

En los poblados se observó que, en la medida en que estos repre
sentantes no tienen control directo ni pueden disponer ni decidir 
sobre los recursos, no se da una lucha por ocupar dichos cargos; se 
pierde el interés de participar en estos ámbitos locales, pues según 
la opinión de algunos entrevistados, son cargos que requieren tiem
po y del que no se recibe ningún tipo de remuneración. También 
mencionaron que si aceptaron el cargo fue porque éste no les impli
caba llegar a tener diferencia con sus compañeros de profesión; en 
consecuencia no llevaban a cabo la verificación de parcelas. 

Otro aspecto relacionado es que se argumenta que esta forma 
de operación informática no diferencia entre los usuarios, sino que 
a todos se les da un trato igual, y que mientras cumplan con lo es
tablecido no tienen problema. Este proceso se vuelve rutinario 
por la burocracia que hay que seguir en los trárriites cada subciclo 
agrícola, pero también los productores tienen la seguridad de que 
están considerados en la lista y recibirán el apoyo en las fechas con
venidas, pues no dependen de la relación que exista con las autorida
des ejidales o delegacionales. Además, los entrevistados comentaron 
que votaron por el actual delegado y el vocal porque son personas 
confiables, honorables, respetuosas y contaban con experiencia al 
haber sido miembros del comisariado ejidal. 
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Si bien el Procampo lo reciben los que aún están inscritos, se 
encontró que en los ejidos hay ejidatarios que no se inscribieron en 
el programa o no aparecen en el padrón que levantó la Secretaria 
de Agricultura y Recursos Hidráulicos de manera previa a la afi
liación al programa. Una de las causas por las que no accedieron al 
programa fue la desconfianza que se generó al promoverlo, pues se 
desconocía en qué consistía y les preguntaban qué y cuánto ha
bían sembrado durante tres años atrás. Los entrevistados que se en
contraban en este caso manifestaron haber tenido temor de perder 
su parcela, más cuando las tenían dadas en préstamo o rentadas, 
y también porque había aparecido el Procede y se habían presen
tado, según el personal del Procede, algunas irregularidades que 
detenían el proceso de certificación. El otro motivo fue que en ese 
entonces los "líderes" del ejido no los "invitaron" al programa por 
pertenecer a grupos diferentes dentro del mismo ejido. Una razón 
más fue que en ese momento el titular de la parcela se encontraba 
trabajando en Estados Unidos y no pudo llevar a cabo los trámites 
del registro, que tenían que hacerse directamente por el productor. 
El Procede está estrechamente vinculado con el Procampo. Estos 
aspectos saltan a la vista porque los que no están recibiendo este 
apoyo ahora lo quieren recibir, pues según ellos ya se dieron cuen
ta de que los trámites son simples y que se han visto favorecidos los 
que sí lo reciben. Manifiestan su demanda por medio de los parien
tes, compadres o amigos que sí reciben el Procamo y éstos lo hacen 
extensivo hacia los promotores de las ventanillas de los Cader. En 
virtud de que varios productores presentan esta situación y en va
rios ejidos, la coordinación de Aserca está viendo la posibilidad de 
expandir el programa para incluir únicamente a dichos producto
res, mas no así a los que ya fueron sancionados y quedaron fuera 
del programa. 

Se observa que ahora ya no existe la presión organizada ni co
lectiva. Al administrarse el programa de manera individual, los 
que están en el programa sencillamente cuidan de permanecer en 
él. Por otra parte, el representante o delegado en la práctica se con
vierte en un vocero que informa sobre las fechas de apertura, re
gistro y cierre de ventanillas, así como de las fechas de entrega de 
los cheques. 

Alianza para el Campo, al diferenciar los programas y "focali
zar" la atención, permite apreciar una relación directa entre tipo 
de programa y tipo de productor al que se canaliza. Muy pocos 
productores ejidales han podido tener acceso a los recursos de la 
Alianza para el Campo. Los propios técnicos de Sagarpa en el esta-
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do de Guanajuato mencionaron que sólo los que tienen recursos 
propios que puedan complementar el apoyo otorgado por el pro
grama pueden disponer de ellos y, por lo general, son los propieta
rios privados los que acceden a dicho programa. Son los técnicos 
los que dan orientación sobre los criterios y requisitos por cubrir 
para cada programa, y son los que hacen las "recomendaciones" 
sobre el tipo de programa al que pueden acceder los productores se
gún sus condiciones productivas y de recursos con que cuentan. Así, 
los programas con un contenido más social que productivo, incor
porados en la línea de desarrollo rural, son los que predominan 
entre los ejidatarios, quedando muy lejos de tener la capacidad de 
"capitalización" o acceso a maquinaria y equipo para incrementar 
su "productividad" y ser competitivos en el mercado (exterior). 

Los que han tenido acceso al programa comparten el rasgo de 
haberse asociado con otros productores ejidales con la misma capa
cidad económica para dar el enganche de la maquinaria, o bien son 
grupos familiares que sustentan sus recursos económicos con las 
remesas que les envían los miembros de la famfüa que trabajan en 
Estados Unidos o, a veces, es el propio ejidatario el que se fue de mi
grante. 

Este programa muestra cómo lo económico juega un papel pri
mordial y cómo en las gestiones se manejan criterios de "racio
nalidad económica y de eficiencia administrativa" más que una 
demanda o presión social. 

Respecto a los proyectos productivos, se aprecia que por la for
ma en que se aplican éstos la relación tiende a requerir la presen
cia de los técnicos y promotores en las comunidades elegidas y a 
todo lo largo del periodo de vigencia del proyecto para su segui
miento y evaluación. Sin embargo, en virtud del criterio de aten
ción por única vez, parece que no se da una relación más estrecha. 
Los técnicos y promotores son los encargados de hacer operativo el 
programa. Son ellos los que definen el tipo de información que será 
requerida para seleccionar, dar seguimiento y evaluar los proyec
tos. En estos programas sólo se da un seguimiento administrativo 
en relación con el cumplimiento de los criterios y requisitos estable
cidos, pero no hay un acompañamiento a lo largo del proyecto ni 
tampoco un apoyo adicional para consolidarlo y ver si se alcanzan 
los objetivos y metas programadas en el "plan de inversión", y para 
detectar los obstáculos y problemáticas cuando no se logran. Ade
más, aunque se nombra a un representante del grupo, éste sólo 
presenta y transmite información del grupo a la secretaría y de 
la secretaría al grupo. 



210 MARfA DEL CARMEN CEBADA CONTRERAS 

En relación con los microcréditos se encontró, como experien
cias de núcleos solidarios entrevistados, que en su mayoría ya no 
"existían" como se conformaron originalmente, y de diez o 12 perso
nas sólo continuaban dos. La mayoría de los grupos fueron crea
dos cuando se inició el programa con el gobierno de Vicente Fox. 
El programa estaba diseñado para reducir costos de transacción y 
operación: con un cierto techo financiero se establecía el número 
de créditos por otorgar y el monto mínimo de los mismos. Sin em
bargo, en una entrevista con personal del Sedife se nos comentó 
que dieron más créditos de los programados y la suma otorgada fue 
menor que la recomendada. En la información que se consiguió 
no se ofrecen datos sobre los costos de transacción ni los de opera
ción, ni mucho menos sobre la tasa de recuperación de los créditos 
otorgados. Pero se puede suponer que éstos se elevaron e incluso ten
go la idea de que esta experiencia en Guanajuato sirvió para ajus
tar el programa federal de microfinanciamiento. 

Por las entrevistas se detecta que los créditos otorgados en el me
dio rural escasamente fueron canalizados o utilizados en actividades 
productivas: predominaron las actividades comerciales y de servi
cios. Los rubros en los que se gastaba el crédito eran en el comercio 
de ropa, tiendas de abarrotes, bisutería o venta de comida. Un aspec
to importante que se observa es que no hay un técnico asesor que 
acompañe al grupo ni apoyos que permitan su consolidación como 
grupo solidario. El fondo de ahorro que les "obligan" a formar para 
obtener el primer financiamiento, lo van usando entre las socias y 
se "lo acaban", de tal forma que ya no tienen la garantía ni el fon
do para utilizarlo para pagar el crédito cuando no se tenga el dine
ro líquido, por lo que al no pagar automáticamente quedan fuera 
del grupo, sin crédito y endeudadas. De las personas que continua
ban "asociadas", por lo común eran familiares y se ayudaban con 
remesas de los familiares migrantes o con ingresos de otra activi
dad y simplemente utilizaban el préstamo de este programa para 
"manejar sus deudas" . También desconfían de las que conforman 
la directiva pues no les queda claro cómo es que se "termina el fon
do de ahorro". Por otro lado, vuelve a aparecer la circunstancia, 
señalada por las entrevistadas, de que algunas han podido pagar 
este crédito gracias a la ayuda que reciben de sus familiares que 
les envían dinero de Estados Unidos. 

El acceso a este crédito fue por promoción directa del personal 
de Sefide. Los microcréditos ahora los opera la reconvertida micro
financiadora Santa Fe. Los grupos se formaron o entre parientes o 
entre amigas. Pero, por lo general, las personas que se asociaban 
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para solicitar este crédito y formar un núcleo solidario ya tenían 
una actividad precedente que les permitía tener la capacidad de 
cumplir con el requisito de formar el fondo de ahorro del grupo. 
De ahí que en su inicio estos recursos los incorporan a sus propias 
estrategias familiares . Las dos o tres personas de los núcleos en
trevistados que continuaban con este crédito lo hacían ahora de 
manera individual, porque ya tienen un "historial crediticio y un 
fondo de ahorro propio". Si bien ahora, como microfinanciadora, 
predominan criterios y racionalidad económico-administrativas, en 
sus inicios este programa tuvo un cierto sesgo populista. 

Los montos se iniciaron con 500 pesos y se puede llegar a obte
ner un crédito de diez mil pesos. Las tasas de interés anual son 
altas, entre seis y ocho por ciento anual. El fondo de ahorro por 
núcleo giraba entre dos mil y cuatro mil pesos. 

REFLEXIONES FINALES 

1. Al existir una serie de distintos programas gubernamentales que 
"focalizan" la atención, se observa que la acción generada es aho
ra más especializada, y que otros, al ser más segregados, generan 
una dispersión de los individuos más que su agrupación. Los pro
gramas ya no incorporan de manera directa a todos los productores; 
la decisión de la incorporación al programa se deja en manos del 
propio productor. Con esto se diluye cualquier presión o demanda 
de los productores en cuanto a considerarse excluidos por el progra
ma. No obstante, en algunos programas, principalmente en los de 
financiamiento y crédito, un requisito que debe cumplirse es que se 
agrupen para responder a la obligación solidaria del préstamo reci
bido. Con ello los espacios de acción social son más restringidos. 

2. Los cambios modifican las reglas de juego económico y polí
tico. La forma de representación es cada vez más agregada y los 
productores ya no son referidos por el tipo de tenencia, sino como 
"usuarios de riego" , como productores o como usuarios de crédito. 

3. Los costos de transacción y operación se transfieren a los usua
rios o beneficiarios del programa. En este aspecto, el nombramien
to de los representantes ya no es tan competido pues ya no se tiene 
esa capacidad de decisión. En los ámbitos locales, la representación 
se da sólo para cubrir un aspecto administrativo, se han mediado 
las condiciones que conducen a una organización que dé fuerza a 
dicha representación y presionen por ciertas demandas. Por lo mis-
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mo, ya no se da una lucha por obtener dichos cargos de represen
tación, más bien se elude o se rechaza dicho nombramiento debido 
a la carga de trabajo administrativo que esto implica para el repre
sentante, cargo y responsabilidad por la que no recibe un pago o 
un ingreso extra. La lucha por los cargos de representación se da 
ahora en los ámbitos microrregionales y regionales, en los módu
los de riego, en los distritos de riego y en los consejos de cuenca. Los 
productores con "rasgos" empresariales, principalmente los priva
dos, son los que más participan por obtener dichos cargos. 

4. A pesar de existir grupos diferenciados en el interior de lasco
munidades estudiadas, que políticamente se adscriben a distintos 
partidos políticos, esto no ha jugado un papel importante en la de
finición de los beneficiarios de los programas, ni se da un manejo 
de los recursos por parte del grupo que permanece en el poder, pues
to que este manejo queda fuera de sus manos y son los aparatos gu
bernamentales los que llevan a cabo la gestión administrativa de 
los programas y los que mantienen el control. No existe una verda
dera representación, a pesar de haber sido nombrado por sus co
legas, ni tiene la fuerza que una representación jugaría. Habría 
que preguntarse si este control administrativo es una nueva forma 
de mediación o de control político. 

S. Se da una separación de lo que sería la participación en los 
programas económico-productivos o sociales de lo que sería la par
ticipación política. Se pudo observar que la definición de los usua
rios o beneficiarios de los programas ya no se da por algún líder 
local, sino que esta definición se da según los criterios y requisitos 
que cada programa establece; con ello ya no se da el manejo polí
tico de los recursos por cierto grupo o líder local. 

6. Las dinámicas de gestión, negociación y control alrededor del 
uso de los recursos ya no se dan en el ámbito local, sino que se tras
ladan al regional; con ello la vinculación entre usuario, beneficia
rio, productor y sus representantes e instituciones u organismos 
presentes se aprecia cada vez más lejana. 

7. Las decisiones productivas que emprenden los hombres y las 
mujeres del campo continúan influidas, vinculadas o dependien
tes de las políticas gubernamentales que se aplican al sector, de 
acuerdo con los recursos estratégicos con que se cuenta y el con
texto sociopolítico que se genera. 

8. Sigue vigente la cuestión acerca de desarrollo rural: de qué 
tipo de desarrollo se está hablando, cómo se define la búsqueda de 
las posibles alternativas para lograr dicho desarrollo, quiénes defi
nen la dirección del desarrollo, qué y cómo entender la participación 
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social en la planeación del desarrollo, y cómo lograr el bienestar co
lectivo y la conservación de los recursos naturales y medioambien
tales. 

No obstante, lo ideal sería lograr la participación de los diversos 
actores, con representatividad, con base en el consenso social y la 
toma de decisiones basadas en "diagnósticos" que identifiquen pro
puestas de solución a problemas acordes a las condiciones de los 
destinatarios de las políticas de desarrollo en el medio rural. Plan
teo como hipótesis que, dado que los recursos se siguen manejando 
con criterios políticos y que ahora se traslada dicho manejo a los 
ámbitos del gobierno federal o del gobierno estatal, según sea el ca
so, los criterios, requisitos y las formas de operación y gestión de 
los programas son nuevos signos de mediación política, lo que (com
binado con las experiencias organizativas, por lo general insatis
factorias, que han tenido la mayoría de los productores ejidales) 
tiende a diluir o debilitar cualquier forma de organización que pu
diera darse entre los productores, generándose una despolitización 
de su representación en los ámbitos locales y perdiendo sus lideraz
gos y en cierto sentido su "capital social". 

Esto no es nada nuevo, sin embargo, la reflexión gira en tomo a 
cómo se da ahora la relación entre la situación económica con la 
participación política. Una demanda que se daba fuertemente por 
este grupo de productores era la "democratización" del ejido y de sus 
asociaciones, pero las demandas se hacían en un contexto ·diferen
te. Ahora la fuerza política que pudiera tener el ejido o las organi
zaciones de campesinos está muy debilitada. A raíz de las reformas 
del Artículo 27 Constitucional y de todas las políticas hacia el sec
tor, la figura del comisariado ejidal ya no tiene la fuerza de la repre
sentatividad con la que venía negociando recursos; los liderazgos se 
modifican y aparece la figura del presidente municipal más fortale
cida, gracias a los recursos que les llegaron a través de los programas 
de desarrollo comunitario y erradicación de la pobreza, los cuales 
serían manejados directamente por ellos. Esto ejemplifica también 
las áreas en las que ahora interviene el Estado, más en aspectos de 
política social que en apoyo para la producción. 

Y como ya se mencionó, lo anterior nos lleva a considerar que 
la tierra y el agua se convierten en objetos de confrontación social 
de manera conjunta, y que el ejido se debilita como el espacio de ac
ción social privilegiado de antaño y ahora son los módulos de rie
go y las asociaciones de usuarios las que toman ese lugar. También 
la lucha por los cargos de autoridad o representación cambia. Con la 
tierra y el ejido, era el comisariado ejidal el objeto de lucha política 
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por acceder a esos cargos de autoridad; con los cambios en el papel 
del agua y en la forma de representación, ahora los espacios de lu
cha se trasladan al ámbito extralocal, hacia la directiva de los mó
dulos de riego y más allá está la lucha en el ámbito del distrito de 
riego, aspectos que se convierten en mecanismos de diferencia
ción económica, política y social. Se siguen observando asimetrias 
de poder y una participación desigual en las instancias de represen
tación y de gobierno. El papel de los recursos cambia al igual que la 
forma de participación social, y con ello el sentido territorial que 
desarrollan. 

Respecto a las condiciones de los productores y de la población 
campesina, se observa que estos programas no han ayudado a me
jorar sus niveles de productividad. Estos programas se convierten 
en áreas de posibilidad donde pueden "jugar" con estos recursos 
para seguir subsistiendo y, aunque la tierra ya no es el recurso eco
nómico fundamental, sigue siendo un recurso simbólico alrededor 
del cual giran sus decisiones y estrategias productivas y de reproduc
ción social. 
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RESUMEN 

La entrada en vigor de las políticas neoliberales en México en 
1982 trajo como consecuencia la privatización de muchos de los 
servicios de apoyo y asesoría en el medio rural. Esta transferen
cia implicó el reacomodo de individuos en organizaciones de la 
sociedad civil (ose) de distinto cuño que se han multiplicado tan
to en número como en diversidad de propuestas. En el escenario 
actual , las ose pueden llegar a jugar un papel relevante en el de
sarrollo local y regional; para ello tienen que hacerse de recursos 
suficientes y adecuados, y tejer redes y alianzas entre ellas, que 
permitan una mayor coordinación y complementariedad entre 
sus acciones, así como con las demás instituciones que inciden 
en escenarios rurales . 

Palabras clave: organizaciones de la sociedad civil, estrategias, 
gobemanza, funcionarios , redes, rural. 

INTRODUCCIÓN 

El papel del Estado y la política rural en México cambiaron de mo
do trascendental en 1982, año en que la caída de los precios del pe
tróleo y la crisis de la deuda externa dieron pie para la imposición 
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de políticas neoliberales por parte del Banco Mundial y del Fondo 
Monetario Internacional. A partir de ese año, el Estado va dejan
do de jugar un papel central en el desarrollo económico de la na
ción, fomentando que el cambio económico se rija de acuerdo con 
las leyes del mercado. 

El adelgazamiento, la refuncionalización e incluso desaparición 
de instituciones públicas relacionadas con el desarrollo rural, como 
parte de los ajustes neoliberales, han traído como una de sus conse
cuencias la privatización de los servicios de asistencia, asesoría y 
apoyo a productores, organizaciones y comunidades rurales. Gran 
parte de los servidores públicos desplazados del aparato público es
tatal lograron acomodarse en organizaciones de la sociedad civil 
de distinto cuño, desde donde continúan trabajando en actividades 
relacionadas con el desarrollo rural. 

Las ose se han multiplicado y diversificado, sobre todo a partir 
de esta transferencia de agentes de cambio y de funciones de la ad
ministración pública a la sociedad civil. Aun así, su escenario e im
pacto en el desarrollo rural no pareciera ser muy halagüeño. De parte 
del Estado neoliberal hay reticencia por impulsar una política de de
sarrollo rural plural y apoya a empresarios agropecuarios que cuen
tan con condiciones para competir en el TLCAN y en el mercado 
internacional, y atiende a los habitantes considerados económica
mente inviables con programas de "combate a la pobreza", cuyo úni
co fin es paliar los efectos de las políticas macroeconómicas que 
tienden a concentrar el poder y el ingreso, y evita así el desconten
to social que pudiera obstaculizar la consecución de estas políti
cas. Por otra parte, las organizaciones filantrópicas internacionales 
y las instituciones de ayuda de gobiernos de países desarrollados eco
nómicamente (PDE) ya no consideran a México como un país priori
tario desde que pasó a ser miembro de la OCDE, por lo que salvo 
casos particulares éstas no están apoyando proyectos en México al 
mismo nivel que lo hacen en África, Asia y Centroamérica. 1 

Así las cosas, las ose tienen que competir entre sí para poder 
agenciarse recursos. En el caso de los recursos gubernamentales, 
éstos se han vuelto de difícil acceso debido a una normatividad ca
da vez más complicada para el caso de actores sociales campesi
nos e indígenas. A lo anterior habría que agregar que los recursos 
que llegan a ser obtenidos de las instituciones públicas casi siem
pre suelen ser entregados con algún condicionamiento político o 
clientelar a la ose agraciada. Los recursos de las organizaciones 

1 Como ejemplo, véase el caso de Tanzania en el artículo de lgoe (2003) . 
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filantrópicas, por su parte, son cada vez más escasos y su mercado 
más competido, situación que ha generado una vorágine entre ose 
de distintas regiones por acceder a estos recursos. En resumen, las 
acciones, ya sean gubernamentales o de ose que tienden a apo
yar actividades productivas y de desarrollo, son muy limitadas. 

Este trabajo aborda este tema proponiendo, ante este escena
rio, que la sociedad civil debiera buscar estrategias más eficaces 
para presionar al gobierno a cambiar su política rural, para incen
tivar a las organizaciones filantrópicas internacionales a invertir 
en México y para movilizar los recursos que están llegando a mu
chas comunidades como remesas enviadas por los migrantes a sus 
comunidades. 

DE MODERNIDADES, DESARROLLO E INTERVENCIÓN 

En las últimas décadas, México, al igual que numerosas naciones 
empobrecidas del orbe, ha sido sometido a una nueva dinámica que 
ha dominado la vida económica y política mundial, generada por 
el proceso de globalización y por la imposición del modelo neolibe
ral. Ésta ha propiciado el fortalecimiento de una especie de gobier
no supranacional que impera por encima de los gobiernos nacionales 
y que se encuentra regido o comandado por el Fondo Monetario 
Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM) y la Organización Mun
dial del Comercio (OMC) (Brooks y Cason, 1994). 

Estas instituciones, que en realidad son las que dictan y deter
minan la escena global, operan, intervienen y decretan el modelo 
a seguir, que tiende a beneficiar a los grandes consorcios financie
ros internacionales, a los cuales se adjunta el conocido Consenso de 
Washington, y que en conjunto conforman un frente mediático e ideo
lógico. Según explica el especialista Ignacio Ramonet (2004:5), los 
medios de comunicación a su servicio han orquestado una campa
ña que consiste en vender la versión de que se trata de un "fenóme
no" de modernización donde "todo el que piense de otra manera 
es arcaico" y estaria recurriendo a ideas fracasadas del pasado.2 

La subordinación de la economía al capital financiero afronta 
un inflexible proceso que impone en casi todo el mundo una úni
ca forma de proceder, de funcionar-llamado también pensamien
to único- y que en resumen implica una política de apertura de 
fronteras, instauración de privatizaciones, reducción drástica del 

2 Sobre modernidades alternativas, véase Arce y Long (2000). 
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Estado, supresión del sector público en favor del sector privado, 
transferencia de funciones del Estado a las fuerzas del mercado y 
la apuesta total a lo individual en contraposición a lo colectivo, to
dos ellos aspectos fundamentales del modelo conocido como neoli
beralismo (Diego, 1998). 

En México este proceso se ha traducido en la suscripción del Es
tado a la política delineada por la dupla del FMI-BM y al ingreso de 
la nación a los acuerdos internacionales de libre comercio, que sig
nifica no un mundo sin fronteras, sino la transformación del Es
tado intervencionista de antaño (asistencia social y desarrollismo), 
y hoy desapegado del desarrollo productivo (dejado en manos del 
sobreintervenido y distorsionado mercado), alejado de la adminis
tración de la economía nacional y subordinado a los designios de la 
economía global (Kate, 1992). Así, los últimos gobiernos mexica
nos han propiciado, como señala Saxe Fernández (1998), la frag
mentación del así llamado "desarrollo", es decir, han promovido la 
concentración de la riqueza y la polarización social bajo el inusi
tado crecimiento de la pobreza. 

El recambio de cuadros en el aparato gubernamental ha dejado 
el gobierno de muchos países en manos de funcionarios públicos 
adeptos al modelo neoliberal, que conciben que lo mejor es dejar 
que todo se regule por medio del mercado, de acuerdo con las ven
tajas comparativas y competitivas, en donde los principales agentes 
económicos, llámense transnacionales o empresarios locales, ob
tienen todo el apoyo de estos organismos gubernamentales neoco
lonizados para apropiarse de tierra, territorio, recursos naturales, 
infraestructura, mercados y almas de poblaciones enteras bajo su 
esfera de influencia, mientras que las poblaciones locales son con
cebidas en el mejor de los casos como mano de obra barata y, en 
el peor, como dispensables, sin lugar dentro del modelo de creci
miento económico hacia fuera, salvo que logren acomodarse en los 
intersticios que los grandes actores económicos dejan de momento 
olvidados, en una especie de pegujal moderno, un espacio en don
de sobrevivir y entretenerse, un espacio precariamente subsidiado 
por las organizaciones supranacionales y gubernamentales por me
dio de los fondos de asistencia social, a través de acciones, proyec
tos y programas denominados de "combate a la pobreza", cuya idea 
de desarrollo ha cedido el lugar a la administración de la pobreza, 
y que tratan de mantener en calma a la población por medio de pro
gramas asistenciales de corte caritativo, mientras la economía en 
su conjunto se refuncionaliza en torno a estos grandes agentes eco
nómicos. 
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Éste es el escenario. Ésta es la afrenta. De este tamaño pareciera 
ser el problema para quienes no estén dispuestos a ceder sus formas 
y mundos de vida, para quienes no acepten el pensamiento único y 
planteen en su lugar modernas alternativas de distinto cuño que per
mitan espacios dignos a los diversos actores sociales. Y en este ám
bito le toca actuar a todos aquellos agentes que inciden en realidades 
de otros, de distintas maneras, con distintas ideologías, paradig
mas, intenciones, estrategias, actitudes y conciencia social. 

En el escenario de la intervención y el acompañamiento, hay quie
nes por convicción, oportunismo, comodidad o inercia se adscri
ben al pensamiento único y buscan impregnar de los atributos que 
esta modernidad pregona a todos los actores que se van encontran
do a su paso, como la única vía que ellos ven de que éstos logren 
sobrevivir dentro de este paradigma excluyente. Hay otros que con
sideran más adecuado abrir espacios para otros mundos de vida, 
otras lógicas, otras formas de concebir la existencia humana, otras 
alternativas a ese pensamiento y, en consecuencia, se preocupan por 
dar un sentido distinto a su actuación en apoyo a esos actores socia
les para quienes el neoliberalismo se niega a ofrecer un proceso de 
desarrollo propio, diverso y sustentable. 

LA TRANSFERENCIA DE LOS AGENTES DE CAMBIO 

DE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS AL MERCADO 

El año 1982 es, ciertamente, un parteaguas en el papel del Esta
do mexicano respecto a las políticas y acciones relacionadas con 
el campo y con el desarrollo rural. El contraste entre el antes y el 
después de esta fecha se acentuó desde principios de los años 
ochenta debido al espejismo de la riqueza petrolera anunciada por 
el presidente José López Portillo y de los casi ilimitados recursos 
económicos que ésta traería consigo. 3 Con tanta riqueza que ad
ministrar se crearon programas de desarrollo económico para el 
campo financiados en parte con créditos que eran ofrecidos algo
bierno mexicano por la banca internacional, tanto por los exce
dentes de recursos disponibles de estas instituciones como por la 
garantía del oro negro depositado en el subsuelo nacional. 

3 En la introducción de su tesis de doctorado, Carlos Salinas de Gortari 
repite esta versión fantástica sobre la riqueza petrolera y el promisorio fu
turo de México. Una vez presidente, Salinas publicó su tesis, mas la intro
ducción había sido modificada y ya no había mención de este cuerno de la 
abundancia. 



DE SERVIDORES PÚBLICOS A MIEMBROS DE ORGANIZACIONES 223 

La Coordinación General del Plan Nacional de Zonas Deprimi
das y Grupos Marginados (Coplamar) y el Sistema Alimentario Na
cional (SAM) fueron los principales programas de aquel sexenio que 
derramaron recursos en el campo mexicano de una forma inédita, 
con el fin de tratar de incorporar, desde el aparato del Estado, a las 
zonas marginadas rurales y al campo en general al desarrollo econó
mico nacional. Esta ola rural fue instrumentada en el campo por 
un enjambre de extensionistas, asesores, ejecutores de obras, mu
chos de ellos contratados por primera vez, que vinieron a acrecen
tar significativamente los recursos humanos gubernamentales en 
el medio rural. No había prácticamente región del país donde las ca
mionetas de distintas instituciones públicas no se cruzaran por los 
caminos de terracería transportando a servidores públicos de cam
po que se dirigían a veces a la misma comunidad para llevar a cabo 
diferentes acciones o reuniones, en algunos casos con los mismos 
"beneficiarios" (Diego, 1998). Tristemente, el sueño de las vacas gor
das terminó cuando los precios del petróleo fueron a la baja y la 
deuda internacional alcanzó cifras impagables bajo las condicio
nes crediticias prevalecientes, no sólo en México, sino en toda Amé
rica Latina y en otros países de menor desarrollo económico (PMDE) . 

Así las cosas, ante la alternativa de una moratoria en el pago de 
la deuda de los gobiernos latinoamericanos, las presiones del go
bierno de Estados Unidos y la negociación con la banca de parte de 
algunos países, se fue debilitando la posición inicial de resistencia 
ante los acreedores que habían sido copartícipes de este descalabro 
financiero al otorgar créditos de manera laxa y poco cuidadosa. 

Tristemente, el gobierno de José López Portillo llegó al final de su 
mandato sin haber siquiera intentado administrar la supuesta rique
za y más bien enredado en una deuda internacional, una espiral 
inflacionaria y una cascada de devaluaciones del peso, sin preceden
tes, teniendo al final que asumir y heredar a su sucesor, Miguel de 
la Madrid, los llamados "pliegos impositorios" del Banco Mundial, 
que requerían de un ajuste estructural y un adelgazamiento del apa
rato estatal, hoy conocidos con el nombre de "modelo neoliberal", 
que en esencia retoma la idea de regular a la sociedad por medio del 
mercado, sin intervención estatal (Diego, 1998). 

Uno de los efectos directos del neoliberalismo, por pura congruen
cia paradigmática, ha sido la privatización de servicios de asesoría 
técnica, financiera, organizativa y comercial. Programas de trans
ferencia de estos servicios al mercado ha habido muchos: el Banco 
Nacional de Crédito Rural (Banrural), conjuntamente con los Fidei
comisos Relacionados con la Agricultura (Fira), impulsó a princi-
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pios de los años ochenta el Programa de Directores de Producción 
(PDP). En 1985, a partir de la experiencia del PDP, el Fira crea el Pro
grama de Asesores Externos (PAE), que a su vez derivó en una propues
ta institucional para que los asesores externos se agruparan en bufetes 
de asesoría apoyados por el modelo de Servicio de Asistencia Técni
ca Integral (SATI) (Fira, 1986, 1992). A estas experiencias siguieron 
programas similares en diversas instituciones federales y estatales 
que pregonaban la idea de mejorar la asesoría a los productores, co
rresponsabilizando de ésta a los asesores y a los mismos produc
tores, y de optimizar la eficiencia y eficacia de la misma por medio 
del accionar de las fuerzas del mercado: con esta idea, los mejores 
asesores serían más demandados, y los malos asesores, al no ser bue
nos, tendrían que buscar otro modus vivendi (Diego, 1995). 

A la par de estas estrategias de inducción, con el propósito de elu
dir la responsabilidad de tener que dar asistencia técnica a los pro
ductores rurales, hubo instituciones gubernamentales que simple 
y llanamente empezaron a transferir todo un ejército de extensio
nistas y similares al mercado, rescindiendo sus contratos laborales, 
sin que mediara capacitación ni apoyo alguno para tratar de seguir 
ejerciendo esta actividad por cuenta propia. Tan sólo la Secretaría de 
Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH), en los años ochenta, se 
deshizo de cerca de 30 mil agrónomos,4 que de la noche a la maña
na se encontraron sin empleo; muchos de ellos tuvieron que sobre
vivir en actividades no relacionadas con la producción agropecuaria 
(Diego, 1995). 

A ellos, habría que sumar el total de servidores públicos con fun
ciones similares que trabajaba en las instituciones desaparecidas 
de la noche a la mañana debido al adelgazamiento institucional y al 
retiro del Estado del mercado, sin dejar tiempo siquiera para que 
otras similares de carácter privado o social las suplieran en el es
cenario rural. Entre muchas de ellas cabe mencionar al Instituto 
Mexicano del Café (Inmecafé), Tabacos de México (Tabamex), Ase
guradora Nacional Agrícola y Ganadera, S.A. (Anagsa), Banco Nacio
nal de Crédito Rural (Banrural), Fertilizantes de México (Fertimex), 
Productora Nacional de Semillas (Pronase) y Compañía Nacional 
de Subsistencias Populares (Conasupo) (De la Fuente y Mackinlay, 
1994 ). Por la relevancia de todas estas instituciones, se puede esti
mar que la cantidad de extensionsitas, asesores y similares que fue-

4 Información proporcionada por Femando Zuluaga, entonces presi
dente del Colegio de Ingenieros Agrónomos de México (CIAM), durante su 
congreso celebrado en agosto de 1994 en Saltillo, Coahuila, México. 
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ron "desincorporados" del aparato estatal fue cercana a los 100 mil 
individuos.5 

La refuncionalización estatal ciertamente redujó en forma drás
tica las fuentes de empleo en las instituciones de gobierno que en 
los años setenta absorbían 93 por ciento de los egresados de las ins
tituciones de enseñanza agrícola superior del país. Así, si a media
dos de los años setenta habían egresado de las escuelas de agricultura 
cerca de 14 mil agrónomos, y el gremio gozaba de pleno empleo, en 
cambio, al inicio de los años noventa había en el país cerca de 120 
mil agrónomos, 65 por ciento de los cuales se encontraban desem
pleados, subempleados o bien dedicados a actividades ajenas a su 
formación profesional (Calderón, 1994:3-4). 

Este proceso de adelgazamiento de las instituciones guberna
mentales ha tenido sus paradojas, ya que mientras que una institu
ción era obligada a reducir drásticamente su personal e incluso a 
desaparecer por completo, otras como Solidaridad, Procampo, Pro
gresa u Oportunidades eran creadas y absorbían parte del personal 
que era dado de baja por las primeras, pero fundamentalmente con
trataban a recién egresados de los centros de educación media y 
superior (Diego, 2002) .6 

Aunado a lo anterior habría que considerar la transferencia de 
funciones a los gobiernos locales, muchos de los cuales han reto
mado la tarea de asesorar a productores y a comunidades rurales . 
De similar relevancia ha sido la incorporación de servicios de ase
soría a organizaciones rurales de distinto cuño, subsidiados por el 
Estado de manera parcial, antes adscritos laboralmente a las orga
nizaciones, como lo fueron los Consejos Técnicos de los Fondos Re
gionales de Solidaridad del extinto Instituto Nacional Indigenista 
(INI) (Diego, 1997). 

Es difícil estimar cuánta gente fue despedida o transferida al li
bre mercado, según se quiera ver, y cuánta fue contratada por las 
nuevas instituciones creadas bajo el nuevo papel asumido por el 
Estado, lo cierto es que tal vez no haya habido un adelgazamiento 
significativo en el aparato estatal; más bien pudiera estarse hablan-

5 Sirva de comparación que la Armada de México cuenta con cerca de 
200 mil efectivos (González, 2006) . 

6 De acuerdo con Dietz (1999:8), "ya a finales de los años ochenta, lapo
lítica de desarrollo se convierte en asunto casi exclusivo de las ONG y c!e las 
organizaciones de productores, fuertemente apoyadas por la política de 
concertación implementada por el gobierno de Salinas de Gortari (1988-
1994) para poder desmantelar y retirar las instituciones públicas de fomen
to de aquellas regiones consideradas 'no productivas"'. 
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do de un irresponsable abandono de funciones y una renovación de 
personal. puesto que gran parte de los recursos humanos contra
tados fueron de recién egreso de las instituciones de educación me
dia y superior, dejando en el mercado o en el desempleo a aquellos 
que, debido al modelo impuesto, fueron desincorporados o despe
didos por sus instituciones (Diego, 2002). 

La vida de los agentes de cambio transferidos al mercado en 
Jos años ochenta y noventa no fue por lo general muy exitosa. En los 
años ochenta, la caída de la rentabilidad agropecuaria fue de tal 
magnitud que ocasionó una crisis económica entre la mayoría de 
los productores y las regiones rurales del país.7 A lo anterior se pue
de agregar que esta transferencia consideraba que los productores 
fueran asumiendo el costo de la asesoría técnica; esto no fue muy 
bien recibido por la mayoría de ellos, acostumbrados a recibirla 
sin costo de parte de las instituciones gubernamentales; además, 
ésta implicaba una carga en tiempos de "vacas flacas" debido a los 
deteriorados recursos económicos que generaba la producción 
agropecuaria. 

Sirva para ilustrar la historia de Geno Quiñónez, un asesor de 
Tizimín, Yucatán, que fue transferido al mercado para ofrecer sus 
servicios de manera particular. A pesar de que los servicios de Geno 
eran requeridos y deman:dados por los productores agropecuarios 
y por la banca privada en la región debido a su buena calidad, éste 
encontró difícil sobrevivir con los ingresos derivados de estas acti
vidades debido a que, además de las causas arriba señaladas, los 
productores rurales y los mismos asesores no comprendían bien a 
bien cómo concertar y retribuir estos servicios ahora privados. Este 
asesor encontró un mercado más redituable en la asesoría fiscal a 
comercios establecidos. 8 

Historias similares fueron relatadas por otros asesores, ahora 
privados en distintas regiones del país, que a pesar de querer apo
yar a grupos de campesinos e indígenas se veían forzados por las 
circunstancias a asesorar a productores empresariales y a empre
sas comerciales con el fin de mejorar sus ingresos. 9 

Contra lo que pudiera pensarse, la experiencia de la privatiza
ción de los servicios de asesoría relacionada con las instituciones 
financieras tuvo un resultado muy positivo al mejorar los servicios 
otorgados a los productores y dar una mayor libertad de acción a 

7 Véase Calva (1988 y 1991). 
8 Entrevista personal llevada a cabo en 1990, véase Diego (1990). 
9 Véase Diego (1990, 1991, 1995, 2004, 2007). 



DE SERVIDORES PÚBLICOS A MIEMBROS DE ORGANIZACIONES 227 

los propios asesores. Esta experiencia más bien se quedó a medio 
camino por razones ajenas al desempeño de los asesores, ya que fue 
perdiendo el apoyo político que inicialmente tuvo, en tanto que el 
escenario económico era cada vez más contrario a la actividad agro
pecuaria. 10 Esta situación se vio reflejada en el incremento de la 
cartera vencida, que dio origen al movimiento social de El Barzón 
(Mestries, 1997) para luchar contra los abusos de la banca ante una 
creciente cartera vencida que en gran parte se debía a los contro
les gubernamentales de los productos agropecuarios por medio 
de los "planes heterodoxos", y al retiro del subsidio del gobierno a 
los créditos agropecuarios; en esencia, fue una crisis generada por 
una política gubernamental contraria a la actividad agropecuaria 
(Diego, 1997). Sin rentabilidad y con adeudos bancarios, era real
mente difícil que los productores pudieran asumir el costo de la 
asesoría externa por muy buena que ésta fuera. 

Una salida más para los asesores privatizados ha sido su incor
poración a las inicialmente denominadas organizaciones no guber
namentales (ONG), hoy rebautizadas como organizaciones de la 
sociedad civil (ose). Ciertamente, estas organizaciones no son nue
vas en el escenario nacional y rural; sin embargo, su crecimiento 
en número en los últimos 20 años ha sido por demás impresionan
te: 11 tan sólo las relacionadas con el desarrollo humano y la parti
cipación ciudadana que cuentan con Clave Única de Inscripción al 
registro (CLUNI) suman 736 organizaciones.12 Estos cambios se han 
debido en parte a las funciones que el Estado, por presión del BM y 
el FMI, se ha visto obligado a transferir a este tipo de organizaciones. 
Este proceso en México, si bien ha sido relevante, se ha quedado 
corto en relación con la casi total transferencia de la instrumenta
ción y evaluación de las acciones de los fondos sociales que se ha 
dado en la mayor parte de los países de menor desarrollo económi
co, que han sido obligados a ello por las reglas de operación de es
tos fondos financiados por instituciones supranacionales, además 
de las deficiencias de sus instituciones públicas, que no suelen tener 

10 Este proceso fue estudiado por uno de los autores a fines de los años 
ochenta en la península de Yucatán, véase Diego (1988, 1990, 1991 y 1992). 

11 En la actualidad, las controvertidas ose, como Jo señala Dirk Kruijt 
(1997), se han convertido en verdaderos "monopolios de la filantropía y los 
derechos humanos", ya que cuentan con una importante burocracia espe
cializada en la gestión de los múltiples recursos que fluyen. El autor calcu
la para América Latina cerca de 20 mil funcionarios de ONG, gestores y 
administradores de presupuestos internacionales. 

12 Véase <http//www.oportunidades.gob.mx/osc/documentos>. 
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la capacidad para llevar a cabo estas funciones, las cuales por ende 
han caído en manos de ose que licitan, como contratista privado, 
la instrumentación de un paquete de acciones, obras o programas.13 

Otra fuente de ingreso ha sido el financiamiento de parte de or
ganizaciones filantrópicas internacionales y gobiernos de los paí
ses del primer mundo. A pesar de las restricciones que suelen tener 
estas fuentes de recursos debido a la incorporación de México a la 
oeDE, 14 muchas ose han logrado generar clientelas estables a lo lar
go del tiempo y alcanzar una relativa estabilidad en sus fuentes y 
montos de financiamiento. Es en estas organizaciones donde, por lo 
general, se ha logrado tener mayor libertad en sus estrategias y ac
ciones, y en donde se han podido utilizar formas de intervención que 
van más allá de la simple ejecución de obras o servicios, al tratar 
de generar en los actores sociales procesos de reflexión que les per
mitan comprender las razones de su situación (entre ellas las com
plejas relaciones de poder y dominación que se han ido tejiendo a 
lo largo del tiempo a su alrededor), con el fin de dilucidar estrate
gias y acciones tendientes a mejorar su posición en el escenario. Aun 
así, muchas de estas organizaciones se han ido adaptando, cuando 
menos en el papel, a las preferencias de las instituciones financie
ras, con el fin de obtener recursos. 

No obstante, la disponibilidad de recursos, incluso de organizacio
nes filantrópicas dispuestas a otorgarlos a México, por las razones 
arriba expuestas, es realmente limitada. Esta situación ha genera
do un proceso de descomposición organizativo entre las ose que 
poco a poco se han encontrado compitiendo entre sí por los mis
mos recursos, caso contrario al de países africanos como Tanzania, 
para las que el apoyo financiero de este tipo de organizaciones lle
gó a considerarse ilimitado (Igoe, 2003). 

En principio, las ose realmente interesadas en coadyuvar en la 
solución de problemas locales y regionales deberían ponerse felices 
de que alguna de ellas logre el financiamiento de sus proyectos, des-

13 El gobierno de Salinas en México fue el único de toda América Latina 
que logró negociar con el Banco Mundial para que la instrumentación de 
los fondos de asistencia social en México, conocidos nacionalmente como 
el Programa de Solidaridad, fueran instrumentados por personal de insti
tuciones públicas. En el resto de los países de América Latina estos fondos 
fueron operados por organizaciones de la sociedad civil. 

14 México no está entre los países prioritarios para recibir ayuda econó
mica de instituciones relacionadas con el desarrollo desde que pasó a formar 
parte de la OCDE. Éstas han tendido a canalizar la mayoría de sus recursos 
a países de África, Asia y Centroamérica. 



DE SERVIDORES PÚBLICOS A MIEMBROS DE ORGANIZACIONES 229 

pués de todo, de lo que se trata es de beneficiar a los actores socia
les. Incluso, el comportamiento de este mercado da para que estas 
ose establecieran una red de solidaridad y estrategias de apoyo mu
tuo a partir de los pocos financiamientos logrados. Sin embargo, 
desafortunadamente, esta guerra de mercado por lograr un financia
miento en libre competencia con otras ose que trabajan incluso en 
la misma región ha dado pie a divisiones y serios conflictos entre 
ellas, y ha generado acciones dispersas y sin la más mínima coordi
nación, a partir de lo que cada una de ellas implementa en campo. 
Este problema se ha visto acrecentado por la mano visible del Esta
do, que en zonas de conflicto, como en los estados de Chiapas y de 
Puebla, ha financiado a algunas ose, dejando fuera del presupues
to a otras que no han accedido a otorgar apoyo político o de instru
mentación a las acciones concebidas desde el Estado. 

Sirva de ejemplo la ose Altépetl, A.C., en la que participa uno de 
los autores de este trabajo, que después de mucho batallar con la nor
matividad y los trámites para obtener un financiamiento para un pro
yecto productivo solicitado por una comunidad en la Sierra Norte 
de Puebla, finalmente fue notificada de su aprobación. Acto seguido, 
le pidieron expresar su apoyo al gobernador del estado en una inser
ción pagada en un periódico local, ante las fundadas acusaciones 
en su contra por haberse coludido con Kamel Nacif, un empresario 
libanés radicado en Puebla, con la intención de vejar a una periodis
ta que había acusado a este último de pertenecer a una red de pe
derastas. Altépetl, A.C. trató de ser lo más cortés posible al declinar 
la solicitud; no obstante, días después fue informada de la cancela
ción del presupuesto aprobado. 

En este río revuelto en donde las ose nadan con cierta angustia, 
tratando de ganarse el financiamiento unas a otras, la justificación 
existencial de apoyar a los actores locales y regionales para que pue
dan modificar su situación, mejoren su calidad de vida y logren así 
un desarrollo humano, parece pervertirse y transmutarse en una 
distorsión egocéntrica y de sobrevivencia que replantea el pro
blema en términos distintos: lo que les interesa a quienes inciden 
en las realidades de otros es lograr ellos el apoyo, y ser ellos y no 
otros los que ayuden a las comunidades. 15 

15 Versiones similares sobre estos procesos han sido proporcionadas 
por miembros de las ose que integraron una red en Chiapas, y por miem
bros de ose en el estado de Puebla, en México. 
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DE ESTRATEGIAS A ESTRATEGIAS 

Como puede inferirse del apartado anterior, las diferencias entre 
las ose y sus miembros por su origen, concepción del desarrollo, 
estrategias de asesoría o acompañamiento, cultura laboral , ideolo
gía, ética, actitud, comportamiento y fuentes de financiamiento, han 
generado diversas formas de incidir en las realidades de otros. De 
toda esa amplia gama de estrategias es pertinente exponer las ten
dencias que han destacado por su relevancia. 

Hay una gran cantidad de despachos, que son realmente anexos 
de instituciones públicas , en los que sus miembros forman parte de 
la misma camarilla que usufructúa los principales puestos del orga
nigrama de esa institución. Este tipo de organizaciones lleva a cabo 
muchas de las evaluaciones y estudios que la ley de la administra
ción pública en México requiere que sean hechos por integrantes 
de la sociedad civil. Este tipo de ose no se diferencian sustancial
mente de sus aparentes contrapartes en las instituciones públicas en 
relación con los aspectos arriba mencionados, y tratan de avalar o 
justificar las acciones que realizan sus compañeros de camarilla. 16 

Hay otras ose integradas en parte por ex servidores públicos que 
tratan, cuando menos en el discurso, de diferenciarse de las insti
tuciones públicas y del discurso neoliberal, y que sin embargo, ya 
en los hechos, suelen caer en el mismo tipo de estrategias media
tizadoras y manipuladoras por medio de técnicas "participativas" 
para convencer a los actores sociales rurales de sus preconcebidas 
propuestas de cambio, muchas veces cortadas a la medida de las ins
tituciones de las cuales están tratando de obtener algún financia
miento: así, si la institución financiera pone énfasis en el trabajo de 
género, la solicitud de financiamiento es orientada en este sentido, 
y si el énfasis es en gobemanza local, pues entonces toda la propues
ta se orientará en este otro sentido y habrá incluso que convencer 
a los supuestos "beneficiarios" de la relevancia local de estos te
mas, a pesar de que las necesidades de estos actores vayan en otro 
sentido (Diego, 2000a). 

Como parte del abanico de colores del caleidoscopio de ose, tam
bién hay organizaciones que se han ido decantando con el tiempo 
como producto de experiencias previas; sus integrantes muy bien 

16 Uno de los autores ha obseJVado de cerca este tipo de procesos, en don
de a la par que una camarilla toma posesión de una institución de gobier
no, como parte de la estrategia del grupo, algunos de sus miembros crean 
un despacho para manejar por fuera toda una serie de acciones complemen
tarias de la institución, entre ellas, evaluaciones, estudios y proyectos. 
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pueden haberse iniciado laborando en alguna institución pública, 
y a partir de estas experiencias han ido mejorando sus formas de 
acompañar los procesos de cambio de los actores sociales rurales. 
De hecho, es frecuente que agentes de cambio de alguna institución 
gubernamental: Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol), Fon
do Nacional de Apoyo para las Empresas Sociales (Fonaes), Comi
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indios (cm), Secretaria 
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 
(Sagarpa), después de un tiempo de trabajar bajo la presión y los 
criterios gubernamentales decidan probar suerte como ose, con el 
fin de tratar de incidir de una manera más respetuosa en los tiem
pos y ritmos de los supuestos "beneficiarios" .17 

DE LA PARTICIPACIÓN Y LA ENAJENACIÓN 

DE LA PARTICIPACIÓN 

Incidir en realidades de otros desde ose, en lugar de las institucio
nes gubernamentales, pareciera haber trasladado el proceso de ins
trumentación al otro lado del mostrador, dejando en manos de la 
misma sociedad sus procesos de cambio. El problema, sin embar
go, es que esta transferencia no suele hacerse a los actores sociales 
rurales sino a las ose que, independientemente de su cercanía con 
los actores sociales, no dejan de ser unos intermediarios entre las 
instituciones financieras y los actores sociales sobre los cuales, o 
junto con los cuales, se habrá de llevar a cabo el proceso de inter
vención. 

Así, el resultado del proceso de intervención pareciera depender, 
en gran parte, de la estrategia seguida por las ose que son quie
nes en principio tienen el control y ejercen los recursos otorgados 
por las instituciones financieras que, si bien establecen ciertos cri
terios y reglas de operación sobre los recursos, suelen dejar un am
plio espacio para maniobrar a estas ose y a sus agentes de cambio. 

17 Esta experiencia es común entre servidores públicos que por alguna 
razón participan en un espacio académico o de otro tipo, que los obliga a 
confrontar sus acciones como personal de un programa de gobierno. En el 
posgrado en Desarrollo Rural es común que alumnos que iniciaron sus es
tudios trabajando en una institución de gobierno, poco después ya hayan 
dejado la administración pública debido a las contradicciones que se van dan
do entre las aportaciones de sus estudios y sus prácticas profesionales como 
servidores públicos de campo. Sobre este tema, véase Diego (2007). 
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Junto con el espejismo "basista" relacionado con la transferencia 
de funciones y recursos a las ose, se suele presentar otro relacio
nado con la participación de los actores sociales en los procesos de 
intervención por medio de metodologías concebidas ex profeso 
para facilitar esta participación. Así, hoy en día encontramos, en 
el discurso propio de los programas impulsados por los gobiernos 
supranacionales, nacionales, estatales y locales, y por las organi
zaciones filantrópicas, en muchos casos instrumentados por ose, 
un nuevo discurso y una nueva estrategia de acción fincados en mé
todos participativos. 

Hay ose que han utilizado estas metodologías participativas deri
vadas de la "educación popular" para desentrañar los problemas 
locales y regionales, muchos de ellos derivados de relaciones inequi
tativas de poder y dominación, y de la imposición de los intereses, 
discursos e historia de ciertos actores por sobre la de otros. De esta 
manera, se trata de trabajar a partir de explicitar los conflictos que 
suelen existir entre los actores involucrados; de abrir la caja de Pan
dora al tratar los problemas implícitos generados por estas relacio
nes de poder y abrir espacios para dar voz a los actores sometidos 
o subordinados a otros, para renegociar estas relaciones con el 
fin de llegar a escenarios más igualitarios en donde se construyan 
los procesos de cambio a partir del entreveramiento de la diver
sidad de discursos y proyectos de los distintos actores involucra
dos. Ejemplos de estas experiencias hay muchas, varias de ellas 
están rescatadas por Liam Kane (2001). Cabe citar la experiencia 
de uno de los autores en una comunidad de la Sierra Norte de Pue
bla, en la que lleva trabajando como acompañante por cerca de 
diez años. 

El trabajo en la comunidad con la estrategia de "educación po
pular" ya llevaba poco más de un año. A pesar de haber ido ganan
do la confianza de la gente y de haber ayudado a resolver algunos 
problemas, para los acompañantes era evidente que existían pro
blemas acendrados que no afloraban en estos talleres, y que ellos 
presumían se debían al origen de la comunidad. Una noche, en una 
reunión se hicieron sentir las diferencias entre la población sin que 
se expresaran abiertamente las razones de éstas, esto hasta que do
ña Ruth, con quien el equipo solía comer en el pueblo, se levantó y 
dijo: "lo que pasa es que los ejidatarios nunca han querido recono
cer los derechos de los avecindados", y se volvió a sentar, y todo que
dó en silencio. 

La historia es larga, basta escribir que a partir de esta reunión 
los avecindados se organizaron, sacaron a la luz sus inconformida-
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des, llevaron sus demandas ante la Procuraduría Agraria y lucharon 
por su reconocimiento legal como miembros de la comunidad. 18 

No todas las estrategias que se entrecomillan como participati
vas han considerado trabajar en el proceso de intervención a par
tir y a través de las relaciones de poder y de los intereses creados 
en un escenario dado: grupal, comunitario, regional y otros más. 
En este sentido, las experiencias participativas, que cobraron su 
mayor impulso en los años sesenta y setenta, como la "educación 
popular", y que han continuado hasta nuestros días, también han 
dado pie a otras experiencias participativas conocidas como "de
sarrollo populista". Éstas fueron concebidas a fines de los años 
ochenta por varios individuos e instituciones -el más destacado de 
ellos fue Robert Chambers (1991, 1992)-, y fueron instrumenta
das ampliamente en experiencias de desarrollo financiadas por el 
Banco Mundial, en la que la metodología participativa asumió a las 
localidades, villas o pueblos como escenario, dejando de lado el pro
blema de las relaciones de poder ejercidas i) desde el Estado, ii) 
desde los mismos instrumentadores (fueran estos asesores, acom
pañantes o monitores), iii) entre los actores sociales locales y iv) 
entre éstos y aquéllos de otros ámbitos que incidían de forma rele
vante en el escenario local; de esta manera se separa la concepción 
liberadora de esta propuesta de aspectos meramente instrumen
tales (Korol, 2001:3). 

De cierta manera, al aceptar las limitaciones impuestas por el 
Banco Mundial a estas metodologías, que en principio fueron con
cebidas para generar procesos de cambio radicales, quienes apos
taron por asumir que más valía lograr alguna participación que 
ninguna, que tal vez al abrir un espacio para trabajar sobre los pro
blemas comunitarios estos problemas derivados de la inequidad 
entre los actores sociales aflorarían, dejaron estos escenarios en ma
nos de quienes más poder terúan y, por lo tanto, más podían desviar 
las acciones y proyectos que se derivaran de ellos para su beneficio 
y el de quienes se aliaran o sometieran a sus intereses. Por ello hay 
autores que consideran que el "desarrollo populista participativo" 
de los años ochenta y noventa realmente despolitizó y enajenó la 
participación, poniéndola al servicio del mejor postor, al grado de 
llegar a ser utilizada incluso por dictaduras represivas, fuerzas mi
litares de ocupación y servicios de inteligencia que han hecho uso 
de estas herramientas para obtener información de la población 

18 Este caso está relatado en detalle en la tesis de maestría en Desarro
llo Rural, de Meza y Sánchez (2004). 
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local, sin tener que recurrir a la coerción y la tortura, y para con
trolar, mediatizar e incluso lograr el apoyo, la anuencia o cuando 
menos la pasividad de la población local (Diego, 2000b) . 

Hay casos extremos de protagonismo e inconsciencia en los que 
los miembros de las ose y ellas mismas se llegan a sentir como los 
voceros, los únicos legítimos representantes de los actores socia
les bajo su tutela, a los cuales parecieran comprender e interpretar 
por impregnación, por ósmosis, de tanto convivir con ellos. Estas 
distorsiones muchas veces debidas a una necesidad existencial de 
reconocimiento a través del otro o de conflicto de identidad, llevan 
a los individuos y a las organizaciones inicialmente bien intencio
nadas a suplantar a los actores sociales, a quienes subordinan por 
medio de relaciones de poder fincadas en capacidades y discursos 
similares a las de los interlocutores de las instituciones guberna
mentales y filantrópicas, con las cuales se tiene que negociar coti
dianamente. 

Sirva de ejemplo una reunión, en la que estuvo presente uno de 
los autores, para negociar apoyos entre Ja Dirección de Organización 
de Productores, de la entonces Secretaría de Agricultura y Recur
sos Hidráulicos (SARH) y una organización de productores agrope
cuarios. En primera línea y al centro de la mesa estaban sentados los 
asesores de la organización que eran quienes intervenían para plan
tear las propuestas o responder a las preguntas de los funcionarios 
públicos. Los dirigentes de la organización estaban sentados en las 
orillas y en la segunda hilera la representación campesina. Éstos se 
limitaban a asentir con la cabeza o a precisar detalles a solicitud 
expresa de sus asesores. Uno de los funcionarios finalmente le pre
guntó a uno de los asesores que acababa de intervenir si pertenecía 
a alguna de las organizaciones. Ante la negativa del asesor pregun
tó quiénes eran asesores y quiénes eran representantes, y acto segui
do el funcionario cortésmente les solicitó a los representantes de 
las organizaciones que pasaran a la primera hilera de sillas y cam
biaran de lugar con sus asesores para poder seguir negociando los 
apoyos. 

Es común también que los miembros de algunas ose manifies
ten cierta aversión a teorías, conceptos y academicismos, y conside
ren como única guía para incidir en realidades de otros a la misma 
experiencia que han ido adquiriendo en campo, que muy bien pue
de ir potenciada por algún objeto de fe: adminículo, estratagema, 
elemento tecnológico, enfoque, derivado de las ideas de algún "gu
rú" del desarrollo y que con base en ello literalmente pongan a 
"bailar" a la "población objetivo" alrededor de este tipo de propues-
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tas (Diego, 2000a), tal y como dice acertadamente otro "gurú" pe
ro del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN): el Subco
mandante Marcos, a pesar de caer en el error de suplantar a quienes 
representa en el estilo del discurso: 

[ .. . ]resulta que no siempre recibimos respeto. Y no es que nos in
sultaran. O cuando menos no con esa intención. Pero es que, para 
nosotros, la lástima es una afrenta y la limosna una bofetada[ ... ] 
No sólo, hay una limosna más sofisticada. Es la que practican al
gunas ONG y organismos internacionales. Consiste, grosso modo , 
en que ellos deciden qué es lo que necesitan las comunidades y, sin 
consultarlas siquiera, imponen no sólo determinados proyectos, 
también los tiempos y formas de su concreción. Imaginen la deses
peración de una comunidad que necesita agua potable y a la que 
le endilgan una biblioteca, la que requiere de una escuela para los 
niños y le dan un curso de herbolaria . ¿Cómo decirle a toda esa 
gente buena que no, que ya no queremos seguir viviendo la ver
güenza de México? (Subcomandante Marcos: 2003). 

HACIA DÓNDE 

Los paradigmas políticos, económicos y sociales no suelen perma
necer mucho tiempo en boga. Igual que los anteriores, el neolibe
ralismo terminará por dar lugar a otro paradigma que esperemos 
sea más plural e incluyente y tienda a reducir las inequidades en
tre los seres humanos. De hecho, las críticas y las propuestas alter
nativas a este modelo se han ido sumando en el orbe, tanto en las 
mismas organizaciones supranacionales que los crearon como en 
diferentes países y gobiernos locales (Daly, 1994). Tan sólo en Amé
rica Latina los gobiernos de Argentina, Venezuela, Bolivia, Brasil 
y Ecuador, además de Cuba, han puesto en marcha planes de po
lítica económica que por su contenido y estrategias pudieran con
siderarse antineoliberales; falta ver en el corto y mediano plazos sus 
resultados. En todos ellos, el Estado vuelve a retomar un papel cen
tral en la política económica nacional, ciertos sectores de la econo
mía se han vuelto a nacionalizar por considerarse estratégicos, y 
se han implementado políticas y programas para apoyar el desarro
llo de los grupos sociales más desfavorecidos, más allá de los progra
mas filantrópicos emanados de los fondos sociales utilizados por 
gobiernos neoliberales para controlar a los pobres. 

La crisis ecológica anunciada con el calentamiento global y el de
rretimiento de los casquetes polares viene a cuestionar severamen-
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te el modelo mundial de crecimiento económico. La globalización 
como tal sufrirá cambios radicales si es que el ser humano logra ami
norar estos efectos de su conducta rapaz, y ello implica un cambio 
en la forma de concebir la actividad humana sobre la Tierra. En el 
reciente XXII Congreso de Sociedad Europea de Sociología Rural, 
celebrado en Wageningen, Holanda, en 2007, los temas de la re-regio
nalización y la re-localización de las actividades económicas tu
vieron una presencia relevante. En este tema se expusieron muchas 
propuestas alternativas productivas y comerciales concebidas y 
desarrolladas desde estos niveles, tanto en PDE como en PMDE. En 
algunos países, como Escocia, estas propuestas ya han sido reto
madas por los gobiernos nacionales. Al parecer, los actores sociales 
andan inquietos por desarrollar propuestas desde la subalternidad. 

Otra llamada de atención son los efectos negativos derivados de 
guiar la actividad humana tomando como farol a paradigmas dis
ciplinarios limitados a lo económico, que no toman en cuenta que 
vivimos en una aldea mundial diversa y entreverada, en donde los 
modos de vida de los distintos actores y sociedades son por demás 
complejos y, por lo tanto, requieren de una interpretación e inter
vención interdisciplinaria. 

La migración, con mucho, ha pasado a ser el centro del debate 
entre las distintas fuerzas políticas que se disputan el gobierno tan
to en los países a los que llegan legal o ilegalmente estos migrantes, 
como en los países de donde éstos se ven obligados a salir por diferen
tes causas. Queda claro que los problemas de la migración, cuando 
ésta llega al punto de afectar sociedades completas, requieren ser 
atendidos en los países de donde salen estas oleadas de seres huma
nos, y que las organizaciones supranacionales y los PDE tienen que 
hacer algo conjuntamente con los gobiernos y con las sociedades 
de los PMDE que se están incluso despoblando, con el fin de eliminar 
las causas de estos desproporcionados flujos humanos que transi
tan de un lugar a otro en el desamparo, desesperados por sobrevivir, 
por encontrar una opción de vida, llegando incluso a perder la su
ya en el intento. 19 

Con la migración pudieran mencionarse muchos otros proble
mas que es necesario atender adecuadamente de una manera plu
ral e incluyente, por medio de paradigmas que se fundamenten en 

19 Román (2006) reporta una estimación conservadora de 4 000 muer
tos en 12 años de migrantes mexicanos que quedaron en el camino hacia el 
sueño americano. De ellos, cerca de la cuarta parte yace en fosas comunes 
de Estados Unidos al no ser identificados. No hay estimaciones del núme
ro de muertos que aún yace semiocultos en el desierto de Arizona. 
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el desarrollo humano, en lugar de paradigmas que reduzcan la com
plejidad de la sociedad humana a unas cuantas variables economé
tricas, creando con ello un deterioro social que se refleja en esos 
flujos migratorios 

A muchos les parece claro que no se puede soñar en un crecimien
to económico a partir de comerciar fundamentalmente en los mer
cados internacionales, que ante todo habria que fortalecer y no 
descuidar los mercados internos y todas sus implicaciones, así co
mo las instituciones y estructuras sociales, económicas y políticas 
locales, regionales y nacionales. 

Éstos son los nuevos escenarios que se están generando, y en 
todo esto las ose al igual que otras instituciones civiles y actores 
sociales, tienen un papel muy importante que jugar como contra
poderes del gobierno en sus distintos niveles, de las corporaciones 
transnacionales, y de las instituciones supranacionales, con el fin 
de presionar para transitar de una política neoliberal de gobierno 
hacia una política pública plural e incluyente que abra espacios para 
que la diversidad de actores sociales que participan en todos y ca
da uno de los escenarios sociales puedan, con relativa equidad, dar 
solución a sus problemas, negociar sus proyectos e intereses y com
paginar sus mundos de vida para así lograr un desarrollo más hu
mano en la diversidad. 

La transferencia de muchas de las actividades anteriormente mo
nopolizadas por el Estado a la sociedad civil, independientemente 
de las razones explícitas e implícitas que lo hayan motivado, y de 
la manera abrupta, desordenada y hasta irresponsable en que se ha 
ido dando este proceso, parece dar indicaciones, a partir de expe
riencias exitosas, de que lo que se necesita es un Estado fuerte que 
apoye la creación y el fortalecimiento de organizaciones e institu
ciones de la sociedad civil para que sean ellas y no sólo las ins
tituciones gubernamentales las que lleven a cabo las acciones y los 
procesos de cambio concertados entre los distintos actores y el go
bierno. Así, como ejemplo, lo que se requiere son microfinancieras 
en los niveles comunitario y regional en manos de los propios ac
tores sociales, que cuenten con el apoyo del Estado, y no un banco 
rural estatal que ponga bajo su control burocrático a los producto
res rurales. Ejemplos de las bondades de esta devolución20 de fun
ciones hay muchos en el ámbito internacional: está el Grameen Bank 
en Bangladesh (Gentil, 1997), en España las cajas de ahorro, 2 1 en 

20 Devolución va más allá de descentralización; implica la autonomía en 
la toma de decisión, véase Trench (2004 , 2005). 
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el mismo México las cooperativas de crédito y ahorro que han teni
do que ir a contracorriente desde su creación en los años cincuenta 
y que siguen teniendo que enfrentar obstáculos de la Comisión Na
cional Bancaria hasta nuestros días, con el fin de proteger a los gran
des consorcios financieros de estos pequeños competidores que 
por su eficiencia, eficacia y arraigo regional de contar con el apoyo 
real del Estado podrían incluso llegar a sacarlos del mercado (Ro
jas, 1997). 

El papel y desempeño de las ose en la sociedad dependerán en 
mucho de sus estrategias de intervención, de las capacidades que va
yan adquiriendo, de las redes de apoyo político y financiero, y de 
la coordinación de acciones que puedan ir construyendo con otras 
organizaciones similares que incidan en los mismos escenarios. En 
este sentido, conviene enfatizar la importancia de acompañar pro
cesos respetando a los actores sociales que los llevan a cabo, ya 
sea de manera inducida o a partir de la movilización social endó
gena. 
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LA TERRITORIALIZACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA 
EN LAS MARGARITAS, CHIAPAS: INNOVACIONES 

DE LA SOCIEDAD CIVIL EN EL GOBIERNO LOCAL* 

Luis Rodríguez Castillo H 

RESUMEN 

En este artículo se analizan las experiencias de actores colectivos 
en el municipio de Las Margaritas, Chiapas, y su intervención en 
las acciones emprendidas por el gobierno municipal. Dicha parti
cipación imprimió la fuerza necesaria para reorientar las políticas 
de organización ciudadana en la gestión municipal, que adqui
rieron una perspectiva territorial y han desafiado los esquemas 
sectoriales de los programas impulsados desde la federación. 

Palabras clave: territorialización, sociedad civil, políticas públi
cas, gobernabilidad, gobierno local. 

INTRODUCCIÓN 

Las organizaciones de la sociedad civil en Chiapas, en particular 
las de los campesinos e indígenas, tienen una larga historia de in
tervención y corporativismo condicionado por las formas en que 
el Estado ejerce la aplicación de los recursos públicos. 

En los municipios de la región de la selva chiapaneca, el corpo
rativismo estuvo condicionado por las formas que adoptaron los 
agentes del Estado para regular el acceso a la tierra a partir de la dé
cada de los sesenta, y la intervención en los procesos productivos, 
particularmente de la economía cafetalera, en los años setenta y 
ochenta. Como resultado de lo anterior se formaron grupos identifi-

* El presente artículo es el avance de un proyecto de investigación en 
curso y se ha beneficiado de los comentarios de los dictaminadores anóni
mos de Asociación Mexicana de Estudios Rurales (AMER). 

** PROIMMSE-IlA-UNAM. Correo electrónico: durodri@prodigy.net.mx>. 
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cados territorialmente por su adscripción al ejido y organizados en 
uniones ejidales, y con otras formas asociativas, que definían su 
adscripción y posición política en las estructuras clientelares del 
Partido Revolucionario Institucional (PRI) y/o sus maneras de in
terlocución con las agencias del Estado. 

Sin embargo, como lo han documentado los estudiosos del mo
vimiento campesino y étnico en Chiapas, se puede colegir que aun
que esa intervención modela la relación de los grupos sociales con 
el Estado creando sujetos heterónomos, no subordina del todo a 
los actores sociales, quienes encontraron vías para el asociacionis
mo democrático y la cr!:!ación de espacios plurales y autónomos. Es
tos últimos se hicieron notar luego del levantamiento armado del 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en enero de 1994. 

La reflexión sobre la reconfiguración de los grupos que integran 
a dichos movimientos (Harvey, 1998; Leyva, 2002) y sobre la confi
guración de la sociedad civil durante la última década (García, 1998; 
González, 2002) en Chiapas, se ha esforzado por tender los puentes 
interpretativos para que la discusión forme parte de los "gran
des temas nacionales" o de los "grandes procesos globales". En par
ticular, la discusión se ha centrado en las formas en que los grupos 
culturalmente diferenciados buscan el reconocimiento de sus de
rechos de ciudadanía, y de ciudadanía étnica en particular. 

En estos estudios se encuentran deliberaciones relevantes en tor
no a la actuación política de las organizaciones, su vinculación con 
la diócesis de San Cristóbal y con los partidos políticos de oposi
ción como factores explicativos de la democratización en Chiapas. 
No obstante, otro tipo de conclusiones les otorgan menor relevan
cia en el marco de los "grandes procesos" y de la democratización 
chiapaneca; esas mismas organizaciones que son presentadas como 
el pivote del cambio político, no tienen solidez institucional, llevan 
a cabo proyectos que no son autosostenibles, mantienen una alta 
dependencia del financiamiento gubernamental y, en consecuen
cia, una actividad que da sentido a su existencia es la gestión en los 
programas gubernamentales de beneficios para sus asociados. 

Estas características son las que definen la interlocución de las 
organizaciones con el Estado y de los gobiernos subnacionales con 
los grupos organizados. También define la interdependencia de to
dos estos actores en el marco institucional de las funciones de gobier
no. En un contexto de restricciones y exclusión social como el que 
se ha vivido en Chiapas, esas debilidades se traducen en demandas 
crecientes al gobierno, que se han traducido en recurrentes crisis po
líticas. 
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A diferencia de la corriente dominante en el análisis sobre los ac
tores colectivos en Chiapas y su impacto en la democratización, en 
este artículo analizo la acción pública (Cabrero, 2006) que se gene
ró en el municipio de Las Margaritas a partir de la implementación 
del programa municipal Planeación Democrática Participativa, 
en el que se delimitaron ocho demarcaciones submunicipales. 

Las características de dicho programa me permiten analizarlo 
desde la perspectiva que se pregunta por los retos de la gobernabi
lidad democrática para la gestión del territorio. La perspectiva 
adoptada da cuenta de procesos políticos y de transformaciones 
recientes en las instituciones gubernamentales y de actores políti
cos en el ámbito local, así como de las capacidades para generar 
mecanismos de relación entre ellos y de toma de decisiones. 

En ese sentido, el objetivo de este artículo es mostrar los mecanis
mos locales de participación que permitieron un marco de relacio
nes entre ciudadanos, cultural y políticamente diferenciados, con el 
gobierno local, y la redefinición del papel de éste en relación con los 
programas impulsados desde la federación y el gobierno estatal. Sin 
adoptar una posición que interpreta de manera positiva los cam
bios, espero documentar las paradojas que envuelven cualquier pro
ceso de innovación. Para ello documento los procesos políticos del 
contexto local, municipal y estatal, y recurro, a manera de locus et
nográfico, a dos espacios microrregionales reconocidos en el pro
grama citado: "Cañada Tojolabal" y "Frontera". 

GOBERNABILIDAD: LA POLISEMIA DE UN CONCEPTO 

En la discusión especializada, el término gobernabilidad ha adqui
rido cierta relevancia, sin embargo, aún no hay consenso sobre la 
definición del concepto y por lo tanto se cuestiona su utilidad ana
lítica al convertirse en uno de esos conceptos "cacha todo". Natural
mente, la polisemia conceptual puede ser un obstáculo intelectual, 
pero se reduce cuando observamos que las diferentes acepciones 
coinciden en considerar que, tanto teórica como empíricamente, 
el concepto se refiere a la eficacia y eficiencia en la acción pública 
gubernamental que permite a un gobierno gozar de cierta estabi
lidad política. 

En el habla popular y en los medios el concepto se utiliza en for
ma negativa, como ingobernabilidad, para aludir a una situación de 
crisis política, aquélla en la que existe un desequilibrio entre las 
demandas de la sociedad y la capacidad del gobierno para darles 
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una respuesta satisfactoria. El concepto alude, entonces, al desem
peño del sistema político-administrativo susceptible de ser abor
dado desde una perspectiva "estadocéntrica", como aquella que se 
privilegia en los estudios de gestión gubernamental. 

El abordaje que he enunciado toma un sesgo de acción, ya que 
la discusión sobre el desempeño de las instituciones en las socie
dades complejas implica reconocer que diversos actores (guberna
mentales, políticos y de la sociedad civil) tomarán las decisiones y 
actuarán de la manera que consideren más apropiada para solu
cionar un problema particular (Ostrom, 2000; Shepsle y Boncheck, 
2005). En dicho sentido, la gobemabilidad no sólo tiene que ver con 
el desempeño gubernamental, sino también con la percepción, los 
valores y las creencias que tienen los individuos en tomo a una si
tuación social y política particular, y con su capacidad para orga
nizarse con la finalidad de poner en entredicho al gobierno y generar 
la situación popularmente denominada como ingobernabilidad. 

Estos elementos me permiten afirmar que la definición de go
bemabilidad presentada por Camou (2001) es la más satisfactoria. 
Para este autor, la gobernabilidad alude a un estado de equilibrio 
dinámico entre las demandas sociales y la capacidad del sistema po
lítico (Estado/gobierno) para responderlas de manera legítima y 
eficaz ( Camou, 2001 :36 ). 

La definición de este autor reconoce una serie de dimensiones 
analíticas y empíricamente observables que permiten saltar la tram
pa, en los tópicos de la política, de conducir el análisis de manera 
estadocéntrica al admitir la inclusión de la relación entre el sistema 
político y su entorno, entre gobierno y sociedad; es decir, la gober
nabilidad como resultado de la acción pública (Rodríguez, 2006) . 
. En dicho sentido, valga la cita larga, pero necesaria para diferen

ciar y describir las situaciones de gobernabilidad: 

• Gobernabilidad "ideal": es un concepto límite que designa el 
equilibrio puntual ente demandas sociales y respuestas gu
bernamentales [ ... ]. 

• Gobernabilidad "normal": describe una situación donde las dis
crepancias (o diferencias) entre demandas y respuestas se en
cuentran en equilibrio dinámico [ ... ] no significa que no haya 
conflictos, cuestiones irresueltas e incluso problemas irreso
lubles; pero [ ... ] son integrados en el marco de la relación de 
gobierno. 

• Déficit de gobernabilidad: designa un desequilibrio entre el ni
vel de las demandas sociales y la capacidad de respuesta guber-



246 LUIS RODRÍGUEZ CASTILLO 

namental, que es percibido como inaceptable por los actores 
políticamente organizados[ ... ]. 

• Crisis de gobernabilidad: describe una situación de "prolife
ración de anomalías", es decir, una conjunción de desequili
brios inesperados y/o intolerables [ ... ]. 

• Ingobernabilidad: [ ... ]concepto límite que designaría la virtual 
disolución de la relación de gobierno que une, por ambos lados, 
a los miembros de una comunidad política (Camou, 2001:38-
39, cursivas en el original). 

En conclusión, la gobemabilidad es una situación compleja en 
la que intervienen diversas circunstancias, procesos y acciones en
tre actores en un marco institucional. Tal como lo recomienda Ca
mou (1995; 2001) no se trata, entonces, de una situación concreta, 
sino que se puede ubicar entre los polos de dos situaciones límite 
e ideales. 

LAS MICRORREGIONES EN CHIAPAS: 
UNA POLÍTICA GUBERNAMENTAL 

A partir de 1995 se implementó el Programa Integral de Desarrollo 
para la Región de Las Cañadas, mejor conocido como Programa 
Cañadas, con el objetivo de apoyar la realización de obras de infraes
tructura social básica (Sedesol, 1996). Este programa fue el instru
mento dela federación para solucionar los déficit en el mantenimiento 
del orden y de presencia institucional en un espacio en el cual los 
actores económicos dependían, fuertemente, de una mermada eco
nomía cafetalera producto de las recurrentes caídas de los precios 
internacionales y el periodo en el que la presencia de los apoyos gu
bernamentales se redujeron al mínimo por el conflicto con el Ejér
cito Zapatista. 

El Programa Cañadas, que subdividió el territorio de la selva en 
microrregiones sin tomar en cuenta los límites municipales, se es
tructuró a partir de Centros de Atención Social (CAS) y significó la 
reinserción gubernamental en la región de la selva chiapaneca. A 
partir de la introducción de los CAS se permitió la ejecución del res
to de los programas gubernamentales en un espacio en el que fue 
evidente la incapacidad del Estado para garantizar los niveles de bie
nestar satisfactorios para la población. Al igual que el resto de los 
programas de atención social diseñados desde la federación en 
el periodo posterior a 1994, se incorporaron criterios participati
vos y de "ciudadanización". 
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El mecanismo de representación de intereses de este programa 
partía de la estructura territorial; es decir, cada ejido tendría un 
representante que participaría en una asamblea general para ne
gociar las obras que se desarrollarían en cada una de las localida
des. En el municipio de Las Margaritas, donde se instauraron siete 
microrregiones, 1 esta forma de participación y representación de 
intereses se encontró con las características sodoculturales del cor
porativismo oficial y de las organizaciones independientes. Para 
ambas, la única vía para procesar las demandas sociales eran sus 
estructuras organizativas y el ciclo de movilización colectiva-ne
gociación. 

El resultado fue que en el órgano de representación de los CAS, 

el consejo consultivo integrado por diez miembros, los operadores 
del programa en el nivel de campo, aceptaron la inclusión -en las 
normas informales creadas para solucionar los problemas inmedia
tos de coordinación- de representantes de organizaciones. Así, los 
representantes de ejidos y de organizaciones se equipararon. Con ello, 
los actores políticos partidistas y las estructuras clientelares tradi
cionales del PRI y los actores independientes se insertaron exitosa
mente en el programa gubernamental. Con ello, el gobierno ganó 
en legitimidad y eficacia al lograr operar los programas en la región, 
mientras que la figura de las organizaciones ocuparía un lugar im
portante en el proceso de la toma de decisiones. 

El panorama político que se configuró en el municipio de Las 
Margaritas con el Programa Cañadas estuvo acorde a su path-de
pendence. En los centros de atención social de Madero, Amatitlán 
y Maravilla Tenejapa se coordinaron grupos priístas de viejo cuño y 
emergentes con organizaciones independientes que facilitaron la efi
ciencia y eficacia gubernamental, mientras que en los centros de 
El Edén, San Antonio Buena Vista y Lucha Campesina, las disputas 
entre priístas y organizaciones independientes afiliadas a la Cen
tral Independiente de Obreros Agrícolas Campesinos (CIOAC) pro
vocaron un bajo desempeño gubernamental. Desde luego, dado el 
contexto de conflicto armado, las luces preventivas de déficit de go
bernabilidad se encontraban en localidades de los CAS Amatitlán y 
El Edén, en los que grupos de bases zapatistas cuestionaban la legi-

1 1) El CAS Madero, que atendía ocho localidades &-onterizas de Las Mar
garitas y 14 del municipio de La Trinitaria; 2) CAS El Edén, 34 localidades; 
3) CAS Guadalupe Tepeyac, 53 localidades; 4) CAS Amatitlán, 24 localidades 
de Las Margaritas y tres de Ocosingo; 5) CAS Lucha Campesina, 54 locali
dades; 6) CAS San Antonio Buena Vista, 58 localidades, y 7.) CAS Maravilla 
Tenejapa, 21 localidades de Las Margaritas y cuatro de Ocosingo. 
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timidad gubernamental e impedían la operación de sus progra
mas, luces que se tornaban en "focos rojos" en la microrregión del 
CAS Guadalupe Tepeyac. 

En ese entorno, la alternancia política del año 2000 abrió una 
amplia gama de expectativas en las que se conjugaron el triunfo elec
toral de Vicente Fox, del Partido Acción Nacional (PAN), en el go
bierno federal, y de Pablo Salazar, mediante la vía de una coalición 
opositora al PRI, en Chiapas. Estas expectativas, además de sobre
cargar el ambiente de demandas hacia el gobierno, impactaron 
de manera inmediata en Ja política pública y en particular al Pro
grama Cañadas. 

Ambos gobiernos pretendieron ganar legitimidad desmontando 
dicho programa, que fue calificado por los zapatistas y sus redes 
de apoyo como "estrategia de guerra de baja intensidad". En este 
punto, antes que entrar en una definición de corte ideológico res
pecto a si este u otros programas fueron parte de una estrategia de 
guerra de baja intensidad, baste señalar que la falta de legitimidad 
es un factor explicativo del desempeño deficiente de las instancias 
gubernamentales que mostraron déficit de gobernabilidad en los 
diversos espacios del municipio de Las Margaritas y de la selva chia
paneca. 

El reto gubernamental en este contexto de cambio, tanto fede
ral como estatal, fue procesar las demandas de la ciudadanía que, 
a partir de los grupos organizados, se movió en dos direcciones. Por 
un lado, las organizaciones independientes, como la Asociación Ru
ral de Interés Colectivo, Independiente y Democrática (ARIC-ID), la 
Organización Campesina Emiliano Zapata-Coordinadora Nacional 
Plan de Ayala (OCEZ-CNPA) y la CIOAC se pronunciaban por la cance
lación del programa, y en el mismo sentido se manifestaba la coor
dinadora de la "sociedad civil en resistencia", región fronteriza. En 
conjunto exigían: 

[ ... ] La salida inmediata del programa de las Cañadas y todos los 
programas de exterminio que ha impuesto el gobierno federal en 
la región[ ... ] mientras no haya un diálogo con todas las comu
nidades y pueblos de la región selva-fronteriza, teniendo como 
antecedente el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés y el 
respeto al Convenio 169 de la OIT [ ... ]También exigimos el res
peto a los representantes legítimos de las comunidades[ ... ] ("A 
la opinión pública", octubre de 2000). 

Por su parte, las organizaciones que habían recibido beneficios 
del programa y mantenían otra orientación política, clamaban por 
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la continuación del mismo. Así lo demandaron en ocasión de la se
gunda reunión nacional de consejos regionales de Cañadas, el 26 
y 27 de octubre de 2000 en la ciudad de México. 2 Por su parte, el 
presidente del CAS Madero, señalaba que: 

[ ... ]nos reunimos en febrero directamente con Pablo Salazar para 
exigir que se respete la forma de organización y la participación 
de las comunidades y él mencionó que si se trataba de los acuer
dos comunitarios consensuados, habría ese respeto [ ... ] fuimos 
para que se nos respete la manera, el consenso comunitario y la 
forma como nos hemos venido reuniendo como consejo y dentro 
de ellos gestionar todas las demandas regionales, como proyec
tos productivos, como infraestructura, hospitales, pavimentacio
nes[ ... ] (Mario Alfaro, Comitán, 18/04/2001). 

Ambas demandas posicionaban frente al nuevo gobierno discur
sos en los que se deja entrever que las posibilidades de ganar en 
legitimidad y gobernabilidad pasaba por la consideración de las 
organizaciones de la sociedad civil. En dicho discurso se muestran 
los comportamientos históricamente construidos en los que los ac
tores locales fincan su relación con el sistema político-administra
tivo. 

A pesar de las promesas, el 7 de marzo de 2001 el gobernador de 
Chiapas declaraba la cancelación del Programa Cañadas y, junto 
con su gabinete en materia de desarrollo social, anunciaba la nue
va estrategia adoptada por el gobierno estatal, "pero que sería con
sensuada con las comunidades". Dicha estrategia fue desarrollada 
en conjunto entre la Secretaría Estatal de Desarrollo Social (Sede
so) y el Consejo Estatal de Población (Coespo) y algunas institu
ciones académicas. 

En respuesta a la demanda planteada por las organizaciones, és
tas sostuvieron una reunión con representantes del gobierno fede
ral y estatal, el 17 de marzo de 2001, con la finalidad de "discutir el 
futuro del programa". En esa reunión las organizaciones indepen
dientes presentaron una propuesta que tuvo circulación al inte-

2 Reunión a la que asistieron por Chiapas: Ever Vicente Castillo y Ciro 
López Sánchez, por la Región Sierra-Motozintla; Luis Morales García, Ma
rio Alfaro García, Alfredo Zebadúa Hemández y Myriam Sánchez Barrón, 
por la Región Cañadas-Fronteriza; Mauricio Lara Hemández, Cipriano 
Mendoza Lorenzo y Omero Guillén Villatoro, por la Región Cañadas-Oco
singo; Juan Carlos Nazar Rodríguez, por la Región Cañadas-Tojolabal; 
Antonio Ballinas Gutiérrez, por la Región Norte (11 Reunión Nacional de 
Consejos Regionales, Sedesol. 2000). 
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rior de la Sedesol, pero fue rotulado con la leyenda: "No tomar en 
cuenta". 

Por su parte, el gobierno federal a través del comisionado para 
la paz, Luis H. Álvarez, anunciaba el 31 de marzo de 2000 que el 
Programa Cañadas no se cancelaba, sino que sería "reorientado" y 
tomaría el nombre de Programa Sustentable de la Selva. Desde 
luego, la política pública para esta región mantenía un carácter sec
torial y su planeación carecía de cualquier consulta a la población 
involucrada. 

El gobierno mostraba una política pública de visos paradójicos; 
por un lado se hacía un llamado a la sociedad y al EZLN a la disten
sión del conflicto en Chiapas, y por el otro, en el ámbito de la macroirn
plementación, se dejaba de lado el asunto de que las organizaciones 
sociales gozan de autonomía y se asumía la postura del sistema po
lítico-administrativo como orquestador de la política pública. 

DESCENTRALIZACIÓN Y MICRORREGIONES EN LAS MARGARITAS 

La asignación autoritaria de la decisión provocó, durante 2001, dé
ficit de gobernabilidad en la región. No obstante, rompiendo con 
esas tendencias del cambio frustrado, o tal vez debido a que la situa
ción comprometió a buscar alternativas, en el municipio de Las 
Margaritas se realizó una importante alianza del Partido de la Re
volución Democrática (PRD) con una amplia red de organizaciones 
independientes, entre ellas la CIOAC, y con grupos sociales, como ba
ses de Pueblo Creyente. 

En conjunto, esta alianza reunió a una amplia gama de organiza
ciones reivindicadas y reivindicadoras de lo indígena en un munici
pio que siempre había sido gobernado por ca.xlanes3 del PRI, dejando 
al margen la identidad de la mayoría de la población del munici
pio. Esta alianza cumplió su primer objetivo, que era hacerse del 
control sobre el ayuntamiento en las elecciones de 2001. 

La administración municipal de Las Margaritas, encabezada por 
Jorge Luis Escandón (2002-2004), se encontró con un panorama en 
el cual, luego de la competencia política, se había logrado el man
tenimiento del orden, pero con otro problema: dada la alianza polí
tica existían grupos en su interior que tenían la capacidad de poner 
en entredicho a la administración pública. El problema, entonces, 
fue asegurar la estabilidad institucional y mostrar la capacidad para 

3 Expresión local para designar al mestizo. 
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incorporar, restringir o acomodar a los individuos y grupos que in
fluían el juego político, de tal manera que las tareas de gobierno no 
se vieran entorpecidas. La respuesta a dicho problema se encon
traba en una de las promesas de campaña: reorganizar el proceso 
de toma de decisiones para la asignación de recursos. 

Una demanda central de las organizaciones ante la "alternancia" 
fue descentralizar el proceso de toma de decisiones que tradicio
nalmente se realizaba a través del Consejo de Planeación para el 
Desarrollo Municipal (Copladem), que asignaba recursos princi
palmente para su aplicación en obras de la cabecera municipal. El 
mismo cúmulo de demandas y aprendizajes fue de utilidad para los 
asesores del presidente municipal, quienes adaptaron el modelo de 
organización microrregional del Programa Cañadas al municipio. 

LAS MICRORREGIONES Y SU OPERACIÓN 

Luego de una consulta a la ciudadanía, en la estrategia que llama
ron "planeación democrática participativa", se instauraron ocho 
consejos microrregionales que no variaron en mucho la forma 
preexistente en Cañadas. Pero dada su importancia, la decisión de 
instaurar más microrregiones y sus respectivos órganos ciudada
nos de representación fue pasada por acuerdo de cabildo, lo cual 
le otorgó respaldo legal alas iniciativas adoptadas por el ayuntamien
to. Si bien con ello se aplicaba el principio de autonomía municipal , 
se violentaba a las constituciones local y federal que no reconocen 
unidades territoriales submunicipales. 

Los consejos consultivos de Cañadas fueron rebautizados por el 
ayuntamiento de Las Margaritas como "colectivos coordinadores", 
con la misma integración de cinco representantes de localidades y 
cinco de organizaciones que mediaban entre la autoridad munici
pal y la población para la planeación de la obra pública. Las micro
rregiones tenían la obligación de realizar una asamblea mensual 
con los representantes de comunidades y organizaciones, en don
de además de discutir las gestiones por realizar, se supervisaban los 
avances de las obras en ejecución. 

Además de facilitar la gestión de las demandas mediante la crea
ción de las instancias de planeación "cercanas a la gente" en el segun
do municipio más extenso del estado de Chiapas, también se buscaba 
impulsar eficiencia en la ejecución de las acciones municipales. El 
programa dio continuidad a la figura de los concejos consultivos, 
una de las demandas de las organizaciones, mientras que en las ac-
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dones cotidianas el discurso legitimador del ayuntamiento era te
ner un "gobierno cercano" a la gente. 

El principal objetivo del programa era la implementación de me
canismos que reunieran a los representantes comunitarios para 
las tareas de priorización de la obra pública. Sin embargo, la po
blación solicitó ir más allá de la simple "priorización" y rescató el 
viejo objetivo de "exigir el respeto a las formas de trabajo, partici
pación y representación de la población indígena-campesina" y 
mantener la presencia de órganos de representación colegiados que 
incluyeran representantes (colectivos) de los intereses de las comu
nidades y de las organizaciones con presencia en la región de ma
nera permanente. 

Ante esta presión y para dar respuesta a la creciente demanda de 
representación y de un "gobierno cercano", se reasignaron funcio
nes a los regidores. A sus clásicas comisiones (salud, limpia, pan
teones, educación, etc.) se sumó la de "representante permanente 
del ayuntamiento en la microrregión", con la obligación de perma
necer o hacer recorridos al menos dos días de la semana en la mi
crorregión asignada para conocer las demandas de la población. 

Asimismo, los responsables de las direcciones municipales tuvie
ron que responder a la demanda de "acercar el gobierno" a la gen
te. Así, a cada asamblea microrregional concurrían los encargados 
de las dependencias municipales (según el tema que se iba a tratar 
en cada microrregión) para "escuchar las demandas" e informar so
bre los avances de las obras en curso y puestas en operación por 
cada centro microrregional. 

Todo lo anterior hizo que el ayuntamiento ganara legitimidad 
al permitir un flujo adecuado en la toma de decisiones y ser más 
eficiente y eficaz, pues, luego de priorizar la obra o el proyecto pú
blico, el ayuntamiento, al igual que Cañadas, ponía los recursos en 
manos de la ciudadanía para la realización de la obra. 

Sin embargo, este mecanismo abrió un nuevo frente de dificul
tades, toda vez que la capacidad operativa para tomar decisiones se 
encontraba en un contexto de restricciones caracterizado por re
cursos limitados e insuficientes para dar respuesta a todas las deman
das, lo que ponía en entredicho, para la ciudadanía, las virtudes de 
la democracia y la participación, y depositó mayores presiones en 
el ayuntamiento y sus funcionarios. 

Los equilibrios políticos que destrabaron ese potencial proble
ma se hicieron evidentes cuando se pasó de un ejercicio típico de 
priorización de obra, en el que a partir de recursos etiquetados y mon
tos establecidos se negocia qué organización o comunidad los ejer-
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cerá en un primer ejercicio de planeación, en el que a partir de un 
techo financiero los representantes deben decidir qué obra reali
zar y en dónde, para cada una de las microrregiones. 

En cada asamblea de representantes emergió la posibilidad de 
deliberación. Como lo explica Manuel Pérez, quien fue presiden
te de un colectivo coordinador, al contar con un techo financiero se 
vieron en la necesidad de discutir qué hacer con el dinero: 

[ ... ]primero caemos al error, pensamos que el dinero es como chi
cle que se estira y todos queremos una obra para nuestra comu
nidad; pero luego nos damos cuenta que no, el recurso es contado 
[ ... ]luego ya no vemos para donde da y eso desalentó mucho por
que nos decíamos en la asamblea, "compañero como va a ser po
sible que no sepamos o no podamos hacer algo con los dineros" 
[ ... ]entonces una ayuda muy grande fue pensar en lo que realmen
te necesitábamos y volvimos a demandas viejas que vienen desde 
cuando el refugio: que una clínica, caminos, electrificación, agua 
[ ... ]servicios públicos, pues[ ... ] (Las Margaritas, 14/05/2004). 

Bajo estas presiones sociales, se avanzó en la descentralización 
intramunicipal, ya que surgieron innovaciones en la gestión de la 
política pública local. En primer lugar, los actores locales se apro
piaron de los mecanismos de gestión y se avanzó en la búsqueda de 
nuevas formas de representación; al mismo tiempo, el tipo de obra 
considerada como prioritaria sólo podía realizarse con una fuerte 
inversión. 

Ante la debilidad financiera del municipio y la imposibilidad de 
dar cobertura a las demandas con los recursos del ayuntamiento, 
aseguraba Jorge Luis Escandón, los directores de las dependencias 
municipales se vieron obligados a 

[ ... ] dejar de esperar todo del municipio y tuvieron que ponerse 
a hacer su chamba[ ... ] los obligamos a buscar la mezcla de recur
sos y lograr la coordinación con los representantes del gobierno 
federal [ .. . ] ellos, ya no sólo hicieron gestión administrativa, 
sino política (Las Margaritas, 25/06/2004). 

Sin embargo, no todo fue "miel sobre hojuelas", pues los actores 
sociales se encuentran ante un contexto de restricciones no sólo eco
nómicas, sino también de sus propios procesos políticos. En cada 
una de las microrregiones, el perfil de los actores políticos nos ayu- . 
da a explicar parcialmente el tipo de relaciones que se generan con 
el sistema político-administrativo y las tensiones institucionales que 
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se desarrollan. Enseguida se abordan dos microrregiones para abun
dar en las características de esas tensiones. 

Dos CASOS PARADóncos: CAÑADA TOJOLABAL y FRONTERA 

Las microrregiones Cañada Tojolabal (la Cañada) y Frontera son 
dos casos paradójicos que ilustran las dispares consecuencias de 
un mismo programa y las dificultades que enfrentan actores con
cretos ante sus propios contextos. Una diferencia importante entre 
una microrregión y otra es que la Cañada está integrada por loca
lidades que gozan de cierta homogeneidad étnica, todos se reivindi
can mayoritariamente como tojolabales, mientras que en Frontera 
no existe dicha homogeneidad y conviven tseltales, tsotsiles, chu
jes, kanjobales y caxlanes. 

Como se ha señalado, desde la existencia del Programa Caña
das, en la porción fronteriza se encontraban presentes diversas 
asociaciones vinculadas a la organización Solidaridad Campesino 
Magisterial (Socama), de orientación priísta. Con la microrregiona
lización municipal, personajes vinculados con este bloque político 
ocuparon los principales cargos en el Colectivo Coordinador, prime
ro en la figura de Manuel Bermúdez y después en la de Manuel Her
nández. 

Estos personajes tuvieron la habilidad de negociar con repre
sentantes de diversas organizaciones que se unieron a los grupos 
opositores al PRI, un lugar en los espacios de deliberación y como 
parte del mismo órgano de representación de la microrregión. Esto 
permitió a los actores, como órgano colectivo de representación, 
la interlocución con el ayuntamiento; a los priístas les permitía man
tener la fuente principal del financiamiento que hacía posible la 
existencia de clientelas políticas: los recursos gubernamentales; mien
tras que a otros, en clara desventaja política en la región, les per
mitía mantener sus relaciones y jugar el papel de contrapeso a las 
decisiones hegemónicas de los representantes priístas. 

Por otro lado, en la Cañada, la presencia política más importante 
es la de los representantes de organizaciones afiliadas a la ClOAC. 
Desde la instalación de la microrregión y de su colectivo coordina
dor, los representantes de esta organización han ocupado la presi
dencia del mismo, primero en la figura de Omero Guillén y después 
en la de Cipriano Mendoza. 

Estos actores políticos han desaprovechado la oportunidad po
lítica de ofrecer mejores resultados, pues ante la supuesta posición 
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de fuerza que poseen como miembros de la misma organización a 
la que pertenece el presidente municipal y, por ende, la mediación 
de lealtades, no negociaron con los miembros de organizaciones 
priístas. Esta situación ha puesto en entredicho las supuestas vir
tudes del modelo de organización para el proceso de toma de de
cisiones. 

El resultado de lo anterior es que, paradójicamente, en el espa
cio que por su filiación política priísta podrían generar menores posi
bilidades de apoyo del ayuntamiento perredista, es la microrregión 
que ha tenido un mejor desempeño en la gestión de recursos y obras 
bajo el esquema de organización que provee la "planeación demo
crática participativa". Aunado a ello, dadas las capacidades de los 
actores para negociar espacios y su implícita renuncia a buscar sa
lidas autoritarias, tiene como resultado una mayor legitimidad, tanto 
de los miembros del colectivo coordinador como del propio ayun
tamiento. 

Por otra parte, es evidente que las salidas de carácter autorita
rio que han ensayado los miembros de organizaciones afiliadas a 
la CIOAC, por el hecho de estar en mejores condiciones para recibir 
apoyo del gobierno perredista, ha resultado en todo lo contrario, 
pues las iniciativas que se han tomado dan pie a la descalificación 
de los grupos priístas, el conflicto y en algunos momentos la con
frontación, que sale de los cauces institucionales. Esto, desde lue
go, resta legitimidad a los miembros del colectivo coordinador y a 
los del ayuntamiento que ante la situación tienen que imponer sa
lidas no negociadas. 

La paradoja aquí planteada es indicativa de que se puede consi
derar, como se señalaba al principio, recurriendo a Camou (2001), a 
la gobemabilidad como un absoluto, ya que en ambos casos se es
tá generando déficit de gobemabilidad. Tanto en la Frontera como 
en la Cañada, el factor explicativo de las capacidades de gobemabili
dad que se han generado proviene de un mismo objetivo: los grupos 
organizados buscan mantener las formas clientelares de gestión. 

Las preguntas que emergen de lo anterior son: ¿qué explica el 
desarrollo de esa situación? y ¿qué explica sus resultados contras
tantes? 

A MANERA DE CONCLUSIÓN 

En los modelos ideales de la implementación de políticas públi
cas, señalan Mazmanian y Sabatier (1980), las demandas de repre-
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sentación y participación colectivas introducen distorsiones a la 
operación de políticas públicas; no obstante, se reconoce que los 
mecanismos equilibrados de representantes de organizaciones y 
de la comunidad garantizan, en cierta medida, la representación de 
una manera plural e implican el establecimiento de equilibrios in
ternos y una reorganización de las formas tradicionales de distri
bución de bienes y servicios. 

Esto supone independencia política y económica, y también la 
creación de instituciones que permitan a la población "tomar de
cisiones relativas a sus propias necesidades, así como actitudes 
para negociar el logro de metas locales" (Midgley, 1994 ); asimismo, 
obliga a las estructuras municipales a reorganizarse para dar res
puesta a este nuevo tipo de gestión. 

A la par de esta reestructuración, también las imágenes colecti
vas sobre el gobierno se transforman. Así, en la última gira de tra
bajo por la región del presidente municipal, que facilitó el camino 
para la innovación, se puede observar cómo los funcionarios estata
les aún no conocen a fondo las implicaciones del programa al con
tinuar con un discurso que resalta logros de una política sectorial y 
los habitantes locales reivindican sus identidades colectivas como 
indígenas (Morales, 2004). Al respecto, son ilustrativas las decla
raciones del entonces presidente municipal, quien señalaba que: 

[ .. . ] donde antes se organizaba a la gente para decidir cómo vo
taría, hoy nos organizamos para decidir cómo vamos a trabajar 
[ ... ]en donde antes se retenían funcionarios, ahora se hacen fies
tas. Hoy todos tenemos que exigir que los gobiernos den buenas 
cuentas.5 

Gran parte del éxito del programa consistió en reunir dos for
mas organizacionales. Por un lado, las formas locales y comunita
rias de organización social y política y, por el otro, las formas de 
representación ligados a la propiedad de la tierra (el comisariado 
ejidal); es decir, sumó intereses de organizaciones sociales y lasco
munidades o ejidos a partir de lógicas territoriales. 

5 En la lógica de las luchas de las organizaciones sociales de la región se 
procede a través de los mecanismos de movilización-presión-negociación. 
Una de las estrategias privilegiadas de presión era "retener" o "secuestrar" 
-según la perspectiva- a funcionarios del gobierno estatal y municipal 
para entrara en la negociación con cierta ventaja luego de haber captado 
la atención de la "opinión pública" . 
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Las capacidades de generar gobernabilidad son el resultado de 
diversas lógicas. Al menos como una hipótesis inicial, se puede en
trever que en Frontera se generaron capacidades de autoorgani
zación que rompió la lógica del "suma-cero" que los actores de la 
Cañada no lograron romper. 

Un proyecto que inició como un esfuerzo dirigido por el equipo 
municipal para impulsar un proceso de planeación estratégica, 
implicó el reconocimiento de múltiples formas de representación y 
participación de los grupos y las comunidades indígenas y campesi
nas con presencia en el territorio municipal. Esa representación tras
cendió lo local-comunitario y fue reconocida la participación por 
la vía de las organizaciones y de intereses microrregionales. 

Esto derivó en que, tanto líderes y organizaciones sociales como 
burócratas de campo, entraron en los ámbitos local y regional en una 
fuerte etapa de negociaciones y de manejo de intereses en torno a 
mantener su clientela política, asegurar sus posiciones de poder y 
sus fuentes de ingresos. 

La innovación implementada en el municipio de Las Margaritas 
ofrece luces sobre las diferentes maneras en las que la planeación 
democrática territorializa, al poner énfasis en el proceso político de 
la obtención de consenso local sobre la asignación de recursos a 
determinada obra pública, puede generar nuevos acuerdos políticos 
y, con ello, gobernabilidad. Esto devino en transformaciones de ca
rácter funcional; es decir, en los procedimientos y sistemas de ges
tión del gobierno municipal y, desde luego, transformaciones de 
carácter discursivo y de comportamiento entre la población que con
vocó a la priorización de obra con impacto regional. 
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Secretaría Estatal de Desarrollo Social 
Secretaría de Desarrollo Social 
Solidaridad Campesino-Magisterial 



EL PROBLEMA AGRARIO EN CHIAPAS. 
CRISIS Y DESAFÍOS 

María del Carmen García Aguilar 
Daniel Villa fuerte Salís* 

RESUMEN 

Por la naturaleza de sus efectos, la aprobación de la reforma al 
Artículo 27 Constitucional, y con ella el fin del reparto agrario 
que se produjo, constituye uno de los cambios más radicales del 
Estado mexicano. En Chiapas, las políticas instituidas en el con
texto del conflicto zapatista, que implicó comprar 2 754 predios 
con una extensión de 245 mil hectáreas, fueron la manifestación 
más clara de que el finiquito agrario era un hecho concluido. No 
obstante, una parte significativa de los conflictos en el campo chia
paneco sigue girando en torno a la tierra. En este artículo, a par
tir de una síntesis de los conflictos agrarios suscitados en los años 
recientes, tratamos de identificar tanto los elementos estructura
les que aún lo definen, como las mudanzas, las resistencias y los 
desafíos que experimentan sus actores. Por el carácter estratégi
co que juega en la redefinición del problema agrario en Chiapas, 
desarrollamos una síntesis de la dinámica agraria de la llamada 
"área zapatista", para concluir con una reflexión de conjunto de 
la problemática rural, y con un esbozo de los contenidos básicos 
de una agenda que permita replantear principios e ideas a la luz de 
la realidad social. 

Palabras clave: estructura agraria, política, EZLN, organización 
campesina. 
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cos: <gasoda_2000@yahoo.com.mx> y <mcgarcia2005@yahoo.com.mx>. 
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EL DIAGNÓSTICO: LA ESTRUCTURA AGRARIA DE CHIAPAS 

En las tres últimas décadas, la tenencia de la tierra se modificó sus
tancialmente en favor de la propiedad social. Así, 58 por ciento de 
la tierra en Chiapas se encuentra en manos de ejidos y comunida
des (4 419 310 hectáreas, según el Registro Agrario Nacional); esto 
sin contar algunos terrenos nacionales no regularizados y tierras 
que todavía se encuentran en litigio. En términos reales, podemos 
afirmar que alrededor de 60 por ciento de la tierra está en manos del 
sector social. Sin embargo, las estadísticas registran que la mini
fundización es una característica de la propiedad social: 63 .4 por 
ciento de los ejidatarios en la entidad poseen menos de diez hectá
reas y, de éstos, 38.1 por ciento poseen menos de cinco hectáreas. Tam
bién es un hecho el fraccionamiento de la tierra: del universo de 
sujetos con derecho a tierra parcelada, 45 por ciento tiene una par
cela, 20.2 por ciento posee dos, 11.3 por ciento cuenta con tres y 25 
por ciento con más de tres. El promedio de este último estrato es de 
6.3 parcelas por ejidatario (Procuraduría Agraria, 2000), parcelas 
que en regiones como en Los Altos, suman, cuando mucho, una o 
dos hectáreas. 

El proceso de minifundización también está presente en el sec
tor privado. Por ejemplo, en 1970, cuando todavía podíamos ver en 
el V Censo Agrícola-Ganadero y Ejidal propiedades de más de cinco 
mil hectáreas, se reportaba la existencia de 6 765 predios de hasta cin
co hectáreas, 25.9 por ciento de éstos eran de hasta una hectárea. 
Después de 20 años, en 1991, el VII Censo Agropecuario reportó la 
existencia de 153 739 predios (unidades de producción rural según 
la denominación del censo), con una superficie de 369 511 hectáreas 
y para 1998, el número total de propiedades menores de cinco hec
táreas se calculaba en 200 258, con una superficie total de 545 451 
hectáreas; esto por la adición de 175 939 hectáreas compradas a 
particulares y transferidas a grupos campesinos 1 (Villafuerte et al., 
2002). 

1 Parte del conflicto que ha tenido que enfrentar el gobierno de Pablo Sa
lazar es la reguJarización de esta superficie entregada a grupos campesinos 
afiliados a distintas organizaciones, quienes reclaman que la tierra adqui
rida cambie de estatus, de copropiedad a ejidal. A este respecto, el gober
nador Pablo Salazar señala: "Con el Programa para la Regularización de la 
Propiedad Fideicomitida (PRPF), se han logrado en esta administración re
gularizar 184 mil 496 hectáreas escrituradas a favor de 47 mil 528 familias, 
constituyendo 880 nuevos núcleos agrarios[ .. .]" (Cuarto infonne de gobier
no, 2004). 
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Una de las causas del problema del fraccionamiento de la tierra es 
el crecimiento de la población. En las últimas tres décadas ésta pasó 
de aproximadamente 1 570 000 a casi cuatro millones (3 920 515 ha
bitantes según el censo del año 2000) . Más de 60 por ciento de la 
población sigue viviendo en el medio rural, sin que las condicio
nes de producción hayan variado significativamente. El escaso de
sarrollo del sector agropecuario puede observarse en la proporción 
de mano de obra no remunerada: en 1990, 79.2 por ciento de la fuer
za laboral empleada en las unidades de producción individual no 
tenía remuneración; y de la mano de obra remunerada, 83 .3 por 
ciento era de carácter eventual, lo cual evidencia un problema es
tructural de subempleo. Al comenzar el siglo XXI, 47.2 por ciento 
de la población ocupada se encontraba en el sector primario, lo que 
se traduce en una enorme presión que genera fuertes tensiones en
tre la población rural por la disputa de tierras. En 2000, de poco más 
de 570 mil personas ocupadas en las actividades agropecuarias, sil
vícolas y pesqueras, 40.6 por ciento no recibió ingresos y 43 .2 por 
ciento obtuvo menos de un salario mínimo, lo que indica que 83.8 
por ciento de la población ocupada se encontraba en condiciones 
de extrema pobreza. A esto hay que agregar 54 850 personas que tu
vieron un ingreso entre uno y dos salarios mínimos, que representan 
9.6 por ciento de la población ocupada, lo que revela una situación 
dramática, pues resulta que 93.5 por ciento de la población ocupa
da en el campo se encuentra en condiciones de pobreza. 

EL CONFLICTO AGRARIO DESDE LAS PERSPECTIVAS DEL EZLN 

Y DE LAS ORGANIZACIONES CAMPESINAS 

Como se recordará, en el marco del Plan del Pueblo Mexicano el EZLN 

hizo suya la demanda legítima de los mexicanos por "trabajo, tie
rra, techo, alimentación, salud, educación, independencia, liber
tad, democracia, justicia y paz" (Primera declaración de la Selva 
Lacandona, 1993). En su comunicado del 1 de marzo de 1994 de
fine, entre otras demandas, la anulación de la reforma al Artículo 
27 Constitucional y exige recuperar el respeto de su espíritu origi
nal: la tierra es para los indígenas y campesinos que la trabajan. 
Como demanda articulada al reparto agrario establecida en la ley 
agraria revolucionaria está el acceso garantizado de los factores de 
la producción, además de la dotación a la población rural de los ser
vicios sociales básicos e infraestructura económica (Perfil de la Jorna
da , 3 de marzo de 1994). 
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Estas exigencias fueron ampliamente compartidas por la mayo
ría de las organizaciones campesinas, tanto independientes como 
oficiales. Para las dirigencias, el problema de Chiapas es un asun
to eminentemente rural, y la crisis que vive el sector tiene que ver 
con la distribución inequitativa de los factores de la producción, 
entre los que destaca la tierra. A pesar de los esfuerzos por encarar 
las exigencias del mercado con estrategias inéditas en cuanto a la 
producción y la comercialización, como fue el caso de organizacio
nes de pequeños cafeticultores, reconocen que la crisis se ha hecho 
cotidiana; no se trata -se dijo en su momento--, sólo de una dis
minución en los rendimientos y de una baja de precios, que amena
zan con un mayor deterioro de sus ingresos o la quiebra misma de 
las pequeñas empresas, sino de cómo encarar una estrategia -la 
neoliberal- de la que desconocen sus bondades, no así sus efec
tos negativos. En este marco, ninguna sorpresa causó que la mayo
ría de las organizaciones campesinas abrazara la causa zapatista 
y reconociera el liderazgo moral del EZLN, pues en una postura auto
crítica reconocieron las insuficiencias y los quiebres internos por 
las que atravesaban. En el mismo año de 1994, se creó el Consejo 
Estatal de Organizaciones Indígenas y Campesinas (CEOIC), con 280 
organizaciones, considerándosele una fuerza política que potencia
ría al movimiento zapatista (Moguel, 1994). 

Al calor de estos planteamientos y a la luz de una convergencia in
formal entre el EZLN y la mayoría de las organizaciones campesinas 
independientes, incluso de las no independientes, muchos estudio
sos del campo mexicano proyectaron un diagnóstico y una alterna
tiva, que puede sintetizarse en la propuesta que Armando Bartra 
hiciera en septiembre de 1994. El diagnóstico de este autor regis
tra a Chiapas como una entidad eminentemente rural, sustentada en 
una clase dominante finquera y ganadera, gestora de las abismales 
injusticias económicas y sociales. En este contexto, una salida exi
tosa debía recuperar estas dimensiones internas y estructurales de 
la sociedad chiapaneca. En palabras de Bartra, "la reparación de las 
abismales injusticias económicas y sociales pasa por la reasigna
ción de la tierra" (Bartra, 1994: 1). La propuesta va más allá, se re
quiere de un: 

[ ... ]programa general de desarrollo comprometido con las nece
sidades de la población y con la preservación de la naturaleza. Un 
programa que asuma las indudables ventajas comparativas de la 
región de cara al mercado mundial , pero cuyo punto de partida 
sean los chiapanecos y su hábitat. Un programa que encauce la eco-
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nomía regional por una vía ajena al saqueo de los indios y de la 
naturaleza. Y un programa así sería una auténtica revolución, pues 
en Chiapas, como todo el sureste, crecimiento económico ha sido 
hasta ahora sinónimo de etnocidio y ecocidio [ ... ] lo que está fue
ra de discusión es que en Chiapas no pueden seguir gobernando 
los que han mandado durante los últimos 500 (Bartra, 1994: 1-2). 

El consenso sobre la naturaleza estructural de la problemática 
rural y el sentido positivo de la coyuntura abierta por el EZLN por 
parte de los actores y las fuerzas sociales progresistas no podían ser 
más favorables para neutralizar la orientación neoliberal de las po
líticas rural y agrícola y emprender el cambio en la dirección apun
tada por Armando Bartra. ¿Qué ocurrió? En otros trabajos nos 
hemos referido al comportamiento seguido por los distintos acto
res directamente involucrados -EZLN, organizaciones campesinas 
y gobierno federal- en la etapa que va de enero de 1994 a 2000, 
por lo que sólo haremos una breve síntesis de dicho periodo (Gar
cía, 1998; Villafuerte et al., 2002). 

Durante los dos primeros años, Chiapas vivió una movilización 
campesina inédita: la toma directa de predios privados ocurrió en 
prácticamente toda la entidad. En el primer año, al margen de los 
idearios político-ideológicos, las organizaciones convergieron en un 
Consejo Estatal de Organizaciones Campesinas e Indígenas (CEOIC). 

No obstante, en vísperas del proceso electoral en el que se elegiría 
al gobernador del estado, se registró su escisión en dos bloques. Más 
tarde, uno de los bloques, la Asamblea Estatal Democrática del Pue
blo Chiapaneco (AEDPCH), que había manifestado su adhesión al 
EZLN y su movimiento, sufre su primera ruptura cuando un grupo 
de organizaciones deciden negociar sus demandas agrarias direc
tamente con el gobierno federal; más tarde lo haría el resto de las 
organizaciones. 

Recordemos que el secretario de la Reforma Agraria, desde el 
inicio del conflicto, fue categórico al afirmar que la negociación de 
todo conflicto agrario se daría directamente con cada una de las 
organizaciones involucradas y dentro de los márgenes de las insti
tuciones definidas para ello, lo que significaba que el conflicto se 
resolvería en el marco jurídico del reformado artículo. Después de 
algunas experiencias fallidas, se instrumentó con éxito la estrategia 
de los fideicomisos agrarios que, en palabras del titular de la Refor
ma Agraria, posibilitaba que los campesinos adquirieran la tierra 
a nombre propio y la pagaran con un respaldo financiero del go
bierno federal, sin que ello implicara romper con la nueva legalidad 
(La Jornada, 16 de septiembre de 1995). 
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Si queremos pensar en un saldo positivo, registremos que hasta 
agosto de 2000, de acuerdo con la SRA, las negociaciones habían de
rivado en la compra, por parte del gobierno federal , de 2 7 54 predios 
que en conjunto eran 245 mil hectáreas; con ellas se beneficiaron 
60 mil campesinos, de 61 organizaciones y 120 grupos independien
tes. Sin embargo, los efectos se miden mejor si consideramos que 
la estrategia gubernamental logró no sólo la erosión y fragmenta
ción de las organizaciones, sino que al regionalizar el problema de 
la demanda agraria canceló, en el plano nacional, la posibilidad 
de revertir el Artículo 27 Constitucional y las leyes reglamenta
rias de la misma. Paralelo a la negociación de la compra de tierras, 
el gobierno federal asumió una estrategia similar para negociar las 
demandas de impulso y apoyo al sector agropecuario. La negocia
ción la hizo con cada una de las organizaciones o en pequeños blo
ques, y no con un frente común, lo que propicia poca claridad en 
los compromisos gubernamentales para revertir la crisis productiva 
y de comercialización que venían enfrentando los productores. 

Por su parte, el EZLN terminó, no sin tensiones, desarticulándose 
de las acciones seguidas por las organizaciones campesinas. Aun
que su alejamiento de la problemática sectorial se hizo visible des
pués de junio del mismo 1994, cuando sus demandas asumieron 
un perfil estrictamente político (véase, por ejemplo, la Segunda de
claración de la Selva, 1994), la fractura se registró en el segundo 
semestre de 1995 y culminó en 1997, con una crítica abierta al com
portamiento político de las organizaciones campesinas por parte 
del subcomandante Marcos (Ti.empo, noviembre de 1997). 2 

LAS NUEVAS EXPRESIONES DEL CONFLICTO AGRARIO 

En las estrategias de solución de los conflictos agrarios de Chiapas, 
la SRA excluyó el mecanismo del reparto en cualquiera de sus mo
dalidades. En el reporte de agosto de 2000, la SRA refiere la firma y la 

2 "No sólo las oficiales, sino que también las organizaciones sociales in
dependientes se reagrupan en un nuevo bloque [ .. . ]. Con la bandera del 
'tercerismo' (ni gubernamentales ni zapatistas), los 'líderes' de siempre se 
mezclan con los honestos y se preparan para darle a los gobiernos federal 
y estatal el interlocutor que necesitan para simular soluciones y vender men
tiras en el extranjero" (Tiempo, noviembre de 1997). La respuesta de uno 
de los dirigentes históricos de la CIOAC no se hizo esperar: "No se puede de
cir a la gente, luego de 20, 30 años de lucha por la tierra, que ahora no la 
agarre porque es ¡contrainsurgente! Lo mismo sería para los sindicatos: no 
se le puede decir a los trabajadores que no reciban aumentos salariales por
que es contrainsurgente. ¡Por favor! (Este Sur, noviembre de 1997). 
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ejecución de los acuerdos agrarios, que implicó la compra de 2 754 
predios, localizados mayormente en las regiones: Centro (24.97 por 
ciento), Selva (21.40 por ciento), Fronteriza (14.65 por ciento) y Frai
lesca (12.94). Sin embargo, los acontecimientos de 2001 revelaron 
la persistencia de los problemas agrarios, algunos de dimensiones ma
yores gestados a partir del conflicto zapatista o con anterioridad 
pero reactivados con éste; otros, producto de las nueva correlación 
de fuerza propiciado por la llegada a la gubematura de Chiapas de 
Pablo Salazar, un gobierno aliancista que durante su campaña es
tableció fuertes compromisos con las organizaciones campesinas 
más importantes de la entidad. 

El gobierno de Salazar heredó tres conflictos: la invasión de al
rededor de 80 mil hectáreas pertenecientes a unos 700 propietarios 
de los municipios de Ocosingo, Las Margaritas y Altamirano, por 
bases de apoyo del EZLN durante 1994 y 1995; el problema de la exis
tencia de 17 asentamientos irregulares en la reserva ecológica de 
Montes Azules, algunos de ellos ya reubicados; y una vieja disputa 
entre comuneros de Oaxaca y ejidatarios de Chiapas, por más de 120 
mil hectáreas ubicadas en la zona de los Chimalapas, donde se man
tiene una fuerte tensión. 

Además de estos problemas mayúsculos, los conflictos en tomo a 
la tierra en el año de 2001 registraron cierta intensidad a lo largo del 
territorio chiapaneco, y una idea de su magnitud es proporcionada 
por la Procuraduría Agraria al reconocer que, hasta marzo de 2000, 
había 14 04 7 conflictos agrarios. Ciertamente se trata de conflictos la
tentes que forman parte de una herencia de varios sexenios atrás, 
tales como las irregularidades por posesión de tierras comunales en 
Nicolás Ruiz, Venustiano Carranza, San Juan Chamula y en las re
servas de La Sepultura y La Encrucijada. Sin embargo, emergen 
nuevas tensiones; éstas se dan, tanto entre el nuevo gobierno y las 
organizaciones campesinas que lo apoyaron durante su campaña, y 
que le exigen el cumplimiento de las promesas hechas en campaña, 
como entre el nuevo gobierno y las organizaciones de filiación priís
ta que no apoyaron la campaña del ahora gobernador, y que se de
claran víctimas de éste. 

Debido a la multiplicidad de formas en que se manifiesta el con
flicto en el campo chiapaneco, resulta aventurada una lectura lineal 
y homogénea, o aseverar la existencia de una dinámica diáfana de 
continuidad y/o cambio. Demos cuenta de ello recuperando breve
mente los conflictos, las acciones y los discursos emitidos por las or
ganizaciones campesinas en las movilizaciones que tuvieron lugar 
en el primer año de la administración de Salazar Mendiguchía. 
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El 10 de abril de 2001, en el marco de la celebración del 82 ani
versario luctuoso de Zapata, las organizaciones campesinas insis
tieron en que el problema agrario no estaba resuelto en Chiapas. 
En particular, el Congreso Permanente de Organizaciones Sociales 
y Económicas de Chiapas (CPOSECH), que apoyó la campaña del nue
vo gobierno, conminó a que éste cumpliera su palabra de solución a 
los problemas agrarios, que entregara la tierra a quien la trabaja y re
orientara su política de atención a los que menos tienen. El CPOSECH 
tenía en posesión 60 predios irregulares, los cuales no figuraban den
tro de los acuerdos agrarios, pero exige que éstos sean entregados 
a los campesinos solicitantes de tierras. Además, planteó que 250 
campesinos afiliados a diversas organizaciones se encontraban pre
sos por motivos agrarios, y que existía la amenaza del procurador 
estatal de justicia, Mariano Herrán Salva ti, de librar más de 800 ór
denes de aprehensión. 

Por su parte, la OCEZ-CNPA, una de las organizaciones de mayor 
tradición agrarista se manifestó bloqueando carreteras, con deman
das que reflejan viejos y nuevos problemas: 

[ ... ]hoy luchamos ante la nueva adversidad en que nos encontra
mos miles de familias que emigran hacia Estados Unidos en busca 
de una oportunidad que se nos niega en nuestro propio país; la 
cerrazón política, la persecución y la represión por motivos polí
ticos vuelven a caracterizamos, aun cuando se jactan de cambios 
políticos obligados por esta vieja situación política, representa
da por demagogia, salimos nuevamente a manifestamos para exi
gir créditos, servicios sociales, vivienda, justicia, planes reales de 
desarrollo, no al desmantelamiento y la quiebra generalizada del 
campo (Cuarto Poder, 11 de abril de 2001 :12). 

LaCentralCampesinaUnitariadeTrabajadores(CUT),elMovimien
to de Organizaciones Campesinas y Regionales (MOCRI-CNPA) y la 
Alianza de Liberación Campesina de Ixtapa (ALCI), también se ma
nifestaron en la capital del estado, Tuxtla Gutiérrez, para exigir la 
liberación de los presos políticos de esta última organización.3 Otras 
organizaciones se manifestaron en distintos puntos de la entidad 
chiapaneca con demandas en varios sentidos: unas exigiendo la li
bertad de presos políticos, y otras pidiendo la legalización de predios 

3 El portavoz de la CUT, Andrés Mijangos Pérez, pidió la liberación de Ma
rio Álvarez Rodríguez, acusado de despojo de tierras, y denunció que exis
ten órdenes de aprehensión en contra de Eclicerio Pinto y Eduardo Alvaro, 
miembros de esta organización. 
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invadidos. Algunas, que en su momento reivindicaron la tierra, pu
sieron el acento en créditos, servicios sociales, vivienda, justicia, pla
nes de desarrollo y educación. La principal demanda de la marcha 
convocada por la CNC fue que el congreso local quitara las manos de 
las decisiones en el interior de la organización.4 

Al calor de las contradicciones entre el gobierno y las organizacio
nes, se reactivaron viejos problemas. El caso de Venustiano Carran
za es uno de ellos, al convertirse en uno de los focos de mayor tensión. 
Hay que recordar que esto ocurre después de un largo ciclo, que se 
inicia el 28 de agosto de 1965 con la publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, del reconocimiento de bienes comunales por 52 152 
hectáreas, y se cierra al término de la administración del goberna
dor Absalón Castellanos Domínguez, a finales de 1988.5 A partir del 
conflicto zapatista, el problema ha tomado otras dimensiones. Aho
ra la confrontación ocurre entre grupos de campesinos y sus diri
gencias. La vieja disputa entre los comuneros de la Casa del Pueblo, 
formada en 197 4 para defender las tierras comunales, y los de la 
Alianza San Bartolomé, integrada por diversos grupos que reclama
ban la división de las tierras comunales, comienza a reactivarse en 
un contexto de polarización de fuerzas sociales en Chiapas. El 19 de 
abril de 2001, ocho campesinos afiliados a Alianza San Bartolomé, 
de la comunidad de Canalucún, perteneciente al poblado Paraíso del 
Grijalva, en el municipio de Venustiano Carranza, fueron asesina
dos en una emboscada. Aunque el nuevo gobierno restó importan
cia al hecho, el problema no deja de tener tintes políticos. 

Los sucesos de Carranza se tomaron más graves desde que Pablo 
Salazar tomó posesión como gobernador, al reactivarse una serie 
de conflictos que comenzaron esporádicamente en el mes de enero. 
Así, en distintos puntos de la geografía chiapaneca se fueron regís-

4 Esto en clara alusión al conflicto que se suscitó por la disputa en tor
no a la dirigencia de esta organización, en la que, por un lado, el congreso 
del estado apoyó al diputado Ramiro Micelli Maza, de filiación priísta y 
crítico de Pablo Salazar y, por el otro lado, Julián Nazar Morales, dirigen
te de la organización Sociedad Campesino-Magisterial (Socama), quien el 
2 de abril tomó por asalto las oficinas de la CNC proclamándose nuevo se
cretario general de este organismo. Miceli Maza, junto con sus seguidores, 
interpusieron una demanda ante la Procuraduría General de Justicia del 
Estado (PGJE) en contra de Nazar Morales por el delito de allanamiento de 
la CNC. Finalmente, Nazar Morales ganó la batalla y se convirtió en diputa
do local plurinominal y líder de la bancada priísta en el congreso local. 

5 Una explicación detallada y sustentada en datos históricos del viejo y 
complejo problema de Carranza, se encuentra en la obra Los llanos en lla
mas: San Bartolomé de los Llanos, de Cristina Renard (1998). 
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trando invasiones de tierra que, de alguna manera, indican que el 
problema agrario se mantiene como una realidad que se niega a de
saparecer. Veamos algunos ejemplos de lo sucedido durante el pri
mer año del nuevo gobierno. 

Una de las primeras invasiones ocurrió en la Región Frailesca, 
donde el 26 de enero se registró la invasión a la finca cafetalera Mon
te Bonito, propiedad de José González, ubicada en el municipio de 
Villa Corzo. El 16 de abril, en la Región Centro, 400 campesinos de la 
OCEZ invaden los predios El Desengaño, San José, El Cascajal y El 
Relleno, ubicados en el municipio de Venustiano Carranza. Los cua
tro predios suman dos mil hectáreas y forman parte de las tierras que 
reclaman los campesinos de esa organización. En la Región Costa, 
el 25 de mayo, en el municipio de Huehuetán, un grupo de 40 cam
pesinos invade la finca Las Chispas, propiedad de Pablo Hoffman. 
Asimismo, se registran tensiones por la disputa de 205 hectáreas 
entre miembros de la Organización Proletaria Emiliano Zapata
Bloque del Poder Popular (OPEZ-BPP) y la OPEZ estatal. El predio se 
ubica en el poblado Ricardo Flores Magón, en el municipio de Aca
petahua, y ambos grupos se dicen legítimos propietarios. En los pri
meros días de junio, la Procuraduría General de Justicia del estado 
desalojó a campesinos y detuvo a 69 personas, incluyendo a líderes, 
que invadieron los predios Las Chispas, en el municipio de Hue
huetán, y Flor de Azalea, en el municipio de Tapachula, y Cozalapa, 
en el municipio de Suchiate. El 24 de octubre, en el comunicado 
de prensa número 2217, el gobierno del estado informa del desalo
jo del predio La Gloria, en el municipio de Tonalá; el saldo fue la de
tención de 40 personas por elementos de la policía judicial. 

En la Región Norte, el 15 de febrero, 60 campesinos invaden la 
finca Banana-plus, ubicaqa en el municipio de Pichucalco, que cuen
ta con 548 hectáreas. El 17 de abril, 138 familias, declaradas bases 
de apoyo del EZLN, retornaron a la localidad de Guaquitepec y re
cuperaron 341 hectáreas de las fracciones Pamalá y La Capilla, mu
nicipio de Chilón. A principios de junio, campesinos de Huitiupán 
ocupan cinco mil hectáreas y reclaman apoyo del gobierno del esta
do para recuperarlas. Estas tierras fueron adquiridas por la Comi
sión Federal de Electricidad para construir la presa hidroeléctrica 
Itzantún, pero la suspensión de la obra dio lugar a que los campe
sinos ocuparan las tierras y ahora reclaman que sean legalizadas en 
su beneficio, ya que, de acuerdo con Beltrán García Méndez, coordi
nador de la organización Lumantik, no permitirán que el gobierno 
federal reactive el proyecto, pues implicaría desalojar a los campe
sinos que ya ocupan esas tierras. 
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En la Sierra de Chiapas, a finales de mayo de 2001, un grupo de 
pobladores del municipio serrano de Bejucal de Ocampo invadió 
285 hectáreas de la comunidad El Cercadillo, ejido que pertenece 
al municipio de Amatenango de la Frontera. Se trata de un viejo 
problema no resuelto en el que se yuxtaponen dos resoluciones pre
sidenciales sobre el mismo predio, uno de 1928 y otro de 1930. Este 
incidente amenaza con generar enfrentamientos, ya que el munici
pio de Amatenango de la Frontera, además de este conflicto, tiene 
problemas limítrofes con otros dos municipios en las comunidades 
de La Pureza y Nueva Jerusalén. 

En la Región Selva, el 7 de marzo, indígenas tzeltales del ejido El 
Jardín invaden una superficie de aproximadamente 70 hectáreas 
del Área de Protección de Flora y Fauna de Nahá, perteneciente a la 
comunidad lacandona. El 4 de mayo, campesinos tzeltales de las co
munidades de Cuauhtémoc y Peña Limonar, municipio de Ocosin
go, se enfrentaron a machetazos, con un saldo de tres heridos. 6 

El 2 de junio, en el municipio de Palenque, se realizó un desalo
jo en los predios ganaderos El Mango, Santa Ana, San José Tepe
huaje, La Rivera, Serengueti, Santa Rosa y El Pentágono. El 31 de 
agosto, un grupo de 260 hombres de filiación zapatista desalojó a 33 
campesinos de la ARIC-ID del predio denominado San Juan, ubicado 
en el municipio de Ocosingo; el saldo fue de tres personas heridas. 
Las 48 hectáreas en disputa fueron, vía fideicomiso, adjudicadas a 
miembros de la ARIC en 1997. 

En la Región Frontera, limítrofe a la zona de la Región Selva, las 
tensiones entre organizaciones han subido de tono. Como se sabe, 
la CIOAC, previo a 2001, se había dividido en dos fracciones: una que 
se reivindica como "democrática" y otra llamada "oficial". Esta úl
tima ha sido acusada de propiciar expulsiones de campesinos de la 
zona Las Margaritas. Así, por ejemplo, el 21 de marzo de 2001, indí
genas pertenecientes a la Unión de Pueblos Mayas Tojolabales so
licitaron al gobierno municipal la presencia de policías y agentes 
de Seguridad Pública en virtud de que habitantes de la comunidad de 
Zaragoza, del ejido Nuevo México, están amenazados de expulsión 
por parte de la CIOAC oficial. 

Muy cerca de Las Margaritas, en el municipio de La Trinitaria, 
también se han registrado tensiones entre miembros de distintas or-

6 En Ocosingo han ocurrido incidentes, como la detención de Antonio 
Sánchez Gómez, dirigente de la ARIC-ID, por miembros del EZLN. Como re
presalia la ARIC detuvo a Alonso Gómez Sántiz, miembro del EZLN . La li
beración de ambos se produjo después de un acuerdo de no agresión entre 
la ARIC-ID y el EZLN (Cuarto Poder, 19 de julio de 2001 :54). 
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ganizaciones. A mediados de septiembre de 2001, 14 familias indíge
nas afiliadas a la CIOAC democrática fueron expulsadas del poblado 
Nuevo Chapultepec por miembros de la OPEZ, debido a que se ne
garon a formar parte de esta última agrupación. Según versión de 
Reynol Hernández Pérez, representante de los afectados, "los caci
ques de la OPEZ, armados con palos y machetes, llegaron a las vivien
das de 10 familias , luego destruyeron sus casas" (Cuarto Poder, 18 
de septiembre de 2001). Ésta es la segunda expulsión que realizan 
los miembros de la OPEZ; la primera se llevó a cabo el 15 de julio, 
cuando cuatro familias de la comunidad Nueva Libertad, del mis
mo municipio, fueron echados por hombres armados. 

En Los Altos renacen los conflictos por límites de tierras. El 6 de 
septiembre se reactiva este tipo de conflicto entre comuneros de Che
nalhó y Chalchihuitán. El ayuntamiento de Chenalhó inició acta 
administrativa por la posible comisión de delitos de las autorida
des comunitarias de Chalchihuitán. 

Sin lugar a dudas, el mayor enfrentamiento que se ha dado en
tre el gobierno y las organizaciones campesinas ha sido el prota
gonizado por las bases y la dirigencia de una fracción del MOCRI, a 
la que se le unieron otras organizaciones como la OCEZ, Triple S del 
Bosque, Casa del Pueblo de Carranza y Coordinadora de Resisten
cia Civil de Los Altos. Cabe señalar que las movilizaciones lideradas 
por MOCRI-CNPA y la Alianza de Liberación Campesina de Ixtapa 
(ALCI), si bien reclaman atención a los problemas agrarios, su prin
cipal motivación es de carácter político, porque se reivindica la par
ticipación en alcaldías, como se ha observado de manera más clara 
en el caso de esta última. El momento de mayor tensión entre el 
MOCRI-CNPA y el gobierno del estado ocurrió el 27 de julio cuando 
la policía judicial estatal realizó un operativo para rescatar a seis 
funcionarios de la Secretaría de Desarrollo Social, quienes se en
contraban retenidos por miembros de esta organización en el Ba
rrio San José, de la región Marqués de Comillas. De acuerdo con el 
reportaje del periodista del diario La Jornada, Hermann Bellinghau
sen, "en el operativo, verdadera cacería, participaron 16 vehículos 
policiacos y cinco helicópteros" (La Jornada, 3 de agosto de 2001). 
En dicho operativo fueron detenidos seis campesinos de las bases 
de apoyo del EZLN, quienes se deslindaron de las acciones realiza
das por el MOCRI-CNPA.7 

7 A este respecto, señalaron: "Nosotros, los zapatistas de Marqués de Co
millas, por Pico de Oro, en especial en el Ejido Barrio San José, no tene
mos que ver con las acciones que estuvieron hacien<'\o lo~ del MOCRl-CNPA, 
y no porque estemos en contra de luchar por las dW:ia_.¡das, pero que se 
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Por su parte, el gobernador del estado, en una entrevista realiza
da por el diario La Jornada, señaló que "tanto el desalojo de Ixtapa 
como el difícil operativo para rescatar a los rehenes de una casa de 
seguridad en la comunidad de San José han sido las decisiones más 
dolorosas de estos meses" (La Jornada, 3 de agosto de 2001). El mo
vimiento de esta organización se ha venido radicalizando, sobre 
todo porque no encuentra respuesta a su principal demanda por 
parte del nuevo gobierno: la liberación de sus dirigentes presos ( Cuar
to Poder, 7 de septiembre de 2001). 

Esta breve reseña de un periodo tan corto muestra la compleji
dad de los problemas del campo chiapaneco. En tomo al conflicto 
agrario se desencadenan problemas y demandas que las autorida
des terminan por darles un tratamiento independiente del conflicto 
que los originó. La rebelión zapatista y las movilizaciones campe
sinas en tomo a la toma de tierras se dieron bajo la hegemonía de 
un orden neoliberal, cuya carta de presentación en el campo mexi
cano, y el chiapaneco en particular, es no sólo la privatización de 
la tierra y sus recursos sino, como lo reconocen los propios campe
sinos, "el desmantelamiento y la quiebra generalizada del campo". 
En un contexto tal se dificulta la conjunción de práctica política y 
construcción de un proyecto de mediano y largo plazos visible en 
acciones concertadas para luchar contra un capitalismo salvaje y 
depredador que por su propia lógica profundiza la debilidad de las 
organizaciones y sus liderazgos, y de toda institución que se defina 
democrática. 

LA POLÍTICA DEL NUEVO GOBIERNO 

En su informe de los primeros 100 días de gobierno, el gobernador 
fijó la postura oficial en tomo al problema agrario: 

Hemos dicho que el gobierno garantizará todas las formas de 
propiedad de la tierra: la ejidal, la comunal y la privada. Es un 
compromiso que parte del respeto a la legalidad. En este senti
do, instalamos el "Comité de Reacción Inmediata contra las Inva
siones", integrada por la Secretaría de Gobierno, la Procuraduría 
General de Justicia, la Secretaría de Seguridad y la Secretaría de 
Desarrollo Rural (Cien días de gobierno, 21 de marzo de 2001). 

haga por mandato del pueblo: no manipular, como han hecho unos dirigen
tes de esa organización (La Jornada, 3 de agosto de 2001). 
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Después de reconocer que el EZLN mantiene 275 predios invadi
dos en los municipios de Ocosingo, Las Margaritas y Altamirano; que 
669 grupos y organizaciones distintas del EZLN habían solicitado la 
compra de 71 mil hectáreas, que corresponden a 276 predios, de los 
cuales 22 por ciento ya estaban invadidos, y que "diariamente llegan 
a la Secretaría de Desarrollo Rural nuevas solicitudes de tierra" (La 
Jornada, 15 de abril de 2001), el gobernador reitera su postura. En 
entrevista a Marco Lara, reportero de El Universal, sostuvo: 

La caracterización de los finqueros de los años cincuenta, sesen
ta ya no es la misma. Más de 80 por ciento de la propiedad del 
estado es social. Desgraciadamente, la lucha por la tierra ha llega
do a tal nivel de degradación, que hoy son grupos de campesinos 
invadiéndole a otro grupo de campesinos; es una lucha de pobres 
contra pobres. En el centro de todo está el crecimiento de lapo
blación, que es mayor que nuestra capacidad de respuesta y que 
se traduce en una enorme presión. Debemos crear alternativas la
borales, porque ya no hay tierra que repartir. Si alguien me sos
tiene que hay latifundios, estoy dispuesto a verificarlo, a hacer un 
censo y a repartir tierras (Cuarto Poder, 7 de mayo de 2001 :14). 

En materia agraria, el gobierno de Salazar se sumó a las direc
trices marcadas por el gobierno federal, ejerciendo la violencia ins
titucional a quienes violentaran el derecho de propiedad, lo que no 
excluye la puesta en marcha de estrategias que en aras de la gober
nabilidad le permitieran el control y la administración de los con
flictos agrarios. Sin embargo, dos conflictos heredados ya referidos 
(la invasión de predios privados por bases zapatistas y el problema 
de Montes Azules) muestran la naturaleza de las tensiones de un con
flicto social que rebasa la solución técnica para situarse en un es
pacio eminentemente político. 

El primero, como se recordará, se refiere a las invasiones realiza
das por los zapatistas y sus bases de apoyo en su zona de influencia. 
Afecta fundamentalmente a agricultores y ganaderos pertenecientes 
a la Unión de Propietarios Rurales Doctor Belisario Domínguez, en 
su mayoría afiliados al PRI. A fines de 2000 la asociación reconoce 
que los ranchos y las tierras ejidales invadidas en la zona de conflic
to no habían sido devueltos a sus dueños; indica que se trata de más 
de 80 mil hectáreas de propiedad privada y un buen número de tie
rras ejidales de campesinos que no han podido retornar a sus co
munidades. La demanda al nuevo gobernador era que dentro de las 
negociaciones del gobierno con el EZLN, ellos fueran tomados en 
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cuenta como actores políticos del conflicto, enfatizando que campe
sinos ejidatarios también afectados se habían sumado a la deman
da de esta organización. 8 Paradójico, pero el gobierno aliancista 
no tomó cartas en el asunto, lo que hizo fue reiterar e instituir al
gunos apoyos económicos a los afectados. Una de las explicacio
nes de este comportamiento, de acuerdo con los afectados, era el 
origen del nuevo gobernador, quien había formado parte de la Co
copa y llegaba a la gubernatura legitimando al EZLN. 

El segundo se trata del problema de las invasiones en la reserva 
de la biosfera de Montes Azules. Se consideró como un problema 
entre las comunidades tsotsiles, tzeltales y tojolabales invasoras y 
la comunidad lacandona. El nivel de confrontación fue tal que el 
día 12 de septiembre de 2001, se realizó una reunión de alto nivel, 
encabezada por el gobernador, en la cual participaron funciona
rios federales y estatales, así como autoridades de las comunidades, 
donde se acordó la instalación de la mesa agrario-ambiental para 
la atención de la Selva Lacandona (Vanguardia del Sureste, 13 de 
septiembre de 2001). Horas antes de realizarse esta reunión en el 
Palacio de Gobierno, las declaraciones de la comunidad lacando
na habían subido de tono. Margarito Chan Kayun, uno de los diri
gentes lacandones, declaró que se encontraban invadidas 100 mil 
hectáreas, por lo que emplazaría al gobierno del estado para que 
ordenara un desalojo, de lo contrario, tomarían justicia por sus pro
pias manos (Cuarto Poder, 13 de septiembre de 2001). 

En la citada reunión, el gobernador del estado manifestó que se 
haría un diagnóstico amplio que permitiera conocer, caso por caso, 
los problemas de invasiones, a fin de actuar apegado a derecho en 
cada situación. También señaló que la Procuraduría General de Jus
ticia del estado recibiría las denuncias en casos de invasiones para 
dar paso a la acción de la justicia (Vanguardia del Sureste, 13 de 
septiembre de 2001). No obstante, las comunidades asentadas en 
la reserva de la biosfera advirtieron que no aceptarían ningún de
salojo o acción que los privara de sus derechos agrarios y manifes
taron su preocupación por el compromiso del gobernador Pablo 
Salazar con la comunidad lacandona, para reactivar las denuncias 
penales en contra de los habitantes de las 21 poblaciones localiza
das en la zona natural protegida (La Jornada, 1 de octubre de 2001). 

8 Para un análisis pormenorizado de las acciones emprendidas por la 
Unión de Propietarios Rurales afectados, y de las negociaciones alcanza
das con los gobiernos federal y estatal, entre 1994 y 1998, véase el libro co
lectivo lA tierra en Chiapas. Viejos problemas nuevos (Villafuerte et al., 2002) . 
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Aunque el gobierno federal intentó mostrarse como un "interlo
cutor" entre la comunidad lacandona y las comunidades invasoras, 
es claro que en el fondo subyace un conflicto político entre éste y 
la dirigencia y las bases zapatistas, lo que explica que el manejo de 
este conflicto, al margen de la comunidad lacandona, cobrara su 
expresión fáctica en una estrategia de reubicación de los poblados 
y familias que invadieron el área citada, lo que implica la negocia
ción directa con las familias y los grupos invasores. 

Sin embargo, una idea de lo complejo que resulta dicha estrate
gia la proporciona el hecho de que no fue sino hasta junio de 2004 
cuando el gobernador de Chiapas, quien lamentaba la falta de di
fusión por la prensa, anuncia como un "hecho histórico" la reu
bicación negociada de las primeras 125 familias que ocupaban la 
localidad de San Francisco Caracol, producto de más de un año de 
trabajo cuidadoso e inteligente. Pero la cifra de los asentamientos 
irregulares no es un dato menor. Se maneja que asciende a más de 
40, pero de acuerdo con el secretario de la Reforma Agraria, en la 
reserva de Montes Azules existen 190 invasiones en las que viven 
desde ocho hasta 30 familias (El Heraldo de Chiapas , 6 de septiem
bre de 2004). 

El hecho significativo es que las autoridades agrarias recono
cen que los asentamientos zapatistas no están participando en las 
negociaciones para la reubicación, aunque indican que no han obs
taculizado el trabajo de negociación con otros grupos (El Heraldo 
de Chiapas, 6 de septiembre de 2004). Aunque la parte gubernamen
tal reconoció que era posible reubicar a otros 12 grupos en el media
no plazo, el hecho real es que este conflicto no sería resuelto en dicha 
administración. 

Por la dimensión sociopolítica que entrañan los conflictos agra
rios, y otros, suscitado en la llamada área de influencia zapatista, 
el gobierno de Salazar mantuvo una estrategia de no agresión al gru
po armado; no obstante, impulsó una estrategia de interlocución 
con organizaciones campesinas que le permitieran la instrumenta
ción de proyectos productivos y económicos y alcanzar un margen, 
así sea mínimo, de control social y político en el área. En este mar
co, algunas organizaciones simpatizantes del EZLN, como la COAO, la 
UU, la ORCAO y la ARIC-ID, generaron, en octubre de 2000, una pro
puesta para la creación de la Comisión Estatal para el Desarrollo 
Sustentable y la Reconciliación, con el propósito de: 

[ ... ]atender los problemas de la pobreza, injusticia y división inter
na, combatiendo de raíz sus causas a partir de generar condicio-



276 MARíA DEL CARMEN GARCÍA, DANIEL VILLAFUERTE 

nes para un tipo de desarrollo que contribuya a la sustentabilidad, 
la integralidad, la distribución justa de la riqueza y beneficios 
a la producción, la reconstrucción del tejido social, la aplicación 
de la justicia honesta y la participación de comunidades y orga
nizaciones (COAO/ARIC-ID/ORCAO/ARIC-UU, 2000). 

Con igual propósito se instrumenta una estrategia de inversio
nes en proyectos productivos y de fortalecimiento a los programas 
asistenciales en áreas específicas, como fue el caso de la región Mar
qués de Comillas, en la Selva Lacandona. Recordemos que desde 
1995 el gobierno había impulsado las empresas sociales como una 
medida para evitar que el conflicto se extendiera más allá de la re
gión de Las Cañadas. Recordemos también que como medida com
plementaria a los proyectos productivos, a partir de 1999, Marqués 
de Comillas fue incluida en las acciones del Progresa, con una co
bertura de 3 O 19 familias y un monto promedio de 51 O pesos para 
cada una, es decir, una aportación de 1 539 690 pesos mensuales, 
o una cifra anualizada de 18 476 280, monto que supera en mucho 
a lo invertido por el Fondo Nacional de Apoyo a Empresas Sociales 
(Fonaes) en proyectos de ganadería, entre 1995 y 1999, y en la pro
ducción de chile jalapeño durante el periodo 1996-1998, lo cual 
muestra el carácter predominantemente asistencial de la política 
gubernamental (véanse las tablas 1 y 2) . 

La preocupación por recuperar la legitimidad institucional en 
el área zapatista explica también la decisión de cancelar uno de los 
programas más importantes que operaron en la administración pa
sada. En efecto, el 22 de marzo de 2001, en el marco de la Reunión 
para el Desarrollo de Chiapas, los gobiernos estatal y federal de
clararon desaparecido el Programa de Desarrollo Regional de Las 
Cañadas.9 En esta reunión, con la participación de José Sarukán, co
misionado para el Desarrollo Social y Humano de la Presidencia 

9 Antes de esta reunión, Santiago Lorenzo Jiménez, vocero de la COAO, 
indicó que "el programa Cañadas tuvo fines de contrainsurgencia, desesta
bilización y control social en las comunidades. El programa sólo benefició a 
las comunidades ligadas al Partido Revolucionario Institucional, que están 
en contra del alzamiento del EZLN. Fue un programa asistencial y clientelar 
con el propósito de controlar a personas y convertirlos en más dependientes 
del gobierno y fomentar el paternalismo, al comprar líderes que estuvieron 
a favor del anterior sistema priísta que gobernó el país. El nuevo gobierno 
tiene que construir un nuevo mecanismo que sea un órgano público descen
tralizado, participativo, y que atienda Jos problemas de pobreza, injusticia, 
marginación y la división interna provocada por el anterior sistema de go
bierno" (Cuarto Poder, 8 de marzo de 2001 :13). 
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TABLA 1 
REGIÓN MARQUÉS DE COMILLAS. 

INVERSIÓN DE FONAES EN PROYECTOS DE GANADERÍA BOVINA 

Año Organización campesina Inversión en pesos 
Núm. 

de socios 

1995 
Aso. Agrícola Local Salomón González 

1 015 145.5 36 
Blanco 

1995 Grupos de trabajo independiente 765 663.3 49 

1995 MOCRI-CNPA 1948619.5 113 

1995 Unión de Ejidos Julio Sabines 2 725 385 127 

1996 Grupo de trabajo independiente 557 585 16 

1998 MOCRl-CNPA 3 252 702.7 106 

1999 Coordinación Nacional Campesina 204 960.0 14 

Consejo Consultivo para el Desarrollo 
1999 Sustentable de la Selva Marqués de 1 731 809.8 49 

Comillas 

1999 Grupo de trabajo independiente 209 039.5 15 

Total 12 760 239.0 526 

FUENTE: Oficina Regional de Fonaes-Selva, Palenque, Chiapas, 2000. To
mado de De Luna (2000). 

TABLA 2 
REGIÓN MARQUÉS DE COMILLAS. 

DISTRIBUCIÓN DE FAMILIAS BENEFICIADAS CON EL PROGRESA 

Módulo Número de ejidos Número de familias 
Benemérito de las Américas 2 928 

Nuevo Chihuahua 6 583 

Nuevo Orizaba 7 494 

Zamora Pico de Oro 8 728 

Boca Chapul 9 286 

Total 32 3 019 

FuENTE: Oficina Regional de Progresa-Selva, Palenque, Chiapas, 2000. To
mado de De Luna (2000). 

de la República, cinco secretarios de Estado, el gobernador de Chia
pas y los miembros del área social del gobierno, se anunció el ini
cio de un programa estatal que partiría de la Selva Lacandona hacia 
el resto de la entidad; sin embargo, no hubo mucha claridad sobre 
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"las caracteristicas del nuevo programa, aunque se indicó que se pon
drían en funcionamiento los programas Plan Puebla Panamá, Mar
cha hacia el Sur, Local de Desarrollo y los Ejes de Política Social del 
gobierno federal. 

Por último, recordemos que la política agraria del gobierno fede
ral, paralela a la apertura comercial y productiva del sector agro
pecuario, se condensa en el Programa de Certificación de Derechos 
Ejidales (Procede) instituido por el gobierno de Salinas de Gorta
ri, y en estrategias que como el ordenamiento de la propiedad social, 
la regularización de colonias agricolas y ganaderas, el desahogo de 
solicitudes de terrenos nacional, entre otras acciones, tienen el pro
pósito de instituir un marco favorable y seguro para la inversión y 
la modernización económica del campo. 

HACIA UNA AGENDA PARA EL CAMPO CHIAPANECO: 

LA UNIDAD POSIBLE 

A once años del levantamiento zapatista, el problema del campo 
chiapaneco, particularmente el tema agrario, registra una compleji
dad sociopolítica mayor que la existente antes del levantamiento. 
En 1994 se abrió una posibilidad para que las organizaciones cam
pesinas y el EZLN caminaran juntos en un proceso alternativo de 
desarrollo. Esta oportunidad, por razones ya vistas, se perdió, ero
sionándose la posibiHdad de una convergencia de nivel nacional para 
echar atrás las reformas salinistas al Artículo 27 Constitucional y el 
proyecto neoliberal que hoy se sostiene en el campo mexicano. 

Muchos de los problemas agrarios que se manifestaron en 2001 
y que se han manifestado en los últimos años, no se han resuelto. 
Persiste el problema de las tierras invadidas en la zona de conflic
to, y el problema de Montes Azules se mantiene en una situación 
delicada por la ausencia de un diálogo entre el EZLN y el gobierno 
federal. También se han acumulado nuevas demandas de tierras 
por parte de organizaciones campesinas que se encuentran en una 
situación incómoda por el hecho de que algunos de sus dirigentes 
ocupan cargos de primer y segundo nivel en el gabinete del gobier
no de Pablo Salazar: nos referimos a la CIOAC, que en enero de 2004 
informaba de 2 931 nuevos solicitantes que reclamaban la dotación 
de 17 772 hectáreas (Cuarto Poder, 14 de enero de 2004). 

En la conmemoración del 86 aniversario de la muerte del Cau
dillo del Sur, la demanda agraria vuelve a hacerse presente. El día 
6 de abril de 2005, organizaciones sociales, campesinas y represen-
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tantes de sindicatos realizaron una marcha en la ciudad de Tuxtla 
Gutiérrez, para luego plantarse frente al palacio de gobierno, de
mandando apoyos a la producción, el reparto de tierras, tarifas eléc
tricas justas, libertad de presos políticos y en contra de la política 
represiva del gobierno del estado. Como en 2001, en 2005 la persis
tencia de enfrentamientos, movilizaciones por el incumplimiento 
de demandas sociales, invasiones a ranchos privados, y desalojos, 
continúan siendo parte de la cotidianeidad del mundo rural chia
paneco. 

Las organizaciones campesinas registran una crisis de identidad 
y desafíos que superan sus capacidades actuales. No sólo están más 
atomizadas que antes, sino también manifiestan grados agudos de 
conflictividad interna. Un bloque significativo de éstas, ante la pér
dida de una base sólida, ha transitado de la demanda por la tierra 
y por apoyos a la producción, a demandas de naturaleza urbana y, 
particularmente, a la lucha y disputa por los cargos de elección po
pular. La ausencia de un proyecto sólido y de continuidad en rela
ción directa con las bases campesinas, ha propiciado su fragilidad 
y vulnerabilidad frente al gobierno y frente a situaciones coyuntu
rales, en las que operan con márgenes estrechos de continuidad. La 
decisión de algunos líderes, con un capital de lucha independien
te, de apoyar la candidatura y después el gobierno de Salazar Mendi
guchía, ha propiciado conflictos que no sólo confrontan a las mismas 
organizaciones independientes, sino también han terminado por 
afectar los principios político-ideológicos que les dieron origen. 

La lucha agraria perdió sus perfiles originales. Sin embargo, te
nemos que abandonar las explicaciones simplistas de que la lucha 
agrariaeshoyunaluchaentrecampesinosinvadiéndosemutuamen
te, como señala el gobernador, y preguntamos sobre la naturaleza 
y el sentido de esta confrontación. En igual sentido, tenemos que 
abandonar las explicaciones que dan como hecho inevitable el triun
fo de un sistema económico que hace suyas las tres reglas básicas del 
orden neoliberal: privatizar, desregularizar y liberalizar, de las que 
emana, según esta doctrina, toda posibilidad de crecimiento eco
nómico. 

En el campo chiapaneco no se ha dicho la última palabra. Si bien 
la reforma al Artículo 27 cancela el reparto agrario y legitima como 
única forma los derechos de propiedad privada sobre la tierra, la 
realidad pone de manifiesto que "el pastel aún no alcanza a coci
narse" . Los avances de la política agraria han sido lentos, la propia 
Procuraduría Agraria reconoce que la entidad sigue registrando "fo
cos rojos" en municipios conflictivos; más aún, el Procede en Chia-
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pas tienelos indicadores más bajos del país en materia de certificación 
y de adopción del dominio pleno: hasta el mes de diciembre de 2004, 
la superficie ejidal certificada sumaba 1 252 223 hectáreas (un avan
ce de 36 por ciento) y, en la propiedad comunal 148 790 hectáreas 
(un avance de 17.64 por ciento) (Registro Agrario Nacional, 2004). 

Para los gobiernos federal y estatal, la moneda está echada. Le 
apuestan a la privatización de la tierra como eje de la competencia 
y eficiencia en el campo mexicano, e irresponsablemente se desen
tiende de un proceso que corre de manera paralela y en igual magni
tud al despliegue del modelo centrado en el mercado. Nos referimos 
a las desigualdades regionales del país que hoy se registran como 
un hecho sin precedente en la historia de la última mitad de siglo. 
Que Chiapas no sea una entidad industrial no es un hecho fortui
to, sí deliberado; lo mismo que su otrora vocación "agroexportado
ra" bajo un esquema de uso intensivo de mano de obra barata, en 
tanto que la reproducción biológica y social de ésta dependió de la 
rehabilitación recurrente de la economía campesina, ya sea para 
fines de subsistencia o de comercialización. Sin embargo, las exi
gencias de manos libres al capital global tanto en la agricultura 
como en la tierra y sus recursos, ponen en entredicho la funcionali
dad y viabilidad de la agricultura campesina fincada en la propiedad 
social y la obligatoriedad constitucional del reparto de tierra. 

Pero desmantelar la agricultura campesina en Chiapas no es una 
decisión menor. Aunque el capital global, sin ningún sentido ético, 
tiene los recursos, el poder y el dinero para imponer la ley del más 
fuerte, se trata de una sociedad mayoritaria a la que el gobierno y 
la sociedad nacional tendrán que reconocerle lo que como mexica
nos y como seres humanos en sociedad, los iguala en derechos, esto 
es, la igualdad política. 

El gobierno mexicano conoce la magnitud del conflicto en el cam
po chiapaneco, pero sólo es capaz de reconocer los síntomas y no 
las causas: Ja crisis de la producción y la productividad, la caída 
de los precios de los productos agrícolas, principalmente del café, 
la falta de créditos y la ausencia de un programa de reactivación eco
nómica y abatimiento de los niveles de pobreza. Sin embargo, pese 
a este diagnóstico, que por supuesto es compartido por quienes viven 
en el campo, sólo le es posible aplicar programas de contingencia 
y bajo presiones sociales, sin la voluntad política para un replan
teamiento del esquema de desarrollo del campo chiapaneco y de la 
economía del estado. Basta un breve recuento de las políticas pú
blicas en Chiapas para registrar la pérdida de derechos sociales uni
versales, y la rehabilitación de políticas asistenciales orientadas a 
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los sectores sociales pobres y en pobreza extrema; no obstante, és
tos abarcan las tres cuartas parte de la población estatal. Para citar 
un ejemplo, en Las Cañadas el gobierno federal dio nombre a su 
política social para Chiapas desde mediados de mayo del 2001: Con
tigo, donde además de los tres niveles de gobierno, se pretendía la 
participación de la iniciativa privada, universidades, organizacio
nes de la sociedad civil y de asistencia privada. Una estrategia tipo 
teletón para sacar de la pobreza a los indígenas.10 

En otros trabajos hemos insistido en la naturaleza estructural de 
la crisis del campo chiapaneco, una crisis estrechamente articula
da al modelo económico cuya rapacidad es posible debilitando a 
las instituciones públicas y a las organizaciones campesinas y sus 
estrategias de movilización, e incluso hacerlas sus cómplices. En este 
marco, poco importa que en los conflictos del campo chiapaneco, y 
los conflictos agrarios en particular, se haya desdibujado la confron
tación entre campesinos y terratenientes. Sí importa que se regis
tre como realidad cotidiana, y cada vez con mayor intensidad, una 
confrontación entre los propios campesinos y sus organizaciones, 
polarización que es bien aprovechada por quienes le apuestan al 
mercado. Detrás de esas mudanzas están las mismas injusticias ma
teriales visibles en una pobreza y marginación creciente, producto 
del sometimiento salvaje del mundo laboral por el capital y de la 
quiebra de la economía campesina. 

Resulta complejo dibujar un escenario posible para el campo chia
paneco. No obstante, es un prerrequisito el sentido de autocrítica 
y de búsqueda de conciliación de los actores que pueden hacer po
sible un futuro distinto al que hoy proyectamos con cierta fatalidad 
histórica. A las organizaciones campesinas y sus liderazgos histó
ricos se les exige asumir una postura autocrítica que implica una 
renovación política y práctica. Si en 1994 asumieron un compor
tamiento autocrítico desde donde reconocieron las insuficiencias 
y los quiebres internos por los que atravesaban, hoy existen mayo
res razones para hacerlo. 

A la luz de los acontecimientos concretos, resulta difícil hablar 
de un deterioro de las relaciones entre el EZLN y las organizaciones 
campesinas, particularmente las organizaciones históricas e inde-

10 La estrategia Contigo tiene cuatro líneas: "Manos a la obra", centra
do en la atención a las microrregiones de alta marginación; "construimos 
la paz", con énfasis en la zona de Las Cañadas; "Ganamos todos", con la que 
se llevará a cabo el mecanismo de reembolso del IVA y, finalmente, "Cuen
tas claras", con la que se pretende realizar la rendición de cuentas (Cuarto 
Poder, 10 de mayo de 2001:14). 
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pendientes. Más allá del reconocimiento moral al liderazgo del EZLN 

en los primeros meses de 1994, y de intentos de convergencia de al
gunos bloques organizativos, la mayoría terminó sucumbiendo a 
la influencia gubernamental, que sostuvo la legalidad de la refor
ma al Artículo 27 Constitucional. 

En igual sentido, el EZLN, que pese a sus altibajos ha logrado man
tener la legitimidad de su lucha, debería explicitar si las razones 
de este desencuentro obedecen a la naturaleza de su proyecto y si 
éste es contradictorio a una posible convergencia con un movimien
to que, como el campesino, no puede prescindir del papel social del 
aparato estatal, aunque sí los términos de su relación. Por la dimen
sión de lo que está en juego y sus desafíos, resulta contraproducente 
una sobrevaloración de sus potencialidades organizativas y de ex
presión política. 

Además de estos desafíos, que involucran la actuación de las fuer
zas sociales y la definición de su relación con el marco estatal, la 
construcción de una agenda para el campo chiapaneco implica co
locar en la agenda política dos hechos manifiestos en la dinámica 
política y económica de la entidad. El primero es el proyecto auto
nómico del EZLN, cuya etapa inicial, "Autonomía y Resistencia", ocu
rre en agosto de 2003, con el anuncio oficial de la creación de los 
Caracoles y las Juntas de Buen Gobierno, una estrategia de gobier
no comunitario que cambia los términos, instrumentos y mecanis
mos de manejo, administración y resolución de los conflictos agrarios 
en regiones, municipalidades y localidades indígenas, y desafía al 
proceso de modernización neoliberal. 

El segundo hecho por considerar es la inserción de la población 
rural en edad laboral a los circuitos migratorios internacionales, 
un fenómeno inédito pero que desconcierta por la intensidad con 
la que viene registrándose.11 De acuerdo con el Banco de México, las 
remesas enviadas por chiapanecos que trabajan en Estados Unidos 
fueron de poco más de 500 millones de dólares en 2004, y de cerca 
de 800 millones en 2006. La crisis del campo sin duda contribuye 
a que Chiapas se incorpore al mercado con la fuerza de trabajo de 
su juventud, pues no debemos olvidar que su población es mayo
ritariamente joven: 70 por ciento de ella es menor de 30 años. Este 
fenómeno, articulado a las transformaciones económicas y a los mer
cados laborales globales, está redefiniendo el escenario rural chiapa-

11 De acuerdo con las estadísticas del Banco de México, en el año 2004 
las remesas enviadas por chiapanecos que trabajan en Estados Unidos fue 
de poco más de 500 millones de dólares, una cantidad superior a los ingre
sos obtenidos por el turismo que visitó la entidad. 
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neco, en tanto reconfigura las formas de organización del trabajo 
rural de las familias y las comunidades, transforma el campo de las 
relaciones sociales e impacta, en negativo, los procesos aún inci
pientes de democratización política al inhabilitar, por su ausencia, 
a parte importante de su población, adultos y jóvenes, del ejercicio 
de sus derechos y responsabilidades ciudadanas. 

AEDPCH 
Alinea 
ARIC-UU 

ARIC-ID 

ALCI 
CEC 
CEOIC 

CIOAC 

CIOAC-0 

CNC 
CNPA 
COAO 
COAECH 

OCEZ-Dl
UNOP 11 

CPOSECH 

CUT 

EZLN 
MOCRI 

SIGLAS Y ACRÓNIMOS 

Asamblea Estatal Democrática del Pueblo Chiapaneco. 
Alianza Campesina Independiente. 
Asociación Rural de Interés Colectivo-Unión de Uniones. 
Asociación Rural de Interés Colectivo-Independiente 
y Democrática. 
Alianza de Liberación Campesina de Ixtapa. 
Coordinadora Estatal Campesina. 
Consejo Estatal de Organizaciones Indígenas y Cam
pesinas. 
Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campe
sinos. 
Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campe
sinos-Oficial. 
Confederación Nacional Campesina. 
Coordinadora Nacional Plan de Ayala. 
Coalición de Organizaciones Autónomas de Ocosingo. 
Coordinadora de Organizaciones Autónomas del Es
tado de Chiapas. 
Organización Campesina Emiliano Zapata-Democrá
tica Independiente-Unión de los Pobres. 
Congreso Permanente de Organizaciones Sociales y Eco
nómicas de Chiapas. 
Central Campesina Unitaria de Trabajadores. 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional. 
Movimiento de Organizaciones Campesinas y Regio
nales. 

MOCRI-CNPA Movimiento de Organizaciones Campesinas y Regio
nales-Coordinadora Nacional Plan de Ayala. 

PESOCH Promotora Estatal de Sindicatos y Organizaciones de 
Chiapas. 

Procede Programa de Certificación de Derechos Ejidales. 
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PRPF 

PGJE 
ppp 

OCEZ 
OPEZ 
OPEZ-BPP 

SDA 
Socama 
XI-NI CH 
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Programa para la Regularización de la Propiedad Fi
deicomitida. 
Procuraduría General de Justicia del Estado. 
Plan Puebla Panamá. 
Organización Campesina Emiliano Zapata. 
Organización Proletaria Emiliano Zapata. 
Organización Proletaria Emiliano Zapata-Bloque del 
Poder Popular. 
Secretaría de Desarrollo Agrario. 
Sociedad Campesino-Magisterial. 
Hormiga Alborotada. 
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TRANSFORMACIONES GUBERNAMENTALES 
Y DERECHOS AGRARIOS EN LA TENENCIA SOCIAL 

DE LA TIERRA EN ÜAXACA 

Marce/a Coronado * 

RESUMEN 

El objetivo de ese artículo es dar seguimiento a las transformacio
nes difundidas por agencias gubernamentales del sector agrario 
y cómo ante ello se producen diversas respuestas en comunida
des zapotecas de Oaxaca. A través de un recorrido histórico de la 
constitución del Distrito de Riego 19 (DR-19) del Istmo de Tehuan
tepec, se muestra un proceso de polarización social. De este pro
ceso resulta una lucha por la tierra de los comuneros de Juchitán. 
Con la reforma al Artículo 27 Constitucional y la instalación del 
Procede durante el régimen salinista, esta lucha adquiere comple
jos matices sociales que se describen en este documento, entre los 
que destacan que mientras se desarrollan estrategias campesinas 
para enfrentar las nuevas acciones y políticas agrarias, los agen
tes gubernamentales aprovechan para operarlas y así toman venta
jas sobre las posibles respuestas de las comunidades. 

Palabras clave: derechos agrarios, Procede, contrarreforma, po
larización, comuneros. 

INTRODUCCIÓN 

Los derechos agrarios de las comunidades indígenas han sido vul
nerados por las transformaciones jurídicas y políticas implemen
tadas por las políticas gubernamentales. Este artículo expone las 
formas como se implantaron algunas de las principales transforma-

* Profesora-investigadora de la Unidad 201-0axaca, de la Universidad Pe
dagógica Nacional. Correo electrónico: <coronado.marce@gmail.com>. 
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ciones promovidas por las agencias gubernamentales del sector 
agrario para la tenencia social de la tierra en el Istmo de Tehuan
tepec en dos etapas históricas: el avance de la propiedad privada 
en el DR-19 de la década de 1970 a la de 1990, y la implementación 
del Procede en ejidos y comunidades de 1992 a 2004, con las refor
mas salinistas que dieron fin a la reforma agraria posrevoluciona
ria. El objetivo es seguir las principales pautas de acción de dichas 
transformaciones a través de una estrategia metodológica que abor
da paralelamente -a partir de diversas fuentes de información-1 

las principales acciones gubernamentales y algunas de las respues
tas generadas por comunidades zapotecas para enfrentarlas. 

El artículo se encuentra organizado en seis apartados: en el pri
mero se aborda la situación de la tenencia social de la tierra en el 
Istmo de Tehuantepec con la reforma agraria en la década de 1970; 
en el segundo, se muestra el avance de la propiedad privada y lapo
larización social resultante de la construcción y puesta en marcha 
del DR-19; en el tercero, se aborda la lucha por la tierra de los comu
neros de Juchitán, el surgimiento de la COCEI y la política salinis
ta; en el cuarto se analiza la implementación de la contrarreforma 
salinista y se describe la "reforma" y la contrarreforma agrarias neo
liberales en Oaxaca; en el quinto se presenta la implementación del 
Procede en ejidos y comunidades. Finalmente, a partir de la revi
sión de los procesos ya señalados, se presentan algunas de las prin
cipales pautas de acción gubernamentales sobre la tenencia social 
de la tierra. 

LA TENENCIA SOCIAL DE LA TIERRA 

EN EL ISTMO DE TEHUANTEPEC EN LOS AÑOS SESENTA 

En 1964, la estructura de la tenencia de la tierra en el Istmo de Te
huantepec mostraba el desequilibrio que había alcanzado la pro
piedad social y la propiedad privada de la tierra. Ese desequilibrio 
se podía ver en la comparación de la estructura agraria de los dis
tritos de Juchitán y Tehuantepec de esa región, ya que mientras que 
en el primero, en el que predominaba la propiedad comunal, los 
predios mayores alcanzaban una superficie de 103.4 hectáreas, en 
el distrito de Tehuantepec los predios mayores alcanzaban 629.6 

1 Revisión bibliográfica, hemerográfica y documental del tema, estudio 
de campo, entrevistas con diversos actores y observación participante. 
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hectáreas, pero ahí predominaba la propiedad privada. Para en
tonces la propiedad social de ejidos y comunidades reconocida por 
el estado apenas constituían 36 por ciento del total en la región del 
istmo (Piñón, 1994: 178-179). 

A tal situación se había llegado, no obstante la reforma agraria 
posrevolucionaria y los esfuerzos de las comunidades zapotecas para 
hacerla cumplir, recuperar sus tierras y reclamar su tenencia comu
nal. Estos esfuerzos se enfrentaron al largo y tortuoso proceso de 
institucionalización de la reforma agraria (1915-1971), debido a 
los frecuentes cambios en los ordenamientos organizativos, admi
nistrativos, directivos y operativos, además de las frecuentes incon
sistencias jurídicas, contradicciones operativas, superposición de 
funciones y demás, que provocaban vacíos e imprecisiones en las 
vías de tramitación. 

Lo anterior generó ambigüedades, contradicciones, dilaciones, 
omisiones, negligencias y olvidos que desquiciaron y confundie
ron a los grupos peticionarios de campesinos y comunidades del 
Istmo de Tehuantepec. Estos grupos, ante cada cambio tenían que 
reiniciar una y otra vez el desentrañamiento de los nuevos caminos 
procedimentales y de las nuevas disposiciones. Por ello, también 
fue frecuente que "erraran" en los trámites, que tenían que reiniciar 
una y otra vez. 

Pero además, durante este largo proceso, las comunidades za
potecas se enfrentaron a diversas formas de acaparamiento de sus 
tierras. Por ejemplo, los acuerdos de inafectabilidad agrícola cre
cieron sustancialmente en la región durante los regímenes presi
denciales de Miguel Alemán y Adolfo Ruiz Cortines, favoreciendo 
a los propietarios privados que acapararon las tierras más fértiles 
y mejor ubicadas. Otras formas de despojo fueron las que se reali
zaron con la complicidad de las autoridades municipales, así corno 
a través de la compra de tierras a campesinos pobres endeudados. 

Para principios de la década de los años sesenta, el gobierno 
decidió "regularizar" por fin la tenencia de la tierra en el Istmo de 
Tehuantepec. Este súbito interés gubernamental obedeció a la cons
trucción de la presa Benito Juárez y el distrito de riego núm. 19, 
con la que se pretendió convertir a esa región en el "granero de la 
nación". El resultado de esta intervención fue la dramática trans
formación de la estructura de la tenencia de la tierra en la zona de 
riego (Villagómez, 1998: 139-140), calculada entonces en aproxima
damente 60 mil hectáreas (Piñón, 1994: 196 ), que agudizó el desequi
librio que de por sí ya tenía, pues en el DR-19 el régimen comunal 
se redujo de 83 por ciento en 1962 a 9.2 por ciento para 1980, mien-
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tras que en el mismo periodo el régimen de propiedad privada cre
ció de 6.48 a 76 por ciento (Vargas et al., 1992:139) (véase la tabla 1 ). 

TABLA 1 
EVOLUCIÓN EN LA TENENCIA DE LA TIERRA EN EL DR-19 

(60 MIL HECTÁREAS, APROX.). PERIODO 1962-1980 

Tipo de propiedad 1962 (%) 1980 (%) 

Comunal 83.30 9.28 

Ejidal 5.43 14.45 
Privada 6.48 76 

FUENTE: Vargas et al. (1992:139). 

El objetivo de esta gran obra hidráulica era irrigar 50 807 hec
táreas, meta que nunca se alcanzó. La mayor superficie irrigada du
rante los casi ya 40 años de existencia de la presa Benito Juárez y 
del DR-19 fue de 21 243 hectáreas, pero únicamente tuvo lugar en 
una ocasión, durante el periodo 1968-1969 (Piñón, 1994: 196 ). Para 
1996, el promedio de riego era apenas de 7 849 hectáreas, o sea, ape
nas 15 por ciento de la capacidad total proyectada inicialmente y 
que había justificado la construcción de la obra (Sagar, 1996). 

EL AVANCE DE LA PROPIEDAD PRIVADA EN EL DR-19 

Para despegar el proyecto estatal de desarrollo rural en el DR-19, el 
gobierno federal formó en 1962 una comisión técnica integrada 
por diversas dependencias2 con diversas tareas, entre ellas el des
monte de 33 mil hectáreas y la planificación de los cultivos. Pero, 
sobre todo, esta comisión tenía la urgente tarea de resolver el pro
blema de la tenencia de la tierra en las áreas de riego en las que 
predominaba la tenencia comunal. El objetivo era convertir a la 
superficie de riego en tenencia ejidal para parcelar la tierra, ya que 
la tenencia comunal era vista como una amenaza para la produc
tividad de la zona de riego. Fue así que la comisión técnica se dedi
có a contener y desalentar las solicitudes de aquellas comunidades 
que reclamaban -al amparo de la reforma agraria- la resolución 

2 Cinco ingenieros de la Secretaria de Agricultura, tres de Ja de Recursos 
Hidráulicos; dos del Departamento Agrario y uno del gobierno del estado. 
Véase "Bonanza: invierten 62 millones en el Istmo", en Oaxaca-Gráfico, 
viernes 4 de mayo de 1962, p. l. 
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de confirmación y titulación de sus bienes comunales ancestrales, y 
que aún no habían obtenido respuesta, para convencerlas de que cam
biaran hacia el régimen ejidal. Al mismo tiempo, querían convencer 
a aquellas comunidades que ya habían obtenido su resolución de 
confirmación y titulación de bienes comunales que aceptaran "re
vertidos" al régimen ejidal. 

El gobierno federal decidió la expropiación de 4 7 mil hectáreas 
por medio de un decreto presidencial emitido por López Mateos en 
1962. Esta expropiación trajo una enorme incertidumbre a los cam
pesinos de la zona de riego. Dos años después, en 1964, Díaz Ordaz 
expidió un segundo decreto en el que se reconocían 68 mil hectá
reas en el régimen ejidal. Las áreas beneficiadas por el riego alcan
zaron una superficie de cerca de 30 mil hectáreas, mientras que el 
resto -38 mil hectáreas- eran de temporal. Dicho decreto estable
ció que la superficie afectada se distribuiría equitativamente entre 
ocho mil campesinos, quienes al recibir sus certificados se conver
tirían en ejidatarios (Villagómez, 2001). 

Los representantes del Departamento de Asuntos Agrarios y Colo
nización (DAAC), en coordinación con la comisión técnica, trabajaron 
intensamente en la zona de riego para convencer a las comunida
des zapotecas con tenencia comunal de que sus tierras debían de 
cambiar al régimen ejidal por estar ubicadas en el distrito de riego, 
y que sólo así podrían aprovechar los beneficios de la presa y acce
der al crédito. Así que se realizaron compulsivamente asambleas 
en las que los representantes agrarios imponían la decisión guber
namental , levantando actas en las que hacían aparecer que dicho 
cambio de régimen era "voluntario" . La cooptación de la mesa di
rectiva del comisariado era entonces crucial para tal objetivo.3 

Las protestas en las diversas comunidades no se hicieron esperar, 
sin embargo, fueron diferenciadas. Así tenemos, por ejemplo, que 
mientras en Juchitán la asamblea de comuneros se negó terminan
temente a aceptar los términos del decreto, en Ixtaltepec la asamblea 
de comuneros dividida aceptó, presionada por los agentes guberna
mentales, mal informada y sin descifrar aún los alcances que impli
caba revertir sus tierras comunales al régimen ejidal, lo que provocó 
conflictos internos y muchas confusiones. Incluso años después, 
los comuneros ixtaltepecanos aún no sabían a qué régimen de te
nencia pertenecían. 

3 Realizaban esta cooptación mediante sobornos con privilegios y recur
sos, o bien, aprovechando la falta de conocimiento y experiencia sobre los 
alcances del cambio de régimen comunal a ejidal. 
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Los conflictos más graves se concentraron en la comunidad de 
Juchitán, cuyas tierras comunales abarcaban 59 por ciento del to
tal de la superficie de riego (Piñón, 1994) y cerca de 30 por ciento de 
los usuarios del sistema de riego (Villagómez, 2001). La superficie 
de sus tierras comunales abarcan los municipios de Juchitán, Es
pinal, Unión Hidalgo, Santa María Xadani y Chicapa. 

La comunidad de Juchitán había recorrido un largo camino 
para restituir sus tierras desde el siglo XIX. Después de la Revolu
ción fue una de las primeras comunidades que, apenas expedida en 
1915 la primera Ley Agraria por Carranza, presentó su solicitud de 
restitución de tierras; e insistieron una y otra vez durante varias déca
das sin que sus peticiones fueran atendidas, hasta que el gobierno 
federal impulsó el proyecto de la presa y el distrito de riego .. 

En el decreto presidencial de 1964 signado por Díaz Ordaz se con
firmaron y titularon los bienes comunales de Juchitán por 68 mil 
hectáreas; en el mismo decreto dichos bienes se revertían al régimen 
ejidal. Esta resolución reconocía a 7 984 personas con derecho, 
distribuidos en Juchitán, Chicapa de Castro, Xadani, La Ventosa, 
Espinal y Unión Hidalgo. A este decreto se opusieron rotundamen
te tanto terratenientes como los comuneros de Juchitán, pero las 
razones obedecían a motivos totalmente opuestos. 

Los terratenientes se opusieron al decreto porque los términos 
en que estaba redactado hacían peligrar las tierras de las que se 
habían apropiado ilegalmente. Los comuneros juchitecos se nega
ron porque en dicho decreto las tierras comunales eran revertidas 
al régimen ejidal, y temían que con ello sus tierras fueran pulveriza
das para beneficiar a grupos externos. En ese entonces corrían ru
mores acerca de que éstas serían repartidas a campesinos de otras 
regiones de Oaxaca, suspicacia válida si tomamos en cuenta que 
en ese periodo se estaban colonizando vastas zonas del istmo nor
te con campesinos de Oaxaca y Veracruz, pero además con nuevos 
acaparadores. 

Los terratenientes aprovecharon la desconfianza de los campe
sinos juchitecos en las decisiones del gobierno y les ofrecieron una 
alianza para evitar que dicho decreto fuera aplicado. Esta alianza 
fue aceptada por los comuneros juchitecos sin ignorar sus desven
tajas. Los terratenientes fueron los principales negociadores, y en 
1966 llegaron a un acuerdo con Díaz Ordaz por medio del cual se 
revocó parte del decreto, de modo que el Cuerpo Consultivo Agra
rio ( CCA) lo reformuló de manera sustancial. 

Pero el acuerdo alcanzado no fue contra la cláusula que revertía 
las tierras comunales al régimen ejidal, como esperaban los comu-
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neros juchitecos. Fue un acuerdo que reconocía las tierras acapa
radas en la zona de riego por los terratenientes como propiedad 
privada en una superficie de 25 mil hectáreas para 3 800 supuestos 
beneficiados. El resto de las tierras, 43 mil hectáreas, según este 
acuerdo, podían permanecer como ejidales, exactamente en los mis
mos términos establecidos en el decreto presidencial impugnado 
por los comuneros y por el cual éstos se habían aliado con los terra
tenientes para derogarlo (Bailón y Sermeño, 1988). Los comune
ros juchitecos vieron esto como una traición y un robo. 

Este acuerdo tuvo incontables irregularidades jurídicas. Por ejem
plo, los "propietarios" no recibieron títulos de propiedad plena, sino 
de una figura jurídica hasta entonces inexistente denominada "te
rreno inafectable de origen comunal". Esta fórmula estaba fuera del 
derecho agrario y había sido inventada específicamente para ase
gurar a los terratenientes la propiedad privada de las tierras comu
nales juchitecas en las áreas de riego que habían acaparado. Además, 
dicho acuerdo no fue publicado en el Diario Oficial de la Federación 
como decreto presidencial, lo que violaba la legislación agraria.4 

Por otra parte, los comuneros juchitecos enfrentaban nuevas for
mas de acaparamiento surgidas con la construcción del distrito de 
riego y la implementación de los proyectos productivos guberna
mentales desarrollados en la zona, pues los viejos terratenientes y 
funcionarios establecieron una alianza que les permitió acaparar 
más tierras. Una forma muy frecuente era que los terratenientes 
"legalizaban" la posesión de un predio declarándolo "ocioso", sin 
que fuera el caso, para después solicitar certificados de propiedad. 
Otra, fue la falsificación de la documentación legal del predio con 
el nombre de una·persona distinta al verdadero propietario, de mo
do que una vez alterada dicha documentación, el predio le era arre
batado (Villagómez, 2001; Piñón, 1994). 

La alianza entre acaparadores y funcionarios permitió que cuan
do los primeros consumaban los despojos, creaban inmediatamente 
empresas que se dedicaron a desmontar superficies para abrirlas a 

4 Hubo tal desorden y confusión en la expedición de esos títulos que 1 170 
de ellos localizados en el Registro Nacional de la Propiedad no correspon· 
dían a los títulos entregados, además de que entre 1 O y 15 por ciento de los 
títulos nunca fueron ratificados. Asimismo, hubo muchísimos casos de 
duplicidad de beneficiarios sobre una misma parcela, sin olvidar la dupli
cidad de diferentes tipos de propiedad sobre una misma parcela. Por otra 
parte, los mismos terratenientes acapararon esos títulos, algunos concen· 
traron hasta 25 y fueron escriturados en las notarías públicas con la compli· 
ciclad de políticos y notarios (Benford, citada por Piñón, 1994:201-208). 
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la actividad agrícola, con maquinaria y gastos de operación finan
ciados con recursos públicos, en la que los socios eran los funcio
narios de las diversas instituciones. Recordemos que la superficie 
desmontada total en la zona de riego alcanzó 33 mil hectáreas, lo 
que les redituó un buen negocio. 

De esta forma, la complicidad entre acaparadores "antiguos" y 
los representantes gubernamentales proporcionó un modus ope
randi eficaz, que garantizó su enriquecimiento con la concentración 
no sólo de tierras, sino también del financiamiento público, ya que 
ambos se beneficiaron con los recursos dirigidos hacia las tareas 
de desmonte y con los proyectos agrícolas gubernamentales dirigi
dos hacia el distrito de riego. 

Para principios de los años setenta, tan sólo en el municipio de 
Juchitán había disponibles cerca de seis mil hectáreas desmonta
das para ser repartidas entre comuneros. Pero dicha repartición 
nunca se llevó a cabo, pues estas tierras fueron adquiridas en ope
raciones de compraventa por un nuevo tipo de acaparadores com
puesto por los ingenieros y funcionarios de las dependencias del 
sector agrario de los gobiernos federal y estatal, completamente aje
nos a las actividades agrícolas de la región. 

El avance de la propiedad privada de las tierras en la zona de 
riego fue paralelo al crecimiento de la inequidad en el acceso a la 
tierra por superficie. Así, tenemos que para 1991, 72 por ciento de 
los usuarios que poseían parcelas de cero a cinco hectáreas tenían 
acceso a 34 por ciento de la superficie de riego, mientras que tres 
por ciento de los usuarios que tenían parcelas de más de 20 hectá
reas tenían acceso a 22 por ciento de dicha superficie (Piñón, 1994: 
201-208). Además, los que tenían mayores superficies conservaban 
mayores privilegios en el riego y en la recepción de los recursos pú
blicos (Villagómez, 2001). 

Para 1992, la Comisión Nacional del Agua ( CNA) reconocía como 
propiedad privada 59 por ciento de la superficie total del distrito 
de riego, y en el caso de la superficie de las tierras de Juchitán re
conocía como propiedad privada todas las ubicadas en la superfi
cie de riego, 27 795 hectáreas, que representan 54 por ciento de la 
superficie total en la zona de riego (Villagómez, 2001). Lo que im
plica que Juchitán fue la comunidad donde se concentró el emba
te contra la tenencia comunal de la tierra. 

A principios de la década de 1970 se construyó una refinería en 
Salina Cruz. Durante décadas, importantes cantidades de agua de la 
presa Benito Juárez se enviaron hacia la refinería. El uso industrial 
del líquido no estaba incluso en el proyecto de desarrollo que dio vida 
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a la presa y al distrito de riego, por lo que hasta principios del siglo 
XXI existió una permanente competencia por el abastecimiento del 
líquido, en la que siempre tuvo preferencia la refinería. Durante todo 
ese tiempo hubo escasez del líquido para los campesinos usuarios 
del riego, lo que creó constantes fricciones con los administrado
res del distrito de riego. 

LA LUCHA POR LA TIERRA, LA COCEI Y LA POLÍTICA SALINISTA 

La situación a la que se había llegado en el DR-19 en la concentra
ción de tierras comunales de riego, de recursos gubernamentales y 
de agua de la presa por parte de los agentes gubernamentales y los 
terratenientes, se vio enfrentada con los procesos de resistencia 
cotidiana y abierta de los campesinos zapotecos. En la década de 
los años setenta, desde el Comisariado de Bienes Comunales de Ju
chitán surgió una lucha por la defensa de las tierras que dio paso, a 
su vez, al surgimiento de la Coalición Obrera Campesino Estudian
til del Istmo (COCEI), organización de izquierda que proporcionó 
direccionalidad a esta lucha y logró ganar en 1975 y en 1978 la Mesa 
Directiva del Comisariado. No obstante, en este último periodo la 
victoria de la COCEI no fue reconocida por la Secretaría de la Re
forma Agraria y además los terratenientes se ampararon contra las 
elecciones del Comisariado de Bienes Comunales de Juchitán. 

El problema agrario de Juchitán y la lucha electoral se convirtie
ron en los "núcleos duros" de la COCEI, que denunció la opresión en 
el istmo y convocó a luchar contra ella. Tuvo tal fuerza que se cons
tituyó en un movimiento social de resonancia extensa y fue el más 
importante del siglo XX en esa región. De modo que la influencia 
política de la COCEI se extendió rápidamente hacia otras comuni
dades zapotecas del istmo, a diferentes ritmos y con diferentes mo
tivos de lucha, aunque la contienda electoral por la conquista de los 
ayuntamientos fue cada vez más importante. 

La llegada a la presidencia de la República, en 1988, de Carlos 
Salinas de Gortari ocurrió en medio de una gran crisis de legitimi
dad política. Este presidente impulsaría el Tratado de Libre Comer
cio con Estados Unidos y Canadá, e implementaría las principales 
transformaciones constitucionales para aplicar a fondo el modelo 
económico neoliberal en los diferentes ámbitos estratégicos. En esta 
lógica, uno de sus objetivos fue dar por concluida la reforma agraria. 

Para lograrlo, Salinas desplegó estrategias destinadas a contener 
a las organizaciones campesinas del país con el fin de impedir que 
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generaran protestas ante las políticas neoliberales. Una de ellas fue 
fracturar las relaciones entre dirigencias y bases sociales a través 
de la cooptación de los dirigentes medios y confrontarlos con sus ins
tancias de dirección. Una cooptación de este tipo no es algo nove
doso, sin embargo, este proceso se distinguió de las formas usuales 
al añadir el componente de la seducción a través del uso del pres
tigio, el poder "personal" y las influencias, y muy especialmente el 
estilo y nivel de vida del poderoso. A la vez, las organizaciones cam
pesinas, en medio de la confusión por el alcance de las transfor
maciones constitucionales y la división interna, fueron convocadas 
por Jos agentes gubernamentales para firmar pactos y acuerdos para 
"finalizar" el rezago agrario y con ello dar por concluida la refor
ma agraria. 

Las políticas salinistas y el ingreso al PRD fueron factores que 
marcaron profundamente a la COCEI. Para finales de la década de 
los años ochenta, la lucha agraria en la región del Istmo de Tehuan
tepec había llegado a un impasse. En el caso de Juchitán, el amparo 
promovido por los terratenientes contra las elecciones del comisa
riado de Juchitán había paralizado cualquier acción que permitiera 
nombrar a la mesa directiva. Entretanto, el acaparamiento de tie
rras continuó mientras las diversas dependencias del sector agra
rio protegían a los terratenientes. 

A principios de marzo de 1990, la COCEI, que gobernaba el muni
cipio de Juchitán, recibió a Carlos Salinas de Gortari con críticas 
de las organizaciones de izquierda del país por darle cabida y voz 
al presidente ilegítimo. En el acto de masas realizado en la expla
nada de Ja ciudad, ante miles de coceístas procedentes de diversos 
municipios, Salinas se comprometió solemnemente a resolver de 
una vez por todas el "problema agrario de Juchitán" y así hacer jus
ticia a los campesinos juchitecos. 

Sobra decir que nunca lo resolvió, por el contrario, en ese mis
mo mes y año -marzo de 1990-, la mayor y más importante par
te del expediente agrario de los bienes comunales de Juchitán fue 
sustraída de los archivos de la Secretaría de la Reforma Agraria en 
la capital de la entidad -seis de nueve volúmenes- por el enton
ces jefe del Departamento de Integración y Trámite de la Dirección 
de Bienes Comunales de la SRA en la ciudad de México. Hasta la 
fecha, dichos volúmenes se encuentran "resguardados" en dicha de
pendencia. 

Entre tanto, en la COCEI la actividad electoral fue cada vez más 
importante, y la lucha agraria se fue quedando cada vez más al mar
gen. Y en ese sentido, las movilizaciones se concentraron en arran-
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car los presupuestos y los programas gubernamentales municipales. 
Por otra parte, la COCEI también participaba en las elecciones por 
las diputaciones, la senaduría y las gubernaturas. De modo que 
durante la década de los años noventa, las movilizaciones políticas 
más importantes de esta organización se centraron en la participa
ción electoral. 

El proceso anterior institucionalizó al movimiento e impulsó su 
profesionalización en el mercado político electoral, lo que tuvo como 
resultado que el núcleo semántico antagonista contra la opresión 
que implica la lucha por la democracia a través de la lucha elec
toral, uno de los que le dio sentido y resonancia a la COCEI como 
movimiento social, fuera cada más difícil de identificar. Además 
de que burocratizó a algunos de sus grupos, dispersó a otros y, so
bre todo, fragmentó las estrategias políticas. 

La lucha agraria, el segundo núcleo semántico antagonista del 
movimiento social impulsado por la COCEI, actualmente se encuen
tra en latencia debido a varios factores, principalmente por el po
deroso embate que la vía campesina ha tenido con las políticas 
estatales neoliberales aplicadas hacia el campo, al proceso de ins
titucionalización y fragmentación del movimiento coceísta y a la 
debilidad del movimiento campesino nacional. 

LA TENENCIA SOCIAL ANTE LA CONTRARREFORMA SALINISTA 
Y LA "REFORMA" Y CONTRARREFORMA AGRARIAS 

NEOLIBERALES EN ÜAXACA 

En 1996, dos importantes dirigentes de la COCEI firmaron con la 
Procuraduría Agraria (PA) el acuerdo para colaborar con esta ins
tancia, así como con los gobiernos estatal y federal, para dar "fin al 
rezago agrario" en la entidad. Acuerdo que se celebró junto con otras 
importantes organizaciones campesinas,5 varias de ellas con una 
trayectoria de lucha por la tierra. Con esto se legitimó la incursión 
en Oaxaca de las reformas salinistas en cuanto a la "regulación" de 

5 Las organizaciones fueron: Central Campesina Cardenista (ccc), Cen
tral Campesina Independiente (CCI), Confederación Nacional Campesina 
(CNC), Coalición Obrero Campesino Estudiantil del Istmo (COCEI), Coor
dinadora Campesina de Oaxaca (Coco),Consejo Nacional de Sociedades y 
Unidades de Campesinos y Colonos (Consucc), Consejo Regional Chinan
teco, Mazateco y Cuicateco (Corechimac), Federación de Propietarios Ru
rales de Oaxaca (Febro), Unión Campesina Democrática (UCD), Unión de 
Comunidades Indígenas de la Zona Norte del Istmo (Ucizoni) y la Unión 
General Obrero, Campesina y Popular (UGOCP). 
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la tenencia de la tierra, piedra angular para la reconversión de las 
políticas estatales hacia el campo. 

Esta historia había iniciado en 1992, cuando el Congreso de la 
Unión aprobó la iniciativa de Salinas de Gortari de reformar el Ar
tículo 27 Constitucional, con lo que se hicieron cambios funda
mentales a la legislación agraria, dando fin a la reforma agraria. Su 
instrumentación tuvo los siguientes aspectos: a) finiquitar el repar
to agrario, b) dar por concluido el rezago agrario, e) parcelar y ubicar 
con exactitud las parcelas y los predios urbanos en ejidos y comuni
dades, d) certificar individualmente las tierras de tenencia social, así 
como la propiedad privada, e) incorporar a los ejidos y comunida
des a empresas de asociación en una lógica empresarial, y f) legali
zar la inversión de las sociedades mercantiles privadas en terrenos 
rústicos de propiedad social. 

Las tareas operativas de instrumentación fueron divididas entre 
las nuevas y las viejas instituciones: la Secretaría de Reforma Agra
ria se dedicó al rezago agrario, se crearon los tribunales agrarios 
para dirimir conflictos agrarios, así como una Procuraduría Agra
ria que instrumentó el Programa de Certificación de Derechos Eji
dales y Titulación de Solares Urbanos (Procede). También se creó el 
Registro Agrario Nacional (RAN),6 con la función de registrar y cer

. tificar los derechos sobre la propiedad de las tierras y las formas 
de tenencia. Para incorporar a los campesinos como nuevos em
presarios, se creó el Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad 
(Fonaes). Al mismo tiempo se impulsaron para el campesinado pro
gramas compensatorios de apoyo al consumo y no así para la produc
ción, como Procampo. 

Estas transformaciones constitucionales liberaron al Estado de 
su compromiso histórico de repartir tierras a los campesinos que no 
la poseyeran, pero con ellas también desaparecieron los derechos de 
los pueblos a ser dotados de tierras (Ibarra, 1999:71-72). La prime
ra acción estatal que se desplegó para la operación de estas reformas 
fue la cancelación de la recepción a más solicitudes de tierras. Y aque
llas solicitudes que estaban en proceso, en cualquier instancia, se pu
sieron en estado de resolución (Moreno, 2000:95). Para entonces 
existían siete mil expedientes agrarios que habían sido instaurados 
en todo el país por distintas vías y que aún no tenía resolución. 

Para hacer expedito el desahogo del rezago agrario, se instrumen
taron reformas a la Constitución que cambiaron las reglas de pro
cedimiento, pues ya no sería el presidente de la República quien 

6 Como órgano desconcentrado de la SRA. 
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emitiría las resoluciones, sino los tribunales agrarios (Ibarra, 1999). 
Con ello, el presidente dejaba de ser el responsable público de la re
forma agraria y de finiquitar el reparto agrario. En Oaxaca se some
tieron a esta condición 925 expedientes, en las que 50 por ciento 
se referían a demandas de exclusión de pequeña propiedad (More
no, 2000:95), lo que nos muestra el avance de este tipo de tenencia 
en la entidad. 

El efecto inmediato de la instrumentación de las modificaciones 
constitucionales al Artículo 27, sobre muchas organizaciones cam
pesinas fue la confusión y la división internas, frente a un movimien
to campesino débil en el nivel nacional. El surgimiento del Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en Chiapas en 1994, propor
cionó un potente marco de interpretación antagonista a las políticas 
estatales neoliberales, que orientó a una parte importante de las or
ganizaciones campesinas. Sin embargo, el movimiento campesino 
nacional no pudo detener en esa coyuntura la poderosa implanta
ción de las políticas estatales en el campo. 

Para enfrentar la contrarreforma agraria, algunas organizacio
nes campesinas de todo el país presionaron al gobierno federal para 
la entrega de tierras. Con el fin de evitar que se pusiera en peligro la 
aplicación de la política agraria salinista, el gobierno federal acep
tó repartir más tierras entre esas organizaciones, así que canalizó 
recursos para la compra de predios rústicos a particulares para des
pués incorporarlos al régimen ejidal (Ibarra, 1999). En el caso de 
Oaxaca, este proceso tuvo dos etapas (Moreno, 2000:97) y en los he
chos significó una "reforma agraria neoliberal" que sirvió para con
tener a las organizaciones sociales que presionaban para detener 
las reformas salinistas al Artículo 27 Constitucional. 

La primera etapa de esta "reforma agraria neoliberal" fue de 1988 
a 1992. Se formó en la entidad un comité de compras que determi
naba quiénes requerían tierras para adquirirlas, o dar un pago co
mo contraprestación para regularizadas. Los fondos federales que 
se aplicaron para tal fin se manejaron como un "fondo de contin
gencia agraria", del que se echaba mano para la compra, 7 según las 
presiones que la SRA y el gobierno del estado recibían por parte de 
organizaciones campesinas (Moreno, 2000). Al respecto, Moreno, 
quien además fue un alto funcionario agrario, afirmó: 

[ .. . ]las compras de tierras ejercidas en ese momento representa
ron una salida política adecuada a la coyuntura, pero en ningún 

7 En el caso de Oaxaca no se formaron nuevos ejidos con esta forma de 
adquisición de tierras, como en otras partes del país (Ibarra, 1999). 
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caso se constituyó un nuevo ejido, cuestión que permitió que las 
organizaciones que fueron "beneficiadas" [sic] con este progra
ma tuvieran tierra para sí y por lo tanto un argumento de con
trol social interno cuya lógica operó de acuerdo a sus mecanismos 
propios (Moreno, 2000:97). 

Este funcionario operó las principales transformaciones políti
cas salinistas en la entidad, ya fuera al frente de la delegación de la 
SRA o de la Procuraduría Agraria. Por ello, como gran conocedor 
del tema, la descripción que realiza acerca de los resultados del pro
ceso de adquisición de tierras para dotar nos muestra una de las 
formas más importantes de cooptación estatal de las organizacio
nes campesinas para abrir el paso sin oposición a las reformas sa
linistas en Oaxaca, y cómo hubo organizaciones que entraron en 
esta lógica estatal y reprodujeron formas de dominación en su in
terior. 

En la segunda etapa de la "reforma agraria neoliberal", de 1992 
a 1999, se formó a partir de la convocatoria de la Procuraduría 
Agraria, un Consejo Agrario Estatal, que diseñó un plan estatal agra
rio en el que participaron las dependencias del sector, el gobierno 
del estado y organizaciones campesinas de la entidad. Con este acuer
do se identificaron 317 asuntos agrarios de diverso tipo. De éstos, el 
rubro más importante fue el que se denominó "proyectos produc
tivos especiales", que implicaban la adquisición de tierras con re
cursos federales, los cuales ascendieron a 66 casos. Este rubro se 
constituyó en el principal núcleo de atención de organizaciones 
e instituciones agrarias (Moreno, 2000). 

Fue así que de 1992 a 1994, "para evitar conflictos'', se adquirie
ron predios para 30 poblados. De 1996 a 1998 se siguieron compran
do tierras para 53 núcleos ejidales. En 1999, el gobierno canceló la 
vía de adquisición de tierras por medio de compra a particulares 
para dotar a núcleos agrarios. La razón esgrimida fue que ya no 
había recursos "etiquetados" para tal fin (Fernández, 2000:105). Y 
no había recursos porque para entonces ya se habían instrumen
tado las principales transformaciones de las reformas salinistas y, 
por lo tanto, ya no eran necesarios. 

Para 1999 se habían entregado en las dos etapas mediante esta 
vía 14 mil hectáreas. Fueron las regiones más beneficiadas la cuen
ca del Papaloapam, la Costa, Valles Centrales y el Istmo de Tehuante
pec (Fernández, 2000). Esta forma de adquisición de tierras estaba 
dirigida principalmente a las organizaciones campesinas y no a nú
cleos agrarios autónomos, por lo que en los hechos esta "reforma 

/-" 
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agraria neoliberal" funcionó para contener las protestas de las prin
cipales organizaciones campesinas que se oponían a las reformas 
salinistas. 

La firma del acuerdo agrario con las organizaciones campesinas 
de la entidad, desde la óptica estatal, fue "un buen pacto político" 
(Moreno, 2000:98). Un resultado, afirmaban los funcionarios, fue 
que extendió un poco más el reparto agrario. Sin embargo, cínica
mente lamentaban que las acciones políticas estatales que impul
saron la apertura del mercado de tierras no hubiera traído consigo 
la reorganización productiva que se esperaba en el campo (More
no, 2000:96). 

Lo anterior era imposible dadas las circunstancias económicas 
prevalecientes en el campo, precisamente porque la aplicación a fon
do de dichas políticas eliminó a la producción agrícola nacional 
como sector económico estratégico, a tal punto que la colapsaron 
dramáticamente. La concentración económica en el campo que ac
tualmente está favoreciendo la acumulación de capital no se ubica 
en la producción agrícola ni agropecuaria, ni en el m ercado de tie
rras, sino en el monopolio de la comercialización de los insumos y 
de la industria alimentaria por parte de grandes consorcios. 

En 1999, el funcionario que operó por más de 1 O años la implan
tación de las reformas neoliberales en Oaxaca, reprochaba que las 
organizaciones campesinas con tradición de lucha no hubieran de
finido "el proyecto de campesino al que se aspira" (Moreno, 2000:96) 
y que además recurrieran y demandaran programas como Procam
po. En esa lógica, comenta lo siguiente: 

[ .. . ] del grnpo de 13 organizaciones con las que se ha trabajado 
sistemáticamente de 1 O años para acá, todas parten del princi
pio de la solución a los problemas de sus representados en tomo 
a la tierra. Asimismo [sic] prácticamente todas desean ser atendi
das en la demanda de pago de subsidios como el Procampo y en 
la atención a través de proyectos de aplicación flexible como el 
programa de empleo temporal o de aquéllos a los que se destina la 
inversión a ciclos cortos o en ganadería extensiva, pero solamen
te dos o tres cuentan con definiciones para integrar una estrate
gia productiva que permita consolidar la economía campesina o 
acceder el control del proceso productivo, con esquemas de in
tegración vertical, de financiamiento propio o de comercializa
ción [ ... ] (Moreno, 2000:97). 

De esta forma, el fracaso de la reorganización productiva neo libe
ral en el campo oaxaqueño fue endosado por los agentes gubemamen-
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tales a las organizaciones campesinas, acusándolas de clientelares, 
y a los campesinos de ineficientes. Mientras tanto, seguía avanzan
do la punta de lanza de la contrarreforma agraria salinista: el Pro
grama de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares 
Urbanos. 

PROCEDE PARA TODOS: EflDOS . .. Y COMUNIDADES 

El Procede se instrumentó con celeridad en la entidad, pues el ob
jetivo era crear lo más rápidamente posible las condiciones que di
namizaran el mercado de tierras, así como formas de capitalización 
alternas que no fueran dependientes de iniciativas o programas gu
bernamentales (Santos y Villagómez, 1995); formas que por cierto, 
y a pesar de la implementación de ese programa, no se vislumbran 
aún. Las autoridades responsables de aplicar el programa inicia
ron con los ejidos, y en una segunda etapa, prosiguieron con las co
munidades. 

Para ingresar al Procede se requiere cubrir varios requisitos de 
ingreso, entre ellos, que los ejidos tengan resuelta su situación ju
rídica, que sus colindancias estén bien establecidas, que sus órga
nos de representación estén vigentes y que la situación política sea 
favorable a la implementación del programa. En Oaxaca, para 1999, 
la superficie ejidal cubría apenas 18.5 por ciento de la superficie 
total del estado, mientras que la superficie comunal era de aproxi
madamente 59 .5 por ciento; el resto se dividía entre terrenos nacio
nales y propiedades privadas (Santos y Villagómez, 1995), mientras 
que de 100 por ciento de la propiedad social de la tierra, 77.81 por 
ciento lo componían las comunidades, con un superficie de 6 709 128 
hectáreas, y 22.19 por ciento los ejidos, con 5 460 574.90 (Moreno, 
2000). 

El Procede fue antecedido por una gran campaña publicitaria 
que se acompañó de apresuramientos en su implantación. Detrás 
de éstos se encontraba la competencia entre la Procuraduría Agra
ria y la SRA por ganar la iniciativa en la aplicación del programa, 
competencia que se concretó en que cada institución quería lograr 
el mayor número de asambleas para garantizar mayor ascendencia 
sobre la operación del programa (Santos y Villagómez, 1995). En 
dicha pugna, la Procuraduría Agraria trataba de ganar el paso, prin
cipalmente contra la SRA, pues esta institución implicaba para el 
gobierno salinista un obstáculo, más que por ineficiente, por la fun-
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ción histórica que dicha secretaría había implicado en la memoria 
campesina (López y Moguel, 1998: 118). 

Fue tal la compulsión por promover las asambleas en los núcleos 
agrarios para enrolarlos en el proceso de certificación parcelaria 
que, además de la desconfianza experimentada entre los campesi
nos acerca de los propósitos gubernamentales, generó entre ellos 
mucha confusión. Esto trajo como consecuencia que hubiera un pe
riodo de relativo inmovilismo (Santos y Villagómez, 1995). 

Para 1995, estaban en proceso inicial 418 casos, entre los que se 
consideraban como aptos 220, y completos, apenas 145. Si toma
mos en cuenta que el universo en la entidad era entonces de 1 650 
ejidos y comunidades agrarias, de los cuales sólo 730 son ejidos, los 
resultados alcanzados hasta entonces eran muy limitados. Para 
ese año, en la región del Istmo de Tehuantepec, que comprende 53 
ejidos y 64 comunidades, el programa había incorporado a 28 eji
dos, de los cuales 18 poseían un avance de 100 por ciento (Santos y 
Villagómez, 1995). El Procede aún no se implementaba en las co
munidades con tenencia comunal. 

Posteriormente, en 1996, la operación estatal del Procede for
mó una comisión responsable en la que participaron la Procura
duría Agraria, la SRA, el INEGI y el gobierno del estado. En ella, el 
gobernador tuvo la facultad de nombrar al coordinador del progra
ma en la entidad, lo cual amplió el espacio de pugna entre las ins
tituciones (SRA y PA) para lograr la responsabilidad del programa 
(Santos y Villagómez, 1995). Esta pugna se trasladó hacia ejidos y co
munidades a los que ambas instituciones trataron de animar para 
que entraran al programa. 

Así, cuando el Procede se promocionaba en los núcleos agra
rios, llegaban conjuntamente la Procuraduría Agraria y la SRA, pero 
no había mayor coordinación o acuerdo entre estas instancias. La 
tendencia fue que la Procuraduría Agraria, que tenía la cobertura 
y el respaldo gubernamental federal y estatal , se apoyara únicamen
te en el INEGI para realizar la medición de las parcelas de la forma 
más rápida posible, y sólo solicitaba a la SRA información agraria 
(López y Moguel, 1998: 118), mientras que la SRA trataba de interve
nir y no ser marginada. 

En la región del istmo, los ejidos Heliodoro Charis y Emiliano 
Zapata fueron calificados en el diagnóstico del programa como "fa
vorables". Ambos ejidos han sido uno de los bastiones más sólidos y 
combativos de la COCEI, por lo que resulta sorprendente que fueran 
de los primeros ejidos que se acogieron al Procede y que además 
fueran un modelo de implementación. El proceso fue muy rápido, 
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duró alrededor de un año, de tal forma que habiendo entrado el pro
grama en octubre de 1993, para octubre de 1994 había sido imple
mentado en su totalidad (López y Moguel, 1998: 117). 

El Procede llegó a estos ejidos a través de la Procuraduría Agra
ria, la cual se saltó la instancia municipal -en la que gobernaba la 
COCEI-, a la SRA y también al liderazgo de la COCEI (López y Mo
guel, 1998: 118). Para entonces la dirigencia de la COCEI estaba más 
concentrada en los asuntos electorales y en la aplicación de los re
cursos de Pronasol y Procampo en los municipios, de tal forma 
que la Procuraduría Agraria logró involucrar a los combativos eji
datarios para aceptar la entrada del programa. Así que, con la acep
tación de Procede por parte de este ejido de filiación coceísta, los 
agentes gubernamentales intentaron legitimar dicho programa en 
la entidad. 

La celeridad con la que la Procuraduría Agraria implantó el 
Procede en los ejidos Charis y Zapata fue acompañada por la con
tratación de jóvenes que hablaban zapoteco, quienes actuaron 
como intérpretes ante los ejidatarios. Sin embargo, la pieza clave 
para la aceptación del programa por parte de los ejidatarios fue que 
éstos, ante el temor de que las parcelas fueran vendidas sin cono
cimiento y aval de la asamblea, llegaron al acuerdo interno de que 
una probable venta tendría que ser una decisión colectiva y no sólo 
individual, ya que la asamblea tendría la última palabra (López y 
Moguel, 1998:120-121). 

Otra pieza que explica la aceptación del Procede en esos ejidos 
fue porque dichos certificados eran indispensables para tener ac
ceso a otros recursos del gobierno. Además, su expectativa era que 
el Estado siguiera cumpliendo con sus funciones ante los campesi
nos. Con ello, los ejidatarios aceptaron las nuevas reglas del juego 
cuyo impacto aún no era claro, por lo que esta aceptación impli
caba, además, la experimentación y el sondeo para desentrañar su 
sentido. También es probable que dicha aceptación descansara en la 
confianza de su capacidad para la gestión colectiva como asamblea 
de ejidatarios, precisamente por su experiencia política coceísta. 

Con las comunidades el Procede actuó de forma parecida, a pe
sar de ser un programa que había sido diseñado sólo para ejidos y 
solares urbanos, como su propio nombre lo indica (Programa de 
Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos). 
Los bienes comunales de las comunidades indígenas se ubican en 
el Artículo 27 con un tratamiento diferenciado de los ejidos, dada 
su naturaleza histórica, ya que éstas legalmente se encuentran en 
un régimen de protección que garantiza la integridad de las tierras 
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de los grupos indígenas, a quienes el Estado les "reconoce" su dere
cho a sus tierras ancestrales. Por eso, legalmente el gobierno sólo 
les restituye o confirma sus tierras, mientras que a los ejidos los 
"dota". 

Esta diferencia fundamental entre ejidos y comunidades no fue 
reconocida en los hechos por los agentes gubernamentales que im
plementaron los programas de certificación, pues detendría el ob
jetivo de incorporar al régimen de propiedad privada todo tipo de 
tenencia social de la tierra. Por otra parte, la nueva ley agraria di
luye la carga simbólica histórica del derecho de las comunidades 
indígenas a sus tierras ancestrales al legislar el "libre" cambio de 
régimen de comunidades a ejidos, así como a propiedad privada. 

El artículo al que invocaron los agentes gubernamentales para que 
el programa de certificación entrara en las comunidades fue el 107 
de la Ley Agraria: "Son aplicables a las comunidades todas las dis
posiciones que para los ejidos prevé esta ley, en lo que no contraven
gan lo dispuesto en este capítulo" (Gaceta Solidaridad, 1992:62). La 
ambigüedad de este artículo permitió a los funcionarios reinterpre
tarlo para incorporar a las comunidades al programa de certifica
ción. También les proporcionó un resquicio para incorporarlas, en 
caso de parcelación, al Artículo 80 de la Ley Agraria abriendo la 
puerta a la enajenación individual de la tierra, que para las comu
nidades es contraria al Artículo 27 Constitucional dado el régimen 
de protección que supuestamente las ampara. 

Con el mayor de los cinismos, la Procuraduría Agraria afirmaba 
que todo esto era aplicable a las comunidades mientras no se opu
siera a la ley agraria vigente. Y así empezaron a incorporar a las co
munidades al programa de certificación. Para ello se requería que 
no tuvieran conflictos por colindancias, que tuvieran sus estatutos 
comunales, que los órganos de representación estuvieran vigentes y 
que el padrón de comuneros estuviera actualizado. Y hacia estas ac
ciones los agentes gubernamentales de la PA y de la SRA se dedicaron 
de manera rápida y eficaz. 

El Procede empezó a operar en comunidades en Oaxaca de 1996. 
A partir de entonces dicho programa se ha desplegado en las co
munidades en dos formas principales: una es la certificación por 
parte del RAN de la superficie total con su polígono, el establecimien
to de las áreas de uso común, explotación colectiva, asentamientos 
humanos, infraestructura, ríos, arroyos y áreas especiales, así como 
su inscripción en el régimen de tenencia comunal; la segunda es 
que, además de los componentes anteriores, se certifica el parcela
miento en tierras comunales. 
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En la primera forma existe una contradicción en el procedimien
to, ya que los trabajos técnicos que conforman los dictámenes oficia
les para la certificación comunal realizados por la PA y el INEGI, dan 
cuenta de la extensión de las superficies parceladas en las comuni
dades en un rubro específico como situación de hecho. Pero, en los 
mismos dictámenes, dicho parcelamiento es declarado como "no 
existente". Es decir, en términos oficiales la superficie parcelada en 
tierras comunales certificadas existe y a la vez no existe. 

En esta contradicción, los comisariados comunales son quienes 
otorgan los certificados de posesión a los comuneros, avalados por 
las asambleas y según las normas que establecen sus estatutos. Ade
más, el Procede en comunidades asigna derechos sobre las tierras 
de uso común por partes iguales entre los comuneros y establece 
un porcentaje según su número y la superficie total de las áreas 
comunes. Este porcentaje es hipotético, ya que no implica el acce
so o la asignación a una porción de tierra real. En los hechos, la 
asignación del porcentaje a un determinado número de comune
ros establece una frontera que acota y complica la posibilidad de 
ampliar la distribución de la tierra comunal en el futuro. 

La segunda forma que adoptó el programa de certificación en las 
comunidades abarcó, además de las ya descritas, la parcelación de 
las tierras comunales. Con ello, las tierras parceladas en superficie 
comunal se incorporan al Artículo 80 de la Ley Agraria y permite su 
enajenación, que al ser certificadas por el RAN, operan de facto ba
jo el régimen de propiedad privada. En el caso de los ejidos, la su
perficie que ampara los títulos de origen parcelario se le resta a la 
superficie total del ejido. En el caso de las comunidades esta opera
ción no ha sido realizada, sobre todo debido a la gran contradicción 
jurídica que implica la certificación parcelaria en comunidades. 

El programa de certificación en comunidades que promueven la 
parcelación no ha avanzado tanto como pudiera esperarse, lo cu
rioso es que en parte se debe a los propios agentes gubernamenta
les. No porque éstos pretendan proteger a las comunidades, sino 
más bien por negligencia, ya que el parcelamiento individual impli
caría para el INEGI mucho más trabajo y el mismo precio que sólo 
establecer el polígono, la superficie de uso común y demás. Recor
demos que las comunidades se caracterizan por tener mucha ma
yor superficie que los ejidos. 

La comunidad de Ixtepec fue una de las primeras de la región 
en entrar al Procede. Esta comunidad fue la primera en la entidad 
que elaboró sus estatutos comunales en 1993, acción que desarro
lló la asamblea de comuneros con un comisariado coceísta, ante las 
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reformas salinistas, con el fin de garantizar la propiedad comunal, 
ya que entonces existía el temor generalizado de que las reformas 
salinistas privatizaran las aguas y los ríos, así como los bancos de 
arena del río y la mina de cementante de la comunidad. 

Sin embargo, la recién inaugurada autonomía de la asamblea 
era bastante limitada. Así, los promotores agrarios de la SRA, para 
mantener la presencia de su institución en la competencia por la ope
ración de las transformaciones constitucionales, quisieron mantener 
su injerencia en los asuntos internos de la asamblea por distintos 
medios, además del manejo en su favor de lo poco que se sabía en
tonces de dichas transformaciones y el alcance de las reformas sa
linistas. 

La elaboración de los estatutos por parte de la asamblea de co
muneros tomó por sorpresa al personal del RAN, quienes esperaban 
que fuera la Procuraduría Agraria la que "orientara" esta acción. 
Fue así como, para registrar legalmente sus estatutos, la asamblea 
de comuneros de Ixtepec se enfrentó con el RAN para lidiar acer
ca del sentido de cada uno de sus puntos. No obstante, este esfuerzo 
de la asamblea de comuneros para poner a salvo los bienes de 
uso común fue utilizado por la Procuraduría Agraria para que se in
corporaran al Procede. 

En 1998, la Procuraduría Agraria lanzó una intensa campaña, 
aprovechando que la comunidad de Ixtepec ya tenía sus estatutos. 
El proceso de certificación de sus bienes comunales inició en sep
tiembre de ese año y culminó en mayo de 2000. La explicación de 
por qué entraron al programa de certificación que ofrecía el enton
ces comisariado-de filiación priísta-, fue que con ello los comune
ros podrían acceder de forma segura a los "apoyos" y a los recursos 
oficiales. 

En el caso de Juchitán, la situación sobre la regularización de la 
tenencia de la tierra sigue paralizada. En 1999, el diagnóstico que 
hizo el Procede sobre las posibilidades de su ingreso al programa 
fue catalogado como "desfavorable" con los siguientes argumentos: 

[ ... ] actualmente el ejido presenta problemas políticos bastante 
fuertes, ya que en el poblado de Juchitán nace la COCEI, grupo 
fraccionario [sic] que se afilia al PRD, y son los que manipulan to
das las acciones político-sociales del núcleo, actualmente ciudad. 
Además de esto se encuentran enclavados cuatro municipios gran
des en cuanto a población dentro de las tierras ejidales mismos 
que consideran que sus tierras son o pertenecen a la pequeña pro
piedad, ya que el 90 por ciento de la totalidad de las tierras fue-
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ron beneficiadas por el canal de riego y se dedican a la ganadería. 
Se han organizado un sin fin de reuniones con las organizaciones 
COCEI-CNC, sin embargo no se han llegado a puntos de acuerdo 
por lo complejo del problema[ ... ] (Procede SISEC, Clave: 201410-
9622063363). 

Este reporte sintetiza la posición estatal frente al problema agra
rio de Juchitán, en el que no se reconoce ninguna responsabilidad. 
Y, sin embargo, la actuación de las instituciones gubernamentales y 
sus agentes sigue agudizando el problema agrario de Juchitán. Así, 
por ejemplo, en el año 2002 la Procuraduría Agraria promovió la cer
tificación de superficies de "propiedad privada" que se encuentran 
en el municipio de Espinal, sin que se llegara a un acuerdo previo 
con la comunidad de Juchitán, ya que según la resolución presiden
cial de 1964, esas superficies espinaleñas son parte de los bienes co
munales de Juchitán y conforman un anexo de éstos, lo cual augura 
un grave conflicto entre Juchitán y Espinal, así como entre comu
neros y propietarios. 

En abril de 2003, el mayor avance del Procede, con 69 por cien
to, se presentó en los ejidos cuya superficie en la entidad abarca 
22.19 por ciento del total de la propiedad social en la entidad. Mien
tras que el avance en las comunidades, cuya superficie abarca 77.81 
por ciento de la propiedad social en la entidad, el Procede apenas 
ha avanzado 29.4 por ciento. 

Como vemos en la tabla 2, el avance del Procede hasta 2003 in
dica que es en la tenencia comunal donde se concentran 678 casos 
"de atención especial". Es decir, constituyen aquellos núcleos agra
rios en los que el Procede tiene pocas probabilidades de entrar y 
aplicarse por conflictos de diverso tipo. 

No obstante, el objetivo del programa era concluir la certifica
ción del total de la propiedad social en Oaxaca para 2004, meta que 

TABLA 2 
A VAN CE DEL PROCEDE EN ÜAXACA AL 30 DE ABRIL DEL 2003 

Núcleos Núm. 
No certificados 

agrarios ha* 
Universo Certificados De atención. 

especial 
Viables Total 

Ejidos 1 248 553.8 833 579 231 23 254 

Comunidades 5 460 574.9 697 205 447 45 492 

Total 6 709 128.7 1 530 784 678 68 746 

* Moreno (2000) . 
FUENTE: PROCEDE, SLSEC, 7 de mayo de 2003. 
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no se alcanzó. Como vemos, son precisamente las comunidades las 
que representan para las instituciones agrarias estatales que ope
ran el Procede, el mayor obstáculo para concluir el programa de 
certificación. El ultimátum del Estado es que quien no entre a este 
programa ya no podrá acceder a los "apoyos" gubernamentales, en 
tanto que las comunidades parecen esperar. 

ALGUNAS PAUTAS ... A MANERA DE CONCLUSIÓN 

La revisión de los procesos desarrollados por los agentes guberna
mentales en las transformaciones agrarias para imponer las "nuevas" 
políticas y enfrentar las respuestas generadas por las comunidades 
y las organizaciones campesinas nos muestran varias tendencias. En 
primer lugar vemos que el impulso y la protección a la propiedad pri
vada no comenzaron con las políticas salinistas. El ejemplo paradig
mático lo tenemos con lo ocurrido en la zona del DR-19 del Istmo 
de Tehuantepec, en donde el avance de la propiedad privada a cos
ta de la propiedad comunal fue muy importante desde la década de 
los años sesenta. 

La aplicación de estas acciones gubernamentales fue impuesta 
mediante la desinformación y el fomento de la división interna en
tre las comunidades y/o las organizaciones campesinas, así como 
con la alianza entre terratenientes y los agentes gubernamentales. 
En este proceso encontramos una tendencia más: la sistemática 
negación de aquellas políticas gubernamentales agrarias preceden
tes que contradicen y ponen en riesgo la orientación y operación 
de las "nuevas" políticas que generalmente afectan derechos agra
rios de comunidades y ejidos, duramente ganados por éstos y que 
a su vez constituyeron en su momento parte de la legitimación del 
discurso político gubernamental. De esta forma, comunidades y eji
dos aparecen frente a dichos agentes como si estuvieran siempre 
en el error y atados al pasado, con lo que justifican su desprecio ha
cia campesinos y comuneros. 

Otra tendencia fue que, mientras que las comunidades y/o las or
ganizaciones campesinas descifraban los alcances de las "nuevas" 
acciones y políticas agrarias y desarrollaban estrategias para en
frentarlas, los agentes gubernamentales aprovechaban para operar
las. No obstante, ello no implica que las acciones de esos agentes 
estuvieran coordinadas ni acordadas, pues una pauta ha sido la com
petencia y las rivalidad entre las diversas instituciones agrarias por 
operar las acciones y políticas gubernamentales en materia agra-
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ria con la consiguiente superposición de funciones, indefinición de 
los límites de las atribuciones y la polisemia en las interpretacio
nes de la legislación agraria y de los lineamientos de los programas 
de gobierno. 

Lo anterior ha generado una mayor confusión e incertidumbre 
jurídicas en el Distrito de Riego 19, no sólo sobre el tipo de tenen
cia sino también sobre los límites territoriales entre comunidades, 
ejidos y la propiedad privada, lo cual ha agudizado las rivalida
des entre comunidades y, más aún, entre propietarios y comuneros 
y/o ejidatarios. Pareciera que los agentes gubernamentales más bien 
apostaron por la incertidumbre. Por último, y no por ello menos im
portante, una tendencia más es que la acción gubernamental ha 
encontrado una seria resistencia en las comunidades para imple
mentar los programas que favorecen la propiedad privada, a pesar 
de los avances de este último tipo de tenencia de la tierra. 

BIBLIOGRAFÍA 

BAILÓN CORRES, Moisés J . y Sergio ZERMEÑO (1988), "Juchitán: 
límites de una experiencia democrática", en Cuadernos de In
vestigacion, núm. 15, México, Instituto de Investigaciones So
ciales-UNAM. 

FERNÁNDEZ, O. (2000), "El conflicto agrario en la relación campesi
nos-gobierno en el estado de Oaxaca", en Sergio Sarmiento, Hu
go Santos y Alba Liliana Amaro (comps.), Coloquio: "Conflicto 
agrario y perspectivas del campo oa.xaqueño", Oaxaca, CIESAS! 
IIS-UABJO/INI/Procuraduría Agraria/SEDAF/SRA, pp. 102-107. 

GACETA SOLIDARIDAD (1992), "Nueva legislación agraria. Artículo 
27 Constitucional, Ley Agraria, Ley Orgánica de los Tribuna
les Agrarios", México, Sedesol. 

IBARRA, J.L. (1999), "Cambios recientes en la Constitución Mexi
cana", en Laura Randall (ed.), Reformando la Reforma Agra
ria Mexicana, México, UAM/El Atajo Ediciones, pp. 65-80. 

LóPEZ, P. y J. Moguel (1998), "La reforma ejidal en el Istmo de Te
huantepec. Los casos de Charis y Emiliano Zapata", en Julio 
Moguel y José A. Romero (coords.), Propiedad y organización 
rural en el México moderno. Reforma agraria y el Procede en Ve
racruz, Chiapas, Oa.xaca y Sonora, México, Cigapa/UNAM/Co
nacyt/Juan Pablos, pp. 101-124. 

MORENO, C. (2000), "El conflicto agrario en la relación campesinos
gobierno en el estado de Oaxaca", en Sergio Sarmiento, Hugo 



310 MARCELA CORONADO 

Santos y Alba Liliana Amaro (comps.), Coloquio: "Conflicto 
agrario y perspectivas del campo oaxaqueño ", Oaxaca, CIESAS/ 
IIS-UABJO/INI/Procuraduría Agraria/SEDAF/SRA, pp. 94-101. 

PIÑÓN, G. (1994), "La modernización agropecuaria" , en Leticia 
Reina ( coord.), Economía contra sociedad. El Istmo de Tehuan
tepec 1907-1986, México, Nueva Imagen, pp. 169-242. 

SAGAR (1996), "Resumen del avance del Plan de Riego", en Distrito 
de Desarrollo Rural, núm. 106, Istmo Tehuantepec, febrero. 

SANTOS, H. y Y. VILLAGÓMEZ ( 199 5), "El Procede en Oaxaca", en La 
Jornada del Campo, martes 27 de junio, pp. 6-7. 

VARGAS, S. et al. (1992), Diagnóstico preliminar del DR-19, Comi
sión Nacional del Agua/Subcoordinación de Participación, 
agosto. 

VILLAGÓMEZ, Y. (1998), "Riego y diferenciación agraria en el Istmo 
de Tehuantepec. El caso del DR-19", en Julio Moguel y José 
A. Romero ( coords.), Propiedad y organización rural en el Mé
xico moderno. Reforma agraria y el Procede en Veracruz, Chia
pas, Oaxaca y Sonora, México, Cigapa/UNAM/Conacyt/Juan 
Pablos, pp. 125-148. 

___ (2001), "Gestion sociale de l'eau, transformation agraire 
et integration territoriale dans l'Isthme de Tehuantepec, Oaxa
ca", tesis doctoral en Noveau Régime, Université Toulouse Le 
Mirail, noviembre (existe versión en español). 
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REALMENTE ABATEN LA POBREZA? 

Gabriela Guzmán Gómez * 

RESUMEN 

En este texto se presentan los avances de la investigación "Mu
jeres ahorradoras construyen su organización", que se está lle
vando a cabo en 12 municipios del centro del estado de Veracruz 
con socias de la Cooperativa de Mujeres Cafetaleras Independien
tes (Comucafi). El objetivo de la investigación amplia es anali
zar la experiencia del Programa de Microcrédito y Ahorro de la 
Comucafi, sobre la base de la experiencia de los 50 grupos de mu
jeres desde una perspectiva económica, social y cultural, con el 
fin detectar los puntos problemáticos que dificultan que la coope
rativa responda a las posibilidades y necesidades de sus socias y 
que incida sobre el desarrollo integral de la región. 

Palabras clave: microfinanciamiento, mujeres, cafetales, desarro
llo regional, pobreza. 

INTRODUCCIÓN 

Ante los cambios que se están generando en el sector microfinan
ciero, la masificación del microcrédito y las expectativas que hay 
en relación con la pobreza, el objetivo de este artículo es exponer 
una visión general de estos cambios y los dilemas que se presentan 
en el sector microfinanciero, en un contexto de expansión de esta 
actividad por la incursión de nuevos actores en su promoción, ope
ración y financiamiento. 

* Coordinadora del Equipo Técnico, Cooperativa de Mujeres Cafetale
ras Independientes S.C. de R.L. Correo electrónico: <gabguz2002@yahoo. 
COffi.ffiX> . 

[311] 



312 GABRIELA GUZMÁN GÓMEZ 

Este trabajo consta de cuatro secciones; en la primera expongo 
el proceso de institucionalización de las finanzas sociales a través de 
su difusión, promoción y regulación por parte de agencias finan
cieras internacionales e instituciones oficiales nacionales; asimismo, 
abordo la discusión que se está dando en el sector microfinanciero 
y las diferentes visiones de desarrollo que plantean los diferentes 
enfoques. 

En la segunda y tercera secciones se analizan los riesgos que 
implica la "masificación" y la institucionalización de las microfi
nanzas, tanto para los operadores como para los usuarios, ya sean 
clientes o socios de estas instituciones. 

Finalmente, en la cuarta sección se presenta un primer análisis 
sobre el destino de microcréditos que recibieron las mujeres de un 
programa gubernamental de microfinanzas y se discute de mane
ra muy amplia el posible impacto que esta inversión puede generar 
en las comunidades y en la región. 

Esta investigación se circunscribe dentro de la corriente inves
tigación-acción, ya que además de ser investigadora soy partici
pante en el proceso organizativo de la Comucafi. En este sentido, la 
información que aquí se presenta proviene de una revisión biblio
gráfica y de la información que genera y utiliza la cooperativa, y 
una gran parte del análisis es producto de la acción cotidiana que 
implica coordinar el programa de ahorro y crédito de la organi
zación. 

EL PROCESO DE INSTITUCIONALIZACIÓN 

DE LAS MICROFINANZAS 

Las microfinanzas existen desde hace años, su origen está relacio
nado con la necesidad de tener acceso y disponibilidad de montos 
"grandes" de dinero, a los cuales no se puede acceder de manera 
habitual. Así, se ha desarrollado una amplia gama de mecanismos 
basados en el ahorro periódico de pequeñas cantidades de dinero1 

para obtener montos mayores. Algunos ejemplos de ello son las tan-

1 Para Rutherford (2002) el ahorro puede ser visto desde dos perspecti
vas: el que conocemos, que implica guardar dinero, y el pago de un crédito 
a plazos. Ambas son diferentes modalidades de ahorro a través de las cua
les se tiene acceso a montos "grandes" de dinero. En la primera modalidad, 
el monto "grande" se obtiene después de ahorrar; en la segunda, el monto 
"grande" se obtiene antes del proceso del ahorro. Este autor llama al pago 
a plazos ahorro descendente, mientras que al ahorro, como nosotros lo con
cebimos normalmente, lo llama ahorro ascendente. 
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das2 organizadas entre vecinos o conocidos; las cajas de ahorro que 
se organizan en los centros de trabajo; el movimiento cooperativis
ta, cuyos orígenes datan de 1850, y los agiotistas o prestamistas. 

ANTECEDENTES DE LAS MICROFINANZAS 

En México, las cajas de ahorro son un pilar importante en el desa
rrollo de la actividad microfinanciera. Éstas tienen su origen en 
los montepíos que administraban las sacristías de las parroquias. 
"En 1951, los sacerdotes católicos Manuel y Pedro Vázquez impul
saron la formación de cajas de ahorro basándose en cajas promo
vidas por Desjardain en Canadá en 1900" (Imperial, 2004:1). Hay 
antecedentes de cajas de ahorro en Orizaba, Veracruz, en "1839 pro
movidas por organizaciones obreras y en 1879 se creó la Caja Popu
lar Mexicana, cuya marcha fue impedida y retomada años después" 
(Imperial y Ramírez, 2001:94). 

La actividad microfinanciera ha sido un medio para que la po
blación de escasos recursos cubra sus necesidades cotidianas no pre
vistas, especiales, urgentes, etc. Por muchos años, esta actividad se 
ha llevado a cabo de manera informal. ya que no ha estado regula
da ni organizada oficialmente. La faceta "informal" de las microfi
nanzas conlleva una riqueza relacionada con la coherencia entre las 
formas de organización, la agilidad en los mecanismos y la adecua
ción de éstos a las necesidades y posibilidades de la población invo
lucrada. En este sentido, el éxito de muchos prestamistas y agiotistas3 

se debe a que cuidan la sincronía entre la agilidad de los mecanis
mos y la necesidad de recursos de sus clientes. Así, los altos intere
ses quedan como un elemento secundario en las transacciones. 

2 Las tandas son sistemas de ahorro y préstamo que se llevan a cabo en
tre pocas personas, en los que cada participante aporta un monto de dine
ro periódico y el total de la aportación colectiva se le entrega a uno de los 
integrantes del grupo. El número de aportaciones es igual al número de par
ticipantes. Las cajas de ahorro son tandas más amplias y formales, en ellas el 
monto del ahorro periódico es opcional y se guarda de manera centralizada; 
el ahorro se otorga en préstamo, ante solicitud expresa de algún participan
te. Las cooperativas son cajas de ahorro regidas por los principios: membre
sía abierta y voluntaria; control democrático de los miembros; participación 
económica de los miembros; autonomía e independencia; educación, for
mación y educación; cooperación entre cooperativas y compromiso con la 
comunidad. En términos legales están regidos por la Ley de Sociedades 
Cooperativas. 

3 Aquí incluyo a los vendedores a plazos de todo tipo de artículos: ropa, 
muebles, trastes, etcétera. 
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La flexibilidad y la agilidad de los mecanismos microfinancieros 
son fundamentales para cubrir las expectativas de la gran diversi
dad de usuarios que no tienen acceso a la banca comercial. La crea
tividad popular y la experimentación cotidiana son elementos básicos 
que han acompañado a las microfinanzas para adecuarse a las muy 
diversas necesidades y posibilidades de los participantes. Si bien 
los usuarios comparten la escasez de recursos económicos, las po
sibilidades de pago son un abanico enorme de posibilidades. 

Para que se lleven a cabo los procesos microfinancieros se requie
ren recursos humanos, económicos y financieros. En el caso de las 
modalidades informales, todos los recursos van por cuenta de los par
ticipantes: siempre hay alguna persona o personas con la iniciativa 
de organizar y coordinar una tanda, caja de ahorro o cooperativa. El 
funcionamiento generalmente se basa en el trabajo voluntario de 
los participantes, aunque también hay ocasiones en que se retribu
ye o gratifica el trabajo con los intereses que se cobran o su equiva
lente, como el número cero en una tanda. Finalmente, los recursos 
financieros se obtienen del propio proceso: los préstamos provie
nen o bien de los ahorros de los participantes o de los recursos del 
prestamista. 

A pesar del origen solidario de las microfinanzas, en ellas se ex
presan los contrastes de la sociedad. Las jerarquías e inequidades 
se observan de diferentes formas; por ejemplo, en ocasiones los or
ganizadores o los dueños de los recursos financieros gozan de ven
tajas sobre los demás, lo cual es aceptado por los usuarios a cambio 
de la agilidad del proceso y/o la disposición inmediata de los recur
sos necesitados. En este sector existen experiencias que tienden a 
ser horizontales en tanto que los participantes o involucrados tie
nen los mismos derechos, obligaciones y beneficios, y se rigen por 
la cooperación y la ayuda mutua, como en el caso de cierto tipo de 
tandas y cooperativas. Sin embargo, con estas modalidades convi
ven otros procesos basados en la prepotencia y la dominación como 
consecuencia del poder que ejercen los prestamistas y los agiotis
tas sobre la población con que se relacionan. 

Hasta hace algunos años, el desarrollo de las microfinanzas ha
bía estado en manos de grupos eclesiales, cooperativistas, grupos 
pequeños de personas de escasos recursos y de los agiotistas. Sin 
embargo, en las últimas décadas han aumentado tanto las personas 
involucradas con estos servicios como los sectores interesados en 
proporcionarlos. La visión comercial y de obtención de ganancias 
está teniendo un peso cada vez más importante, por lo que tiende a 
aumentar los riesgos inherentes a esta actividad, así como la posi
bilidad de abusos y fraudes . 
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FORMALIZACIÓN Y REGULACIÓN DE LAS MICROFINANZAS 

La gran cantidad de gente y recursos involucrados en los procesos 
microfinancieros, los riesgos que éstos conllevan, así como los abu
sos y fraudes que se han generado, sobre todo en situaciones en 
las que el control del proceso rebasa a los ahorradores, ha llevado 
a que se legisle, formalice y regule todo tipo de transacciones que in
volucran el manejo del ahorro de terceras personas. 

En México, esta formalización y regulación se está concretando 
con una mayor presencia del gobierno y del gran capital extranje
ro en este sector. El gobierno pasó de ser un pequeño actor que ad
ministraba los ahorros de algunos sectores urbanos a ser uno de los 
protagonistas que promueve y regula toda la actividad microfinan
ciera del país, y que ofrece a la población de escasos recursos las 
bondades del gran capital. Esta institucionalización se materiali
za en la Ley de Ahorro y Crédito Popular, cuya vigencia inició el 1 de 
enero de 2006. 

El proceso de institucionalización tiene dos vertientes. Por una 
parte está la regulación y supervisión de las entidades que mane
jan ahorros de terceras personas con el fin de asegurar el patrimo
nio de los ahorradores. La segunda vertiente está relacionada con 
la promoción y el financiamiento de los microcréditos por parte del 
gobierno y de las agencias internacionales como el Banco Mundial 
(BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI), con el fin de "aba
tir" la pobreza en el mundo. 

Respecto a la primera vertiente, la Ley de Ahorro y Crédito Popu
lar (LACP) sigue generando una amplia discusión en el sector micro
financiero. Todavía no puede conciliar los intereses de las diferentes 
entidades rnicrofinancieras. Esta ley está pensada para entidades mi
crofinancieras muy grandes y con un enfoque eminentemente finan
ciero, sin embargo, todas las entidades, independientemente de su 
misión, ubicación o tamaño, se tendrán que regir por esta ley, lo cual 
les está implicando fuertes ajustes en su funcionamiento operati
vo, administrativo y financiero (Imperial, 2004). Ramón Imperial, 
uno de los líderes de las cajas de ahorro, comenta al respecto: 

La transición está demostrando que para alcanzar los estánda
res exigidos por la LACP y su reglamentación secundaria y pruden
cial, se requerirán fuertes ajustes en las estructuras operativas 
para fortalecer las áreas contables, modernizar los sistemas de in
formación, capacitar al personal, robustecer la estructura de capi
tal, integrar nuevos órganos de fisc~lización y de control interno, 
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así como modernizar los equipos y tecnologías, lo que exige un 
cuantioso incremento de los costos y de las inversiones de las enti
dades de ahorro y crédito popular (Imperial y Ramírez, 2001 :94). 

La segunda vertiente involucrada en este proceso de instituciona
lización es la promoción de los microcréditos por parte de gobier
nos y agencias internacionales. Estas instituciones parten de que 
a través de los microcréditos invertidos en microempresas se aba
tirá la pobreza 

PROPAGACIÓN DE LAS MICROFINANZAS 

El Banco Grameen de Bangladesh abre una veta fundamental en 
la búsqueda de opciones para abatir la pobreza; la amplia cobertu
ra y el rápido crecimiento, así como la alta tasa de recuperación de 
los créditos han llevado a reproducir y adaptar esta experiencia a un 
gran número de países, sobre todo en Asia y en América Latina. Es 
así que los microcréditos se insertan en la agenda de diversas ins
tituciones y organizaciones como una de las alternativas de desa
rrollo para la población marginada. Se aprecian dos etapas en este 
proceso de propagación de las finanzas sociales: el primero abarca 
hasta la década de los años ochenta y está asociado con un fuerte 
vínculo entre los objetivos sociales y los financieros. En la segunda 
etapa, de la década de los años noventa a la fecha, la fase financiera 
adquiere relevancia, así como la presencia oficial y la regulación 
del sector. En esta nueva etapa, para muchos actores, la faceta so
cial de las microfinanzas está en el solo hecho de ofrecer servicios fi
nancieros a amplios sectores de la población de escasos recursos, 
que no tienen acceso a la banca comercial. 

LAS DÉCADAS DE LOS AÑOS SETENTA Y OCHENTA 

Las organizaciones no gubernamentales retomaron las finanzas 
sociales como una forma de enriquecer las estrategias de reproduc
ción social de la población de escasos recursos. En la gran mayoría 
de estas organizaciones, las finanzas sociales eran parte de un pro
grama más amplio de desarrollo local. El compromiso social era uno 
de los lineamientos básicos y se buscaba apuntalar la economía 
familiar. Uno de los pioneros en esta línea de trabajo fue el Banco 
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Grameen, cuya metodología de bancos comunales4 era atractiva en 
tanto que generaba espacios solidarios y fomentaba, en el largo pla
zo, la autonomía de los grupos. Se combinaba el ahorro y los cré
ditos con tasas de interés no comerciales. Estas experiencias eran 
financiadas por diversas agencias de desarrollo. En este periodo 
se instrumentan en México varios proyectos como Compartamos; 
Carne, en Chalco, Estado de México; Finca, en Morelos; la Unión 
Regional de Apoyo Campesino (URAC), en Tequisquiapan, Queré
taro; la Federación Mexicana de Asociaciones Privadas de Salud y 
Desarrollo Económico, A.C. (Femat), en Chihuahua, etcétera. 

LA DÉCADA DE LOS AÑOS NOVENTA 

En la década de 1990, la visión financiera fue cobrando fuerza y el 
condicionamiento de los financiamientos de las agencias interna
cionales de desarrollo ejercen presión para fortalecer este enfo
que. Así, se pueden distinguir dos corrientes: el enfoque de sistemas 
financieros y el enfoque social. 

El enfoque de sistemas financieros considera la necesidad de for
mar grandes instituciones microfinancieras sólidas capaces de soli
citar recursos financieros comerciales y captar ahorro para fondear 
los microcréditos; este enfoque: 

[ ... ] enfatiza la cobertura a gran escala de los pobres económica
mente activos -tanto de los prestatarios que pueden reembolsar 
los microcréditos a partir del flujo de ingresos del hogar o del ne-

4 Los bancos comunales operan en nueve ciclos de financiamiento, cada 
ciclo tiene una duración de cuatro meses, una vez capacitada la comuni
dad y organizada en un banco comunal (Be), la institución promotora, llá
mese institución de bancos comunales (me), aporta, a manera de créditos, 
el capital para operar cada uno de los ciclos. Los créditos que otorga la me 
deben destinarse de manera exclusiva a actividades económicamente pro
ductivas. Paralelamente, cada socio debe ahorrar durante cada uno de los 
ciclos 20% del crédito recibido. El crédito se incrementa cada ciclo en re
lación directa con el monto del ahorro de cada socio, de esta forma, el aho
rro es un estímulo para tener acceso a un mayor crédito. Cada socio deberá 
pagar un interés de 2% mensual, el cual se destina en parte a pagar los cos
tos del IBC. Simultáneamente, los BC manejan el fondo del ahorro interno 
y lo pueden prestar a los socios. En teoria, al finalizar los nueve ciclos de 
crédito, los bancos comunales se "graduarian" independizándose de la IBC 
porque ya tendrian el ahorro suficiente para usarlo en ciclos posteriores de 
financiamiento; ya no seria necesario recibir recursos de la institución deban
cos comunales (Churchill et al., 2002). 
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gocio, como de los ahorradores-, se centra en la autosuficiencia 
institucional porque, dada la escala de la demanda de micro finan
ciamiento en el mundo entero, éste es el único medio posible de 
satisfacer la extensa demanda por parte de los clientes de servi
cios financieros convenientes y apropiados (Robinson, 2004:22). 

Las actividades microfinancieras con enfoque social generalmen
te forman parte de un programa más amplio cuyos objetivos abarcan 
procesos de organización social o de desarrollo de capacidades que 
rebasan el ámbito económico-financiero y cuyas actividades abar
can, entre otros temas, capacitación, alfabetización, salud, producción 
y comercialización. Bajo este enfoque, la búsqueda de autososteni
bilidad se concibe desde una perspectiva dual, ya que abarca tanto 
a la instancia microfinanciera como a la población a Ja que se di
rigen los diferentes tipos de servicios o actividades. En este tenor, 
los servicios y las tasas de interés se definen con criterios que com
binan la eficiencia financiera y la sostenibilidad social, a pesar de 
que esto conlleva un plazo más largo para lograr la eficiencia finan
ciera. 

Esta breve descripción da cuenta de la polémica que existe en el 
sector, entendiendo que si bien se pueden delinear dos modelos ex
tremos, hay una gama muy amplia de enfoques con características 
muy variadas. En este contexto hay instituciones que claramente 
se inclinan por el enfoque de los sistemas financieros entre las que se 
encuentran el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desa
rrollo y los sectores que impulsan el microfinanciamiento comer
cial, como el Banco Sol en Bolivia,5 el Banco Rakyat de Indonesia 
(BRI) ,6 y en México el gobierno a través de sus diferentes secretarías 
y de muchas instituciones microfinancieras, entre las que se encuen-

5 Los antecedentes de Banco Sol se remontan a 1986 con la ONG Pro
moción del Desarrollo de la Microempresa (Prodem), que financiaba a 
pequeños negocios; en 1992 se conforma como banco comercial: Banco So
lidario, S.A. Actualmente, el banco tiene más de 100 mil clientes, quienes 
representan un portafolio total de más de 170 millones de dólares, además 
de tener más de 120 mil cuentas de clientes en depósitos por un total de cap
taciones del público de más de 150 millones de dólares. Banco Sol está pre
sente en siete cuidades capitales bolivianas(www. bancosol.com.bo). 

6 El BRI está conformado por una red nacional que da servicio tanto en 
zonas rurales como urbanas y funciona en la práctica como una microban
ca integrada por pequeñas unidades. En el año 2000 el BRI contaba con 
2. 71 millones de clientes de microcrédito, de los que entre 11 y 25 por ciento 
eran mujeres. Del total de 25.82 millones de clientes que recibieron servicios 
de microahorro, más de 25 por ciento eran mujeres (Condusef, 2002). 
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tra la Financiera Compartamos. Más adelante profundizaré sobre 
las diferentes posiciones en las finanzas sociales. 

A partir de la década de los años noventa, las financiadoras ini
ciaron el condicionamiento de los recursos priorizando aquellas 
instituciones que tuvieran como principio la búsqueda de la soste
nibilidad mediante el cobro de tasas de interés "reales" o de mer
cado. 

LAS MICROFINANZAS, UN NEGOCIO QUE AFLORA 

En México, las microfinanzas han tenido un desarrollo más lento 
que en otros países de Asia y de América Latina; sin embargo, a fi
nales del siglo pasado tuvieron un crecimiento importante asocia
do al impulso de agencias de desarrollo, como el Banco Mundial y 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), así como de la admi
nistración foxista. 

Esta popularización de las finanzas sociales está generando la 
emergencia de nuevos actores y la inclusión del microfinanciamien
to en actividades muy diversas, lo cual puede enriquecer un proce
so de desarrollo al: 

• Ampliar el acceso al financiamiento de la población de es
casos recursos que han estado excluidos de ello. 

• Dar un servicio de calidad. 
• Aumentar el acceso a recursos financieros para las micro

financieras. 
• Ampliar la oferta de asesoría y capacitación para las mi

crofinancieras. 
• Ofrecer recursos económicos para la consolidación de mi

crofinancieras. 
• Proporcionar un marco legal que protege a ahorradores. 

Sin embargo, la popularización de las finanzas también necesi
ta de su potencialidad para ser un buen negocio, no sólo para las 
instancias microfinancieras, es decir, aquellas que ofrecen los ser
vicios, sino también que para las que financian. Aunque sea paradó
jico, los pobres representan una opción económica muy atractiva 
que en nuestro país está siendo del interés de una gran diversidad 
de actores. Para que las microfinanzas sean un negocio se requiere 
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manejar grandes volúmenes de pequeños préstamos. Dentro de 
los elementos fundamentales para que las financiadoras y las ins
tituciones microfinancieras aseguren su propio negocio están: 

• El cobro de tasas comerciales de interés que asegure la au
tosostenibilidad de la institución. 

• Manejar grandes volúmenes de préstamos aunque éstos 
sean pequeños. 

• Dar un servicio oportuno. 
• Contar con personal entrenado, capacitado y motivado. 
• Ser eficientes financieramente. 
• Asegurar los recursos para fondear a los clientes. 

Estos seis elementos de éxito están siendo las prioridades de mu
chas instituciones microfinancieras; la dimensión social de las fi
nanzas sociales asociada a su nacimiento ha quedado, en muchos 
casos, sólo en el discurso. Muchas microfinancieras asumen que el 
impacto social está en el solo hecho de ofrecer servicios financieros 
a la población de escasos recursos. En este contexto, la fase social de 
las microfinanzas se está desdibujando y corre el riesgo de quedar 
sólo en la minuta de la historia. Además de ello, este proceso con
lleva en su interior riesgos significativos, entre los cuales están: 

• Reducir las microfinanzas o las finanzas sociales sólo a 
ofrecer microcréditos. 

• Pretender resolver los problemas complejos de múltiples 
variables, como es la pobreza, con una sola propuesta: las 
microempresas. 

• Reproducir acriticamente modelos microfinancieros exito
sos sin adecuarlos a las condiciones culturales, económi
cas y sociales de la población y sin valorar las necesidades 
locales de estos servicios. 

• Que el gobierno o las organizaciones sociales cancelen otros 
frentes de acción e intervención en el desarrollo social. 

• Generar competencia desleal entre instituciones que im
pulsan las finanzas sociales. 

• Provocar un proceso de sobreendeudamiento y dependen
cia hacia el financiamiento de los socios/clientes. 

• Restringir el funcionamiento de microfinancieras peque
ñas debido a que el marco legal centraliza y pretende homo
geneizar a todos los organismos del sector, sin valorar ni 
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recuperar la amplia experiencia y riqueza de las microfi
nanzas informales. 

Dentro de estos riesgos inherentes a la institucionalización y 
masificación, profundizaremos en algunos de los problemas rela
cionados con los primeros dos puntos: reducir las microfinanzas a 
microcréditos y pretender resolver problemas complejos con solu
ciones únicas. 

En la siguiente sección se analizan algunas de las limitantes que 
presentan las actuales propuestas microfinancieras oficiales. Hay 
una amplia bibliografía sobre experiencias exitosas de microcrédi
to, sin embargo, se ha escrito poco sobre los problemas y riesgos 
que genera. 8 

Los MICROCRÉDITOS COMO LA OPCIÓN PARA ABATIR LA POBREZA 

La promoción de los microcréditos está asociada al éxito del Banco 
Grameen en Bangladesh, cuyo inicio y rápido crecimiento, acompa
ñados con las altas tasas de recuperación de los créditos, sorprendie
ron al mundo. Este banco retoma las virtudes de las microfinanzas 
informales para adecuarlas a las posibilidades de la población de 
escasos recursos y las engarza con la intervención de fuentes finan
cieras comerciales para ampliar su radio de acción. Así, el Grameen 
llega a sectores de población que, por sus condiciones de vida, es
taban excluidas o relegadas de los servicios de la banca comercial e 
inicia la actividad microcrediticia de gran escala. 9 En pocos años 
este banco se había reproducido ampliamente, en la década de 
los años noventa se "[ ... ] clonaba por muchas partes del mundo; 
sólo en Bangladesh tenía 427 mil grupos, garantizando préstamos 
a dos millones 50 mil deudores, de los cuales 94 por ciento son mu
jeres" (Bedregal, 2001). IO 

8 Sobre experiencias mexicanas, véase Zapata y Flores (2003); en térmi
nos críticos, véase Bedregal (2001). 

9 En lugar de pedir garantías prendarias o líquidas, se utilizan las ga
rantías morales a través de la promesa de reembolso que hace un grupo de 
cinco personas organizadas para ello. En vez de que los solicitantes vayan 
a un banco, son los funcionarios de esta institución (promotores) quienes 
van a los pueblos para hacer los préstamos y recolectar los reembolsos; los 
pagos del crédito se hacen con pequeños abonos periódicos. 

10 Respecto a las experiencias de Bagladesh, "lo que nunca se dice es que 
una base de su éxito estuvo en que millones de pequeños y medianos cam
pesinos y trabajadores industriales de Bangladesh fueron arruinados por 
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· La política del microcrédito asociado a Ja generación de mjcro
empresas se integra, así, a la dinámica internacional; tiene ya más 
de una década de haber sido adoptada por la banca internacional 
(BM, FMI, agencias para el desarrollo, etc.) y por gobiernos de cerca 
de 58 países, entre los que están los países más poderosos. Ha sido 
tema de cumbres internacionales, donde se considera como la op
ción para abatir la pobreza y se le ha destinado reconocimiento in
ternacional: 2005 fue el Año del Microcrédito. 

En la Cumbre de Microcrédito de 1997, celebrado en Washing
ton, organizada por el Banco Mundial , se elaboró un estatuto en el 
que se afirma que "el crédito es más que un negocio; como lo es la 
alimentación, el crédito es un derecho humano" (Robinson, 2004: 
25); asimismo, se consideró como meta para 2005 que 100 millo
nes de familias, de las más pobres del mundo, recibieran pequeños 
créditos para el autoempleo. Esta meta no se había cubierto toda
vía para el año 2007. 

Enrique Iglesias, el presidente del Banco Interamericano de De
sarrollo (BID) planteó en la 44ª. Asamblea Anual del BID de marzo 
del 2003: "Las micro, pequeñas y medianas empresas son el mejor 
antídoto contra la pobreza" (González, 2003:1). 

La masificación de las microfinanzas requiere un brazo finan
ciero fuerte cuyos protagonistas no se han hecho esperar; cada vez 
son más las instancias financieras interesadas en ampliar su radio 
de acción hacia esta actividad. Esta coyuntura les abre un espa
cio muy apetitoso al ser invitados de honor sin involucrarse con el 
minucioso proceso que implican las microfinanzas. Ésta es la voz 
de uno de los representantes de las finanzas comerciales: 

Hoy por hoy el microfinanciamiento se encuentra al borde de la 
siguiente etapa importante: conectarse con los mercados de ca
pital [ ... ] Los millones de seres humanos a los que se cubre ac
tualmente aumentarán por cien. Esto no es ni más ni menos que 
cambiar la naturaleza misma de las actividades bancarias; de pres
tar servicios únicamente al 25 a 30 por ciento más alto (como máxi
mo) de la población mundial en vías de desarrollo a poder satisfacer 
la demanda de todo el resto. Consiste en reclamar el financiamjen
to para la sociedad en general -la verdadera democratización del 
capital (Chu, 1998:2, citado por Robinson, 2004:25). 

las imposiciones del FMI para cancelar la ayuda a los agricultores y para 
cerrar un tercio de las empresas henequeneras, y que son precisamente esos 
campesinos sin tierra y desempleados, los 'clientes' del Grameen Bank" 
(Bedragal, 2001). 
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¿LA MICROEMPRESA ES LA OPCIÓN? 

Una de las discusiones en el sector microfinanciero está relaciona
da con restringir los servicios microfinancieros a microcréditos eti
quetados para destinarlos a microempresas. La propuesta oficial 
de las agencias internacionales de desarrollo y del gobierno mexica
no se ciñe al ofrecimiento de microcréditos para invertirlos en mi
croempresas, sin embargo, también existen quienes consideran que 
no se puede generalizar esta propuesta para toda la población mar
ginada 11 y menos para la población rural. 12 La idea de considerar 
el miérocrédito como el insumo del desarrollo para los pobres se 
sustenta en una serie de premisas medulares sobre el desarrollo en 
donde sólo se concibe la fase económica como prioritaria y de la 
cual se derivarán los aspectos sociales, políticos, culturales y per
sonales. Para este modelo, el desarrollo es sinónimo de crecimien
to económico y por lo tanto empresarial. Supone, por ende, que el 
crédito por sí mismo facilitará el crecimiento de la empresa, a pe
sar .de que no exista experiencia en este aspecto, ni infraestructura 
productiva regional como facilidades o instancias comercializado
ras o mercados establecidos para ello. Así, se pretende que, sin ase
soría empresarial ni capacitación técnica, se pase de microempresa 
a pequeña y mediana empresa generadora de empleos. De esta ma
nera, los microcréditos permitirán a la población pobre no sólo re
basar la línea de la pobreza, sino también dinamizar la economía 
regional. 

Al respecto, Helms (2001) comenta que: 

[ ... ]el modelo de desarrollo de la microempresa es válido para una 
minoría relativamente pequeña de microempresarios y para un 
porcentaje aún más pequeño de gente pobre. La evidencia de
muestra que pocas microempresas en realidad "despegarán" de la 

11 Rutherford (2002) considera que las necesidades financieras de lapo
blación de escasos recursos están definidas por tres tipos de eventos para 
los que se requiere contar con recursos económicos: necesidades de ciclo 
de vida (nacimientos, casamientos, enfermedades y defunciones); urgen
cias y oportunidades de inversión. Este autor plantea que los servicios fi
nancieros que se ofrezcan tendrán que adecuarse a estas necesidades, por 
lo que la microempresa es solamente una opción. 

12 En el reciente Foro Latinoamericano y del Caribe de Finanzas Rurales, 
realizado en la ciudad de Oaxaca, diversas organizaciones se manifesta
ron por la multiactividad microfinanciera en donde el ahorro se considera 
la acción primordial. 
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forma como queman los cooperantes y los expertos en desarro
llo. Los microempresarios que llegan a salir adelante probable
mente lo habrian hecho con asistencia para el desarrollo de su 
negocio ó' sin ella, y con un préstamo de [ ... ] 500 dólares de una 
IMF o sin éi.' En los Estados Unidos, menos de dos de cada diez ne
gocios incipientes acaban por crecer y prosperar (Helms, 2001 : 1 ). 

La propuesta oficial es muy restringida en tres aspectos: por una 
parte propone un solo servicio financiero (microcrédito); etiqueta 
su destino (microempresa) y no proporciona servicios complemen
tarios que aseguren su éxito (asesoría técnica, capacitación, conta
bilidad, comercialización, etc). Muchas organizaciones 13 consideran, 
en cambio, al ahorro como el servicio financiero prioritario, porque 
tiene un potencial importante para disminuir la vulnerabilidad de 
la población y no generar dependencia de las instituciones finan
cieras. Aunado a ello, el ahorro tiene un potencial para generar pro
cesos organizativos de base. Bautista (2005) menciona que hay un 
sector importante de organizaciones rurales de América Latina y 
México que consideran importante combinar diversos servicios fi
nancieros, donde el ahorro es considerado prioritario e identifican 
otros tres productos: el crédito rural y agropecuario, las remesas y 
los seguros. 

Si bien este debate está en la mesa de discusión, son pocos los es
tudios que sustentan que los microcréditos realmente abaten lapo
breza.14 Con frecuencia los argumentos que esgrimen para evidenciar 
el éxito de los microcréditos están relacionados con la gran deman
da de estos servicios, así como los altos índices de recuperación de 
los créditos. 

Es importante abrir líneas de investigación acerca del potencial 
de desarrollo que tienen los microcréditos para aportar elementos 
que enriquezcan esta discusión. 

Los datos que a continuación presento corresponden a una pri
mera etapa de investigación en la que incursiono en el análisis del 
uso de los microcréditos del Fondo de Microfinanciamiento a la Mu
jer Rural (Fommur), programa gubernamental de la Secretaría de 
Economía, que se llevó a cabo en la cuenca cafetalera de Coatepec
Xalapa, ·del centro del estado de Veracruz. La investigación pre
tende analizar, de manera más amplia, el papel que cumplen en la 
vida de las socias los servicios financieros y la cooperativa en su con-

13 La Red Colmena Milenaria, que integra a 14 organizaciones distribui
das a lo largo de 12 estados de la República. 

14 Véase la evaluación del Programa Fommur, 2003-2004. 
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junto. Me refiero a la cooperativa que surgió del programa federal 
mencionado anteriormente. 

CÓMO SE USAN LOS MICROCRÉDITOS 

Veamos qué sucede, en la práctica, en un programa con recursos 
federales operado a lo largo de cuatro años por la organización de 
productores de café que dio origen a la Cooperativa Comucafi. A 
partir de información recabada con 423 mujeres que participaron 
en un programa de microcréditos de la Secretaria de Economía, ana
lizaré el destino de cuatro microcréditos consecutivos: SOO, 1 000, 
1 SOO y 3 000 pesos, cuyo destino fue etiquetado por la secretaría 
mencionada para uso exclusivo en actividades productivas. 

CÓMO VIVEN LAS MICROEMPRESARIAS EN POTENCIA 

Las mujeres encuestadas viven en comunidades rurales y semirrura
les de cinco municipios cafetaleros del centro de Veracruz. Tienen 
entre 21 y 48 años, aunque un poco menos de SO por ciento tiene en
tre 3S y 48 años de edad; S por ciento de ellas no fueron a la escue
la; 22 por ciento concluyeron el tercer grado de primaria; cerca de 
30 por ciento cursaron entre cuarto y sexto grado; 28 por ciento cur
saron al menos un año de secundaria; 7.S por ciento terminaron la 
preparatoria y S por ciento concluyeron una licenciatura. 

Más de la mitad de estas mujeres se dedican a otra actividad ade
más de las labores del hogar: 26 por ciento de ellas a actividades 
relacionadas con los servicios, 2S por ciento se dedican a activida
des productivas y SO por ciento al comercio. Aunado a ello, 60 por 
ciento de las mujeres cortan café en época de cosecha, 69 por cien
to son casadas o están en unión libre, es decir, no están solas para 
enfrentar la crisis; 13 por ciento son madres solteras y S por ciento 
son viudas. Del total, 72 por ciento tienen entre uno y tres hijos y en 
promedio viven con dos de ellos. La gran mayoría de las entrevis
tadas no tienen parientes en Estados Unidos, sólo 19 por ciento sí 
los tiene. 

Respecto a los ingresos de los que disponen a la semana: 15 S6 por 
ciento disponen de 100 a 3SO pesos semanales, 2S por ciento dispo-

15 Es importante recalcar que este dato no constituyen los ingresos de 
la familia, sino solamente el dinero del que la mujer dispone a la semana 
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nen de 400 a 500; 9 por ciento de 600 a 650 y 8 por ciento de 700 a 
2000 pesos. 

Finalmente, respecto al pago de los préstamos, 22 por ciento de 
las encuestadas pagó los abonos de los créditos con el dinero que 
tenía destinado para el gasto semanal; 18 por ciento hizo estos pagos 
con el dinero proveniente de su salario; 40 por ciento lo pagaron con 
los ingresos provenientes de su negocio y sólo 15 por ciento los pa
gó con el dinero que el marido les dio explícitamente para este pago. 
Los destinos de los créditos se observan en la tabla 1. En ésta se 
muestra que 66 por ciento de las mujeres utilizaron sus créditos en 
actividades productivas, 30 por ciento los invirtieron en tiendas de 
abarrotes, venta de ropa y engorda de cerdos; 17 por ciento lo desti
naron a la venta de antojitos y comida, venta de dulces y refrescos 
y venta de pollo destazado; y 21 por ciento restante utilizaron los cré
ditos en 13 negocios de venta de productos. 

¿POR QUÉ INVERTIR EN ESTOS NEGOCIOS? 

Aunque aún no contamos con información para analizar el impac
to de estos créditos en la vida de las mujeres, considero importante 
analizar por qué las mujeres invierten en estas actividades. 

Venta de ropa 

La venta de ropa es de las pocas opciones que cuentan con una mí
nima infraestructura local para la compra de mercancía. Existen 
camiones locales que ofrecen corridas especiales que salen de diver
sas comunidades hacia centros de venta de ropa al mayoreo: Tepea
ca, Puebla; Santa Ana Chiautempan, Tlaxcala, y Tepito en la ciudad 
de México. En menos de 24 horas las mujeres se trasladan a uno o 
varios de estos centros de venta, adquieren su mercancía y regresan 
a sus pueblos. Esta posibilidad ha permitido que la venta de ropa 
se convierta en una actividad estable para varias mujeres; sin em
bargo, los créditos que se otorgan a través de este programa son pe
queños para las necesidades de inversión que requiere este negocio. 
Rosa comenta que "para que valga la pena ir a 'al viaje' necesitamos 
llevar mínimo cinco mil pesos, si no, no sale" (2004). 

para el gasto familiar. En muchos casos es el dinero que les aporta el ma
rido para la sobrevivencia. 
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TABLA 1 
D ESTINO DE LOS CRÉDITOS PROGRAMA FOMMUR 2000-2004 

Núm. de mujeres 
Comportamiento 

de la inversión 
Destino promedio que Porcentaje 

en los cuatro 
invirtieron 

ciclos 

Uso personal no productivo 137 32.39 

Compra de medicamentos 3 0.71 

Escolaridad 1 0.24 

Subtotal no productivo 141 33 .34 

Venta de ropa 48 11.35 

Abarrotes 45 10.64 

Engorda de cerdos 35 8.27 

Ven ta de dulces y refrescos 25 5.9 1 bajo 

Elaboración y venta de antojitos 20 4.73 bajo 

Venta de pollo destazado 15 3.55 bajo 

Ve nta de chácharas y pla ta 12 2.84 

Venta de comida 12 2.84 

Ven ta de trastes 12 2.84 

Venta de cosméticos 11 2.60 

Venta de zapatos 10 2.36 

Producción y venta de maíz y café 9 2.13 

Costuras 9 2.13 

Cría y engorda de ganado 4 0.95 

Venta de chanclas 4 0.95 

Elaboración y venta de mole 3 0.71 

Elaboración y venta de artesanías 3 0.71 

Venta de flores 2 0.47 

Papeleria 2 0.47 

Tortilleria 1 0.24 

Subtotal productivo 282 66.69 

Totales 423 100.03 

F UENTE: Elaboración propia con información de la Cooperativa de Mujeres Cafetaleras 
Independientes. 

Ti.endas de abarrotes 

Varias de las mujeres ya contaban con una tienda de abarrotes, por 
lo que el crédito les sirvió para comprar mercancía para abastecer 
su tienda. El número de mujeres que invirtieron en tiendas au-
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mentó en el cuarto ciclo, seguramente porque tres mil pesos repre
sentaban una mejor opción para surtir su tienda que los créditos 
anteriores. 

Engorda de cerdos 

La engorda de cerdos es una actividad que han realizado varias ge
neraciones de mujeres para las familias del ámbito rural, esta ac
tividad representa más que un negocio, una forma de ahorro en 
especie. El cuidado y la engorda de cerdos es una de las primeras 
opciones productivas en las que piensan las mujeres porque lo sa
ben hacer, se acopla a su dinámica familiar y no se necesita disponer 
de mucho espacio para ello. Sin embargo, se requiere una inversión 
económica que no es fácil de cubrir: la compra de los lechones "fi
nos" y del alimento está fuera del alcance de muchas de ellas. 16 Si 
bien estos microcréditos abrieron la opción para iniciar la engor
da de marranos, muchas mujeres siguen quedándose al margen de 
ello debido a que los créditos se tienen que recuperar mediante pa
gos periódicos semanales y no a la vuelta de cuatro meses, que es 
cuando se venden los marranos. Las personas que pueden invertir 
en lechones para su engorda son aquellas que disponen de recursos 
económicos adicionales a los créditos para hacer los pagos sema
nales previstos en el programa. 

Vent.a de antojitos 

Esta opción, si bien parece muy atractiva porque todas las muje
res saben elaborar antojitos, representa un esfuerzo muy grande 
ya que en la región no se cuenta con la mínima infraestructura para 
su desempeño. Las mujeres se encargan de diseñar el proyecto, así 
como de la elaboración de todas las fases del proceso: la definición 
y elaboración de los productos, la compra de la materia prima, la 
estrategia de comercialización, la promoción y venta en las pro
pias comunidades o en las ciudades aledañas como Xalapa y Coa
tepec. 

En comunidades alejadas de estos dos centros urbanos, las mu
jeres no ven viable esta opción. María menciona que "todas sabemos . 

16 Se ha perdido la costumbre de alimentar a los cerdos con los sobran
tes de la comida y con maíz debido a que durante la década de los años 
setenta y ochenta, cuando el precio del café estuvo en su punto más alto, 
todas las áreas de cultivos se cubrieron con matas de café y desplazaron al 
maíz y otros productos que se acostumbraban cultivar. 
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hacer tamales y chiles rellenos, aquí nadie nos compraría" (2000) 
y no está dentro de sus posibilidades salir de sus comunidades a 
vender. En general, quienes incursionan en este negocio son muje
res que pueden resolver fácilmente el cuidado o la atención a los 
hijos, o mujeres que ya no tienen esa responsabilidad, ya sea por 
su edad o su condición. 

La capacidad de venta de antojitos es restringida, ya que estos 
productos tienen una "vida de anaquel" de un día y su venta es in
dividual en los mercados, mediante el ofrecimiento de casa en casa 
o haciendo "entregos" o "pedidos especiales". La capacidad para 
aumentar el monto de venta depende de la capacidad individual, 
tanto para la elaboración de los productos como para su venta. En 
este aspecto es importante la disposición de los integrantes de la 
unidad familiar para integrarse a estas actividades. En el cuarto 
crédito disminuyó el número de mujeres que invirtieron en esta acti
vidad, probablemente porque no se requiere invertir grandes can
tidades de dinero, sino que el grueso de la inversión es el trabajo. 

Venta de dulces y refrescos 

Muchas mujeres que pretendían iniciar su vida como "microem
presarias" eligieron la venta de dulces y refrescos por no requerir 
de una inversión fuerte. Sin embargo, el decremento en el núme
ro de mujeres que destinaron sus créditos subsecuentes a esta op
ción puede deberse a la dificultad de obtener ganancias mediante 
la venta de estos productos. Una situación parecida puede asociar
se a la venta de trastes. 

Venta de zapatos por catálogo 

Los créditos para esta actividad se mantienen constantes a lo largo 
de los cuatro créditos, con un ligero incremento en el cuarto crédi
to. El hecho de contar con facilidades para la adquisición de la 
mercancía representa una oportunidad para las mujeres que les fa
cilita el desarrollo del negocio. 

LIMITACIONES PARA REPRODUCIR ESTAS ACTIVIDADES 

En estos resultados llama la atención la gran creatividad de las mu
jeres, sin embargo, en la región la infraestructura para plasmar esta 
creatividad está ausente. Prácticamente en todós estos negocios, 
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las mujeres se encargan de todos los pasos que requiere el proyec
to: diseño, compra de materia prima, elaboración (en su caso), es
trategia de comercialización y venta. Varios autores consideran que 
el crédito es sólo una herramienta o instrumento para generar de
sarrollo, y que se requieren de otros programas que potencien las 
actividades productivas (Fidamérica, 2004). 

En términos generales, los márgenes de ganancia de este tipo 
de actividades son pequeños y su ventaja está en el volumen de ven
ta; por ejemplo, la venta de ropa, de antojitos, de zapatos, las tiendas 
de abarrotes, las papelerías. Estos negocios no se pueden multipli
car ampliamente en las comunidades porque representarían com
petencia entre ellos mismos, son negocios cuyo éxito depende de 
que haya un número restringido de proyectos del mismo giro. Así, 
los "negocios exitosos" son para pocas personas. 

Dentro de los interrogantes que quedan en esta primera incur
sión en las microempresas de las mujeres están: ¿qué tanto se po
drán mantener estas microempresas a lo largo del tiempo? , ¿re
presentan ingresos importantes para salir de la pobreza?, ¿cuáles 
son los márgenes de ganancia?, ¿qué otros aportes proporcionan 
estas actividades, además del económico?, ¿qué problemas gene
ran en la familia estas actividades? 

¿QUIÉN GANA CON ESTOS NEGOCIOS? 

En términos generales estos negocios podrían 17 mejorar la vida de 
las mujeres, sin embargo, en cuanto a la región, no generan una 
inyección de recursos económicos salvo en el caso de la venta de 
antojitos. Tomando en cuenta que muchas de las mujeres venden 
tortillas, tamales, chiles rellenos, etc., en Xalapa y en Coatepec, esta 
actividad sí ingresa recursos hacia las comunidades. 

En una región pauperizada por la caída del precio del café, los 
recursos que generan el resto de las opciones productivas son pro
ducto, en el mejor de los casos, de una circulación interna. ¿Se 
podría decir que en el caso de las papelerías, la venta de ropa, las 
tiendas de abarrotes, las ventas por catálogo, etc., hay una transfe
rencia de recursos hacia afuera de la región porque la mayor parte 
de la inversión se ejerce en mercancía que se adquiere en otras re
giones? ¿En estas otras regiones, quiénes son los beneficiados? 

17 Es importante analizar individualmente cómo benefician estos nego
cios a la familia. 
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¿CÓMO ASEGURAR LA SOSTENIBILIDAD DE LAS INSTITUCIONES 

MICROFINANCIERAS Y LA SOSTENIBILIDAD DE SUS SOCIOS/CLIENTES? 

Regresando a los seis puntos que las instituciones microfinancie
ras se plantean para asegurar su sostenibilidad, me parece que es
tas microempresas de mujeres también requerirían de estos puntos 
equivalentes para que su actividad sea exitosa: 1) el cobro de ta
sas comerciales de interés que asegure la autosostenibilidad de la 
institución (equivale a los precios de los productos); 2) manejar gran
des volúmenes de préstamos (o de productos), aunque éstos sean 
pequeños; 3) dar un buen servicio; 4) contar con personal entrena
do, capacitado y motivado; 5) ser eficientes financieramente, y 6) 
asegurar los recursos para fondear a los clientes (asegurar el fi
nanciamiento a lo largo del tiempo). 

Por el tipo de microempresas o negocios que impulsaron las mu
jeres, se requiere que la institución microfinanciera que las finan
cia, u otros programas oficiales, apuntalen este enorme esfuerzo con 
infraestructura productiva, capacitación y asesoría. Para que las 
microempresas realmente sean una opción, se requiere que estos 
programas institucionales se comprometan en todo lo que implica 
el proceso microempresario y que no sea el microfinanciamiento la 
única opción de desarrollo. Así como se ha trabajado en elaborar las 
condiciones para la sostenibilidad de las instituciones microfinan
cieras, se debería considerar que las microempresas requieren de 
estrategias integrales para que realmente sean exitosas y autososte
nibles. De otra manera, las mujeres como beneficiarias de políticas 
incompletas no tienen por qué cargar con las carencias e incon
sistencias de estos programas. Pero no hay un compromiso ni del 
gobierno, ni de las financiadoras, ni de las instituciones microfinan
cieras para que prosperen las microempresas de las mujeres. Me 
parece que hay una contradicción desde el origen del planteamien
to de que a través de las microempresas se abatirá la pobreza. 

Sólo con microcréditos es imposible lograr el fortalecimiento 
que requiere la población marginada, ya que la marginación reba
sa el ámbito económico. 
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RESUMEN 

Este documento presenta algunos resultados de una evaluación 
microsociológica y políticamente no correcta del Progresa-Opor
tunidades, investigación realizada en dos comunidades rurales 
del Valle del Mezquital en el estado de Hidalgo. La evaluación se 
hace desde una perspectiva metodológica cualitativa, en donde 
se construye el concepto de relaciones sociales de la vulnerabili
dad, lo cual permite conocer de qué manera este programa produ
ce acción y cambio social en un contexto histórico-social de agudas 
desigualdades. 

Palabras clave: Progresa, evaluación, micrososcial, desigualdades 
sociales, cambio social. 

INTRODUCCIÓN 

El Programa de Educación Salud y Alimentación (Progresa), hoy 
Oportunidades (lo denominaremos como Progresa-Oportunidades), 
es desde 1997 el principal programa que se aplica contra la pobre
za extrema en el campo mexicano. Éste es uno de los mejores ejem
plos en América Latina de lo que se conoce como nuevas políticas 

* Una versión más amplia de esta investigación puede verse en Arzate 
(200Sa). 
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sociales, las cuales se caracterizan por estar dirigidas a los más po
bres y por utilizar la focalización como el mecanismo conceptual 
y operativo más importante para su acción. 

La evaluación microsociológica se lleva a cabo con base en una 
propuesta metodológica cualitativa, con la cual construye el con
cepto de relaciones sociales de la vulnerabilidad. Este concepto 
funciona como eje articulador de la acción social que origina el Pro
gresa-Oportunidades y a partir de él se intenta comprender los efec
tos en el nivel rnicrosociológico (el de las instituciones comunitarias) 
de este programa en comunidades rurales. Por ello, el trabajo brinda 
aportaciones respecto a la capacidad de dicho programa para ge
nerar cambio social, y luego emprende una crítica a su dispositivo 
conceptual y operativo, en el que, finalmente, la focalización se dis
tingue por ser un mecanismo que fragmenta la cohesión social y re
produce las desigualdades sociales. 

SUPUESTOS TEÓRICO-METODOLÓGICOS 

El estudio parte de la premisa de que el problema de la desigualdad 
es fundamental para vislumbrar las situaciones de carencia social 
y económica de los colectivos sociales del campo. Para el tema de las 
desigualdades, nos acercamos a la teoría del sociólogo Fernández 
Enguita (1998), quien establece una sistematización de la desigual
dad al analizar sus diferentes manifestaciones y muestra la manera 
en que funciona dentro de las redes económicas, las clases socia
les y el género, distinguiendo como propios de la desigualdad so
cial la explotación, la discriminación y la exclusión. A partir de la 
propuesta de la desigualdad como sistema de desigualdades de Fer
nández Enguita, hacemos una relectura del concepto de pobreza, 
ya no como carencia monetaria o de bienes, sino como un sistema 
específico de desigualdades, histórico y socialmente construido e 
instituido. Se trata de un sistema de la desigualdad, es decir, de rela
ciones, que llamamos "sistema de relaciones sociales de la vulne
rabilidad" (Arzate, 2004 y 200Sb). 

En este sentido, toda forma de precariedad humana que sea con
secuencia o efecto de las desigualdades sociales, considerada concep
tualmente como vulnerabilidad social, esto es, vista desde el ángulo 
de una situación histórica-concreta, donde las personas y las socie
dades ponen en riesgo su condición humana y, por eso, tienden ha
cia la carencia de poder (de micropoder) para mejorar su situación. 
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La investigación utilizó una perspectiva cualitativa de tipo reflexi
va, con una dimensión de lo macrosocial concebida como la situa
ción, y microsocial, que implica el conocimiento de la acción social 
ubicada en un "aquí y ahora" temporal: la vida cotidiana. La cues
tión sería entender, entonces, lo microsocial como un escenario de lo 
humano, complejo y sintético, que tiene sentido en la medida en que 
es comprendido mediante las nociones de tiempo y espacio histórico, 
las cuales son, a su vez, condiciones de subjetividad de lo social. 

El trabajo de campo de esta investigación se realizó en dos comu
nidades ejidatarias campesinas de la etnia hñahñú, cuyo asentamien
to geográfico se encuentra en el Valle del Mezquital. Las comunidades 
de estudio se localizan en el municipio de Alfajayucan. Se trata de 
comunidades en donde los servicios públicos son escasos y la gran 
mayoría de sus habitantes se encuentran en alguna situación de pre
cariedad económica y de marginación social. 

El pueblo hñahñú del Valle del Mezquital se estableció en un te
rritorio árido y agreste, por lo que desarrolló una cultura y una eco
nomía que aprovecha con eficiencia los recursos del desierto. Mas 
el excesivo crecimiento poblacional de las comunidades y su margi
nación del desarrollo moderno durante el último siglo los ha coloca
do en una situación de extrema carencia y marginalidad (Martínez 
y Sarmiento, 1991). 

En la región de estudio, la desigualdad tiene una explicación es
tructural que corresponde a una dimensión espacial. La introduc
ción de un sistema de riego en la zona ha disparado un proceso de 
dominación y polarización social, económico y político, entre cam
pesinos ejidatarios sin acceso al riego y pequeños productores priva
dos con acceso al riego, entre indígenas y mestizos, así como entre 
campesinos y caciques; · Jo anterior enfrenta a las diversas clases 
del campo entre sí por los escasos recursos, y confronta a los cam
pesinos pobres con el Estado por el control de las políticas públi
cas de desarrollo agrícola. 

En el Valle del Mezquital , la estructura social ha sido construi
da a partir de las formas de tenencia de la tierra y de las diferencias 
entre espacios irrigados y de secano. En los primeros existen peque
ños propietarios agrícolas capitalistas, quienes han desplegado una 
agricultura relativamente moderna, cuya capacidad productiva les 
permite tener acceso a créditos y tecnología, y arrendar tierras eji
dales, así como contratar mano de obra. Por lo tanto, su producción 
genera ganancias y está verticalmente estructurada en los merca
dos nacionales de alimento. En segundo término está la clase campe
sina, entre la que se distingue un campesinado medio (el que posee 
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de tres a siete hectáreas), y los que son pobres (que poseen menos de 
tres hectáreas); estos últimos constituyen la gran mayoría del cam
pesinado del Valle del Mezquital. Al final de la estructura social es
tán los jornaleros, o aquellos que no poseen tierra y sólo tienen su 
fuerza de trabajo; es el estrato más pobre de todos por carecer de 
una dotación de tierra. 

El sistema de relaciones sociales de la vulnerabilidad no busca 
conformar el tipo ideal o crear una tipología de pobrezas, sino in
tenta ir más allá de ese concepto (que reduce la precariedad a sus 
dimensiones económicas o materiales de la carencia). Su propósi
to es comprender la carencia como fenómeno social, la que se pro
duce y actúa en la sociedad: carencias como resultado de diversos 
y complejos fenómenos de desigualdad que, al estar presentes en 
la vida cotidiana de las personas, las hacen vulnerables ante la ad
versidad. 

Cabe señalar que las comunidades examinadas no tienen acce
so al sistema de riego. 

A continuación se presentan algunos hallazgos de la investiga
ción en relación con los procesos de reproducción de las desigual
dades sociales que el programa Progresa-Oportunidades suscita en 
estas comunidades rurales. 

EL PROGRESA-OPORTUNIDADES Y LA REPRODUCCIÓN 

DE LAS DESIGUALDADES SOCIALES 

¿Pobreza ex trema o indigencia? 

Los resultados del estudio de caso indican que en realidad el progra
ma no trabaja con la pobreza extrema sino con un segmento de la 
población en pobreza relativa, por eso excluye de su acción a lapo
blación en verdadera pobreza extrema, que en este contexto social 
rural es más bien una situación de indigencia. La pobreza relativa se 
puede distinguir de la pobreza extrema por el grado de inclusión en 
el sistema social y económico de las personas. Es decir, cuando hay 
pobreza moderada existen diversos grados y alternativas, también 
llamadas oportunidades, para participar en la sociedad contempo
ránea; esto es, lo que hay es un proceso de discriminación social. 
Por el contrario, en el caso de la pobreza extrema o indigencia no 
se cuenta con dichas alternativas o son mínimas: se trata de una si
tuación de exclusión. 



EVALUACIÓN MICROSOCIOLÓGICA DEL PROGRESA-OPORTUNIDADES 337 

La reproducción de las vulnerabilidades alimentarias, 
de salud y educativas entre indigentes y pobres 

En términos de vulnerabilidad en las comunidades analizadas, se 
detectó que para las familias en pobreza relativa -las cuales en su 
mayoría son campesinas- la vulnerabilidad de salud de los niños 
se caracteriza por un grado de desnutrición que va de leve a mode
rada, mientras que para los niños en pobreza extrema o indigencia 
es de moderada a grave. En el caso de las personas en pobreza ex
trema es común que padezcan algún tipo de enfermedad mental. 
En tomo al acceso a servicios de salud mínimos es irregular en la 
pobreza relativa, en tanto que las familias en pobreza extrema son 
excluidas de dichos servicios. 

En lo que se refiere a la escolarización, una buena proporción de 
niños en pobreza moderada pueden ingresar en una escuela y lle
gar a la secundaria, aunque su escuela también es de baja calidad 
y sus oportunidades disminuyen conforme avanzan en la escala edu
cativa; no pasa lo mismo con los que viven en pobreza extrema, 
quienes tienen escasísimas oportunidades de escolarización y son 
excluidos de la educación media y superior. Para los adultos, en am
bos tipos de pobreza, el analfabetismo significa una reducción de 
sus alternativas. De esta forma han sido discriminados por las po
líticas del propio Estado al dejar en un plano secundario una polí
tica educativa de alfabetización de adultos. 

El Progresa-Oportunidades también crea discriminación, la cual 
se refleja en las posibilidades educativas para adultos varones jefes 
de familia, quienes enfrentan una vulnerabilidad educativa muy al
ta debido a su analfabetismo, como resultado de no considerar la 
alfabetización en dicho programa. 

Construcción de autonomía o de subordinación 

En cuanto a la probabilidad de construir una autonomía política, 
las familias en pobreza relativa tienen una amplia experiencia de or
ganización y acción deliberativa en asambleas comunitarias, gracias 
a su condición de ejidatarios. Por su parte, los que padecen pobre
za extrema, al ser familias de migrantes y carecer de tierra propia, 
están excluidos de cualquier tipo de organización. 

En términos de género, en ambos casos la mujer vive una doble 
explotación, pues por sus trabajos no llega a recibir una remunera
ción siquiera cercana al salario mínimo, además de que es explotada 
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en el interior de sus hogares al cargar con la mayoría de las labo
res domésticas, la crianza de los hijos, y efectuar trabajos agrícolas 
y artesanales para complementar el ingreso familiar. 

En términos de clase, el campesinado sufre una situación de explo
tación por parte de los mercados de granos básicos, que no pagan un 
precio justo por su producto, además de que son discriminados por 
la banca comercial al no considerar a los ejidos como sujetos de cré
dito; las dos desigualdades son producto de las políticas macroeco
nómicas neoliberales aplicadas desde el Estado mexicano hacia el 
campo, por lo que la actuación de éste es netamente discriminato
ria hacia la clase campesina. En el caso de los pobres extremos, al 
no contar con tierra propia, su única opción laboral es el trabajo 
como jornaleros, lo cual implica explotación ya que no reciben ni 
un salario mínimo; por otra parte, ambos son excluidos al no dis
poner de seguridad social ni seguros de algún tipo. 

Focalización y reproducción de las desigualdades 

En cuanto a la política social, su actual configuración institucional 
representa una concepción de política social de bajo perfil equita
tivo, regresiva y excluyente, sobre todo para los grupos indígenas, 
así como discriminador, principalmente por lo que toca a la mujer 
y a ciertas clases sociales, como la campesina, la de los jornaleros 
sin tierra y hacia ciertos segmentos de la clase trabajadora. Se tra
ta de una política social que no cumple con una concepción de ciu
dadanía plena, y que al ser discriminatoria y excluyente vulnera los 
derechos sociales de las mayorías. 

La política social focalizada y su institucionalidad que trabaja 
en el Valle del Mezquital , en especial el subsidio a productores Pro
campo, el de la tortilla FideUst, el de la leche Liconsa y el Progresa
Oportunidades, constituyen un conjunto de acciones regresivas en 
términos de igualdad, segmentadoras en términos sociales y, por 
ello mismo, reproductoras del status qua de la pobreza y del sistema 
de desigualdad social en la región; pero, quizás, la característica más 
relevante de estas políticas es su naturaleza autoritaria, la cual es 
disfrazada de una racionalidad técnica, supuestamente neutra y li
bre de ideología (metodologías para la focalización) . Es decir, son 
programas sociales que evaden la noción de ciudadanía y al hacer
lo reproducen las relaciones sociales de clientelismo, quebrantando 
de este modo los derechos sociales de las personas y los colectivos 
en estado de pobreza; esto es, reproducen el sistema de las desigual-
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dades. Ahora bien, la focalización 1 practicada por el Progresa-Opor
tunidades cristaliza formas de exclusión social en varios niveles. Hay 
una exclusión total en términos de clase. Puesto que la clase campe
sina es el objeto del programa, deja fuera a una buena parte de la 
clase proletaria agrícola o de jornaleros agrícolas, población que 
son las familias que al no contar con tierra propia viven en los espa
cios más marginales de las comunidades en donde el programa tie
ne problemas de acceso. También hay exclusiones parciales dentro 
de la clase campesina en la medida en que el Progresa-Oportuni
dades sólo trabaja con un segmento de ésta, dejando sin sus bene
ficios a un grupo considerable de familias en números absolutos, 
pues la prueba de medios, encuesta familiar para mediar pobreza 
relativa, tiende a trazar una línea regresiva entre pobres y no pobres. 
Mucho de esto tiene que ver con el método oficial de medición de 
la pobreza, el cual establece tres tipos de pobreza que, además de ser 
ambiguos en su definición teórica, usan umbrales cualitativos ba
jos para distinguir entre pobres relativos y extremos, así como en
tre pobres y no pobres. 2 

El Progresa-Oportunidades como estrategia de exclusión 
y discriminación en el ámbito rural 

La principal característica del Progresa-Oportunidades es su natu
raleza como estrategia social de exclusión y discriminación social: 
excluye a los pobres extremos o indigentes y practica distintas for
mas de discriminación en el grupo de los pobres relativos. A pesar de 
su planteamiento multidimensional en tres esferas de acción -ali-

1 Una de las principales características de este programa ha sido la fo
calización, que constituye la principal estrategia organizadora del progra
ma como tal. Los métodos de focalización han ido cambiando a través de 
los años; así, el programa comenzó combinando la aplicación de una encues
ta que medía la pobreza relativa dentro de las comunidades con algunos 
otros indicadores, tales como la existencia de escuelas y clínicas cercanas a 
las comunidades clientes del programa. En últimas fechas, uno de los prin
cipales indicadores de selección ha sido la encuesta de hogares que mide la 
pobreza. El principal problema de este instrumento es que su umbral de lí
nea de pobreza es bajo, por lo que la distancia de pobreza entre los seleccio
nados y los no seleccionados es mínima y cualitativamente poco significativa 
dentro del contexto de una comunidad. Ante estas críticas, la última inno
vación ha sido la incorporación de clientes mediante autoincorporación, 
mecanismo que estaría por evaluarse en términos de su efecto de equidad 
social (Sedesol, 1999). 

2 Actualmente se puede consultar el método oficial de medición de lapo
breza en <www.coneval.gob.mx>. 
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mentación, educación y salud-, no logra cubrir el total del espec
tro del sistema social de vulnerabilidad de las comunidades cam
pesinas al no tomar en cuenta aspectos fundamentales para atacar 
la pobreza y su círculo vicioso. Empero, sería injusto no mencio
nar algunos aciertos del programa, pues el Progresa-Oportunidades 
presenta un cuadro de luces y sombras, es decir, produce tenden
cias de cambio social contradictorias entre sí, paradójicas. 

El Progresa-Oportunidades 
y las desigualdades entre regiones 

El Progresa-Oportunidades no mejora las relaciones asimétricas 
entre regiones y entre campo-ciudad, en todo caso las hace más evi
dentes. Esto se debe, en parte, a que no ensaya estrategias de de
sarrollo productivo en cada región, adecuadas a su problemática· 
productiva y a su articulación con el mercado. Sin una política de 
desarrollo regional que mejore la productividad de la agricultura 
y la ganadería del Valle del Mezquital, será prácticamente imposi
ble arraigar a los jóvenes en su tierra, es decir, sin la existencia de 
tales oportunidades reales a mediano plazo para los hoy niños y jó
venes escolarizados por el programa, una parte de todos los esfuer
zos realizados no tiene sentido del futuro, en particular en cuestiones 
de cohesión social para las comunidades. 

El problema de la explotación 

En relación con el marco estructural de desigualdad social que se 
crea luego de la aplicación del Progresa-Oportunidades, tenemos, 
primero, que es posible identificar dos tipos de explotación. La pri
mera se produce cuando los padres de familia reciben un salario 
inferior al mínimo por su trabajo como jornaleros; la segunda se 
verifica por el bajo pago que obtienen los campesinos por sus pro
ductos en el mercado. En ambos casos el Progresa-Oportunidades 
no puede modificar en nada tales situaciones. 

Más aún, una forma de explotación importantísima, cualitativa
mente negativa, es la que se da dentro de la familia por parte del 
varón hacia la mujer. Se trata de una explotación culturalmente re
producida y legitimada por las culturas indígenas. En realidad, el 
denominado sesgo de género del Progresa-Oportunidades resulta 
insuficiente para evitar la explotación de la mujer jefa de familia. 
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El problema del género 

En términos de género, la falta de oportunidades es mayor en la 
mujer que entre los varones, sobre todo en cuestiones educativas 
y laborales. En este sentido, el Progresa-Oportunidades hace poco, 
pues si bien desarrolla un enfoque de género, los principales be
neficios son para las niñas y las adolescentes menores de 16 años; 
mientras que las mujeres adultas son favorecidas sólo parcialmente 
con la asistencia en salud, lo cual es un acierto del programa pues 
mejora su capacidad física, pero en términos de su sistema social 
de vulnerabilidad no es suficiente debido a la gran cantidad de ca
rencias en su entorno social. 

Resulta difícil asegurar que los apoyos recibidos por las jefas de 
familia, que en su mayoría viven solas pues sus compañeros emi
gran para trabajar en Estados Unidos, puedan crear una situación 
de "ernpoderarniento", sobre todo porque el programa no las inclu
ye corno sujetos activos, reflexivos y participativos, sino sólo corno 
clientes demandantes de un servicio o ayuda. Es decir, el progra
ma no trabaja con un esquema para la generación de ciudadanía y 
los diversos comités existentes sólo legitiman las decisiones adop
tadas en los centros de mando administrativos. Lo mismo sucede 
con una supuesta generación de "capital social", ya que no existe 
una asamblea reflexiva, participativa y autónoma, por lo que los 
comités de jefas de familia son pequeñas organizaciones con baja 
capacidad reflexiva y de actuación; su actuación es más bien opera
tiva. En fin, el problema es que las familias beneficiadas son enten
didas por el programa corno clientes y no corno ciudadanos. Para 
hablar de un ernpoderarniento real de la mujer jefa de familia ha
bría que plantear procesos de participación y autonomía radicales, 
esquemas que un programa tan rígido y burocratizado corno lo es 
el Progresa-Oportunidades es incapaz de entender y desarrollar. 

Asimismo, discrimina al varón jefe de hogar, pues sus apoyos no 
lo benefician en ningún momento; entonces se reproduce un sín
drome de precariedad compuesto por la cadena causal desernpleo
enfermedad (Arzate, 2005a). 

CONCLUSIÓN 

La focalización segmenta la sociedad rural y, al hacerlo, reproduce 
procesos de discriminación en cuanto a la reducción de las opor
tunidades en las familias y de cada uno de sus integrantes, pero con 
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especiales implicaciones para el género; y claro, excluye al sector 
más desprotegido de la sociedad: las familias migrantes sin tierra, 
éstos sí en una situación de pobreza extrema, si la entendemos co
mo la privación absoluta de opciones para desarrollar capacidades 
y agencia (capacidad para la participación ciudadana y construc
ción de la autonomía política). La paradoja del Progresa-Opor
tunidades es que su diseño centrado en la focalización reproduce 
la desigualdad pero, oficialmente, ese mismo diseño se vende co
mo una de sus características fundamentales, es decir, lo hace efi
ciente. 

Queda mucho por conocer acerca de la pobreza como sistema 
social de vulnerabilidad, así como también de los programas socia
les focalizados y su capacidad para generar cambio social, por lo 
cual es necesaria la realización de mayores trabajos desde una pers
pectiva cualitativa. Esto permitiría una comparación de resulta
dos, con la esperanza de que este cúmulo de conocimiento derive 
en la construcción de criterios metodológicos críticos y normati
vos para la evaluación de lo público. 
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RESUMEN 

Este trabajo evalúa el Programa de Seguridad Alimentaria del Es
tado de México (Comesa) puesto en marcha en 2004 y con térmi
no a finales de 2005. Con la ayuda del enfoque de lagobernanza, 
se analizaron las etapas de diseño, instrumentación y ejecución del 
Comesa en tres de sus componentes estratégicos: nutrición-salud, 
producción local y acceso de alimentos. Se realizó una etnogra
fía institucional, la cual permitió observar a los actores políticos y 
sociales, así como sus relaciones en los arreglos institucionales. 
Aquí se analiza cómo un programa dirigido a poblaciones vulnera
bles surge o emerge de una cierta complicidad entre las políticas 
sociales y el interés político del gobierno estatal. con el fin refor
zar tácticas electorales. 

Palabras clave: política social, seguridad alimentaria, gobeman
za, etnografía institucional, género. 

INTRODUCCIÓN 

La FAO reconoce la necesidad de la población de contar con un po
der de adquisición casi como el único medio por el cual puede adqui
rir alimentos. Se esperaría que una forma de intervención social 
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fuera la creación de empleos generadores de ingresos (Ghersi y Mar
tin, 1996); sin embargo, se ha constatado que dicha intervención 
consiste, por un lado, en liberar las fuerzas mercantiles para que 
regulen la generación de empleos, los salarios y los preeios de los 
alimentos y, por el otro, dar un fuerte impulso a las políticas de asis
tencia alimentaria para aliviar los males de la extrema pobreza (Viz
carra, 2007). 

En la actualidad, combatir la pobreza es la prioridad de la polí
tica social de los países latinoamericanos, la cual se utiliza con fines 
electorales. En este sentido, con frecuencia la sociedad considera 
a las políticas sociales como programas que brindan seguridad so
cial y que benefician a ciertas "poblaciones-objetivo", que por lo ge
neral son definidas como poblaciones vulnerables y políticamente 
sensibles (Vizcarra, 2007). De aquí que las políticas sociales de asis
tencia estatal, orientadas hacia la protección de los intereses de ali
mentación de los pobres, sean socialmente aceptadas, a pesar de 
que sólo ofrecen garantías para continuar la subsistencia familiar, 
con mínimos aportes de bienestar en la presentación de servicios 
públicos determinados. Por lo general, una vez que las poblacione.s 
son "beneficiadas" con alguno de estos programas y se convierten 
en votos para el partido que los apoya, los programas cesan, se trans
forman o se refuerzan para dar continuidad al partido en el poder 
(Vizcarra, 2002a, 2002b). 

En México, el primer programa asistencia de este tipo fue el Pro
grama Nacional de Solidaridad (Pronasol), aplicado por el gobier
no de Carlos Salinas de Gortari ( 1988-1994), el cual consistía en dar 
becas a los mejores promedios de las poblaciones rurales pobres y 
otorgar algunas despensas o proyectos a Mujeres en Solidaridad. 
El segundo programa, financiado por el Banco Mundial (BM) y el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID), fue el Programa Nacio
nal de Educación, Salud y Alimentación (Progresa) promovido por 
el gobierno de Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000). Este pro
grama, de carácter focalizador, es decir dirigido a las familias que 
se encuentran en el rango de extrema pobreza, fue el primer ante
cedente que integró en sus discursos la perspectiva de género. Ahí 
se reconoce que las niñas y las mujeres del medio rural son las más 
desprotegidas del desarrollo, las que menos frecuentan la escuela 
o no terminan sus estudios por sus condiciones de subordinación, 
maternidad precoz y servicio a los demás antes que a ellas mismas. 
El Progresa consistía entonces en favorecer la asistencia escolar a 
niños y niñas, otorgándoles becas diferenciadas por sexo (a las niñas 
les corresponde un poco más con respecto a los niños); en promo-
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ver la salud preventiva, reproductiva e higiene doméstica y familiar 
entre las mujeres pobres, y en transferir recursos directos a las mu
jeres encargadas del hogar para complementar el gasto alimentario 
familiar. Aparentemente existe una contradicción con el fin políti
co electoral en cuanto a la continuidad del poder, pues el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI), al cual pertenecía el presidente 
Zedillo, perdió las elecciones presidenciales del año 2000. No obs
tante, con la transición del poder político se trató en primera instan
cia de cumplir con los mandatos de la transformación democrática 
y al mismo tiempo asegurar la continuidad del modelo de desarrollo 
neoliberal que exigían los acuerdos internacionales --entre los que 
se encuentra el Tratado de Libre Comercio de América del Norte-, 
y en segunda instancia, de reforzar la política social en el marco del 
combate a la pobreza iniciado desde 1992. De cierta manera, el Pro
gresa fue parte de la estrategia de transición sin cambio estructural. 

En efecto, basado en los mismos principios rectores del Progre
sa (focalización, perspectiva de género y corresponsabilidad), el 
gobierno de Vicente Fox Quezada (2000-2006), del Partido Acción 
Nacional (PAN), le dio continuidad al programa convirtiéndolo en 
Oportunidades en 2002, cuya política social denominó "Contigo es 
posible". Básicamente, el programa Oportunidades ha ampliado su 
cobertura, sosteniendo que el programa es exitoso porque ha mejo
rado sustancialmente el estado nutricional de los niños y las niñas, 
y ha reducido la tasa de deserción escolar, favoreciendo la conti
nuidad de los estudios en las niñas. 1 Este programa fue rescatado 
en el discurso de campaña electoral del actual presidente de Méxi
co, Felipe Calderón (2006-2012), quien prometió dar continuidad al 
programa Oportunidades si la población le otorgaba el voto. De he
cho, el programa continúa actualmente como una estrategia de "Vi
vir mejor" y hacer frente a las crisis alimentarias mundiales que se 
anuncian con el aumento de los precios de energéticos. 

El Estado de México no se escapa de estas prácticas instituciona
les y un ejemplo de ello es el Programa de Seguridad Alimentaria 
del Estado de México, denominado Consejo Mexiquense de Se
guridad Alimentaria (Comesa),2 el cual inició en 2004 en la admi
nistración de Arturo Montiel Rojas. Con la ayuda del enfoque de la 
gobernanza, el presente artículo tiene como objetivo evaluar preci-

1 Véanse los informes de gobierno tercero, cuarto y quinto de Vicente 
Fox. 

2 Comesa fue adoptado como nombre del programa, por un lado, por
que es el acrónimo del consejo y, por el otro, porque difunde la idea de co
mer en la mesa. 
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samente el Comesa. Este enfoque nos indica una cierta compren
sión o cierta forma de pensar y construir la clase de problemas que 
deben ser resueltos mediante la intervención de autoridades o ins
tituciones y con estrategias específicas (Pineda et al. , 2006; Vizca
rra, 2007) . El trabajo está dividido en dos partes: en la primera se 
analizan las etapas de diseño e instrumentación del Comesa; en la 
segunda se profundiza en la ejecución del programa, considerando 
sus componentes estratégicos: nutrición-salud, producción local y 
orientación alimentaria. Para la obtención de datos se aplicaron 
dos métodos cualitativos: uno fue la observación directa del desarro
llo del programa durante 12 meses (marzo de 2004 a marzo de 2005), 
y el otro se apoyó en entrevistas en profundidad con los actores po
líticos implicados en diversas etapas del desarrollo del programa: un 
directivo y dos funcionarios del Comesa; dos delegadas regionales 
de la Secretaria de Desarrollo Social del Estado de México (Sedesem) 
encargadas del enlace entre el gobierno y las comunidades bene
ficiarias piloto; la propia secretaria de dicha dependencia; dos fun
cionarios de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario de la entidad, 
encargados de cumplir los acuerdos institucionales firmados con el 
Comesa; la directora del Centro de Estudios de Marginación y Pobre
za del Estado de México (Cemapem) de la Sedesem, autora del pri
mer diseño del programa. Asimismo, la evaluación ampliada del 
Comesa se aplicó en dos comunidades periurbanas del valle de To
luca, designadas para aplicar el programa piloto. La evaluación se 
realizó mediante seis tesis de licenciatura en Nutrición, las cuales 
aplicaron diferentes métodos (antropométricos, estadísticos, encues
tas de opinión y entrevistas a las beneficiarias) y cuyos resultados se 
presentan en este documento. 

DISEÑO E INSTRUMENTACIÓN 

De acuerdo con el Plan de Desarrollo 1999-2005 del Estado de Mé
xico, el gobierno en tumo se propuso elevar el estado nutricional 
de los grupos vulnerables en zonas de pobreza y marginación, pro
mover la suficiencia alimentaria y fomentar nuevos hábitos de con
sumo alimenticio, necesarios para alcanzar un desarrollo digno 
y sustentable. Por iniciativa del gobernador Arturo Montiel Rojas, y 
para atender esta asignatura aún pendiente en 2003,3 el gobiémo 

3 El Comesa fue conformado oficialmente en un acto público el Día Mun
dial de la Alimentación (el 17 de octubre de 2003), en la Aula Magna (rec
toria) de la Universidad Autónoma del Estado de México. 
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estatal designó a la Sedesem para conformar el Consejo Mexiquen
se de Seguridad Alimentaria, el cual fue integrado además de la 
propia secretaría, por las siguientes dependencias gubernamenta
les federales y estatales: Secretaría de Agricultura, Ganadería De
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), Secretaría de 
Desarrollo Agropecuario (Sedagro), Instituto de Salud del Estado 
de México (ISEM). Además se integraron otras instituciones al Come
sa, como la Universidad Autónoma del Estado de México, los sec
tores privados (comercializadoras) y organizaciones de la sociedad 
civil (Banco de Alimentos, S.C.), quienes sumados a los organis
mos internacionales como el Fondo Internacional de las Naciones 
Unidas de Socorro a la Infancia (UNICEF) y el Fondo de Desarrollo 
de las Naciones Unidas para la Mujer (Unifem) en México, firmaron 
convenios de cooperación para garantizar el desempeño del pro
grama. 

Los acuerdos interinstitucionales e intersectoriales (públicos y 
privados), que surgieron del Comesa, fueron pensados como una es
trategia de coordinación estatal para reunir agencias gubernamen
tales y agentes privados con bajos presupuestos y trabajar a través 
de comisiones. Con este esquema se pretendía asegurar la transver
salidad y eficiencia, revisar periódicamente los avances y las es
trategias, así como modificar, en su caso, las metas y los impactos 
sociales. 

La propuesta del Comesa llegó a ser una expectativa de desarro
llo para organismos internacionales como la FAO. De hecho Eva Clay
ton, subdirectora de ese organismo, comentó que el Comesa sería 
la e;icpresión más clara de compromiso alimentario del gobernador 
Arturo Montiel, ya que se trabajaría con más empeño para crear el 
ambiente político propicio, con el fin de facilitar el financiamiento 
y poner en práctica los programas que hagan posible la lucha de 
todos contra el hambre y la pobreza (Mora, 2004). Asimismo, la FAO 

pugnó ante el gobierno federal para que el Estado de México for
mara parte de la segunda fase del Programa Especial de Seguridad 
Alimentaria (PESA), que con apoyo técnico del organismo interna
cional y la Sagarpa, ampliaría el espectro del fomento agropecuario 
a municipios de alta marginación, propuestos por el Estado de Mé
xico con base en los índices de marginación calculados por el Con
sejo Estatal de Población (Herrera, 2003).4 

4 Recomendaciones que no se llevaron a cabo, debido a desacuerdos ge
nerados por "faltantes" en los fondos especiales para el desarrollo agropecua
rio entregados por la federación (Sagarpa) al gobierno estatal (Sedagro) 
(palabras de un funcionario público de la Sedesem, febrero de 2005). 
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Estas prácticas discursivas difundían pretensiosamente que el 
Comesa sería una política pionera en el país, no sólo porque aprove
charía las ventajas locales agropecuarias, sino porque favorecería 
las profundas transformaciones que requería el país. No obstante, 
el Comesa ignoró el contexto nacional en cuanto al debilitamiento 
de las políticas de seguridad alimentaria y la pérdida de la sobera
nía alimentaria. En efecto, el mercado global, acompañado de la li
beralización de productos alimentarios, de la reestructuración de 
las transnacionales agroalimentarias y del fortalecimiento de los 
bloques económicos, han sido las condiciones que han desplazado 
la injerencia del Estado para proteger a los productores y consu
midores mexicanos. 

A cambio, el Comesa se concretó a atender poblaciones focales 
(vulnerables) proporcionándoles una serie servicios y promoviendo 
organizaciones femeniles con el supuesto de facilitar la integración 
familiar y comunitaria. El ánimo de no caer en el asistencialismo, 
como lo ofrecía en ese entonces el programa Oportunidades, radica
ría precisamente en el fortalecimiento de este tipo de redes socia
les, junto con acciones integrales y sustentables de nutrición, salud 
y mejoramiento del gasto familiar. En sí, se pretendía que fuera un 
programa con perspectiva de género, concebido con la gente y de 
cara a sus necesidades más apremiantes (Sedesem, 2004). 

Como plataforma para el diseño del programa, el Cemapem rea
lizó un estudio diagnóstico-cualitativo (con enfoque grupal) en dos 
poblaciones urbanas donde casualmente el PRI, al cual pertenece 
el gobernador, había perdido las elecciones municipales de 2003 
(Netzahualcóyotl y Ecatepec). De este diagnóstico, y con la aseso
ría de expertos en seguridad alimentaria y nutrición, el Cemapem 
propuso a la titular de la Sedesem los siguientes mecanismos de 
intervención: 

a) En la primera fase, y en coordinación con las instancias de de
sarrollo agropecuario, salud y desarrollo integral de la familia, el 
nuevo programa de seguridad alimentaria desarrollaría acciones 
en municipios urbanos y suburbanos; mediante un decidido fomen
to de la producción de alimentos en el campo, se financiarían pro
yectos de desarrollo agropecuario y asesoraría para la tecnificación 
de parcelas donde la producción no es propicia; asimismo, se ex
tenderían sus acciones a la comercialización de productos perece
deros. Por su parte, los productores locales también se incluirían 
en este mecanismo, pues se pretendía que el Comesa los acercaría 
a las comunidades para que éstos vendieran sus productos perece-
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cleros a buen precio (sin intermediarios). Para este fin se diseña
ron los Tianguis Comesa, los cuales se harían una vez por mes en 
cada comunidad beneficiada. 

b) Uno de los mecanismos más importante de ejecución sería la 
creación de redes sociales, promovidas principalmente por mujeres 
amas de casa, pues se considera a las mujeres como el eje funda
mental del Comesa. Por un lado, porque en la mayoría de los ho
gares ellas son las transmisoras del conocimiento y de la tradición 
culinaria, y porque a través de ellas es posible fomentar en las fami
lias el conocimiento sobre el mejor aprovechamiento nutricional 
de los alimentos. Por otro lado, las mujeres se convertirían en las pro
motoras del mismo Comesa al identificar puntos de acción para 
solucionar problemas de la comunidad. Además, su organización 
propiciaría mejores estándares de convivencia gracias a su parti
cipación voluntaria, con lo cual se evitarían las focalizaciones , que 
suelen generar más problemas que soluciones al fomentar los resen
timientos y las diferencias sociales. 

Cabe mencionar que la idea de dirigir el programa a la pobla
ción pobre a través de las amas de casa viene del discurso oficial 
de la misma FAO, el cual promueve que las intervenciones orienta
das a las mujeres reducen las restricciones sobre un grupo parti
cularmente desfavorecido y tienen el máximo impacto sobre los 
indicadores de seguridad alimentaria y nutrición, ya que ellas son 
las que motivan la multiplicación del conocimiento alimentario y 
soportan las acciones de mejoramiento de la comunidad mediante 
la formación de fondos de ahorro, diseño de proyectos productivos 
y transformación de la visión del futuro comunitario (FAO, 1996; 
Hoddinott, 2002; Vizcarra, 2007). 

e) La tercera fase se daría a través de la distribución de alimen
tos en canastas recomendadas por expertos en nutrición, cuyo fin 
era variar y enriquecer la dieta de las familias beneficiadas. Una vez 
que las mujeres se organizaran en grupos de 20 a 25 integrantes, 
dirigidas por un comité formado por una presidenta, una tesorera 
y una secretaria (elegidas por el mismo grupo), quienes además de 
fungir como enlaces con la coordinación del Comesa y con las 
diversas instancias públicas, sociales y privadas para concretar 
los apoyos definidos en el mismo programa, recabarían una cuota 
de recuperación a cada integrante del grupo mediante mecanis
mos de regulación y vigilancia propuestos por funcionarios de la 
Sedesem. Se pretendía que con ese capital de ahorro, cada mes 
las amas de casa pudieran adquirir la Canasta-Comesa y más ali
mentos perecederos (frutas y verduras) a precio de productor. Es-
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tas acciones pretendían que las canastas se distribuyeran sin selec
tividades ni clientelismos. 

Bajo estos supuestos, todas las beneficiarias tendrían la obliga
ción de cumplir con al menos tres acciones del programa: 1) cons
tituir una caja de ahorros administrada por cada grupo; el ahorro 
de diez pesos semanales por familia les daría al mes el costo de una 
canasta básica subsidiada por el programa; la Canasta Comesa se 
distribuiría en eventos masivos llamados Encuentros Comesa, a 
los cuales era obligatorio que asistieran; 2) en los Encuentros Come
sa, las mujeres recibirían capacitación a través de varios procesos 
educativos (conferencias, pláticas, dinámicas de grupo) cuya temá
tica pudiese ser: nutrición, higiene y salud, cocina e identidad, la 
mesa y la convivencia familiar, autoestima femenina y violencia de 
género, o alimentación y economía doméstica, y 3) en el mismo 
encuentro se instalaría el Tianguis Comesa con los productores lo
cales y regionales, donde se ofrecerían alimentos perecederos (fru
tas y verduras) a bajo costo. 

d) Con los grupos conformados también se pretendía generar me
canismos de autogestión femenina para capitalizar los proyectos 
productivos que otras instancias gubernamentales les ofertarían. 
Con los fondos recabados y administrados por ellas, las mujeres
madres beneficiarias tendrían la posibilidad de participar solidaria
mente y de manera organizada, tanto en la solución de problemas 
financieros de algunos miembros, como en la puesta en marcha de 
actividades productivas desarrolladas individual o colectivamen
te, para lo cual recibirían apoyo y asesoría técnica de la Sedagro. 

Por medio de esta opción, las mujeres, divididas en subgrupos de 
cinco integrantes, podrían acceder al programa de Proyectos Produc
tivos que ofrecía la Sedagro. También podrían aumentar su capa
cidad de ahorro en las mismas cajas, incrementando su cuota y 
bajo la asesoría de autogestión de la Sedesem, ellas podrían hacer 
préstamos más grandes de la cantidad que hubiesen ahorrado. 

e) Acompañada de la distribución de canastas, se asumiría como 
prioridad la orientación alimentaria para la prevención de enferme
dades, el mejoramiento de la economía de las familias y la integra
ción comunitaria a través de la convivencia familiar y la identidad 
regional. 

Hoddinott (2002) apunta que, aun cuando exista un mayor acce
so a los alimentos, no necesariamente mejorará la utilización de los 
mismos cuando se carece de una adecuada orientación alimentaria. 
De aquí que una parte importante del programa se basaría en pro-
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mocionar información básica para que las mujeres desarrollaran 
habilidades, actitudes y prácticas relacionadas con los alimentos 
incluidos en la Canasta Comesa. El círculo vicioso cerraría con la 
corrección de las dietas actuales, pues se sabe que para crear con
ciencia de una dieta saludable resulta necesario asegurar la acce
sibilidad de alimentos y, así, cubrir las necesidades básicas de 
alimentación de las familias (Pérez y Plazas, 2003). 

Asimismo, el Cemapem propuso los siguientes criterios de se
lección: 

Para comunidades: 
• Comunidades urbanas o rurales que presenten índices de 

marginación alta y muy alta. 
• Población menor de cinco mil habitantes. 
• Que al menos 50 por ciento de la población esté al mar

gen de los beneficios del programa Oportunidades o cual
quier otro programa de asistencia social. 

Para familias beneficiarias: 
• Mujer embarazada o en periodo de lactancia. 
• Jefa de familia con niños menores de cinco años. 
• Jefe de familia desempleado con niños menores de cinco 

años. 
• Familia con miembros con padecimientos crónicos dege

nerativos o discapacitados. 

Para llevar a cabo todas estas acciones fue necesario diseñar cier
tos arreglos institucionales entre tres instituciones gubernamenta
les del Estado de México: la Sedesem sería la estancia que fungiría 
como la coordinadora-ejecutora de los acuerdos, además de que brin
daría los apoyos institucionales para que se cumplieran los acuer
dos. La Sedagro sería la dependencia que ofertaría sus programas 
con el fin de aumentar la disponibilidad alimentaria y acercar a 
los productores locales al consumo familiar. El Instituto de Salud 
de la entidad (ISEM) ofrecería sus servicios de prevención de enfer
medades y orientación nutricional y alimentaria (véase el esquema 
1). Otras instituciones públicas y privadas irían incorporándose en 
este entramado para lograr y garantizar la seguridad alimentaria de 
los beneficiarios del programa Comesa. En suma, con estas accio
nes el Comesa pretendía convertirse en un verdadero modelo de 
desarrollo integral al cerrar el círculo virtuoso de la buena alimen
tación (Sedesem, 2004). 
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ESQUEMA 1 
ARREGLOS INTERINSTITUCIONALES EN EL MARCO DEL COMESA 

Disponibilidad 
alimentaria 

Seda gro 
Producción 

de alimentos a cargo 
de productores locales 

y regionales 

Sedagro 
Proyectos productivos 

para autoconsumo 

~ 

----+ 

Accesibilidad 

Seda gro 
Oferta de productos 

en Encuentros Comesa 
por los productores 
locales y regionales 

Seda gro 
Generación de poder 

adquisitivo por venta de 
excedentes de proyectos 

productivos 

Orientación 

ISEM 

Vigilancia nutricional , 
higiene y salud 

Sedesem 
Pláticas y educación 

F UENTE: Secretaría de Desarrollo Social , Programa de Seguridad Alimentaria (2004). 

EJECUCIÓN 

El programa Comesa diseñó los cuatro siguientes instrumentos de 
ejecución: a) la aplicación de una encuesta-familiograma para diag
nosticar la situación de emergencia por inseguridad alimentaria, y 
enseguida seleccionar a los hogares beneficiarios (bajo los criterios 
antes mencionados) en dos comunidades piloto; b) la organización 
de grupos de amas de casa con el fin de capacitarlas en materia de 
autogestión para cajas de ahorro; e) la organización de Encuentros 
Comesa en cada comunidad para vender alimentos perecederos en 
el formato de tianguis, entregar las canastas y ofrecer pláticas de 
orientación alimentaria, salud y autoestima femenina (véase el es
quema 2), y d) la promoción de los proyectos productivos ofreci
dos por la Sedagro en reuniones de los grupos de las amas de casa 
beneficiarias. 

En el diseño gubernamental del Comesa, el gobernador del Esta
do de México presidiria el consejo y la titular de la Sedesem fungiria 
como la secretaria técnica. Siendo el consejo la máxima autoridad 
administrativa, tendría la facultad de dirigir las acciones, correc
ciones y evaluaciones del programa. A través de su estructura, el go
bierno realizaría esfuerzos de coordinación y de promoción con la 
sociedad, con las autoridades estatales y municipales y con orga
nizaciones e instituciones especializadas para enfrentar la desnu
trición de los grupos vulnerables. Para cumplir con sus funciones, 
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ESQUEMA 2 
ACTIVIDADES EN LOS ENCUENTROS COMESA 

FUENTE: a partir de la presentación del programa Comesa (Sedesem, 2004). 

las sesiones del consejo debieron celebrarse cada seis meses, pero 
después de su gran ceremonia de instalación, exitosamente difundi
da por los medios en 2003 , el consejo no volvió a reunirse duran
te el periodo de duración del programa (que terminó en marzo de 
2005). Primeramente porque no hubo mucho interés en la difusión 
del programa dentro dela Sedesem, ya que algunos miembros invo
lucrados en la coordinación del Comesa no conocían o no tenían 
bien delimitadas sus funciones dentro de éste, y porque el progra
ma no contó con un presupuesto etiquetado para su desarrollo, por 
lo que se redujo el cuerpo de funcionarios dramáticamente a tres 
encargados de su ejecución. De esta manera, el equipo Comesa se 
apoyó directamente en su Dirección General de Programas Socia
les, que estaba a cargo de una antropóloga y dos ayudantes direc
tos: un contador y un antropólogo (Vázquez y Ortega, 2006). 

Las comunidades "piloto" 

Para hacer la prueba piloto del Comesa, la Sedesem aplicó una 
encuesta sociodemográfica con familiogramas a dos comunida
des suburbanas del valle de Toluca: 120 encuestas en San Gaspar 
Tlahuelilpan, en el municipio de Metepec, y 11 O en el barrio de Gua
dalupe, del municipio de San Mateo Ateneo. 

Metepec es conocido por ser un municipio joven de desarrollo ha
bitacional y comercial. Su crecimiento urbano se caracteriza por 
la expansión de zonas residenciales para las clases medias y altas, 
dejando al margen de su desarrollo colonias habitacionales de in
terés social, barrios y comunidades rurales oriundas, entre las que 
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se localiza San Gaspar Tlahuelilpan. Por su parte, el municipio de 
San Mateo Ateneo es conocido gracias a la industria del calzado, 
la cual le dio impulso económico a la región de Lerma en las déca
das de los años setenta y ochenta. Con la entrada al Tratado de Li
bre Comercio de América del Norte, esta industria se encuentra en 
declive, propiciando un alto flujo migratorio y un nuevo proceso de 
empobrecimiento de sus comunidades rurales y suburbanas que 
no formaron parte del proyecto local inicial; tal es el caso del ba
rrio de Guadalupe. 

Estas comunidades fueron seleccionadas para el estudio piloto 
por cumplir con dos de los tres criterios propuestos: población con 
menos de cinco mil habitantes y alto o medio índice de marginación. 
Sin embargo, se omitieron otros criterios adicionales a los propues
tos: se requería que la mitad de la comunidad no fuera beneficiada 
con el programa Oportunidades, con el fin de no competir con los 
recursos federales, pero 80 por ciento de los hogares de estas comu
nidades fueron incluidas en la política de ampliación de cobertura 
del programa en 2002 (Vizcarra, 2007), por lo que fue imposible evi
tar dicha adscripción. Además, otros dos criterios no difundidos por 
la institución fueron los que influyeron para la selección de estas 
comunidades. Por un lado, la cercanía a la ciudad de Toluca fue un 
factor estratégico para observar las respuestas institucionales y de 
la población y, por el otro, las dos comunidades pertenecen a dis
tritos donde el PRI había perdido las elecciones locales en 2003. 

Las encuestas fueron aplicadas por el personal que trabajaba en 
diferentes dependencias de la Sedesem y por las dos delegadas re
gionales de la misma secretaría.5 Gran parte de estos funcionarios 
nunca habían aplicado encuestas, aunque en su mayoría tenían es
tudios superiores (sociología, comunicación, contaduría, antropo
logía y trabajo social). Tampoco tenían conocimientos previos de 
nutrición, salud y antropometría, no obstante que una parte impor
tante de la encuesta incluía datos nutricionales, como peso y talla 
de menores de cinco años. 6 

5 Es importante mencionar que al menos en la época de nuestro estudio, 
se sabía que trabajar como funcionario(a) del gobierno estatal implicaba 
responsabilidades con el PRI. Por ejemplo, prestaban sus servicios proseli
tistas en todo el territorio de la entidad. Durante los fines de semana, fuera 
de horarios de trabajo y con recursos propios, visitaban comunidades urba
nas y rurales, repartían despensas y materiales para construcción, y a cam
bio las personas se afiliaban al partido. 

6 Además de los datos personales de las mujeres (madres) que serian iden
tificadas como beneficiarias del Comesa, el familiograma comprendía una 
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Las delegadas locales y regionales de la Sedesem realizaron un 
enorme esfuerzo para reunir a las mujeres de las dos comunidades 
piloto. Las invitaron de puerta en puerta y lograron registrar 40 gru
pos de beneficiarias de entre 20 y 25 integrantes (20 grupos en cada 
comunidad). Con una breve capacitación, las mujeres integraron 
sus comités directivos y nombraron su grupo. Las mejor instrui
das tenían los tres primeros puestos: presidenta, secretaria y teso
rera. Esta tarea tuvo poca controversia, ya que muchas de las amas 
de casa seleccionadas eran analfabetas o sólo habían cursado has
ta el tercer grado de primaria. Como un dato curioso, el nombre de 
registro de los grupos identificaba a un personaje o un objeto con 
características femeninas , como Las Margaritas, Las Atómicas, Las 
Encantadoras, etcétera.7 

Salud-nutrición 

Por falta de personal dedicado al Comesa, las encuestas-familio
gramas8 fueron remitidas a nuestro equipo de investigación para 
realizar el diagnóstico. Desafortunadamente, la petición se presen
tó en el periodo de evaluación del programa, cuando éste ya se ha
bía puesto en marcha en las comunidades seleccionadas para la 
prueba piloto. De todas formas, aprovechamos algunos datos de es
tos familiogramas para comparar el antes y el después del estado 
nutricio de los menores de cinco años. 

Se realizaron dos análisis antropométricos: uno, con los datos de 
nutrición del familiograma para evaluar la efectividad de la reco
lección de datos que pueden reflejar una situación de desnutrición 

primera parte para recabar información sociodemográfica de todos los 
miembros del hogar; características de la vivienda; hábitos sanitarios, de 
alimentación y de salud; enfermedades agudas y crónicas; adicciones; dis
capacidades y una sección para identificar a las mujeres en edad fértil de 
12 a 49 años . La segunda parte estaba subdividida en dos partes, la nutricio
nal y la social. El total de la encuesta constituía 330 reactivos y para com
pletarlos se requería de una hora y media por encuestada (palabras de una 
delegada regional de la Sedesem, febrero de 2005). 

7 En el primer Encuentro Comesa donde participó el gobernador, y en 
forma de competencia para demostrar su presencia, a las integrantes de 
cada grupo se les escuchaba gritar el nombre de su grupo y echar porras con 
el mismo vigor con que sus lideresas las animaban para festejar con grati
tud al gobernador. 

8 Del total de 456 encuestas-familiogramas, más de la mitad estaban in
completas y en casi todas se encontraron muchas deficiencias en el lle
nado. 
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infantil y, por lo tanto, la pertinencia del Comesa como un progra
ma emergente socialmente justificado (Sierra, 2006); el otro, con 
datos de primera mano del barrio de Guadalupe, donde pesamos y 
medimos a los menores de cinco años, con la estandarización reque
rida y bajo el cuidado de especialistas en nutrición (Vallejo, 2006). 
Los resultados de ambos estudios se muestran en las tablas 1 y 2. 

En el primer caso, al analizar el peso para la edad y la talla para 
la edad según el método de clasificación de Gómez ( 1997) (indica-

TABLA 1 
ESTADO NUTRICIO SEGÚN EL INDICADOR TALLA PARA LA EDAD 

EN MENORES DE CINCO AÑOS 

Familiograma Evaluación 
Estados de nutrición Comesa (%) del Comesa (%) 

(Sierra, 2006) n = 133 (Vallejo, 2006) n = 84 

>2DE 1 o 
(Talla alta) 

2DEA-2DE 96 87 
(Ligeramente alta, normal 

y ligeramente baja) 

<-2DE 3 13 
(Talla baja) 

Total 100 100 

TABLA 2 
ESTADO NUTRICIO SEGÚN EL INDICADOR PESO PARA LA EDAD 

EN MENORES DE CINCO AÑOS 

Familiograma Evaluación 
Estados de nutrición Comesa (%) del Comesa (%) 

(Sierra, 2006) n = 133 (Vallejo, 2006) n = 84 

>2DE 15 5 
(Obsesidad y sobrepeso) 

2DEA-2DE 82 82 
(Normalidad, 

desnutrición leve) 

<-2DE 2 13 
(Desnutrición 

moderada y severa) 

Total 100 100 
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dores de desnutrición por desviaciones estándares),9 fue necesario 
eliminar más de 30 por ciento de las encuestas, porque los datos 
describían fenómenos infantiles; es decir, niños con edad de 12 
meses, con pesos de alrededor de 35 kilogramos y medio metro de 
estatura, o bien, de metro y medio de estatura y con un peso de 12 
kilogramos. 

Es evidente que, de haberse realizado el diagnóstico de desnutri
ción, para que éste fuera un indicador de selección de los hogares 
Comesa, se hubieran obtenido datos dudosos, precisamente porque 
el personal encuestador desconocía las normas de estandarización 
para registrar pesos y tallas a menores de cinco años (mínimo de ro
pa, cabeza, talla y piernas bien erguidas, sin zapatos, etc.) (Habitch, 
1998), además de que no contaban con equipos adecuados (báscu
la y estadímetro) para este grupo de edad. to 

Ambos análisis, si bien no son comparables entre sí por las razo
nes antes mencionadas, muestran que de haberse confiado en un 
diagnóstico como resultado de las encuestas-familiogramas, la des
nutrición infantil no hubiera sido un desafío por la intervención 
oportuna o emergente del Comesa, a menos que se hubiera detecta
do la obesidad o el sobrepeso infantil como un problema social y de 
salud pública (Sierra, 2006). En cambio, y a pesar de que los hoga
res ya tenían un año de beneficiarse con las acciones del Comesa y 
dos años de beneficiarse del programa Oportunidades, nuestra eva
luación nutricional muestra que la desnutrición infantil sigue siendo 
un problema latente en los hogares de bajos ingresos del Estado de 
México (Vallejo, 2006). 

Entre los acuerdos institucionales con el Comesa que no se cum
plieron se encuentra, precisamente, el del ISEM, el cual debería ha
ber apoyado con exámenes médicos a las beneficiarias, al menos 
en los Encuentros Comesa; sin embargo, la mayoría de las mujeres 

9 Para el análisis de estos datos y determinar su estado nutricional se uti
lizaron las tablas del National Center for Health Statistics (NCHS), del Depar
tamento de Salud y Educación y Bienestar Social del gobierno de Estados 
Unidos) para cubrir los requisitos de valores de referencia mencionados por 
la Organización Mundial de la Salud (OMS). Dichas tablas han sido incor
poradas en la Norma Oficial Mexicana para el control de nutrición, creci
miento y desarrollo del niño y del adolescente (NOM-008 SSA 2-1993) (SSA, 
1993). 

10 Otros estudios realizados en la región mazahua han mostrado que la 
mayoría de los datos antropométricos obtenidos por las mismas institu
ciones (enfermeras de los centros de salud o promotores comunitarios de la 
salud) no son confiables, ya que se incurre en las irregularidades aquí mos
tradas (Vizcarra et al., 2006; Vizcarra et al., 2008). 
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desconocían este servicio y sólo se enteraron porque estaban obliga
das a usar los servicios públicos de salud como parte de los com
promisos firmados con el programa Oportunidades. 

Efectivamente, se apreció que con o sin el programa Comesa, no 
existían cambios notables en el uso de los servicios públicos de salud 
accesibles en las comunidades piloto y en sus cercanías (ISEM, IMSS, 

ISSSTE, Isemym, DIF), ni mayor información de la que ya tenían las 
beneficiadas en relación con los servicios que ofrece el sector salud, 
ni modificación en las frecuencias de visitas a este sector, ni los mo
tivos de salud para obtener consultas (Figueroa, 2008). Sin embar
go, se observó que las beneficiarias del programa Oportunidades 
usaban los servicios de salud pública por obligatoriedad, para no ser 
sancionadas. Estos nuevos usos sociales condicionados, si bien no 
contribuyen a que las mujeres desarrollen capacidades humanas 
en términos de libertades, al menos las ha corresponsabilizado en 
seguir ciertos esquemas de salud preventiva (vacunaciones, salud re
productiva, higiene, etc.) que mejoran gradualmente la salud de su 
famfüa, al menos mientras dure el contrato social que establecieron 
con el programa Oportunidades (Vizcarra y Guadarrama, 2007). 

Producción local y Ti.anguis Comesa 

Uno de los problemas más frecuentes en los programas de seguri
dad alimentaria para poblaciones vulnerables es su incapacidad de 
integrarse en políticas económicas y sociales de desarrollo rural y 
agroalimentario regional, nacional y global. Separares tas dimensio
nes de la seguridad alimentaria parece ser una estrategia común 
de los gobiernos locales. Mientras no exista un proyecto nacional 
cuya prioridad sea obtener la seguridad alimentaria con un alto com
ponente de autosuficiencia en la producción de básicos (como maíz 
y frijol), regido por la soberanía alimentaria en todos sus factores 
(precios, subsidios, inversión, investigación- tecnología, infraestruc
tura, canales de distribución, transporte e industrialización), y con un 
profundo respeto al derecho del bienestar con justicia social, difí
cilmente las acciones locales tendrán un impacto en favor de los ho
gares pobres o beneficiarios de programas especiales emergentes. 

Alejados del objetivo de la autosuficiencia de granos como el maíz 
y el frijol, 11 las políticas sociales desvían la atención de la opinión pú-

11 El maíz y el frijol son productos considerados como básicos no sólo 
porque han llegado a aportar 60 por ciento de los requerimientos proteínico
calóricos de la dieta mexicana rural , sino porque conforman la producción 
de la mayor parte de la agricultura campesina en México (Vizcarra, 2002). 
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blica, difundiendo la idea de que para mejorar la alimentación de los 
hogares pobres y lograr la seguridad alimentaria se requiere de in
gresos monetarios y orientación para comprarlos. 

Un error común de las políticas sociales es considerar que la dis
ponibilidad de alimentos en los hogares requiere que éstos se en
cuentren en los mercados locales y/o en los huertos familiares, y 
que con apoyos monetarios directos las familias podrán acceder a 
los alimentos que no producen. Pero la seguridad alimentaria de los 
hogares rurales es más compleja, y para lograrlo es necesario que 
exista una producción suficiente y estable que garantice los suminis
tros y el acceso a corto, mediano y largo plazos, lo cual incluye el 
manejo sustentable de los medios de subsistencia (Vizcarra, 2007). 
Además, se requiere que la acumulación de existencias, la garantía 
de estabilidad de los precios entre las diferentes zonas y el comer
cio internacional de alimentos estén reguladas, para que cualquier 
fallo de estos eslabones no contribuya a la inseguridad alimentaria, 
al menos en el nivel de los hogares rurales (Eide et al., 1992). 

Sin tomar en cuenta estas consideraciones, el Comesa se limitó 
a acercar frutas y verduras a los hogares beneficiarios a través de 
tianguis coordinados por la Sedagro. Se pensó que estos tianguis 
mensuales y organizados dentro de los Encuentros Comesa, se con
vertirían en la infraestructura adecuada del mercado local para co
mercializar los alimentos perecederos de los productores locales y 
regionales. Así, los productores eliminarían a los intermediarios 
y garantizarían la estabilidad de los suministros, además de que se 
buscaba impactar en los precios de los alimentos disponibles en las 
comunidades en favor del gasto de los hogares. 

En el año evaluado, la Sedesem organizó cuatro Encuentros Co
mesa en cada una de las comunidades piloto. Un par de semanas 
antes de cada encuentro, las delegadas de la Sedesem avisaban per
sonalmente al comité directivo de cada grupo, la hora, fecha y lu
gar en el que se llevaría a cabo el encuentro, para que los comités 
a su vez sirvieran de comunicadores con el resto de las integrantes 
de los grupos. El comité directivo debía integrar una lista con el 
pedido de frutas y verduras de cada integrante. Esta lista llegaría a 
los funcionarios del Comesa una semana antes, quienes realizarían 
el pedido total a los funcionarios de la Sedagro, encargados de or
ganizar el tianguis con los productores. 

A pesar del esfuerzo de los comités y de los funcionarios , los agri
cultores locales y regionales no se mostraron interesados en la venta 
directa al público por varias razones; una de ellas fue el bajo volu
men de venta de productos perecederos en el tianguis (reflejado en 



LECCIONES DE UNA POLÍTICA SOCIAL EMERGENTE 361 

la lista total de cada comunidad); otra razón se derivó de la poca 
frecuencia de Encuentros Comesa y por su irregularidad. Para los 
productores, una vez al mes era más atractivo que de vez en cuan
do y sin una programación que se respetara. Ante ello, la Sedagro 
se vio obligada a tratar con los comerciantes pequeños de la región 
para cumplir el compromiso Comesa. Por otro lado, las "beneficia
rias Comesa" pidieron en sus listas frutas y verduras no disponibles 
en la localidad o región. 12 Para cumplir con los arreglos institucio
nales del Comesa, en un par de ocasiones la Sedagro también se vio 
forzada a proveer la lista en la central de abastos de la ciudad de 
Toluca. Como resultado tangible de estos arreglos, los productos 
del Tianguis Comesa no fueron más baratos de lo esperado. 

Durante los Encuentros Comesa, las integrantes del comité di
rectivo de cada grupo, con la lista en mano, nombraban una a una 
a las amas de casa para que acudieran al tianguis a recoger y pagar 
su "pedido", al costo que estuviese. Cuando ellas hacían su pedido, 
se les exigía que no fuese por debajo de un kilogramo por produc
to, y cuando se les entregaba la mercancía, ésta venía empaqueta
da por kilogramo en bolsas de plástico. Aunque también se ofrecían 
otros productos no comprendidos en las listas y había la posibilidad 
de comprar excedentes de los mismos productos, este mecanismo de 
control no fue del agrado de las integrantes. Su desacuerdo no sólo 
se centraba en la poca libertad para decidir en el momento --qué 
y cuánto comprar-, sino que tampoco podían escoger las piezas 
libremente para satisfacer sus exigencias de calidad. Pese a que la 
mayoría de ellas se quejaron de la calidad y de los precios de los 
productos del tianguis, y bajo la presión social del mismo comité 
directivo, las amas de casa se vieron comprometidas a comprar su 
anticipada lista al programa Comesa. 13 

En lo que respecta a los proyectos productivos ofrecidos dentro 
del acuerdo Sedagro-Comesa, se exhortó en varias reuniones a gru
pos de mujeres que realizaran los siguientes proyectos: molinos de 
chiles, estéticas, rosticerías, pastelerías, cocinas económicas, gran
jas de pollo, codornices y hortalizas. 

Los requisitos para participar fueron los mismos para todas las 
mujeres rurales mexiquenses que realizaran la demanda ante la 
Sedagro: constituirse en grupos de al menos cinco personas, regis
trar su organización en la Secretaría de la Reforma Agraria y aportar 

12 La naranja, la mandarina, el mango y el plátano fueron los precede
ros más demandados (Tinoco y Galván, 2007). 

13 En el tianguis, ellas gastaban entre SO y 70 pesos por este concepto (Ti
noco y Galván, 2007). 
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50 por ciento del costo inicial del proyecto. El restante lo otorgaría 
la institución (Sedagro) con un fondo perdido de la federación (Sagar
pa) . Ante la insistencia del Comesa, entre más de 400 beneficiarias 
se lograron iniciar dos proyectos productivos: una cocina econó
mica y una estética, de los cuales ninguno subsistió después de seis 
meses de actividad (Tinoco y Galván, 2007). 

Es importante mencionar que 30 por ciento de los hogares be
neficiarios ya tenían huertos y/o criaban pollos de traspatio, y aun
que pidieron el apoyo institucional para fortalecer estas actividades 
dentro del marco de acuerdos del Comesa, se les negó por no cum
plir con el esquema de requisitos, entre los que destaca su indispo
sición de abandonar la producción individualizada y constituirse 
en grupos. 

Estas lecciones han sido ampliamente documentadas en diver
so estudios, en los cuales se muestra que uno de los fracasos de los 
programas gubernamentales de proyectos productivos para muje
res pobres es precisamente la exigencia de organizarse, participar 
y responsabilizarse de los proyectos. Por un lado, su participación 
implica un aumento considerable del trabajo extradoméstico, sin 
que disminuya la carga del trabajo doméstico y reproductivo (Pine
da et al., 2006). Por otro lado, y para el caso de las beneficiarias del 
Comesa, habría que incluir el tiempo que le dedican a las exigen
cias de participación en los Encuentros Comesa, administrar las ca
jas de ahorro y el inevitable tiempo que le dedican a cumplir con las 
condicionantes del programa Oportunidades. 

Orientación nutricional y Canasta Comesa 

La orientación alimentaria, como estrategia educativa comunita
ria, hubiese buscado el aprovechamiento de los recursos disponi
bles a través de prácticas aplicables a las actividades cotidianas de 
los hogares Comesa. Pero el propósito de dirigir las pláticas colec
tivas en los Encuentros Comesa a la búsqueda de soluciones para 
los problemas de salud y alimentación que afectan la calidad de vi
da de los individuos (Bourges, 2003), se vio seriamente perturbado 
por varias razones. 

Una de ellas fue que sólo se realizaron cuatro Encuentros Come
sa de los 12 que se habían planeado. En el primer encuentro, nutriólo
gas expertas impartieron una dinámica plática sobre la composición 
alimentaria del "plato del buen comer", así como sus componen
tes nutrimentales y la importancia de combinar adecuadamente los 
tres grupos de alimentos comprendidos en el plato. Después de esta 
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plática no hubo otra más sobre orientación alimentaria. Los temas 
que se ofrecieron en los encuentros subsecuentes dependían más de 
la capacidad del equipo del Comesa por contactar expertos de diver
sos temas (equidad de género, higiene bucal, medio ambiente, etc.), 
en lugar de seguir un programa apropiado de educación y orienta
ción alimentaria. La falta de personal experto del ISEM para dirigir 
el Programa de Orientación Alimentaria y Nutrición fue, sin duda, 
uno de los mayores obstáculos para el logro de este objetivo, es de
cir, reorientar la compra de alimentos a través de la influencia de los 
productos que componen la Canasta Comesa. 

Los funcionarios responsables del Comesa, así como los que dise
ñaron la canasta, se congratulaban de la composición de ésta (véa
se la tabla 3), porque se constituía de los alimentos suficientes para 
cubrir la necesidad energética, de proteína, hierro, calcio y vitami
na A de una familia promedio. Estos alimentos representaban la va
riedad, la buena calidad, la presentación y el sabor agradable, la 
inocuidad y la accesibilidad (Pérez, 2006). Si bien las canastas sólo 
fueron distribuidas en cuatro ocasiones durante 12 meses en lasco
munidades piloto, las autoridades del Comesa insistieron en se-

TABLA 3 
PRODUCTOS QUE INTEGRAN LA CANASTA COMESA * 

Producto Cantidad Gramaje Costo unitario 
(Sedesem) (Profeco) 

Leche en polvo: 
1 

480 28.25 Liconsa gramos 
Sardina en tomate: 2 425 5.60 Mareden gramos 
Frijol: 1 1 9.20 El' Friiolito kilogramo 
Lenteja: 1 500 3.50 Schettino gramos 
Arroz: 1 1 4.30 Morelos kilogramo 
Aceite: 1 1 litro 8.00 La Patrona 
Avena : 1 1 4.24 Xonor kilogramo 
Puré de tomate: 2 220 3.00 La Costeña gramos 
Atún en aceite: 

2 
174 4.45 Mareden gramos 

* Costo unitario: $83.59. Subsidio de $50.00 por canasta. 
FUENTE: Sedesem (2004). 

Costo total 

28.25 

11 .20 

9.20 

3.50 

4.30 

8.00 

4.24 

6.00 

8.90 
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ñalar que dichas canastas no representaban, por sí mismas, una 
mejora nutricional directa en el estado de salud de la población a las 
que iban dirigidas, sino que las despensas eran sólo un apoyo para 
la economía familiar y la educación en alimentación. 

Pese a que en general las beneficiarias aceptaron de buen grado 
la Canasta Comesa (a excepción de las latas de sardinas y de puré 
de tomate), fue imprescindible haber obtenido orientación alimen
taria para sensibilizar a la población acerca de una alimentación 
correcta a través de productos disponibles en la canasta, lo cual se 
vería reflejado en la aceptación de alimentos que habitualmente no 
incluían en su consumo (Pérez, 2006) . Ciertamente, la mayoría de 
ellas relataron que todas las pláticas eran de su interés, pero que 
aprendieron relativamente poco sobre nutrición y acerca de cómo 
mejorar la salud de sus familias a partir de la comida y de los alimen
tos comprendidos en la Canasta Comesa, algunos de los cuales 
conocían poco (como la avena). Ellas hubieran preferido conocer 
recetas, dietas y otros consejos para mejorar su alimentación y sus 
hábit'JS. 

Las razones que condujeron al incumplimiento de los objetivos 
del Comesa fueron desmotivando la participación de las beneficia
rias. Entre las razones de suma importancia destacan los cambios 
constantes de fechas para llevar a cabo los Encuentros Comesa. 
Por parte de las beneficiarias, cada vez que se anunciaba un encuen
tro había una movilización por parte del comité directivo para re
cuperar las cuotas destinadas a la caja de ahorros y a la compra de 
la canasta, levantar los pedidos de perecederos (frutas y verduras) 
y confirmarle al grupo la fecha, hora y lugar del evento. Cancelar o 
modificar la fecha, además del descontento que generaba la noti
cia, implicaba que las mujeres del comité invirtieran más de su 
tiempo para dedicárselo a la gestión del Comesa, pues tenían que 
visitar de nuevo a las integrantes de su grupo para anunciar el cam
bio, además de que repetirían el proceso en caso de que algunas 
beneficiarias reclamaran sus ahorros mientras se realizara el even
to y/o cambiaran su lista de perecederos. Una de las consecuencias 
irremediables de estas movilizaciones fue la renuncia de varias se
cretarias, tesoreras o presidentas de los comités, así como el retiro 
del programa de algunas beneficiarias. 

Vale la pena mencionar que gran parte de los hogares beneficia
dos no cuentan con teléfono; si bien algunas tienen aparatos celu
lares, las mujeres del comité no lo usaban para difundir los avisos 
del Comesa, puesto que el programa no cubría ningún gasto al res
pecto y, por lo tanto, el sistema de aviso, cancelación y nuevo aviso 
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lo realizaban a pie, de puerta en puerta, tantas veces como fuera ne
cesario para lograr que todas las integrantes del grupo se entera
ran de los cambios. En total se cancelaron cuatro y se llevaron a 
cabo cuatro encuentros, propiciando con ello una relación no recí
proca entre beneficiarias y el gobierno. 

El deterioro de las relaciones entre ambos actores (beneficiarias 
y funcionarios) también afectó las relaciones de trabajo dentro de 
la misma Sedesem. Las delegadas de esta secretaria, del mismo 
modo, mostraron su descontento con las cancelaciones y los cam
bios de los Encuentros Comesa, pues ellas eran las agentes que se 
relacionaban directamente con las mujeres de los comités para anun
ciarles los avisos. Como suele suceder, las mujeres del comité les 
reclamaban enérgicamente cada vez que habían cambios, y para 
cumplir con los mandatos gubernamentales las delegadas incluso 
se encargaban de avisar directamente al resto de las integrantes de 
los grupos, sobre todo cuando se rompían los canales de comuni
cación entre las delegadas y el comité. Asimismo, por el bajo presu
puesto administrativo del Comesa, las delegadas cubrian con sus 
propios recursos los gastos que generaban estos procesos. 

Los cambios inoportunos de los Encuentros Comesa se debían 
a varios factores logísticos. Uno de ellos tenía que ver directamen
te con los proveedores de la Canasta Comesa, pues a excepción de 
Liconsa, que proporcionaba la leche en polvo, todos los proveedo
res pertenecían a comercializadoras privadas (como GARIS), quienes 
no surtían las despensas hasta que el gobierno otorgara el primer 
anticipo de 30 a 50 por ciento del costo total, trámite que reque
ría alrededor de 90 días en las instancias gubernamentales. El resto 
del pago y a manera de crédito, se debía realizar 30 días después de 
entregar las despensas. Sin duda, las deudas se acumulaban en
cuentro tras encuentro, y con ellas los retrasos en la consecución 
de los eventos. 

Otro factor ligado al anterior fue la popularidad que comenzó 
a tener el Comesa entre los presidentes municipales priístas de la 
entidad, quienes gestionaban directamente con la directora del pro
grama el primer Encuentro Comesa. Para difundir el programa se 
realizaba este evento masivo en comunidades con alta marginali
dad. Al evento acudían las autoridades de la Sedesem y funciona
rios municipales para hacer presencia y difundir la política social 
del gobernador. 14 Durante el periodo de vida del Comesa, los encuen-

14 En este periodo, la titular de la Sedesem fue promovida a un puesto 
clave de desarrollo comunitario y promoción social dentro del PRI estatal. 
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tros se realizaron en 12 comunidades rurales del estado. Pese a que 
en todas estas comunidades sólo hubo un encuentro, y dado el po
co personal con que cuenta el programa, el bajo presupuesto y las 
dificultades para obtener las despensas y organizar los tianguis, 
fue necesario mover las fechas de los encuentros en las comunida
des piloto y adecuarlas a las agendas de las autoridades, de tal for
ma que se atendieran las nuevas demandas municipales. 

Un factor no menos importante que los anteriores fue la propa
ganda del gobernador a través de este programa. Las canastas no 
debían ser distribuidas sin que las cajas de cartón en las que se em
pacaban las despensas tuvieran la impresión de la fotografía del 
gobernador y los colores del partido. 15 

Las canastas de alimentos básicos no sólo han sido una estrate
gia normativa para calcular la base del salario mínimo, sino que 
su distribución a través de los programas gubernamentales orien
tados al combate de la pobreza o a atender zonas marginadas para 
ofrecer un mínimo de alimentos (necesarios para la subsistencia de 
la población pobre), por lo general, van a la par de una táctica elec
toral. 

Tanto en el país como en el Estado de México, el doble propó
sito de las canastas o despensas para los pobres tiene varias déca
das de antigüedad. 16 Sin duda se trata de una experiencia ligada al 
PRI, pero no exenta de las prácticas políticas de otros partidos. De 
hecho, al año de constituirse el Comesa (un año antes de las eleccio
nes presidenciales), la titular de la Secretaría de Desarrollo Social 
de la administración de Vicente Fox, Josefina Vázquez Mota, anun
ció como programa originario y especial para comunidades (princi
palmente indígenas) que viven inseguridad alimentaria, las mismas 
acciones del Comesa. 17 

Al parecer, ni los procesos de transición democrática han lo
grado erradicar las viejas reglas del juego político que intentan legi
timar la intervención institucional del Estado en nombre de las 

Sin embargo, este cambio no influyó para que el nuevo secretario conti
nuara con los Encuentros Comesa programados. 

15 Cabe mencionar que el gobernador manejó, en el último año de su ad
ministración, una campaña abierta para lograr su candidatura del PRI a la 
presidencia de la República, por lo que los movimientos dentro de su gabi
nete estaban concebidos para apoyar dicha campaña preelectoral. 

16 Para abundar más sobre los programas gubernamentales federales y 
estatales que han distribuido despensas o canastas alimentarias a grupos 
de poblaciones vulnerables, véase el trabajo de Pérez (2006). 

17 Véase <http://fox.presidencia.gob.mx/foxcontigo/>, recuperado en no
viembre de 2005. 



LECCIONES DE UNA POLÍTICA SOCIAL EMERGENTE 367 

demandas sociales y por encima de los derechos ciudadanos. El 
canje de canastas básicas por incentivos políticos (léase votos), 
viene a dificultar la validación de las instituciones por parte de las 
poblaciones "beneficiadas" de las políticas sociales emergentes, y 
con ello el deterioro de las relaciones entre los actores significati
vos en los procesos electorales venideros. 

CONSIDERACIONES FINALES 

La evaluación del Comesa bajo el enfoque de la gobemanza nos per
mitió observar que en lugar de que las instituciones le confieran 
propiedades al sistema político (como la agencia) para convertir las 
demandas sociales en políticas de bienestar, el diseño, la instrumen
tación y la ejecución de una política que se anunciaba efectiva, se 
vio truncada por intereses proselitistas ligados a procesos políticos 
más amplios (presidenciales). En otras palabras, la incapacidad gu
bernamental para pasar del diseño-instrumentación a la ejecución 
de una política social como el Comesa se vio reflejada al rebasar sus 
propias atribuciones institucionales. Esta incapacidad surgió o emer
gió de una cierta complicidad entre las políticas sociales y el inte
rés del sistema político del gobierno estatal por reforzar tácticas 
electorales. 

Un ejemplo de ello se muestra en que las oportunidades de de
sarrollar la autogestión femenina colectiva, la cual se pretendía al 
promover redes sociales con la participación comunitaria y Ja de 
agentes burocráticos, no sólo debilitó las relaciones entre ambos 
sino que contribuyó a reforzar los mecanismos de control social so
bre las poblaciones beneficiarias, que en este caso son femeniles, 
al usarlas como "promotoras" y gestoras del programa, en detrimen
to de su propio bienestar. 

En lo que se refiere al entramado de arreglos institucionales se 
observó que, por tratar seguir las reglas del juego, negaron su pro
pia capacidad institucional para responder a sus responsabilidades 
y cumplir con los compromisos con la sociedad, como se mostró 
en la impuntualidad de la entrega de la canasta básica debido a los 
cambios inoportunos de las agendas políticas, así como en el forza
do Tianguis Comesa sin la participación directa de los productores, 
o bien en la falta de personal experto en alimentación y nutrición 
para llevar a cabo una efectiva capacitación de orientación alimen
taria. 
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En suma, el programa Comesa es un claro ejemplo de la ausencia 
de ingobernabilidad, señalada por Prats (2003), ya que la capaci
dad institucional para alinear las necesidades sociales con las po
líticas, en un proceso de democracia y desarrollo, es negada por las 
relaciones de poderes partidistas. 
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DIVERSIDAD Y CAMBIO EN LAS PRÁCTICAS 
ELECTORALES DE LOS MUNICIPIOS OAXAQUEÑOS 

Jorge Hernández-Díaz* 

RESUMEN 

Las reformas al marco juridico estatal, iniciadas en 1990, recono
cen algunos de los derechos de los pueblos y las comunidades indí
genas. Así, en 1995 se modifica la Constitución local oaxaqueña 
y el código electoral estatal, con el fin de proteger las prácticas con
suetudinarias utilizadas hasta entonces por las comunidades para 
designar a sus autoridades comunitarias. El reconocimiento de 
ese derecho implicaba aceptar la existencia, en el ámbito muni
cipal, de un sistema juridico-normativo similar al derecho po
sitivo, pero propio y diferenciado. En este contexto, el objetivo es 
reflexionar y argumentar que no se trata de dos sistemas distin
tos, sino de realidades más complejas que son el resultado de 
procesos históricos de larga duración, que las dicotomías limitan 
un tratamiento que realmente considere la diversidad y que el 
alcance de las reformas actuales comprime la realidad y niega 
el proceso de interculturalidad. 

Palabras clave: · prácticas consuetudinarias, multietnicidad, de
recho positivo, usos y costumbres, interculturalidad. 

INTRODUCCIÓN 

En el contexto internacional, la consolidación de la democracia y 
la participación política de los ciudadanos mediante partidos po-
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líticos en sistemas de representación parlamentaria, son conside
radas partes constituyentes de un movimiento necesario y general 
del actual momento histórico. 

A este anhelo, se suma la demanda de grupos o sectores que cons
tituye una propuesta aparentemente opuesta a la anterior; se trata 
de manifestaciones sociales que reivindican el reconocimiento de su 
especificidad cultural y que han generado un ambiente político que 
favorece procesos de redefinición de identidades étnicas y cultura
les que, a su vez, se traducen en reclamos autonómicos que van des
de reivindicaciones de carácter cultural hasta las que implican la 
transferencia real de facultades, funciones y competencias, que ac
tualmente son responsabilidad exclusiva del Estado y que pasarían 
a manos de unidades diferenciadas de menor amplitud administra
tiva o territorial. Prácticas, todas ellas, a las que Tully (1995) ha dado 
el nombre de políticas del reconocimiento cultural. 

En México, por su realidad multiétnica, existen reclamos de re
presentación política de esta naturaleza que provienen, principal 
aunque no exclusivamente, de integrantes de los grupos indíge
nas. El ejemplo más claro de esta situación lo representan los distin
tas manifestaciones sociales que se hicieron patentes a partir de los 
años ochenta y noventa, en los que participan algunos sectores que 
conforman, desde entonces, un movimiento singular que defien
de las formas de organización social, política y cultural particulares 
y el respeto y reconocimiento jurídico para ellas (Sarmiento Silva, 
1996; Hemández-Díaz, 2001). 

Varios estudios han mostrado que la legalización de las normas 
consuetudinarias respondió a intenciones divergentes y parece tam
bién tener los efectos más contradictorios (Anaya, 2006; Recondo, 
2002; Juan Martínez, 2003; Hemández-Díaz, 2007). Existe un consen
so en que fueron las demandas de las organizaciones indígenas, el 
levantamiento zapatista y el temor de los priístas de perder el con
trol sobre una importante porción de municipios, los principales 
factores que propiciaron el reconocimiento jurídico de las normas 
locales para la designación de las autoridades municipales, a lo que 
se conoce también como los "usos y costumbres". 

Esta acción ha generado polémicas. Los extremos de la discu
sión varían entre quienes defienden la idea de que los usos y cos
tumbres son una manera en la que los grupos indígenas manifiestan 
su identidad (y por lo tanto deben ser defendidos a toda costa) y 
quienes plantean que estas prácticas las caracterizan acciones de 
tipo antidemocrático y, por lo tanto, deben ser denunciadas y com
batidas. 
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En los hechos, la reforma tiene varias caras. Por un lado, repre
senta un avance para las demandas de las organizaciones indígenas 
acerca del reconocimiento de la diferencia cultural, pero por el 
otro tiene un efecto contrario, pues a esas manifestaciones se han 
asociado, en algunos municipios, prácticas excluyentes. Tal pare
ce que las reformas, en lugar de resguardar a las comunidades de 
las influencias políticas de la arena nacional, han abierto nuevos 
campos de conflicto y competencia por el poder en los ámbitos loca
les, dando lugar a una situación en la que los constreñimientos ex
ternos están amenazando a un tipo de gobernabilidad existente 
en las municipalidades. 

Las reformas igualmente contribuyeron a popularizar el tér
mino "usos y costumbres" con el cual se nombra a un conjunto de 
prácticas que, sin embargo, por ser disímiles, difícilmente pueden 
agruparse en una sola denominación. 

Todo esto ha generado problemas tanto legales corno en la con
ceptualización de lo que sucede en las localidades oaxaqueñas. El 
objetivo de este trabajo es reflexionar al respecto con base en mi 
experiencia como observador formal de las elecciones municipa
les de 2001y2004, para argumentar que no se trata de dos sistemas 
distintos sino de realidades más complejas, resultado de procesos 
históricos de larga duración, que en algunos casos se remontan al 
periodo colonial (Nader, 1990), que las dicotomías limitan un tra
tamiento que realmente considere la diversidad y que el alcance de 
las reformas actuales reduce la realidad y niega el proceso de inter
culturalidad. Aunque muchos datos a los que aquí se hace referencia 
fueron obtenidos mediante la observación directa, la reflexión tam
bién se apoya en datos ampliamente documentados o publicados. 

LA REFORMA A LAS LEYES ELECTORALES OAXAQUEÑAS 

En Oaxaca, la demanda por el reconocimiento jurídico a la diver
sidad cultural tiene una larga trayectoria (Acevedo y Pardo, 1993; 
López Bárcenas, 1998); las respuestas legislativas también se han 
dado en distintos momentos (Bailón Corres, 2000; Juan Martínez, 
2005), si bien en la historia reciente es a partir de 1990 que se han 
promulgado nuevas leyes y reformado otras. 

Sin lugar a dudas, en los últimos 20 años, las reformas quema
yor impacto han tenido son las efectuadas al Código de Institucio
nes Políticas y Procedimientos Electorales de Oaxaca (CIPPEO). Estas 
reformas se llevaron a cabo mediante los decretos del 30 de agos-
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to de 1995 y del 30 de septiembre de 1997 (IEE, 2001; LVI Legislatura 
del Estado, 1998), y tuvieron como antecedente jurídico el Con
venio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que 
al ser ratificado por el gobierno mexicano adquirió categoría de ley 
suprema en el país. Ese convenio refiere y obliga al Estado mexica
no sobre diversos aspectos de la organización política, social y cultu
ral de las comunidades indígenas; por este carácter ha sido generador 
e impulsor de las últimas y más importantes transformaciones que 
sobre la materia han tenido las leyes en México y en Oaxaca, en par
ticular. 

Las reformas al CIPPEO implicaban el reconocimiento de un de
recho diferenciado, pues les otorgó a los habitantes de 418 munici
pios, de un total de 570 que existen en Oaxaca, la facultad de elegir 
a sus autoridades siguiendo los procedimientos de lo que hasta en
tonces eran consideradas sus normas consuetudinarias. El reco
nocimiento 1 de esta naturaleza implicaba aceptar la existencia de 
un sistema jurídico-normativo similar al derecho positivo, pero pro
pio y diferenciado. 2 Con esta acción, en el contexto mexicano, Oaxa
ca fue considerada como la entidad federativa con la legislación más 
avanzada en la materia. Tal hecho no representaba una solución 
cabal para las demandas indígenas, pues las reformas tienen res
tricciones, algunas de ellas como resultado de las limitaciones que 
la Constitución federal le impone a las legislaturas locales en esta 
materia (López Bárcenas, 1998: 130; Chenaut y Sierra, 1995); no hay 

1 Para abundar sobre el contenido del término "reconocimiento", véase 
Taylor (1993 , 1997), Anaya (2005) y Tully (1995) . 

2 Con base en los contenidos del Convenio 169 sobre Pueblos Indíge
nas y Tribales en Países Independientes, aprobado por la Organización In
ternacional del Trabajo, de la cual México es integrante, la Ley Orgánica 
Municipal establece que: "En las elecciones se respetarán las tradiciones, 
usos, costumbres y prácticas democráticas de las comunidades" (IFE, 2001). 
Con estos antecedentes , el constituyente local aprobó una ley en la que se 
reconoce el derecho de los municipios oaxaqueños de elegir a sus represen
tantes comunitarios a partir de sus normas consuetudinarias. La que seco
noce como la Ley de Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas del 
Estado de Oaxaca también apunta en este sentido, al determinar en su ca
pítulo V el reconocimiento jurídico de los sistemas normativos de los pue
blos indígenas, cuyo artículo 28 establece: "El estado de Oaxaca reconoce 
la existencia de los sistemas normativos internos de los pueblos y comuni
dades indígenas con características propias específicas en cada pueblo, co
munidad y municipio del estado, basados en sus tradiciones ancestrales y 
que se han transmitido oralmente por generaciones, enriqueciéndose y adap
tándose con el paso del tiempo a diversas circunstancias. Por tanto en el 
Estado dichos sistemas se consideran actualmente vigentes y en uso" (IFE, 
2001) . 
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que olvidar que, como lo afirma Tully ( 1995:5) las constituciones am
plias tienen una naturaleza imperialista, pues sin duda, en contra 
de lo que supone la propuesta liberal, imponen un punto de vista cul
tural, por lo que el reto consiste en construir propuestas que respe
ten la diversidad sin olvidar que los marcos legales nacionales tienen 
un carácter cultural difícil de trascender. 

En México y en Oaxaca se ha popularizado la idea de que las mo
dificaciones del CIPPEO estaban, más que nada, destinadas a satisfa
cer los reclamos políticos de los municipios indígenas; sin embargo, 
el número de municipalidades registradas bajo este sistema indica 
que muchas unidades administrativas con proporciones de pobla
ción indígena muy pequeñas también se incluyeron en este régimen. 3 

El acontecimiento inverso es igualmente cierto: algunos municipios 
con proporciones altas de población hablante de alguna lengua in
dígena eligen a sus autoridades municipales bajo el sistema de parti
dos. También hay que considerar que los 418 municipios (73 por 
ciento del total de los municipios de la entidad) que se rigen por el 
sistema de usos y costumbres contienen sólo 36 por ciento de la po
blación total del estado, pero, de igual manera, es cierto que exis
te una tendencia que muestra que entre más alta es la proporción de 
población indígena en el municipio, mayores son las posibilidades 
de que éste se encuentre entre los que se rigen por el sistema de usos 
y costumbres (véase la tabla 1). 

LA DISCUSIÓN SOBRE EL SISTEMA DE CARGOS 

Lo que la legislación oaxaqueña denomina como las formas con
suetudinarias, o los usos y costumbres, para la elección de autori
dades se supone que es el equivalente conceptual de lo que en la 
literatura antropológica se conoce como el "sistema de cargos", es
tructura orgánica que la antropología había considerado como la 
forma distintiva que adquiere la organización política de las co
munidades indígenas (Carrasco, 1961). 

La definición clásica conceptúa al sistema de cargos como el re
sultado de una mezcla de formas prehispánicas de organización po-

3 La administración política de Oaxaca está compuesta por 570 muni
cipios, 731 agencias municipales, 1 529 agencias de policía municipal, y 748 
núcleos rurales, también conocidos como "rancherías", para hacer un to
tal de 3 578 localidades con categoría política y administrativa reconocida, 
esto de entre más de 10 mil localidades existentes actualmente en el esta
do. Un número importante de los municipios oaxaqueños se distingue por 
contar con altas proporciones de población indígena. 
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TABLA 1 
NÚMERO DE MUNICIPIOS SEGÚN SU PORCENTAJE DE SU POBLACIÓN 

HABLANTE DE LENGUA INDÍGENA (HLI) Y EL RÉGIMEN ELECTORAL 

% de HLI Usos y costumbres Partidos políticos Total 

0-20 167 87 254 

<20-40 40 22 62 

<40-60 36 9 45 

<60-80 31 14 45 

<80100 144 20 164 

Total 418 152 570 

FUENTE: elaboración propia con base en datos censales. INEGI, Tabulados 
básicos. Estados Unidos Mexicanos. XII Censo General de Población y Vi
vienda, 2000, México, 2001 y datos del Instituto Estatal Electoral. 

lítica que sobrevivieron a la conquista y al ayuntamiento español 
impuesto a los indígenas durante la época colonial. De esta combi
nación nació un nuevo patrón de organización que incluye un arre
glo jerárquico de las posiciones (cargos) de autoridad, que combina 
o contiene una estructura religiosa y otra civil. Una de las normas 
de este sistema establece que para alcanzar la posición más alta den
tro de la jerarquía, un individuo tiene que haber cumplido, de mane
ra escalonada, todos o la mayoría de los cargos previos y de menor 
jerarquía, ya sea dentro de los cargos civiles o religiosos o en una 
combinación de ellos (Carrasco, 1961; Aguirre Beltrán, 1953; Wolf, 
1957; Nader, 1990:29-32). 

Sin embargo, ni siquiera teóricamente existe un acuerdo en tor
no de lo que es el sistema de cargos. Sólo para ilustrar la compleji
dad del debate y las posibilidades que existen para seguir abundando 
en el análisis de lo que se consideran las formas indígenas de go
bierno local, basta decir que Greenberg construyó una tipología de 
cuatro categorías en las que recoge las diferentes perspectivas des
de las cuales el sistema de cargos ha sido analizado: el de "nivela
ción", que atribuye al sistema de cargos mecanismos que equilibran 
la riqueza entre la gente indígena; el de "estratificación", que bási
camente lo describe como un conjunto de relaciones a través de 
las cuales son reproducidas formas específicas de estratificación 
social; el de "distribución", que es una variante del primer modelo 
por medio del cual se caracteriza al sistema de cargos como un me
dio que distribuye alimentos y riqueza entre los integrantes de una 
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comunidad; y el modelo de "expropiación", que explica que los arre
glos de la organización política local son, finalmente, instrumentos 
a través de los cuales la comunidad transfiere riqueza al exterior. 
Greenberg sostiene que estos modelos no son exclusivos, sólo se
ñalan una función singular para explicar el sistema de cargos. 

Teóricamente, el sistema de cargos es una forma de organización 
política asociada con la idea de que la comunidad local es la unidad 
social y política básica de la gente indígena. Por lo general, se ha di
cho que las comunidades indígenas en Oaxaca, como en otras par
tes de México, se establecieron durante la época colonial cuando los 
indígenas fueron reducidos políticamente para operar únicamente 
en el nivel local. Sin embargo, investigaciones recientes han critica
do todas las anteriores aseveraciones. Chance y Taylor argumentan 
que "la jerarquía civil y el sistema de fiestas existían en las comuni
dades indígenas de las montañas desde los tiempos coloniales, pero 
la jerarquía cívico-religiosa se desarrolló solamente después de la In
dependencia en el siglo XIX" (1985:2). Rus y Wasserstrom (1980:486) 
sostienen que el sistema de cargos fue desarrollado todavía más re
cientemente. 

Los analistas tampoco están de acuerdo acerca de la "función" 
del sistema de cargos. Algunos argumentan que fue implementado 
por la población indígena en respuesta a la agresión externa y como 
medio de defensa a las compulsiones exteriores. Pero aun aquellos 
que convergen en esta hipótesis están en desacuerdo acerca de su efec
tividad. Para algunos el sistema de cargos ayudó a las comunidades 
indígenas a aislarse de la sociedad nacional. Para Rus y Wassers
trom (1980:487), hay indicios de que la jerarquía cívico-religiosa 
emergió en tales comunidades cuando los habitantes locales fueron 
integrados en las relaciones sociales que envolvían a toda la re
gión; de la misma forma, Chance y Taylor (1985:20) caracterizan el 
sistema de cargos (el servicio civil) básicamente como un mecanis
mo de expropiación de riqueza y de control social impuesto en 
las comunidades indias por los oficiales españoles que tenían am
plios intereses económicos. 

Los etnohistoriadores, como Farriss (1983) en su trabajo acerca 
de Yucatán, han sugerido que las fronteras de las comunidades indí
genas estaban allí incluso antes del comienzo del periodo colonial: 

[ ... ]en Mesoamérica al menos, las bases territoriales de la comu
nidad de un pueblo y sus dependencias parece haber sido una 
característica perdurable de la organización social india desde 
tiempos precolombinos hasta el presente, con o sin lazos de pa-
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rentesco extendidos que podrian haber coexistido originalmen
te como bases para la integración social (Farriss, 1983:19). 

Como Rus y Wasserstrom lo han indicado, en Chiapas las comu
nidades indígenas y la jerarquía cívico-religiosa a ellas asociadas re
sultaron del proceso que se mantuvo durante los últimos años del 
siglo )(\f]JJ y Xl)C: 

Fue una combinación de sentimientos -a veces mundial y mesiá
nica- que para 1700 permeaba la vida nativa en Chiapas. Y como 
las comunidades nativas en general se comenzaron a recobrar y 
crecer después de 1720, igualmente sucedió con la noción de so
lidaridad común, frecuente en la forma de ritual colectivo, que 
adquirió nuevos significados y urgencias. Por medio de tal ritual, 
la gente indígena mantuvo vivo el espíritu de la resistencia, esa in
sistencia en su dignidad y distintividad colectiva, que mitigaron las 
ofensas cotidianas de la vida colonial (Wasserstrom, 1983: 119). 

Así pues, las diferentes interpretaciones acerca del sistema de car
gos (aun cuando difieren en cuanto a su función, origen y tempora
lidad) coinciden en afirmar que este mecanismo es un rasgo de las 
comunidades indígenas. 

Después del reconocimiento de las normas consuetudinarias, en 
Oaxaca se fomentó el debate sobre la naturaleza y pertinencia de las 
formas de gobierno indígena. Esta vez participaron en la discusión 
distintos actores que han defendido sus argumentos no sólo con pers
pectivas académicas diferentes, sino también con posturas ideológi
cas y políticas enfrentadas. 

Roger Bartra (1997, 1999) fue quien se hizo cargo, por lo menos 
abiertamente, de la critica más acérrima de los sistemas normati
vos consuetudinarios; al referirse a los métodos utilizados en las co
munidades indígenas para la resolución de conflictos considera que 
"tienen un carácter extremadamente autoritario y en muchas oca
siones se basan en un sistema jerárquico de corte militar" (Bartra, 
1997). Continúa la polémica señalando que sólo quedan fragmentos 
de los sistemas normativos indígenas, pero que en realidad fueron 
"formas coloniales político-religiosas de ejercicio de la autoridad", 
mismas que ahora se encuentran "profundamente modificadas por 
las guerras y la represión, en las que apenas puede apreciarse la so
brevivencia de elementos prehispánicos". Para este autor, estas for
mas de gobierno han sido 
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[ ... ] hondamente infiltradas y hábilmente manipuladas por los in
tereses mestizos o ladinos, y por la burocracia política de los 
gobiernos posrevolucionarios, con el fin de estabilizar la hege
monía del Estado nacional en las comunidades indígenas (Bar
tra, 1997). 

Insiste, como lo hacen otros autores, en que el rasgo principal de 
carácter democrático de los usos y costumbres se reduce "al plebis
cito y al ejercicio de una democracia directa en asambleas, donde 
las mujeres y las alternativas minoritarias suelen ser excluidas o 
aplastadas" (Bartra, 1997). Y precisamente es aquí donde alude al 
caso oaxaqueño: 

[ ... ] en Oaxaca ya se han implementado en muchos municipios 
formas de gobierno que, basadas en los usos y costumbres, ex
cluyen entre otras cosas toda participación de los partidos polí
ticos. En otro lugares , con la misma lógica, han sido excluidos 
grupos religiosos no católicos (Bartra, 1997). 

Por su parte, Juan Pedro Viqueira, tomando en cuenta la expe
riencia chiapaneca, considera que, contrariamente a lo que preten
den quienes defienden los usos y costumbres, éstos atentan contra 
la autonomía indígena y constituyen una reducción significativa 
de los derechos propios de los indígenas (2001). Para él, los argu
mentos de quienes defienden los usos y costumbres son contradicto
rios, pues parten de la idea de que existe una dicotomía radical que 
separa las culturas indígenas de la nacional, y son conceptuadas co
mo si nunca hubieran tenido contacto entre sí; y ahora reclaman 
como indígenas aquellas prácticas culturales que en realidad deri
van del intercambio entre las sociedades mesoamericanas y las del 
mundo europeo. Los usos y costumbres son precisamente parte de ese 
intercambio que, según Viqueira, sus defensores conciben como 
prácticas tradicionales de los grupos indígenas y, por lo tanto, se 
empeñan en preservar. 

En sentido opuesto, otros autores sostienen la pertinencia de re
conocer los usos y costumbres como vías de elección de las auto
ridades locales y ponderan sus virtudes. Miguel Bartolomé afirma 
que los usos y costumbres "no son sino la expresión de sistemas po
líticos propios o apropiados, históricamente constituidos y tan legí
timos como los estatales". Añade que, lejos de significar separatismo 
o aislamjento, suponen nuevas forma de convivencia humana (Bar
tolomé, 1997). Otro defensor es Luis Hemández Navarro, quien con-
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sidera que este régimen es de carácter democrático porque, además 
de utilizar el plebiscito y la asamblea comunitaria como mecanis
mo de decisión, se vale también del consenso; y destaca que "ocupar 
un puesto de responsabilidad es una carga, un servicio, del que no 
se desprende beneficio material" (Hemández Navarro, 1997). Es 
importante notar que este autor reconoce que en las comunidades 
indígenas existen problemas de autoritarismo, segregación y vio
lencia; sin embargo, se pregunta si estos problemas provienen del 
ejercicio de los sistemas normativos indígenas o son el resultado 
que han tenido que pagar las sociedades indígenas para sobrevivir 
en la sociedad que los incluye, pero deben "establecer una serie de 
relaciones subordinadas y asimétricas que inducen y fomentan esas 
prácticas" (Hemández Navarro, 1997). 

A esta lista puede agregarse María Cristina Velásquez, quien opi
na que el régimen de usos y costumbres podría ser considerado 
arcaico, pero no antidemocrático, puesto que 

[ ... ] es uno de los pocos sistemas electorales en el mundo que re
mite a las democracias antiguas, como la ateniense, en la que los 
ciudadanos lo eran precisamente porque decidían las cosas de 
la ciudad y no cabría ser lo uno sin participar en lo otro (Velás
quez, 2000). 

En el mismo tenor se sitúa Cipriano Flores Cruz, quien argumen
ta que estos sistemas de elección son el eje de la vida política de los 
municipios, que legitiman y validan la pertenencia de los indivi
duos dentro de la comunidad, establecen derechos y obligaciones 
en el marco de los compromisos asumidos por la colectividad e ins
tauran valores de pertenencia e identidad; es entonces una carrera 
de servicio público y no de poder público (Flores, 1998). 

Pero además de estas posiciones hay que agregar las de quienes 
se reconocen o son identificados como dirigentes o intelectuales in
dígenas. Como analistas coinciden en buena parte con los defenso
res de este régimen electoral. 

Jaime Martínez Luna, zapoteco de la Sierra Norte, antepone al 
concepto de democracia uno nuevo: la "comunalicracia". Señala que 
la sociedad comunal diseña sus normas por medio de sistemas pro
pios. Martínez Luna piensa que esta forma de organización es posi
ble en Oaxaca porque la geografía permite sociedades pequeñas, que 
tienen relaciones cara a cara, fundadas en el trabajo. La asamblea 
general es donde participan todos los integrantes de la comunidad, 
directa o indirectamente. De aquí se derivan la estructura ejecuti-
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va de las decisiones. Lo "asambleario" (término de Luna) garantiza la 
relación directa entre poder ejecutivo y población. En este sentido, 
el cargo de representación adquiere un factor de calidad, distinto al 
carácter de cantidad que se reproduce por medio de la democracia 
representativa nacional. La representación es temporal y obliga
toria, por lo mismo no permite la especialización ni lo oficioso que 
conduce al monopolio del poder. Según Martínez Luna, después 
de siglos, ha sido reconocido por el Estado bajo el nombre de "usos 
y costumbres" (Martínez Luna, 2003). 

El servicio comunitario no está restringido al ámbito del cumpli
miento de los cargos, los integrantes de la comunidad están obliga
dos a participar en otras tareas, en trabajos colectivos y en otros 
servicios, conjunto de prácticas al que se ha denominado la "comu
nalidad" (Martínez Luna, 2003). Bajo esta concepción, en la co
munidad todo el mundo está obligado a cubrir un número mínimo 
de funciones de beneficio colectivo, pero sólo una minoría acu
mula la influencia y el prestigio necesarios para llegar a la cúspide 
de la jerarquía. Con este marco de referencia, se selecciona a los 
servidores públicos en función de las tareas comunitarias que ha
yan realizado y por la calidad de su desempeño. Es en las asam
bleas donde se evalúan los méritos de cada persona y el prestigio 
que ha conseguido a través de su contribución al mantenimiento y 
respeto de las normas y valores comunitarios. Las personas consi
deradas integrantes de la comunidad deben participar en la rea
lización de tareas que, generalmente, se desarrollan de manera 
colectiva; aunque a lo largo de su vida cada uno cubre diferentes 
funciones , éstas deben ser para el beneficio de la colectividad. 

A la propuesta de Jaime Martínez Luna se suman las de Joel Aqui
no, Adelfo Regino, entre otros. Aquino en varios foros ha manifesta
do que el reconocimiento de las '1eyes tradicionales" es un avance de 
las demandas indígenas; piensa que llamarles "usos y costumbres" 
es discriminatorio, que el término es despectivo y racista.4 

Adelfo Regino, joven intelectual mixe, ha desarrollado de mane
ra sistemática el discurso de la reivindicación indígena y señala la 
exigencia y necesidad del reconocimiento a la libre determinación 
de los pueblos y comunidades indígenas. Argumenta en contra las 
ideas de aquéllos -como Bartra- que consideran que sólo quedan 
fragmentos de la organización indígena, por lo cual es un claro 

4 Algunas declaraciones de Joel Aquino fueron registradas en un foro 
estatal. Las declaraciones pueden encontrarse en Santín, Burguete y Díaz 
(2004). 



384 JORGE HERNÁNDEZ-DíAZ 

defensor de los usos y costumbres al señalar: "contamos con sis
temas jurídicos propios y específicos", y que por eso es necesario 
que los ordenamientos legales reconozcan la existencia del pluralis
mo legal (Regino, 1996 ). Para Regino, la "comunalidad" es la percep
ción de un universo integral en el que se relacionan mutuamente 
la tierra, que da vida al pueblo, al ser humano común, mediante el 
trabajo familiar y colectivo. Estas categorías son las que definen la 
colectividad y son la estructura de las comunidades indígenas, tan 
es así que en esta concepción, cuando se establece una sanción (co
mo la posible expulsión a miembros de otras religiones), "en la 
comunidad no se persigue la creencia o la fe de una persona, si
no el incumplimiento de las obligaciones comunitarias" (Regino, 
2002) . 

Si tomamos estas dos posiciones, podríamos quedarnos con la 
idea de que existe una división tajante entre defensores y detracto
res de los usos y costumbres. Pero la realidad es mucho más com
pleja, y también lo son las posiciones que adoptan los analistas. 

INDEFINICIÓN LEGISLATIVA Y FLEXIBILIDAD PRÁCTICA 

EN LAS ESTRATEGIAS ELECTORALES 

El establecimiento legal de una diferenciación formal entre los dos 
procedimientos electorales (usos y costumbres y partidos políti
cos) también dio lugar a la formación de un discurso que enfatiza 
la rivalidad. A tal grado que parece como si los sistemas de usos y 
costumbres y el de partidos políticos fueran totalmente diferentes 
e irreconciliables. Es cierto que en muchos aspectos los principios 
comunitarios se diferencian efectivamente de los que caracterizan 
a la democracia representativa, pero en el momento en que se quie
re establecer una distinción nítida entre el sistema de usos y costum
bres y el de partidos políticos, no es posible hacer tal división. 

Cuando se dio el reconocimiento legal a los usos y costumbres, 
en la primera versión del libro IV, la definición sobre cuáles eran 
los municipios que serían regulados por esta legislación particular 
era muy general, pues se consideraba como tales a "aquellos que 
desde tiempo inmemorial o cuando menos hace tres años eligen a 
sus autoridades mediante mecanismos establecidos por su derecho 
consuetudinario". Así, cualquier comunidad que tan sólo en una 
ocasión hubiese empleado en la elección de sus autoridades algún 
mecanismo particular y diferente del de la democracia representa
tiva podría reivindicarse como de usos y costumbres. 
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Esta situación derivó en que la definición práctica de cuáles muni
cipios serían considerados para cada uno de los regímenes electo
rales existentes tuviera que decidirse en negociaciones entre autorida
des gubernamentales, electorales, diputados y representantes de los 
partidos políticos. Durante la negociación se anunció un número 
aproximado de los municipios que podrían considerarse de usos y 
costumbres; las estimaciones fluctuaban entre 350 y 450 munici
pios (Cruz Iriarte, 2004). El hecho de que nadie pudiera dar una cifra 
exacta era un indicador que mostraba que pocos reconocían una 
frontera precisa entre los municipios que se inscriben entre los de 
usos y costumbres y los de partidos políticos. Así, la lista definitiva 
fue resultado básicamente de una negociación, como lo ha reconoci
do uno de los principales protagonistas de ese proceso: Cipriano 
Flores, en ese entonces presidente del Consejo General del IEE. Flo
res afirmó que en una reunión privada "un grupo de representantes 
de gobierno decidieron qué municipios se regirían por el sistema de 
usos y costumbres y cuáles por el de partidos políticos" (Flores Cruz, 
2005).5 

En este sentido, los criterios empleados para incorporar al mu
nicipio en uno u otro sistema de elección no fue precisamente uno 
que tomara en consideración a la población indígena, más bien se 
basó en el juicio de lo que para algunos ciudadanos, especialmen
te los presidentes municipales en tumo y las dirigencias de los par
tidos políticos, era la forma de organización del sistema electoral 
prevaleciente en la localidad. No fueron los habitantes de los muni
cipios quienes definieron cuál sería el mecanismo a través del cual 
elegirían a sus autoridades; fueron las autoridades electorales del 
estado quienes lo hicieron, léase el PRI. Aun cuando otros partidos, 
como el PRD, participaron en las negociaciones, predominaba lapo
sición del partido oficial. Por supuesto, los criterios políticos (que 
beneficiaban al tricolor) fueron los que privaron en dicha decisión, 
quedando en un segundo plano las consideraciones de carácter ét
nico y cultural. 

Las autoridades oaxaqueñas decidieron modificar la Constitu
ción estatal argumentando haber tomado en cuenta el reclamo de 
las organizaciones indígenas que buscaban el reconocimiento a sus 
tradiciones y a su autonomía, en un marco de respeto de la cultura 
de los pueblos indígenas; pero también tenían como objetivo no de
clarado proteger sus intereses de la dominación (Anaya, 2006). Esa 

5 Esta declaración la hizo el día 14 de abril de 2005 en un foro denomi
nado "Usos y costumbres a 10 años", celebrado en la ciudad de Oaxaca. 
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hipótesis explica, en parte, por qué generaron una legislación ambi
gua e imprecisa, que ha sido incapaz de ofrecer normas para abar
car una realidad muy diversa y procedimientos claros para resolver 
conflictos derivados de esa diversidad. El resultado simplemente 
apunta a los métodos para nombrar autoridades. 

Aunque, como señala Juan Martínez,6 la explicación no es tan 
simple, pues si bien hubo intentos por el control político, la impre
cisión de la ley deriva, también, de la complejidad misma de la regu
lación de este tipo de elecciones, el desconocimiento y la falta de un 
debate jurídico, que aún ahora está ausente (sobre desde el punto 
legal y entre los abogados); por eso se explica la negativa del gobier
no estatal a atender los reclamos para realizar la reforma electoral 
que incluya mecanismos de solución de conflictos; en este sentido 
sí ha predominado el criterio político del control, que se complica si 
consideramos que aquí 

[ ... ]Una demanda social ha encontrado reconocimiento y lo que 
anteriormente se consideraba una "fuente de derecho" ha llegado 
a definirse positivamente como un "derecho" en sí (Assies et al., 
1999:524) . 

Ya se han documentado varios casos que muestran las distintas 
maneras en las que la unidad política se fragmenta por las diferen
ciaciones ocurridas en el plano religioso y social, incluyendo en éste 
la diferenciación económica, acumulación de riqueza por una fami
lia y/o contactos con gente poderosa o influyente en el estado, lo cual 
suspende las relaciones de reciprocidad, genera un poder econó
mico, político y simbólico que fortalece a una familia o a un sector 
de la población (Morales, 2007; Juan Martínez, 2007; Bautista et al., 
2007; Recondo, 2007), y que son resueltos, cuando se pueden resol
ver, de manera pragmática, pues no hay una reglamentación para 
tal efecto. 

LAS DIFICULTADES DE LA CLASIFICACIÓN 

En la práctica, en los municipios oaxaqueños existe una gran combi
nación de procedimientos electorales y formas de gobierno incluidas 
en la categoría de usos y costumbres, ya que la manera de designar 

6 A Víctor Leonel Juan Martínez debo una revisión del documento y va
rios. comentarios, entre ellos éste que me parece de suma importancia en 
la discusión actual sobre las reformas constitucionales que deben imple
mentarse en Oaxaca. 
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a las autoridades municipales varía: desde aquellos municipios en 
donde la elección se decide en una competencia similar a la que se 
utiliza en el sistema de partidos, sólo que sin el uso formal de los em
blemas partidistas, hasta casos en los que ejercita un sistema muy 
cercano al modelo analítico que los antropólogos han identificado 
como el sistema de cargos. Pero el tipo ideal, aunque válido como 
herramienta epistemológica, se aleja del ejercicio de la acciones de 
la política cotidiana en los municipios que designan a sus autorida
des dentro del régimen de usos y costumbres. En esos municipios, 
incluso las normas consuetudinarias se apartan sustancialmente 
de las que supone el modelo antropológico, y en muchas ocasiones 
responden, antes que nada, a la compleja red de relaciones de po
der existentes dentro de la colectividad y no precisamente a valores 
vinculados con la idea de la "comunalidad". 

Las descripciones idealizadas de los procedimientos electorales 
contenidos en las normas consuetudinarias, para las cuales las de
cisiones en las asambleas sólo toman en cuenta los criterios vincu
lados a la jerarquía del servicio comunitario, deben abordarse con 
precaución. Lo que llamamos la comunidad, el espacio de gobier
no local, es un ámbito territorial donde se observan conflictos y 
relaciones de poder. En el interior, los antagonismos entre faccio
nes, entre familias o incluso entre individuos son constantes. Se 
deben generalmente a conflictos por el control de la tierra (Méndez, 
2001) o simplemente a las desigualdades sociales y a la competen
cia por el prestigio y el poder dentro de la comunidad (Martínez, 
2003). En los procesos de cambio de autoridades municipales, la 
selección de las personas propuestas para ocupar los cargos de au
toridad refleja Ja correlación de fuerzas al interior de la comuni
dad en un momento dado (Recondo, 2002). 

Tomando como referencia las prácticas empleadas en munici
pios oaxaqueños para designar a sus autoridades, es difícil estable
cer una distinción nítida entre los que han optado por el sistema 
de usos y costumbres de los que han optado por el sistema de par
tidos. Esas diferencias no sólo no son lo suficientemente claras, sino 
que en muchas ocasiones se traslapan. Así, algunos municipios cla
sificados en el régimen de partidos pueden elegir a sus autoridades 
mediante mecanismos muy parecidos a los de usos y costumbres y 
viceversa, o bien tener una combinación en sus procedimientos elec
torales. Por ejemplo, las agencias municipales del municipio más 
urbanizado del estado, el de Oaxaca de Juárez, eligen a sus autori
dades por usos y costumbres, y en muchas colonias de dicha ciudad, 
las obras de beneficio colectivo se consiguen mediante el tequio, se 
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eligen a representantes de colonia en asambleas y se nombran co
mités de policía. Estas prácticas son, supuestamente, privativas de 
la organización política de los municipios registrados bajo el régi
men de usos y costumbres, pero en este caso se llevan a cabo en un 
municipio en el que la lucha electoral predomina a la hora de de
finir a los integrantes del ayuntamiento. 

Ejemplos que se suman a la complejidad anterior los podemos 
encontrar en todo el estado de Oaxaca. Una muestra clásica es la de 
Pinotepa de Don Luis, municipio mixteco ubicado en la región de la 
Costa, donde las autoridades son electas por medio del sistema de 
partidos políticos, pero la vida cultural y la organización social y po
lítica de una buena parte de las relaciones que establecen los habi
tantes de ese municipio constituyen una manifestación ejemplar 
de la manutención y reproducción de una expresión cultural origi
nal, distinta de la cultura mayoritaria predominante en el ámbito 
nacional; tan es así que al candidato del PRI lo eligen en asamblea 
comunitaria y consideran para tal efecto los elementos y requisi
tos que en otros lugares caracterizan a la comunalidad. 

Una situación compleja como la anterior es la de Magdalena Apaz
co, municipio mestizo donde existe un proceso de diferenciación 
social acentuado, cuya economía es muy dinámica y está basada en 
la explotación de las canteras verdes y el mármol, y que tiene un co
rredor industrial; su población considerada indígena es casi inexis
tente. Sin embargo, las relaciones sociopolíticas que se establecen 
en la localidad, entre quienes son considerados ciudadanos de la 
cabecera municipal, son igualmente un ejemplo de la conservación 
de prácticas comunitarias; aquí las autoridades son electas por el 
sistema de usos y costumbres. 

Tales ejemplos evidencian las dificultades que supone una tipi
ficación de los municipios tomando como principio clasificatorio 
al sistema de elección de autoridades, pues aun cuando se pudiera 
pensar en el sistema de usos y costumbres como una guía clasifica
toria, ya que significa un sistema de distribución de cargos civiles 
y religiosos, la propuesta es inoperante para este propósito puesto 
que las comunidades se han ido transformando, sobre todo debido 
a la situación económica y a la migración, con lo que la organiza
ción social interna ha tenido que adaptarse a la nuevas condiciones, 
dando lugar a diferentes arreglos políticos. 

Varias comunidades han visto desaparecer los cargos religiosos, 
y en otras, algunos de los cargos civiles. Junto con los cambios que 
resultan de estos procesos, existen también aquellas modificacio
nes de la organización comunitaria que son consecuencia de la com
binación de distintos factores, entre los que podemos identificar la 
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intromisión de organizaciones no gubernamentales, como en Ixta
yutla, Tlacolulita, Minas (Méndez, 2001); la Iglesia católica, como 
en Pápalo, y de los partidos políticos, como en Cuyamecalco, Maza
tlán Villa de Flores Magón (Hernández-Díaz y López Sánchez, 2006) 
y San Mateo del Mar (Hernández-Díaz y Zárate, 2007), por men
cionar sólo algunos casos. 

Una manera de ver de cerca estas transformaciones es a tra
vés del análisis de los desacuerdos internos con respecto a las for
mas de designar a las autoridades locales; en esos casos se muestra 
cómo el conflicto político en las comunidades se debe en parte a que 
las normas vigentes son insuficientes para dar solución a nuevos pro
blemas; es entonces cuando se recurre a la creación de nuevas reglas 
del juego.7 En esas circunstancias, para dar solución a los proble
mas se apela al uso de formas y estrategias del sistema de partidos 
políticos. Ante la incredulidad y el constante señalamiento de la 
coacción y los desacuerdos con el que alguno de los sectores en pug
na defiende como sus normas consuetudinarias, los protagonistas 
del conflicto tienen que encontrar soluciones alternas. Se recurre 
a la impresión de boletas y el empleo de urnas, es decir, a procedi
mientos que se utilizan para garantizar la elección de autoridades 
por medio del ejercicio del voto secreto, que se diferencia del de 
las asambleas donde el voto se emite de manera pública. 

Lo que ocurrió en San Juan Lalana, en el distrito de Tuxtepec, sir
ve para ilustrar esta discusión. Ahí desde la década de los ochenta 
se han identificado dos grupos políticos que se han venido disputan
do el poder; sin embargo, las autoridades municipales se elegían 
en asambleas comunitarias. Pero en 2004, la querella fue más evi
dente. En ese año se enfrentaron varias facciones, entre ellas la del 
Consejo de Pueblos Indígenas de San Juan Lalana, que propuso, 
para asegurar un proceso electoral municipal confiable, el em
pleo de urnas. En el proceso electoral participaron cuatro planillas, 

7 El IEE reconoce que en 1995 hubo sólo diez municipios con conflictos, 
pero según el Catálogo Municipal fueron 59 las "situaciones problemáti
cas"; en 1998 la cifra aumentó a 80 y en 2001 ascendieron a 107 y se anu
laron elecciones en 18 municipios. En 2004 se manifestaron conflictos de 
esta naturaleza en por lo menos 36 municipios, en los que las inconformida
des de los sectores excluidos arguyeron que se estaban violando sus derechos 
establecidos en la Carta Magna. En esos comicios se anularon elecciones en 
diez municipios y en cinco más no se efectuaron. De estos 15 casos, sólo 
en tres se realizaron comicios extraordinarios y en dos más las partes acor
daron la integración de concejos de administración. Al iniciar el periodo 
municipal 2005-2007, en diez municipios no existían autoridades electas 
por sus ciudadanos. 
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dos de ellas se identificaban claramente con partidos políticos: una 
se identificaba con el PRI, otra con el PRD, otra más representaba la 
propuesta del Consejo de Pueblos Indígenas de San Juan Lalana. 
Antes de llegar a algún acuerdo, el mismo consejo solicitó a la Di
rección de Usos y Costumbres del IEE el registro de la planilla comu
nitaria, acción que, de acuerdo con lo establecido en el CIPPEO, no 
es válida para los municipios que se rigen por el sistema de usos y 
costumbres, pero fue considerada por el consejo como una estra
tegia viable ante la falta de otra opción para realizar una elección 
confiable. La elección se realizó el 5 de diciembre de 2004; se insta
laron 37 casillas, que fueron distribuidas tanto en la cabecera muni
cipal como en las agencias de policía y municipales (oficio presentado 
por el Consejo de Pueblos Indígenas de San Juan Lalana Choapan, 
al secretario de Gobierno, licenciado Jorge Franco Vargas, 6 de ene
ro de 2005). 

A pesar de que existían representantes del IEE y de la comuni
dad certificando la legalidad de la elección, al final de la misma dos 
de las planillas registradas se inconformaron, por lo que secues
traron y quemaron las urnas. Fue así como se recrudeció el con
flicto más reciente en esa comunidad. 

Si se defendiera de manera ortodoxa la idea de que la comuna
lidad es una condición necesaria para considerar a un municipio 
dentro del sistema de usos y costumbres, podría decirse entonces 
que, en el caso de Lalana, tanto el IEE como los habitantes del mu
nicipio incurrieron en faltas a la norma tradicional. Lo que aquí se 
menciona como "registro de planillas" es un proceso similar al que 
ocurre en el sistema de partidos con el registro de candidatos, la úni
ca diferencia es que los partidos no aparecen formalmente. Además 
en Lalana ha desaparecido el tequio y otras formas de coopera
ción comunitaria. 

En las cuatro elecciones que se han realizado desde que se legiti
mó la coexistencia de estas dos formas de elección, se ha develado 
el intercambio existente entre ambos sistemas, Jo cual no es recien
te ni ha sido un proceso constante. Un ejemplo similar al anterior, 
sólo que exitoso, fue el de Cuyamecako, donde los candidatos, 
aparte de hacer campañas políticas, identificaron sus planillas con 
colores que hacían clara referencia al partido en el que estaban afi
liados, el rojo para el PRI y el amarillo para el PRD, por ejemplo. Otro 
caso es el de Santa María Tlahuitoltepec Mixe, documentado por 
Recondo (2002). En sus elecciones locales de 1998, la comunidad 
decidió emplear boletas, no hubo sufragio secreto pero la forma de 
votar cambió: se nombró un comité electoral que instaló casillas 
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en todas las rancherías y auxiliaba a las personas analfabetas para 
llenar sus boletas. En este caso, a diferencia de Cuyamecalco o 
Mazatlán Villa de Flores Magón, el proceso de innovación a los me
canismos de designación de las autoridades locales se realizaron 
sin la intervención del órgano electoral estatal (Recondo, 2002). 

En Santa Ana del Valle ocurre algo parecido. Esta comunidad za
poteca de la región de los Valles Centrales, con un índice importan
te de migración, actualmente se encuentra en un proceso de revisión 
y reformulación de su sistema de organización política y social. En 
esta localidad por tradición todos los que son considerados ciuda
danos participan en el sistema de cargos, incluso los que han emi
grado deben regresar para cumplir con sus responsabilidades o, en 
caso contrario, tendrán que pagar a otra persona para que cumpla 
sus funciones . De no hacerlo, deben atenerse a las sanciones que 
la comunidad les imponga. Ante esta situación, en 2004, a unos días 
de la fecha establecida para efectuar el nombramiento de los respon
sables de los comités y de las mayordomías, los santaneneses que 
radican en Estados Unidos se inconformaron y enviaron a las au
toridades municipales un escrito en el que manifestaron que cum
plir con esos cargos representaba para ellos una onerosa carga y 
que implicaba, en muchos casos, perder el empleo, sobre todo para 
los que ya cuentan con la ciudadanía estadounidense o para quienes 
se encuentran realizando este trámite. En una entrevista realizada 
al regidor de Educación en 2006, éste nos manifestó que cumplir 
con la prestación de ese cargo significaba la pérdida de su trabajo 
en la Universidad de California, en Los Ángeles, pues sólo había con
seguido un permiso de dos años y el cargo de regidor en Santa Ana 
dura tres años . 

. En Santa Ana del Valle la respuesta de la comunidad ha sido me
nos severa que en otros municipios (como los de la Sierra Norte) . 
Aquí, lejos de tomar medidas represivas, como expropiar las propie
dades de quienes se niegan a prestar los cargos, cortar los servicios 
públicos -agua, luz- a sus familias o expulsarlas de su comuni
dad, la estrategia seguida fue la de determinar en una asamblea la 
necesidad de revisar el sistema de cargos y las condiciones en que 
éstos debían prestarse. Para ello nombraron una comisión encarga
da para tal fin, en la que estuvieran representados todos los secto
res: los caracterizados, ex autoridades municipales, jóvenes, mujeres 
y a la que incorporaron a quien hasta ese entonces había fungi
do como representante de los migrantes en la localidad, al tiempo 
enviaron un exhorto para que éstos se incorporaran a esa causa. 
Ahora todos están inmersos en ese proceso de negociación y for-
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mulación de nuevos acuerdos. Ya han dado los primeros pasos; 
después de una primera revisión y consulta de su estructura orga
nizativa, llegaron al acuerdo de reducir el número de personas 
empleadas en los cargos; la reducción es significativa, ya que pasa
ron de 236 a 167 personas involucradas anualmente. Esto se logró 
al eliminar seis comités y reducir el número de integrantes de otros 
(ya fuera porque existía otra instancia que hacía las mismas funcio
nes o porque sus actividades eran mínimas). De igual forma, fijaron 
un límite máximo de 15 años para los servicios comunitarios. Aun
que no exenta de conflictos y retrocesos, la comunidad sigue inmer
sa en esta discusión y en el proceso de transformación. 

Cerca de Santa Ana, en Villa Díaz Ordaz, otra comunidad zapo
teca de la región de los Valles Centrales -que no es católica-, par
ticipa en el servicio civil, pero no lo hace en la jerarquía religiosa 
que forma parte de la estructura del sistema de cargos. Si una per
sona que profesa una religión diferente de la católica es nombrada 
integrante del ayuntamiento, cuando este órgano de gobierno tiene 
que participar en alguna actividad que involucre un ejercicio religio
so, el concejal no católico no acude. De esta manera ha sido posible 
que una persona que profesa la religión de testigos de Jehová haya 
ocupado la sindicatura. En 2001, un evangelista era el presidente 
del Comité de Agua Potable. En 2002, un miembro de los testigos de 
Jehová desempeñó e1 cargo de alcalde constitucional (Juan Martí
nez, 2003). Otras diferencias han encontrado soluciones originales, 
como la que cita Recondo para Totontepec, donde el día de tequio 
fue cambiado de sábado a lunes para permitir que los protestantes 
pudieran participar en esa actividad comunitaria (Recondo, 1998). 

En Concepción Pápalo, en la región de la Cañada, existía un vie
jo conflicto entre dos facciones . En la asamblea comunitaria de 2001 , 
quienes estaban identificados con el entonces presidente municipal 
convocaron a una agencia municipal -San Lorenzo-, que nunca 
había participado; en respuesta, sus adversarios convocaron a los 
radicados -personas originarias de Pápalo que vivían en otro lu
gar-, que por costumbre tampoco podían participar. El conflicto 
parecía que se polarizaría, pues participarían dos nuevos actores 
que tradicionalmente no lo habían hecho. En una tensa asamblea 
de siete horas se llegó a un resultado inesperado: hubo acuerdo. La 
asamblea aprobó que participaran todos los asistentes en la elec
ción . También determinó que se propusieran candidatos y quien 
obtuviera la mayoría de votos sería el presidente municipal, y al se
gundo lugar le correspondería ser síndico. A partir de ahí, el grupo 
mayoritario nombraría al primer regidor y el minoritario al sigui en-
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te, y así sucesivamente. Esta forma de integración paritaria logró 
resolver un conflicto ahí donde parecía que no había salida (Hernán
dez-Díaz y López Sánchez, 2006). 

Santa Catarina Ixtepeji ilustra otra de las luchas que se dan en 
el interior de los municipios y que promueven los cambios. En este 
municipio de la Sierra Norte, en 2002, una de sus agencias -San 
Pedro Nexicho- se inconformó con el mecanismo empleado para 
distribuir los recursos de la hacienda municipal. Tras intensas ne
gociaciones llegaron a acuerdos y establecieron reglas claras para 
adjudicar recursos a la cabecera y a las agencias. Además, como la 
cabecera comparte con tres agencias el mismo territorio comunal 
-sólo Nexicho tiene territorio comunal propio-, por tradición en 
la elección de sus autoridades municipales esas cuatro comunida
des participan en la asamblea. Aunado a ello, ahí se eligen 20 conce
jales, 11 de ellos son ciudadanos de las agencias y nueve pertenecen 
a la cabecera, lo que garantiza la representación de tres de las cua
tro agencias en el ayuntamiento. Sumado a ello, en las sesiones de 
cabildo, participan los agentes municipales, incluido el de Nexicho, 
lo que representa un logro en la representación, ya que los agentes 
municipales no tienen derecho de asistir con voz a las reuniones del 
cabildo en ningún municipio. 

Los ejemplos anteriores muestran el dinamismo existente en el 
ejercicio de la política en el interior de los municipios oaxaqueños. 
Ningún modelo los puede comprender en su totalidad y las clasifi
caciones resultan complicadas. Así como es común ver que en el sis
tema de usos y costumbres existen elementos considerados como 
del sistema de partidos políticos (uso de boletas, urnas y planillas y, 
en algunos casos, campañas electorales), en algunos municipios que 
se rigen formalmente por el sistema de partidos políticos conser
van en su interior una estructura política similar a la de los que se 
rigen por el sistema de usos y costumbres. En otros, las estrategias 
no corresponden ni se acercan a ninguno de los modelos señalados, 
de ahí que consideremos necesario insistir en que las perspectivas 
que inducen a clasificar a los municipios en dos grandes catego
rías -y a ello ha contribuido la legislación oaxaqueña-, propa
gan una visión reduccionista de la realidad municipal de esta 
entidad, que poco ayuda en la formulación de un pluralismo jurí
dico, político y cultural. 

A MANERA DE CONCLUSIÓN 

La breve exposición sobre algunos casos de municipios que eligen 
a sus autoridades por el sistema de usos y costumbres, nos mues-



394 JORGE HERNÁNDEZ-DÍAZ 

tra que las formas de designación de autoridades bajo ese régimen 
no necesariamente se ajustan al modelo clásico establecido por la 
antropología. En la actualidad, los procedimientos electorales de 
esos municipios dan cuenta de una realidad muy compleja, donde 
la diversidad es creciente. Lo que observamos es más bien un arco 
iris, una pléyade de formas de organización que van desde aquellas 
que se asemejan al sistema de cargos, en las que tiene vigencia la 
comunalidad, hasta las que han adoptado formas de organización 
de competencia partidista. 

Sin embargo, existe un movimiento que defiende la idea de que 
tal sistema de cargos está vigente o de que es posible reconstituir
lo, y que tiene un discurso asociado a la demanda de las organi
zaciones indígenas y de sus aliados, en el que el reconocimiento al 
régimen de usos y costumbres es considerado una forma de asegu
rar la autonomía de los pueblos indígenas. Así lo plantea Adelfa 
Regino: 

[ ... ] sin ser la panacea que va ha resolver de golpe todos los pro
blemas de marginación y explotación que viven nuestros pueblos, 
el reconocimiento de los distintos niveles de autonomía constitui
rá un primer paso para posibilitar el fortalecimiento de nuestra 
cultura e instituciones sociales, políticas, económicas y jurídicas, 
que nos permitirá delinear nuestro futuro y que, al mismo tiem
po, comprometerá al Estado a respetar nuestros derechos colec
tivos e individuales (1996). 

Pero las localidades oaxaqueñas difícilmente podrían calificar
se como unidades autocontenidas, encerradas en sí mismas, "corpo
rativas cerradas" (como fueron clasificadas por Wolf hace 50 años 
en 1957), pues aun cuando los usos y costumbres comunitarios com
prometen al individuo a servir a la colectividad, a honrar sus tra
diciones y a participar en sus ritos y ceremonias, esos compromisos 
no limitan sus derechos a participar en procesos políticos más am
plios, así lo demuestra su participación en las contiendas electora
les estatales y federales, en las cuales los miembros de la comunidad 
tienen la posibilidad de escoger entre mantenerse como parte de 
la comunidad o bien actuar como ciudadanos, en el sentido libe
ral, que pueden votar sin coacción, ejerciendo su derecho a cam
biar, aunque tal acto pueda afectar a su comunidad.8 

8 Esta situación se puede apreciar en los procesos electorales estatales 
y federales , en los que lejos de la uniformidad de antaño, se aprecia la plu-



DIVERSIDAD Y CAMBIO EN LAS PRÁCTICAS ELECTORALES 395 

En el ámbito local es problemático suponer que existen entidades 
políticas aisladas, sin vínculos externos. Las localidades siempre 
han estado conectadas entre sí y actualmente se están fomentando 
nuevas relaciones de las comunidades con el exterior, que se tradu
cen en acciones al interior de la localidad. Por ejemplo, un grupo 
de mujeres de San Mateo del Mar, encabezadas por aquellas que 
han tenido mayores experiencias fuera de la comunidad, ha tratado 
de modificar las normas utilizadas para designar a las autoridades 
locales. Es obvio que esta demanda proviene de la influencia del 
sistema de elección federal y estatal; que tal situación se convierta 
en una ventaja depende, en gran parte, de las mejoras que deben ha
cerse a la legislación electoral, y en particular de la normatividad 
de los usos y costumbres, del acceso a la justicia electoral y de la 
garantía de las libertades individuales en los municipios donde 
la mayoría de los electores se pronuncia en favor del régimen con
suetudinario. Depende también de una reforma de los mecanismos 
de la representación política, tanto en el ámbito local como en el 
nacional (Hernández-Díaz y Juan Martínez, 2007). 

Las comunidades oaxaqueñas no son estáticas, su historia mues
tra que son el resultado de un largo proceso de transformación po
lítica (Bailón, 2007; Hernández-Díaz y Juan Martínez, 2007). Parece 
razonable suponer que en vez de un obstáculo a la democratización, 
las organizaciones que luchan por políticas del reconocimiento pue
den contribuir para que el cambio no sea impuesto y que éste se 
promueva desde el interior de las comunidades. Todo esto supone, 
claro, un ajuste, una adecuación entre las instituciones comunita
rias y aquellas que garantizan la articulación de los intereses y la 
representación política en los estados y la federación en su conjun
to. En lugar de profundizar el antagonismo, a menudo exagerado, 
entre lógica de representación partidista y lógica de participación 
comunitaria, el reconocimiento de la diversidad cultural e institu
cional puede contribuir a establecer una nueva articulación entre 
prácticas políticas diferentes, pero no necesariamente irreconci
liables. 

En este sentido, es menester reconocer que aun cuando la clasi
ficación usos y costumbres/partidos políticos pretendía diferenciar 
los sistemas de elección y de gobierno, en muchos casos las dife
rencias se han reducido. La historia de los conflictos suscitados en 
el proceso de designación de las autoridades municipales muestra 

ralidad en la votación en las comunjdades que ejercen el sistema de usos 
y costumbres. 
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que antes de ser reconocidos los usos y costumbres, los municipios 
oaxaqueños ya estaban rediseñando sus formas de elección y de go
bierno, algunos de ellos acercándose al modelo que rige al sistema 
federal. De ahi que en muchos casos, incluso cuando no se hable de 
la existencia de partidos políticos, sí se pueden reconocer organi
zaciones o simpatizantes de grupos claramente diferenciados que 
mantienen una contienda interna; de una manera u otra se esta
blecen competencias de carácter partidista. 

Con la cautela que requiere una presentación como la que aquí 
se ha hecho, es posible decir que en algunos municipios que están 
en un proceso de reajuste de sus normas electorales, se recono
cen nuevos mecanismos que los ciudadanos de estas localidades han 
empleado para solucionar conflictos internos o simplemente pa
ra procurar que sus procesos de designación de autoridades sean 
transparentes o inclusivos. Con ello están también acomodando o 
reinventando sus normas electorales. Por lo tanto, es necesario pen
sar que la ley, más que remarcar las diferencias entre los munici
pios según el sistema de elección que emplee, debería admitir las 
particularidades de cada uno para reconocer así la diversidad cul
tural y política de este país, pero tratando de evitar mecanismos 
de exclusión de cualquiera de las parte involucradas. 
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LA CONFRONTACIÓN CULTURAL EN LA DINÁMICA SOCIAL 
DE LOS CUENTEPEQUENSES* 

Gisela Landázuri Benítez *'~ 

RESUMEN 

A lo largo de las últimas décadas, la intensa interacción entre 
actores locales y no locales de Cuentepec ha dejado huella en la 
dinámica cotidiana de dicha comunidad nahua. Por las incesan
tes transformaciones sociales, las identidades y la vida cotidia
na también se modifican continuamente. Se pueden identificar 
huellas específicas que han dejado las intervenciones de institu
ciones gubernamentales y no gubernamentales, a partir de progra
mas sociales y de desarrollo, el adoctrinamiento de la teología de 
la liberación, los maestros bilingües de primaria y las nuevas or
ganizaciones políticas. En los últimos cinco años la búsqueda de 
nuevos ingresos ha llevado a hombres jóvenes y a algunas muje
res a buscar trabajos urbanos permanentes, e incluso a migrar 
hacia Estados Unidos . Surgen diversas preguntas sobre el rum
bo que tomará su visión del mundo, el orden social, las prácticas 
tradicionales y las identidades locales. Las experiencias anterio
res muestran la manera en que las diversas interacciones influ
yen en esos ámbitos . 

Palabras clave: actores locales, identidad, cotidianidad, interven
ción institucional, prácticas tradicionales. 

* Este texto retoma fundamentalmente el material publicado en el li
bro Encuentros y desencuentros en Cuentepec, More/os (Landázuri, 2002) y 
agrega información actual sobre la migración. 

** Profesora-investigadora de la Universidad Autónoma Metropolita
na-Xochimilco. Correo electrónico: <giselalb@correo.xoc.uam.mx, gise
lalb@prodigy.net.mx>. 
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INTRODUCCIÓN 

Identidad y alteridad van juntas, si aceptamos que los grupos se "de
finen y son definidos por los 'otros' con los que existe interacción" (Fi
gueroa, 1992:298). Al realizar un estudio en Cuentepec, Morelos, 
sobre la interacción entre actores rurales locales y profesionistas del 
desarrollo, encontré que las experiencias de interacción anteriores, 
algunas aún presentes, habían marcado y diferenciado la construc
ción identitaria, la mirada del otro y de sí mismos. Así, la identidad 
de los cuentepequenses ha ido cambiando al mirarse en los ojos del 
otro. Las personas toman conciencia de su cultura cuando encuen
tran otras culturas. Otros grupos sufren su origen indio por el menos
precio, la falta de-reconocimiento a sus capacidades o las actitudes 
racistas de quienes se creen superiores. 1 

La población de Cuentepec no escapa a las caracterizaciones y 
clasificaciones sociales construidas por los intelectuales. Éstos han 
fabricado estereotipos basados más en las apariencias inmediatas, 

· "tanto de uso corriente como oficial y científico" (Devalle, 1992:38), 
como los campesinos, los indios, los pobres, la población objeto de 
los programas de alivio a la pobreza. 

Por su origen étnico, la historia de sus asentamientos prehispá
nicos -Cuentepec el Viejo-y coloniales - Cuentepec el Nuevo
y el uso cotidiano del náhuatl, mexicano aclaran los pobladores de 
esa comunidad, se les denomina indios. 

En el terreno de la geografía política se trata de habitantes de una 
población perteneciente al municipio de Temixco, muy cercana a 
Cuernavaca. El territorio físico y el espacio cultural de Cuentepec 
están bastante delimitados. Por un lado, al ser una comunidad en
dógena y de escasa migración permanente, es posible afirmar que 
en términos geográficos la comunidad vive diariamente en torno a 
sus tierras de cultivo, a sus barrancas, al río Tembembe, a sus agos
taderos, a sus escasos bosques, a su zona urbana y a una franja comer
cial y laboral que pasa porTemixco, Cuerna vaca y algunas poblaciones 
vecinas. 

Por sus formas de organización comunitarias y familiares, y por 
la tenencia de la tierra también se define a sus pobladores como cam
pesinos, ejidatarios y comuneros, productores en el nivel de subsis-

1 "Toda identidad positiva queda definida también por imágenes negati
vas, [ ... ]con frecuencia a expensas de la degradación de otras" (Erikson, 
1992:260). La similitud o la diferencia es un asunto en el nivel del sentir, que 
reside en la mente de los miembros, no una valoración objetiva (Cohen, 
1995:2 1). 
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tencia. La tendencia reciente de "probar fortuna" en Estados Unidos 
y Canadá pronto podría marcar a Cuentepec como una localidad 
de migrantes. 

En Cuentepec, al igual que en todas las sociedades, los sujetos 
se desarrollan psicológica y emocionalmente en el seno familiar, ám
bito de socializaciÓn2 primaria de normas sociales, costumbres, vi
siones y sentidos, y también de organización y división del trabajo. 
Característica particular de una comunidad indígena, como ésta, es 
que el área familiar se entrelaza con el área laboral. Su mundo se 
construye en tomo a la tierra, la milpa y la cocina. El acceso a la 
tierra y su utilización aparecen íntimamente ligados al ciclo de 
reproducción familiar, a los usos y costumbres en la organización 
y división del trabajo, así como a las prácticas hereditarias. 

La presencia de diversas instituciones -gubernamentales y no 
gubernamentales- dispararon en Cuentepec procesos que han 
dejado su huella en esa comunidad: ¿hasta dónde contribuyeron a 
alterar su identidad y su cultura? En los últimos años la práctica 
de la migración hacia Estados Unidos y Canadá ha abierto un nue
vo frente de confrontación intercultural. ¿Hacia dónde apunta ese 
impacto en la conformación de la identidad y en la exigencia de nue
vas habilidades y conocimientos para negociar en mejores condi
ciones con los otros? 

La ruta que seguí para responder a estas preguntas fue ahondar 
en los planos de confrontación cultural entre actores locales y no 
locales, que han ido invadiendo el tejido identitario, de la autoes
tima, de la mirada hacia sí mismos y hacia los otros. 3 

LA VISIÓN DE SÍ MISMOS. AYER Y HOY 

La visión de sí mismos se construye en relación con el otro y con 
el discurso del otro, lo que puede traducirse en valoraciones y au
tovaloraciones positivas o negativas. Los calificativos que homoge-

2 Entiendo socialización como el acceso, la apropiación y la internali
zación del mundo cultural comunitario y social. Parte de ese proceso de 
internalización se da a través del lenguaje. 

3 "Así la identidad étnica aparece como una ideología producida por una 
relación diádica, en la que confluyen tanto la autopercepción como la per
cepción por otros. Por lo tanto, la configuración y pervivencia de las iden
tidades étnicas dependen no sólo de uno de los participantes de un sistema 
interétnico, sino de ambos. Así, las categorías étnicas actuales pueden ser 
entendidas como construcciones ideológicas resultantes de las respectivas 
historias de articulación interétnica de cada grupo" (Bartolomé, 1997:47) . 
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neizan a los grupos indios "como 'volubles, apáticos, necios', 'raza 
difícil', 'medio estúpidos', 'faltos de civilización', 'sin cultura', 'no de
sarrollados en términos culturales', y 'flojos'" (Castellanos, s.f. 28), 
según los casos, han generado autoimágenes devaluadas, así como 
diversas formas de resistencia frente al otro. 

"La percepción negativa de la propia identidad genera frustra
ción, desmoralización, complejo de inferioridad, insatisfacción y cri
sis" (Giménez, 1997: 17). ¿Cuándo es una autopercepción y cuándo 
una pose frente al otro? 

En una primera visita a Cuentepec, en 1994, las familias que 
recibían despensa a través del programa del Instituto Nacional In
digenista (INI) lamentaban su entrega irregular y temían su cance
lación. Una de ellas me solicitó que hiciera algo al respecto, bajo el 
argumento de su ignorancia: 

EPIFANIO: Como somos muy ignorantes, pues casi no sabemos 
más, no llega [la despensa], nadie nos dice con qué persona diri
girse. 

Estamos muy atrasados, pues, por decir, como no hablamos 
bien español, estamos muy atrasados (entrevista, 26-08-1994). 

A los sujetos -individuales o colectivos- también se les distin
gue por algunas de sus cualidades o atributos. Cuando estos atribu
tos sociales-pueden ser también físicos o biológicos-se adjudican 
como estereotipos ligados a prejuicios sociales descalificadores, 
se convierten en estigmas. Por ejemplo, al ser indio se le han fijado 
atributos como la apatía, la ignorancia o la pereza. 

Un maestro de la primaria me platicó cómo vivió el rechazo y la 
discriminación en su población natal, Xoxocotla, que para algu
nos es como la hermana mayor de Cuentepec, pues, además de su 
cercanía geográfica, hace 20 años tenía características y manifes
taciones culturales similares a las que aún conservan los habitan
tes de Cuentepec. Por ello su testimonio resulta interesante, ya que 
ambas comunidades se enfrentaban a los mismos actores de las ins
tituciones gubernamentales, de los servicios, y a comerciantes re
gionales y estatales. 

NABOR: Bueno, es que es difícil, la situación que se vivió anterior
mente, ¿no?, porque es que la mayoria de la gente indígena recha
za su propia lengua, rechaza [por lo] que se vivió con la gente de 
fuera, con la gente de fuera siempre hubo esa situación, ¿no?, 
de rechazo por nuestro origen. 



LA CONFRONTACIÓN CULTURAL EN LA DINÁMICA SOCIAL 405 

La gente que salía era discriminada donde quiera, ¿no? Yo me 
acuerdo cómo decían, así ofensivamente, me decían en los ser
vicios, aquí no llevamos indios patas rajadas. 

Ya no hay esa valoración de tu propia lengua, propias tradi
ciones, allá existen todavía, pero eso ya es internamente, en la 
población; fuera ya es diferente, uno tiene que comportarse otra
tar de amoldarse, tratar de ser como la gente de fuera para no ser 
el, ora sí decían, el "hazmerreír" (entrevista, 11-10-1995). 

En Cuentepec se han buscado diversas vías para dejar de ser es
tigmatizados. 

NABOR: Bueno, aquí de lo que se ha tratado pues de hacer un res
cate cultural, tradiciones, costumbres, dela lengua específicamen
te. Pero la verdad los padres es por falta también de conocimiento 
de cómo se está llevando la enseñanza; ellos ya no quieren, mu
chos padres han llegado con nosotros a decimos que ya no les 
hablemos en náhuatl, que les hablemos en español. Ya no quie
ren que ellos sufran lo mismo que ellos, que sus hijos sufran igual 
que sus padres. Dicen, les hablan en náhuatl, péguenles, péguen
les, porque queremos que aprendan el español ahora. Pero los 
niños no, se resisten. Nosotros hemos intentado, pero no, no se ha 
podido. Anteriormente era más difícil (entrevista, 11-10-1995). 

Su esposa Carmela agregó: 

Es como las muchachas que se van a trabajar por Cuemavaca a 
las casas, ya no quieren andar con su ropa ni con sus vestidos [ tra
dicionales]; y ya no hablan de como aquí, ya hablan como la gen
te de Cuernavaca. Usted las encuentra por ahí y ya nomás te dicen 
hola Carmela, o ya no ocupan su dialecto para nada, les apena, 
se chivean cuando hablan así (entrevista, 11-10-1995). 

Se reconoce una brecha generacional en el manejo del mexica
no. En la visita mencionada, uno de los miembros de la Unión de 
Pueblos de Morelos (UPM) abordó el tema de la lengua: por un lado 
el que se estuviera perdiendo y, por el otro, las limitaciones que en
frentaban al no hablar bien el español; la percepción es que "estamos 
bien atrasados. Aquí no podemos cambiar" (Epifanio, entrevista, 
26-8-1994 ). 

Para los hombres que van a buscar trabajo a Cuemavaca es im
portante hacerse entender, como dice Epifanio: 



406 GISELA LANDÁZURI BENfTEZ 

Sale un asunto o servicio por Cuemavaca, no sabemos muy bien 
para contestar. No sabemos defendemos, pues; como participa
mos en muchas reuniones, también nos hace falta el español para 
aclarar todos los planteamientos. 

Hay veces que no contesta nada porque no sabemos, es que no 
se puede. Estamos acostumbrados a la lengua del náhuatl, no po
demos pronunciar bien el español, pues (entrevista, 26-08-1994). 

La confrontación cotidiana con la población urbana y con las 
instituciones gubernamentales los ha llevado no sólo a manifestar 
su necesidad de hablar español, sino también a saber de leyes y de 
procedimientos administrativos. 

Hacerse entender es también poderse defender. Como dice Cas
tellanos: 

Los grupos étnicos enfrentan los prejuicios y las prácticas dis
criminatorios en instituciones de gobierno, de la administración 
pública, tribunales y prisiones, en sectores de la Iglesia católica 
y las sectas protestantes, sindicatos, escuelas, partidos políticos, 
medios de comunicación masiva, así como en espacios de la vi
da cotidiana, sobre todo, en las regiones étnicas (s.f.: 26). 

Una de las capacitadoras de Comunicación Intercambio y De
sarrollo Humano en América Latina (CIDHAL) que trabajó en Cuen
tepec, me platicó escenas en los camiones que ella primero calificó 
como de rebeldía, y después las entendió como de defensa: 

Yo veía esa situación y la viví, de maltrato, de humillación, de des
precio, de racismo, y que este muchacho le chocaba, cualquier 
mal modo que viera a la hora de darle el cambio o de aventarle 
el boleto, el cuate de inmediato decía: "¿qué te pasa?", en español, 
además le remarcaba que él hablaba español, que entonces esta
ba entendiendo, y el otro le contestaba, se daba cuenta (Andrea, 
entrevista, 10-05-1996 ). 

De acuerdo con las experiencias que han sufrido en las audien
cias, además del español sienten la necesidad de conocer las leyes 
y los códigos civiles y agrarios, para no seguir siendo ninguneados: 

SABINO: He visto también allá en las audiencias, pues, cómo les con
testan, pues, a la gente campesina, cómo allá las autoridades, allá 
en la Secretaría de la Reforma Agraria, no conocen ahí las leyes. 
Recuerdo una vez que me dijo: "tú no sabes, entonces qué estas 



LA CONFRONTACIÓN CULTURAL EN LA DINÁMICA SOCIAL 407 

haciendo ahí; mejor vete a barrer la calle". Mira, yo estoy seguro 
que sí nos hace falta de que nos den las leyes, de civil , de agrario, 
de otros códigos que no conocemos, la capacitación (entrevista, 
10-05-1996). 

La dignidad también se defiende así, manejando las armas del 
otro. La historia de los habitantes de Cuentepec habla también de 
un pueblo que no se ha dejado someter; ser proveedor de fuerza 
de trabajo libre le permitió establecer sus prioridades. 

Si bien la defensa de su cultura no siempre es explícita ni mili
tante, sus prácticas cotidianas, el manejo de sus cultivos y de sus en
fermedades, el uso del mexicano, sus respuestas frente a los proyectos 
de desarrollo rural presentados por instituciones gubernamenta
les, los rituales a la madre tierra y a los muertos, son su manera de 
resguardarla. 

En una de las consultas regionales iniciada por el Congreso de 
la Unión sobre derechos y participación indígena,4 el grupo vin
culado a la UPM demandó respeto a su cultura. 

Sin embargo, la reciente experiencia migratoria abre la pregun
ta: ¿hasta dónde esta nueva confrontación cultural desplegará una 
nueva mirada de sí mismos? Los que se fueron regresan "más güeri
tos, vienen más ordenados, más responsables", pues allá "no se pue
de echar desmadre". 

Esta nueva experiencia migratoria empieza a transformar la preo
cupación por el lenguaje a la necesidad de poder entender el inglés 
o, por lo menos, para "pedir la comida". 

Las relaciones interculturales también se irán diversificando en 
ese ámbito. La relación con los blancos "ha sido buena, no son como 
los negros que te roban, que no trabajan". Algunos comentan con 
orgullo el buen trato y hasta la preferencia que manifiestan los pa
trones por ellos. 

LAS COMUNIDADES ECLESIALES DE BASE (CEB) 
Y LA UNIÓN DE PUEBLOS DE MORELOS DELINEAN NUEVOS ROSTROS 

Por ejemplo, en uno de los grupos, algunos de los señores se foguea
ron y aprendieron en diversas arenas: Comunidades Eclesiales de 
Base, Unión de Pueblos de Morelos, Partido Revolucionario de los 
Trabajadores (PRT), Coordinadora Nacional Plan de Ayala (CNPA). 

4 En Cuentepec se realizó en febrero de 1996. 
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El grupo de la UPM en Cuentepec tiene un largo camino recorrido 
en cuanto a interacciones con diversas instituciones religiosas, polí
ticas, gubernamentales, e incluso con el INI, y de hecho es el único 
grupo organizado para la producción identificable en Cuentepec, 
fuera de los grupos naturales, familiares y comunitarios. Ciertos mo
mentos del camino que ha recorrido desde su constitución aportan 
pistas para explicar alguno de sus comportamientos. Entender, por 
ejemplo, el porqué del rechazo de que es objeto dentro de la comu
nidad y, por lo tanto, cómo juzga la comunidad algunas actividades 
de desarrollo presentadas por los agentes gubernamentales quepo
drían colocarlos en situaciones semejantes a las de este grupo. Desde 
mi punto de vista, la influencia de las CEB y de la UPM son dos matri
ces que marcan ideológica, política y, en general, culturalmente a 
algunos grupos de esta localidad. Los valores que rigen su vida per
sonal, sus metas y visiones de futuro los diferencian del resto de la 
comunidad. 

Comencé a reconocer la importancia de las CEB en Cuentepec 
cuando me enteré de que, en las luchas sociales y políticas más im
portantes de la historia reciente, la presencia y el liderazgo de sus 
miembros fueron determinantes. Asimismo, los cuadros políticos, 
las mujeres y los productores que habían sido aglutinadores de los 
grupos más comprometidos y responsables ante las instituciones fi
nanciadoras de proyectos, tenían o habían mantenido algún contac
to con esta corriente dentro de la Iglesia católica. En Cuentepec se 
menciona, como ejemplo de esta línea de trabajo, la participación 
en la lucha por la tierra en los años ochenta, experiencia que vincu
ló a grupos de diversas comunidades, tanto de las CEB como de or
ganizaciones sociales y políticas. 

Los miembros de las CEB han incorporado el "camino con dos 
pies" a su vida cotidiana. El camino de la fe es el camino de la libe
ración y viceversa, de allí que no disocian la vida religiosa de la po
lítica, la lectura de la Biblia de la lucha por la tierra. 

El testimonio de Sabino, fundador del grupo de la UPM en Cuen
tepec, muestra su interpretación y su sentir respecto a dicha pro
puesta. Ante preguntas como "¿qué lo ha llevado a mantenerse en 
la lucha a pesar de las calumnias de las que ha sido objeto?", sus re
flexiones, más que enfocarse a los temas enarbolados por la izquier
da o por la UPM, resaltaron lo siguiente: 

SABINO: Como ya conocía yo, gracias a Dios, vuelvo a repetir, 
la Sagrada Escritura dice: el que entrega su vida por el pueblo, la 
ganará, el que prefiere salvar su vida la perderá. Por ejemplo, si 



LA CONFRONTACIÓN CULTURAL EN LA DINÁMICA SOCIAL 409 

yo me decido, no pues ya no sigo. Yo sé mi trabajo, voy a hacer 
algo de billetes. Digo para qué me sirve, no me sirve de nada de 
todas maneras. Mejor las experiencias, sí es una riqueza, se sien
te como que no le fa}ta nada, paz. Y en ese tiempo, como estaba 
vendiendo mi señora tela de retazos, entonces yo me aprovecha
ba a comprar allá, y mi señora vende, ya con eso me iba allá, así 
nos fuimos ayudando. Después, hay un pasaje que dice: pobres 
comerciantes, entonces dije, pues, a ella, como que no, como que 
fui dejando, a veces no tengo para comer. a veces tengo, digo, por 
más tengo ánimo, muchas veces no conocemos lo que es la justi
cia, no sabemos por dónde caminamos, nos perdemos, dice que 
por eso Dios nos mandó para trabajar, así reflexiono pues (en
trevista, 11-10-1995). 

Los mismos cambios conceptuales que ha sufrido esta corrien
te de la Iglesia en las últimas décadas, así como la presencia de re
ligiosas y curas de distintas congregaciones con sentidos específicos 
en sus tareas evangelizadoras, fueron modificando su trabajo con 
la comunidad. 

Se ha mencionado que el sacerdote Rogelio, quien apoyó y con
tactó al grupo en su lucha por la tierra con organizaciones sociales 
y políticas independientes de la región en los años ochenta, fue tam
bién quien criticó algunas tradiciones y rituales de la comunidad, 
"pues eran del diablo" y había que abandonarlas. 

Esa posición correspondía a la visión que incluso la teología de 
la liberación mantenía de lo indio. Una de las religiosas que traba
jaba en Cuentepec aclara que ni don Sergio5 hablaba de los indios. 
Por contraste, en los años noventa, durante su estancia, ella hacía 
hincapié en la importancia de orientarlos a recuperar sus valores . 
y ese tipo de tradiciones. Los tiempos y las visiones cambian. 

La influencia de las CEB se extendió más allá de sus seguidores. 
Epifanía (cuñado de Sabino), aunque nunca participó en las CEB, 

me comentó en algún momento que de éstas había aprendido que 
no hacían falta los rituales para alejar el mal, que practicaban como 
parte de su tradición, ya que, como decía el sacerdote, Dios está en 
todos lados y puede alejar el mal. 

Quizás esta visión de la tradición los colocaba entre quienes ya no 
respetan la costumbre. En la lucha por la tierra se atrevieron a en
frentar a sus mayores, incluso a sus autoridades. Tampoco la influen
cia de las CEB es bien vista por algunos sectores de la comunidad. 

5 El obispo Sergio Méndez Arceo fue uno de los bastiones de la teología 
de la liberación. 
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La presencia de las CEB no sólo ha dejado huella entre sus miem
bros, sino que alteró profundamente la dinámica interna de la co
munidad, modificando formas de pensamiento, relaciones con las 
personas y con los recursos materiales. 

Otra influencia muy importante entre algunos miembros de la 
comunidad de Cuentepec ha provenido de la UPM. Ésta surgió en 
1980 de 

[ ... ] la experiencia jaramillista, la lucha de varias comunidades 
(Xoxocotla, Bonifacio García, Tetelcingo, Cuentepec, Ahuetepec) 
por la defensa de sus tierras y la lucha de los veteranos zapatis
tas por su reconocimiento (García, 1988:51) 

y como proyecto político de militantes de la izquierda maoísta, que 
deciden salir de la semiclandestinidad. La UPM se incorpora de in
mediato a la naciente CNPA. De acuerdo con uno de los informantes, 
los miembros de las CEB de Cuentepec, en su lucha contra la ex
propiación de tierras para un autódromo se contactaron con dicha 
organización por medio de algunos sacerdotes (de Cuentepec y Xo
xocotla). 

Tiempo después de la lucha contra la expropiación de tierras que 
pretendía un gobernador para beneficio propio, se desarrollaron 
actividades con grupos de mujeres en torno a temas de salud, nutri
ción y autoestima, en coordinación con capacitadoras de CIDHAL, 

organización feminista pionera en el trabajo popular en este país. 
Seguramente la huella de esa experiencia ha contribuido a que 

en diversas ocasiones en esta comunidad las mujeres impulsen la 
formulación y ejecución de un buen número de proyectos, apoya
dos por diversas instituciones. Antes era impensable ver en una 
reunión pública a 100 mujeres. 

En los años ochenta se agudizó el problema agrario en Cuente
pec. Los únicos ejidatarios registrados en el padrón ejidal eran los 
ancianos sobrevivientes y sólo 45 contaban con certificado agrario. 
Los jóvenes tenían dificultades para acceder a créditos y a otros 
beneficios que sólo se otorgaban a los ejidatarios titulares. 

Aparentemente ésta fue la lucha reciente que más agriamente con
frontó a grupos, individuos y familiares, porque en la disputa entró 
una franja de terreno fértil que un grupo quería convertir en po
trero para su ganado y los jóvenes querían que se distribuyera. La 
asesoría de la UPM durante este periodo fue directa. El caso de Cuen
tepec fue incorporado a la agenda de negociación mensual de la 
CNPA. Movilizó a los miembros de la comunidad tanto internamen
te como hacia afuera. Se efectuaron asambleas multitudinarias, mar-
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chas, plantones frente a la Secretaria de la Reforma Agraria (SRA). De 
hecho fue un periodo de lucha ideológica y formación política. Fue 
una arena de confrontación tanto interna como externa. 

Desde la perspectiva de los intelectuales de la UPM, se trataba de 
cuestionar el poder económico y político de los que más tenían; sin 
embargo, en el marco de las relaciones tradicionales internas pare
cía que se cuestionaban prácticas y relaciones familiares y comu
nharias, particularmente la relación que en ella establecen padres 
e hijos, incluso casados, en el seno de la unidad socioeconómica cam
pesina y la división del trabajo familiar. En Cuentepec el padre de 
familia es el organizador del trabajo agrícola dentro del núcleo fa
miliar, y la madre es la administradora de la cocina. Los ejidatarios, 
que vieron afectados sus intereses, desprestigiaron a los militantes 
locales de la Unión de Pueblos de Morelos. 

Desde entonces y hasta la fecha varias decenas de hombres y mu
jeres de la comunidad han participado en la UPM y han compartido 
sus transformaciones tácticas y sus estrategias. Aunque actualmen
te los miembros de la UPM en Cuentepec ya no son miembros acti
vos de las CEB, podemos reconocer cierta continuidad del grupo 
CEB-UPM. 

El grupo ha sido criticado por su "fácil" acceso a financiamien
tos gubernamentales y privados. Miembros de la comunidad se
ñalan que es un grupo "mal visto" por ser el único que dispone de 
recursos externos, muy cuantiosos, para inversión productiva. Eso 
causa gran malestar, ¿será rivalidad, envidia, recelo o desconfian
za, o forma parte de ese sentimiento comunitario que surge cuando 
un grupo se despega y busca apoyos externos de acuerdo con sus 
intereses particulares, pues debilitan el principio comunitario? 

Algunos proyectos apoyaron acciones que competían e inclu
so afectaban los intereses de ciertas familias, como en el caso de los 
comerciantes al poner en venta fertilizante y maíz a menor precio 
del que aquéllos cobraban en sus negocios. Política y socialmente, 
esta corriente se ha convertido en una oposición molesta, pues de 
manera constante está pidiendo cuentas de la distribución de los 
recursos que llegan a la comunidad, ya sea por la vía de becas de ni
ños en Solidaridad, o por el precio de las despensas del INI, o bien 
por el desempeño de los maestros de la escuela primaria. 

ÜTRAS EXTERNALIDADES 

Las identidades, a su vez, se construyen en interacción con otros 
actores externos: los vecinos, los patrones de la ciudad, las figuras 
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políticas, el contexto nacional. Los conflictos por el agua con Ahua
tenco, el secuestro de un ganadero, el trabajo asalariado en Cuer
navaca, los programas de combate a la pobreza en Cuentepec, han 
generado actitudes y representaciones sobre lo propio y lo ajeno. 

Empieza a observarse con preocupación que las juventudes "se 
largan a trabajar y ya no quieren ayudar en la parcela". Se van a la 
ciudad, Temixco o Cuernavaca, los hombres se emplean en la cons
trucción y las mujeres en el servicio doméstico. 

Los jóvenes prefieren irse a trabajar fuera, entre otras razones 
porque ya no quieren trabajar la tierra, o porque el fertilizante está 
muy caro, o porque la tierra buena es escasa. 6 Dagoberto, estudian
te de la Facultad de Filosofía y Letras, considera que si bien Cuente
pec tiene una larga historia de violencia, la influencia externa que 
adquieren los jóvenes al trabajar en Cuernavaca ha llevado vicios 
y otras mañas a la comunidad. 

Otros, sin embargo, destinan parte del salario para pagar a al
guien que cuide su siembra o renta algún pedazo. 

En los últimos diez años algunas mujeres han tenido que ven
der su fuerza de trabajo como trabajadoras domésticas, lo cual re
percute en sus formas de vida porque ellas permanecen fuera de 
su comunidad toda la semana y sus hijos se quedan a cargo de los 
abuelos o hermanos. 

La visión del futuro se diversifica generacionalmente. Unos si
guen mirando hacia adentro de la comunidad y hacia sus propios 
recursos, por eso sueñan con agua para riego; otros miran hacia 
fuera, tener empleo afuera es una opción más ¿segura, deseable? 
¿Hasta dónde el abandono de las tareas agrícolas se traduce nece
sariamente en una transfiguración identitaria? O, como advierte 
Bartolomé (1997:92), "algunos rasgos o prácticas culturales tienden 
a mantenerse tanto para reproducir la solidaridad grupal como 
para proporcionar emblemas a la identidad colectiva". 

Hace diez años, al preguntarle al padre de un muchacho de 12 
años si compartía la perspectiva de que en un futuro su hijo se fue
ra a trabajar a la ciudad, me respondió firmemente: 

No, yo lo voy a enseñar al campo, y si se puede también sus es
tudios, ¿no? Si también hay un poco de tiempo, también puede ir 

6 En general, el trabajo agricola como actividad productiva parece ser 
decreciente. Hace como 15 años sembraban más personas que ahora. "En 
ese tiempo sembraban como doscientas gentes, hoy sembrarán como cien 
gentes; en ese tiempo no se tenía mucha relación con la zona urbana" (Fer
nando Díaz, entrevista, 10-10-1995). 
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al trabajo, cuando hay trabajo también aquí, que trabaje también 
aquí, como nosotros (Epifanio, entrevista grupal, 26-08-1994 ). 

Actualmente la migración hacia los países del norte se ha mul
tiplicado. De cinco hombres que iban regularmente a trabajar al 
otro lado, en los últimos cinco años han ido más de 100. Si bien 
algunos se fueron a con-er la aventura por curiosidad, por lo gene
ral para los migrantes y sus familiares se está convirtiendo en la vía 
de poder hacer algo: construirse una casa, comprar una camione
ta o un terreno para salirse del solar familiar. 

Para algunas familias extensas que comparten el solar, la convi
vencia se ha tornado cada vez más difícil. Las exigencias de coope
rar con los gastos de la familia extensa son agobiantes. La familia 
extensa exige que los recursos obtenidos como "mojados" se redis
tribuyan como siempre ha sucedido con la producción agrícola le
vantada en la parcela del padre. 

Desde la perspectiva de la maestra de preescolar, los cambios tam
bién se empiezan a sentir con la nueva práctica exogámica de ha
cer pareja con miembros de otras comunidades, algo impensable 
a mediados de los años noventa. 

El rostro de Cuentepec también empieza a cambiar: las casas de 
dos pisos, que hace diez años no eran más de dos, las camionetas, 
la ropa que traen del otro lado, empieza a desplazar la ropa tradi
cional. 

CONCLUSIONES 

Podría continuar el recuento de las visiones, de estilos de relación, 
de manejo del poder, de prácticas religiosas, educativas y organi
zativas, y otras características de esta comunidad. También cuáles 
fueron introducidas por instituciones de la sociedad dominante en 
la Colonia, u otras del pasado reciente. Los maestros bilingües, los 
partidos políticos -PRI, PRT, PT, PRD-.7 las instituciones guberna
mentales -Banrural, Coplamar, el INI, Pronasol-;8 todos ellos, aun-

7 Partido Revolucionario Institucional. Partido Revolucionario de los Tra
bajadores, Partido del Trabajo, Partido de la Revolución Democrática, res
pectivamente. 

8 Banco Rural, Coordinación Nacional del Plan Nacional de Zonas De
primidas y Grupos Marginados, Instituto Nacional Indigenista, Programa 
Nacional de Solidaridad, respectivamente. 
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que con intenciones distintas, sembraron, propusieron o impusie
ron su perspectiva, distinta de la local. Se trata de relaciones signi
ficativas que han dejado una huella interna cultural, que se expresa 
en normas, valores y símbolos. 

Varios conflictos que han surgido tienen su origen tanto por la 
confrontación de intereses particulares o de grupos como por dife
rencias entre quienes han incorporado retazos de otros proyectos y 
perspectivas ajenas a las que algunos defienden, como la costumbre. 

Se pueden reconocer como depositarios directos de esas influen
cias, los sujetos y grupos que más se están apartando del estilo de 
vida propio, de la costumbre. Curiosamente, quienes más han sido 
señalados de abandonar la costumbre, en la arena social son antagó
nicos. El curandero menciona que los ganaderos ya no siguen los 
rituales de ofrenda a la piedra de la Milacua.9 Quienes a su vez aso
cian esas prácticas con el diablo, formados bajo la teología de la 
liberación, son señalados como cuestionadores de la autoridad y di
visionistas. 

En Cuentepec hay un leitmotiv que se repite en todas las arenas 
de la vida cotidiana. En la celebración de las fiestas patronales, en 
el manejo de la salud o la enfermedad, en el uso del lenguaje, en la 
elección y aceptación de sus autoridades, predomina una dinámi
ca en la que aparecen visiones sobrepuestas: algunas marcadas por 
perspectivas que se originaron fuera de la localidad, otras que pa
recen reproducir creencias ancestrales como pueblo indio. A las que 
ya he descrito habría que sumar un mosaico multicolor de orienta
ciones: las de los maestros que vienen de otras localidades de More
los, las de los compadres, algunos vinculados a las CEB, las de otros 
profesionistas y políticos que desarrollaron tareas en Cuentepec y 
seguramente las aprendidas durante siglos de relaciones labora
les, comerciales y de administración pública con instancias exter
nas. Durante la interacción entre actores externos y actores rurales 
locales, la observación se tomó claramente recíproca, y algo del otro 
se incorporó a la propia visión. 

Si bien para los cuentepequenses el sentido actual de la migra
ción al otro lado de la frontera norte subraya las ventajas materiales, 
el hecho de que algunas esposas se empiecen a trasladar para allá 
revalúa sus condiciones y oportunidades en uno y otro territorio. La 
consideración de que "allá los niños tienen mejores posibilidades 
de estudiar" los motiva a contemplar la posibilidad de "quedarse a 

9 Los pobladores dicen que los aires toman el aroma de la ofrenda y de
jan a cambio armonía y esperanza para el año siguiente. 
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vivir allá" . Allá donde se gana más, donde "el que trabaja bien es res
petado". La visión de sí mismos se revalora. 

Nuevas interacciones, nuevas huellas y, ¿por qué no?, el posible 
fortalecimiento de lo propio. 
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RESUMEN 

El presente trabajo muestra cómo el proceso de construcción so
cial de lo simbólico y lo ritual está presente de modo inherente en 
los conocimientos locales productivos de la comunidad campesi
na, cuyo carácter funcional, sistemático e innovador se transmite 
de generación en generación y se adapta a las grandes transfor
maciones globales. Con base en la etnografía de varias comuni
dades campesinas del altiplano central: Tlalnepantla (del estado 
de Morelos), Ixtenco, Nanancamilpa, Atlihuetzía (del estado de 
Tlaxcala) y Mixquic (del Distrito Federal), se pretende abarcar con 
más o menos amplitud las características productivas del campe
sinado. Se concluye que para profundizar sobre el conocimiento 
local campesino es necesario armar puentes, encontrar huellas e 
intentar comprender a las culturas en sí mismas, y a la vez intentar 
hallar los vasos comunicantes entre las matrices culturales que nos 
dan cuenta de la interculturalidad, puesto que el conocimiento 
campesino no es estático ni aferrado a una sola cosmovisión. 
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INTRODUCCIÓN 

Con base en una investigación de tipo etnográfico llevada a cabo 
en pueblos y comunidades del altiplano central (Díaz et al., 2004), 
y tomando en cuenta referencias de trabajos de investigación ante
riores (Díaz, 199 3, 2001) , en esta comunicación se muestra que los 
conocimientos locales productivos de la comunidad campesina tie
nen un carácter funcional, sistemático e innovador, en cuyo proceso 
lo simbólico y lo ritual está presente de modo inherente. Mediante la 
descripción etnográfica y el análisis de las formas de construcción 
y reproducción de este tipo de conocimientos, se demuestra que es 
equivocado lo que el sentido común y la teoría agronómica moder
na nos han hecho creer: que los conocimientos productivos cam
pesinos son un conjunto de saberes, prácticas y creencias que no 
cambian y que sólo se transmiten de generación en generación, y 
que el conocimiento producido por la comunidad campesina, por 
ser tradicional, es estático y estancado. No estamos de acuerdo con 
esa perspectiva. Por el contrario, el trabajo de investigación demues
tra que el sistema tradicional de conocimientos tecnoproductivos 
genera internamente impulsos para la experimentación y la búsque
da de mejoras en los procesos y en los productos. Es decir, es inno
vador. Los campesinos innovan en la tradición, y lo hacen a partir 
de las condiciones y oportunidades que el contexto local les propor
ciona con base en relaciones interculturales. 

METODOLOGíA 

La comparación ha sido un procedimiento importante de la meto
dología etnográfica utilizada, por tal razón seleccionamos diversas 
localidades de los estados de Morelos (Tlalnepantla), Tlaxcala (Ix
tenco, Nanancamilpa, Atlihuetzía) y Distrito Federal (Mixquic), para 
abarcar con más o menos amplitud las características productivas 
del campesinado de esta región del país. Las localidades fueron se
leccionadas no tanto por su pureza en la conservación de la cultu
ra productiva de filiación mesoamericana, ni por la predominancia 
en ellas de actividades de tipo agrícola, sino al revés, para mostrar 
los diversos grados en los que las formas productivas campesinas se 
han venido vinculando con el mercado, con la tecnología moderna 
y con la cultura urbana, sin que esto signifique, necesariamente, pér
dida de la identidad o una incompatibilidad intrínseca entre tradi
ciones productivas diferentes. 
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EL SABER CAMPESINO 

En el caso del trabajo conceptual en torno a la definición del saber 
campesino respecto del saber científico y técnico, consideramos, 
con base en el material recopilado en campo, la inutilidad de dis
tinguir este tipo de conocimientos en la dicotomía entre conoci
miento empírico y conocimiento científico, pues pensamos que esas 
dicotomías se sustentan, precisamente, en una distinción bastante 
simplista que afirma el carácter verdadero y riguroso de todo co
nocimiento generado desde la tradición científica, frente al carác
ter casual y accidental del conocimiento generado desde ámbitos 
no científicos. En esta investigación afirmamos que procesos de 
conocimiento que han sido adjudicados al conocimiento empírico 
(por ejemplo, la alfarería y la agricultura) suponen una racionali
dad cultural y complejas operaciones, así como experimentaciones, 
que hacen difícilmente sostenible su producción accidental (Bara
hona, 1986). 

Nuestro punto de partida fue tomar como poco sustancial esa dis
tinción, y apostar a la existencia de una alta complejidad y un tam
bién alto nivel de sofisticación en los saberes y conocimientos que 
el campesino pone en práctica para poder hacer producir la tierra 
(esto es, negar de entrada lo empírico de sus conocimientos agríco
las). El problema con la distinción entre conocimiento científico y 
conocimiento empírico es que pretenden hacer creer que la gene
ración de conocimientos válidos fuera del ámbito y las reglas deriva
das del conocimiento científico son producto de la casualidad. 1 Así 
se nos quiere hacer creer que la agricultura fue descubierta cuando 
accidentalmente un individuo dejó caer una semilla, y vio -cin
co o seis meses después- que ahí mismo surgía una planta de la 
misma especie de la semilla. Aunque pareciera inútil refutar tal plan
teamiento, la popularización de este tipo de explicaciones para dar 
cuenta de los desarrollos cognitivos de los pueblos nativos es tal que 
resulta necesario hacer algunos comentarios al respecto. 

En primer lugar, debe existir una cadena colosal de asociaciones 
-míticas, prácticas y nocionales- para relacionar el crecimien-

1 Sabemos que en México han transcurrido por lo menos nueve mil 
años de agricultura. Durante esos años se ha venido desarrollando un cono
cimiento del medio ecológico, de pruebas y errores hasta llegar a la tec
nología agrícola tradicional. Este saber en torno a la agricultura tradicional 
intenta responder a las preguntas de cómo la humanidad genera, acumula 
y transmite sus conocimientos a través de la historia, y cómo la domesti
cación vegetal refleja la interacción del tiempo en diferentes medios eco
lógicos y culturales (Hernández Xolocotzin, 1995). 
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to de una planta específica, con la caída accidental, cinco meses 
atrás, de una semilla (como si la memoria humana estuviera regis
trando todos y cada uno de los objetos que arrojamos al piso, el 
lugar específico y la fecha en que caen). Marvin Harris, en su libro 
El materialismo cultural, muestra cómo el descubrimiento de la agri
cultura en el neolítico no responde, como generalmente se nos ha
ce creer, a la caída accidental de granos en campos con condiciones 
específicas, sino al cambio en las condiciones climáticas producto 
de la última glaciación, lo que obligó a las bandas de cazadores-re
colectores a hacerse sedentarias. Esto es, aunque los agricultores 
neolíticos conocían los rudimentos de la agricultura desde antes de 
convertirse en agricultores, no la practicaban no por falta de co
nocimiento, sino por su rentabilidad menor respecto de la cacería 
en el ambiente ecológico previo a la glaciación. Levi Strauss, por 
su parte, en un ensayo titulado "Raza e historia" ( 1979) refuta con 
maestría cualquier posibilidad de empirismo en un desarrollo técni
co aparentemente tan sencillo como es la alfarería. De hecho, reta 
a cualquiera a producir "empíricamente" una vasija -la que sea
sin saber de antemano cuál es el tipo de barro susceptible de ser 
moldeado, a qué temperatura debe llevarse la cocción, durante 
cuánto tiempo, bajo qué condiciones de humedad ... No obstante, 
ninguno de los autores sugiere algún modelo para pensar la forma 
en que se pudo haber concretado el conocimiento de la alfarería o 
la agricultura. El problema es: si no estamos hablando de conoci
mientos accidentales, empíricos, entonces ¿cómo puede caracte
rizarse ese tipo de saberes? 

De momento, con la información disponible, estamos en condi
ciones de afirmar que en el trabajo campesino está implicado mu
cho más que descubrimientos accidentales, mucho más que meras 
secuencias operativas. Ahora podemos ver, cada vez con mayor cla
ridad, que el trabajo campesino, como cualquier proceso producti
vo -por simple que sea-, está soportado en un conjunto de ideas, 
conocimientos, valores, definiciones y creencias que interactúan con 
una estructura productiva específica, de forma tal que permiten ar
ticular en un solo proceso de transformación elementos de dife
rente índole y naturaleza, razón por la cual se puede sostener que en 
el trabajo campesino están implicados los saberes propios de todo 
proceso tecnológico. Se trata de una tecnología campesina. 

En el caso del trabajo campesino que se desarrolla en el centro 
del país (la región donde hemos llevado a cabo el trabajo de cam
po), las especiales condiciones ecológicas de esas áreas le impo
nen al productor la necesidad de desarrollar un manejo sofisticado 
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de conocimientos acerca de los diferentes ecosistemas sobre los que 
opera,2 sobre las temporadas adecuadas de siembra, las condicio
nes climáticas favorables para cada especie, los insumos requeri
dos y los mecanismos de comercialización, además de la relación 
del calendario ritual con las características, ritmos de desarrollo y 
apareamiento de las especies vegetales y animales de manejo. 

Asimismo, requiere un sistema de conocimientos que le permi
ta la predicción de las variaciones climáticas, así como una serie 
de técnicas rituales para incidir sobre ellas. Además, requiere tam
bién de amplios conocimientos de estrategias de almacenamiento 
y conservación de los productos obtenidos. Igualmente requiere de 
técnicas y conocimientos que le permitan contrarrestar las enferme
dades que afectan a las especies por él cultivadas. Lo anterior, desde 
luego, no es una descripción exhaustiva del conocimiento requerido 
por el campesino para producir, es sólo una muestra de la compleji
dad de los conocimientos que debe poner en operación el campesino 
al momento de hacer producir la tierra, lo que aleja definitivamen
te a este tipo de conocimiento de la calificación de empírico. 

Los conocimientos campesinos en comunidades de prácticas 

La distinción entre conocimiento empírico y conocimiento cientí
fico ha sido usada para acuñar conceptos que aparentemente van 
más allá de esa dicotomía simplista. Así, cuando Agnes Heller afirma 
que el conocimiento científico es un conocimiento sobre las cosas 
en relación con un sistema cognitivo más amplio, en tanto que el 
saber cotidiano vendría siendo un conocimiento sobre las cosas en 
concreto, en el fondo está negando la capacidad o posibilidad de 
los portadores de saberes cotidianos para ofrecer explicaciones so
bre sus conocimientos, que no sean las derivadas de los usos con
cretos de ese saber. 

Dentro de la tradición de la sociología del trabajo se ha desarro
llado un concepto semejante al de "saber cotidiano", como opues
to al de saber científico y que, afirmamos, descansa también en la 
distinción entre conocimiento empírico y conocimiento científico. 
Se trata del concepto de "saber hacer" (know how, dicen los esta
dounidense; savoir faire, los franceses). Aunque, según Chemoux 
(1997:16), el concepto de "saber hacer" tiene en su centro y como 

2 Tipos de suelo, exposición de vientos, grado de humedad, especies sil
vestres dañinas y aprovechables, exposición a la erosión por lluvias y vien
tos, calendario de aparición de heladas. 
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punto de partida al conjunto de saberes y conocimientos que per
miten el funcionamiento del binomio herramienta-materia prima, 
los estudios concretos que usan ese concepto (como el mismo ya ci
tado de Chemoux) invariablemente se enfocan más hacia el análisis 
del desarrollo de las secuencias operativas que conducen a la ob
tención de un resultado cercano al deseado. Creemos que esto es 
así debido a la fuerza y a la omnipresencia teórica -en las disci
plinas que estudian el conocimiento-- de la multimencionada dis
tinción entre conocimiento científico y conocimiento empírico. 

Sin embargo, nuestra experiencia en el campo nos ha permitido 
observar que las cosas son mucho más complejas, pues mientras 
que, en efecto, muchas de nuestras preguntas fueron respondi
das con un "no sé por qué es así, pero así lo hemos hecho siempre", 
quizá lo más significativo de estas frases es la capa~idad de nues
tros informantes para ofrecemos explicaciones -muchas de ellas 
nunca antes reflexionadas por ellos- para diferentes prácticas, téc
nicas, operaciones y saberes comentados en las entrevistas. Cuan
do hablamos de "explicaciones", queremos dar a entender que en las 
respuestas estaban implicadas jerarquías clasificatorias, conexio
nes causales de elementos difícilmente asociables dentro de la tra
dición científica, resultados de prácticas productivas con especies 
comerciales, asociaciones de prácticas concretas con elementos del 
calendario ritual y, de manera muy especial, conocimientos legitima
dos en la confrontación de ideas con otros productores. Todo esto 
nos habla de formas de conocimiento que son mucho más que me
ras secuencias operativas, o meros conocimientos sobre las cosas 
en concreto. 

Caracterizar, entonces, a los saberes que pone en práctica el cam
pesino al momento de producir requiere un contraste con el "sa
ber científico técnico", ya que el saber cotidiano se tiende a definir 
en oposición al saber científico, y a mostrar la forma en que el sa
ber, el conocimiento, las creencias, se generan y se transforman en 
un contexto productivo, así como a la manera en que se articulan 
con la estructura social y la cultura hasta conformar un sistema de 
ideas dinámico en constante retroalimentación. Además, en la inves
tigación se ha puesto un énfasis muy marcado para dar cuenta de la 
forma en que tal sistema ha incorporado elementos externos en rela
ciones interculturales, y cómo éstos se adaptan al sistema, lo colocan 
en contradicción o generan su transformación. Se trata, entonces, 
de observar cómo el conocimiento tradicional hace sistema, pero 
también de observar cómo interactúa con elementos externos a él, 
los que corresponden a otra tradición cultural. 
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INTERCULTURALIDAD Y ARTICULACIÓN DE SABERES 

En trabajos de investigación anteriores (Weiss et al., 1989; Weiss, 
1991) en el que contrastamos los saberes escolares con los saberes 
extraescolares (de las comunidades campesinas) en la producción 
agropecuaria, la socióloga Claudine Levy, al analizar las prácticas 
productivas en las escuelas tecnológicas agropecuarias encontró 
lo mismo: una clara contradicción entre los conocimientos teóricos 
referenciales del modelo de la tecnología moderna, respecto a los sa
beres experienciales de los alumnos y respecto a los mismos saberes 
prácticos de los profesores. Esta situación nos indica que el conoci
miento que se produce en campos experimentales, con tecnología 
transferida y muchas veces descontextuada, guarda una distancia 
considerable respecto a la tecnología agricola tradicional que se pro
duce, difunde e innova a partir de una tradición cultural. 

Sin embargo, como bien apunta Claudine Levy, este conflicto de 
saberes no aparece en las prácticas productivas, puesto que es la 
resolución de problemas, y no el modelo ideal, el que permite aco
plar el conocimiento científico-tecnológico con el conocimiento de 
los productores y resolver, en los hechos, ese conflicto o contradic
ción de saberes. 

En una investigación más reciente (Díaz, 2001) en escuelas y co
munidades campesinas e indígenas, con la información de campo 
disponible, tampoco detectamos casos explícitos de confrontación 
o conflictos de saberes, porque en la práctica, más que contradiccio
nes -que bien se pueden observar entre los modelos tecnológicos 
diferentes, o en la ideología de agrónomos o antropólogos-, lo que 
sí aparece es un acoplamiento entre la tradición y la innovación 
que nos permite mantener la hipótesis de relaciones intercultura
les en las prácticas y los conocimientos campesinos para la resolu
ción de problemas productivos. Por ejemplo, la gente reconoce la 
superioridad del abono orgánico, de la rotación de los cultivos 
como sistema de fertilización, sobre el uso indiscriminado de fer
tilizantes artificiales y demás agroquímicos. Sabe que el efecto del 
químico dura sólo un ciclo agrícola y que si en el siguiente no se le 
echa, la tierra ya no da nada. En cambio, que con el orgánico pue
de aguantar sin volver a fertilizar hasta cinco años. No obstante, 
quienes han afirmado esto no usaban abono orgánico, sino el tan 
criticado fertilizante químico. Esto, que pareciera una fuerte con
tradicción, sólo es tal si se considera a los conocimientos en tomo a 
la fertilización como algo absoluto, mientras que si se les ubica co
mo parte de un sistema productivo y de una cultura productiva 
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abierta, la dicotomía se matiza. Así, cuando le preguntamos a un 
informante que por qué no usaba el abono orgánico, si reconocía 
su superioridad, él contestó "ahora ya no, porque ya cambió todo, 
ya la gente ya cambió su modo de vivir, sus modos de progresar". 

Este "cambio" en los modos de vivir implica, entre otr¡ls cosas, 
que este campesino toma decisiones a partir de un conocimiento 
práctico, hay una sabiduría exenta de ideologías, tal sabiduría para 
la vida le hace reparar por ejemplo en que no cuenta con tierras 
propias, sino las renta, y como él dice: "que tal si le echo la majada 
(lo que ahora implica más costos) y viendo que ya está bien abo
nado, ya el año que entra me las quitan, entonces ya perdí". Tam
poco tiene vacas ni caballos (productores por excelencia de abono 
natural), ni traspatio lo suficientemente grande para albergarlos 
(puesto que ha subdividido al máximo el solar urbano para darles 
casa a sus hijos casados) y sus hijos ya no desean involucrarse en 
actividades agrícolas, ni él se dedica al campo cien por ciento. Por 
todas esas razones, para él no hay contradicción entre su preferen
cia por el abono orgánico y las ventajas operativas que le proporcio
na el uso de fertilizantes artificiales. 

Esta forma de abordar los saberes y conocimientos prácticos de 
los campesinos permiten conocer cómo tales conocimientos se ar
ticulan, cuestionan, complementan o se niegan en un contexto cul
tural local. En el ejemplo anterior pudimos ver cómo un conflicto 
concreto entre saberes se resuelve o se matiza al pasar al plano de 
los sistemas productivos que constriñen las prácticas y los saberes 
concretos de los actores sociales. Sin embargo, en la investigación 
de referencia (Díaz et al., 2004) también encontramos ejemplos de 
otros actores que reaccionan contra el saber dominante, y para ha
cerlo deben enfrentarse abiertamente al sistema que sustenta ese 
saber, para lo cual necesitan llevar a cabo un activismo frontal para 
regresar a los sistemas productivos ancestrales (incluso escuchamos 
propuestas que no sólo repudian el uso de agroquímicos, sino ni 
siquiera el abono natural, sólo aceptan la alternancia de gramíneas 
con hortalizas como sistema de fertilización). Así, la información 
preliminar nos ha provisto de dos ejemplos que aparecerían como 
contradictorios desde una perspectiva estructural (aquella que privi
legia el análisis de la forma en que la acción humana hace siste
ma), pero son perfectamente integrables desde una perspectiva que 
pone el acento en las diversas modalidades de la acción social. 

De lo anterior se desprende que tan importante es trabajar en 
demostrar la racionalidad del conocimiento campesino (para lue
go mostrar sus articulaciones con la cultura que le enmarca), como 
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mostrar la forma en que, en la práctica concreta, los diferentes pro
ductores del campo van modificando, ampliando o resignificando 
los saberes y conocimientos de su cultura productiva. Esto sólo es 
posible si se elude la ilusión de ver a los poblados en investigación 
como comunidades "armónicas" y se les vislumbra como "escena
rios culturales" o "comunidades de práctica", donde diferentes po
bladores, en situaciones diversas, despliegan su acción cotidiana, 
de forma tal que con ella dan forma a sistemas sociales y culturales 
en constante transformación. 

Relevantes es que en uno y otro de los ejemplos de le, ; informan
tes comentados, tanto el conflicto, como su ausencia, se resuel
ven en el plano de la estructura productiva local. Esto puede tener 
consecuencias importantes para encontrar los caminos más per
tinentes para lograr la articulación de saberes y para incluir a la 
cultura productiva local como elemento central para analizar el 
fenómeno de la interculturalidad. En efecto, mientras que nuestro 
primer informante (mestizo, en una comunidad que ya no es princi
palmente campesina) no presenta más que débiles manifestaciones 
de resistencia a los agentes de la modernidad -por ejemplo, afir
ma que "él siembra para tener siempre tortilla buena, pues no le 
gusta la de máquina"-, en el segundo su oposición a éstos es tal 
que los ha llevado a encabezar un movimiento reinvidicador de la 
cultura indígena tlaxcalteca para luchar frontalmente contra quie
nes buscan desaparecer la cultura ancestral. En resumen: en las 
prácticas concretas no se puede hablar de relación respetuosa en
tre culturas diferentes, si no se considera también a las relaciones 
respetuosas entre formas y estructuras productivas diversas que son 
los componentes esenciales de las culturas implicadas. 

PRÁCTICAS PRODUCTIVAS Y CREENCIAS 

Cuando líneas arriba afirmábamos que el saber campesino no se 
reducía al mero conocimiento de las secuencias operativas, al mero 
conocimiento de las cosas en concreto, estábamos afirmando que a 
ese saber lo sustentan categorías, valores, creencias, artefactos pro
ducto de resultados de experiencias productivas, relaciones significa
tivas entre sus diferentes componentes. De estos elementos, el de las 
creencias es el que ha sido estudiado en forma más constante en 
la antropología, y básicamente desde posiciones que afirman que los 
comportamientos concretos dependen de las cosmovisiones especí
ficas, de las creencias y los valores asociados a comportamientos 
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también específicos. Sin embargo, podemos afirmar que si bien en
contramos una relación estrecha entre creencia y conocimiento, 
ésta no es lineal ni aparece necesariamente. Así, por ejemplo, en 
testimonios anteriores encontramos que dos diferentes informantes 
orientaban sus decisiones productivas guiados en algún sistema 
predictivo. En los dos casos las "cabañuelas" eran el sistema de re
ferencia básico, pero mientras que en un caso el productor seguía 
con atención las variaciones climáticas de los primeros 24 días de 
enero, ya no ponía mucha atención a cómo variaban los últimos 
siete días de ese mes que, conforme a la creencia, marcan por me
dios días las predicciones del clima, y por horas y minutos en el úl
timo día del mes. El otro informante también estaba atento a las 
cabañuelas, pero no guiaba sus predicciones climáticas con base 
en ellas, más bien explicaba los cambios climáticos bruscos de un 
día a otro por el hecho de estar en cabañuelas, en tanto que hacía 
sus predicciones basándose en la aparición o no de flores en el mes, 
de la cantidad de pájaros que se dejaran ver por esos días, de si flo
rearon los pocos arbustos que resistieron el frío de enero. 

Lo anterior nos pone de frente también con el problema de la for
ma en que se han venido estudiando las tradiciones. Mientras que 
la visión general que ofrecen los estudios antropológicos es que los 
comportamientos de los grupos en estudios son guiados por lama
no invisible de la costumbre, en el análisis de los datos de campo 
de investigaciones anteriores hemos visto cómo, en concreto, se 
duda de la pertinencia de ciertas tradiciones diciendo "pero esas 
son creencias de los antiguos", para enseguida afirmar como verda
dera otra creencia (o la misma). Así, uno de nuestros informantes 
nos dijo respecto de la costumbre de llevar a bendecir las semillas 
y los animales el 2 de febrero, día de la Candelaria: 

Anteriormente mi abuelita sí la llevaba. Pues es una creencia: que 
llevando a bendecir el maicito, Dios socorre más. Pero, pues son 
creencias de los abuelitos, de antaño, que llevan su maicito, lle
van con todo y el romero, el ciprés[ .. . ] a bendecir. Y el romero y 
el ciprés sirven para cuando hay una tempestad de granizo [ ... ] 
que va a granizar fuerte[ ... ] que se pone la nube re negra, entonces 
se quema ésa[ .. . ] se queman esas hierbas, y se le mete un cuerno 
de toro del[ .. . ] ¡que sea hueso![ ... ] se le mete y que esté humean
do[ ... ] y parece mentira, pero la nube empieza a deshacerse. Y 
ya llueve, pero ya nomás [ ... ](testimonio de un campesino). 

Éste es un caso en que se duda de la costumbre, pero se afirma 
una parte de ella. No obstante, en el caso comentado sobre las ca-
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bañuelas, otro informante fue capaz de explicamos la forma en que 
éstas se observan, pero no confía en que el clima se comporte tal 
como lo prevén las cabañuelas. Esto es, tiene el conocimiento pero 
no la creencia y, por lo tanto, no reproduce la tradición, mientras 
que el otro sí tiene la creencia, pero no la sigue en su totalidad. 

En ambos ejemplos es claro que la tradición existe, a pesar de 
que actores específicos dudan de partes o de la totalidad de ella, lo 
cual significa que las costumbres se reproducen independientemen
te de que los actores confíen o crean en ellas. 

Lo que ha aparecido más claro es la presencia del ámbito ritual 
como consustancial a las formas campesinas de conocimiento y pro
ducción. Es el caso del ya comentado ejemplo de la bendición de 
las semillas el día de la Candelaria, es el caso de la conjuración de las 
tormentas llamadas víboras mediante la quema del romero y el ci
prés, o prendiendo un cirio que haya portado la flama del día de la 
resurrección. Es el caso del uso del número mágico tres, en la can
tidad de semillas sembradas en cada agujero de maíz o calabaza, 
es el caso de la presencia del calendario ritual con sus santos como 
marcadores de fenómenos naturales (heladas, tormentas). 

CONCLUSIONES 

Por el momento baste decir que para comprender la construcción, 
el valor, la utilidad y los efectos de los saberes es necesario, por 
una parte, buscar su correspondencia con la cultura en la cual se 
desarrollan, su congruencia con los planteamientos culturales en 
los que están insertados y, por otra, analizar la cosmovisión que los 
sustenta y su capacidad para resolver problemas concretos que se 
dan en el mismo medio. 

Entonces, para comprender el origen, sentido y destino de los sa
beres locales, es necesario armar puentes, encontrar huellas e inten
tar comprender a las culturas en sí mismas, y a la vez intentar hallar 
los vasos comunicantes entre las matrices culturales que nos dan 
cuenta de la interculturalidad, puesto que, como hemos demostra
do con nuestro estudio, el conocimiento campesino no es estático ni 
aferrado a una sola cosmovisión. En las elecciones cotidianas, el 
campesino realiza un acoplamiento entre los saberes técnicos mo
dernos y los tradicionales, experimentan no sólo cuando producen 
para el mercado, lo hacen en su producción para el autoconsumo 
y por mera curiosidad; en la cultura productiva campesina existe 
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innovación, creatividad y cambio. La innovación se hace desde la 
tradición, tradición e innovación no son opuestas. El cambio es ne
cesario en la vida campesina. Además, los campesinos al generar 
conocimiento aprenden de él. Los campesinos aprenden a través 
de la observación, de la transmisión de sus hallazgos y de la imita
ción, pero siempre exp.erimentando e incorporando a su cultura 
productiva las innovaciones, lo que la hace dinámica y no estanca
da. Por lo tanto, el conocimiento campesino es un fenómeno social 
donde no hay competencia entre unidades productivas. El conoci
miento no se guarda ni se protege, más bien se comparte. 

BIBLIOGRAFíA 

BARAHONA, Rafael (1986), "Conocimiento campesino y sujeto social 
campesino", en Soko Gonzalo TAPIA (comp.), La producción de 
conocimientos en el medio campesino, Santiago de Chile, Pro
grama Interdisciplinario de Investigaciones en Educación. 

CHAYANOV, A.V. (1981), "Sobre la teoria de los sistemas económicos 
campesinos", en Pasado y Presente, núm. 94, México. 

CHEMOUX, Marie Noelle ( 1997), Trabajo, técnicas y aprendizaje en el 
México indígena, México, CIESAS. 

DfAz TEPEPA, G. (1993), El saber técnico en la enseñanza agropecua
ria, México, DIE-CINVESTAV (Serie Tesis, núm. 15). 

___ (2001), Técnica y tradición. Etnografía de la escuela rural 
mexicana y de su contexto familiar y comunitario, México, El 
Colegio de Puebla/Plaza y Valdés. 

---· Pedro ÜRTIZ e Ismael NúÑEZ (2004), Interculturalidad, sa
beres campesinos y educación , México, El Colegio de Tlaxca
la/SEFOAIFundación Boll. 

HARRIS, Marvin (1998), El materialismo cultural, Madrid, Alianza. 
HELLER, Agnes (1982), La revolución de la vida cotidiana, Madrid, 

Editorial Península, Serie: Historia, ciencia, sociedad. 
HERNÁNDEZ XOLOCOTZIN, Efraín (1995), Xolocotzia, México, Univer

sidad Autónoma de Chapingo. 
LEVI STRAUSS, Claude (1979), "Raza e historia", en Claude Levi

Strauss, El pensamiento salvaje, México, Fondo de Cultura 
Económica. 

WEISS, Eduardo ( 1991), "La formación escolar del técnico agrope
cuario en México", en Revista de Comercio Exterior, núm. 41 , 
vol. 1, México, pp. 1070-1090. 



428 M.G. DíAZ TEPEPA, P. ORTIZ BÁEZ, l . NÚÑEZ RAMÍREZ 

___ ,Guadalupe DíAz T. y Claudine LEVY (1989), úis relaciones 
entre el saber escolar y el saber extraescolar en la producción 
agropecuaria, informe de investigación, México, CONAcyT/DIE

CINVESTAV. 



Balance y perspectivas del campo: 
a más de una década del TLCAN 

y del movimiento zapatista 
Tomol 

Efectos y defectos 
de las políticas 

se terminó en mayo de 2009 
en Imprenta de Juan Pablos, S.A., 
Malintzin 199, Col. del Carmen, 

Del. Coyoacán, México 04100, D.F. 
<imprejuan@prodigy.net.mx> 

1 000 ejemplares 

1::1 



9 J,,, '"" ''' 
t1··· •"-'~· ••• :s~~ ••••• •::.;, 

CONACYT 


	Presentación
	Introducción. Defectos y efectos de las políticas. Ivonne Vizcarra Bordi y Francisco Guízar Vázquez
	DEFECTOS PROCESOS GLOBALES Y RESPUESTAS LOCALES
	El istmo oaxaqueño, del Megaproyecto Transístmico al Plan Puebla Panamá. César Adrián Ramírez Miranda
	Apertura y proteccionismo. Ambivalencias de la política agrícola de Estados Unidos y su impacto en la horticultura mexicana: el caso de Sinaloa. Carlos Javier Maya Ambía y Alma Leticia Cabada Verdín
	Implicaciones del brote de hepatitis A en la organización productiva del Valle de Mexicali. Belem Avendaño Ruíz y Rita Schwentesius
	Continuidades y cambios en la agricultura zamorana, 1994-2004. José Luis Seefoó Luján
	Política agrícola e impactos diferenciados en el campo mexicano. Un acercamiento a través de estudios de caso. Beatriz de la Tejera Hernández, Ángel Santos Ocampo, José Martín Arreola Zarco y Leticia E.Ochoa Franco
	Escasez de agua, desastres, vulnerabilidad social y desarrollo regional en Tlaxcala. Úrsula Oswald Spring

	EFECTOS INTERVENCIONES, ACCIONES Y DEMANDAS
	Desarrollo pecuario y acciones concertadas en comunidades campesinas. Ernesto Sánchez Vera, Yolanda Nava Bernal, Simon Anderson y Andrew Dorward
	Los programas de apoyo gubernamental y los espacios de acción social en el agro guanajuatense. María del Carmen Cebada Contreras
	De servidores públicos a miembros de organizaciones de sociedad civil en el México rural. Roberto Diego Quintana y Alejandra Meza Velarde
	La territorialización de la política pública en Las Margaritas, Chiapas: innovaciones de la sociedad civil en el gobierno local. Luis Rodríguez Castillo
	El problema agrario en Chiapas. Crisis y desafíos. María del Carmen García Aguilar y Daniel Villafuerte Solís
	Transformaciones gubernamentales y derechos agrarios en la tenencia social de la tierra en Oaxaca. Marcela Coronado
	¿Las microfinanzas realmente abaten la pobreza? Gabriela Guzmán Gómez
	Evaluación microsociológica del Progresa-Oportunidades en dos comunidades rurales del Valle del Mezquital, México. Jorge Arzate Salgado
	Lecciones de una política social emergente en el Estado de México. Caso del Consejo Mexiquense de seguridad alimentaria (comesa). Ivonne Vizcarra Bordi

	CONOCIMIENTOS Y CAPACIDADES TRANSFORMATIVAS
	Diversidad y cambio en las prácticas electorales de los municipios oaxaqueños. Jorge Hernandéz-Díaz
	La confrontación cultural en la dinámica social de los cuentepequenses. Gisela Landázuri Benitez
	La construcción local del conocimiento campesino. María Guadalupe Díaz Tepepa. Pedro Ortiz Báez e Ismael Nuñez Ramírez

	ÍNDICE

